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LA  OONSTITUOION 

ANTB 

EL    CONGEESO 


CAPÍTULO  VIL  (1) 

Del  Presidente  de  la  República 

Art.  59 

«  Un  ciudadano  con  él  título  de  Presidente  de  la  Repú- 
blica de  Chile  administra  el  Estado^  i  es  el  Jefe  Supremo 
de  la  Nacion.i> 

Dice  este  artículo,  en  primer  lugar,  que  el  Presidente 
de  la  República  administra  el  Estado^  i,  en  seguida,  que 
es  el  Jefe  Supremo  de  la  Nación. 

Examinemos  separadamente  una  i  otra  espresion. 

o 
o  o 

La  palabra  administrar^  que  este  artículo  emplea,  i  la 
palabra  administración  de  que  se  sirve  el  art.  81,  al  decir 
que  al  Presidente  de  la  República  está  confiada  la  admi- 
nistración i  gobierno  del  Estado,  son  empleadas  frecuen- 
temente de  una  manera  poco  exacta.  Block,  al  referirse 
a  la  segunda  de  esas  voce8,dice,  i  con  razón,  que  no  exis- 
te palabra  que  se  emplee  con  mas  frecuencia  i  cuya  sig- 
nificación precisa  sea  menos  conocida. 

(1)  La  nameraoion  de  los  oapUalos  es  la  de  la  Oonstitacion. 
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6  LA  CONSTITUCIÓN   ANTE  EL  CONGRESO 

Quizás  por  esta  razón  el  art.  59  se  limita  a  espresar 
que  el  Presidente  de  la  República  administra  el  Estado, 
apesar  de  que  le  está  confiado  el  gobierno  del  mismo,  se- 
gún el  ya  citado  art.  81.  No  es  improbable  que  la  Cons- 
titución, siguiendo  un  error  tan  vulgar  que  en  él  incurre 
aun  el  excelente  libro  que  sirve  de  texto  para  la  ense- 
ñanza del  derecho  administrativo  en  nuestra  Universi- 
dad, haya  considerado  como  sinónimas  o  equivalentes  las 
palabras  gobierno  i  administración.  Sin  embargo,  la  ver- 
dad es  que  ambas  significan  ideas  perfectamente  distin- 
tas, como  mui  bien  lo  esplica  Block  (1)  en  la  forma  si- 
guiente: 

El  gobierno  comprende  la  dirección  superior  de  los  in- 
tereses jenerales  del  Estado,  tanto  en  el  interior  como  en 
el  esterior;  a  la  administrojdon  corresponde  el  cumpli- 
miento regular  de  los  servicios  públicos  destinados  a  con- 
currir a  la  ejecución  del  pensamiento  delGrobierno  i  a  la 
aplicadon  de  las  leyes  de  interés  jeneral.  El  gobierno  re- 
presenta la  voluntad;  la  administración^  la  acción.  Gober- 
nar es  dirijir^  impulsar;  administrar  es  obrar^  ejecutar.  La 
misión  del  Gobierno  supone  mas  irUelijenda  que  activi- 
dad;  la  de  administración  supone  mas  esto  último  que 
aquello. 

<rSe  confunde  amenudo,  dice  el  autor  citado,  el  go- 
bierno con  la  administración,  porque  ambas  autoridades 
residen  frecuentemente  en  la  misma  persona  (como  suce- 
de en  Chile)  i  porque  los  funcionarios  i  ajentes  adminis- 
trativos están  jerárquicamente  subordinados  a  los  miem- 
bros del  Gobierno  i  forman,  por  decirlo  así,  un  solo  cuer- 
po con  él.» 

Así,  el  Presidente  de  la  República  gobierna  el  Estado 
por  sí,  en  unión  con  sus  ministros;  i  lo  administra  por 
medio  de  los  Intendentes,  que  son  sus  ajentes  naturales  e 


(1)  Dictíonnftireder  Adminifitrationíraofaise— palabra  Adminístratíon. 
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ARTÍCULO    59  7 

mmedtatos^  conforme  al  art.  116,  i  por  medio  de  los  su- 
balternos de  éstos. 

La  misión  del  gobierno^  que  implica  i  supone  dirección^ 
puede  perfectamente  centralizarse.  Una  cabeza  puede 
dirijir  los  intereses  jenerales  del  Estado.  La  misión  de 
la  admimstraciony  que  implica  i  supone  acción^  ejecucioiij 
no  debe  centralizarse  i  es  menester  repartirla  por  la  fuer- 
za misma  de  las  cosas.  La  centralización  gubernativa  es 
condición  indispensable  de  todo  gobierno  bien  organi- 
azdo.  La  centralización  administrativa-e^iÁ  mui  lejos  de 
serlo  i  es  algo  que  pierde  terreno  de  dia  en  dia. 

Si  Pedro  es  dueño  de  diez  o  mas  fundos  repartidos  a 
grandes  distancias,  podrá  gobernarlos  todos  desde  su  ca- 
sa, dictando  las  órdenes  necesarias  para  su  buena  direc- 
cionj  aun  cuando  no  los  visite  personalmente.  Basta  pa- 
ra ello  que  conozca  su  topografía,  los  elementos  de  riego 
i  cultivo  con  que  cuenta  cada  uno,  etc.  etc.;  pero  si  quie- 
re que  sus  órdenes  sean  bien  ejecutadas,  para  que  sur- 
tan los  efecjx)s  que  de  ellas  se  debe  esperar,  será  menes- 
ter que  en  cada  fundo  tenga  un  administrador  activo  en- 
cargado de  la  realización  de  su  pensamiento.  Ejemplos 
como  este  manifiestan  claramente  la  distinción  que  existe 
entre  gobernar  i  administrar. 

Comprendiendo  la  administración  el  conjunto  de  los 
servicios  púbUcos^  o  sea  de  aquellos  para  cuya  satisfac- 
ción es  impotente  o  insuficiente  la  acción  del  individuo^ 
se  llega  a  la  consecuencia  de  que,  al  confiar  la  Constitu- 
ción al  Presidente  de  la  República  la  administi^acion  de 
ésta,  le  ha  conferido,  por  el  mismo  hecho,  todas  aquellas 
atribuciones  que  son  indispensables  para  el  cumplimiento 
regular  de  dichos  servicios,  aun  cuando  el  caso  no  estu- 
tuviere  espresamente  previsto  en  alguna  disposición  es- 
pecial del  mismo  Código. 

Por  ejemplo,  estalla  en  la  República  Arjentina  una 
epidemia  que  amenaza  invadir  a  Chile,  si  no  se  adoptan 
medidas  prontas  i  eficaces  para  impedirlo,  ha  policía  sa- 
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nitaría  es  un  servicio  público  de  los  mas  importantes, 
nadie  podrá  dudarlo.  La  acción  de  una,  de  dos,  de  vein- 
te municipalidades  sería  insuficiente  en  el  caso  a  que 
aludimos,  porque  ellas  no  pueden  dictar  medidas  que 
surtan  efecto  sino  dentro  de  sus  respectivos  territorios. 
Se  requiere,  pues,  la  acción  de  la  autoridad  central,  que 
impida  la  introducción  del  contajio  desde  .el  primero  hasta 
el  último  confín  de  la  República.  El  Presidente  de  esta, 
como  administrador  del  Estado,  dicta  entonces  un  decreto 
estableciendo  un  cordón  sanitario  en  toda  la  cordillera  de 
los  Andes,  a  fin  de  impedir  i  cortar  así  toda  comunicación 
con  el  pais  amagado  por  el  mal  que  se  trata  de  evitar- 
nos. Así  se  obró  por  nuestro  Gobierno  en  1868,  si  mal 
no  recordamos,  cuando  se  dijo  que  el  cólera  habia  apa- 
recido allende  los  Andes,  i  nadie  se  habría  atrevido,  nos 
parece,  a  negar  al  Ejecutivo  atribuciones  para  proceder 
como  lo  hizo  en  aquel  caso. 

Mas  claro,  i  para  decirlo  todo  de  una  vez,  la  palabra 
administra  que  emplea  el  art.  59,  solo  podrá  ser  bien 
comprendida  en  su  verdadero  alcance  estudiando  el  de- 
recho administrativo^  que  es  su  desarrollo  i  su  verdadera 
esplicacion.  Según  ella,  corresponden  al  Presidente  déla 
República  todas  aquellas  atribuciones  que,  confoime  a  la 
ciencia  administrativa,  entran  naturalmente  dentro  de  la 
esfera  que  es  propia  de  la  acción  i  de  la  competencia  de 
la  administración. 

Decimos  esto  para  que  no  se  crea  que,  en  los  variados 
casos  en  que  el  Ejecutivo  ha  dictado  o  pudiere  dictar 
medidas  administrativas  que  no  descansen  en  algún  ar- 
tículo espreso  de  la  Constitución  o  en  alguna  lei  termi- 
nante, podría  imputársele  infracción  de  lo  dispuesto  en 
el  art.  160  de  aquella.  Así  se  ha  visto  que,  durante  lar- 
gos años,  el  servicio  de  la  instrucción  pública^  el  de  la 
guardia  nacional^  han  estado  subordinados  a  meros  de- 
cretos del  Presidente  de  la  República,  apesar  de  que  la 
Constitución  supone  i  ordena  que  se  dicten  leyes  que 
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los  reglamenten.  (1)  I  como  estos  casos,  no  seria  difícil 
citar  otros  en  que  el  Ejecutivo  dicta  medidas  tendentes 
a  satisfacer  verdaderas  necesidades  públicas,  en  su  ca- 
rácter de  administrador  del  Estado.  Siempre  que  con 
ellas  no  vulnere  ninguna  garantía  individual,  no  atrope- 
llo derechos,  ni  se  arrogue  facultades  que  la  Constitu- 
ción o  las  leyes  confieren  a  otraieí'  autoridades,  tales  me- 
didas cabrían  dentro  del  círculo  de  atribuciones  que 
comprende  el  carácter  de  administrador  del  Estado  que 
confieren  al  Presidente  do  la  República  los  arts.  59  i  81 

de  la  Constitución. 

o 
o  o 

Los  señores  Lastarria  i  Carrasco  Albano  censuran 
fuertemente  en  sus  comentarios  a  la  Constitución  do 
1833  la  frase:  «es  el  Jefe  Supremo  de  la  Nacionj),  con 
que  termina  el  artículo  que  examinamos. 

Nosotros,  sin  creer  que  sea  necesaria  i  admitiendo 
que  podría  suprimirse  sin  que  hiciera  falta,  pensamos 
que  la  Constitución  quiso  con  ella  significar  simplemen- 
te que  el  Presidente  de  la  República  es  el  Jefe  Supremo 
de  la  Nación,  no  porque  esté  colocado  mas  alto  que  los 
otros  poderes  públicos,  sino  porque  es  él  quien  la  repre- 
senta en  sus  relaciones  con  las  potencias  ostranjeras,  i 
porque  es  en  ese  majistrado  en  quien  reside  la  sobera- 
nía transeúnte^  o  sea,  como  dice  el  señor  Bello,  la  que  re- 
presenta a  la  Nación  en  su  correspondencia  con  los  otros 
Estados.  Las  atribuciones  que  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica confieren,  en  materias  internacionales,  el  art.  81  i 
los  incisos  18  i  19  del  82,  confirman  nuestro  modo  de  ver. 

Por  lo  demás,  el  título  mas  o  menos  pomposo  que  se 
da  a  un  funcionario  púbUco,  ni  le  confiere  ni  le  quita 


(1)  La  leí  de  instraooion  secandaria  i  saperior  Be  ha  dictado  solo  el  U 
de  enero  de  1879.  La  que  debe  reglamentar  el  servicio  de  las  milicias  no 
lo  ha  sido  todavía. 
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atribuciones.  Cuáles  son  éstas  es  lo  que  realmente  inte- 
resa, teniendo  una  importancia  subalterna  las  cuestiones 
que  son  meramente  de  palabras. 

Art.  60 


Para  ser  Presidente  de  la  República  se  requiere: 
«1.**  Haber  nacido  en  el  territorio  de  Chile;i> 
<i2.^  Tener  las  calidades  necesarias  para  ser  miembro  de 
la  Cámara  de  Diputados;i> 
3.°  Tener  treinta  años  de  edadj  a  lo  ménos.y> 

Para  poder  ser,  no  para  ser  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, debió  decir  el  artículo  que  examinamos,  mal  redacta- 
do, como  muchos  otros,  en  esta  parte. 

Nada  tenemos  que  observar  en  cuanto  a  los  requisitos 
que  este  artículo  señala  para  poder  ser  elejido  Presiden- 
te de  la  República.  En  cuanto  al  primero,  nos  referimos 
a  lo  dicto  con  relación  al  inciso  1.®  del  art.  6.^  Respecto 
al  segundo,  nos  remitimos  a  lo  espuesto  relativamente 
al  art.  21.  En  lo  tocante  al  tercero,  nos  parece  que  no 
era  posible  exijir  menos  de  treinta  años  para  desempe- 
ñar la  Presidencia  de  la  República. 

Pero  la  enumeración  de  requisitos  establecida  en  el 
art.  60  no  es  completa,  o,  por  lo  menos,  sujiere  dudas 
que  es  menester  aclarar.  Es  la  primera  si  se  necesita  ser 
Católico  Apostólico  Romano  para  ser  Presidente  de  la 
República;  es  la  segunda  saber  si  un  eclesiástico  podria 
ser  elejido  para  este  cargo.  Ocupémonos  del  examen  de 
una  i  otra. 

o 
•  o  o 

¿Es  necesario  ser  Católico  Apostólico  Romano  para 
poder  ser  Presidente  de  la  República? — Respondemos 
sin  vacilar  que  5Í,  porque  así  lo  dispone  terminantemente 
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la  Constitución  en  suart  80,  al  ordenar  que  el  Presidente 
electo,  al  tomar  posesión  del  cargo,  preste  juramento  de 
(íobservar  i  protejer  la  Relijion  Católica  Apostólica  Ro- 
mana», i  porque  ello  es,  hasta  cierto  punto,  consecuen- 
cia natural  del  sistema  de  relaciones  entre  la  Iglesia  i  el 
Estado,  que  establecen  el  art.  5."*  i  los  demás  referentes 
al  patronato. 

No  se  concebiría  que  una  constitución  exijiera  a  al- 
guien juramento  de  observar^uns,  relijion  que  no  es  la 
suya,  una  relijion  distinta  de  aquella  que  profesa.  Se 
comprendería,  aunque  con  cierta  dificultad,  que  a  un  fun- 
cionario público  se  le  obligara  a  protejer  una  relijion  di- 
ferente de  la  suya;  pero  nuestra  Constitución  no  se  ha  li- 
mitado a  eso,  pues  exije  juramento  de  que  se  observe  i  se 
proteja  la  Relijion  Católica,  de  que  el  Presidente  sea  ca- 
tólico, en  buenos  términos. 

Pensamos  a  este  respecto  como  el  señor  don  Manuel 
Antonio  Matta  pensó  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputa- 
dos de  16  de  junio  de  1865,  cuando,  contradiciendo  al 
señor  don  Federico  Errázuriz,  Ministro  del  Culto,  que 
sostenia  que  el  juramento  exijxdo  por  el  art.  80  podría 
prestarlo  cualquier  protestante,  leyó  la  fórmula  del  jura- 
mento, i  pronunció,  en  seguida  las  siguientes  palabras 
de  interrogación:  «En  vista  de  este  juramento  pregunto 
«al  señor  Ministro:  ¿cree  que   algún  protestante  podria 
«prestarlo?  ¿podria  jurar  que  observaría  i  protejeria  la 
«Relijion  Católica,  Apostólica  Romana,  sin  traicionarlos 
«deberes  de  su  conciencia?  ¿Cómo  comprende  estas  pa- 
«labras  el  señor  Ministro?» 

Interpelado  de  esta  manera  directa,  el  señor  Errázu 
riz  reconoció  que  habia  olvidado  las  palabras  de  la  Cons- 
titución, i  que  no  quería  entrar  a  interpretarlas,  agre- 
gando que,  por  lo  demás,  la  fórmula  del  art.  80  no  está 
establecida  sino  para  el  cargo  de  Presidente  de  la  Re- 
pública. 

Es  efectivo  que  la  Constitución  no  la  establece  para 
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ningún  otro  cargo  público,  limitándose  al  precepto  jene- 
ral  que  contiene  el  art  163,  conforme  al  cual  juran,  por 
ejemplo,  los  Ministros  del  despacho.  I  como  ese  artículo 
no  exije  para  el  juramento  que  en  él  se  determina,  la 
condición  de  que  se  observe  la  Relijion  Católica  Apostó- 
lica Romana,  es  claro  que  constitudonalmente  solo  para 
poder  ser  Presidente  de  la  República  se  requiere  dicha 
condición. 

De  paso  notaremos  que  la  leí  del  réjimen  interior  im- 
pone a  los  que  fueren  nombrados  Intendentes  la  obKga- 
cion  de  jurar  que  observarán  también  la  Relijion  Católi- 
ca Apostólica  Romana,  lo  cual,  a  juicio  nuestro,  condu- 
ce solo  a  hacer  que  se  mire  con  desprecio  lo  que  hai  de 
mas  sagrado  para  el  hombre:  su  creencia  relijiosa. 

Nos  anticipamos  a  decir  desde  luego  que  nosotros  su- 
primiríamos de  la  Constitución  todo  precepto  que  haga 
obligatorio  el  juramento.  No  mezclemos  a  Dios  en  las 
miserias  humanas,  que  desgraciadamente  suministran 
numerosísimos  ejemplos  de  lo  que  valen  en  el  terreno 
del  hecho  tales  juramentos,  que  son  inneoesarios  para  el 
hombre  de  rgcta  conciencia,  i  que  üo  retraen  de  obrar 
mal  a  quien  la  tiene  torcida  o  poco  escrupulosa. 

Por  lo  demás  una  Constitución  no  adquiere  mas  fuer- 
za que  lá  que  debe  tener  por  el  hecho  de  ser  jurada;  ni 
la  pierde  por  el  hecho  de  no  serlo.  Su  vigor  i  prestijio 
dependen  de  la  manera  cómo  ha  nacido  i  de  la  pena  en 
que  deben  incurrir  sus  infractores.  Los  ciudadanos  i  to- 
dos los  habitantes  del  Estado  están  obligados  á  respe- 
tarla, i  sin  embargo  no  juran  obedecerla.  El  juramento 
es  una  fórmula  relijiosa  que  se  comprende  en  el  terreno 
de  la  conciencia,  jurando  cada  cual  con  arreglo  a  su 
creencia;  pero  no  nos  parece  lícito  exijir  a  nadie  que  jure 
conforme  a  una  creencia  que  no  fuere  la  suya. 


o 
o  o 
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La  segunda  de  las  cuestiones  arriba  insinuadas  nos 
parece  de  tan  fácil  solución  como  la  anterior,  i  mas  aun 
si  ello  es  posible. 

En  efecto,  si  los  arts.  75  i  78  de  la  Constitución  es- 
cluyen  ambos  en  su  parte  final  al  Consejero  do  Estado 
mas  antiguo,  si  fuere  eclesiástico^  del  ejercicio  accidental 
i  meramente  provisorio  de  la  presidencia  de  la  Repúbli- 
ca, ¿seria  concebible  que  jpgr7nelf¿era72  elejirpara  el  cargo  a 
un  eclesiástico  por  un  período  completo  de  cinco  años? 
Nos  parece  que  si  ha  habido  fundamento  para  lo  prime- 
ro, lo  habria  mucho  mayor  para  lo  segundo.  I  esto  es  lo 
lójico  dentro  del  sistema  patronatista,* respecto  de  los  sa- 
cerdotes de  la  Iglesia  protejida. 

Debe  reconocerse,  sin  embargo,  que  la  Constitución 
habria  hecho  mejor  en  establecer  la  prohibición  de  un  mo- 
do claro  i  absoluto,  diciendo  que  es  prohibido  a  los  or- 
denados in-sacrisj  por  ejemplo,  ejercer  en  caso  alguno  la 
Presidencia  o  la  vice-Presidencia  de  la  República,  por- 
que esclusion  terminante  no  existe  consignada  i  es  bien 
sabido  que  las  disposiciones  de  un  carácter  odioso  o 
prohibitivo  se  restrinjen  siempre  en  su  interpretación, 
aplicándose  solo  a  los  casos  en  ellas  espresamente  pre- 
vistos. 

En  el  sistema  de  la  separación  de  la  Iglesia  i  del  Es- 
tado esclusiones  como  la  que  acabamos  de  indicar  no 
tendrian  fundamento  ni  razón  de  ser,  como  lo  hemos  di- 
cho ya,  a  propósito  de  otras  esclusiones  análogas,  en  la 
pajina  92  del  primer  volumen  de  esta  obra,  al  ocuparnos 
de  la  parte  del  art.  23,  que  escluye  de  las  Cámaras  a  los 
eclesiásticos  regulares  i  a  los  párrocos  i  vice-párrocos. 

Art.  61 

aEl  Presidente  de  la  Bepública  durará  en  el  ejercicio\h 
sus  Junciones  por  el  término  de  cinco  años;  i  no  podrá  ser 
reelejido  para  el  período  signiente.y> 
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Art.  62 

(íPara  poder  ser  elejido  segunda  o  mas  veces  deberá 
siempre  mediar  entre  cada  elección  el  espacio  de  un  pe- 
riodo.T> 

Los  dos  artículos  precedentes  fueron  promulgados  el 
8  de  agosto  de  1871,  reemplazando  a  los  antiguos  artí- 
culos 61  i  62  que  permitían  la  reelección  presidencial 
para  el  período  inmediato  o  siguiente  a  la  espiración  del 
primer  quinquenio.  Se  satisfizo  así  una  justa  i  fundadí- 
sima exij  encía  de  la  opinión  ilustrada  del  país,  que  pro- 
testaba contra  un  sistema  que,  en  el  terreno  de  los  he- 
chos, habia  convertido  en  un  verdadero  período  de  diez 
años  el  que  nominalmente  debía  durar  solo  cinco. 

Rindiendo  a  la  lei  de  reforma  de  8  de  agosto  de  1871 
el  homenaje  de  simpatía  que  le  es  debido,  notamos  en 
ella  dos  defectos.  El  uno  de  fondo,  solo  de  forma  el 
otro. 

El  primero  consiste,  a  juicio  nuestro,  en  haber  conser- 
vado el  termino  de  cinco  años  para  la  duración  del  perío- 
do presidencial.  Habríamos  preferido  que  se  hubiera 
elevado  a  seis,  sobre  la  base  do  que  los  Senadores  fun- 
cionaran por  nueve  i  se  renovaran  por  terceras  partes  ca- 
da tres  años,  como  lo  hemos  indicado  en  la  pajina  128 
del  primer  volumen  de  esta  obra  i  en  vista  de  las  razo- 
nes que  en  ella  i  en  las  siguientes  dejamos  espuestas. 

El  segundo  defecto,  que  es  do  redacción,  salta  a  la  vis- 
ta. Dice  el  art.  62  que  para  poder  ser  elejido  segunda  vez, 
deberá  mediar  siempre  entre  cada  elección  el  espacio  de  un 
período.  Según  esto,  si  el  actual  Presidente  de  la  Repú- 
blica fuera  reelejido  el  25  de  julio  de  1881,  habiendo  si- 
do elejido  el  25  de  julio  de  1876,  mediaría  evidentemen- 
te el  espacio  de  cinco  años  entre  la  primera  i  la  segunda 
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elección  i  se  cumpliría  con  lo  dispuesto  en  el  art.  62.  I 
si  esto  no  puede  hacerse  es  porque  el  art.  61  prohibe  la 
reelección  para  el  período  siguiente.  Luego,  lo  que  el 
artículo  debió  decir  es  que  para  que  un  mismo  individuo 
pueda  ser  elejido  segunda  o  mas  veces  deberá  siempre  me- 
diar el  espacio  de  cinco  años  entre  la  espiración  del  pe- 
ríodo presidencial  desempeñado  por  él  i  el  principio  del 
de  la  reelección. 

Art.  63   // ^^y 

<lEI  Presidente  de  la  República  será  elejido  por  electores 
que  los  pueblos  nombrarán  en  votación  directa.  Su  número 
será  triple  del  total  de  Diputados  que  corresponda  a  cada 
departamento.!) 

Art.  64    .  . 


iíEl  nombramiento  de  electores  se  hará  por  departamen- 
tos el  dia  25  de  junio  del  año  en  que  espire  la  presiden- 
cia. Las  calidades  de  los  electores  son  his  mismas  que  se 
requieren  para  ser  Diputado.^ 

Art.  65         .     ^  -  y 

uLos  electores  reunidos  el  dia  25  de  Julio  del  año  en  que^ 
espire  la  presidencia  procederán  a  la  elección  de  Presidente 
conforme  a  la  leijeneral  de  elecciones.!) 

Art.  66 

dXcw  mesas  electorales  Jormxirán  dos  listas  de  todos  los 
individuos  qtce  resultaren  elejidos^  idespites  de  firmadas  por 
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todos  los  electores^  las  remitirán  cerradas  i  selladas^  tina  al 
Cabildo  de  la  capital  de  la  provincia^  en  cuyo  archivo  que- 
dará depositada  i  cerrada^  i  la  otra  al  Senado  que  la  man- 
tendrá del  mismo  modo  hasta  el  dia  30  de  agosto. i> 


Art.  67 


ü  c 


(^Llegado  este  día  se  abrirán  i  leemn  dichas  listas  en  se- 
sion  pública  de  las  dos  Cámaras  reunidas  en  la  sala  del 
Senadoj  haciendo  de  presidente  el  que  lo  sea  de  este  cuerpo^ 
i  se  procederá  al  escrutinio^  i  en  caso  necesario  a  rectificar 
la  elección,  J> 

Art.  68      j    ' 

aEl  que  hubiere  reunido  mayoría  absoluta  de  votos  será 
proclamado  Presidente  de  la  República.'h 

Art.  69        ^     , 

dEn  en  el  caso  de  que  por  dividirse  la  votación  no  hubie- 
re mayoría  absoluta^  elejirá  el  Congreso  entre  las  dos  per- 
sonas que  hubieren  obtenido  mayor  número  de  sufrajios.i^ 

Art.  70       ,'    v 

a.  Si  lu  primera  mayoría  que  resultare  hubiere  cabido  a 
mas  de  dos  personas^  elejirá  el  Congreso  entre  todas  éstas,J> 

Art.  71      í     '^^ 

(i  Si  la  primera  mayoría  de  votos  hubiere  cabido  auna  so- 
la persona^  i  la  segunda  a  dos  o  mas,  elejirá  el  Congreso 
entre  todas  las  personas  que  hayan  obtenido  la  primera  i 
segunda  mayoría,i> 
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->  i 


Art.  72         i^  V   / 

<iEsta  elección  ^e  hará  a  pluralidad  absoluta  de  sufra- 
jios^  i  por  votación  secreta.  Si  verificada  la  primera  vota- 
ción no  resultare  mayoría  absoluta^  se  hará  segunda  vez 
contrayéndose  la  votación  a  las  dos  personas  que  en  la  pri- 
mera hubiesen  obtenido  mayor  número  de  sufrajios.  En  ca- 
so de  empate^  se  repetirá  la  votación^  i  si  resultare  nuevo 
empate^  decidirá  el  presidente  del  Senado,!) 

Conforme  a  los  artículos  que  preceden,  la  elección  do 
Presidente  de  la  República  es  indirecta,  se  hace  en  la 
forma  que  en  ellos  se  determina,  i  corresponde  al  Con- 
greso rectificarla  cuando  ninguno  de  los  candidatos  hu- 
biere obtenido  mayoría  absoluta  de  votos ^  o  sea  la  mitad 
mas  uno  de  los  sufrajios  emitidos,  no  de  los  electores  ele- 
elejidos  en  todo  el  territorio  del  pais,  según  lo  resuelve 
también  la  lei  electoral,  al  reglamentar  las  atribuciones 
que  confiere  al  Congreso  en  materia  de  nulidad  de  las 
elecciones  de  electores  de  Presidente,  hechas  por  el  pue- 
blo, i  de  las  que  los  colejios  electorales  hicieren  de  Pre- 
sidente. 

Antes  de  ocuparnos  de  las  poquísimas  cuestiones  a 
que  los  ocho  precedentes  artículos  han  dado  o  pueden 
dar  lugar,  nos  parece  conveniente  establecer  aquí  que, 
a  nuestro  juicio,  la  elección  de  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca deberia  hacerse  en  votación  directa  por  todos  los  ciu- 
dadanos activos  con  derecho  de  sufrajio,  i  de  manera 
que  prevaleciese  siempre  la  voluntad  de  la  mayoría  de 
estos  legal  i  correctamente  manifestada. 

La  única  base  en  que  reposa  el  sistema  de  elección 
indirecta  o  de  segundo  grado,  abolido  ya  desde  1874  en 
la  elección  de  Senadores,  es  la  suposición,  por  tanto 
tiempo  admitida,  do  que  los  ciudadanos  activos  con  dc- 
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rocho  de  sufrajio  son  incompetentes  para  elejir  por  sí 
mismos  a  ciertos  funcionarios,  i  que  deben,  por  consi- 
guiente, confiar  esa  misión  a  mandatarios  nombrados  ád-- 
hoc.  Según  esto,  la  elección  de  segundo  grado  supone 
necesariamente  que  los  electores  o  mandatarios  especial- 
mente designados  no  reciben  de  sus  comitentes  un  man- 
dato imperativo^  que  les  obligue  a  votar  en  favor  de 
determinada  persona,  sino  que  quedan  en  completa  li- 
bertad para. favorecer  con  su  voto  a  quien  les  pluguiere. 

Sin  embargo,  los  hechos  no  corresponden  al  funda- 
mento de  semejante  teoría,  porque  la  verdad  es  que  los 
electores  de  Presidente  de  la  República  son  siempre  ele- 
jidos  en  consideración  a  un  candidato  conocido  i  designa- 
do de  antemano  por  medio  de  asambleas  o  convenciones 
electorales,  i  para  el  solo  efecto  de  sufragar  en  favor  de 
dicho  candidato. 

La  esperiencia  de  los  últimos  años  así  lo  manifiesta 
entre  nosotros.  I  es  natural  que  así  sea,  pues  los  parti- 
dos no  se  organizan  ni  se  mueven,  tratándose  de  una 
elección  presidencial,  sino  para  llegar  a  un  resultado  co- 
nocido. Luego,  es  perfectamente  claro  que  los  electores  de 
Presidente  reciben,  en  el  terreno  de  los  hechos,  un  man- 
dato que  es  verdaderamente  imperativo;  lo  es  también  que 
su  única  incumbencia  se  reduce  a  sufragar  en  favor  de 
de  un  candidato  proclamado  anticipadamente;  i  lo  es,  fi- 
nalmente, que  la  realidad  de  las  cosas  no  corresponde  a 
la  ficción  del  sistema  constitucional.  El  único  resultado 
práctico  que,  aparte  de  la  demora,  puede  hoi  producir 
dicho  sistema,  es  el  de  hacer  posible  la  elección  de  un 
Presidente  que,  sin  contar  con  la  mayoría  de  los  ciuda- 
danos sufragantes  en  toda  la  República,  puede,  sin  em- 
bargo, tenerla  en  los  colejios  electorales,  haciéndose,  co- 
mo se  hace,  la  elección  de  los  electores  por  el  sistema 
de  lista  completa. 

Si  la  elección  se  verificara  en  votación  directa,  seme- 
jante resultado  sería  imposible.  Los  ciudadanos  inscritos 
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en  los  rejistros  electorales  votarían  en  favor  del  candi- 
dato que  designaran  para  Presidente  de  la  República  (i 
con  la  debida  separación  para  Vice-Presidente,  como  lo 
indicaremos  al  ocuparnos  del  art.  74),  haciendo  el  Con- 
greso el  escrutinio  final  de  todas  las  elecciones  practica- 
das por  departamentos  en  el  territorio  del  Estado,  i  re- 
servándosele la  facultad  de  rectificarla  conforme  a  las  re- 
glas que  establecen  los  arts.  68  a  72,  para  el  caso  de  que 
ningún  candidato  hubiere  tenido  a  su  favor  mayoría  del 
total  de  sufragantes  en  toda  la  República. 


o  o 


Conforme  al  art.  64,  para  poder  ser  elector  de  Presiden- 
te de  la  República  se  requieren  las  mismas  calidades  que 
para  poder  ser  Diputado,  o  sea  las  que  determina  el  art. 
21.  No  son,  pues,  aplicables  a  los  electores  de  Presidente 
las  disposiciones  contenidas  en  el  art.  23,  porque  ellas 
son  de  un  carácter  prohibitivo,  por  una  parte,  i  porque 
no  militan  las  mismas  razones  en  un  caso  que  en  otro. 

Se  comprende  que  la  Constitución  excluya  a  los  jue- 
ces de  letras  i  a  los  párrocos,  por  ejemplo,  del  cargo  de 
Senador  o  de  Diputado,  que  impone  ciertos  deberes  de 
im  carácter  mas  o  menos  estable  i  duradero,  lo  que  no 
sucede  tratándose  del  cargo  de  elector  presidencial,  que 
es  meramente  transitorio  i  accidental,  i  de  un  carácter 
casi  momentáneo. 

Por  eso  es  que  la  Constitución  no  ha  estendido"  las 
prohibiciones  del  art.  23  al  caso  de  los  electores  de  Pre- 
sidente, i  por  eso  es  también  que  ha  sido  frecuentísimo 
ontre  nosotros  el  que  los  párrocos^  que  no  pueden  ser 
elejidos  Diputados,  por  ejemplo,  hayan  sido  infinitas  ve- 
ces electores  de  Presidente  de  la  República. 


o 

o  o 


La  lei  interpretativa  de  28  de  agosto    de  1851  ba 
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declarado  quo  el  di  a  30  de  agosto,  designado  por  el  art. 
67  de  la  Constitución  para  hacer  el  escrutinio  o  rectifi- 
cación de  la  elección  de  Presidente  de  la  República,  no  es 
señalado  como  término  fatal,  i  que  si  en  él  no  pudiere 
practicarse,  porque  circunstancias  imprevistos  lo  impi- 
dieren o  porque  no  se  hubiese  reunido  el  número  nece- 
sario de  miembros  de  cada  una  de  las  Cámaras,  se  prac- 
ticará en  otro  dia,  tan  pronto  como  se  allane  la  dificul- 
tad o  impedimento  que  hubiere  precisado  a  postergar  el 
acto,  debiendo  el  Presidente  de  la  República  prorogar 
para  este  objeto  las  sesiones  del  Congreso  o  convocarlo 
estraordinariamente. 

Cuando  se  discutió  la  lei  precitada,  en  sesión  de  la 
Cámara  de  Diputados  de  25  de  agosto  de  1851,  la  tachó 
de  inconstitucional  el  señor  don  Manuel  Ramón  Infan- 
te, Diputado  por  Osomo,  sosteniendo  que  una  lei  no 
puede  declarar  que  no  es  fatal  un  dia  que  la  Constitu- 
ción señala  para  que  en  él  se  verifique  un  acto  determi- 
nado. 

Los  señores  don  Antonio  Varas  i  don  Máximo  Mujica, 
Ministros  del  Interior  i  de  Justicia,  observaron,  i  con 
razón,  que  el  art.  67  no  dice  que  el  30  de  agosto  proce- 
da el  Congreso  a  escrutar  o  rectificar  la  elección  de  Pre- 
sidente, sino  que  esprosa  que,  allegado  ese.diaD,  se  prac- 
ticarán esos  actos,  i  es  evidente  que  lo  que  la  Constitu- 
ción quiso  es  que  ellos  no  se  verificaran  antes  de  esa 
fecha,  sin  oponerse  en  manera  alguna  a  que  se  efec- 
tuaran después.  El  proyecto  fué  aprobado  en  dicha  sesión 
por  30  votos  contra  uno. 


o 
o  o 


Las  reglas  que  los  arts.  69,  70,  71  i  72  establecen  pa- 
ra que  el  Congreso  rectifique  la  elección  de  Presidente 
de  la  República,  no  han  tenido  aplicación  desde  que  ri- 
jo la  Constitución  de  1833.  Ellas  son  claras  i  no  parece 
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que  pudieran  sujerir  dificultades  prácticas,  si  llegara  el 
caso  de  proceder  conforme  a  ellas. 

Sin  embargo,  en  el  art.  72  se  nota  un  vacío.  Supónga- 
se que,  rectificando  el  Congreso  la  elección  entre  tres 
candidatos,  resulta  que  los  votos  de  los  congresales  se 
dividen  entre  los  tres,  correspondiendo  a  cada  uno  de 
estos  un  número  igual  de  votos.  Sufragaron,  por  ejem- 
plo, 309  electores  de  los  327  que  elije  todo  el  pais,  i  re- 
sultan 109  votos  por  A.,  100  por  B.  i  100  por  C. — Rec- 
tificando el  Congreso  la  elección  entre  estos  tres  candi- 
datos, A.,  que  obtuvo  la  primera  mayoría  relativa  i  B.  i 
C.  que  obtuvieron  la  segunda,  asisten  135  congresales 
entre  Senadores  i  Diputados,  i  resultan  45  votos  por  A., 
45  por  B.  i  45  por  C. — Es  claro  que  entonces  no  po- 
dría votarse  segunda  vez,  contrayéndose  la  votación  a 
las  dos  personas  que  en  la  primera  vez  obtuvieron 
mayor  número  de  sufrajios,  como  lo  dispone  el  art.  72, 
porque  esas  personas  no  son  dos^  en  el  caso  que  supone- 
mos, sino  tres^  i  la  facultad  que  la  parte  final  del  artícu- 
lo confiere  al  Presidente  del  Senado  es  para  decidir  en 
caso  de  empate^  no  en  el  caso  de  dispersión.  Repite  el 
Congreso  la  votación  i  da  por  segunda  vez  el  mismo  re- 
sultado: 45  votos  por  A.,  45  por  B.  i  45  por  C. — ¿Cómo 
se  resolvería  la  dificultad?  No  lo  dice  la  Constitución. 
Nosotros,  si  tal  caso  ocurriera,  i  no  se  hubiera  dictado 
una  lei  que,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art.  164,  re- 
solviera esta  duda,  seríamos  de  opinión  que  no  había 
elección  i  que  debía  practicarse  de  nuevo  desde  el  prin- 
cipio, porque  ninguno  de  los  candidatos  habría  contado 
con  un  número  de  votos  que  se  aproximara  siquiera  a 
mayoría  absoluta  ni  en  los  colejios  electorales  ni  en  am- 
bas Cámaras  reunidas. 

Art.  73 

« No  podrá  hacerse  el  escrutinio^  ni  la  rectificación  de  es- 
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tas  elecciones^  sin  que  estén  presentes  las  tres  cuartas  par- 
tes del  total  de  los  miembros  de  cada  una  de  las  Cantar  as. J> 

Se  comprendo  sin  dificultad  que,  para  rectificar  una 
elección  tan  grave  como  la  presidencial,  haya  sido  me- 
nester, ya  que  el  caso  supone  el  antecedente  de  que  en 
los  colejios  electorales  ningún  candidato  hubiera  conta- 
do con  mayoría  absoluta,  que  el  que  resulte  electo  me- 
diante la  rectificación  del  Congreso,  cuente  a  lo  menos 
con  la  mayoría  absoluta  del  mas  crecido  número  posible 
de  Senadores  i  de  Diputados. 

Es  también  fácil  darse  cuenta  de  la  razón  que  el  art. 
73  ha  tenido  en  vista  para  exijir  la  concurrencia  de  las 
tres  cuartas  partes  del  total  de  los  miembros  de  cada 
Cámara  para  hacer  el  escrutinio  de  las  elecciones  presi- 
denciales, si  se  considera  con  un  poco  do  deteíicion  el 
carácter  i  la  naturaleza  de  ese  acto. 

En  efecto,  cuando  ^1  Congreso  hace  el  escrutinio  de  la 
elección  presidencial,  no  ejecuta  simplemente  una  ope- 
ración aritmética,  no  se  limita  solo  a  hacer  una  o  varias 
adiciones.  Nó.  A  medida  que  se  le  da  cuenta  de  las  actas 
de  los  escrutinios  provinciales,  debe  formarse  juicio 
acerca  del  grado  de  fé  que  esas  actas  le  inspiran,  i  cuan- 
do procede  a  escrutarlas  es  porque  no  ha  encontrado  en 
ellas  vicios  o  defectos  que  hagan  incierto  el  resultado  de 
la  elección  i  que  pudieren  quizá  inducir  su  nulidad.  Por 
eso  la  lei  de  elecciones  vijente  ha  reconocido  al  Congreso, 
en  sus  arts.  81  a  87,  la  facultad  de  fallar  las  reclamacio- 
nes de  nulidad  tanto  de  las  elecciones  de  electores  de 
Presidente  practicadas  por  el  pueblo,  como  de  las  que 
hicieren  de  Presidente  de  la  República  los  colejios  elec- 
torales, i  prescribe  en  esos  artículos  las  reglas  a  que  d^- 
be  sujetarse  el  ejercicio  de  tan  importante  atribución. 

En  nuestro  concepto,  esa  atribución  no  puede  corres- 
ponder sino  a  la  misma  autoridad  encargada  por  la 
Constitución  de  hacer  el  escrutinio  i  la  rectificación  de  la 
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elección.  Si  la  lei  la  confiara  a  otra  autoridad,  como  lo 
hizo  la  de  12  de  noviembre  de  1842  en  su  art.  4.*",  enco- 
mendando al  juez  letrado  de  la  provincia  i  a  cuatro  mu- 
nicipales la  facultad  de  conocer  de  la  nulidad  de  las 
elecciones  de  electores  de  Presidente,  es  claro  que  Viola- 
ria  la  Constitución,  como  creemos  firmemente  que  la 
violó  esa  lei,  incurriendo  en  un  defecto  que  han  cui- 
dado bien  de  salvar  las  leyes  electorales  de  1861  i  de 
1874. 

Verdad  es  que  la  Constitución  no  dice  en  parte  algu- 
na, como  lo  dice  al  tratar  de  las  elecciones  de  Diputados 
i  de  Senadores,  cuál  es  la  autoridad  llamada  a  conocer 
de  la  nulidad  de  las  elecciones  de  Presidente  de  la  Re- 
pública. Pero  al  conferir  al  Congreso  nada  monos  que 
las  facultades  de  escrutar  i  de  rectificar  aun  esas  eleccio- 
nes, debe  suponerse  que  no  ha  querido  subordinarle  a 
las  decisiones  de  un  juez  de  letras  o  de  otra  autoridad 
cualquiera,  sino  que  ha  querido  que  el  Congreso  mismo 
se  forme  conciencia  de  lo  ocurrido  i  califique  esas  elec- 
ciones, como  califica  cada  Cámara  las  de  sus  miembros. 

Medítese  por  un  momento  en  la  importancia  que  tiene 
entre  nosotros  una  elección  de  Presidente  de  la  República^ 
i  dígase  si  es  posible  admitir  que  la  Constitución  auto- 
rice el  sistema  de  la  lei  de  12  de  noviembre  de  1842, 
conforme  al  cual,  anuladas  las  elecciones  de  la  mitad  de 
los  electores  de  Presidente,  no  sabemos,  en  verdad,  qué 
importancia  tendría  el  escrutinio  practicado  por  el  Con- 
greso. Claro  es  que  este  tendría  que  escluir  del  escruti- 
nio los  votos  de  los  electores  cuya  elección  se  hubiere 
declarado  nula  anticipadamente,  i  que  las  resoluciones 
de  la  autoridad  que  tales  declaraciones  hubiere  hecho, 
tendrían  que  servir  de  punto  de  partida  al  Congreso  i  le 
ligarían  en  el  ejercicio  de  una  atribución  que  debe  co- 
rresponderle  esclusivamente^  conforme  al  inciso  5.°  del 
del  art.  36. 

Si  fuera  constitucional  el  sistema  del  art.  4.°  de  la  lei 
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de  12  de  noviembre  de  1842,  podría  la  lei  confiar  la  atri- 
bución de  anular  las  elecciones  presidenciales  a  un  sim- 
ple juez  de  distrito,  así  como  aquella  la  confió  en  parte 
a  los  jueces  letrados.  Las  decisiones  del  juez  designado 
por  la  lei  para  pronunciar  declaraciones  de  nulidad  de 
elecciones  presidenciales,  importarían  en  el  fondo  mucho 
mas  que  las  atribuciones  que  el  inciso  5."*  del  art.  36  i  el 
art.  73  han  querido  conferir  esclitsivamente  al  Congreso, 
i  las  harían  completamente  ilusorias. 

Todo  esto  es  tan  inaceptable,"  que  las  leyes  electorales 
de  1861  i  de  1874  han  restablecido  el  imperio  del  pre- 
cepto constitucional,  reconociendo  en  el  Congreso,  como 
debe  ser,  la  facultad  de  resolver  toda  cuestión  que  pue- 
da inducir  la  nulidad  de  las  elecciones  de  Presidente  de 
la  República. 

Convendría,  en  todo  caso,  que,  si  no  para  evitar  dudas 
que  nosotros  no  tenemos,  a  lo  menos  para  que  no  pueda 
formar  escuela  el  mal  ^precedente  de  la  lei  de  1842,  el 
art.  73  hubiera  dicho  también,  de  una  manera  espresa, 
que  corresponde  al  Congreso  calificar  las  elecciones  de 
Presidente  de  la  República  i  conocer  en  las  reclamacio- 
nes de  nulidad  que  acerca  do  ellas  se  interpusieren. 

o 
o  o 

Obsérvese  que  ni  el  art.  73  ni  otro  alguno  de  la  Cons- 
titución hablan  una  sola  palabra  de  la  proclamación  del 
Presidente  electo.  Nos  esplicamos  perfectamente  ese  si- 
lencio, porque  la  proclamación  no  es  otra  'cosa  que  un 
hecho  que  fluye  por  sí  solo  del  escrutinio  o  de  la  rectifica- 
ción, ha  proclamación  tiene  por  objeto  dar  a  conocer  un 
resultado  de  operaciones  ya  hechas.  Luego,  no  debe  vo- 
tarse, porque  el  Congreso  no  puede  declarar  que  no  ha 
sido  electo  quien  en  realidad  lo  ha  sido  con  arreglo  a  la 
Constitución.    - 

Esto  nos  parece  tan  obvio,  que  no  concebimos  cómo 
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en  la  sesión  solemne  que  ambas  Cámaras  celebraron  el 
30  de  agosto  de  1871,  pudo  votarse,  como  se  hizo,  (csi  se 
proclamaba  o  no  Presidente  de  la  República  al  señor  don 
Federico  Errázurizí).  Sobre  nn  total  de  103  votantes, 
resultaron  90  por  la  afirmativa  i  13  por  la  negativa.  ¿Que 
habría  sucedido  en  el  caso  contrario?  En  verdad  que 
sería  curioso  que  la  mayoría  de  votos  del  Congreso  reu- 
nido para  escrutar  i  resolver  reclamaciones  de  nulidad, 
se  negara,  después  de»  terminadas  estas  funciones,  a  re- 
conocer la  verdad  de  un  hecho,  so-pretesto  de  que  le 
corresponde  hacer  también  la  proclamación  del  electo. 
Ello  valdría  tanto  como  prescindir  de  la  elección  hecha 
por  el  pueblo  í  por  los  colejios  electorales,  í  arrogarse  la 
facultad  de  hacer  la  elección  por  sí  mismo. 

En  todo  cuerpo  colejiado  toca  a  su  presidente  procla- 
mar el  resultado  de  las  votaciones.  Se  puede  reclamar 
contra  la  proclamación,  sí  estuviere  mal  hecha;  pero  no 
se  vota  si  se  proclama  lo  que  debe  proclamarse. 

Art.  74 

(C  Cuando  el  Presidente  de  la  República  mandare  perso- 
nalmente la  fuerza  armada  o  cuando  por  enfermedad^  au- 
sencia del  territorio  de  la  República  u  otro  grave  motivo  no 
'pudiere  ejercitar  su  cargo,  le  subrogará  el  Ministro  del  des- 
pacho del  Interior  con  el  título  de  Vice-Prestdente  de  la  Re- 
pública. Si  el  impedimento  del  Presidente  fuese  temporal, 
continuará  subrogándole  el  Ministro  hasta  que  el  Presidente 
se  halle  en  estado  de  desempeñar  sus  Junciones.  En  los  ca- 
sos de  muerte^  declaración  de  habefr  lugar  a  su  renuncia, 
u  otra  clase  de  imposibilidad  absoluta,  o  que  no  pudiere  ce- 
sar antes  de  cumplirse  el  tiempo  que  falta  a  los  cinco  años 
de  su  duración  constitucional .^  el  Ministro  Vice-Presidente, 
en  los  primeros  diez  dias  de  su  gobierno  espedirá  las  órde- 
nes convenientes  p)ara  que  se  proceda  a  imeva  elección  de 
Presidente  en  la  forma  prevenida  por  la  Constitución.  y> 


TOMO  II 
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Desdc^qiie  rije  la  Constitución  do  1833  no  lia  ocnrri- 
do  todavía  el  caso  de  imposibilidad  absoluta  del  Presi- 
dente de  la  República  para  ejercitar  su  cargo.  Si  llegara 
a  ocurrir,  la  elección  estraordinaria  de  Presidente,  tanto 
en  los  casos  de  este  artículo  como  en  los  del  78,  debería 
hacerse  verificándose  la  elección  de  electores  precisa- 
mente dentro  de  cincuenta  dias,  contados  desde  aquel  en 
que  el  Vice-Presidente  espida  las  órdenes  del  caso,  con- 
forme a  lo  dispuesto  en  el  art.  30  de  la  lei  de  elecciones 
de  12  de  noviembre  de  1874,  del  cual  se  infiere  que  el 
plazo  de  diez  dias  señalado  en  la  última  parte  del  art.  74 
es  aplicable  también  al  caso  del  art.  78,  aun  cuando  la 
Constitución  no  lo  espreso  terminantemente. 


o 
o  o 


El  caso  de  impedimento  temporal  del  Presidente  de 
la  República  ha  ocurrido  en  dos  ocasiones.  El  Ministro 
del  Interior  señor  don  Joaquín  Tocornal  subrogó  al  Je- 
neral  Prieto,  en  calidad  de  Vioe-Presidente  de  la  Repú- 
blica, desde  el  29  de  febrero  de  1840  hasta  el  11  de  ju- 
lio del  mismo  año.  El  Ministro  del  Interior  señor  don 
Ramón  Luis  Irarrázaval  subrogó  al  Presidente  Jenera! 
Búlnes,  en  la  espresada  caUdad  de  Vice-Presidente,  des- 
de el  11  de  setiembre  de  1844  hasta  el  5  de  marzo  de 
1845. 

En  el  primero  de  los  dos  casos  citados,  el  eeñor  To- 
cornal fué  nombrado  Ministro  del  Interior  el  día  antes 
de  aquel  en  que  quedó  encargado  de  la  Vice-Presidencia 
de  la  República,  i  parece  seguro  que  se  le  nombró  para 
el  primer  cargo  precisamente  para  que  ejerciera  el  se- 
gundo. 

La  verdad  es  que,  como  lo  han  observado  muí  bier 
los  señores  Lastarria  i  Carrasco  Albano,  es  inaceptable 
el  sistema  que  -el  art.  74,  i  con  él  los  arts.  75  i  78,  esta- 
blecen para  la  subrogación  del  Presidente  de  la  Repúbli- 
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ca.  Ni  los  Ministros  ni  los  Consejeros  de  Estado  reciben 
investidura  alguna  del  pueblo,  i,  siendo  así,  no  se  con- 
cibe, dentro  del  sistema  democrático  i  republicano,  que 
se  les  confíe,  en  ningún  caso  i  por  ningún  tiempo,  el 
ejercicio  de  la  presidencia  del  Estado.  En  todas  las 
Constituciones  Republicanas  vij  entes  que  conocemos,  se 
elije  un  Vice-Presidente,  como  sucedía  entre  nosotros 
conforme  a  la  de  1828,  o  se  elijen  dos,  al  mismo  tiempo 
que  se  verifica  la  elección  del  Presidente.  El  mandato 
de  aquel  derivaría  así,  como  el  de  este,  de  un  acto  del 
poder  electoral,  i  se  evitaría  la  continjencia  de  una  elec- 
ción estraordinaria  a  que  es  ocasionado  el  sistema  ac- 
tual. 

Ese  sistema  guarda  lójica  con  el  que  la  Constitución 
ha  establecido  en  su  art.  83  a  propósito  de  la  responsa- 
bilidad del  Presidente  de  la  República,  a  quien  ha  que- 
rído  rodear,  mientras  gobierna,  de  las  mismas  inmunida- 
des de  que  disfrutan  los  monarcas  constitucionales.  No 
debe,  por  consiguiente,  sorprender  que  a  un  funcionario 
colocado  en  tales  condiciones,  se  le  haya  conferido  la 
enorme  facultad  de  designar  por  sí  i  ante  sí,  aunque  sea 
violando  todos  los  principios,  la  persona  llamada  a  ejer- 
cer temporalmente  la  primera  majistratura  de  la  Nación. 
Es  probable  que,  al  organizar  las  cosas  de  una  manera 
tan  irregular,  se  quiso  evitar  el  peligro  de  que  un  Vice- 
Presidente  designado  por  el  pais  conjuntamente  con  el 
Presidente  pudiera  ser  un  amago  contra  la  tranquilidad 
i  estabilidad  de  éste,  convirtiéndose  en  algo  parecido  a 
lo  que  ha  sido  muchas  veces  en  Inglaterra  el  príncipe  de 
Gráles,  que,  apesar  de  ser  heredero  del  trono,  ha  figu- 
rado frecuentemente  en  las  filas  de  la  oposición  contra 
los  Ministros  de  la  Corona. 

No  creemos  en  la  probabilidad  de  semejante  peligro, 
pues  nos  parece  obvio  que  el  partido  que  contara  con 
mayoría  para  la  elección  de  Presidente,  la  tendría  para 
la  del  Vice-Presidente,  ya  que  ambas  deberían  verificarse 
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011  un  solo  acto  i  en  votación  directa,  según  hemos  teni- 
do ocasión  de  indicarlo.. 


Art.  75 

a  A  falta  del  Ministro  del  despacho  del  Interior  sttbroga- 
rá  al  Presidente  el  Ministro  del  despacho  mas  antiguo^  i  a 
falta  de  los  Ministros  del  despacho^  el  Consejero  de  Estado 
mas  antiguo^  que  no  fuere  eclesiástico, "í) 

Según  este  artículo,  parece  que  la  condición  esclusiva 
de  ser  eclesiástico  se  refiere  solo  a  los  Consejeros  de  Es- 
tado i  no  a  los  Ministros  del  despacho,  aunque  aquel  de 
de  estos  que  fuere  llamado  a  la  Vice-Presidencia  fuera 
eclesiástico. 

Esto  no  es  lójioo,  porque  si  hai  razón  para  escluir  de 
la  Vice-Presidencia  a  un  Consejero  de  Estado  por  el  solo 
hecho  de  ser  eclesiástico,  la  misma  habría  para  escluir 
a  un  Ministro  de  aquel  cargo  en  idéntico  caso.  I  no  se 
diga  que  la  Constitución  prohibe  que  los  eclesiásticos 
puedan  ser  Ministros  de  Estado,  porque  prohibe  indirec- 
tamente que  puedan  ejercer  la  Vice-Presidencia,  i,  afor- 
tiori^  la  Presidencia  de  la  República. 

Semejante  argumento  sería  inaceptable:  1.°  porque  no 
existe  en  toda  la  Constitución  precepto  alguno  que  es- 
cluya  a  los  eclesiásticos  del  cargo  de  Ministros  de  Estado; 
2.''  porque  supuesto  un  conflicto  entre  los  deberes  que  a 
un  individuo  impusiera  su  cargo  de  Ministro  con  los  que 
le  impusiera  su  carácter  de  eclesiástico,  él  podría  fácil- 
mente salvarse  nombrando  un  nuevo  Ministro,  lo  que  no 
sucedería  tratándose  de  la  Presidencia  de  la  República, 
que  tiene  una  duración  fija  i  que  presupone  una  elec- 
ción llamada  siempre  a  conmover  los  espíritus  i  a  aji- 
tar  las  pasiones  políticas;  i  3.°  porque  prácticamente 
se  ha  resuelto   que  los  eclesiásticos   no  están  escluidos 
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del  cargo  de  Ministro  de  Estado,  como  lo  manifiesta  el 
hecho  de  haber  ejercido  el  Ministerio  do  Justicia  el  se- 
ñor don  Justo  Donoso,  Obispo  de  la  Serena,  desde  el  18 
do  setiembre  de  1861  hasta  el  9  de  julio  de  1862. 

Art.  76 


dEl  Presidente  de  la  República  no  puede  salir  del  terri- 
torio del  Estado  durante  el  tiempo  de  su  Gobierno^  o  un 
año  después  de  haber  concluido^  sin  acuerdo  del  Congreso.y> 

La  disposición  de  este  artículo  es  correlativa  de  la  que 
contiene  el  art.  83  relativamente  al  tiempo  dentro  del 
cual  puede  únicamente  ser  acusado  el  ex-Presidentc  de 
la  República. 

Innecesario  es  decir  que  en  este  artículo  la  palabra  te- 
rritorio está  tomada  en  su  sentido  natural,  como  lo  he- 
mos dicho  al  ocuparnos  del  inciso  1."*  del  art.  6."*,  pues  la 
materia  de  que  aquí  se  trata  es  meramente  de  derecho 
público  interno. 

Nótese  que  el  acuerdo  del  Congreso  a  que  se  refiere 
la  parte  final  del  art.  76  no  puede  ser  reemplazado  por 
el  de  la  Comisión  Conservadora,  si  aquel  se  encontrare 
en  receso,  porque  la  Constitución  no  lo  dice,  como  lo  ha^ 
ce  en  el  caso  de  los  Ministros,  i  de  una  manera  bien  cla- 
ra, en  el  art.  101  reformado. 


Art.  77 

<lEI  Presidente  de  la  República  cesará  el  mismo  dia  en 
que  se  completen  los  cinco  años  que  debe  durar  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones^  i  le  sucederá  el  nuevamente  electo,y> 

Ya  el  art.  61  ha  dicho  que  el  Presidente  de  la  Repú- 
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blica  durará  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  el  tér- 
mino de  cinco  años.  A  igual  duración  se  refiere  el  art. 
74  cuando  habla  de  la  imposibilidad  del  Presidente  que 
no  pudiere  cesar  antes  de  cumplirse  el  tiempo  que  falta 
a  los  cinco  años  de  su  duración  constitucional.  ¿A  qué 
conduce  entonces  la  disposición  del  art.  77  que,  al  pare- 
cer, reproduce  con  distintas  palabras  la  misma  regla? 

Esto  no  es  exacto,  pues  el  art.  77  tiene  por  objeto  re- 
solver un  caso  que  ningún  otro  ha  previsto,  cual  es  el  de 
saber  si  el  Presidente  de  la  República  elejido  estraordi- 
nanamente  funciona  también  durante  cinco  años  o  solo 
por  el  tiempo  que  faltare  para  completar  el  período  del 
Presidente  a  quien  es  llamado  a  subrogar. 

Esta  cuestión,  que  aun  no  ha  ocurrido  en  Chile  desde 
que  rije  la  Constitución  de  1833,  sería  resuelta  por  noso- 
tros en  el  primero  de  los  dos  sentidos  indicados,  pues  es 
el  único  conforme  con  la  letra  i  con  el  espíritu  del  art.  77. 
Desde  luego,  ese  artículo  no  distingue  entre  Presiden- 
tes [elejidos  ordinaria  o  estraordinariamonte.  Establece 
una  regla  jeneral  i  absoluta,  que  no  está  sujeta  a  escep- 
cion  alguna.  I  la  escepcion,  si  la  hubiera,  estaría  espre- 
sada, como  ha  cuidado  de  hacerlo  la  Constitución  en  su 
art.  35,  cuando,  al  hablar  de  los  Senadores  reemplazan- 
tes, dice  terminantemente  que  funcionarán  solo  por  el 
tiempo  que  faltare  al  reemplazado  para  llenar  su  período 
constitucional;  porque  es  evidente  que,  si  no  hubiera  es- 
tablecido esto  último,  i  de  un  modo  bien  claro,  rejiria  la 
regla  del  art.  25,  que  asigna  el  término  de  sei^  años  a  las 
funciones  senatoriales. 

Si  de  la  letra  del  artículo,  que  es  bien  terminante,  se 
pasa. a  tomar  en  cuenta  el  espíritu  jeneral  de  la  Consti- 
tución, se  nota  que  él  ha  procurado  evitar  en  lo  posible 
el  peligro  de  que  las  elecciones  se  repitan  con  frecuen- 
cia, lo  cual  nos  parece  cuerdo  tratándose  de  las  de  Pre- 
sidente de  la  RepúbHca.  Ahora  bien,  resolviendo  la  di- 
ficultad en  el  sentido  de  que  el  Presidente  elejido  estra- 
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ordinariamente  funcionara  solo  por  el  tiempo  que  faltaba 
para  completar  los  cinco  años  del  período  de  su  antece- 
sor^ ese  espíritu  de  nuestra  Constitución  se  burlaría  por 
completo.!  con  perjuicio  notorio  para  la  conveniencia  pú- 
blica. 

Supongamos,  por  ejemplo,  que  el  actual  Presidente  de 
la  República,  cuyo  período  constitucional  de  cinco  años 
espirará  el  18  de  setiembre  de  1881,  falleciera  el  1.°  do 
enero  de  ese  año.  En  esa  fecba  se  encargaría  de  la  Vice- 
Presidencia  el  Ministro  del  Interior.  El  10  de  enero  es- 
tarían dadas  las  órdenes  necesarias  para  proceder  a  nue- 
va elección  de  electores  en  un  mismo  día*  en  todo  el  tf- 
rritorio  de  la  República.  Aplicando  el  precepto  del  art. 
79  de  la  Constitución  i  el  del  art.  30  de  la  leí  de  eleccio- 
nes vijente,  i  tomando  los  plazos  mas  largos,  la  elección 
de  electores  tendría  lugar  el  1.^  de  marzo  siguiente,  o 
sea  a  los  50  días  cabales  contados  desde  el  10  de  enero. 
El  1.**  de  abril  de  1881  se  reunirían  los  colejíos  electora- 
les, llamados  a  elejir  el  Presidente,  pues  media  un  mes 
entre  el  25  de  junio  i  el  25  de  julio  en  las  elecciones 
presidenciales  ordinarias.  Un  mes  i  cinco  días  después 
(que  es  el  tiempo  que  media  entre  el  25  de  julio  i  el  30 
de  agosto),  o  sea  el  5  de  mayo  del  año  citado,  el  Congre- 
so Nacional  ejercería  las  funciones  que  le  encargan  los 
arts.  67  i  siguientes  de  la  Constitución.  El  Presidente 
proclamado  el  referido  dia  5  de  mayo  de  1881  podría 
tomar  posesión  del  mando  en  esa  misma  fecha,  porque 
en  ella  cesaría  la  Více-Presídencía,  i  lo  ejercería,  en  la 
hipótesis  que  nos  hace  discurrir,  hasta  el  18  de  setiem- 
bre siguiente,  fecha  en  que  se  haría  cargo  de  la  Pre- 
sidencia el  individuo  que  para  ella  habría  de  ser  elejí- 
do  ordinariamente  el  25  de  junio,  el  25  de  julio  i  el  30  de 
agosto  del  mismo  año;  acumulándose  así,  en  el  corto  tér- 
mino de  seis  meses,  dos  elecciones  presidenciales  i  'es- 
poniendo al  pais  en  la  primera  de  ellas  a  la  ajitacion  que 
es  consecuencia  natural  de   tales   actos,   para  elejir  un 
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Presidente  que  funcionaría  solo  durante   cuatro  meses  i 
medio,  i  que  podría  funcionar  aun  por  menos  tiempo. 

Pensamos  que  basta  lo  dicho  para  comprender  que 
semejante  eventualidad  no  es  constitucionalmente  posi- 
ble, i  que,  si  llegara  a  ocurrir  el  caso  que  hemos  figurado, 
el  Presidente  elejido  es traordinari amenté  i  que  se  encar- 
gara del  mando  el  5  de  mayo  de  1881,  debería  continuar 
ejerciéndolo  hasta  el  dia  en  que  se  completaran  cinco 
años,  contados  desde  esa  fecha,  o  sea  hasta  el  5  de  ma- 
yo de  1886. 

Pero  se  dirá,  talvez,  que,  aceptando  nuestra  manera 
de  ver,  resultaría  que,  hecha  una  elección  estraordina- 
ria  de  Presidente  de  la  República,  no  podrian  en  adelante 
verificarse  las  ordinarias  en  las  fechas  señaladas  en  I0.3 
arts.  64  a  67  de  la  Constitución.  Mas,  semejante  objeción 
tareceria  por  completo  de  fuerza,  porque  ningún  artícu- 
lo de  la  Carta  dispone  que  el  período  presidencial  prin- 
cipie o  termine  el  dia  18  de  setiembre,  ni  en  toda  ella  se 
hace  alusión  siquiera  a  esa  fecha.  Por  consiguiente,  si  el 
Presidente  elejido  estraordinariamente  en  el  ejemplo 
propuesto,  habria  de  terminar  su  período  constitucional 
de  cinco  años  el  5  de  mayo  de  1886,  es  claro  que  la  elec- 
ción ordinaria  de  electores  se  haría  el  25  de  junio  de 
1885;  que  los  colejios  electorales  se  reunirían  el  25  de 
julio  siguiente,  i  que  el  Congreso  haria  el  escrunio  el  30 
de  agosto  del  mismo  año  1885.  El  Presidente  electo  en 
esta  fecha  aguardaría  hasta  el  5  do  mayo  de  1886  para 
tomar  posesión  del  cargo. 

Obsérvese,  por  una  parte,  que  cuando  la  Constitución 
hace  mérito,  en  sus  arts.  64  i  65,  del  25  de  junio  i  del  25 
de  julio  del  año  en  que  espire  la  presidencia^  no  se  ha  re- 
ferido evidentemente  al  año  de  calendario  o  sea  al  nú- 
mero que  tiene  en  el  almanaque.  Se  ha  referido  al  último 
de  los  cinco  años  que  comprende  el  período  presidencial, 
i  es  claro  que  si  éste  principiara  el  5  de  mayo  de  1881,  su 
último  año  comenzaría  el  5  de  mavo  de  1885  i  conclui- 
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ria  en  igual  fecha  de  1886,  i  que  el  25  de  junio  i  el  25 
de  julio  de  1885  corresponderían  al  año  en  que  espiraría 
la  presidencia. 

Por  otra  parte,  téngase  presente  que  la  Constitución 
no  dice  en  parte  alguna  cuál  es  el  número  de  dias  o  de 
meses  que  deben  mediar  entro  la  proclamación  del  Pre- 
sidente electo  i  el  acto  de  recibirse  este  del  cargo.  Si 
lioi  median  19  dias  entre  el  primero  i  el  segundo  de 
esos  actos,  es  porque  el  Presidente  de  la  República,  Je- 
neral  don  Joaquin  Prieto,  se  recibió  clel  mando  el  18  de 
setiembre  de  1831,  conforme  a  lo  que  disponia  el  art.  78 
de  la  Constitución  de  1828,  i  porque  tanto  él  como  todos 
sus  sucesores  han  completado  sus  respectivos  períodos 
constitucionales  de  una  manera  perfectamente  regular 
hasta  el  18  de  setiembre  de  1876,  fecha  en  que  se  inició 
el  quinquenio  que  corre  actualmente. 

En  resumen,  el  Presidente  estraordinaríamente  electo 
funcionaría  cinco  años,  dé  la  misma  manera  qne  eleleji- 
do  ordmanamente^  porque  la  Constitución  no  dispone  otra 
cosa,  como  lo  hace  en  el  caso  de  los  Senadores.  Así,  cuando 
falleció  el  señor  don  Andrés  Bello  en  1864,  la  Univer- 
sidad elijió  Rectoren  su  reemplazo  al  señor  don  Manuel 
Antonio  Tocornal  Grez,  i  lo  elijió  por  un  período  de  cin- 
co años,  que  era  la  duración  asignada  a  ese  cargo  por  la 
leí  entonces  vijente.  Fallecido  el  señor  Tocornal  el  15  de 
agosto  de  1867,  la  Universidad  elijió  al  señor  don  Igna- 
cio Domeyko,  quien  funcionó,  no  por  el  tie:iipo  que  fal- 
taba al  señor  Tocornal  para  completar  su  período,,  sino 
por  cinco  años  completos  hasta  1872.  Así  se  ha  obrado, 
porque  la  lei  orgánica  de  la  Universidad  no  disponía 
que,  fallecido  el  Rector  antes  de  completar  su  período,  so 
olijiera  estraordinariamente  un  reemplazante  para  su- 
brogarle solo  por  el  tiempo  que  faltare  para  la  termina- 
ción do  dicho  período. 

Las  fechas  señaladas  por  la  Constitución  para  las  elec- 
ciones ordinarias  de  Presidente  no  quedarían  sin  aplica- 
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cion  después  de  hecha  una  elección  estraordinaria,  por- 
que la  elección  ordinaria  de  electores,  posterior  a  es- 
ta última,  se  verificaría  el  25  de  junio  del  último  de  los 
cinco  años  solares  comprendidos  en  el  quinquenio  pre- 
sidencial. I  como  el  resultado  de  la  elección  ordinaria 
no  es  constitucionalmente  conocido  sino  el  30  de  agos- 
to, o  el  dia  en  que  el  Congreso  practica  el  escrutinio 
jeneral,  podría  establecer3e  la  siguiente  regla:  si  el  Pre- 
sidente electo  ha  de  encargarse  del  mando  en  un  dia 
comprendido  entre'  el  30  de  agosto  i  el  31  de  diciem- 
bre inclusives,  la  elección  de  electores,  la  reunión  de 
los  colejios  electorales  i  el  escrutinio  jeneral  se  efec- 
tuarían el  mismo  año  de  calendario  en  que  espirara 
el  período  del  antecesor.  Si  el  Presidente  electo  en  la 
elección  ordinaria  que  nos  ocupa,  ha  de  encargarse  del 
mando  en  iin  dia  comprendido  entre  el  I.''  de  enero  i  el 
29  de  agosto  inclusives,  por  cesar  en  cualquiera  de  ellos 
su  antecesor,  entonces  los  diferentes  actos  electorales  a 
que  acabamos  de  aludir,  tendrían  lugar  el  25  de  junio,  el 
25  de  julio  i  el  30  de  agosto  del  año  de  calendario  ante- 
rior. Mas  claro:  el  Presidente  electo  puede  tener  que 
aguardar  para  encargarse  del  mando  un  solo  dia,  como 
podría  tener  que  aguardar  hasta  once  meses  i  veintinue- 
ve dias. 

Estas  dificultades  no  existirían  si  la  Constitución,  en 
lugar  de  fijar  dias  de  calendario,  hubiera  espresado  que 
los  actos  necesarios  para  hacer  la  elección  de  Presidente 
de  la.  República,  se  ejecutarían,  por  ejemplo,  80  dias  el 
primero,  50  dias  el  segundo  i  20  dias  el  tercero  antes  de 
la  conclusión  del  período  presidencial.  I  aun  esto  tiene 
mucho  de  reglamentario  i  de  impropio  en  una  Constitu- 
ción, que  no  debe  descender  a  detalles  de  una  importan- 
cia bien  relativa.  La  Constitución  de  los  Estados  Uni- 
dos de  Norte-América  se  limita  a  decir,  reglamentando 
la  elección  del  Presidente  en  cuanto  a  fechas,  que  esta- 
rá en  posesión  de  su  empleo  durante  cuatro  años  i  que 
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el  Congreso  determinará  el  dia  en  que  han  de  ser  eleji- 
dos  los  electores  i  el  dia  en  que  estos  deben  votar,  de- 
biendo ser  uno  mismo  para  todos  los  Estados  Unidos. 

o 
o  o 

Conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art  77,  el  Presidente 
de  la  República  no  podría  pretender,  en  caso  que  el  ejer- 
cicio de  su  cargo  hubiere  estado  interrumpido  para  él 
por  enfermedad  u  otro  motivo  temporal,  que  el  tiempo 
de  la  interrupción  se  agregara  a  los  cinco  años  del  pe- 
ríodo, a  fin  de  completar  así  cinco  años  de  ejercicio  de  la 
presidencia.  Tal  pretensión  pugnaría  con  la  letra  clara  i 
terminante  de  dicho  artículo. 


Art.  78 

€  Si  este  ( el  Presidente  electo)  se  hallare  impedido  para 
tomar  posesión  de  la  Presidencia^  le  subrogará  mientras 
tanto  el  Consejero  de  Estado  mas  antigiu);  pero  si  el  impe- 
dimento del  Presidente  electo  juere  absoluto  o  debiere  durar 
zndefinidamentey  o  por  ma^  tiempo  del  señalado  al  ejercicio 
de  la  Presidencia^  se  hará  nueva  elección  en  laformxi  cons- 
titucional subrogándole  mientras  tanto  el  mismo  Consejero 
de  Estado  mas  antiguo  que  no  sea  eclesiástico,i> 

Las  disposiciones  de  este  artículo  no  han  tenido  apli- 
cación todavía.  No  creemos  necesario  insistir  en  mani- 
festar que  no  nos  parece  aceptable  el  sistema  de  que  se 
subrogue  al  Presidente,  en  ningún  caso,  con  funcionarios 
que  no  derivan  sus  funciones  de  una  elección  practicada 
por  el  pueblo  mismo. 

La  Constitución,  lójica  con  el  conjunto  de  sus  disposi- 
ciones, ha  llamado  al  Consejero  de  Estado  mas  antiguo 
al  ejercicio  accidental  de  la  Vice-Presidencia  de  la  Re- 
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pública,  cuando  estuviere  impedido  el  Presidente  electOj 
fiorque  éste  no  ha  podido  nombrar  Ministros,  desde  que 
no  ba  asumido  el  cargo,  i  se  supone  que  los  Ministros 
del  Presidente  cesante  terminaron  junto  con  éste  sus 
funciones,  sin  necesidad  de  renunciarlas.  No  habrá  fal- 
tado, quizá,  caso  de  Ministros  que  hayan  presentado 
sus  renuncias  al  Presidente  que  está  para  terrainar,  el 
mismo  dia  en  que  éste  hizo  entrega  del  mando  a  su  su- 
cesor. 

No  atribuimos  importancia  alguna  al  asunto,  porque, 
con  renuncia  o  sin  ella,  el  hecho  solo  de  nombrar  nuevos 
Ministros  importaría  una  verdadera  separación  de  los  an^ 
tiguos.  Decimos  igual  cosa  de  aquellos  de  los  Consejeros 
de  Estado  cuyo  nombramiento  i  remoción  está  sujeto  solo 
a  la  voluntad  del  Presidente  de  la  República.  Ha  sido 
práctica  constante  nombrarlos  nuevos  no  solo  cuando  se 
instala  un  nuevo  Presidente,  sino  cuando  el  Presidente 
reelecto  iniciaba  su  segundo  período  constitucional.  Así 
sucedió,  por  ejemplo,  en  setiembre  de  1866. 


o  o 


La  redacción  del  art.  78  sujiere  uúa  duda.  En  su  pri- 
mera parte,  cuando  el  impedimento  del  Presidente  electo 
fuere  temporal^  llama  a  subrogarle  al  Consejero  de  Esta- 
do mas  antiguo,  sin  escluir  del  ejercicio  del  cargo  al 
Consejero  eclesiástico.  En  su  segunda  parte,  cuando  se 
trata  de  impedimento  absoluto^  escluye  del  ejercicio  de 
la  Vice-Presidencia  al  Consejero  de  Estado  que  fuere 
eclesiástico. 

Esto  no  puede  ser  sino  un  error  de  redacción,  porque 
el  art.^  75,  en  otro  caso  de  subrogación,  cuando  tiene  lu- 
gar respecto  del  Presidente  en  ejercicio  i  a  falta  de  los 
Ministros,   escluye   siempre  de  la    Vice-Presidencia  al 
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Consejero  de  Estado  que  fuere  eclesiástico,  I  debe  no- 
tarse que  un  Vice-Presidente  puede  serlo  mucho  mas 
tiempo  cuando  se  trata  de  impedimento  temporaL  que  en 
el  caso  de  impedimento  absoluto.  En  este  último  caso  no 
puede  ejercer  el  cargo  sino  durante  el  tiempo  indispensa- 
ble para  que  se  haga  nueva  elección: — diez  dias  para  or- 
denarlas; cincuenta  para  la  nueva  elección  de  electores, 
como  máximum;  un  mes  mas  para  la  reunión  do  los  co- 
lejios  electorales;  i  un  mes  i  cinco  dias  para  el  escrutinio 
jeneral  del  Congreso.  En  todo  cuatro  meses  i  cinco  dias 
para  hacer  la  nueva  elección. . 

fMiéntras  tanto  tratándose  de  un  impedimento  tempo- 
raly  como  una  ausencia  fuera  del  pais,  una  enfermedad  o 
el  mando  personal  de  la  fuerza  armada,,  estos  impedi- 
mentos, aunque  temporales,  podrían  prolongarse  hasta 
seis  meses,  hasta  un  año  o  por  un  tiempo  mayor.  Es  ele- 
jido  Presidente  un  Jeneral  que  se  encuentra  a  la  cabeza 
de  los  ejércitos  de  la  República  en  el  estranjero,  i  que 
no  regresa  sino  a  los  ocho  meses  después  de  iniciado  su 
período  constitucional.  ¿Sería  lójico  qne  le  subrogara 
durante  ocho  meses  el  Consejero  de  Estado  eclesiástico^  que 
no  podia  subrogarle  durante  cuatro  meses  i  cinco  dias  en 
caso  de  impedimento  absoluto?  ¿Sería  aceptable  que,  en 
el  caso  de  impedimento  temporal  del  Presidente  electo^ 
pudiera  ejercer  la  Vice-Presidencia  el  mismo  Consejero 
de  Estado  eclesiástico  a  quien  la  Constitución  escluye  por 
completo  del  cargo  en  el  caso  remoto  de  que  fuera  llama- 
do a  subrogar  al  Presidente  encargado  ya  del  mando? 
Nos  parece  que  estas  preguntas  solo  negativamente  pue- 
den ser  contestadas,  i  qué  es  evidente  la  inadvertencia 
de  la  Constitución  al  no  hacer  mérito  en  la  prímera  par- 
te del  art.  78  de  la  esclusion  que  la  última  establece  res- 
pecto del  Consejero  de  Estado  eclesiástico^  al  cual  se  re- 
fiere empleando  la  palabra  mismo^  que  indica  bien  clara- 
mente que  la  esclusion  establecida  para  un  caso  debe 
también  referirse  al  otro. 
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Art.  79 

(( Cuando  en  los  casos  de  los  arts.  74  i  78  hubiere  de  pro- 
cederse  a  la  elección  de  Fresideíite  de  la  República  fuera 
de  la  época  constitucional;  dada  la  orden  para  que  se  elijan 
los  electores  en  un  mismo  dia^  se  guardará  entre  la  elección 
de  éstoSj  la  del  Presidente  i  el  escrutinio^  o  rectificación  que 
deben  verificar  las  Cámaras^  el  mismo  intervalo  de  dias  i 
las  mismas  formas  que  disponen  los  arts.  65  i  siguientes 
hasta  el  73  inclusive.^) 

Hemos  manifestado  j^a,  al  ocuparnos  del  art.  77,  cómo 
se  verificaría  la  elección  de  Presidente  de  la  República 
fuera  de  la  época  constitucional,  en  conformidad  a  lo 
dispuesto  en  el  art.  79  de  la  Constitución  i  en  el  30  de 
la  lei  de  elecciones  de  12  de  noviembre  de  1874.  Nos 
referimos,  por  consiguiente,  a  lo  que  allí  dijimos  con  tal 
motivo. 

Art.  80 


üEl  Presidente  electo^  al  tomar  posesión  del  cargo^  pres- 
tará en  manos  del  Presidente  del  Senado^  reunidas  ambas 
Cámaras  en  la  Sala  del  Senado^  el  juramento  siguiente: 

Yo  N.  N.  Juro  por  Dios  nuestro  Señor  i  estos  sanios 
evanjelios  que  desempeñaré  fielmente  el  cargo  de  Presidente 
de  la  República;  que  observaré  i protejeré  la  Relijion  Ca- 
tólica^ Apostólica^  Romana;  que  conservaré  la  integridad  e 
independencia  de  la  República^  i  que  guardaré  i  haréguar- 
dar  la  Constitución  i  las  leyes.  Así  Dios  me  agudc,  i  sea  en 
mi  defensa^  i  si  no^  me  lo  demande.i> 

Hemos  dicho  ya,  al  ocuparnos  del  art.  60,  cuál  es  la 
importancia  prática  que  envuelve  la  disposición  de  este 
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artículo  que  exije  al  Presidente  electo  juramento  de  ob- 
servar i  pro  tejer  la  Relijion  Católica  Apostólica  Romana, 
i  hemos  manifestado  allí  nuestra  manera  de  ver  respecto, 
al  sistema  de  exijir  juramentos  a  los  funcionarios  públi- 
cos. Volveremos  sobre  este  punto  al  estudiar  el  art.  163. 

Art.  81 


^Al  Presidente  de  la  República  está  confiada  la  adminis- 
tración i  gobierno  del  Estado;  i  su  autoridad  se  estiende  a 
todo  cuanto  tiene  por  objeto  la  conservación  del  orden  2>ú' 
Mico  en  el  interior^  i  la  seguridad  esterior  de  la  República^ 
guardando  i  haciendo  guardar  la  Constitución  i  las  leijes.i> 

Hemos  esplicado  ya,  al  examinar  el  art.  59,  cuál  es  la 
verdadera  significación  de  las  palabras  administración  i 
gobierno  que  emplea  este  artículo.  Al  Presidente  de  la  n 
República,  como  encargado  del  gobierno  de  la  Nación,  ; 
compete  la  dirección  superior  de  los  'intereses  jenerales 
de  esta,  tanto  en  el  interior  como  en  el  esterior.  Como  ad-  \ 
ministrador  del  Estado  le  corresponde,  por  medio  de  sus 
aj entes  naturales  e  inmediatos  i  por  medio  de  los  subal-  : 
ternos  de  estos,  el  cumplimiento  regular  de  los  servicios  ; 
públicos  destinados  a  la  ejecución  de  su  pensamiento  i  a   ; 
la  aplicación  de  las  leyes  de  interés  jeneral.  I  como  el 
art.  81  le  impone  la  limitación  de  guardar  i  hacer  guar- 
dar la  Constitución  i  las  leyes,  es  claro  que,  aun  cuando 
su  autoridad  se  estiende  a  todo  cuanto  tiene  por  objeto 
la  conservación  del  orden  público  en  el  interior  i  la  se- 
guridad esterior  de  la  República,  no  puede  en  caso  al- 
guno arrogarse  atribuciones  propias  de  los  otros  podo- 
res  públicos,  ni  invadir  atribuciones  correspondientes  a 
otras  autoridades,  ni  limitar  las  garantías  individuales, 
ni  ofender  derechos  fuera  de  los  casos  espresamente  pre- 
vistos en  la  misma  Constitución  o  en  las  leves.   Cuando 
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las  medidas  que  reclamaren  aquellos  dos  altos  intereses 
— orden  interior  i  seguridad  esterior — no  incidieren  en 
ninguna  de  las  cuatro  limitaciones  que  acabamos  de  in- 
dicar, puede  el  Presidente  dictarlas  en  conformidad  a  lo 
dispuesto  en  este  artículo. 

Se  trata,  por  ejemplo,  de  un  caso  do  guerra  estranje- 
ra.  El  ejército  chileno  debe  invadir  un  territorio  enemi- 
go. El  Presidente  no  manda  personalmente  la  fuerza  ar- 
mada, porque  no  es  militar;  pero  tiene  un  pensamiento, 
un  plan  concebido  que  hacer  ejecutar.  Para  prepararlo 
convenientemente,  para  desarrollarlo  i  para  hacerlo  com- 
prender a  los  jefes  militares  encargados  de  su  ejecución^ 
envía  al  lugar  donde  el  ejército  se  encuentra,  no  siéndo- 
le posible  trasladarse  allí  él  mismo,  un  Comisario  o  De- 
legado. El  nombramiento  de  este  funcionario  podría 
decretarse  en  uso  de  las  atribuciones  que  el  art.  81 
confiere  al  Presidente  de  la  República,  porque,  hacién- 
dolo, no  se  invaden  atribuciones  propias  de  los  otros 
poderes  públicos,  ni  de  los  jefes  superiores  que  tendrían 
la  esclusiva  dirección  i  responsabilidad  de  las  medidas 
necesarias  para  realizar  el  plan  i  ejecutarlo  profesional- 
mente.  El  nombramiento  indicado  no  limitaria  garantía 
alguna  individual  ni  atrepellaría  ningún  derecho;  luego 
podría  constitucionalmente  llevarse  a  efecto,  i  sin  difi- 
cultad alguna  en  nuestro  concepto,  porque  el  Presiden- 
te no  delegaría  en  tal  caso  en  su  Comisario  ninguna  de 
sus  atribuciones,  sino  que  le  enviaría  con  instrucciones 
previas  para  contribuir  a  que  el  plan  concebido  se  ejecu- 
tara por  quien  correspondiera 

Como  este  caso  podrían  presentarse  infinitos  otros, 
sobre  todo  cuando  se  trata  do  guerra  estranjera.  Así,  en 
5  de  mayo  de  1879,  se  decretó  la  creación  de  la  Inten- 
dencia Jeneral  del  Ejército  i  de  la  Armada,  para  el  buen 
servicio  de  la  guerra  en  que  nos  hallamos  empeñados, 
sin  que  se  creyera  invadir  con  eso  atribuciones  propias 
del  poder  Icjislativo;  porque,  aunque  es  verdad  que  la 
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creación  de  empleos  es  materia  de  lei,  no  se  ha  conside- 
rado al  Intendente  Jeneral  i  a  sus  subalternos,  sino  co- 
mo meros  comisionados  que  durarán  mientras  dicha 
guerra  dure  i  nada  mas.  I  con  tal  medida,  lejos  de  atro- 
pellarse  derechos  o  garantías  individuales,  se  procuró 
atender  debidamente  a  importantísimas  i  urj  entes  nece- 
sidades del  servicio  público.  El  decreto  que  creó  esa  ofi- 
cina, indica  perfectamente  su  carácter  provisional,  al  fun- 
darse, ademas  del  art.  81  de  la  Constitución,  en  las  le- 
yes de  3  i  4  de  abril  anterior,  que  aprobaron  las  declara- 
ciones de  guerra  a  Bolivia  i  al  Perú. 

No  siendo  dable  precisar  todos  aquellos  casos  que 
pueden  requerir,  sea  medidas  de  gobierno^  sea  de  adminis- 
trdcion^  que  son,  en  ciertos  momentos,  absolutamente  in- 
dispensables, cuidó  la  Constitución  de  consignar  un 
precepto  tan  jeneral  como  el  del  art.  81;  pero  cuyo  al- 
cance no  no»  parece  ofrezca  peligro  alguno,  una  vez  de- 
terminado como  hemos  procurado  hacerlo  en  las  líneas 
que  preceden  i  en  el  estudio  del  art.  59. 


Art.  82 


a  Son  atrihvjciones  especiales  del  Presidente — 

<rl.*  Concurrir  a  lajormadon  de  las  leyes  con  arreglo  a 
la  Constitución;  sancionarlas  i promulgarlas^.y> 

(cA*  Espedir  los  decretos^  reglamentos  e  instrucciones  que 
crea  convenientes  para  la  ejeciccion  de  las  leyes.i> 

«5.*  Velar  por  la  conducta  ministerial  de  los  jueces  i  de- 
mas  empleados  del  orden  judicial^  pudiendo^  al  efecto^  re- 
querir al  ministerio  público  para  que  reclame  medidas  dis- 
ciplinarias del  tribunal  competente^  o  para  que^  si  hubiere 
mérito  bastante,  entable  la  correspondiente  acusación.^ 

«4.*  Prorogar  las  sesiones  ordinarias  del  Congreso  hasta 
cincuenta  dias.y> 

TOMO  II  6 
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((5.*  Convocarlo  a  sesiones  estraordinarías^  con  acuerdo 
del  Consejo  deEstado.y> 

caG^  Nombrar  {remover  a  su  voluntad  a   los   Ministros 

del  Despacho  i  oficiales  de  sus  secretarías^  a  los   Consejeros 

de  Estado  de  su  elección^  a  los  Ministros  diplomáticos^  a  los 

Cónsides  i  demás   ajenies   esteriores^    a   los  Intendentes  de 

provincia  i  a  los  Gobernado7'es  de  plaza.y> 

(( 7.*  Nombrar  los  majistrados  de  los  tribunales  superio- 
res  de  justicia^  i  los  jueces  letrados  de  primera  instancia  a 
propuesta  del  Consejo  de  Estado^  conforme  a  la  parte  2^ 
del  arf,  104.y> 

<íS.*  Presentar  para  los  Arzobispados^  Obispados^  digni- 
dades i  prebendas  de  las  Iglesias  catedrales^  a  propuesta  en 
tema  del  Consejo  de  Estado. — La  persona  en  quien  recayere 
la  elección  del  Presidente  para  Arzobispo  u  Obispo,  debe 
ademas  obtener  la  aprobación  del  Senado,^ 

ii9,^  Proveer  los  ciernas  empleos  civiles  i  militares,  pro- 
cediendo con  acuerdo  del  Senado^  i  en  el  receso  de  éste^  con 
el  de  la  Comisión  Conservadora^  para  conferir  los  empleos 
o  grados  de  coroneles^  capitanes  de  navío^  i  demás  oficiales 
superiores  del  ejército  i  armada. — En  el  campo  de  batalla 
podrá  conferir  estos  empleos  militares  s?iperiores  por  sí 
solo. )) 

cílO.^  Destituir  a  los  empleados  por  ineptitud,  u  otro  mo- 
tivo que  llaga  inútil  o  perjudicial  su  servicio; pero  con  acuer- 
do del  Senado,  i  en  su  receso  con  el  de  la  Comisión  Conser- 
vadora^ si  son  jefes  de  oficinas  o  empleados  superiores;  i 
con  informe  del  respectivo  jefe,  si  son  empleados  suba^er- 
¡ios.y> 

(ill.^  Conceder  jubilaciones.^  retiros.^  licencias  i  goce  de 
'montepío  con  arreglo  a  las  leyes.y> 

^12."^  Cuidar  de  la  recaudación  de  las  rentas  públicas,  i 
decretar  su  inversión  con  arreglo  a  la  lei.y) 

al 3.^  Ejercer  las  atribuciones  del  patronato  respecto  de 
las  iglesias,  beneficios  i  personas  eclesiásticas^  con  arreglo  a 
as  leyes.}) 
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<l14,^  Conceder  el  pase,  o  retener  los  decretos  conciliares^ 
huías  iiontificias,  breves  i  rescriptos  con  acuerdo  del  Conse- 
jo de  Estado;  pero  si  contuviesen  disposiciones  jenerales  so- 
lo podrá  concederse  el  pase  o  retenerse  por  medio  de  una 
lei,y> 

((Í5.*  Conceder  indultos  particulares  con  acuerdo  del 
Consejo  de  Estado. — Los  Ministros,  Consejeros  de  Estado^ 
miembros  de  la  Comisión  Conservadora,  Jenerales  enjeje^ 
e  Intendentes  de  provincia,  acusados  por  la  Cámara  de  Di- 
putados^ i  juzgados  por  el  Senado^  no  pueden  ser  indulta- 
dos sino  por  el  Congreso.i> 

<íl6^  Disponer  déla  fuerza  de  mar  t  tierra,  organizaría  i 
distribuirla^  según  lo  hallare  por  conveniente,  d 

«27.*  Mandar  personalTnente  las  fuerzas  de  mar  i  tierra, 
con  ojcuerdo  del  Senado,  i  en  su  receso   con  el  de  la  Comi- 
sión Conservadora.  En  estecaso^  el  Presidente  de  la  Repú 
blica  podrá  residir  en  cualquiera  parte  del  territorio  ocupa- 
do por  las  armas  chilenas,^ 

(l18^  Declarar  la  guerra  con  previa  aprobación  del  Con- 
greso, i  conceder  patentes  de  corso  i  letras  de  represalia,y> 
(íl9.^  Mantener  las  relaciones  políticas  con  las  potencias 
estranjeras,  recibir  sus  Ministros,  admitir  sus  Cónsules,  con- 
ducir las  negociaciones,  hacer  las  estipulaciones  prelimina- 
res,  concluir  i  firmar  todos  los  tratados  de  paz,  de  alianza, 
de  tregua^  de  neutralidad,  de  comercio,  concordatos  i  otras 
convenciones.  Los  tratados,^  antes  de  su  ratificación,^  se 
presentarán  a  la  aprobación  del  Congreso,  Las  discusiones 
i  (^liberaciones  sobre  estos  objetos  serán  secretas,  si  así  lo 
exije  el  Presidente  de  la  República,!) 

(a20.^  Declarar  en  estado  de  sitio  uno  o  varios  puntos  de 
la  República  en  caso  de  ataque  esterior,  con  acuerdo  del 
Consejo  de  Estado,^  i  por  un  determinado  tiempo,  i> 

<íEn  caso  de  conmoción  interior,^  la  declaración  de  hallar- 
se uno  o  varios  puntos  en  estado  de  sitio,  corresponde  al 
Cojigreso;  pero  si  éste  no  se  hallare  reunido,  puede  el  Pre- 
sidente hacerla  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado,    por    W^ 
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determinado  tiempo.  Si  a  la  reunión  del  Congreso  ruó  hahie- 
se  espirado  el  término  señalado^  la  declaración  que  ha  he- 
cho  el  Presidente  de  la  República  se  tendrá  por  una  pro- 
posición de  lei.i> 

^21\  Todos  los  objetos  de  policía  i  todos  los  establecimien- 
tos públicos  están  bajo  la  suprema  inspección  del  Presiden- 
te de  la  República  conforme  a  las  particulares  ordenanzcLS 
que  losrijanly> 

Observaremos  desde  luego,  antes  de  entrar  en  el  exa- 
men separado  de  cada  una  de  ellas,  que  de  las  variadas, 
numerosas  e  importantes  atribuciones  que  este  artículo 
confiere  especialmente  al  Presidente  de  la  República,  las 
unas  son  por  su  naturaleza  inherentes  al  ejercicio  del 
Poder  Ejecutivo,  de  tal  manera  que,  donde  quiera  que  tal 
poder  exista,  i  sea  por  lo  demás  la  que  fiíere  la  forma 
de  gobierno  que  se  adoptare,  debe  necesariamente  te- 
nerlas, i  no  puede  menos  de  tenerlas.  Tales  son,  por 
ejemplo,  la  2.%  la  16.*  i  la  19.*  de  este  artículo.  Donde 
quiera  que  exista  un  pais  medianamente  organizado,  el 
Poder  Ejecutivo  debe  tener  por  misión  hacer  ejecutar  las 
leyes,  velar  por  la  conservación  del  orden  interior  i  por 
la  seguridad  esterior,  i,  como  medio  de  cumpUr  con  esos 
deberes,  tener  a  su  disposición  la  fiíerza  pública. 

Hai  otras  atribuciones  que  no  son  esenciales  al  ejerci- 
cio del  Poder  Ejecutivo,  i  que  la  Constitución  ha  confiado 
al  nuestro  por  razones  de  conveniencia,  bien  o  mal  en- 
tendida. En  este  caso  se  encuentran,  por  ejemplo,  la  fa- 
cultad de  nombrar  a  los  jueces;  la  de  conceder  indultos 
particulares;  la  de  otorgar  jubilaciones;  la  de  declarar  el 
estado  de  sitio;  i  tantas  otras  que  no  constituyen  una 
condición  indispensable  para  que  exista  el  referido  po- 
der público. 


o 
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1.*    ATRIBUCIÓN 


La  parte  1.*  del  art.  82  dice  tres  cosas:  1.*  que  el  Pre- 
sidente de  la  República  concurre  a  la  formación  de  las  le- 
yes; 2.*  que  le  incumbe  sancionarlas;  i  3.*  que  a  él  in- 
cumbe también  promulgarlas. 

En  cuanto  a  la  concurrencia  del  Presidente  en  la  for- 
mación de  las  leyes,  materia  es  ella  que  hemos  estudia- 
do detenidamente  al  ocupamos  de  los  arts.  43  a  49  de 
la  Constitución,  en  el  primer  volumen  de  esta  obra.  Na- 
da tenemos  que  agregar  a  lo  dicho  con  motivo  de  ellos. 

La  palabra  sancionar  que  emplea  este  inciso  no  se  re- 
fiere evidentemente  a  la  pena  que  la  lei  impone  al  infrac- 
tor de  sus  disposiciones.  Significa,  según  el  Diccionario 
de  la  Real  Academia  Española,  aautorizar^  dar  fuerza  de 
lei  a  alguna  cosa,y>  es  decir — como  lo  espresa  terminan- 
temente el  art.  43  de  la  Constitución — aprobar  los  pro- 
yectos de  lei  aprobados  por  el  Congreso — aprobación 
que,  como  se  sabe,  puede  verificarse  de  diferentes  mane- 
ras, según  se  dijo  a  su  tiempo.  Tomarla  palabra  sanción  en 
otro  sentido,  sería  inconstitucional,  porque  el  Presidente 
de  la  República  en  ningún  caso  puede  aplicar  penas  por  sí, 
ni  aun  precediendo  leyes  escepcionales  de  aquellas  a  las 
cuales  se  refiere  el  inciso  6.*"  del  art.  36,  ni  aun  en  estado 
de  sitio.  La  facultad  de  establecer  penas  incumbe  a  la 
lei;  la  de  aplicar  las  establecidas  a  los  Tribunales  de 
Justicia.  Jamás  debe  corresponder  al  Ejecutivo. 

En  cuanto  a  la  promulgación  de  las  leyes,  que  incum- 
be al  Presidente  de  la  República,  nos  referimos,  como 
detalle,  a  los  arts.  6,  7  i  8  del  Código  Civil.  Espresaré- 
mos  solamente  que  la  lei  se  promulga  para  que  puedan 
cumplirla  los  obligados  por  ella.  Así,  pues,  cuando  se 
dicta  una  lei  que  obliga  al  Fisco,  i  que  crea  derechos  a 
^avor  de  muchos,  siendo  el  Fisco  solo  uno,  i  teniendo  sus 
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representantes  en  Santiago,  principiará  a  rejir  para  todos 
los  favorecidos  desde  un  mismo  dia,  conforme  a  la  regla 
jeneral  que  establece  el  citado  art.  6  del  Código  Civil, 
salvo  que  en  aquella  se  dispusiere  otra  cosa.  En  el  caso 
contrario,  por  ejemplo  en  el  de  rebajarse  sus  sueldos  a  to- 
dos los  empleados,  estos  serian  los  obligados,  i  la  lei  no 
podría  principiar  a  rejir  respecto  de  todos  ellos  desde  un 
mismo  dia,  si  ella  misma  no  lo  señalare  de  un  modo  es- 
preso. 

2.*  ATRIBUCIÓN 


Conforme  a  la  parte  2.^  del  art.  82  es  atribución  espe- 
cial del  Presidente  de  la  Repáblica: — despedir  los  decre- 
tos, reglamentos  e  instrucciones  que  crea  convenientes 
para  la  ejecución  de  las  leyes.» 

Ninguna  atribución  mas  sencilla  que  la  presente.  La 
lei,  como  lo  dice  el  art.  1.**  del  Código  Civil,  es  una  de- 
claración de  la  voluntad  soberana  que,  manifestada  en  la 
forma  prescrita  por  la  Constitución,  manda,  prohibe  o 
permite.  Luego,  la  lei  crea  dcreclios  e  impone  obligacio- 
nes. Tal  es  su  carácter  esencial,    siendo  ademas  jeneral 
en  su  objeto  e  igual  para  todos.  El  Poder  Ejecutivo^  como 
lo  indica  su  nombre,  dicta  medidas  para  hacer  ejecutar 
la  lei;  pero  no  puede  alterar  en  ningún  sentido  ni  los  de- 
rechos ni  las  obligaciones  por  ella  creadas,    debiendo  li- 
mitarse a  determinar  la  manera,  la  forma  de  cumplirlas. 
Se  dicta,  por  ejemplo,  una  lei  creando   un  impuesto  de 
un  cinco  por  ciento  sobre  la  renta,  pagadero  en  abril  de 
cada  año.  El  Presidente  deberá  dictar  los  decretos,  re- 
glamentos e  instrucciones  que   fuere  menester  para  la 
planteacion  i  recaudación  del  impuesto;  pero  no  podria 
aumentar  ni  disminuir  su   cuota;    no  podria  ampliar  el 
plazo  señalado  por  la  lei  para  su  pago;  no  podria  incluir 
en  el  pago  bienes  exentos  de  él  conforme  a  la  lei,  ni  es- 
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ceptuar  los  que  ésta  no  eximiere.  En  suma,  debe  giiar- 
dar  la  lei,  haciéndola  ejecutar,  i  no  sobreponerse  a  ella 
ni  violarla,  so  protesto  de  hacerla  cumplir. 

Esto  es  tan  sencillo  i  tan  elemental,  que  no  se  com- 
prende cómo  ha  habido  entre  nosotros  muchos  casos  de 
decretos  que  se  han  separado  abiertamente  de  la  lei,  i 
otros  que  han  creado  para  su  cumplimiento  condiciones 
nuevas  no  establecidas  por  ella  i  que  se  han  convertido 
en  otras  tantas  obligaciones  de  oríjen  vedado.  La  ma- 
nía de  creer  que  el  Ejecutivo  todo  lo  puede  ha  sido  cau- 
sa de  este  mal,  i  sucede  frecuentemente  que  los  tribunales, 
como  llamados  a  fallar  los  pleitos  conforme  a  las  leyes  i 
no  con  arreglo  a  los  decretos  del  Ejecutivo,  cuando  estos 
no  guardan  conformidad  con  aquellas  los  dejan  sin  apli- 
cación i  los  consideran  como  letra  muerta. 

Asi  ha  sucedido,  por  ejemplo,  con  los  decretos  del 
Ejecutivo  que  han  prohibido  el  espendio  de  especies  es- 
tancadas a  una  administración  en  el  territorio  compren- 
dido por  otra.  Así  ha  sucedido  también  con  el  que  ha 
prohibido  el  empaquetamiento  de  tabaco  picado.  La  Cor- 
te Suprema  ha  prescindido  de  tales  decretos  resolviendo 
casos  concretos  sometidos  a  su  decisión. 

No  hai  tratado  de  derecho  público,  de  mediana  impor- 
tancia, que  no  indique  claramente  las  diferencias  que  exis- 
ten entre  la  lei  i  el  decreto^  tan  claras  i  perceptibles  como 
las  que  existen  entre  el  derecho  i  el  hecho^  según  Maca- 
rel.  I,  sin  embargo,  no  hai  confusión  en  que  se  incurra 
mas  amenudo,  que  en  la  de  pretender  lejislar  por  medio 
de  decretos.  Ello  se  esplicaba  cuando  el  Poder  Lejislati- 
vo  podia  ejercerse  en  forma  de  delegación  al  Presidente 
de  la  República  por  parte  del  Congreso,  i  se  ha  debido, 
en  gran  parte,  a  la  tardanza  i  aun  a  la  omisión  en  que 
éste  ha  incurrido  en  el  cumplimiento  del  deber  que  la 
Constitución  le  impuso  desde  un  principio,  de  dictar  pre- 
ferentemente ciertas  leyes  especiales,  como  la  de  ins- 
trucción, que  recientemente  'ha  sido  promulgada  en  su 
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segunda  parte,  i  la  del  servicio  de  milicias,  que  aun  no 
se  ha  dictado. 

En  esta  materia  se  ha  incurrido  aun  en  el  error  de  de- 
cir, como  lo  dijo  el  señor  don  Federico  Errázuriz,  en  se- 
sión de  la  Cámara  de  Diputados  de  22  de  octubre  de 
1867,  siendo  Ministro  de  Guerra  i  Marina,  que  el  Pre- 
sidente de  la  República  puede  dictar  decretos  reglamen- 
tando la  Constitución,  porque  esta  es  leí.  Pero  se  olvi- 
daba que  es  la  lei  de  las  leyes^  i  que  la  Constitución  no 
puede  ser  reglamentada  sino  por  la  lei^  así  como  esta 
puede  serlo  por  el  decreto,  si  no  se  quiere  echar  por  tie- 
rra toda  la  base  en  que  reposa  la  división  i  jeneracionde 
los  poderes  públicos. 

En'  aquella  misma  sesión  el  señor  Errázuriz  observa- 
ba, i  con  perfecta  razón,  que  los  decretos  dictados  desde 
años  atrás  por  el  Presidente  de  la  República  en  materias 
de  instrucción  i  de  servicio  en  las  milicias,  rejirian  solo 
hasta  que  se  promulgasen  las  leyes  respectivas,  i  que  no 
podian  considerarse  sino  como  medios  de  suplir  omisio- 
nes del  Congreso,  autorizados  por  la  costumbre  i  nada 
mas. 

Para  establecer  las  cosas  en  un  terreno  firme,  que  im- 
pida al  Ejecutivo  arrogarse  atribuciones  lejislativas  al 
tiempo  de  dictar  decretos,  solo  se  necesita  vijilancia  ac- 
tiva de  parte  del  Congreso  i  de  parte  de  los  tribunales, 
cada  uno  en  su  esfera  de  acción.  Así  el  ejercicio  de  la 
atribución  2.*  del  art.  82  de  la  Constitución,  se  reduciría 
a  sus  verdaderos  límites.  Ejecutar  leyes   no  es  dictarlas. 

Cuando  el  decreto  es  una  colección  ordenada  de  re- 
glas o  preceptos  que  el  Presidente  de  la  República  dicta 
para  la  ejecución  de  una  lei,  o  para  el  réjimen  interior 
de  establecimientos  u  oficinas,  o  para  el  arreglo  de  ser- 
vicios o  de  empleados  públicos,  toma  el  nombre  espe- 
cífico do  reglamento. 

Las  instrucciones  no  son  otra  cosa  que  comunicaciones 
dirijidas  por  el  Presidente  de  la  República,  por  medio  de 
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los  Ministros  de  Estado,  a  los  Intendentes  i  demás  su- 
balternos de  la  jerarquía  administrativa,  indicándoles  la 
manera  cómo  deben  hacer  ejecutar  las  leyes,  i,  en  conse- 
cuencia, fijando  la  intelijencia  que  aquel  les  da,  a  fin  de 
que  sirva  a  todos  de  norma  idéntica.  De  ordinario,  i  pa- 
ra este  último  propósito,  las  instrucciones  se  imparten 
por  medio  de  circulares. 


o 
o  o 


La  confusión  entre  la  lei  i  el  decreto  no  lia  sido  so- 
lo achaque  nuestro,  debido  en  gran  parte  a  la  tole- 
rancia de  los  Congresos  i  a  la  facilidad  con  que  se  han 
allanado  a  conceder  al  Ejecutivo  autorizaciones  tan  latas, 
que  ni  siquiera  fueron  constitucionales.  De  ello  es  un 
ejemplo  la  lei  de  31  de  enero  de  1837,  que  hemos  recor- 
dado en  la  pajina  123  de  nuestro  primer  volumen.  El  ha 
existido  también,  i  en  grande  escala,  en  la  culta  nación 
francesa,  merced  al  sistema  napoleónico,  que  hacía  del 
Emperador  un  verdadero  lejislador.  La  revolución  de 
julio  de  1830,  aparte  de  las  mil  causas  que  la  tenian  pre- 
parada, debió  su  estallido,  en  los  últimos  dias  de  aquel 
mes  memorable,  al  hecho  de  haber  suspendido  Carlos  X, 
o  el  Ministerio  Polignac,  la  libertad  de  imprenta  i  el  dere- 
cho electoral,  por  medio  de  bitcí^Iqs  ordenanzas  o  decretos 
del  Ejecutivo. 

Si  nosotros  quisiéramos  acumular  aquí  los  casos  en 
que  el  Ejecutivo  se  ha  arrogado  en  sus  decretos  faculta- 
des lejislativas,  tendríamos  materia  para  llenar  con  ellos 
muchas  pajinas.  No  es  nuestro  propósito  hacer  recri- 
minaciones, que  vendrían  a  caer  en  gran  parte  sobre 
nuestros  Congresos,  que  se  han  manifestado  bien  poco 
celosos  de  sus  atribuciones.  La  reforma  de  1874,  que  ha 
destruido  el  absurdo  sistema  de  lejislar  por  delegación 
hecha  en  forma  de  facultades  estraordinarias,  es  un  sín- 
toma que  permite  abrigar  la  esperanza  de  que  los  Icjis- 

TOMO  II  7 
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ladores  i  los  ejecutores  de  las  leyes  sabrán  en  adelante 
mantenerse  dentro  de  la  órbita  que  respectivamente  le» 
corresponde» 

3.*  ATRIBUCIÓN 

Esta  atribución  estaba  redactada,  antes  de  la  reforma 
de  1874y  en  los  términos  siguientes:  «Velar  sobre  la 

PRONTA  I  CUMPLIDA  ADMINISTRACIÓN    DE    JUSTICIA,  i  Sohre 

la  conducta  ministerial  de  los  jueces.^  Hoi  dice  así:»  «  Velar 
por  la  conducta  rmnisterial  de  los  jueces  i  demos  empleadas 
del  orden  iudicial,  pudiendo^  al  efecto^  requerir  al  Tniniste-- 
rio  público  para  que  reclame  medidas  disciplinarias  del 
tribunal  competente,  o  para  que^  si  hubiere  mérito  bastante^ 
entable  la  correspondiente  acusojcion.T^ 

Basta  comparar  estas  dos  redacciones  para  comprender 
la  enorme  diferencia  que  entre  ambas  existe.  Hoi  se  ha 
quitado  al  Presidente  de  la  República  la  atribución  do 
velar  sobre  hi,  pronta  t  cumplida  administración  de  Justicia^ 
que  antes  tenia,  i  se  le  ha  reservado  solo  la  vijilancia  bo^ 
hre  lu,  conducta  ministerial  de  los  jueces  i  empleados  ju- 
diciales, i  aun  esta  vijilancia  no  produce  otro  efecto  que 
el  de  facultar  al  Presidente  para  requerir  al  ministerio 
público,  en  la  forma  que  la  segunda  parte  de  la  disposi- 
ción reformada  determina. 

Esta  reforma  es  doblemente  importante.  En  primer 
lugar,  si  hoi  no  puede  el  Presidente  de  la  República  in- 
jerirse, a  título  de  vijilancia,  en  la  pronta  i  cumplida  ad- 
ministración de  justicia,  es  evidente  que  menos  aun  po- 
drían hacerlo  sus  ajentes  subalternos,  i  que,  por  consi- 
guiente, están  derogadas  las  disposiciones  de  la  lei  del 
Réjimen  Interior  que  conferian  aquella  facultad  a  los  In- 
tendentes i  demás  subalternos  del  Ejecutivo,  habiendo 
quedado  esta  limitada  en  la  misma  forma  que  la  del  Presi- 
dente, de  quien  todos  ellos  dependen. 
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En  segundo  lugar,  hoi  no  sería  posible  sostener  que 
el  Presidente  de  la  República,  ni  menos  sus  ajentes,  pue* 
den  decretar  la  suspensión  de  un  juez  del  ejercicio  de 
sus  funciones.  Para  nosotros  semejante  atribución  jamás 
la  ha  tenido  el  Presidente  de  la  República,  ni  aun  bajo 
el  imperio  de  la  primitiva  parte  3.*  del  art.  82  de  la 
Constitución,  apesar  de  que  nos  vemos  obligados  a  reco- 
nocer que  la  puso  en  ejercicio  en  varios  casos. 

Es  bien  conocido  el  decreto  de  4  de  octubre  do  1833, 
en  que  se  mandó  poner  inmediatamente  en  arresto  a  los 
Ministros  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  señores 
don  José  María  Villarreal,  don  Manuel  Antonio  Recaba- 
ri'en,  don  José  Bernardo  Cáceres  i  don  Ramón  Zarricue- 
ta,  i  se  les  suspendió  del  ejercicio  de  sus  funciones  has- 
ta la  resolución  de  la  causa  que  se  les  mandó  formar,  en 
el  mismo  decreto,  por  torcida  administración  de  justicia, 
que  se  hacía  consistii*  en  no  haber  condenado  a  muerte 
•a  don  Ambrosio  Acosta,  a  don  Joaquin  Arteaga  i  a  otros 
co-reos;  i  en  el  cual  se  ordenaba  pasar  el  correspondien- 
te oficio,  con  copia  de  autos,  a  la  Cámara  de  Diputados, 
respecto  de  los  señores  don  Rafael  Valdivieso  i  don  Pe- 
dro Lira,  que  también  concurrieron  al  pronunciamiento 
de  la  sentencia. 

No  lo  es  menos  el  famosísimo  decreto  de  24  de  no- 
viembre de  1836  (1),  en  que  se  mandó  suspender,  poner 
^n  arresto  i  enjuiciar  otra  vez  a  los  señores  Recabárren 
i  Cáceres,  i  pedir  la  correspondiente  declaración  al  Se- 
nado i  a  la  Cámara  de  Diputados,  para  que  igual  cosa  se 
hiciera  respecto  a  los  Ministros  de  la  citada  Corte,  seño- 
res don  Santiago  Echeverz  i  don  Lorenzo  Fuenzalida,  Se- 
nador el  primero  i  Diputado  el  segundo,  por  reputarse 
disconforme  con  las  leyes  la  sentencia  que,  por  mayoría 
formad»  con  los  votos  de  los  mencionados  cuatro  seño- 


(1)  cAraac&Qo»  núm.  826  de  2  de  diciembre  de  18M. 
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res,  liabia  pronunciado  dicha  Corte,  imponiendo  al  Capi- 
tán Jeneral  don  Ramón  Freiré  la  pena  de  destierro,  en 
el  proceso  que  se  le  seguia  en  aquel  entonces.  I  nótese 
que,  apcsar  de  que  todo  esto  podia  calificarse  de  mons- 
truoso, la  Cámara  de  Diputados  lo  sancionó,  declarando 
que  liabia  lugar  a  formación  de  causa  contra  el  señor 
Fuenzalida.  Parece  que  el  Senado  no  íué — ;a  Dios  gra- 
cias!— igualmente  dócil,  pues  del  editorial  que  se  rejistra 
en  el  núm.  327  de  (cEl  Araucanos  de  9  de  diciembre  de 
1836,  se  deduce  que  no  se  obtuvo  de  él  idéntica  declara- 
ción respecto  del  señor  Echeverz. 

Posteriormente  no  han  faltado  casos  aislados,  bien  ra- 
ros i  de  menor  importancia,  porque  no  se  ha  tratado  ya 
de  Cortes  Superiores,  en  que  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica decretó  todavía  la  suspensión  de  algún  juez  de  le- 
tras, antes  por  supuesto  de  la  reforma  constitucional  do 
1874.  El  último  que  nosotros  conocemos  ocurrió  en  ma- 
yoMe  1873,  fecha  en  que  se  espidió  un  decreto  suspen- 
diendo de  sus  funciones  al  juez  letrado  de  la  Ligua,  se- 
ñor don  Diego  Cavada,  i  mandándole  encausar;  por  ha- 
ber infrinjido,  ajuicio  del  gobierno,  una  sentencia  de  la 
Corte  Suprema,  al  conceder  un  plazo  de  tres  meses  a 
dos  condenados  a  destierro,  antes  de  salir  del  territo- 
rio de  la  República  a  cumplir  esa  pena. 

Así  como,  en  los  dos  primeros  casos  de  los  tres  mas 
arriba  citados,  la  Corte  Suprema  no  pensó  como  el  Pre- 
sidente de  la  República,  puesto  que  en  ambos  absolvió  a 
los  señores  Ministros  de  la  Corte  de  Apelaciones,  sus- 
pendidos^  arrestados  i  encausados;  así,  en  el  tercero  i  últi- 
mo, la  Iltma.  Corte  de  esta  capital  tampoco  pensó  como 
el  Ejecutivo,  pues  inmediatamente  que  entró  a  conocer 
de  la  causa  formada  contra  el  señor  Cavada,  le  mandó 
reponer  en  sus  funciones,  i  dejó  sin  efecto  la  suspensión 
decretada  administrativamente. 

I  nos  parece  que,  en  este  caso,  la  Corte  obró  bien, 
ponpie  la  facultad  de  suspender  a  un  juez  encausado  no 
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puede  ni  debe  corresponder  sino  al  tribunal  que  le  juz- 
ga, i  su  ejercicio  depende  de  circunstancias  relativas. 
Cuando  la  causa  que  se  promueve  contra  un  juez  se 
funda  en  hechos  ocurridos  dentro  del  departamento  don- 
de funciona  i  que  en  él  mismo  deben  probarse,  la  sus- 
pensión del  juez  i  su  salida  del  departamento  serian  ne- 
cesarias, porque  de  otra  manera  podría  influir  en  la  prue- 
ba que  se  rindiera.  Pero  cuando  la  acusación  contra  el 
juez  se  funda  en  im  error  de  mero  derecho  o  de  simple  con- 
cepto, cuya  apreciación  puede  hacer  el  tribunal  sin  ne- 
cesidad de  prueba,  la  suspensión  del  enjuiciado  sería,  en 
tal  caso,  de  todo  punto  inmotivada  i  no  podría  ya  impo- 
nerse como  medida  precautoria,  sino  como  verdadera 
pena  en  la  sentencia  definitiva. 

Contra  nuestra  opinión  no  habría  podido  argüirse,  antes 
de  1874,  ni  con  la  parte  3.*  del  art.  82  de  la  Constitución, 
ni  con  la  disposición  contenida  en  el  art.  70  de  la  lei  del 
Réjimen  Interior,  que  faculta  a  los  Intendentes  para 
suspender  provisoriamente  a  los  jueces  que  cometan  al- 
gún delito  atroz^  i  que,  por  este  u  otro  motivo,  no  puedan 
continuar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  sin  grave 
ofensa  a  la  moral  pública.  No  con  la  antigua  parte  3.* 
del  art.  82,  porque  velar  significa  solo  cuidar^  observar ^  e 
implica  nada  mas  que  una  atribución  inspectiva.  I  no  es 
cierto  que  la  facultad  de  inspeccionar  Heve  envuelta  la 
de  suspender  de  sus  funciones  al  inspeccionado.  Si  la 
Constitución  hubiera  querido  dar  al  Ejecutivo  una  atri- 
bución tan  enorme,  que  con  ella  habrían  llegado  a  ser 
completamente  ilusorias  la  independencia  i  la  inamovili- 
dad  de  los  jueces,  habria  cuidado  de  espresarlo  clara  i 
categóricamente.  Ni  la  Constitución  ni  lei  alguna  han 
conferido  jamás  al  Presidente  de  la  República  la  facul- 
tad de  suspender  jueces;  luego,  ha  carecido  siempre  de 
ella  i  los  casos  en  que  la  ha  puesto  en  ejercicio  eran 
inaceptables,  aun  antes  de  la  reforma  constitucional  de 
1874. 
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Tampoco  puede  argüirse  en  contra  de  nuestra  opinión 
con  argumentos  derivados  del  art.  70  i  aun  del  128  de 
la  lei  del  Réjimen  Interior,  porque  es  evidente  que,  al 
hablar  esta  de  delito  atroz^  se  ha  referido  a  aquellos  deli- 
tos comunes  que  comete  el  juez /¿¿era  del  ejercicio  de  sus 
funciones^  v.  g.,  un  asesinato;  mas  no  cuando  delinque 
comojuezj  porque,  en  este  caso,  su  responsabiUdad  se  re- 
glarla por  lo  dispuesto  en  el  art.  111  de  la  Constitución. 
Ni  sería  posible  que  el  individuo  que  ha  manghado  sus 
manos  con  la  sangre  de  su  semejante,  tomara  asiento  en 
el  sillón  del  majistrado  sin  grave  ofensa  a  la  moral  pú- 
blica^ que  es  lo  único  que  la  lei  citada  ha  querido  i  ha 
debido  evitar.  Cuando  el /we^  delinque  como  tal,  no  pue- 
de, en  caso  alguno,  ser  suspendido  por  la  autoridad  ad- 
ministrativa. Esta  no  puede  hoi,  vista  la  letra  de  la  nue- 
va disposición  constitucional,  sino  velar  sobre  su  con- 
ducta ministerial,  sin  que  lesea  Kcito  pasar  mas  allá.  Si 
el  juez  administra  torcidamente  justicia,  si  tramita  [mal, 
si  es  cohechado,  si  prevarica,  en  fin,  el  art.  111  de  la 
Constitución,  la  Lei  Orgánica  de  Tribunales,  en  su  título 
IX,  i  el  Código  Penal  facilitan  los  medios  de  pedir  i  de 
obtener  su  castigo  ante  el  Poder  Judicial. 

Por  lo  demás,  en  el  estado  actual  de  nuestra  lejisla- 
cion,  las  funciones  del  juez  no  se  suspenden  sino  en  al- 
guno de  los  cuatro  casos  espresamente  previstos  en  el 
art.  171  de  la  ya  citada  Lei  Orgánica  de  Tribunales  de 
15  de  octubre  de  1875.  Si  se  presentare  el  caso  de  un 
juez  que  hubiere  cometido  lo  que  la  lei  del  Réjimen  In- 
terior llama  delito  atroz  (denominación  que  suponemos 
corresponda  hoi  a  la  de  ciimen  en  nuestro  Código  Pe- 
nal), es  claro  que  debería  procesársele  i  que  entonces  no 
podría  continuar  desempeñando  sus  funciones,  a  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  inciso  3."*  del  art.  41  i  en  los  arts. 
59  i  103  de  la  Lei  Orgánica  ya  mencionada. 

o 
o  o 
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La  manera  como  entendemos  la  disposición  contenida 
en  la  parte  3.*  del  art.  82  nos  sirvió  de  antecedente  para 
discurrir,  en  parte,  en  los  discursos  que  corren  insertos 
en  nuestros  estudios  referentes  al  art.  58  de  la  Consti-. 
tucion.  (1) 

4.*   I    5.'*  ATRIBUCIONES. 

4,^  Prorogar  las  sesiones  ordinarias  del  Congreso  hasta 
cincuenta  dias. 

5.*  Convocarlo  a  sesiones  estraordinarías^  con  acuerdo 
del  Consejo  de  Estado. 

La  primera  de  estas  dos  atribuciones  no  ha  sujerido 
dificultades  en  su  aplicación  práctica. 

En  cuanto  a  la  segunda,  observaremos  que  el  acuerdo 
del  Consejo  de  Estado  que  ella  exije,  debe  tener  por  objeto, 
si  alguno  tiene,  que  ese  cuerpo  tome  conocimiento  de  los 
asuntos  que  se  desea  incluir  en  la  convocatoria  a  es- 
traordinarias.  No  comprendemos  cómo  podría  el  Conse- 
jo prestar  o  negar  su  acuerdo  para  dicha  convocatoria, 
sino  califica  la  naturaleza,  la  importancia  i  la  urjencia 
de  los  proyectos  de  lei  que  el  Ejecutivo  pretende  remi- 
tir al  Congreso.  Si  el  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  se 
requiriera  solo  para  convocar  al  Congreso  a  estraordina- 
riasj  sin  decirle  para  qué  ni  con  qué  objeto,  nos  parece 
que  el  papel  de  aquel  cuerpo  sería  bien  insignificante  i 
desairado. 

I  si  se  requiere  que  el  Consejo  conozca  los  proyectos 
de  lei,  que  han  de  ser  incluidos  en  la  convocatoria,  es 
de  todo  punto  evidente  que,  cuando  una  vez  convocado 
el  Congreso  para  ocuparse  de  cuatro  proyectos  de  lei, 
por  ejemplo,  se  le  quiere  remitir  en  seguida  un  quinto 

(1)  Tomo  I,  pajinas  ^32  i  afgaientes, 
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proyecto  u  otros  mas,  es  menester  recabar  también  el 
acuerdo  del  Consejo  de  Estado  respecto  de  ese  quinto 
proyecto  i  de  todos  los  demás. 

Apesar  de  que  esto  es  perfectamente  obvio,  no  han 
faltado  en  la  práctica  casos  de  proyectos  de  lei  incluidos 
en  la  convocatoria  a  estraordinarias,  sin  haber  precedi- 
do para  ello  el  acuerdo  del  Consejo  de  Estado.  Así  suce- 
dió en  las  sesiones  estraordinarias  de  1863  con  el  pro- 
yecto de  lei  que  tenia  por  objeto  conceder  ciertas  exen- 
ciones a  don  Ramón  Salazar,  para  la  construcción  de  un 
tajamar  en  Valparaíso. 

Tan  jeneralizada  está  esta  opinión,  para  nosotros  poco 
correcta,  que  nada  es  mas  frecuente  que  el  que  los  Di- 
putados se  consideren  con  facultad  para  pedir,  i  que  pi- 
dan diariamente,  a  los  Ministros  de  Estado  soliciten  del 
Presidente  de  la  República  la  inclusión  de  proyectos  de 
lei  en  la  convocatoria,  como  si  este  funcionario  tuviera 
facultad  para  hacerlo  por  sí  solo. 

La  verdad  es  que,  atendida  la  manera  cómo  se  discu- 
ten en  el  Consejo  de  Estado  los  proyectos  de  lei  que  han 
de  ser  pasados  a  las  Cámaras,  i  la  ninguna  influencia 
que  tal  discusión,  aun  suponiéndola  detenida  i  meditada, 
ejercería  en  la  formación  déla  lei;  valdría  mas  suprimir 
un  trámite  inútil  i  que  ningún  resultado  práctico  produ- 
ce, eliminando  de  la  parte  5.*  delart.  82  de  la  Constitución 
la  frase  final: — «Con  acuerdo  del  Consejo'de  Estado.í) 

En  todo  caso,  si,  para  convocar  al  Congreso  a  sesiones 
estraordinarias,  quisiera  ponerse  alguna  traba  al  Presi- 
dente de  la  Repiiblica,  nos  parece  que  sería  mas  natural, 
mas  conveniente  i  mas  conforme  con  la  disposición  que 
hoi  contiene  el  inciso  é.""  del  art.  58,  exijir  el  acuerdo 
previo,  no  del  Consejo  de  Estado,  sino  de  la  Comisión 
Conservadora.  En  cuanto  a  nosotros,  ninguno  exij iría- 
mos; pues  es  bien  seguro  que  jamás  ha  de  aS^^^ar  el  Eje- 
cutivo de  la  atribución  de  convocar  al  Congreso  a  sesio- 
nes estraordinarias  i  que  no  la  pondi'á  en  ejercicio  sino 
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cuando  no  pueda  prescindir,  de  hacerlo.  ¡Tal  es  la  ten- 
dencia de  los  hombres!  ¡Prescindir,  cuando  pueden,  de 
encontrarse  en  presencia  de  sus  fiscales!  I  es  de  tal  ma- 
nera cierto  lo  que  decimos,  que  es  ya  práctica  estableci- 
da en  nuestras  Cámaras  la  de  no  despachar  jamás  du- 
rante sus  sesiones  ordi'nanas  el  presupuesto  anual  de  los 
gastos  públicos,  a  fin  de  obligar  al  Presidente  de  la 
República  a  convocarlas  a  estraordinarias.  En  el  hecho, 
las  Cámaras  funcionan  así  cuanto  tiempo  desean. 

A  propósito  de  esta  materia,  nos  permitimos  recordar 
aquí  lo  dicho,  con  referencia  al  inciso  4.*"  del  art.  58,  en 
la  pajina  350  del  primer  volumen  de  este  trabajo. 

o 
o  o 

De  la  facultad  de  convocar  al  Congreso  a  sesiones  es- 
traordinarias, se  deduce  naturalmente  la  de  ponerles  tér- 
mino o  cerrarlas^  que  el  Presidente  de  la  República  ha 
ejercido  constantemente  desde  que  rije  la  Constitución 
de  1833. 

6.*  ATRIBUCIÓN 


Esta  atribución  que,  como  la  3.*  de  este  artículo,  fué 
reformada  en  1874,  dice  hoi  así;  «Nombrar  i  remover 
a  su  voluntad  a  los  Ministros  del  despacho  i  oficiales  do 
sus  secretarías,  a  los  Consejeros  de  Estado  de  su  elección, 
a  los  Ministros  diplomáticos,  a  los  Cónsules  i  demás 
ajentes  esteriores,  a  los  Intendentes  de  provincia  i  a  lo.s 
Gobernadores  de  plaza.» 

La  reforma  verificada  en  1874  consiste  simplemente 
en  la  agregación  de  las  palabras  oide  su  elecczony>  a  la 
frase  referente  a  los  Consejeros  de  Estado,  a  fin  de  po- 
ner en  armonía  este  inciso  con  el  art.  102  reformado,  se- 
gún el  cual  el  Presidente  de  la  República  no  nombra 

hoi,  como  antes  lo  hacía,  a  todos  los  Consejeros,  sino  so- 
tomo  II  8 
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lamente  a  cinco  de  ellos,  que  son  siempre  amovibles  a  su 
voluntad.  Nosotros,  como  lo  indicaremos  a  su  tiempo, 
liabríamos  deseado  la  completa  supresión  del  Consejo  de 
Estado,  pues  consideramos  que  este  cuerpo  es  una  rue- 
da del  todo  inútil  en  nuestro  mecanismo  constitucional. 
Las  demás  disposiciones  del  inciso  que  examinamos 
son  consecuencia  necesaria  de  nuestro  sistema  de  Go- 
bierno, que  es  i  debe  ser  unitario,  i  de  la  responsabili- 
dad que  pesa  sobre  el  Presidente  de  la  República,  como 
encargado  de  la  conservación  del  orden  público  en  el  in- 
terior i  de  la  seguridad  esterior  de  la  Nación.  Tan  enor- 
me responsabilidad  no  podría  hacerse  pesar  sobre  los 
hombros  de  aquel  funcionario,  si  no  se  le  hubiera  confe- 
rido la  facultad  de  nombrar  i  de  remover  a  su  voluntad  a 
los  Ministros  de  Estado,  a  los  oficiales  de  sus  secretarías, 
a  todos  los  aj  entes  esteríores,  sean  o  no  diplomáticos, 
a  los  Intendenta  de  provincia  i  a  los  Gobernadores  de 
plaza^  que  son  distintos,  como  luego  se  verá,  de  los  Go- 
bernadores de  departamento^  a  cuyo  nombramiento  i  re- 
moción se  refiere  el  art.  118  de  la  Constitución.  (1) 


o 
o  o 


Solo  a  dos  debates,  que  nosotros  recordemoB^  ha  dado 
lugar  en  nuestras  Cámaras  la  parte  C*  del  art.  82  de  la 
Carta  Fundamental. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  3  de  julio  de 
1849,  el  señor  don  Juan  Bello  pidió  esplicaciones  al  Mi- 
nisterio encabezado  por  el  señor  don  José  Joaquin  Pé- 
rez, referentes  a  la  destitución  del  Intendente  de  Colcha- 
gua,  recientemente  decretada.  El  señor  Bello  sostenia 
que  la  destitución  espresada  era  inconstitucional,  por- 
que, estando  pendiente   contra  el  funcionario   removido 


(1)  Véase  leí  de  18  de  jolio  de  1852,  referente  a  la  organización  de 
nuestro  BerTicio  diploa&ático  i  consular* 
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lina  acusación  iniciada  antes  de  dictarse  aquella  medida, 
ella  implicaba  una  usurpación  de  atribuciones  que  co- 
rrespondian  esclusivamente  al  Congreso,  i  porque,  en 
tales  condiciones,  la  destitución  importaba  una  pena, 
que  el  Presidente  de  la  República  carecia  de  facultad  pa- 
ra- imponer. 

Los  señores  don  José  Joaquin  Pérez  i  don  Manuel 
Antonio  Tocornal  i  Grez,  Ministro  del  Interior  el  prime- 
ro i  de  Justicia  el  segundo,  defendieron  la  medida  que 
censuraba  el  señor  Bello,  apoyándola  en  la  letra  bien 
clara  del  precepto  constitucional  que  nos  ocupa,  i  en  que 
la  destitución  de  un  empleado  no  es  pena  cuando  se  de- 
creta administrativamente  con  arreglo  a  la  Constitución 
i  a  la  lei;  en  lo  cual  nos  parece  que  tuvieron  perfecta 
razón.  Como  ambos  debió  pensar  la  Cámara,  puesto  que 
pasó  lisa  i  llanamente  a  la  orden  del  dia,  después  de 
haber  empleado  toda  la  recordada  sesión  en  el  debate  de 
una  cuestión  que  apenas  merecería  ser  considerada  como 
tal,  sino  ofreciera  un  punto  de  vista  interesante,  que  el 
señor  Bello  insinuó  en  sus  discursos. 

Ese  punto  de  vista  consiste  en  saber  si  el  Presiden- 
te de  la  República  puede  destituir  a  un  Intendente  cuan- 
do se  encuentra  pendiente  una  acusación  contra  ésto 
ante  las  Cámaras.  Para  nosotros  la  cuestión  es  fácil.  Si 
la  destitución  la  decretare  el  Ejecutivo-  antes  que  la  Cá- 
mara de  Diputados  hubiese  declarado  que  hai  lugar  a 
formación  dq  causa  contra  el  Intendente,  es  claro  que 
ninguna  prerogativa  de  la  Cámara  se  vulneraria  con  di- 
cha medida.  El  efecto  de  esta,  con  relación  a  la  Cámara, 
quedaría  limitado  a  poner  término  a  una  discusión  que 
carecería  ya  de  objeto,  desde  que  el  Intendente  hubiera 
dejado  de  serlo.  Si  la  Cámara  de  Diputados  hubiese  de- 
clarado haber  lugar  a  formación  de  causa  antes  de  la 
destitución,  el  Senado  conoceria  de  la  acusación  confor- 
me a  lo  dispuesto  en  el  art.  98,  i,  si  declaraba  culpable 
al  ex- Intendente,   esa  declaración  produciría  el   efecto 
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previsto  en  el  inciso  S.""  de  dicho  artículo,  o  sea  el  de  po- 
ner al  condenado  a  disposición  del  tribunal  ordinario 
competente  para  la  aplicación  de  la  pena  señalada  por  la 
lei  al  delito  cometido  i  para  hacer  efectiva  la  responsa- 
bilidad civil  por  los  daños  i  perjuicios  causados  al  Esta- 
do o  a  particulares. 

No  vemos,  pues,  conflicto  alguno  de  atribuciones  en 
el  caso  que  suponemos.  Creemos  que  la  destitución,  co- 
mo medida  administrativa,  puede  ser  decretada  en  todo 
tiempo  por  el  Presidente  de  la  República,  sin  que  ella 
sea  un  estorbo  para  que  los  tribunales  ordinarios ¡uzguen 
i  castiguen  al  delincuente.  Desde  que  la  declaración  de 
culpabilidad  pronunciada  por  el  Senado  no  produce  otro 
efecto  que  la  destitución  del  acusado,  ¿qué  se  perseguiría 
con  ella  cuando  este  se  encuentra  ya  separado  del  car- 
go? A  fin  de  evitar  repeticiones  inútiles,  nos  referimos 
a  lo  dicho  con  motivo  de  esta  cuestión  en  nuestro  comen- 
riota  al  art.  38  de  la  Constitución.  (1) 

o 

D   O 

Cuando  se  discutió  en  el  Senado  la  reforma  de  la  par- 
te e.**  del  art.  82,  fueron  agregadas  al  fin  las  palabras  i 
de  departamento^  para  hacer  ostensivas  a  los  Goberna- 
dores departamentales  las  atribuciones  de  nombramien- 
to i  de  remoción  que  en  ella  se  confieren  al  Presidente  de 
la  República  respecto  a  los  Gobernadores  de  plaza^  que 
no  son  idéntica  cosa.  Así  la  Constitución  habla  de  unos  i 
de  otros  en  la  parte  6.*  del  art.  104;  pero  habla  solo  de  los 
de  plaza  en  la  disposición  que  nos  ocupa,  i  solo  de  los 
de  departamento  en  el  art.  118.  En  éste  dispone  que 
los  Gobernadores  de  departamento  son  nombrados  por  el 
Presidente  a  propuesta  del  respectivo  Intendente,  i  que 

(1)  Pajinas  20G  a  209,  tomo  l.« 


^ 
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pueden  ser  removidos  por  éste,  con  aprobación  de  aquél. 
Basta  leer  el  art.  118  i  la  parte  6^  del  82  para  com- 
prender la  diferencia  que  constítitcionalmenfe  existe  entre 
ambos  preceptos,  por  mas  que  en  la  práctica  pueda  suce- 
der que  los  Gobernadores  de  departamento  sean  también 
nombrados  a  voluntad  del  Presidente  de  la  República  o 
de  sus  Ministros.  Esa  práctica,  i  el  hecho  de  ser  cons- 
tantemente Gobernadores  de  plaza  o  comandantes  parti- 
culares de  armas  los  mismos  individuos  que  ejercen  las 
funciones  de  Gobernadores  departamentales,  es  lo  que 
indujo  al  Senado  a  aprobar  la  agregación  que  mas  arri- 
ba hemos  indicado.  Pero  la  Cámara  de  Diputados,  no- 
tando, a  indicación  nuestra,  en  sesión  de  3  de  noviembre 
de  1873,  que  la  adición  de  aquellas  palabras  a  la  parto 
6.*  del  art.  82,  pondría  a  ésta  en  pugna  con  el  art.  118,  i 
que  este  último  no  podia  reformarse,  porque  no  habia  si- 
do declarado  reformable,  rechazó  esa  agregación,  i  el  Se- 
nado volvió  sobre  sus  pasos  admitiendo  el  acuerdo  de  la 
otra  Cámara. 

7.*  ATRIBUCIÓN 

Nombrar  los  majistrados  de  los  Tribunales  Superiores  de 
Justicia^  i  los  Jueces  Letrados  de  primera  instancia  a  pro- 
puesta  del  Consejo  de  Estado^  conforme  a  la  parte  2.^  del 
art  104^  es  la  7:*  de  las  atribuciones  especiales  que  el 
art.  82  confiere  al  Presidente  de  la  Repiiblica.  I  la  parte 
2J^  del  art.  104  dispona:  que  es  atribución  del  Consejo  de 
Estado:  apresenfar  al  Presidente  de  la  Eepública  en  las 
vacantes  de  Jaeces  Letrados  de  primera  instancia^  i  miem- 
bros de  los  Tribunales  Superiores  de  Jíistieia^  los  indivi- 
duos que  juzgue  mas  idóneos^  prévias^laspropuestas  del  Tri- 
bunal Superior  que  designe  la  leí,  i  en  la  Jorma  que  ella 
ordene.}) 

Mucho  se  ha  escrito  i  se  ha  hablado  contra  el  sistema 
aceptado  por  nuestra  Constitución  para  el  nombramien- 
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to  de  majistrados  de  los  Tribunales  Superiores  i  de  Jue- 
ces de  Letras.  Quiénes  querrían  que  esa  designación  se 
hiciera  en  los  comicios  electorales;  quiénes  que  fueran 
hechas  por  el  Congreso;  quiénes  por  los  mismos  Tribuna- 
les esclusivamente.  Nosotros  no  pretenderemos  refutar 
estas  opiniones,  porque  no  es  el  objeto  de  este  libro  ocu- 
parse de  digresiones  teóricas,  sino  cuando  ello  puedo 
conducir  a  algún  resultado  útil.  Pero  sí  diremos  que, 
aun  con  los  defectos  de  que  adolece,  nos  parece  preferi- 
ble el  sistema  ideado  por  la  Constitución,  el  cual  po- 
dría mejorarse  si  la  lei  diera  a  h.^  propuestas  previas  de 
los  Tribunales  Superiores  la  importancia  que  deberían 
tener,  i  que  no  ha  sido  apreciada  debidamente  por  nin- 
guna de  las  dos  leyes  dictadas  para  reglamentar  el  ejer- 
cicio de  esta  gravísima  atribución. 

Esas  leyes  son:  la  de  30  de  diciembre  de  1842,  que  se 
dictó  con  el  carácter  de  provisional,  i  la  de  Organización 
i  Atribuciones  de  los  Tribunales,  que  principió  a  rejir  el 
I.""  de  marzo  de  1876,  i  cuyos  arts.  122  i  123  son  los  que 
se  refieren  a  la  materia  que  nos  ocupa. 

La  segunda  de  esas  leyes  ha  correjido  en  parte,  en  sus 
dos  citados  artículos,  las  gravísimas  inconstitucionalida- 
des  de  que  adolecía  la  primera.  Es  sabido  que  la  lei  de 
1842  permitía  al  Consejo  de  Estado  incluir  en  las  ternas 
que  pasaba  al  Presidente  de  la  República,  personas  que 
no  figuraran  en  las  listas  formadas  por  los  Tribunales  de 
Justicia,  i  presentar  para  un  empleo  al  que  en  los  infor- 
mes de  estos  estuviere  propuesto  para  otro.  Resultaba 
así  que  la  intervención  del  Tribunal  Superior,  exijidapor 
la  Constitución,  quedaba  sin  efecto  de  una  manera  evi- 
dente, con  solo  quererlo  una  mayoría  de  las  dos  terceras 
partes  del  Consejo,  en,  el  primer  caso,  i  una  simple  ma- 
yoría absoluta  en  el  segundo. 

Este  defecto  ha  sido  correjido  por  la  lei  de  15  de  oc- 
tubre de  1875,  según  la  cual  las  ternas  que  el  Consejo 
de  Estado  pasa  al  Presidente  de  la  República  deben  pre- 
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casamente  componerse  de  personas  recomendadas  en  las 
listas  de  los  Tribunales  Superiores  para  el  puesto  que  se 
trata  desproveer  o  para  otro  de  igual  o  superior  jerarquía. 
No  sena  hoi  posible  nombrar  majistrado  deunTribimal 
Superior  o  Juez  de  Letras  a  persona  que  no  estuviere 
incluida  en  las  listas  del  último  afío,  formadas  por  los  Tri- 
bunales Superiores.  Es  indudable  que  la  Leí  Orgánica 
de  Tribunales  ha  restablecido  en  su  vigor  los  preceptos 
constitucionales  que,  en  esta  parte,  conculcó  tan  poco  es- 
crupulosamente la  lei  de  1842,  cuyos  detalles  no  tenemos 
para  que  examinar,  desde  que  se  encuentra,  por  fortuna, 
derogada  i  desde  que  no  entra  en  nuestro  plan  detener- 
nos en  el  examen  prolijo  de  todas  las  leyes  que  forman 
nuestro  derecho  administrativo^  sino  en  cuanto  su  estudio 
sujiera  cuestiones  verdaderamente  constitucionales. 

En  este  sentido,  conviene  observar  que,  aunque  es 
verdad  que  el  art.  122  de  la  lei  de  15  de  octubre  de  1875 
no  permite,  en  caso  alguno,  prescindir  de  las  listas  o  pro- 
puestas previas  que  forman  al  fin  de  cada  año  la  Corte 
Suprema  i  las  Cortes  de  Apelaciones,  la  manera  cómo 
tales  listas  o  propuestas  son  formadas,  burla  casi  por 
completo  la  intervención  que  esos  Tribunales  deben  te- 
ner en  el  asunto. 

En  efecto,  esos  Tribunales  proponen  un  número  tal  de 
personas,  sobre  todo  para  Jueces  de  Letras,  a  consecuen- 
cia de  exijir  la  lei  citada  las  mismas  condiciones  para 
poder  ser  nombrado  Promotor  Fiscal,  Defensor  de  me- 
nores, de  ausentes  i  de  obras  pías,  que,  en  verdad,  es  difí- 
cil deje  de  figurar  en  las  propuestas  abogado  alguno  que 
tenga  los  requisitos  exijidos  por  la  lei  para  el  ejercicio 
del  cargo  respectivo.  En  el  hecho  resulta  que,  figurando 
todos  o  casi  todos  en  las  listas  de  los  Tribunales,  la  in- 
fluencia de  éstos  en  el  nombramiento  de  los  Jueces  es 
casi  por  completo  nominal  i  aparente,  pues  ellas  dejan  un 
inmenso  campo  de  elección  al  Presidente  de  la  República 
i  al  Consejo  de  Estado. 
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I  este  defecto  no  es  imputable  a  la  Constitución,  por- 
que, si  se  quisiera  respetarla  como  es  debido,  la  lei  podria 
disponer  que,  en  cada  caso  particidar  de  vacante^  el  Tribu- 
nal designado  por  ella  deberla  pasar  las  propuestas  de 
candidatos  que  estimare  idóneos  para  elcargo  que  se  trata- 
ra de  proveer,  a  fin  de  que  el  Consejo  de  Estado,  ya  que 
así  lo  dispone  la  Constitución,  entresacara  una  terna  de 
entre  ellos,  no  pudiendo  el  número  de  éstos  bajar  del 
mínimum  ni  pasar  del  máximum  que  la  lei  misma  se- 
ñalara. 

Por  mucho  que  teóricamente  ello  sea  cierto,  nos  pare- 
ce que  prácticamente  no  es  posible  sostener  que  un  indi- 
viduo habrá  de  ser  siempre  igualmente  apto  para  servir 
todos  los  juzgados  de  letras  de  la  República,  ni  aun  para 
ser  miembro  de  todos  los  Tribunales  Superiores.  Es  in- 
dudable que  la  competencia,  para  ser  bien  i  discretamen- 
te calificada,  debería  serlo  por  el  Tribunal  Superior  en 
cada  caso  particular  i  con  relación  al  cargo  especial  que 
va  a  proveerse.  Todo  lo  demás  conduce  a  establecer 
garantías  ilusorias,  i  no  nos  parece  que  este  haya  sido 
el  objeto  de  la  Constitución,  al  disponer  lo  que  preceptúa 
la  parte  2."  de  su  art.  104. 

Con  la  mira  de  realizar,  en  parto  siquiera,  esta  reforma, 
dando  así  a  las  propuestas  de  los  Tribunales  Superiores 
la  importancia  que  les  corresponde,  se  presentó  por  el 
Ejecutivo  al  Senado,  en  sesión  de  7  de  julio  de  1879,  un 
proyecto  do  lei,  que  nos  cupo  la  honra  de  firmar  como 
Ministro  de  Justicia,  a  fin  do  que,  en  la  formación  de  las 
listas  a  que  se  refiere  el  art.  122  de  la  Lei  Orgánica  de 
Tribunales,  se  propongan  con  la  separación  debida  los 
candidatos  para  Jueces  de  Letras,  para  Defensores  de 
menores,  ausentes  i  obras  pías,  i  ¡^ara  Promotores  Fis- 
cales. 

Notaremos  de  paso  que  no  reputamos  constitucional 
la  indicación  que,  al  tiempo  de  discutirse  aquel  artículo 
de  la  lei  citada,  hizo  el  señor  don  Alvaro  Covarrúbias, 
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en  sesión  del  Senado,  de  30  de  agosto  de  1875,  para  que 
siempre  que  se  tratara  de  proveer  vacantes  de  Juez  de 
Letras  o  de  miembro  de  Tribunales  Superiores,  el  Con- 
sejo de  Estado  pidiera  a  la  Corte  Suprema  la  correspon- 
diente terna,  que  debería  ser  formada  por  este  Tribunal. 
Esa  indicación,  que  dio  lugar  a  un  interesante  debate, 
en  que  la  defendió  su  autor,  i  la  combatieron  los  señores 
don  Eulojio  Altamirano  i  don  José  María  Barceló,  Minis- 
tros del  Interior  i  de  Justicia,  i  el  señor  Senador  don 
Alejandro  Reyes,  fué  rechazada  por  el  Senado  en  la  se- 
sión de  6  del  mes  siguiente,  contando  en  su  apoyo  solo 
con  un  voto.  Es  evidente  que  su  aceptación  habría  re- 
ducido a  nada  la  intervención  que,  en  tales  nombramien- 
tos, confiere  la  Constitución  al  Consejo  de  Estado. 

»  o 

Sin  entrar  en  el  campo  de  la  teoría,  nosotros  espresa- 
ríamos un  deseo  para  el  momento  en  que  haya  de  veri- 
ficarse la  reforma  de  nuestra  Constitución.  Suprimiría- 
mos la  intervención  del  Consejo  de  Estado  en  los  nom- 
bramientos de  majistrados  de  los  Tribunales  Superiores 
i  de  Jueces  de  Letras,  porque  querríamos  que  ese  cuerpo 
desapareciera  por  completo  de  nuestro  mecanismo  cons- 
titucional, i  porque  la  esperiencia  nos  ha  hecho  conocer 
que  esa  intervención  a  nada  conduce  prácticamente  en 
la  jeneralidad  de  los  casos;  i  arreglaríamos  las  cosas  de 
de  la  manera  siguiente. 

El  nombramiento  de  miembros  de  la  Corte  Suprema 
deberia  hacerse  por  el  Presidente  de  la  República  a  pro- 
puesta en  terna  del  Senado,  formada  por  este  cuerpo 
con  personas  hábiles  para  el  cargo  conforme  a  la  lei,  i  pu- 
diendo  la  terna  serle  devuelta  hasta  por  dos  veces. 

Los  nombramientos  de  miembros  de  las  Cortes  de 
Apelaciones  i  de  Jueces  de  Letras  se  harían  por  el  Presi- 
dente de  la  Repáblica,  los   primeros  a  propuesta  en  ter- 
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na  de  la  Corte  Suprema,  i  los  segundos  a  propuesta  en 
terna  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  cuyo  distrito  juris- 
diccional fuera  a  ejercer  sus  funciones  elJuez,  informada 
esta  última  por  la  Corte  Suprema.  Estas  ternas  podrían 
ser  devueltas  también  por  dos  veces. 

I  como  cimiento  i  piedra  angular  de  este  sistema,  es- 
tableceríamos que  los  majistrados  de  las  Cortes  Supe- 
riores i  los  Jueces  Letrados  no  podrían  aceptar  las  fun- 
ciones de  Senador,  de  Diputado^  de  Presidente  de  la 
República,  de  Ministro  de  Estado,  ni  otra  alguna  del  or- 
den administrativo,  sin  perder,  por  el  solo  hecho  de  la 
aceptación  i  para  siempre,  sus  destinos  judiciales;  de  la 
misma  manera  que  el  solo  hecho  de  admitir  alguno  de 
estos  destinos  importaría  inhabilidad  absoluta  para  ejer- 
cer cualquiera  de  aquellas  funciones. 

Organizando  el  poder  judicial  de  manera  qnels.  jus- 
ticia se  consagre  solo  a  ]a  justicia^  i  que  el  Juez  sea  solo 
Juez  i  no  pueda  ser  otra  cosa,  nos  parece  que  las  pro- 
puestas de  tribunales  organizados  sobre  esa  base,  ofre- 
cerían toda  garantía  de  imparcialidad  i  do  encontrarse 
exentas  de  todo  espírítu  político  i  de  todo  propósito  de 
partido  que  pudiera  bastardearlas.  El  Juez  debe  vivir 
nada  mas  que  para  administrar  y¿¿5^cea,  i  hai  derecho  para 
exijírselo,  desde  que  la  Constitución  le  asegura  la  mamo- 
vilidad  en  sus  funciones.  Debe  rentársele  bien  i  alejár- 
sele por  completo  del  terreno  ardiente  de  la  política,  ve- 
dándole en  absoluto  el  ejercicio  de  funciones  lejislativa& 
i  administrativas.  Solo  así  es  posible  tener  un  poder  ju- 
dicial que  a  todos  inspire  igual  confianza. 

o 

o  o 

No  terminaremos  nuestras  observaciones  a  la  parte 
7.*  del  art.  82  sin  espresar  que,  a  juicio  nuestro,  es  in- 
inconstitucional  el  art.  123  de  la  lei  de  15  de  octubre  de 
1875,  como  lo  era  también,  en  esa  parte,  la  lei  de  30  de 
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diciembre  de  1842,  al  disponer  que  el  Presidente  de  la 
República  puede  nombrar  por  sí  i  ante  sí,  sin  atenerse  a 
las  propuestas  previas  de  los  Tribunales  Superiores  ni  a 
la  presentación  del  Consejo  de  Estado,  Jueces  Letrados 
interinos  i  suplentes,  por  un  término  que  no  pase  de  cua- 
tro meses.  La  Constitución  no  ha  establecido  distin- 
ción alguna  entre  jueces  propietarios,  i  jueces  interinos 
o  suplentes,  i  donde  ella  no  distingue  la  lei  no  ha  debido 
distinguir,  como  no  ha  distinguido  tratándose  de  los  ma- 
jistrados  de  los  Tribunales  Superiores,  cuyos  nombra- 
mientos sujeta  siempre  a  las  mismas  reglas/  sea  cual 
fuere  la  condición  en  que  se  hicieren. 

El  argumento  que  se  ha  hecho  valer  para  justificar  la 
disposición  de  la  lei,  que  entrega  por  completo  i  esclusiva- 
mente  al  Presidente  de  la  República  la  facultad  de  nom- 
brar Jueces  Letrados  interinos  o  suplentes,  de  que  es 
urjente  no  dejar  vacantes  estos  juzgados,  cuando  el  caso 
ocurre,  no  nos  parece  aceptable;  porque  la  misma  lei  cui- 
da de  designar  la  persona  que  debe  servir  un  juzgado 
de  letras  vacante,  mientras  llega  el  momento  de  prove- 
erlo, i  ese  momento  no  requiere  larga  demora.  Por  1q 
demás,  la  urjencia  de  una  medida  no  es  motivo  que  au- 
torice para  dictarla,  violando  la  Constitución. 

8.*  ATRIBUCIÓN 


Conforme  a  la  parte  8,*  del  art.  82,  es  atribución  espe- 
cial del  Presidente  de  la  República:  ccPresentar  para  los 
«  Arzobispados,  Obispados,  dignidades  i  prebendas  de 
«  las  Iglesias  catedrales,  a  propuesta  en  terna  del  Con- 
<¡c  sejo  de  Estado. — La  persona  en  quien  recayere  la  elec- 
<L  cion  del  Presidente  para  Arzobispo  u  Obispo,  debe 
«  ademas  obtener  la  aprobación  del  Senado.» 

Esta  atribución,  de  la  misma  manera  que  la  13.*  i  la 
14.*  que  este  artículo  confiere  al  Presidente  de  la  Repú- 
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blica,  es  una  consecuencia  necesaria  del  sistema  de  re- 
laciones entre  el  Estado  i  la  Iglesia  Católica  Apostólica 
Romana,  establecido  por  el  art.  5."*  de  la  Constitución,  i 
acerca  del  cual  hemos  manifestado  nuestra  opinión  bien 
claramente  al  ocupamos  del  estudio  de  este  último.  La 
protección  esclusiva  que  el  Estado  dispensa  a  un  culto 
especial,  i  que  importa  para  aquel  un  conj  unto  de  obliga- 
ciones, que  él  se  impone  porque  quiere  i  en  uso  de  su 
soberanía,  supone  necesariamente  la  reserva  de  un  con- 
junto de  derechos  correlativos,  que  el  mismo  Estado  se- 
ñala también  en  uso  de  su  soberanía  i  que  constituyen 
el  patronato  nacional. 

Según  esto,  el  patronato,  como  mui  bien  lo  definió  el 
señor  don  Francisco  Javier  Ovalle  Bezanilla,  en  sesión 
del  Senado  de  13  de  julio  de  1863,  es  «el  conjunto  de 
todas  aquellas  regalías  i  derechos  que  tiene  el  Soberano 
o  el  Estado,  para  intervenir  en  las  disposiciones  de  la 
Iglesia,  que  deben  rejir  éntrelos  subditos  o  ciudadanos,]^ 
i  no  consiste,  como  lo  dijo  en  la  misma  sesión  el  señor 
don  Miguel  María  Güemes,  Ministro  del  Culto,  simple- 
mente enla  presentación  para  los  beneficios  eclesiásticos. 
Esta  última  definición  es  conforme  con  los  cánones;  pe- 
ro no  lo  es  con  la  Constitución,  la  cual,  después  de  ha- 
blar de  la  presentación  en  la  parte  8.°"  de  su  art.  82, 
dice,  sin  embargo,  en  la  parte  13.*,  que  corresponde  al 
Presidente  de  la  RepúbUca  ejercer  las  atribuciones  del 
patronato  respecto  de  las  iglesias^  beneficios  i  personas 
eclesiásticas,  con  arreglo  a  las  leyes,  lo  que  pone  en  evi- 
dencia que  el  patronato  comprende,  para  la  Carta  Funda- 
mental, algo  mas  que  la  simple  facultad  de  presentar  pa- 
ra los  beneficios  eclesiásticos. 


o  o 


La  primera  de  las  atribuciones  que,  en  virtud  del  pa- 
tronato^ corresponden  al  Presidente  de  la  Repiiblica,  es 
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la  que  menciona  la  parte  8.*  del  art.   82,  que  ya  se  ha 
transcrito  literalmente. 

Cuando  vaca  un  Arzobispado  u  Obispado,  el  Consejo 
de  Estado  procede  a  formar  una  terna  compuesta  de  tres 
eclesiásticos  que  reúnan  las  condiciones  que  se  requie- 
ren para  el  ejercicio  del  cargo,  conforme  a  las  disposi- 
ciones del  Concilio  de  Trento,  que  tiene  en  Chile  fuerza 
de  lei,  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  la  13.*  del  tít.  1.**., 
libro  1.**  de  la  Novísima  Recopilación.  Pasada  la  terna 
al  Presidente  de  la  República,  elijo  éste  uno  de  los  tres 
candidatos,  i  somete  su  elección  a  la  aprobación  de  la 
Cámara  de  Senadores.  Si  ella  se  consigue,  se  elevan  a  la 
Santa  Sede  las  respectivas  preces  respetuosas^  a  fin  de  ob- 
tener la  preconización  del  presentado. 

En  el  caso  de  dignidades  i  prebendas,  el  Consejo  de 
Estado  forma  también  la  terna  con  eclesiásticos  hábiles 
para  el  cargo  conforme  a  las  prescripciones  del  Triden- 
tino.  El  Presidente  elije  uno  de  los  tres  propuestos  i  lo 
presenta  al  Diocesano  para  su  nombramiento.  Sin  embar- 
go, cuando  vacaren  las  canonjías  teologal,  de  penitencia- 
ria, majistral  i  doctoral,  debe  preceder  concurso  u  oposi- 
ción a  la  formación  de  la  terna  por  el  Consejo  de  Esta- 
do, conforme  a  lo  prescrito  por  los  cánones  i  por  la  lei 
7.*,  título  6."*,  libro  1.°  de  la  Recopilación  de  Indias.  De 
entre  los  opositólas  formará  en  estos  casos  la  terna  el 
Consejo  de  Estado,  prefiriendo  a  los  mas  dignos. 

Tal  es  el  procedimiento  que  se  observa  para  la  pro- 
visión de  Arzobispados,  Obispados,  dignidades  i  pre- 
bendas de  las  Iglesias  catedrales,  el  cual  no  ha  sujeri- 
do  hasta  ahora  dificultades  en  la  práctica;  porque,  aunque 
la  Santa  Sede  en  las  bulas  de  preconización  de  Arzobis- 
pos u  Obispos,  espresa  siempre  que  procede  de  motu- 
propio^  sin  hacer  mérito  de  la  presentación  del  Presiden- 
te de  la  Repiiblica,  el  hecho  es  que  constantemente  ha 
nombrado  al  presentado,  i  que,  al  concederse  el  pase  a  las 
bulas  respectivas,  se  cuida  siempre  de  retenerlo  respecto 
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de  todas  aquellas  palabras  o  cláusulas  'que  envuelven  un 
desconocimiento  de  la  atribución  8.*  del  art.  82  de  la 
Constitución. 

El  ejercicio  de  esa  atribución  podría,  sin  embargo, 
sujerir  cuestiones  tales  como  las  siguientes:  1/  ¿Puede 
el  Presidente  de  la  República  devolver  al  Consejo  de 
Estado  las  ternas  que  éste  le  propusiere,  o  debe  necesa- 
riamente elejir  a  uno  de  los  tres  propuestos?  2.*  ¿Puede 
el  Senado  negarse  a  aprobar  la  persona  en  quien  reca- 
yere la  elección  del  Presidente  para  Arzobispo  u  Obis- 
po? 3  *  ¿Puede  el  Diocesano  respectivo  negarse  a  confe- 
rir la  dignidad  o  prebenda  vacante,  al  candidato  presen- 
tado por  el  Presidente?  4.*  ¿Qué  solución  tendria  el 
conflicto  que  surjiera  en  caso  que  la  Santa  Sede  se  ne- 
gara a  preconizar  al  candidato  presentado  por  el  Presi- 
dente para  Arzobispo  u  Obispo? 

Nos  ocuparemos  de  estas  cuestiones  en  el  orden  indi- 
cado, recordando  que,  al  tratar  de  la  parte  3.*  del  art. 
39,  dijimos  que  tanto  aquella  disposición  como  la  que 
en  este  momento  examinamos,  no  se  refieren  a  los  Obis- 
pos in-partibus  infidelium^  quienes  no  son,  en  ese  carác- 
ter, sino  funcionarios  del  orden  meramente  espiritual. 


o 


1.*  cuestión.  ¿Puede  el  Presidente  de  la  República 
devolver  al  Consejo  de  Estado  la  terna  que  éste  hubiera 
formado  con  arreglo  a  la  parte  8.*  del  art.  82,  o  debe  ne- 
cesariamente elejir,  para  presentarlo  ante  la  autoridad 
competente,  a  alguno  de  los  tres  propuestos? 

Contestamos  lo  primero,  si  el  Consejo  de  Estado  in- 
cluyere en  la  terna  una  o  mas  personas  que  no  reunie- 
ren los  requisitos  necesarios  para  el  desempeño  del  car- 
go que  se  trata  de  proveer;  porque  aquel  cuerpo  debe 
proceder  conforme  a  las  leyes,  i,  si  las  violara,  el  Presi- 
dente de  la  República  tiene  el  deber  imperioso  de  guar- 
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darlas  i  hacerlas  guardar.  Pero,  si  el  Consejo  de  Estado 
formare  la  terna  con  personas  hábiles,  según  las  dispo- 
siciones del  Tridentino,  para  el  cargo  vacante,  entonces 
el  Presidente  de  la  República  debe  elejir  a  alguno  de  los 
tres  propuestos,  i  careceria,  a  juicio  nuestro,  de  facultad 
para  devolver  la  terna  i  exijir  una  nueva:  I.""  porque 
ninguna  lei  le  confiere  semejante  atribución,  como  se  la 
confiere  la  de  15  de  octubre  de  1875,  en  su  art.  122,  pa- 
ra devolver,  por  una  sola  vez,  las  ternas  que  el  Consejo 
de  Estado  forma  para  el  nombramiento  de  majistrados  de 
los  Tribunales  Superiores  i  de  jueces  de  letras;  i  2.®  por- 
que si,  apesar  de  no  conferírsela  la  le»,  quisiera  recono- 
cerse en  el  Presidente  de  la  República  la  facultad  de  de- 
volver ternas  compuestas  de  candidatos  idóneos,  esa 
devolución  podría  repetirse  dos,  tres  i  cien  veces,  i  así 
la  atribución  que  corresponde  al  Consejo  de  Estado  ven- 
dría a  quedar  sin  importancia  alguna. 

Es  verdad  que,  en  caso  de  vacante  de  un  obispado,  el 
Real  Supremo  Consejo  proponía  al  Rei,  durante  la  épo- 
ca del  coloniaje,  tres  eclesiásticos  dignos,  i  que  el  Rei 
presentaba  de  ordinario  uno  de  ellos  pai^a  la  iglesia  va- 
cante, pudiendo  'presentar  cualquier  otro  (1) ;  pero  como, 
dentro  de  nuestro  sistema  constitucional,  ninguna  auto- 
ridad puede  arrogarse  atribuciones  que  no  le  sean  con- 
feridas por  la  Constitución  misma  o  por  una  lei  espre- 
sa, i  ya  hemos  observado  que  falta  la  disposición  en  que 
pudiera  apoyarse  el  Presidente  de  la  República  para 
ejercer  la  facultad  de  devolver  al  Consejo  de  Estado  las 
ternas  que  este  formare,  para  los  efectos  prevenidos  en 
la  parte  8.*  del  art.  82,  debe  deducirse  que  carece  do 
ella  cuando  las  referidas  ternas  estuvieren  arregladas  a 
las  leyes  vijentes  en  la  República,  o  sea  cuando  figuraren 
en  ellas  eclesiásticos  idóneos. 


(1)  Jcsfco  Donoso.— Derecho  canónico,  tomo  2.*'  páj,  803. 
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Esto  nos  parece  claro  en  el  terreno  del  derecho  posi- 
tivo, por  mas  que,  a  juicio  nuestro,  la  intervención  que 
la  Carta  Fundamental  concede  al  Consejo  de  Estado  en 
esta  clase  de  asuntos,  sea  mas  bien  perjudicial  que  pro- 
vechosa. Nosotros  no  somos  partidarios  del  sistema  que 
crea  cuerpos  consultivos  o  deliberantes  como  parte  del 
Poder  Ejecutivo,  porque  conducen  simplemente  al  resul- 
tado de  que  sobré  nadie  recaiga  directamente  la  respon- 
sabilidad de  una  mala  medida.  En  materia  de  nombra- 
mientos, la  intervención  de  tales  cuerpos  puede  dar  oca- 
sión a  capítulos  que  no  siempre  se  forman  en  favor  de 
los  mas  dignos. 

Si  hubiera  de  reformarse  la  Constitución,  conserván- 
dose siempre  el  sistema  patronatista,  nosotros  estaría- 
mos por  la  supresión  de  las  ternas  que  hoi  corresponde 
al  Consejo  de  Estado  formar  en  la  provisión  de  Arzobis- 
pados, de  Obispados,  dignidades  i  prebendas;  i  conferiría- 
mos la  facultad  de  presentar  lisa  i  llanamente  al  Presi- 
dente de  la  República,  conservando  solo  la  aprobación 
del  Senado  en  el  caso  de  Arzobispados  i  Obispados,  como 
garantía  que  se  ofrece  al  Sumo  Pontífice  de  que  la  per- 
sona ante  él  presentada  es  realmente  digna  e  idónea. 

No  necesitamos  espresar  que,  si  la  reforma  constitu- 
cional se  verificara  en  el  sentido  de  separar  la  Iglesia  i 
el  Estado,  el  sistema  patronatista  desaparecería  por  com- 
pleto, i  con  él  las  atribuciones  8.*,  13*  i  14*  que  el  art.  82 
de  la  Constitución  confiere  a  las  autorídades  políticas  de 
la  República,  según  lo  hemos  dicho  en  nuestros  comen- 
tarios al  art.  5."* 


o 
o  o 


2.*  cuestión.  ¿Puede  el  Senado  negarse  a  aprobar  la 
persona  que  el  Presidente  de  la  República  elijiere  para 
Arzobispo  u  Obispo? — Nos  parece  incuestionable  que 
sí,  porque  de  otro  modo  a  nada  conduciría  la  interven- 
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cion  que,  en  tales  asuntos,  debe  tener  constitucionalmen- 
te  la  Cámara  de  Senadores,  i  porque  quien  tiene  la  fa- 
cultad do  aprobar  tiene  necesariamente  la  de  desaprobar.       i 

Insinuamos  la  cuestión,  no  porque  nos  parezca  dudo- 
sa, sino  solo  para  hacer  notar  que  las  ternas  que  forma 
el  Consejo  de  Estado  cuando  vaca  un  Arzobispado  u 
Obispado,  no  invisten  un  carácter  definitivo;  puesto  que 
es  posible  que  el  Senado  se  niegue  a  aprobar  una  i  mas 
veces  el  candidato  elejido  por  el  Presidente  de  entre  di- 
cha terna,  obligando  así  al  Consejo  de  Estado  a  rehacer- 
la también  una  o  mas  veces.  I  si  esto  puede  acontecer 
con  motivo  de  la  falta  de  aceptación  del  Senado  a  los 
candidatos  elejidos  por  el  Consejo  de  Estado,  lo  que  se- 
ría siemjire  duro  para  aquel  cuerpo  i  mirado  por  este 
como  un  grave  desaire,  nos  parece  que  hemos  tenido 
razón  para  manifestar  el  deseo  de  que  el  Consejo  de  Es- 
tado carezca  de  la  intervención  que  hoi  tiene  en  la  ma- 
teria. Insistimos  en  este  punto,  porque,  como  lo  hemos 
insinuado  ya  mas  de  una  vez,  nosotros  suprimiríamos 
el  Consejo  de  Estado  de  nuestro  mecanismo  constitu- 
cional. 

o 
o  o 

3.*  cuestión.  ¿Puede  el  Diocesano  respectivo  negarse  a 
conferir  la  dignidad  o  prebenda  vacante  al  candidato  que 
le  presentare  el  Presidente  de  la  República?  Si  ese  can- 
didato fuere  un  eclesiástico  hábil  para  el  cargo  conforme  a 
las  leyes  vij entes,  que  son  en  Chile  las  canónicas,  nos  pa- 
rece evidente  que  el  Diocesano  no  podría  negarse  a  darle 
colación  en  forma  del  beneficio  vacante.  Ese  Diocesa- 
no estar ia  obligado  a  respetar  la  atribución  8.*  del  art. 
82  de  la  Constitución,  no  solo  en  virtud  del  juramento 
que,  al  recibirse  de  su  Obispado,  prestó  de  guardarla 
(i  que  [para  nosotros  no  puede  tener  sino  una  importan- 
cia moral  i  de  mera  conciencia),  sino  en  su  calidad  de 
chileno  i  de  habitante  de  la  República  i  en  la  de  funcio- 

TOMO  II  10 
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nario  público  de  ésta  para  ciertos  efectos.  Si  desconocie- 
re los  efectos  que  el  ejercicio  de  esa  atribución  constitu- 
cional del  Presidente  de  la  República,  debe  producir, 
cuando  éste  la  ejerce  conforme  a  las  leyes,  violaría  la 
Constitución  del  Estado  i  se  haría  reo  de  un  verdadero 
delito. 

Aunque  este  delito  no  tiene  pena  señalada  espresa- 
mente  en  el  Código  Penal,  sucediendo  igual  cosa  con  el 
caso  del  pase  o  exequátur  a  que  se  refiere  la  parte  14* 
del  artículo  que  estudiamos,  la  tiene  en  la  lei  1.^,  tít.  6.% 
lib.  I."*  de  la  Recopilación  de  Indias  i  demás  a  que  ella 
se  refiere  (1),  pues  debe  tenerse  presente  que,  no  habien- 
do aquel  Código  tratado  de  esta  materia,  no  han  sido 
derogadas  por  él,  conforme  a  su  artículo  final,^  las  leyes 
españolas  que  la  rejian  antes  del  I.*"  dé  marzo  de  1876,  i 
que  han  continuado  vijentes. 


o 


4.*  cuestión.  ¿Qué  solución  tendría  el  conflicto  que 
surjiera,  en  caso  que  la  Santa  Sede  se  negara  a  preconi- 
zar al  candidato  que  el  Presidente  de  la  República  le 
hubiere  presentado  para  Arzobispo  u  Obispo?  Si  tal  di- 
ficultad ocurriera,  ella  no  podría  salvarse  dentro  del  de- 
recho positivo,  porque  el  Papa  no  es  chileno,  no  habita 
en  Chile,  no  está  ligado  por  nuestra  Constitución  i  no 
ha  celebrado  con  la  República  concordato  alguno  que  fi- 
je reglas  para  un  caso  como  el  que  suponemos.  En  el 
ejercicio  de  sus  funciones  es  una  autoridad  completa- 
mente independiente  de  las  chilenas,  que  no  está  some- 
tida a  éstas  ni  puede  ser  juzgada  por  ellas,  cosa  que  no 
sucede  con  los  Diocesanos  chilenos. 

La  verdad  es  que  las  dificultades  que  sujiere  el  slste- 


(1)  Tal  como  la  lei  6.%  tlt.  17,  lib.  1.®  de  la  Novísima  Recopilación* 


\- 
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ma  patronatista,  no  pueden  tener  solución  satisfactoria 
para  la  autoridad  política  i  para  la  eclesiástica,  si  ella  no 
se  busca  en  las  inspiraciones  del  espíritu  de  concordia  i 
de  armonía  entre  ambas,  que  aconseja  a  una  i  a  otra 
ser  prudente  i  conciliadora.  Llevando  las  cosas  al  último 
estremo,  i  dominadas  ambas  autoridades  de  un  espíri- 
tu tirante  e  intransijente,  jamás  se  llegará  a  soluciones 
verdaderas  que  pongan  término  tranquilo  i  equitativo  a 
conflictos  que  son  siempre  graves,  por  el  solo  hecho  de 
afectar  la  conciencia  relijiosa  de  la  mayoría  de  los  habi- 
tantes de  la  República. 

En  paises  que  no  tienen  concordato  con  la  Santa  Se- 
de, ese  espíritu  de  conciliación  es  lo  único  que  puede 
suphrle,  i  él  es  absolutamente  indispensable,  si  se  quiere 
conservar  el  sistema  de  relaciones  entre  ambas  autori- 
dades, que  ha  establecido  nuestra  Constitución. 

Por  lo  demás,  aun  cuando  la  solución  pacífica  i  ami- 
gable de  dificultades  como  la  que  motiva  estas  observa- 
ciones, no  fuera  para  los  gobernantes  cuestión  de  creen- 
cias, siempre  sería  atendible  como  cuestión  social  i  po- 
lítica mientras  rija  el  sistema  patronatista. 

9.*  ATRIBUCIÓN 


Conforme  a  ella  corresponde  al  Presidente  de  la  Re- 
pública— «proveer  los  demás  empleos  civiles  i  militares, 
a  procediendo  con  acuerdo  del  Senado,  i  en  el  receso  de 
«  éste,  con  el  de  la  Comisión  Conservadora,  para  con- 
€  ferir  los  empleos  o  grados  de  coroneles,  capitanes  de 
«  navio,  i  demás  oficiales  superiores  del  ejército  i  arma- 
<í  da. — En  el  campo  de  batalla  podrá  conferir  estos  em- 
<i  pieos  militares  superiores  por  sí  solo.» 

Los  demás  empleos  a  que  se  refiere  esta  disposición 
constitucional,  son  todos  aquellos  que  no  están  compren- 
didos en  las  atribuciones  6.^,  7.*  i  S.""  de  este  mismo  ar- 
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tículo.  El  alcance  de  esta  atribución  parece  enorme,  por- 
que las  espresiones  empleos  civiles  son  tan  comprensivas, 
que  pueden  referirse  aun  a  los  empleados  de  las  Secreta- 
rías de  las  Cámaras  i  hasta  a  los  empleados  municipales. 

Sin  embargo,  prácticamente  se  observa  que  los  em- 
pleados de  las  Secretarías  de  las  Cámaras  son  nombrados 
por  la  Cámara  a  que  pertenecen,  sin  intervención  algu- 
na del  Presidente  de  la  República,  i  que  tai  empleados 
municipales,  tales  como  los  de  secretaría,  en  cuyos  nom- 
bramientos tampoco  interviene  el  Presidente  de  Repú- 
blica. Sin  embargo,  tratándose  de  los  em^pleados  judicia- 
les, por  subalternos  que  sean,  la  facultad  de  nombrarlos 
ha  sido  reservada  por  la  Lei  Orgánica  de  15  d^  octubre 
de  1875  al  Jefe  del  Ejecutivo,  en  vista  de  las  ternas  que 
le  pasan  los  Tribunales  Superiores.  ¿Qué  razón  hai  para 
que  el  Congreso  i  para  que  las  Municipalidades  puedan 
nombrar  libremente,  aquel  a  todos  sus  empleados  i  éstas 
a  algunos  de  los  suyos,  i  para  que  los  Tribunales  de  Jus- 
ticia no  tengan  idéntica  facultad  respecto  de  ninguno  de 
aquellos  que  están  sujetos  a  su  dependencia?  Nosotros 
no  la  divisamos,  i  nos  apresuramos  a  decir  que  no  atri- 
buimos a  la  Constitución  esta  falta  de  lójica,  pues  no 
creemos  que  las  palabras  empleos  civiles  deban  tener  el 
alcance  que  se  les  ha  dado. 

Ajuicio  nuestro,  la  Constitución  ha  entendido  por  em- 
pleos civiles^  en  contraposición  a  militares^  solo  aquellos 
que  pertenecen  a  un  orden  administrativo  cualquiera,  i 
que  están  llamados  a  atender  servicios  encargados  al 
Poder  Ejecutivo^  i  nada  mas  que  a  éste.  Según  esto,  no 
sería  inconstitucional  una  lei  que  encargara  a  las  Cortes 
Superiores,  por  ejemplo,  el  nombramiento  esclusivo  de 
sus  Relatores,  de  sus  Secretarios  i  de  los  otros  emplea- 
dos de  su  dependencia,  como  no  lo  es  la  que  confiere 
esclusivamente  a  las  Cámaras  la  facultad  de  nombrar 
los  empleados  encargados  de  su  servicio  taquigráfico. 

Como  no  se  ha  dictado  hasta  ahora  lei  alguna  que  de- 
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termine  el  verdadero  alcance  de  las  palabras  empleos  ci- 
viles^ no  <ís  posible  discurrir  en  esta  materia  sobre  base 
fija  i  positiva. 

El  hecho  es  que,  cuando  la  lei  crea  un  empleo,  no  sien- 
do de  aquellos  a  los  cuales  se  refieren  los  tres  incisos  que 
preceden  al  que  en  este  momento  examinamos,  determi- 
na la  manera  cómo  debe  precederse  para  su  provisión; 
i  que,  aun  cuando  el  empleo  sea,  a  su  juicio,  de  aquellos 
cuya  provisión  compete  al  Presidente  de  la  República, 
como  la  parte  9.''  del  art.  82  no  la  deja  entregada  solo  a 
su  voluntad^  cual  sucede  con  la  parte  6.*  del  mismo  ar- 
tículo, la  lei  también  pone  trabas  i  fija  condiciones  a 
aquel  funcionario  para  que  haga  el  nombramiento,  limi- 
tando así,  en  un  grado  mas  o  menos  considerable,  el 
ejercicio  de  la  facultad  de  proveer  los  empleos  civiles. 

Ejemplo  de  estoes  la  lei  de  9  de  enero  de  1879,  sobre 
instrucción  secundaria  i  superior.  Es  indudable  que  la 
instrucción  pública  importa  un  servicio  del  orden  admi- 
nistratívo^  i  que  ella  debe  ser  una  atención  preferente  del 
Gobierno,  conforme  a  lo  dispuesto  en  la  primera  parte 
del  art.  153  de  la  Constitución;  i,  sin  embargo,  el  nom- 
bramiento de  los  empleados  de  ese  importantísimo  ramo 
del  servicio  público,  ha  sido  reglamentado  por  dicha  lei 
de  una  manera  tal,  que,  a  decir  verdad,  la  facultad  de 
hacerlo  está  mui  lejos  de  corresponder  al  Presidente  de 
la  República  en  el  terreno  de  los  hechos,  ya  que  el  nom- 
bramiento ha  do  efectuarse  a  propuesta  en  terna  del  Con- 
sejo de  Instrucción,  en  algunos  casos,  del  Rector  de  la 
Universidad  en  no  pocos,  o  por  concurso  en  otros. 

Como  este  ejemplo  podrian  citarse  muchos  otros  to- 
mados de  las  leyes  que  organizan  nuestros  diferentes 
servicios  públicos,  las  cuales  exijen  por  lo  menos,  casi 
en  su  totalidad,  el  trámite  de  la  terna  o  el  de  la  propues- 
ta previa,  con  concurso  en  algunos  casos  o  sin  61  en 
otros,  para  que  el  Presidente  de  la  República  provea  los 
empleos  aviles. 
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En  consecuencia,  i  mirando  las  cosas  en  un  sentido 
meramente  positivo,  podemos  establecer  como  puntos  re- 
sueltos: 1.^  que  a  la  leí  que  crea  un  empleo  incumbe  de- 
terminar su  carácter;  i  2.**  que  si  la  lei  resuelve  que  ese 
empleo  es  civil  i  que  está  comprendido  dentro  de  la  par- 
te 9."  del  art.  82  de  la  Constitución,  ella  puede  fijar  las 
condiciones  a  que  debe  sujetarse  el  Presidente  de  la  Re- 
pública para  proveerlo,  sin  que  esto  importe  un  menos- 
cabo de  la  facultad  de  este  funcionario,  que  no  le  ha  sido 
conferida  por  nuestra  O  arta  de  una  manera  discrecional 
e  ilimitada. 


o 

o  o 


La  lei  del  crédito  público  de  29  de  diciembre  de  1828 
(1)  creó,  entre  otras  cosas,  una  Caja  de  Amortización 
que  debia  permanecer  bajo  la  inmediata  protección  del 
Congreso  i  ser  administrada  con  independencia  de  toda 
otra  autoridad.  Los  empleos  de  contador  i  de  tesorero  de- 
bian  proveerse  por  la  administración  que  dicba  lei  orga- 
nizaba, dando  cuenta  al  Congreso  para  su  aprobación, 
sin  que  en  el  asunto  tuviera  intervención  alguna  el  Presi- 
dente de  la  República.  Dicha  lei  creyó  poder  obrar  así, 
porque  la  Constitución  de  1828  (8  de  agosto)  disponia, 
en  la  parte  5.*  de  su  art.  83,  que  era  atribución  del  Po- 
der Ejecutivo  ((proveer  los  empleos  civiles^  militares  i 
eclesiásticos  conforme  a  la  Constitución  i  a  las  le]]es,i>  Fun- 
dado en  estas  últimas  palabras,  pudo  el  lejislador  creerse 
autorizado  para  quitar  al  Presidente  de  la  República  to- 
da intervención  en  la  provisión  de  los  empleos  creados 
por  la  lei  mencionada,  apesar  de  referirse  evidentemen- 
te a  un  servicio  público  administrativo. 

Vijente  la  Constitución  de  1833  desde  once  años,  se 
suscitó  en  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  6  de  se- 


(1)  Boletín  de  las  leyes,  libro  á.**,  páj.  88. 
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tiembre  de  1844  (1),  la  cuestión  de  saber  si  el  nombra- 
miento de  un  oficial  de  la  caja  del  crédito  público  corres- 
pondia  a  las  Cámaras  o  al  Presidente  de  la  República. 
Los  señores  don  Bernardo  José  de  Toro  i  don  Santiago 
GandaríUas  sostuvieron  que,  confonne  a  la  lei  citada  de 
29  de  diciembre  de  1828,  el  nombramiento  debia  hacer- 
se por  la  administración  de  la  caja,  con  aprobación  de 
las  Cámaras.  El  señor  don  Ramón  Luis  Irarrázaval,  Mi- 
nistro del  Interior,  sostuvo,  i  con  mucha  razón  a  juicio 
nuestro,  que  ese  nombramiento  correspondia  al  Presidente 
de  la  República,  conforme  a  la  parte  9.*  del  art.  82  de  la 
Constitución  vijente,  que  debia  prevalecer,  en  todo  caso, 
sobre  la  lei  de  1828,  aun  suponiendo  que  las  disposicio- 
nes de  esta  fueran  aplicables  al  nombramiento  de  oficial, 
que  motivaba  la  discusión.  Apesar  de  ser  esto  bien  cla- 
ro, la  Cámara  resolvió,  en  dicha  sesión,  por  quince  votos 
contra  catorce,  que  le  correspondia  entender  en  dicho 
nombramiento,  i  el  Senado  decidió  igual  cosa,  en  sesión 
de  23  del  mismo  mes  i  año,  por  diez  votos  contra  uno, 
siendo  este  último  el  del  señor  don  Mariano  Egaña, 
que  impugnaba  el  procedimiento  mui  fundadamente  como 
inconstitucional.  (2) 

Este  ejemplo,  que  recordamos  detalladamente  atendi- 
da la  importancia  de  la  materia,  manifiesta  que,  a  juicio 
del  Congreso  do  1844,  la  lei  pudo,  tratándose  de  empleos 
civiles^  no  solo  fijar  condiciones  al  Presidente  de  la  Re- 
pública para  que  haga  los  nombramientos,  sino  también 
privarle  en  ellos  de  toda  intervención.  Nosotros  acepta- 
mos lo  primero;  pero  no  admitimos  lo  segundo,  porque 
ello,  como  lo  decian  perfectamente  los  señores  Irarráza- 
val  i  Egaña,  sería  abiertamente  contrario  al  precepto 
que  examinamos.  Comprendemos  que  una  lei  no  consi- 


(1)  Suplemento  a  «El  Progreso»,  N.<>  595. 

(2)  Suplemento  a  «El  Progreso»,  N.«  608. 
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dere  como  empleos  civiles  los  del  servicio  especial  del 
Congreso,  los  del  orden  judicial,  los  municipales  toda- 
vía; pero  nos  parece  obvio  que  toda  función  publica  que 
se  relaciona  con  el  servicio  administrativo  i  jen  eral  del 
pais,  está  confiada  al  Presidente  de  la  República  de  un 
modo  mas  o  menos  directo,  conforme  a  los  arts.  59  i  81, 
i  que,  por  lo  tanto,  a  él  incumbe  designar  las  personas 
llamadas  a  atenderlas  inmediatamente.  Todas  ellas  de- 
ben comprenderse  en  la  designación  constitucional  de 
empleos  civiles^  que,  como  se  ha  dicho  ya,  está  contra- 
puesta a  los  militares. 


o  o 


En  cuanto  a  los  empleos  mihtares,  debe  notarse  que  la 
Constitución  no  exije  el  acuerdo  del  Senado  o  de  la  Co- 
misión Conservadora  para  la  provisión  de  los  empleos 
de  Coroneles  i  Capitanes  de  navio  i  demás  oficiales  su- 
periores, sino  cuando  pertenecen  al  ejército  i  armada.  Es- 
tas son  las  palabras  del  precepto  que  comentamos,  el 
cual  no  se  refiere  a  la  guardia  nacional,  que  forma,  sin 
embargo,  parte  de  la  fuerza  pública,  como  lo  hemos  di- 
cho al  ocuparnos  del  inciso  3.*^  del  art.  37.  La  práctica 
observada  confirma  este  modo  de  ver,  perfectamente  con- 
forme con  la  letra  de  la  Constitución,  que  no  confundo 
\^  fuerza  'publica  o  \^  fuerza  de  mar  i  tierra  con  la  fuerza 
de  línea,  compuesta  del  ejército  i  de  la  armada. 


o 


Conviene  también  tener  presente  que  el  art.  10  de  la 
lei  de  12  de  setiembre  de  1878,  que  reglamenta  los  as- 
censos militares  en  el  ejército,  ha  suprimido  en  éste  los 
fjrntfns^  iTcrjuociendo  en  él  solamente  empleos  efectivos. 
Cuando  c!  proyecto  que  dio  oríjen  a  esa  lei  se  discutió 
iú\  la  {'uniara  de  Diputados,  en  sesión  de  29  de  agosto 
de  1878j  sü  puso  en  duda,  por  el  señor  don  Ramón  Yá- 


^ 
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var,  la  facultad  del  lejisladorpara  sn^nmir  grados  que  se 
decia  estaban  creados  por  la  Constitución.  El  señor  Je- 
neral  don  Erasmo  Escala  apoyó  la  disposición  del  pro- 
yecto, i  nosotros  tuvimos  también  el  honor  de  hacerlo, 
sosteniendo  que  la  Constitución  de  1833  hablaba  de  gra- 
dos^ porque  tomó  las  cosas  como  existían  en  aquella  fe- 
cha, sin  que  por  eso  pretendiera  darles  existencia  cons- 
titucional. La  Cámara  pensó  como  nosotros,  aprobando 
el  art.  10  del  proyecto  con  solo  tres  votos  en  contra. 
Ese  artículo  mereció  también  la  aprobación  del  Senado 
i  es  hoi  lei  de  la  República. 

En  julio  de  1879  el  Presidente  de  la  República  pasó 
al  Congreso  un  mensaje  en  que  se  propone  la  abolición 
también  de  los  grados  en  la  armada. 


o  o 


No  debe  confundirse  la  creación  de  un  empleo  con  la 
provisión  del  mismo.  Lo  primero  es  materia  de  lei,  con 
arreglo  a  lo  dispuesto  en  el  inciso  10  del  art.  37.  Lo  se- 
gundo es,  en  jeneral,  atribución  del  Ejecutivo.  Por  con- 
siguiente, cuando,  en  sesión  del  Senado  de  30  de  junio 
de  1854,  se  dio  cuenta  de  un  mensaje  del  Presidente  de 
la  República  en  que  pedia  autorización  para  conferir  el 
empleo  de  Jenerales  a  los  Coroneles  don  Manuel  Riquel- 
me,  don  Marcos  Maturana,  don  José  Rondizzoni  i  don 
José  Francisco  Gana,  obró  bien  aquel  cuerpo,  al  modifi- 
car la  redacción  del  proyecto  en  el  sentido  de  crear,  por 
una  sola  vez,  cuatro  plazas  de  Jeneral  de  Brigada,  fuera 
de  las  creadas  por  la  lei  de  10  de  octubre  de  1845,  bien 
entendido  que,  vacando  aquellas,  no  volverían  a  ser  pro- 
vistas. Aprobado  asi  el  proyecto,  como  lo  fué  por  ambas 
Cámaras,  se  respetaba  la  Constitución  en  la  parte  que 
exije  lei  para  la  creación  del  destino,  i  se  respetó  también 
el  inciso  9.*^  del  art.  82  que,  una  vez  creado  el  destino  de 
Jeneral,  no  exije  para  que  el  Presidente  de  la  República 
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lo  provea  sino  solo  el  acuerdo  del  Senado,  o  en  su  recesa 
el  de  la  Comisión  Conservadora,  mas  no  el  del  Congre- 
so, como  lo  pretendió  el  proyecto  primitivo,  sin  duda  por 
inadvertencia.  El  proyecto  se  promulgó  como  lei  el  11 
de  julio  de  aquel  año,  sin  hacer  mérito  para  nada  de  las 
personas  recomendadas  por  el  Ejecutivo^  en  los  térmi- 
nos siguientes:  (íSe  autoriza  al  Presidente  de  la  República 
para  aumentar. por  una  sola  vez  cuatro  plazas  de  Je- 
nerales  de  Brigada  a  las  que  señala  la  lei  de  10  de  oc- 
tubre de  1845;  procediendo  conforme  a  lo  prevenido  en 
la  parte  9.*,  art.  82  de  la  Constitución. — Vacando  estas 
plazas  no  volverán  a  ser  provistas.» 

I  no  es  este  el  único  caso  en  que  se  ha  incurrido  en  una 
confusión  de  atribucioneSy  que  no  se  comprende  en  mate- 
ria tan  sencilla,  pretendiendo  dar  injerencia  a  las  dos 
Cámaras  en  asuntos  en  que  la  Constitución  la  concede 
solo  al  Senado. 

El  Presidente  de  la  República  pas6  al  Senado  solcmten- 
te,  en  sesión  de  este  cuerpo  de  21  de  julio  de  1862,  un 
mensaje  en  que  solicitaba  el  acuerdo  de  ese  cuerpo  para 
rehabilitar  al  señor  don  Justo  Arteaga  en  su  empleo  de 
Coronel.  Puesto  en  discusión  dicho  mensaje,  el  señor 
don  Francisco  Javier  Ovallo  Bezanilla  observó  que  r6- 
hahiUtar  no  es  nombrar;  que  para  nombrar  Coronel  a  un 
individuo  cualquiera  es  indudable  que  el  Presidente  de 
la  República  necesita  solo  del  acuerdo  del  Senado;  pero 
que  la  rehabilitación  produce  el  efecto  de  reponer  las  co- 
sas al  estado  que  tenian  cuando  se  confirió  al  rehabilita- 
do por  primera  vez  el  grado  de  Coronel,  lo  que  es  grave 
para  calificar  la  antigüedad;  i  que,  por  tal  motivo,  pro- 
ponia  que,  consultando  la  mente  del  Ejecutivo,  se  modi- 
ficara la  redacción  del  mensaje,  dándole  la  forma  de  un 
proyecto  de  lei,  en  los  términos  siguientes:  ccRehabilítase 
al  señor  don  Justo  Arteaga  en  su  empleo  de  Coronel. > 
La  idea  de  modificar  la  redacción  del  mensaje,  que  pedia 
un  simple  acuerdo  del  Senado^  i  do  convertirlo  en  proyec- 
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to  de  lei,  fué  aprobada  por  unanimidad  en  la  recordada 
sesión  de  21  de  julio  de  1862,  i,  puesto  el  proyecto  en  vo- 
tación secreta,  fué  aprobado  por  siete  votos  contra  seis, 
en  la  forma  propuesta  por  el  señor  Ovalle. 

A  consecuencia  de  esto,  el  señor  don  Manuel  Antonio 
Tocornal  Grez,  Ministro  del  Interior,  que  se  habia  encon- 
trado ausente  de  la  fíala  en  la  referida  sesión,  pidió  al  .Se- 
riado, en  la  de  28  del  mismo  mes,  tuviera  a  bien  reconsi- 
derar el  acuerdo  celebrado  en  aquella,  pues,  ajuicio  del 
Ejecutivo,  no  era  materia  de  lei  la  reliabilitacion  propuesta. 
Con  este  motivo  se  suscitó  un  largo  debate,  en  el  cual  el 
«eñor  Tocornal  sostuvo  que  rehabilitar  significaba  simple- 
mente nombrar  de  nuevo  o  reincorporar)  i  los  señores  don 
Francisco  Javier  Ovalle,  don  Eujenio  Domingo  Torres  i 
don  Máximo  Mujica  sostuvieron  que  la  rehabilitación  im- 
portaba una  verdadera  gra<íia,  que  reponia  al  señor  Ar- 
teaga  en  el  goce  de  todos  sus  fueros,  sueldos  i  prerogati- 
vas,  como  si  jamás  hubiera  sido  dado  de  baja.  El  Senado 
así  lo  entendió,  negándose,  por  nueve  votos  contra  dos,  a 
la  reconsideración  solicitada,  i  remitiendo  ^w  proyecto  de 
lei  a  la  Cámara  de  Diputados. 

Puesto  en  discusión  dicho  proyecto  ante  ella  en  sesión 
de  29  del  mismo  mes  i  año  (julio  de  1862),  i  habiendo  el 
señor  Tocornal  insistido  en  sostener  que  la  rehabilitación 
pedida  no  requería  sino  el  acuerdo  del  Senado,  se  acor- 
dó, a  indicación  del  señor  don  Antonio  Varas,  i  con  solo 
un  voto  en  contra,  pasar  el  asunto  a  las  Comisiones  de 
Constitución  i  de  Guerra.  Estas  presentaron  sus  infor- 
mes en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  7  do  agos- 
to siguiente,  modificando  el  proyecto  en  esta  forma:  «Se 
rehabilita  a  don  Justo  Arteaga  en  los  derechos  que,  a 
virtud  del  tiempo  que  sirvió  en  el  ejército  hasta  1851, 
habia  adquirido  para  los  casos  de  retiro  i  montepío  mi- 
litar.» Así  redactado,  fué  aprobado  en  dicha  sesión  por 
treinta  i  ocho  votos  contra  tres;  i,  remitido  al  Senado,  esto 
cuerpo  aceptó  la  nueva  forma  que  le  habia  dado  la  Cama- 
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ra  de  Diputados  en  sesión  de  22  del  citado  mes  de  agosto. 
I  acto  continuo,  después  de  despachado  así  el  proyec- 
to de  lei  de  rehabilitación^  ((aceptó  el  Senado  por  unani- 
midad la  proposición  del  Ejecutivo,  de  17  de  julio  ante- 
rior, confiriendo  el  empleo  de  Coronel  al  mismo  señor 
Arteaga.))  (1) 

Apreciado  tranquilamente  el  caso  que  acabamos  de 
recordar,  se  nota,  sin  esfuerzo,  que  las  Cámaras  i  el  se- 
ñor Tocornal  no  estuvieron  en  desacuerdo  respecto  a  una 
cuestión  constitucional,  sino  respecto  a  la  significación 
de  una  palabra,  i  nada  mas.  Todos  estaban  conformes  en 
que,  para  conferir  el  empleo  de  Coronel,  el  Presidente  de 
la  República  necesitaba  solo  del  acuerdo  del  Senado, 
como  lo  estaban  en  que  la  concesión  de  una  gracia  u  ho- 
nor era  materia  de  lei.  El  Ministro  entendía  que  rehabi- 
litar equivalía  en  aquel  caso  a  Tiombrar;  el  Senado  en- 
tendía que  rehabilitar  envolvía  algo  mas.  Cada  cual  dis- 
curria  perfectamente  sobre  la  base  de  la  significación  que 
atribuía  a  esa  palabra,  que,  en  verdad,  habría  sido  mejor 
no  hubiera  empleado  el  mensaje  del  Ejecutivo,  porque 
así  se  habría  evitado  toda  cuestión.  Por  lo  demás,  la 
Constitución  fué  escrupulosamente  guardada  en  aquel 
caso,  porque  el  acuerdo  para  conferir  el  empleo  de  Coro- 
nel al  señor  Arteaga  fué  prestado  solo  por  el  Senado;  i 
la  rehabilitación  en  todos  los  derechos  que  había  adqui- 
rido hasta  1851,  se  llevó  a  efecto  por  medio  de  una  leiy 
desde  que  ella  envolvía  una  gracia  concedida  al  favore- 
cido. 

10.*    ATRIBUCIÓN 

Corresponde  al  Presidente  de  la  República,  conforme 
a  esta  atribución — «destituir  a  los  empleados  por  ineptitud 


(1)  Bo!etin  de  SesionM  de  1862,  pij.  242. 
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TI  otro  motivo  que  haga  inútil  o  perjudicial  su  servicio; 
pero  con  acuerdo  del  Senado,  i  en  su  receso  con  el  de  la 
Comisión  Conservadora,  si  son  jefes  de  oficinas  o  em- 
pleados superiores;  i  con  informe  del  respectivo  jefe,  si 
son  empleados  subalternos.» 

La  facultad  de  destituir,  que  la  Constitución  confiere 
al  Presidente  de  la  República,  se  refiere  a  los  empleados 
en  jeneral,  o  sea  a  los  que  sirven  un  empleo^  i  como  es- 
ta palabra,  según  el  Diccionario  de  la  Academia  Espa- 
la, significa  (üdestino^  ocupación^  oficioj)^  i,  según  el  mismo 
Diccionario,  afuncionarioD  es  el  ^empleado  públicoy>\  po- 
dría creerse,  a  primera  vista,  que  la  atribución  que 
examinamos  tiene  un  alcance  tan  enorme  como  el  de 
la  palabra  empleados^  i  esto  con  tanta  mayor  razón, 
cuanto  que  la  Constitución  misma,  en  su  art.  130,  al  dis- 
poner que  los  empleos  municipales  son  cargos  consejiles, 
admite  que  puede  haber  empleos  no  remunerados,  como 
lo  hemos  dicho  ya  al  ocuparnos  del  inciso  10.°  del  art. 
37.  (1) 

Para  desvanecérnoste  error,  debe  tenerse  presente  que 
la  facultad  de  destituir  empleados  no  tiene  semejante  al- 
cance, ni  puede  tenerlo,  pues  lo  limitan  todas  aquellas 
disposiciones  constitucionales  que  fijan  la  duración  de 
ciertas  funciones  públicas,  como  las  de  Senador,  Diputa- 
do i  Municipal,  i  las  que  aseguran  su  inamovilidad  a  los 
jueces.  Los  Senadores,  Diputados  i  Municipales  son  in- 
dudablemente funcionarios  públicos,  i  por  eso  prestan 
juramento  de  guardar  la  Constitución,  al  tomar  pose- 
sión de  su  destino^  con  arreglo  al  art.  163.  Es,  sin  embar- 
go, un  hecho  que,  apesar  de  lo  que  dice  el  Diccionario  de 
nuestra  lengua  i  con  él  el  de  Littré,  por  ejemplo,  nadie 
llamará  empleado  a  un  Senador,  ni  considerará  como  des- 
tino o  empleo  ese  cargo. 


(1)  Pajina  186,  tomo  1.^ 
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Hai  empleados  de  cierta  clase,  como  los  destinados  al 
Bervicio  de  las  Cámaras,  que  no  podrian  ser  destituidos 
por  el  Presidente  de  la  República,  quien,  como  se  lia 
dicho  en  el  estudio  de  la  atribución  9.*,  tampoco  inter- 
viene en  su  nombramiento.  Respecto  a  ciertos  emplea- 
dos destinados  al  servicio  de  los  Tribunales,  como  los 
Relatores,  por  ejemplo^  la  Lei  Orgánica  de  15  octubre 
de  1875,  al  ocuparse  de  las  maneras  cómo  espira  el  car- 
go en  su  art.  335,  se  refiere  a  su  art.  169,  en  el  cual  de- 
talla las  causas  en  virtud  de  las  cuales  espira  el  cargo 
de  juez.  Entre  estas,  innecesario  es  decirlo,  no  figura  ni 
puede  figurar  la  destitución  decretada  por  el  Presiden- 
te de  la  República. 

I  es  digno  de  notarse  que  esa  lei  no  confiere  a  los 
Tribunales  Superiores  sino  la  facultad  de  suspender  por 
cierto  tiempo  a  sus  subalternos,  i  no  dice  una  sola  pala- 
bra acerca  de  su  destitución  por  el  Presidente  de  la  Re- 
pública. 

Todo  esto  es  mui  vago  i  deberia  reglamentarse  por 
una  lei  que  nos  dijera,  en  primer  lugar,  a  qué  emplea- 
dos se  refiere  el  inciso  10.*"  del  art.  82;  i,  en  segundo  lu- 
gar, cuáles  de  los  empleados  se  reputan  como  superiores 
i  cuáles  como  subalternos  para  los  efectos  de  dicho  inci- 
so. La  falta  de  estas  esplicaciones  ha  contribuido  a  que, 
en  la  práctica,  las  garantías  que  la  Constitución  parece 
quiso  establecer  en  favor  de  los  empleados  para  poner- 
los a  salvo  de  destituciones  inmotivadas,  hayan  sido  del 
todo  ilusorias.  Al  hablar  de  garantías,  es  inútil  decir  que 
no  nos  referimos  a  los  empleos  cuyo  nombramiento  i 
destitución,  según  la  parte  6.*  de  este  artículo,  están  su- 
jetos solo  a  la  voluntad  del  Presidente  de  la  República. 

Ajuicio  nuestro,  es  menester  que  el  Presidente  de  la 
República  esté  investido  de  la  facultad  de  separar  de 
sus  empleos  a  todos  los  militares,  sin  escepcion,  i  a  to- 
dos los  empleados  del  orden  administrativo,  que  depen- 
dan, mas  o  menos  directamente,  del  Poder  Ejecutivo  Cen- 
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tral.  El  Presidente  responde  de  la  seguridad  esterior  del 
pais;  responde  de  la  conservación  del  orden  en  el  inte- 
rior; responde  de  la  buena  marcha  de  los  servicios  pú- 
blicos jenerales;  de  la  exacta  recaudación  de  los  impues- 
tos; de  su  recta  inversión  con  arreglo  a  las  leyes,  etc. 
etc.  Justo  es  e  indispensable  aun,  que  tenga  la  facultad 
de  separar  a  todos  los  empleados  que,  bajo  su  dirección 
superior,  están  encargados  de  atender  a  tan  altos  inte- 
reses. 

Nos  parece  que  no  puede  decirse  igual  cosa  ni  de  los 
empleados  subalternos  del  orden  lejislativo,  ni  de  los 
del  orden  judicial,  ni  de  los  meramente  municipales.  Al 
Congreso,  a  los  Tribunales  Superiores  i  a  las  Munici- 
palidades debería  corresponder  esclusivamente  la  facul- 
tad de  destituirlos,  cuando  la  separación  es  requerida 
como  medida  administrativa  i  no  debiera  ser  efecto  do 
una  sentencia. 


o 
o  o 


Las  palabras  por  ineptitud  u  otro  motivo  que  haga  inú- 
til o  perJKdicial  su  servicio^  que  consigna  el  inciso  que 
examinamos,  como  garantía  tendente  a  evitar  destitucio- 
nes inmotivadas,  nada  significan  ni  pueden  significar  en 
la  práctica.  Nada  significan,  porque  es  evidente  que  la 
ineptitud  o  inutilidad  del  empleado  no  es  calificada  sino 
por  la  misma  autoridad  que  decreta  la  destitución.  Nada 
pueden  significar,  porque  no  es  concebible  que  una  lei 
definiera  i  enunciara  con  exactitud  las  causas  suscepti- 
bles de  hacer  inútil  o  perjudicial  el  servicio  de  un  em- 
pleado. La  verdad  es  que  las  espresiones  a  que  nos  re- 
ferimos podrían  suprimirse  de  la  Constitución,  sin  que 
hicieran  en  ella  la  mas  mínima  falta. 


o 
o  o 


Donde  debe  buscarse  la  garantía  para  evitar  la  dc'sti- 
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tucion  inmotivada  de  un  empleado,  es,  como  lo  hace  la 
segunda  parte  de  la  atribución  10.*,  en  el  acuerdo  o  in- 
forme previo  que  se  impone  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica como  traba  en  el  ejercicio  de  la  facultad  de  desti- 
tuir. Desgraciadamente  no  se  ha  dictado  todavía  una  lei 
que  resuelva,  de  una  manera  jeneral^  qué  empleados  se 
reputan  como  jefes  de  oficinas  o  superiores^  i  cuáles  como 
subalternos.  Leyes  especiales  han  resuelto  el  caso  res- 
pecto de  empleados  correspondientes  a  servicios  tam- 
bién especiales.  Así,  la  lei  de  instrucción  secundaria  i 
superior  de  9  de  enero  de  1879,  ha  determinado  cuáles 
de  los  empleados  del  ramo  se  reputan  superiores  para  los 
efectos  de  la  parte  10.*  del  art.  82  de  la  Constitución,  i 
cuáles  se  reputan  como  dependientes  del  Rector  de  la 
Universidad,  del  Consejo  de  Instrucción  o  del  Rector 
del  establecimiento  respectivo. 

I  esa  misma  lei,  que  es  aplicable  solo  a  uti  ramo  de- 
terminado del  servicio,  sujiere  observaciones  con  rela- 
ción a  su  constitucionalidad.  Así,  los  profesores  de  ins- 
trucción superior  solo  pueden  ser  destituidos  de  sus  car- 
gos, conforme  a  su  art.  30,  previo  informe  del  Consejo 
de  Instrucción  que  apoye  la  medida^  acordado  por  los 
dos  tercios  de  los  miembros  presentes  en  la  respectiva 
sesión.  Así  también  los  Rectores  de  establecimientos  de 
instrucción  secundaria  (Instituto  Nacional  i  Liceos)  solo 
pueden  serlo,  conforme  al  art.  36,  previo  informe  del 
Rector  de  la  Universidad,  que  proponga  o  apoye  la  medi- 
da^ de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Instrucción. 

Es  evidente  que  la  lei  pudo  declarar  que  los  profeso- 
res de  instrucción  superior  i  que  los  Rectores  de  esta- 
blecimientos de  instrucción  secundaria  se  reputaran  como 
subalternos  del  Consejo  de  Instrucción,  para  los  efectos 
de  su  destitución.  Eso  no  puede  ponerse  en  duda.  ¿Pero 
es  tan  claro  que,  tratándose  de  la  destitución  de  un  em- 
pleado que  la  misma  lei  califica  como  subalterno^  se  exi- 
ja al  Presidente  de  la  Repiíblica,  para  que  pueda  desti- 
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tuirle,  no  ya  simplemente  el  informe  del  respectivo  jefe, 
que  es  lo  único  que  la  Constitución  exije,  bien  sea  ese 
informe  favorable  o  desfavorable^  sino  el  acuerdo  espreso 
de  dicho  jefe,  pues  no  otra  cosa  importa  establecer  que 
solo  puede  decretarse  la  destitución  cuando  el  informe 
del  Consejo  la  apoyaren  ¿Ha  podido  la  lei  distinguir  don- 
de la  Constitución  no  distingue?  Si  ésta  exije  en  un  caso 
acuerdo^  citando  se  trata  de  empleados  superiores,  i  en 
otro  informe^  cuando  se  trata  de  subalternos,  ¿cómo  ha 
podido  aquella  confundir  dos  ideas  tan  diferentes? 

Acuerdo  es  la  conformidad  de  dos  voluntades  en  algo. 
Informe  implica  audiencia^  ilicstracion,  dictamen^  i  nada 
mas.  Cuando  la  Constitución  exije  que  el  Presidente  de 
la  República  proceda  con  acicerdo  del  Consejo  de  Esta- 
do, le  impide  obrar  por  sí  solo,  pues  no  puede  dictar  la 
medida  que  se  debe  someter  al  Consejo,  cuando  éste  le 
negare  su  acuerdo.  Cuando  exije  solo  la  audiencia  o  in- 
forme de  aquel  cuerpo,  el  Presidente  cumple  oyéndole; 
pero  puede  dictar  la  medida  consultada,  aun  contra  la 
opinión  del  Consejo. 

Nos  parece  que  esto  es  cuestión  simplemente  de  sen- 
tido común. 

De  la  misma  manera,  cuando  la  Constitución  exije 
acuerdo  del  Senado  para  destituir  empleados  superiores, 
es  claro  que  la  destitución  no  puede  ser  decretada  por  el 
Presidente  de  la  República,  si  el  Senado,  o  en  su  receso 
la  Comisión  Conservadora,  se  opusiere  a  ella;  porque 
entonces,  lejos  de  existir  acuerdo^  habría  completo  desa- 
cuerdo entre  las  dos  autoridades  que  deben  intervenir 
en  dicha  destitución. 

Pero,  cuando  se  trata  de  empleados  subalternos^  la  Cons- 
titución no  dice  que  el  Presidente  de  la  República  haya 
de  proceder  de  acuerdo  con  el  jefe  respectivo;  dice  sim- 
plemente que  éste  debe  mjormar^  o,  en  otros  términos, 
que  debe  oirse  su  dictamen,  i  nada  mas.  Cumple,  pues, 
el  Presidente  oyéndolo  i  procediendo  después  a  decretar 
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la  destitución  del  empleado  subalterno,  aun  cuando  la 
opinión  del  jefe  sea  adversa  a  tal  medida. 

Para  probar  que  la  lei  de  9  de  enero  de  1879  es  cons- 
titucional en  la  parte  a  que  nos  referimos,  sería  menes- 
ter probar  que  (zcuerdo  e  informe  son  palabras  que  signi- 
fican una  misma  e  idéntica  idea.  Ello  sería  imposible, 
por  mas  esfuerzo  de  dialéctica  que  se  quisiera  poner  en 
juego,  para  probar  qiw3  es  constitucional  lo  que  muchos 
han  podido  creer  conveniente^  avanzando  razones  que  no 
justifican  un  desvío  tan  notable  del  sendero  trazado  por 
la  Lei  Fundamental. 

I  en  verdad  que  no  es  difícil  darse  cuenta  de  la  nece- 
sidad de  establecer  garantías  mas  serias  para  la  destitu- 
ción de  un  empleado  superior  que  para  la  de  uno  subal- 
terno. La  destitución  del  primero,  que  es  influyente  por 
BU  posición,  puede  ser  tentadora  para  el  Ejecutivo  en 
ciertas  circunstancias.  Conviene  precaverla  eficazmente. 
La  del  segundo  es  bien  poco  probable  que  ofi-ezca  seme- 
jante tentación  i  no  traería  en  caso  alguno  las  conse- 
cuencias de  la  primera.  El  peligro  de  la  destitución  de 
un  empleado  subalterno,  cuando  se  conduce  bien,  es  muí 
remoto,  atendida  la  modestia  misma  de  su  posición. 

Pero  no  hai  para  qué  discutir  teóricamente,  cuando  se 
trata  de  interpretar  un  precepto  positivo  i  terminante  de 
la  Constitución,  Aunque  favorecidos,  en  nuestra  calidad 
de  profesor  de  instrucción  superior,  en  la  cual  ciframos 
nuestra  mayor  satisfacción,  por  el  art  30  de  la  lei  de 
instrucción  secundaria  i  superior;  no  vacilamos  en  con- 
siderarla como  inconstitucional  en  las  disposiciones  a 
que  venimos  refiriéndonos.  Nos  hacemos  un  deber  en 
adherirnos  a  las  observaciones  contenidas  en  el  mensaje 
que  el  Ejecutivo  dirijió  al  Congreso  Nacional,  el  24  de 
setiembre  de  1863,  suscrito  por  el  señor  don  José  Joa- 
quín Pérez,  Presidente  de  la  República,  i  por  el  señor 
don  Miguel  María  Güemes,  Ministro  de  Instrucción  Pu- 
blica, devolviendo  con  algunas  modificaciones  el  proyec- 
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to  de  lei  de  instrucción  secundaria  i  superior  a  que  el 
mismo  mensaje  se  refiere  (1),  en  la  parte  en  que  objeta- 
ba la  exijencia  del  acuerdo  del  Qonsejo  de  la  Universi- 
dad, para  la  destitución  de  los  profesores  de  instrucción 
superior  o  científica,  que  el  referido  proyecto  considera- 
ba como  empleados  subalternos. 

A  este  mismo  propósito  recordaremos  que,  en  un  in- 
forme presentado  a  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión 
de  24  de  diciembre  de  1868  (2),  por  los  señores  don  Ma- 
nuel Antonio  Matta  i  don  José  Ignacio  Vergara,  con  la 
mira  de  reglamentar  los  nombramientos,  suspensiones  i 
destituciones  de  los  empleados  de  los  Liceos,  se  indica- 
ba la  idea  de  que,  para  la  destitución  de  los  profesores  i 
vice-rectores  de  dichos  establecimientos,  el  Consejo  Uni- 
versitario sería  considerado  como  el  jefe  cuyo  informe 
debería  pedirse;  pero  no  se  proponía  que  dicho  informe 
hubiera  de  apoyar  la  medida,,  para  que  ésta  pudiera  de- 
cretarse 

11.*     ATRIBUCIÓN 

Compete  especialmente  al  Presidente  de  laKepüblica, 
conforme  a  la  parte  11.*  del  art.  82,  conceder  jubilacio- 
nes, retiros,  licencias  i  goce  de  montepío  con  arreglo  a 
las  leyes. 

Las  jubilaciones  se  conceden  conforme  a  las  leyes  de 
20  de  agosto  de  1857  i  de  3  de  setiembre  de  1863.  Los 
retiros  con  arreglo  a  las  disposiciones  contenidas  en  el 
tít  84  de  la  Ordenanza  Jeneral  del  Ejército.  Las  licen- 
cias se  rijen  por  la  lei  de  10  de  setiembre  de  1869.  I  la 
concesión  de  montepíos  por  la  de  6  de  agosto  de  1855. 


(1)  Pajina  854,  Boletiü  de  Sesiones  del  Congreso  Nacional  de  1863. 

(2)  Pajina  407,  Boletín  de  Sesiones  del  Congreso  Nacional  de  1868, 
II  tomo. 
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Corresponde  al  derecho  administrativo  el  estudio  de  to- 
das ellas. 

o 
o  o 

Las  resoluciones  del  Presidente  de  la  República,  refe- 
rentes a  jubilaciones,  ¿surten  o  no  los  efectos  de  una 
sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada? 

Esta  cuestión  fué  promovida  en  sesión  de  la  Cámara 
de  Diputados  de  30  de  octubre  de  1862,  al  tiempo  de 
discutirse  la  partida  de  jubilados  del  presupuesto  de  Ha- 
cienda, a  consecuencia  de  una  pregunta  que  el  señor  don 
Francisco  Puelma,  Secretario  de  dicha  Cámara,  dirijió 
al  señor  don  José  Victorino  Lastarria,  Ministro  de  Ha- 
cienda, interrogando  a  éste  acerca  de  si  las  resoluciones 
del  Ejecutivo  en  materia  de  jubilaciones  son  tnvarzableSj 
irrevocables  i  se  miran  como  cosa  juzgada. 

El  señor  Lastarria  contestó  en  el  acto  que  son  irrevo- 
cables^  i  el  señor  don  Antonio  Varas,  Presidente  de  la 
Cámara,  dijo,  en  la  misma  sesión,  que,  cuando  el  Presi- 
dente de  la  República  concede  una  jubilación,  ejerce  fun- 
ciones análogas  a  las  de  los  Tribunales,  porque  declara 
a  favor  del  jubilado  un  derecho  a  cierta  pensión,  i  en 
contra  del  Fisco  la  obligación  de  pagarla. 

Habiendo  pedido  se  suspendiera  la  discusión  de  la 
partida  el  señor  don  Justo  Arteaga  Alemparte,  se  acordó 
así,  por  32  votos  contra  6,  a  fin  de  que  se  pidieran  al  Se- 
nado los  antecedentes  de  la  leide25  de  octubre  de  1853, 
que  habia  concedido  un  sueldo  de  dos  mil  pesos  al  señor 
don  Femando  Urízar  Garfias.  En  la  sesión  de  4  de  no- 
viembre siguiente,  el  señor  Arteaga  impugnó  el  decreto 
del  Gobierno,  que  acababa  de  conceder  al  señor  Urízar 
Garfias  su  jubilación  con  la  renta  de  2,900  pesos,  o  sea 
las  veintinueve  cuarenta  avas  partes  del  sueldo  de  su  úl- 
timo empleo  de  administrador  de  la  Aduana  de  Valpa- 
raíso; i  pidió  a  la  Cámara  desechara  el  ítem  propuesto 
para  consultar  ese  gasto.  El  señor  Lastarria  defendió  su 
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decreto,  diciendo,  acerca  de  la  cuestión  que  nos  ocupa, 
que  la  resolución  del  Gobierno  era  definitiva,  i  sostenien- 
do que  la  Cámara  no  podia  revocarla,  ni  desconocer  el 
derecho  i  la  obligación  declarados  por  dicho  decreto. 
Idéntica  cosa  sostuvo  el  señor  Ministro  del  Interior,  don 
Manuel  Antonio  Tocornal  Grez,  i  es  curioso  observar 
que  ninguno  de  los  dos  Diputados  que  principalmente 
impugnaron  el  decreto  de  jubilación,  señores  don  José 
Eujenio  Vergara  i  don  Evaristo  del  Campo,  negaban  la 
verdad  de  ese  principio. 

Lejos  de  eso,  el  señor  Vergara,  equiparando  los  de- 
cretos de  jubilación  a  las  sentencias  pasadas  en  autori- 
dad de  cosa  juzgada,  sostuvo  que  el  decreto  del  señor 
Lastarria  era  nulo,  por  cuanto  la  jubilación  que  en  él  se 
concedía  era  contraria  a  la  que,  según  la  opinión  de  al- 
gunos, se  había  otorgado  al  señor  Urízar  Garfias  en  1853; 
i  que  debia  prevalecer  ésta,  de  la  misma  manera  que,  cuan- 
do hai  contradicción  entre  dos  sentencias  ejecutoriadas, 
prevalece  la  primera  sobre  la  segunda.  El  señor  del 
Campo  no  discutió  el  punto  constitucional.  El  señor 
don  Santiago  Prado  se  manifestó  conforme  con  la  teoría 
sostenida  por  el  señor  don  Ramón  Barros  Luco,  de  que 
las  resoluciones  del  Ejecutivo  en  materia  de  jubilacio- 
nes importan  sentencias  que  el  Congreso  no  puede  re- 
ver; pero  dijo  que  no  se  puede  poner  en  duda  la  facultad 
que  a  éste  compete  de  negarse  a  conceder  los  fondos  ne- 
cesarios para  el  pago  de  dichas  jubilaciones. 

Después  de  una  larga  discusión,  en  la  cual  el  punto 
constitucional  no  fué  ilustrado  ni  discutido  de  una  ma- 
nera satisfactoria,  la  Cámara  rechazó,  por  32  votos  con- 
tra 6,  el  ítem  propuesto  por  el  señor  Lastarria. 

Hemos  dicho  ya,  al  ocuparnos  del  estudio  del  art.  42, 
que  ese  ítem  fué  también  rechazado  por  el  Senado,  aunque 
en  forma  diversa  i  por  razonss  diferentes.    (1)   El  hecho 

Páj.  261,  tomo  l.« 
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es  que  en  el  presupuesto  para  1863  no  se  asignó  la  can- 
tidad de  dos  mil  novecientos  pesos  a  que  ascendía  la 
pensión  de  jubilado,  otorgada  al  señor  Urízar  Garfias  por 
el  decreto  de  1862. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  17  noviem- 
bre de  1866,  se  discutió  nuevamente  la  cuestión  que  es- 
tamos examinando.  El  señor  don  Ricardo  Claro  i  Cruz 
manifestó  que,  a  su  juicio,  era  ilegal  la  jubilación  que  re- 
cientemente se  habia  acordado  al  Juez  Letrado  de  Talca, 
señor  don  Salvador  Cabrera,  i  propuso  una  orden  deldia, 
en  que  reservaba  a  la  Cámara  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos, i  que  el  señor  don  Manuel  Antonio  Matta  modificó 
en  el  sentido  de  que  la  Cámara  consideraba  irregular  la 
indicada  jubilación.  El  señor  don  Manuel  Recabárren  apo- 
yó también  la  indicación  de  los  señores  Claro  i  Matta,  quie- 
nes sostenían  que  los  decretos  del  Presidente  de  la  Re- 
pública, en  materia  de  jubilación,  estaban  sujetos,  como 
todos  los  otros,  a  la  supervijilancia  del  Congreso.  El  se- 
ñor don  Joaquín  Blest  Gana,  Ministro  de  Justicia,  i  el 
señor  don  Manuel  Antonio  Tecomal  Grez,  Presidente 
de  la  Cámara,  sostuvieron  que  aquellos  decretos  debian 
mirarse  como  verdaderas  sentencias  de  término,  pro- 
nunciadas por  la  única  autoridad  encargada  por  la  Cons- 
titución del  conocimiento  de  tales  asuntos;  i  afirmaron 
que  las  Cámaras  no  podian  rever  las  resoluciones  en 
ellos  libradas  por  el  Presidente,  sino  para  el  solo  efecto 
de  perseguir  la  responsabilidad  de  los  funcionarios  que 
las  hubieran  pronunciado. 

El  señor  Tocornal,  absteniéndose  de  manifestar  opi- 
nión acerca  de  la  legalidad  de  la  jubilación  objetada, 
a  fin  de  no  prejuzgar  para  el  caso  de  una  acusación  fu- 
tura, propuso  la  orden  del  dia  lisa  i  llana,  que  fué  acep- 
tada por  treinta  i  tres  votos  contra  cuatro. 

Espresando  de  paso  que,  a  juicio  nuestro,  la  Cámara 
de  Diputados  no  prejuzga  acerca  de  acusaciones  futuras 
cuando  emite  un  voto  de  desaprobación  respecto  de  al- 
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gun  acto  del  Ejecutivo,  porque  ella  jamás  yi¿2^a,  sino  que 
acusa  simplemente,  i  no  se  concibe  cómo  pudiera  prejuz- 
gar quien  no  puede  juzgar;  diremos,  a  propósito  de  los 
dos  debates  que  hemos  estractado,  que  para  nosotros  no 
ofrece  dificultad  la  solución  de  la  duda  que  dividió  en 
ellos  las  opiniones. 

Es  cierto  que  es  atribución  especial  del  Presidente  dé 
la  República  conceder  jubilaciones;  pero  es  condición  es- 
presa de  su  ejercicio  que  la  concesión  se  haga  con  arre- 
glo a  las  leyes.  Esto  último  lo  dice  terminantemente  la 
Constitución  en  la  parte  11.'  del  art.  82,  cosa  que  no  di- 
ce en  el  art.  108  cuando  espresa  que  la  facultad  de  juz- 
gar las  causas  civiles  i  criminales  pertenece  esclusiva- 
mente  a  los  tribunales  establecidos  por  la  lei;  pues  no 
agrega,  después  de  la  palabra  ye¿e^ar,  la  espresion  con 
arreglo  a  las  leyes.  Por  eso  una  sentencia  de  término, 
aunque  felle  contra  la  lei,  es  sentencia.  El  juez  o  jueces 
que  fallaren  contra  la  lei,  a  sabiendas  o  por  ignorancia,  se- 
rán responsables,  sin  duda;  pero  la  sentencia  subsiste  en 
virtud  del  axioma  que  reputa  verdad  la  cosa  juzgada. 

Por  otra  parte,  como  lo  hemos  dicho  al  ocuparnos  del 
art.  58,  el  Congreso  ejerce  supervijilancia  sobre  todos 
los  ramos  de  la  administración  pública,  pero  no  la  ejer- 
ce, ni  puede  ejercerla  sobre  los  fallos  de  los  Tribunales. 
La  conducta  ministerial  de  los  majistrados,  i  solo  ella, 
está  sujeta  a  su  fiscalización,  i,  cuando  ella  llega  a  cons- 
tituir notable  abandono  de  sus  deberes,  hasta  el  punto 
de  que  una  Cámara  puede  acusarlos  i  la  otra  juzgarlos. 
Pero  el  art.  108  de  la  Constitución  prohibe  terminante- 
mente al  Congreso  ejercer  funciones  judiciales,  avocar- 
se causas  pendientes,  o  revivir  procesos  fenecidos. 

¿Dónde,  preguntamos  nosotros,  existe  igual  prohibi- 
ción respecto  de  los  decretos  del  Ejecutivo?  Es  cierto 
que  la  Constitución  enumera  en  su  art.  82  las  atribu- 
ciones especiales  del  Presidente  de  la  Repúbica;  pero, 
cuando  sujeta  el  ejercicio  de  una  o  de  varias  a  determi- 
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nadas  condiciones  i  esas  condiciones  no  se  cumplen,  es 
claro  que  el  acto  es  nulo  en  sí  mismo,  i  que  esa  nulidad 
se  declara  implícitamente  negándose  a  reconocerle  efec- 
to alguno. 

Supóngase  que  el  Presidente  de  la  República  nombra- 
ra mañana  Juez  de  Letras  a  un  individuo  que  no  fuera 
abogado  ni  tuviera  las  condiciones  fijadas  para  ese  cargo 
por  la  lei  de  15  de  octubre  de  1875;  ¿sostendría  alguien 
que  el  Tribunal  Superior  llamado  a  tomar  el  juramento 
de  ese  pretendido  juez,  estaría  obligado  a  recibirlo?  La 
negativa  de  una  Corte  a  reconocer  como  juez  a  quien  ha 
sido  nombrado  violando  la  lei,  implica  una  declaración 
de  nulidad  de  ese  acto  ejecutado  por  el  Presidente  de  la 
República.  Nos  parece,  sin  embargo,  que  nadie  sostendrá 
que  una  negativa  semejante  somete  el  Poder  Ejecutivo 
al  Poder  Judicial. 

Ahora  bien,  si  el  decreto  de  jubilación  está  arreglado 
a  la  leiy  entonces  declara  el  derecho  del  empleado,  pues 
éste  lo  deriva  de  la  leí  misma  i  no  del  decreto.  Luego,  si 
el  decreto  que  concede  la  jubilación  es  contrarío  a  la  lei, 
no  existe  derecho  alguno  en  favor  del  empleado;  porque, 
lo  repetimos,  el  decreto  no  crea  el  derecho  sino  que  de- 
clara su  existencia.  I  como  las  jubilaciones,  de  la  misma 
manera  que  las  licencias,  los  retiros  i  los  montepíos,  impo- 
nen gastos,  i  el  Gobierno  debe  invertir  las  rentas  públicas 
con  arreglo  a  la  lei,  i  debe  ademas  rendir  cuenta  de  su 
inversión  al  Congreso;  es  claro  que,  cuando  las  Cámaras 
discuten  la  autorización  del  gasto  que  va  a  ocasionar 
una  jubilación  decretada,  tienen  la  indisputable  facul- 
tad de  imponerse  de  sus  antecedentes  i  de  pedir  acerca 
de  ella  cuantas  esplicaciones  quisieren.  Si  llegan  a  for- 
marse juicio  de  que  la  jubilación  está  arreglada  a  la  leí, 
entonces  sí  que  deben  asignar  fondos  para  pagar  la  pen- 
sión, de  la  misma  manera  que  deberían  asignar  fondos 
para  que  el  fisco  pudiera  pagar  una  cantidad  de  pesos  a 
que  hubiere  sido  condenado  por  sentencia  de  término. 
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Entonces  el  decreto  declaratorio  del  derecho  debe  respe- 
tarse, porque  debe  respetarse  la  leí  a  la  cual  está  arre- 
glado. 

Pero,  cuando  el  decreto  que  concede  una  jubilación, 
lejos  de  estar  arreglado  a  la  lei^  se  encuentra  en  pugna 
con  ella,  ¿de  dónde  puede  deducirse  la  obligación  de  las 
Cámaras  de  respetarlo  como  si  fuera  sentencia  de  térmi- 
no? La  Constitución  no  lo  dice  en  parte  alguna,  ni  podria 
decirlo;  porque  ello  implicaría  el  absurdo  de  que  si  se 
otorgase  jubilación  a  un  empleado  que  ha  servido  solo 
un  año,  i  no  diez;  que  se  encuentra  bueno  i  sano,  i  no 
imposibilitado;  que  ganaba  mil  pesos  de  sueldo,  i  a  quien 
se  jubila  con  una  pensión  de  cinco  mil  pesos,  el  Congre- 
so tendría  el  deber  de  respetar  todas  estas  abiertas  in- 
fracciones de  la  lei.  Esto  es  inaceptable  de  todo  punto, 
i  ningún  precepto  constitucional  exceptuaría  semejante 
acto  de  la  administración  de  la  supervijilancia  del  Con- 
greso, que  la  ejerce  negándose  a  reconocerle  efecto  al- 
guno. 

Diráse,  sin  embargo,  que  el  Congreso  debe  respetar 
aun  aquellas  infracciones  i  hacer  efectiva  desde  luego  la 
responsabilidad  de  los  funcionarios  que  hubieren  conce- 
dido una  jubilación  tan  contraria  a  la  lei.  Pero  eso  im- 
portarla lo  mismo  que  negar  al  Congreso  la  facultad  que 
tiene  de  intervenir  en  la  fijación  de  los  gastos  públicos, 
obligándolo  a  votar  aun  aquellos  que  estuvieren  basados 
en  decretos  abiertamente  ilegales.  I  bien  puede  suceder 
que  las  Cámaras  no  tengan  voluntad  de  acusar  a  un  Mi- 
nistro que  ha  autorizado  un  decreto  semejante,  o  que  no 
puedan  acusar  a  un  Ministro  que  ha  dejado  ya  de  serlo; 
pero  que  tengan  voluntad,  i  mui  firme,  de  no  consentir  en 
que  se  derrochen  los  caudales  públicos,  concediendo 
pensiones  de  jubilación  notoriamente  indebidas.  ¿Sería 
posible  desconocer  la  facultad  de  las  Cámaras  para  ne- 
garse a  votar  los  fondos  que  les  fueren  pedidos  con  tal 
objeto?  ¿En  qué  se  fundaría  semejante  desconocimiento? 

TOMO   II  18 
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En  el  derecho  del  empleado,  se  dice,  olvidando  que  el 
empleado  debe  saber  que  el  decreto  del  Ejecutivo  que  le 
otorga  jubilación  es  nulo,  si  no  está  conforme  con  la  lei. 
I  como,  por  una  parte^  en  las  relaciones  de  los  diferentes 
poderes  públicos,  ninguno  tiene  facultad  de  declarar  nu- 
los los  actos  délos  otros;  i,  por  la  otra, debe  reconocerse 
que  si  el  Ejecutivo  es  un  poder,  dentro  de  ciertos  límites 
independiente  del  Lejislativo,  éste  lo  es  también,  i  con 
mayor  razón,  respecto  de  aquel;  llegamos  a  la  conse- 
cuencia de  que  el  decreto  de  jubilación  no  puede  ser  re- 
vocado, ni  derogado,  ni  declarado  nulo  por  el  Congreso; 
pero  que,  si  éste  encontrare  que  no  está  arreglado  a  la 
lei,  podria  dejarlo  sin  efecto  negándose  a  votar  el  gasto 
que  tal  decreto  demandara,  coma  lo  hicieron  las  Cámaras 
en  el  primero  de  los  dos  casos  arriba  citados,  i  como  lo 
hacen  constantemente  los  tribunales  de  justicia,  que,  sin 
declarar  nulos  decretos  gubernativos,  prescinden  de  ellos 
i  los  anulan  virtualmente  en  no  pocas  ocasiones,  según  la 
hemos  recordado  al  ocuparnos  de  la  parte  2.^  de  este  ar- 
tículo. 

La  verdad  es  que  las  Cámaras  deben  obrar  con  pru- 
dencia en  este  como  en  todos  los  asuntos  en  que  sus  re- 
soluciones pueden  implicar  verdaderas  censuras  contra 
el  Ejecutivo.  El  sistema  de  acusar  a  los  Ministros  na 
es  aceptable  sino  en  casos  verdaderamente  estraordi- 
narios  i  escepcionales,  hasta  tal  punto  que  bien  puedo 
decirse  que  jamás  llega  la  ocasión  de  emplearlo.  Para  ob- 
tener que  un  decreto  ilegal  deje  de  producir  efectos,  bas- 
ta que  el  Congreso  niegue  los  fondos  que,  con  arreglo  a 
él,  habrían  de  invertirse;  i  así  se  corrijo  el  mal  sin  que  sea 
menester  echar  mano  de  acusaciones  que,  aparte  de  ser 
peligrosas  e  inusitadas,  no  producirían  el  remedio  de- 
seado. Los  actos  del  Ejecutivo,  sin  escepcion  alguna, 
están  sujetos  a  lasupervijilancia  del  Congreso,  conforme 
al  art.  58  de  la  Constitución  reformada,  i,  en  consecuen- 
cia, el  mejor  i  mas   eficaz  medio  de  fiscalizarlos  i  de  co- 
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rrej  irlos,  caando  son  contrarios  a  las  leyes,  que  aquél 
debe  guardar  i  hacer  guardar;  es  desconocerles  sus  efec- 
tos, sin  que  sirva  de  argumento  equipararlos  en  ciertos 
casos  con  las  sentencias  de  término  de  los  tribunales, 
respecto  de  las  cuales  las  leyes  mismas  han  organizado 
un  sistema  que  es  completamente  diverso,  al  disponer 
que  esas  sentencias,  aunque  fueren  injustas,  se  reputen 
como  la  espresion  de  la  verdad. 

En  resumen,  creemos  que  el  Congreso  tiene  la  facul- 
tad que  puso  en  ejercicio  en  1862;  pero  que  no  debe 
usarla  sino  cuando  los  decretos  de  jubilación  fueren  ma- 
nifiestamente contrarios  a  la  lei.  En  caso  de  duda,  es 
preferible  abstenerse,  obrando  con  prudencia  i  procuran- 
do mantener  la  armonía  que  debe  siempre  reinar  en  las 
relacionas  del  Ejecutivo  con  el  Congreso. 

12/  ATRIBUCIÓN 

Es  atribución  especial  del  Presidente  de  la  República 
la  de  cuidar  de  la  recaudación  de  las  rentas  públicas,  i 
la  de  decretar  su  inversión  con  arreglo  a  la  lei. 

Esta  doble  atribución  es  de  un  carácter  esencialmente 
administrativo  i  debe  corresponder  al  Presidente  de  la 
República,  como  encargado  de  la  administración  del  Es- 
tado, conforme  a  los  arts.  59  i  81  de  la  Constitución. 

En  virtud  de  su  primera  parte  se  dictan  diariamente 
decretos  i  se  espiden  órdenes  i  circulares  por  el  Ministe- 
rio de  Hacienda,  tendentes  a  asegurar  la  recta  i  fiel  re- 
caudación de  las  rentas  públicas.  Todas  las  medidas  que 
el  P]jecutivo  dicta  con  tal  objeto,  descansan  en  la  primera 
parte  de  este  inciso  i  deben  ser  obedecidas,  salvo  si  fue- 
ren contrarias  a  las  leyes;  lo  que  ha  sucedido  no  pocas 
veces,  dando  así  lugar  a  que  los  tribunales  de  justicia 
declaren  implícitamente  sin  efecto  decretos  gubernativos 
espedidos  con  aquel  objeto. 
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Así  ha  sucedido  coa  los  decretos  que  han  prohibido  a 
hs  administraciones  de  estanco  vender  especies  estan- 
cadas en  el  territorio  de  otra  administración;  con  el  que 
prohibió  el  empaquetamiento  de  tabaco  picado  a  los  parti- 
culares, i  con  el  de  16  de  febrero  de  1878  (1)  que  prohibió, 
desde  el  1.»  de  abril  siguiente,  el  uso  de  las  estampillas 
de  franqueo  para  el  pago  del  impuesto  establecido  por 
leí  de  1.0  de  setiembre  de  1874,  que  debia  efectuarse  por 
medio  de  estampillas  especiales.  A  este  último  decreto, 
inspirado  en  excelentes  móviles,  negó  sus  efectos  la  pri- 
mera Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  en  la 
sentencia  que,  en  16  de  octubre  del  citado  año  1878,  pro- 
nunció en  eljuicio  seguido  entre  don  Ligorio  Irarrázaval 
1  don  José  del  Tránsito  Acevedo,  fundándose  en  que  di- 
cho decreto  no  puede  herir  obligaciones  que  han  pagado 
el  impuesto  en  la  forma  determinada  por  la  recordada  lei 
de  1874,  ni  puede  modificar  o  alterar  un  mandato  le- 
gal. (2) 

Nuestros  Gobiernos,  aun  cuando  fuera  solo  para  evi- 
tar el  dosprostijio  que  sobre  ellos  cae  cuando  las  senten- 
cias de  los  Tribunales  Superiores  desconocen,  i  con 
perfecto  derecho,  los  efectos  de  sus  decretos  ilegales, 
deberían  prestar  a  este  punto  especial  cuidado,  como  lo 
hemos  dicho  ya  al  ocuparnos  de  la  parte  2."  del  art.  82. 
Sena  Ifirgoe  inoficioso  pretender  citar  todos  los  casos  de 
disposiciones  administrativas  que  han  invadido  los  do- 
minios del  lejislador  i  aun  del  poder  judicial,  i  que  han 
quedado  sm  efecto,  sin  que  hayan  «ido  derogadas  por  el 
¿ejecutivo,  merced  solo  a  la  actitud  firme  de  nuestros 
Iribunales. 

En  cuanto  a  la  inversión  de  las>ntas  públicas,  ella 
debe  hacerse  conforme  al  presupuesto  i  á  las  leyes  es- 


(1)  cBoletín  de  las  Leyes»,  lib.  46,  páj.  62 

(2)  « Gacefadejlos  Tribunales,  do  1878,?eateDc¡anúm  879i,  páj.  1677. 
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peciales  a  que  se  refiere  el  art.  155  de  la  Constitución. 
Nos  referimos,  en  lo  tocante  a  este  punto,  a  nuestros  co- 
mentarios al  inciso  2.**  del  art.  37,  contenidos  en  el  pri- 
mer volumen  de  este  trabajo,  recordando  que,  para  ga- 
rantir la  buena  inversión  de  los  caudales  del  Estado,  el 
Gobierno  debe  rendir  cuenta  anual  de  dicha  inversión 
al  Congreso,  conforme  a  lo  dispuesto  en  la  parte  I.**  del 
art.  36  i  en  el  art  89  de  la  Carta  Fundamental. 


13."   ATRIBUCIÓN 

Es  atribución  especial  del  Presidente  de  la  República, 
conforme  a  esta  parte  del  art.  82,  ejercer  las  atribucio- 
nes del  patronato  respecto  de  las  iglesias,  beneficios  i 
personas  eclesiásticas,  con  arreglo  a  las  leyes. 

De  esta  disposición  se  infiere,  como  lo  hemos  observa- 
do al  ocuparnos  de  la  8.*,  que  el  patronato  comprende 
algo  mas  qiie  la  facultad  de  presentar  para  los  benefi- 
cios eclesiásticos.  El  comprende  todas  las  atribuciones 
que,  respecto  de  iglesias,  beneficios  i  personas  eclesiás- 
ticas, competen  al  Presidente  de  la  República  i  a  las  de- 
más autoridades  poHticas  con  arreglo  a  las  leyes;  i  esas 
leyes,  que  rejian  en  la  materia  en  1833,  son  las  conteni- 
das en  el  lib.  I.""  de  la  Recopilación  de  Indias  i  en  el  lib. 
1.°  de  la  Novísima  Recopilación,  en  los  casos  en  que  es- 
tas últimas  no  estuvieren  modificadas  por  aquéllas.  Rije, 
pues,  en  esta  materia  la  misma  lejislacion  que  en  la  épo- 
ca del  coloniaje,  salvo  en  aquellos  puntos  en  que  hubie- 
re sido  modificada  por  la  Constitución  o  por  leyes  pos- 
teriores. De  esto  último  tenemos  un  ejemplo  en  la  Lei 
Orgánica  de  Tribunales  de  15  de  octubre  de  1875,  que 
ha  suprimido  los  recursos  de  fuerza. 

Diariamente  pone  el  Ejecutivo  en  ejercicio  esta  atri- 
bución cuando  contesta  a  los  diocesanos  que  no  hai  por 
su  parte  inconveniente  para  que  se  nombre  cura  interi- 
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no  de  tal  parroquia  al  sacerdote  propuesto,  i  cuando 
aprueba,  en  cuanto  fuere  menester,  las  designaciones  de 
funcionarios  dclesiásticos  que  están  encargados  de  asun- 
tos que  afectan  al  orden  temporal. 

En  el  ejercicio  de  esta  atribución  debe  procederse  con 
arreglo  a  las  leyes^  pues  así  lo  dispone  la  Constitución. 
Sin  embargo,  se  han  introducido  prácticas  que  no  están 
apoyadas  en  lei  alguna,  i  cuya  observancia  los  gobier- 
nos reclaman  como  una  atribución  incuestionable.  Tal 
es,  por  ejemplo,  la  de  aprobar  la  designación  que  los  ca- 
bildos hacen  de  Vicario  Capitular  en  sede  vacante.  Nin- 
guna lei  lo  decide  así;  pero  la  costumbre  ha  sancionado 
ese  sistema,  atendida  la  naturaleza  de  las  funciones  que 
ejerce  el  Vicario,  i  apesar  de  lo  dispuesto  en  el  art.  160 
de  la  Constitución. 

Puede  leerse  acerca  de  esta  materia  el  interesante  de- 
bate sostenido,  en  los  meses  de  julio  a  setiembre  de  1878, 
entre  el  señor  don  Miguel  Luis  Amunátegui,  Ministro 
entonces  del  Culto,  i  el  señor  don  Joaquín  Larrain  Gran- 
daríllas.  Obispo  de  Martirópolis  i  Vicario  Capitular  de 
esta  Arquidiócesis,  aéerca  de  ciertos  nombramientos  he- 
chos por  este  último,  i  que  dieron  lugar  a  dificultades 
que  tuvimos  nosotros  la  satisfacción  de  zanjar  por  los 
decretos  espedidos  el  1.°  i  el  3  de  julio  de  1879,  cuando 
nos  cupo  la  honra  de  servir  aquel  Ministerio.  (1) 

I  para  no  citar  mas  casos  de  aplicación  de  las  mencio- 
nadas leyes  españolas,  recordaremos,  por  ser  ella  fre- 
cuente, que  en  las  leyes  12,  tít.  12,  lib.  1.®  de  la  Novísima 
Recopilación,  en  la  l.^  tít.  3.*^,  i  en  la  2.^  tít.  6.^  lib.  1. 
de  la  Recopilación  de  Indias,  se  funda  constantemente  el 
Ejecutivo  para  permitir  que  se  establezcan  en  Chile  comu- 
nidades relijiosas  i  para  concederles  personería  jurídica. 


(l)  Anexa  nú n?.  i.  Notas  »Iel  Vicario  Ci>pitt.Iar  i  decret  s  supremos 
del.M8dejaI:'d:  1879. 
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Esas  leyes,  como  todas  las  españolas  que  rejian  en 
Chile  en  la  época  en  que  proclamó  su  independencia, 
han  continuado  en  vigor,  porque  tal  ha  sido  la  vohiutad 
de  la  Nación  al  no  derogarlas  por  medio  de  otras;  sin 
que  sea  admisible  sostener,  como  tantos  lo  han  hecho, 
que  el  patronato  corresponde  al  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca como  5^^65orcZeZJffe?^f/eJ575/?a/la,  porque  si  hubiera  suce- 
dido a  éste  en  sus  derechos,  suponemos  que  le  habria  su- 
cedido también  en  sus  obhgaciones.  Nosotros  no  admi- 
timos como  oríjen  del  patronato  sino  la  voluntad  de  la 
Nación,  en  la  forma  que  dijimos  al  ocuparnos  del  art.  5.** 

Acerca  de  este  punto,  véase  el  decreto  supremo  de  21 
de  mayo  de  1869,  que,  atendida  su  importancia,  publica- 
mos entre  los  anexos,  precediéndolo  del  acta  de  la  se- 
sión del  Consejo  de  Estado  en  que  fué  acordado  (1),  por 
no  haber  sido  dada  a  luz  en  el  «Boletín  Oficial»  esta  úl- 
tima pieza. 

14.*  ATRIBUCIÓN 

Entre  las  atribuciones  especiales  del  Presidente  de  la 
República  se  cuenta,  conforme  a  la  parte  14.*  del  art.  82, 
la  de  ccconceder  el  pase,  o  retener  los  decretos  concilia- 
res, bulas  pontificias,  breves  i  rescriptos  con  acuerdo 
del  Consejo  de  Estado;  pero  si  contuviesen  disposicio- 
nes jenerales,  solo  podrá  concederse  el  pase  o  retenerse 
por  medio  de  una  lei.» 

¿A  qué  clase  de  disposiciones  se  refiere  este  inciso? 

La  redacción  jeneral  i  absoluta  del  anterior  precepto 
constitucional  podria  hacer  creer  que  él  se  refiere  a 
toda  clase  de  disposiciones  pontificias  o  conciliares. 
Nos  parece  evidente,  sin  embargo,  atendido  el  funda- 
mento en  que  dicho  precepto  de3cansa,  que  él  no  puede 


(l)  Vide  anexo  Túm.  2. 
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referirse  a  asuntos  meramente  espirituales.  Tratándose 
de  asuntos  que  tengan  este  carácter  esclusivamente,  ¿a 
qué  conduciría  la  concesión  o  retención  del  pase  por  las 
autoridades  politicas.de  la  Nación,  que  están  llamadas  a 
ocuparse  de  asuntos  temporales^ 

Las  decisiones  dogmáticas  del  Concilio  del  Vaticano 
no  han  obtenido  el  pase  o  exequátur  de  nuestras  autori- 
dades políticas.  I,  sin  embargo,  suponemos  que  los  ca- 
tólicos no  habrán  creido  que  debian  aguardar  la  conce- 
sión de  ese  pase  para  aceptar  como  verdaderas  esas  de- 
claraciones i  respetarlas  como  tales.  En  1873,  espidió 
Pío  IX  la  famosa  bula  «Romanus  Pontifex)),  en  la  cual 
prohibe,  de  una  manera  terminante,  a  los  eclesiásticos 
católicos  presentados  para  Obispos  o  Arzobispos,  encar- 
garse del  gobierno  de  las  diócesis  antes  de  haber  sido 
preconizados  i  consagrados  en  forma.  Esta  disposición 
pontificia,  que  ha  dejado  sin  efecto  el  sistema  que  auto- 
rizaban las  lej^es  españolas  de  los  Arzobispos  i  Obispos 
electos  ejerciendo  jurisdicción,  no  ha  obtenido  el  pase  en 
Chile,  i  es,  sin  embargo,  perfectamente  seguro  que  nin- 
gún sacerdote,  presentado  o  postulado  para  esos  cargos, 
aceptará  en  lo  futuro  el  gobierno  de  la  diócesis  respec- 
tiva, antes  de  haber  sido  preconizado  i  consagrado,  o  de 
haber  obtenido  autorización  especial  de  Su  Santidad, 
por  mas  que  las  autoridades  j)olí ticas  le  inviten  a  ha- 
cerlo. 

La  exajeracion  en  esta  materia  produce  resultados 
diametralmente  opuestos  a  los  que  con  ella  se  buscan. 
Ejemplo  de  ella  es  el  decreto  de  7  de  diciembre  de 
1838,  firmado  por  el  Jeneral  Prieto  i  por  don  Ramón 
Luis  Irarrázaval,  en  que  se  establece  la  necesidad  del 
previo  permiso  del  Gobierno  para  conceder  pases  a  los 
decretos,  bulas,  breves  o  rescriptos  que,  a  solicitud  par- 
ticular, se  hubieren  obtenido  de  la  Santa  Sede  o  de  cual- 
quiera otra  autoridad  o  establecimiento  eclesiástico  que 
existiere  fuera  del  pais.    I  ese  decreto,  que  fué  dictado 
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cuando  el  Ejecutivo  estaba  investido  de  toda  la  suma 
del  poder  público^  por  la  famosa  lei  de  enero  de  1837,  es- 
ceptúa  de  lo  que  en  él  se  dispone  solo  las  solicitudes 
que  deben  despacharse  por  penitenciaría.  Parece  que  los 
autores  de  tal  medida,  apesar  de  ser  católicos,  creyeron 
que,  ademas  del^o^e  necesario  para  introducir  en  Chile 
disposiciones  pontificias,  se  necesitaba  de  oivo pase  o  per- 
miso  previo  para  que  pudieran  ir  a  Roma  las  solicitudes 
de  los  chilenos,  aun  cuando  se  refirieran  a  asuntos  tan 
inocentes  como,  por  ejemplo,  el  permiso  para  establecer 
un  oratorio  u  otros  semejantes. 

I  agrega  el  decreto-lei  que  soh  se  esceptúan  de  lo  que 
él  dispone  las  solicitudes  que  se  despachan  por  peniten- 
ciaría. Por  manera  que  si  él  no  hubiera  tenido  a  bien 
hacer  mérito  de  tal  escepcion,  pensaba  el  Gobierno  que, 
a  juicio  de  la  Constitución  probablemente,  era  necesario 
que  un  chileno  que  deseaba  obtener  del  Papa  absolución 
de  algún  pecado  reservado,  principiara  por  comunicarlo 
al  Presidente  de  la  República  i  al  Consejo  de  Estado. 

La  verdad  es  que  no  es  posible  aceptar  interpretacio- 
nes semejantes,  i  que  es  mui  fácil  fijar  el  alcance  verda- 
dero i  racional  de  la  atribución  que  examinamos.  Por 
exajerarlo,  los  Grobiernos  han  llegado  al  resultado  de  que 
cada  dia  van  siendo  mas  i  mas  raros  los  casos  en  que 
dicha  atribución  se  pone  en  ejercicio. 

Para  nosotros  es  evidente  que  su  alcance  no  puede  re- 
ferirse sino  a  aquellas  disposiciones  pontificias  o  conci- 
liares, que  se  refieran  a  asuntos  que  se  rocen  con  el  or- 
den temporal,  o  sea  a  aquellas  que  en  algún  sentido  de- 
ben producir  efectos  civiles.  Como  la  facultad  de  dictar 
disposiciones  de  este  carácter  no  puede  ni  debe  residir 
sino  en  las  autoridades  políticas  del  pais,  i  de  ninguna 
manera  en  las  estranjeras,  sean  éstas  cuales  fueren;  es 
claro  que,  para  que  dichas  disposiciones  puedan  surtir  tales 
efectos,  deben  ser  aprobadas,  o,  lo  que  es  lo  mismo,  debe 
concedérseles  el  pase  por  la  autoridad  nacional  corrcspon- 

TOMO  II  14 
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diente.  Si  esa  aprobación  les  falta,  es  evidente  que  no  pro- 
ducirán dichos  efectos,  como  sucede,  con  arreglo  a  l6  dis- 
puesto en  el  art.  255  de  la  Lei  Orgánica  de  Tribunales, 
cuando  se  suscita  competencia  entre  un  tribunal  civil  i 
uno  eclesiástico,  i  la  Corte  Suprema  resuelve  que  el  cono- 
cimiento del  negocio  corresponde  al  primero.  En  tal  caso 
las  resoluciones  del  tribunal  eclesiástico  no  producen 
efectos  civiles. 

Nos  parece  que  una  sanción  semejante  bastarla  para 
que  fuese  respetado  el  precepto  que  contiene  la  parte 
14.'  del  art.  82  de  la  Constitución.  Se  trata,  por  ejemplo, 
de  un  matrimonio  misto,  i  se  obtiene  de  Su  Santidad  el 
permiso  correspondiente  para  celebrarlo.  Si  ese  permi- 
so no  obtiene  el  pase^  es  claro  que  el  matrimonio  no  lo 
sería  para  las  leyes  del  Estado  i  que  no  produciría  efec- 
tos civiles  de  ninguna  especie.  Nos  imajinamos  que  esta 
pena  sería  mas  que  suficiente  castigo  para  los  que  omi- 
tieran pedir  el  pase  a  esa  breve,  en  la  forma  prescrita 
por  la  Constitución. 


o 

o    0 


¿Qué  se  entiende  por  disposiciones  jenerales  para  los 
electos  de  la  parte  14.*  del  art.  82  de  la  Constitución? 
Importa  decidir  este  punto  para  saber  cuándo  el  pase 
debe  ser  concedido  o  retenido  por  decreto  del  Presidente 
de  la  República,  librado  con  acuerdo  del  Consejo  de  Es- 
tado, i  cuándo  debe  serlo  por  lei. 

En  nuestro  concepto  interesa  mui  poco,  para  ilustrar  es- 
ta cuestión,  saber  si  la  disposición  pontificia  o  conciliar 
va  a  producir  efectos  sobre  poca^  o  sobre  muchas  perso- 
nas. Lo  que  interesa  averiguar  easi  el  asunto  a  que  ella 
se  refiere  es  materia  de  lei  o  de  decreto.  Si  lo  primero,  el 
pase  debe  concederse  o  retenerse  por  lei;  si  lo  segundo, 
por  un  simple  decreto^  espedido  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo de  Estado,  ya  que  la  Constitución  ha  introducido  en 
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el  mecanismo  creado  por  ella  esa  rueda  que  considera- 
mos teóricamente  inútil. 

Así,  por  ejemplo,  las  bulas  de  cruzada  i  dé  carne,  aun- 
que obligan  en  conciencia  a  todos  los  católicos  residentes 
en  Chile,  han  obtenido  siempre  el  pase  por  decreto  i  no 
por  leí;  porque,  según  lo  hemos  dicho  al  ocuparnos  del 
inciso  1.**  del  art.  37  (1),  ellas  no  importan  una  contribu- 
ción en  el  sentido  constitucional,  i  no  son,  por  consi- 
guiente, materia  de  lei. 

Por  el  contrario,  puede  suceder  que  una  disposición 
que  se  refiera  a  un  caso  concreto  i  especial  debiera  ob- 
tener el  pase  por  medio  de  una  lei.  Antes  de  dictarse  la 
Lei  Orgánica  de  Tribunales,  se  suscitó  pleito  entre  el 
Arzobispado  de  Santiago  i  el  Cabildo  Eclesiástico  del 
mismo,  acerca  de  si  pertenecia  a  aquel  o  a  éste  la  pro- 
piedad del  terreno  ubicado  en  la  esquina  de  la  Plaza 
de  Armas  de  esta  capital,  donde  está  actualmente  edifi- 
cado el  Palacio  Arzobispal.  Nuestras  leyes  no  resolvían 
cuál  debia  ser  el  juez  competente  para  conocer  en  el 
asunto,  o,  mas  bien  dicho,  se  referían  en  la  materia  a  las 
disposiciones  canónicas,  conforme  a  las  cuales  corres- 
ponde al  Sumo  Pontífice  la  decisión  de  las  cuestiones 
que  se  suscitaren  entre  un  Metropolitano  i  su  Cabildo. 

Consultado  el  caso  a  Su  Santidad,  que  no  es  eviden- 
temente juez  competente  a  los  ojos  de  la  lei  chilena,  pa- 
ra resolver  yz/ícebs  civiles^  como  lo  es  el  que  versa  sobre 
propiedad  de  una  cosa;  decidió  que  él  debia  ser  fallado 
por  los  tres  Obispos  sufragáneos  de  la  Serena,  Concepción 
i  Ancud.  El  Metropolitano  i  el  Cabildo,  comprendiendo 
que  el  breve  respectivo  no  podría  obtener  el  pase  del 
Ejecutivo,  porque  la  creación  de  tribunales  es  en  Chile 
Tnatería  de  let]  i  comprendiendo  talvez  que  en  el  Congre- 
so el  asunto  daría  lugar  a  dificultades,  porque  la  Constí- 


(1)  Yéafle  páj,  142  i  BÍsnientes,  tomo  [h 
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tucion  no  autoriza  la  creación  de  un  tribuna,!  especial 
para  un  caso  también  especial,  i,  lejos  de  eso,  la  prohibe 
en  su  art.  134;  tomaron  el  partido  de  someter  el  asunto 
a  arbitraje,  nombrando  arbitros  a  los  tres  indicados  Obis- 
pos, quienes  quedaron  así  investidos  de  la  facultad  de 
fallar  el  pleito,  como  lo  fallaron  en  efecto,  de  manera  que 
la  sentencia  fuera  tal  para  nuestras  leyes,  i  dando  así 
cumplimiento  a  la  disposición  pontificia  a  que  hemos 
aludido. 

Es  evidente  que  si  se  hubiera  otorgado  pase  a  aquel 
breve,  habría  debido  concederse  por  una  lei^  porque,  lo 
repetimos,  la  creación  de  tribunales  es  materia  de  lei, 
conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art.  108  de  la  Constitu- 
ción. 

Obedeciendo  a  esta  teoría,  el  Ejecutivo  pasó  al  Senado, 
en  sesión  de  7  de  junio  de  1852,  una  bula  pontificia  re- 
lativa a  reforma  de  las  comunidades  regulares  i  al  esta- 
hlecimiento  de  un  Tribunal  Eclesiástico  que  resolviera  en 
tercera  instancia  las  causas  eclesiásticas.  I  apesar  de  que 
el  Presidente  de  la  República  procedió  así  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Estado,  el  Senado]  resolvió,  en  sesión 
de  31  de  agosto  del  año  ciguiente,  con  solo  un  voto  en 
contra,  que  debia  devolverse  la  indicada  bula,  aprobando 
un  proyecto  que  pasó  a  la  otra  Cámara,  redactado  en  los 
términos  siguientes:  «Devuélvanse  al  Presidente  de  la 
República  el  breve  do  26  de  junio  i  la  bula  de  23  del 
mismo  de  1850  para  que,  conforme  a  la  parte  14  del  art, 
82  de  la  Constitución,  pueda  otorgarle  el  respectivo  pase.i> 

El  Senado  se  manifestó  así  menos  celoso  de  las  prero- 
gativas  del  Congreso  que  el  Presidente  de  la  República, 
pues  le  declaraba  competente  para  decidir  un  caso  en  que 
este  mismo  se  habia  reconocido  incompetente.  La  Cámara 
de  Diputados,  en  sesión  de  6  de  setiembre  de  1853,  pa- 
só a  su  Comisión  Eclesiástica  el  proyecto  de  lei  que  aca- 
ba de  copiarse.  No  hemos  encontrado  el  informe  de  di- 
cha Comisión  en  el  «Boletín  de  Sesiones»,  i  parece  que 
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la  Cámara  de  Diputados  no  despachó  el  proyecto  del  Se- 
nado, pues  tampoco  hemos  encontrado  en  el  «Boletín  de 
las  Leyes»  la  que  debería  haberse  promulgado  en  el  caso 
contrarío.  Si  la  Cámara  de  Diputados  se  abstuvo  en  el 
asunto,  fué,  sin  duda,  porque,  no  participando  de  la  opi- 
nión del  Senado,  i  sí  de  la  del  Presidente  de  la  ilepúbli- 
ca,  quiso  evitar  un  conflicto  desagradable,  en  que  toda 
la  razón  habría  estado  de  parte  de  ella  i  del  Ejecutivo, 
ya  que  no  es  posible  desconocer  que  en  Chile  se  requie- 
re leí  para  crear  tribunales,  i  en  aquella  bula  se  trataba 
de  esto  precisamente. 

En  consecuencia,  no  nos  parece  aceptable,  bajo  el  pun- 
to de  vista  constitucional,  la  definición  que  el  señor  don 
Miguel  María  Güemes,  Ministro  del  Culto,  dio  en  el  Se- 
nado de  las  palabras  disjposijdones  jenerales  empleadas 
por  nuestra  Carta  Fundamental,  con  motivo  de  la  discu- 
sión que,  acerca  del  patronato,  tuvo  lugar  entre  él  i  los 
señores  don  Francisco  Javier  Ovalle  Bezanilla  i  don  Má- 
ximo Mujica,  en  las  sesiones  de  13  i  15  de  julio  de  1863. 
A  juicio  del  señor  Güemes,  disposiciones  jenerales  son 
las  que  se  refieren  a  todo  el  orbe  católico.  Los  señores 
Ovalle  i  Mujica  entendían  por  tales  las  que  eran  obliga- 
torias para  todos  los  católicos  de  Chile;  i  nos  parece  que 
estaban  en  la  verdad,  pues  la  Constitución  no  puede  ra- 
cionalmente haber  tomado  como  base  para  establecer  la 
distinción  de  pase  concedido  por  lei  o  por  decreto^  una 
circunstancia  que  en  nada  se  relacione  con  los  habitan- 
tes de  Chile.  Conforme  a  la  teoría  del  señor  Güemes, 
nna  bula  que  estableciera  tribunales  de  tercera  instan- 
cia para  fallar  las  causas  eclesiásticas  en  todo  el  orbe  ca- 
tólico^  debería  obtener  el  pase  por  medio  de  una  lei.  I  si 
esa  bula  estableciera  idéntica  cosa  para  el  fallo  de  todas 
las  causas  eclesiásticas  que  se  siguieran  en  Chile,  el  pa- 
se no  sería  materia  de  lei  sino  de  decreto,  apesar  de  que, 
respecto  de  toda  la  República,  sería  idéntico,  do  todo  punto 
idéntico^  el  efecto  do  ambas  bulas.  ¿Es  esto  admisible? 
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Nos  parece  que  de  lo  dicho  se  infiere  que  los  decretos 
conciliares,  bulas,  breves  i  rescriptos  pontificios  que  con- 
tuviesen disposiciones  que,  según  nuestro  derecho  pú- 
blico, fueren  materia  de  lei,  deben  obtener  el  pase  tam- 
bién por  medio  de  una  lei.  En  el  caso  contrario,  el  pase 
se  concederá  o  retendrá  por  decreto  del  Presidente  de  la 
República,  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado. 

Aun  cuando  sería  posible  citar  casos  en  que  esta  regla 
no  haya  sido  respetada,  pensamos,  sin  embargo,  que  ella 
es  la  única  aceptable  con  arreglo  a  la  Constitución  i  a  la 
sana  lójica. 

En  la  larga  discusión  a  que  dio  lugar  en  la  Cámara  de 
Diputados  (1)  el  proyecto  de  lei,  que  tuvo  por  objeto  con- 
ceder al  Arzobispo  i  a  los  Obispos  de  Chile  cinco  mil 
pesos  a  cada  uno,  para  atender  a  los  gastos  que  les  de- 
mandara el  viaje  que  debían  hacer  a  Roma^  con  la  mira 
de  asistir  al  Concilio  del  Vaticano,  que  debia  abrirse  el 
8  de  diciembre  de  1869,  i  para  el  cual  habían  sido  con- 
vocados; proyecto  que  combatieron  los  señores  don  Ma- 
nuel Antonio  Matta,  don  José  Victorino  Lastarria,  don 
Benjamín  Vicuña  Mackenna  i  don  Domingo  Arteaga 
Alemparte,  í  que  defendieron  los  señores  don  Joaquin 
Blest  Gana,  Ministro  del  Culto,  don  Alejandro  Reyes,  don 
Abdon  Cifuéntes  i  don  Enrique  Tocornal;  él  fué  obje- 
tado, entre  otras  razones,  como  inconstitucional^  por  cuan- 
to la  bula  de  convocación  al  Concilio  no  había  sido  co- 
municada al  Ejecutivo  ni  obtenido  el  pase  correspon- 
diente. En  favor  del  proyecto  se  dijo,  entre  otras  cosas, 
que  el  Estado  tenía  obligación  de  conceder  los  fondos  a 
que  él  se  referia,  ya  como  consecuencia  de  la  obligación 
deprotejer  la  relijion  católica,  que  le  impone  el  art.  5.°, 
ya  como  resultado  del  deher  de  facilitar  a  los  Obispos  el 


(1)  Sesiones  de  la  Cámara  de  Dipatados  de  11,  16,  28  i  80  de  sgoitOi 
l«o  i  6  de  Bctiembre  de  1869. 
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cumplimiento  de  las  obligaciones  que  su  cargo  les  impo- 
ne igualmente  i  que  han  jurado  cumplir,  una  de  las  cua- 
les es  la  de  asistir  a  los  Concilios  Jenerales  para  que 
fueren  convocados;  i  se  sostuvo  que  la  bula  de  con- 
vocación del  Papa  no  necesitaba  del  pase  a  que  se 
aludia. 

Nosotros  pensamos  entonces  i  pensamos  todavía  que 
el  Estado  no  estaba  obligado  a  conceder  los  fondos  pedi- 
dos, siendo  de  ello  la  mejor  prueba  el  hecho  de  tener 
que  solicitarlos  del  Congreso  por  medio  de  un  proyecto 
que  pudo  ser  despachado  en  contra,  así  como  fué  despa- 
chado en  favor.  Pensamos  que  el  proyecto  nada  tenia 
de  inconstitucional,  tanto  porque  la  leí  puede  asignar  o 
no  asignar  fondos  para  lo  que  quiera,  cuanto  porque  una 
bula  convocando  a  todos  los  Obispos  católicos  a  un  Con- 
cilio Jeneral,  es  algo  que  no  podría  sor  en  Chile  materia 
ni  de  leí  ni  de  decreto^  i  algo,  por  consiguiente,  que,  no 
produciendo  efectos  civiles,  nada  tiene  que  ver  con  el 
pase  a  que  alude  la  parte  lé.""  del  art.  82  de  la  Constitu- 
ción, desde  que  el  Concilio  iba  a  reunirse  en  Roma  i  no 
en  Chile. 

En  la  discusión  de  aquel  asunto  no  encontramos  com- 
prometido ningún  principio  constitucional.  Aquello  era 
simplemente  una  cuestión  de  decoro;  i  desde  que  no  se 
desconocía  el  deber  en  que  los  Obispos  se  'encontraban 
de  concurrir  al  Concilio,  parecía  natural  acordarles  al- 
gún suplemento  de  renta,  que  les  permitiera  sostener  en 
Roma  con  decencia  su  dignidad  propia  i  la  de  un  país 
que,  según  su  Constitución  política,  debe  protección  es- 
pecial a  la  relijíon  católica.  Por  lo  demás,  nos  parece 
que,  si  la  bula  de  convocación  hubiera  de  haber  requeri- 
do pase,  bien  podia  considerarse  como  tal  la  leí  misma 
que  se  trataba  de  dictar,  i  que  se  dictó  en  efecto.  Ella  im- 
portaba, en  verdad,  en  cuanto  a  la  concesión  de  fondos 
para  el  viaje  de  los  Obispos  a  Roma,  un  verdadero  i  so- 
lemne pase  implícitamente  otorgado  a  la  bula  en  que  se 
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les  citaba  j)ara  el  Concilio,  i  un  pase  que  debia  ser  mate- 
ria de  lei^  desde  que  se  solicitaban  fondos  para  tal  ob- 
jeto. 

15.*     ATRIBUCIÓN 

La  décima  quinta  atribución  especial  del  Presidente 
de  la  República  es  la  de  conceder  indultos  particulares 
con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado;  salvo  el  caso  de  los 
Ministros,  Consejeros  de  Estado,  miembros  de  la  Comi- 
sión Conservadora,  Jenerales  en  Jefe  e  Intendentes  de 
provincia,  acusados  por  la  Camarade  Diputados  i  juzga- 
dos por  el  Senado.  En  tal  caso  el  indulto  particular  no 
podría  ser  otorgado  a  estos  individuos  sino  por  el  Con- 
greso. 

El  fundamento  de  la  escepcion  es  claro.  En  la  acusa- 
ción interpuesta  por  la  Cámara  de  Diputados  contra 
cualquiera  de  los  funcionarios  a  que  alude  la  segunda 
parto  del  inciso  15  del  art.  82  de  la  Constitución,  está  o 
puede  estar  comprometido  de  una  manera  mas  o  menos 
directa,  mas  o  menos  inmediata,  el  mismo  Presidente  (i 
quizá  el  mismo  Consejo  de  Estado),  que  habría  de  otor- 
gar el  indulto  conforme  a  la  primera  parte.  La  tentación 
de  indultarse  a  sí  mismo  sería  poderosa.  Ha  obrado  bien 
la  Carta  Fundamental  al  hacerla  imposible. 

No  hai  para  qué  detenerse  en  digresiones  acerca  de 
la  conveniencia  i  aun  necesidad  de  la  facultad  de  indul- 
tar. No  conocemos  Constitución  que  no  la  reconozca. 
La  nuestra  de  1828,  la  atribuia,  en  todo  caso  i  sin  distin- 
ción alguna,  al  CongTeso  Nacional,  en  el  inciso  13  de  su 
art.  46.  Nos  parece  que  ha  sido  bien  reformada  por  la 
de  1833,  que,  según  lo  dijimos  en  otra  parte,  confiere  al 
Congreso  la  facultad  de  conceder  amnistías  e  indultos  je- 
nerales, i  al  Presidente  de  la  República  la  de  conceder 
indultos  particulares,  esto  es,  aquellos  que  se  refieren  a 
casos  concretos  i  a  personas  determinadas. 
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Pero  si  estamos  conformes  en  reconocer  que  no  con- 
vendría reservar  al  Congreso  la  facultad  de  conceder  in- 
dultos particulares^  porque  él  no  funciona  sino  en  ciertas 
épocas;  porque  no  es  posible  mantener  en  prolongada 
incertidumbre  la  situación  del  reo  que  solicita  el  indulto; 
i  porque  un  Congreso,  compuesto  de  muchos,  es  de  or- 
dinario poco  adecuado  para  apreciar  los  datos  que  arro- 
ja im  espediente  relativo  a  casos  concretos  i  especiales; 
no  nos  parece  que,  al  confiar  al  Presidente  esa  facultad, 
haya  obrado  bien  la  Constitución  exijiendo  el  acuerdo  del 
Consejo  de  Estado.  Sin  ir  tan  lejos  como  nuestro  malo- 
grado amigo  Juan  Manuel  Carrasco  Albano,  que  opina- 
ba porque  la  concesión  de  indultos  particulares  se  re- 
servara a  los  tribunales,  nosotros  pensamos  que  es  el 
dcíierdo  de  éstos,  i  no  el  del  Consejo  de  Estado,  el  que 
debió  exijirse  para  el  otorgamiento  de  esa  gracia,  man- 
teniendo la  atribución  constitucional  del  Presidente  de 
la  República.  Cuando  el  tribunal  que  ha  impuesto  una 
condenación  con  arreglo  a  la  lei,  prestara  al  Presidente 
su  acuerdo  para  indultar  al  condenado,  ese  acuerdo,  da- 
do con  pleno  conocimiento  de  los  autos,  es  probable  que 
ofrecería  mayores  garantías  de  ser  fundado  i  equitativo, 
que  el  que  presta  hoi  en  tales  asuntos  el  Consejo  de  Es- 
do,  que,  en  la  jeneralidad  de  los  casos,  despacha  los  in- 
dultos sin  conocimiento  alguno  de  los  procesos. 

o 

o  o 

¿El  indulto  es  también  estensivo  a  la  pena  pecuniaria 
que  imponen  las  sentencias? 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  31  de  octu- 
bre de  1849  (1),  sostuvo  que  sí  el  señor  don  Manuel 
Antonio  Tocomal  Grez,  Ministro  de  Justicia,  impugnan- 
do la  observación  que  el  señor  don  Federico  Errázuríz 


(1)  cAraacano»,  núm.  1019. 

TOMO  u  15 
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tizo  al  decreto  que  concedió  a  don  Juan  Aldunate  in- 
dulto, entre  otras  penas,  de  la  níulta  de  quince  mil  pe^ 
eos  que  le  habia  impuesto  a  favor  del  Fisco  una  senten- 
cia de  los  tribunales. 

El  señor  Tocornal  recordó  varios  casos  de  indultos 
particulares  que  se  hablan  estendido  a  la  pena  pecunia- 
ria; i  es  la  verdad  que,  no  distinguiendo  la  Constitu- 
ción entre  penas  aflictivas  i  penas  pecuniarias,  pues 
atribuye  al  Presidente  la  facultad  de  conceder  indul- 
tos particulares,  sin  decir  si  puede  referirse  a  aque- 
llas i  no  a  estasy  es  evidente  que  a  ambas  es  aplica- 
ble. Tratándose  de  multas  que  se  aplican  en  beneficia 
del  Fisco  o  de  las  Municipalidades  así  se  ha  practicado  en 
muchísimos  casos,  de  los  cuales  podría  recordarse  mas 
de  uno  ocurrido  con  motivo  de  las  multas  que,  para  cas- 
tigar faltas  electorales,  in^usieron  los  jurados  que  creó 
el  art.  10^  de  la  lei  de  12  de  noviembre  de  1874,  i  cuya 
vida  fué  tan  corta,  que  quedaron  suprimidos  por  la  Lei 
Orgánica  de  Tribunales  de  15  de  octubre  de  1875.  Mas 
de  un  condenado  a  pagar  multa  por  dichos  jurados,  filó 
indultado  de  ella  por  el  Presidente  de  la  República  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado. 

La  cuestión  no  nos  sujiere  duda  cuande  se  trata  de 
multas  a  beneficio  del  Fisco  o  de  las  Municipalidades,  i 
ella  está  resuelta  en  un  sentido  afirmativo  i  rigorosa- 
mente ccmforme  con  el  precepto  constitucional.  Difícil 
será  que  se  presente  el  caso  de  una  multa  o  pena  pecu- 
niaria, impuesta  por  sentencia  en  favor  del  ofendido^ 
porque  el  artículo  60  del  Código  Penal  determina  en  je- 
neral  que  el  producto  de  las  multas  se  aplicará  a  fondos 
municipales  del  departamento  o  territorio  municipal 
donde  se  cometió  el  delito  que  se  castiga.  Sin  embargo, 
si  tal  caso  ocurriere,  es  decir,  si  se  tratare  de  una  multa 
impuesta  en  favor  de  un  individuo  particular,  pensamos 
que,  aun  cuando  el  precepto  constitucional  es  absoluto 
en  sus  términos,  el  indulto  no  deberia  referirse  a  esa 
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multa  conforme  a  los  buenos  principios;  porque,  como 
io  dice  mui  bien  Blackstone,  el  rei  (el  poder  público)  no 
puede  hacer  gracia  cuando  la  persecución  del  ofensor 
interesa  principalmente  a  un  particular:  non  potest  rex 
graiicm  faceré  cum  injuria  et  damno  aliorum.^  (1) 

El  caso  a  que  aludimos,  si  no  es  probable  tratándose 
de  multas,  lo  es  tratándose  de  una  pena  como  la  de  co- 
miso. Supóngase  un  individuo  condenado  al  comiso  de 
una  cantidad  de  tabaco,  por  ejemplo,  o  a  la  de  otro  obje- 
to cualquiera,  ¿Podria  indultársele  dicha  pena,  privando 
así  al  denunciante  de  la  parte  que  en  el  precio  de  venta 
del  objeto  decomisado  le  concediera  la  lei?  Nos  parece 
evidente  que  nó,  i  que  debe  entenderse,  como  lo  indica 
también  Blackstone  al  ocuparse  del  objeto  del  perdón  o 
indulto,  que  no  puede  concederse  indulto  particular 
cuando  se  trata  de  infracciones  de  leyes,  que,  pudiendo 
ser  denunciadas  por  cualquiera,  confieren  al  denunciante 
un  verdadero  derecho  de  propiedad  sobre  parte  del  va- 
lor de  la  cosa  que  es  materia  de  la  contravención  o  de- 
lito denunciado. 

Conveniente  sería  que  alguna  lei  consagrara  entre 
nosotros  una  interpretación  tan  natural  del  precepto  re- 
ferente a  indultos  particulares,  a  fin  de  evitar  el  peligro, 
que  creemos  bien  remoto,  de  que  pudiera  ocurrir  un  caso 
como  el  aludido  en  el  párrafo  anterior. 


o 

o  o 


¿Puede  el  Presidente  de  la  República  conceder  indul- 
tos particulares  de  oficio  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Estado,  o  es  menester  que  preceda  petición  de  parte  para 
que  tal  concesión  tenga  lugar?  Contestamos  a  esta  pre- 
gunta, como  lo  hemos  hecho  respecto  de  la  anterior,  que 
la  Constitución  no  establece  distinción  alguna  acerca  de 

(1)  Blackstone,  GommeDtairfs  anx  loía  anglaisce,  tomo  6,  páj.  ^6, 
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este  punto,  i  que,  por  lo  tanto,  el  indulto  particular  ^we- 
de  ser  otorgado  aun  cuando  no  lo  pida  el  condenado  i 
aun  cuando  no  se  presentase  solicitud  alguna  a  su  nom- 
bre. Reconocemos  que  no  conviene  adoptar  como  regla 
el  sistema  de  conceder  indultos  sin  petición  de  parte; 
pero  nos  parece  innegable  que  la  facultad  de  otorgar 
gracia,  perdón  o  indulto,  puede  ponerse  en  ejercicio  es- 
pontáneamente por  la  autoridad  en  quien  reside,  movida 
a  impulsos  de  piedad  o  de  sabiduría  o  por  otras  causas, 
como  lo  dispone  la  lei  1.*,  título  32,  partida  7.*,  que  ha- 
bla de  los  perdones  que  podia  otorgar  el  rei. 

La  Corte  Suprema,  a  fin  de  dar  cumplimiento  a  lo  dis- 
puesto en  el  art.  2.°  de  la  lei  de  27  de  agosto  de  1849, 
que  reglamentaba  los  indultos  referentes  a  reos  condena- 
dos por  las  Cortes  de  Apelaciones  de  la  Serena  i  de 
Concepción,  ordenando  que  se  suspendiera  la  ejecución 
de  las  sentencias  de  dichos  tribunales,  que  hubiesen  im- 
puesto la  pena  de  muerte,  de  azote  o  de  vergüenza  pú- 
blica, hasta  que  se  haya  resuelto  lo  conveniente  acer- 
ca del  indulto;  dictó,  en  28  de  noviembre  de  1853,  el  si- 
guiente auto  acordado: 

«En  la  ciudad  de  Santiago  de  Chile,  a  28  de  noviem- 
bre de  1853,  se  reunieron  en  acuerdo  estraordinario  los 
señores  presidente  i  ministros  de  la  excelentísima  Cor- 
te Suprema  de  Justicia,  con  el  objeto  de  acordar  el  me- 
dio de  dar  su  debido  cumplimiento  al  supremo  decreto 
que  ha  sido  comunicado  al  tribunal  con  fecha  25  del 
actual,  cuyo  tenor  es  el  siguiente: — Santiago,  noviem- 
bre 25  de  1853. — El  Presidente  de  la  República  en 
acuerdo  de  hoi  ha  decretado  lo  siguiente: — Núm.  1171. 
— Estando  dispuesto  por  la  lei  de  27  de  agosto  de  1849 
que  se  suspenda  la  ejecución  de  las  sentencias  en  que 
las  Cortes  de  Concepción  i  la  Serena  condenen  a  la  pena 
de  muerte,  de  azotes  o  de  vergüenza  pública,  hasta  que 
el  Consejo  de  Estado  haya  resuelto  lo  conveniente  sobre 
el  recurso  de  indulto  que   se   interponga  en  dichas  sen- 
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tencias;  habiendo  razones  análogas  a  la  que  motivaron 
aquella  resolución  que  exijen  se  haga  ostensiva  a  los  tri- 
bunales de  la  capital  en  los  mismos  casos  en  que  tiono 
lugar  en  las  espresadas  Cortes,  i  a  fin  de  que  no  llegue 
a  ser  alguna  vez  ilusorio  el  derecho  de  solicitar  induUx), 
que  reconoce  la  Constitución  del  Estado  a  favor  do  los 
que  han  sido  juzgados  i  condenados,  vengo  en  acordar  i 
decreto: 

«Cuando  los  tribunales  de  la  capital  de  la  República 
condenen  a  la  pona  de  muerte,  de  azotes  o  de  vergüenza 
publica,  suspenderán  la  ejecución  de  la  sentencia  ínterin 
el  Consejo  de  Estado  decide  sobre  el  recurso  de  indulto 
que  de  ella  se  interponga.  En  tales  casos  los  espresados 
tribunales  someterán  al  gobierno  las  solicitudes  que  al 
efecto  se  eleven  ante  ellos,  acompañarán  copia  de  la 
sentencia  de  primera  i  segunda  instancia  que  motivan 
el  recurso  o  informarán  sobre  los  hechos  i  las  razones 
de  equidad  i  justicia  que  merezcan  ser  atendidos  para 
conceder  o  negar  el  indulto. — Comuniqúese  i  publique- 
se. — ^Lo  trascribo  a  V.  E.  para  su  conocimiento  i  fines 
consiguientes. — Dios  guarde  a  V.  E. — Silvestre  Ocha- 
gavia. — A  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

«Ten  su  vista  acordaron:  que  pronunciada  la  sentencia 
que  imponga  alguna  de  las  penas  designadas  en  el  pre- 
cedente supremo  decreto,  se  ponga  aquella  en  conoci- 
miento del  procurador  del  reo.^  a  fin  de  que  pueda  interpo- 
ner, en  la  forma  que  el  mismo  supremo  decreto  previene, 
el  correspondiente  recurso  de  indulto,  lo  que  deberá 
hacer  en  el  término  de  cuarenta  i  ocho  horas,  pasadas 
las  cuales  sin  que  tal  recurso  se  haya  interpuesto,  so 
remitirá  el  proceso  al  juez  de  primera  instancia,  a  efecto 
de  que  la  sentencia  sea  ejecutada.  Anótese  i  remítase  al 
Supremo  Gobierno  para  que  se  sirva  hacerlo  publicar  en 
el  periódico  oficial. — i?.  L.  Irarrázaval. — José  G.  Palma. 
— Fernando  Lazcano. — Andrés  de  Villegas. — De  orden  de 
S.  E. — José  de  la  Cruz  Cisterna^   secretarioí). 
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Del  auto  acordado  que  precede  se  deduce  que,  en 
aquella  fecha,  la  Corte  Suprema  parecía  profesar  el 
principio  de  que  el  indulto  debia  otorgarse  a  petición 
de  parte,  desde  que  ordenaba  que  la  sentencia,  en  loa 
casos  a  que  dicho  auto  acordado  se  refiere,  se  pusiera  en 
conocimiento  del  procurador  del  reo^  a  fin  de  que  pudiera 
interponer  el  recurso  de  indulto  dentro  de  cuarenta  i 
ocho  horas.  Bien  es  cierto  que,  siendo  ordinariamente 
ese  procurador  el  de  pobres  o  de  turno  en  lo  criminal, 
resulta  de  hecho  que  el  indulto  se  niega  o  se  concede,  en 
la  mayor  parte  de  los  casos,  sin  que  el  reo  lo  sepa  i  ni  si- 
quiera lo  sospeche. 

La  actual  Corte  Suprema  piensa,  sinembargo,  de  dis- 
tinta manera,  creyendo,  como  lo  creemos  nosotros,  que 
el  indulto  puede  concederse  de  oficio,  haya  o  no  haya  so- 
licitud de  parte. 

Con  motivo  del  decreto  que,  con  fecha  11  de  agosto 
de  1876,  dictó  el  Presidente  de  la  República,  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Estado,  reglamentando  la  manera  có- 
mo debian  aplicarse  las  penas  establecidas  para  ciertos 
delitos  por  la  lei  de  3  del  mismo  mes  i  año  (1),  el  refe- 
rido tribunal  dirijió  al  Ministerio  de  Justicia  dos  notas 
en  que  formulaba  ciertas  observaciones  respecto  del  es- 
presado decreto.  En  la  segunda  de  ellas,  fecha  26  de 
agosto  de  1876,  que  puede  leerse  en  el  boletin  de  la  se- 
sión de  la  Cámara  de  Diputados  de  28  del  mismo  mes  i 
año  (2),  dicha  Corte  dice,  a  propósito  de  la  cuestión  que 
nos  ocupa,  lo  que  sigue: 

((La  lei  de  27  de  agosto  de  1849  dispone  de  una  ma- 
nera jeneral  i  absoluta,  sin  limitar  sus  efectos  i  sin  dis- 
tinguir entre  reos  reincidentes  o  no  reincidentes,  que 
las  sentencias  condenatorias  de  azotes  no  se  ejecuten  sin 


(1)  Boletin  de  las  Leyee,  libro  44,  pajinas  248  i  249. 

(2)  Boletin  de  Sesiones  de  1876,  primer  tomo,  pajina  192. 
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que  el  Consejo  de  Estado  delibere  acerca  del  indulto  de 
la  pena.  El  decreto  de  11  del  presente  ordena  que  res- 
pecto a  los  reincidentes  no  se  aguarde  esa  deliberación 
del  Consejo,  i  aunque  ÜS.  espone  que  esto  se  entiende 
cuando  no  hai  solicitud  de  indulto^  lo  que  ya  modifica  el 
decreto,  no  deja  de  contrariar  sinembargo  la  lei  que 
prescribe  la  suspensión  haya  o  no  haya  solicitud  de  in- 
dulto.i> 

Las  últimas  palabras  del  párrafo  trascrito,  contenido 
en  la  nota  citada,  que  lleva  al  pié  la  firma  de  los  señores 
don  Manuel  Montt,  don  José  Miguel  Barriga,  don  José 
Alejo  Valenzuela,  don  Alvaro  Covarrúbias  i  don  Alejan- 
dro Reyes,  manifiesta  que,  ajuicio  del  tribunal,  hai  casos 
en  que  el  indulto  puede  concederse,  habiendo  o  no  ha- 
biendo solicitud,  i  que  no  es  inconstitucional  concederlo 
aun  cuando  no  lo  solicite  el  interesado.  Esta  opinión  no 
carece  de  precedentes  en  su  abono,  pues  no  faltan  casos 
de  indultos  particulares,  concedidos  por  el  Presidente  de 
la  República,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado,  sin 
que  haya  precedido  solicitud  de  parte.  Tal  ha  sido  el  ca- 
so del  indulto  otorgado  a  los  señores  don  Juan  Agus- 
tín i  don  Pedro  Enrique  Palazuélos,  en  que  el  Conse- 
jo de  Estado  lo  acordó  a  indicación  de  uno  de  sus 
miembros,  el  señor  don  Manuel  Antonio  Matta. 

Nos  parece,  pues,  perfectamente  correcta  la  opinión 
que  el  señor  don  José  María  Barceló,  Ministro  de  Justi- 
cia, sostuvo,  en  la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de 
29  de  agosto  de  1876,  en  el  sentido  de  que  puede  otor- 
garse un  indulto  particular  sin  que  preceda  necesaria- 
mente solicitud  de  parte,  pues  caso  ha  habido,  como  el  del 
señor  don  Pedro  ligarte,  en  que  el  indulto  fué  concedi- 
do, aunque  a  petición  de  su  señora  hermana,  contra  la 
voluntad  del  condenado. 

De  lo  dicho  puede  deducirse  que  la  opinión  del  Eje- 
cutivo i  la  de  la  Corte  Suprema  estuvieron  perfectamen- 
te de  acuerdo,  en  agosto  de  1876,  respecto  a  la  manera 
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cómo  resolvemos  la  cuestión  que  encabeza  estas  obser- 
vaciones. 

Agregaremos,  para  concluir,  que  las  amnistías  se  han 
concedido  siempre  sin  petición  alguna  de  los  interesa- 
dos, i  que  la  redacción  de  la  parte  15.^  del  art.  82  i  la 
del  inciso  11.''  del  37,  en  nada  difieren  a  propósito  de  la 
concesión  de  amnistías  i  de  indultos,  sean  éstos  jenera- 
les  o  particulares,  sino  en  cuanto  a  que  aquéllos  son  ma- 
teria de  lei  i  éstos  de  decreto.  Pero  ninguno  de  los  dos 
preceptos  citados  agrega  al  verbo  conceder^  con  que  am- 
bos principian,  la  limitación  aa  solicitud  de  partey>^  ni 
otra  alguna.  Luego,  si  en  un  caso  se  procede  sin  ella, 
¿porqué  no  liabria  de  poder  hacerse  igual  cosa  en  el  otro? 


16.*  ATRIBUCIÓN 


«Disponer  de  la  fuerza  de  mar  i  tierra^  organizaría  i 
distribuirla,  según  lo  hallare  por  conveniente »,  es  otra 
de  las  atribuciones  que  la  Constitución  confiere  especial- 
mente al  Presidente  de  la  República,  i  que  era  indispen- 
sable le  confiriera,  atendida  la  obligación  que  le  impone 
de  velar  por  la  conservación  del  orden  en  el  interior  i 
por  la  seguridad  esterior  de  la  República;  intereses  am- 
bos tan  altos  i  tan  sagrados,  que  uno  de  los  dos  únicos 
casos  en  que  el  art.  83  autoriza  la  acusación  contra  el 
ex-Presidente,  es  con  motivo  de  los  actos  de  su  adminis- 
tración que  hubieren  comprometido  gravemente  el  ho- 
nor o  la  seguridad  del  Estado. 

Las  facultades  que  este  precepto  constitucional  con- 
fiere al  Presidente,  constituyéndole,  como  es  natural,  en 
jefe  superior  de  las  fuerzas  de  mar  i  tierra  de  la  Repú- 
blica, en  un  verdadero  Jeneralísimo  de  las  fuerzas  te- 
rrestres, i  Almirante  de  las  marítimas,  tienen  la  limita- 
ción señalada  en  el  inciso  3.°  del  art.  37,  según  el  cual 


"^ 
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cada  año  debe  fijarse  por  leí  el  máximun  de  dichas  fuer- 
zas. 

I  decimos  el  máximun'^orqne  es  evidente  que  si  la 
lei  fija,  por  ejemplo,  el  monto  del  ejército  para  un  año 
dado  en  cinco  mil  hombres,  no  es  forzoso  que  durante 
todo  ese  año  el  ejército  conste  precisamente  de  ese  nú- 
mero de  plazas.  Ademas  de  ser  ello  imposible,  atendidas 
las  bajas  que  siempre  causan  los  fallecimientos,  enfer- 
medades, deserciones  u  otros  motivos,  sería  absurdo 
que  el  Ejecutivo  hubiera  de  estar  obligado  a  conservar 
una  fuerza  activa  de  cinco  mil  hombres,  si,  a  juicio  suyo, 
bastasen  cuatro  mil  para  responder  de  la  conservación 
del  orden  i  de  la  seguridad  esterior  del  pais.  El  objeto 
de  la  disposición  contenida  en  el  inciso  3.°  del  art.  37 
no  es  ese,  sino  el  de  evitar  que  el  Presidente  de  la  Re- 
pública se  exceda  del  límite  que  la  lei  le  traza.  Por  con- 
siguiente, puede  este  funcionario  reducir  la  fuerza  fijada 
por  dicha  lei,  mas  no  aumentarla.  Así  se  ha  procedido 
constantemente  en  la  prática. 


o 
o  o 


El  inciso  que  examinamos  emplea  las  espresiones  je- 
néricas  «fuerza  de  mar  i  tierra^),  cuyo  alcance  hemos  in- 
dicado al  tratar  del  inciso  3.**  del  art.  37.  Si  ellas  com- 
prenden aun  las  fuerzas  de  policía^  es  claro  que  éstas  se 
encuentran  también  sometidas  a  la  dirección  superior 
del  Presidente  de  la  RepúbHca.  Hé  aquí  porqué,  al  enu- 
merar el  art.  128  de  la  Constitución  las  atribuciones  de 
las  Municipalidades,  menciona,  en  primer  término,  la 
de  «cuidar  de  la  policía  de  salubridad^  comodidad^  ornato 
i  recreoy>,  sin  confiarles  autoridad  alguna  en  lo  referente 
a  la  policía  de  seguridad. 

La  intervención  que  las  Municipalidades  tienen  en 
este  ramo  del  servicio  es  debida  solo  a  la  leí]  i  esta  ha 
cuidado  de  salvar  las  prerogativas  constitucionales  del 
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Presidente  de  la  República,  disponiendo,  como  dispone 
el  art.  31  de  la  lei  de  8  de  noviembre  de  1854,  que  lo» 
jefes  de  la  policía  de  seguridad  so  nombren  i  destituyan 
por  el  Gobernador  o  Subdelegado,  con  aprohcccion  del 
espresado  Presidente,  i  los  subalternos  por  los  mismos 
a  propuesta  de  los  respectivos  jefes.  Por  idéntica  razón 
dispone  la  lei  del  Réjimen  Interior,  en  su  art.  66,  que 
todos  los  funcioniarios,  comandantes  i  subalternos  del 
ramo  de  policía  deben  estar  subordinados  al  Intendente^ 
cualquiera  que  sea  la  autoridad  que  los  hubiere  nombra- 
do, pudiendo  el  Intendente  remover  a  aquellos  que  él 
hubiere  nombrado  e  informar  sobre  la  mala  conducta  d^ 
los  demás  al  Supremo  Gobierno,  para  que  ordene  que 
sean  destituidos. 

Estas  dos  disposiciones^  de  las  cuales  está  rijente  la 
última  en  cuanto  no  se  encontrare  en  pugna  con  la  pri- 
mera, reconocen  que  el  Pre&idente  de  la  República  e» 
también  el  jefe  superior  de  las  fuerzas  á&  policía.  Si  ca- 
da Municipalidad  pudiera  proceder  en  la  materia  con 
completa  independencia  respecto  del  Poder  Ejecutivo 
central,  podría  organizar  fuerzas  de  policía  superiores 
aun  alas  del  ejército,  nombrar  jefes  de  aquellas  a  quienes 
quisiera  i  alzarse  con  ellas  en  contra  de  la  autoridad  cen- 
tral. Con  semejante  sistema,  que  sería  abiertamente  in- 
constitucional, ¿cómo  podría  ésta  responder  de  la  con- 
servación del  orden  en  el  interior  i  de  la  segurídad 
esterior  de  la  República?  En  verdad  que  no  lo  compren- 
demos. 

La  Lei  Orgánica  de  Municipalidades  ha  dado  a  es- 
tas cierta  injerencia  en  la  organización  de  la  policía  lo- 
cal de  seguridad;  pero  como  los  'presupuestos  muni- 
cipales que  asignan  fondos  para  pagarlas  deben  ser 
aprobados  por  el  Presidente  de  la  República,  i  como  el 
nombramiento  i  la  remoción  de  todos  los  empleados  del 
ramo  le  están  confiados,  sea  a  él  o  a  sus  ajentes,  resulta 
que  la  fuerza  de  policluy  que  es  parte  de  la  fuerza  de 
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tierra  del  pais,  está  también  sujeta  a  las  órdenes  supe- 
riores del  Ejecutivo.  I  no  se  concibe  que  en  una  Nación, 
sujeta  al  sistema  unitario,  pudiera  ser  de  otro   modo. 

o 

Hicimos  notar,  al  ocuparnos  del  inciso  3/  del  art.  37, 
que  la  lei  anual  a  que  dicho  inciso  alude  no  fija,  aunque 
debiera  hacerlo,  el  monto  anual  de  la  fuerza  cívica.  I 
como,  por  otra  parte,  no  se  ha  dictado  la  lei  orgánica  de 
esa  fuerza,  el  Presidente  de  la  República  la  aumenta  has- 
ta donde  quiere,  la  suspende,  la  reduce  i  aun  ha  llegado 
casi  hasta  suprimirla,  obrando  soberanamente  en  la  ma- 
teria. Respecto  de  la  guardia  nacional  tiene  el  Ejecutivo 
constitucionalmente  las  mismas  atribuciones  que  con  re- 
lación al  Ejército.  Si  no  puede  elevar  la  fuerza  de  éste 
mas  allá  de  los  límites  fijados  por  la  leí,  a  menos  que 
otra  lei  le  confiera  la  facultad  de  hacerlo,  idéntica  cosa 
deberia  ocurrir  con  las  milicias.  Están,  pues,  en  pugna, 
en  lo  referente  a  la  guardia  nacional,  la  práctica  i  la  Cons- 
titución. Tiempo  sería  ya,  nos  parece,  de  desterrar  aque- 
lla i  de  dar  cumplimiento  a  esta, 

I?.""  ATRIBUCIÓN 


Aunque  la  atribución  de  mandar  personalmente  las 
faerzas  de  mar  i  tierra  es  natural  que  corresponda  al  Pre- 
sidente de  la  República,  i  ello  es  una  consecuencia  lóji- 
ca  del  precepto  contenido  en  la  parte  16.*  del  art.  82;  ha 
querido  la  Constitución,  en  la  parte  I?.*"  del  mismo,  que, 
para  encargarse  de  ese  mando,  el  Presidente  proceda  de 
acuerdo  con  el  Senado,  o,  en  receso  de  este  cuerpo,  con 
el  de  la  Comisión  Conservadora.  Suponiendo  que  el  Pre- 
sidente fuera  a  la  vez  Jefe  superior  en  el  Ejército  o  en 
la  Armada,  lo  que  era  corriente  cuando  se  dictó  la  Con 
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titucion,  SUS  servicios  como  primer  majistrado  de  la  Na- 
ción pueden  ser  mas  necesarios  que  los  que  pudiera 
prestar  como  Jeneral  o  como  Almirante.  Para  la  calicafi- 
cion  de  esa  necesidad  la  Constitución  no  ha  querido 
fiar  únicamente  en  el  juicio  del  mismo  Presidente,  i  por 
eso  le  ha  impuesto  la  traba  de  proceder  con  el  acuerdo 
del  Senado  o  de  la  Comisión  Conservadora. 

Agrega  el  inciso  ITdelart.  82  que,  en  el  caso  de  man- 
dar el  Presidente  personalmente  las  fuerzas  de  mar  i 
tierra,  ^orfra  residir  en  cualquiera  parte  del  territorio  ocu- 
pado ])or  las  armas  chilenas^  sin  distinguir  si  ese  terri- 
torio es  el  chileno  o  es  estranjero.  Luego,  este  caso  im- 
porta una  escepcion  a  la  regla  establecida  en  el  art.  76, 
según  la  cual  el  Presidente  de  la  República  no  puede 
salir  del  territorio  del  Estado  durante  el  tiempo  de  su 
Gobierno,  o  un  año  después  de  haber  concluido,  sin 
acuerdo  del  Congreso.  Si  tal  no  fuera  el  alcance  de  la 
segunda  parte  del  inciso  que  examinamos,  como  lo  cree 
el  comentario  del  señor  Carrasco  Albano,  es  evidente 
que  carecería  de  objeto,  ya  que  aun  en  el  caso  por  ella 
previsto  habría  de  aplicarse  la  regla  del  art.  76.  ¿A  qué 
resultado  conducirían  entonces  las  palabras  tan  jenerales 
i  absolutas  con  que  termina  el  indicado  inciso? 

18.*   ATRIBUCIÓN 


Conforme  a  este  inciso  es  atribución  especial  del  Pre- 
sidente de  la  República  ((declarar  la  guerra  con  previa 
aprobación  del  Congreso,  i  conceder  patentes  de  corso 
letras  de  represalia.» 
La  primera  parte  de  la  disposición  que  queda  copiada, 
no  sujiere  observación.  Es  evidente  que,  conforme  a  los 
principios  del  Derecho  Internacional  i  a  los  dictados  de 
la  razón,  la  facultad  de  declarar  la  guerra  no  puede  resi- 
dir sino  en  el  Jefe  del  Ejecutivo,  que  está  investido  de  la 
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soberanía  transeúnte  i  de  la  consiguiente  representación 
del  pais  ante  las  naciones  estranjeras.  I  lo  es  también, 
como  lo  indicamos  al  tratar  de  la  parte  2.*  del  art.  36, 
que  ha  obrado  cuerdamente  la  Constitución  al  exijir 
que,  para  poner  en  ejercicio  tan  trascendental  atribución, 
el  Presidente  de  la  República  haya  obtenido  previamente 
del  Congreso  la  respectiva  aprobación  de  una  medida 
tan  grave.  (1) 

I  esa  aprobación  previa  del  Congreso  significa  que  no 
sería  constitucional  que  el  Presidente  de  la  República 
declarara  la  guerra  a  una  Nación  estranjera,  i  sometiera 
después  al  Congreso  la  declaración  ya  verificada.  En  es- 
te sentido  han  impugnado  algunos  la  ocupación  de  Au- 
tofagasta,  verificada,  por  orden  del  Ejecutivo  simplemen- 
te, el  14  de  febrero  de  1879.  Para  los  que  así  piensan, 
ese  acto  importaria  sin  duda  una  declaración  de  guerra 
de  hecho^  i  todavía  pudo  censurarse  como  contrario  a  la 
Constitución  por  otro  capítulo,  puesto  que  el  Presidente 
de  la  República  habría  autorizado  la  salida  de  tropas  na- 
cionales/¿¿era  del  territorio  chileno^  sin  el  permiso  de  la 
leí  que  requiere  el  inciso  9.°  del  art.  37. 

Nosotros  creemos,  sin  embargo,  que  si  aquella  medida 
pudo  prestarse  a  observaciones  de  otro  carácter,  su  cons- 
titucionalidad  era  perfectamente  sostenible,  en  el  terreno 
en  que  la  cuestión  estaba  situada.  Ella  no  importaba  de- 
clarar la  guerra  a  Bolivia,  sino  simplemente  volver  a 
ocupar  un  territorio  nuestro,  pues  volvió  a  serlo  el  que  le 
habíamos  cedido  jenerosamente  en  1866,  por  el  hecho  de 
haber  esa  nación  violado  las  condiciones  a  que  la  cesión 
se  sujetó.  Bolivia  estaba  notificada  de  que  sus  reiteradas 
infracciones  a  los  tratados  de  1866  i  de  1874  eran  consi- 
deradas por  Chile,  i  debían  serlo,  como  una  resohidon  de 
esos  pactos,  que  reponía  las  cosas  al  estado  que  tenían 


(1)  ^éanao  pájs.  118,  119  i  120,  tomo  I. 
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en  la  primera  de  aquellas  fechas.  Luego,  pues,  si  en  1866 
poseíamos,  a  título  de  señores  i  dueños,  el  territorio  reo- 
cupado  el  14  de  febrero  de  1879,  no  existe  la  doble  in- 
fracción constitucional  que  se  imputó  por  algunos  al  acto 
de  la  reocupacion.  Quien  vuelve  a  ocupar  aquello  que  es 
suyo  o  que  ha  poseído  como  suyo,  no  declara  por  eso  la 
guerra  al  tenedor  indebido;  i  no  hubo  violación  constitu- 
cional en  enviar  fuerzas  a  Antofagasta,  desde  que  ese 
territorio  nunca  había  dejado  de  ser  legalmente  nuestro, 
i  forma,  por  consiguiente,  parte  del  territorio  chileno. 


o 

o  o 


Para  definir  las  letras  de  represalia  copiamos  el  siguien- 
te párrafo  del  tratado  de  Derecho  Internacional  del  emi- 
nente sabio  americano,  señor  don  Andrés  Bello  (1). 
d Cuando  se  trata,))  dice  ocupándose  de  los  medios  en 
que  se  emplea  la  fuerza  sin  llegar  a  un  rompimiento,  «de 
una  deuda  reconocida,  o  cuyo  reconocimiento  se  demora 
con  pretestos  frivolos,  o  se  niega  a  virtud  de  una  sen- 
tencia manifiestamente  parcial  e  injusta;  o  cuando  se  tra- 
ta de  una  injuria  o  daño,  que  puede  valuarse  en  dinero, 
i  resarcirse  por  el  apresamiento  de  propiedades  de  igual 
valor,  se  acostumbra  hacer  uso  de  represalias^  apoderán- 
dose la  nación  agraviada  de  lo  que  pertenece  a  la  nación 
ofensora,  i  apropiándoselo  hasta  concurrencia  de  la  deuda 
o  de  la  estimación  del  daño  recibido,  con  los  intereses 
correspondientes.  Si  la  ofensa  ha  sido  cometida  por  par- 
ticulares, no  es  lícito  ordenar  o  conceder  represalias,  si- 
no a  consecuencia  de  la  denegación  de  justicia  del  sobe- 
rano'de  la  parte  ofensora,  el  cual  hace  de  este  modo  su- 
ya la  culpa.  D 

Las  patentes  de  corso  son  las  autorizaciones  que   el 


íl)  Páj.  156,  8.*  edición  de  186 i. 
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Soberano  de  uno  de  los  belij erantes  concede  «a  armado- 
res particulares  o  corsanos^  para  apresar  las  embarcacio- 
nes i  propiedades  enemigas^  cediéndoles  en  recompensa 
de  este  servicio  una  parte  o  todo  el  valor  de  la  presa,  d 

De  lo  dicho  se  infiere  que  las  letras  de  represalia  pre- 
ceden al  estado  de  guerra  i  figuran  entre  los  medios  de 
evitarlo,  por  mas  que  en  la  jeneralidad  de  los  casos  ha- 
yan de  precipitarlo.  Las  patentes  de  corso^  por  el  contra- 
rio, presuponen  el  estado  de  guerra  i  figuran  entre  los 
medios  de  hacerla  prácticamente. 

Según  esto,  la  redacción  de  la  parte  18.*  del  art.  82 
habria  sido  mas  correcta  i  habría  guardado  perfecta  con- 
formidad con  los  principios  del  Derecho  Internacional, 
si  se  hubiera  modificado  ¡en  ;los  términos  siguientes: 
«Conceder  letras  de  represalia,  declarar  la  guerra  con 
previa  aprobación  del  Congreso,  i  conceder  patentes  de 
corso.))  El  orden  de  la  redacción  habria  conservado  así 
perfecta  consonancia  con  el  orden  natural  en  que  forzosa- 
mente habrían  de  ejercerse  esas  tres  atribuciones,  si  lle- 
gare el  caso  de  hacerlas  efectivas. 

De  represalias  hizo  uso  el  Gobierno  de  Chile  el  13  de 
agosto  de  1836, — tres  meses  antes  de  la  lei  de  10  de  octu- 
bre siguiente,  que  le  autorizó  para  declarar  la  guerra  al 
Gobierno  del  Perú, — al  hacer  salir  de  Valparaíso  la  espe- 
dicion  compuesta  del  bergantín  ccAquíles»  i  de  la  goleta 
«Colocólos,  que,  mandada  por  el  señor  don  Victorino 
Garrido,  tenia  por  objeto  apresar,  como  apresó  en  efec- 
to, los  buques  de  guerra  peruanos  donde  quiera  que  los 
encontrara,  i  «que  fué  considerada,  por  una  parte,  como 
una  represalia  del  golpe  inferido  con  la  espedicion  de 
Freiré,  i  por  otra  como  un  espediente  que,  quitando  al 
Gobierno  ofensor  una  parte  de   sus  recursos  bélicos,  de- 


(1)  Yide  obra  citada  de  Bello;  páj  204. 
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bia  docilitarlo  a  las   satisfacciones  i  seguridades  que  el 
de  Chile  creia  tener  derecho  de  exijir.D  (1)  » 

Se  ve  que  en  aquel  caso  el  uso  de  las  represalias^  que 
precedieron  a  la  declaración  de  la  guerra  i  que  el  Ejecu- 
tivo decretó  por  sí  solo,  no  evitó  esta  última,  contribu- 
yendo talvez  a  precipitarla;  lo  que  prueba  una  vez  mas 
que  os  aquel  un  arbitrio  de  que  no  debe  echarse  mano 
sino  con  suma  cautela  i  excesiva  prudencia. 

o 
o  o 

En  lo  relativo  a  patentes  de  corso  debe  tenerse  presen- 
te que  el  Gobierno  de  Chile  adhirió  a  las  declaraciones 
contenidas  en  el  Tratado  de  Paris  de  30  de  marzo  de 
1856,  la  primera  de  las  cuales  dice  que:  <íEl  corso  es  i 
queda  abolido,  d — I  aunque  es  verdad  que  esa  adhesión 
fué  prestada  solo  por  medio  de  una  nota  que  nuestro 
Ministro  de  Ralaciones  Esteriores  entonces,  señor  don 
Francisco  Javier  Ovalle  Bezanilla,  dirijió  al  señor  Drou- 
in  de  Lhuys,  Ministro  del  ramo  en  Francia,  nota  que 
no  tiene  evidentemente  la  fuerza  ni  el  alcance  legal  de 
un  pacto  aprobado  por  el  Congreso;  no  es  menos  cierto 
que  esa  adhesión  ha  interpretado  fielmente  los  deseos 
de  la  República  i  consultado  debidamente  los  intereses  de 
su  comercio.  Por  eso  ha  sido  respetada  constantemente 
por  nuestra  cancillería,  no  habiendo  el  Gobierno  de  Chi- 
le otorgado  una  sola  patente  de  corso  en  la  guerra  ac- 
tual con  el  Perú  i  Bolivia,  pues  la  primera  de  las  dos  in- 
dicadas Repiiblicas  adhirió  también  a  las  precitadas  de- 
claraciones. 

La  nota  del  señor  Ovalle  debe  considerarse  simple- 
mente como  una  regla  de  conducta  que  el  Gobierno 
de  Chile   se  trazó  entonces  de  no  ejercitar  su  atribu- 


(l)  Sotomayor  Valdé?,  Hiáoriade  Ohile>  tamo  2.^  paje.  157-170. 
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cion  constitucional  de  conceder  patentes  de  corso,  cuan- 
do se  hallare  en  guerra  con  naciones  cuyos  gobiernos 
tampoco  las  otorguen.  No  es  otro  su  alcance;  i,  así  de- 
terminado, ella  no  es  acreedora,  bajo  ningún  concepto,  a 
las  censuras  de  inconstitucional  que  algunos  han  queri- 
do tan  infundadamente  prodigarle.  Si  los  gobiernos  pos- 
teriores al  de  1856  la  han  respetado,  no  es  porque  ella 
les  ligue  constitucionalmente,  sino  porque  han  pensado 
de  la  misma  manera  que  su  autor.  I  no  dudamos  por  un 
momento  que  igual  cosa  sucederá  en  lo  futuro. 


19.*    ATRIBUCIÓN 


Es  también  atribución  especial  del  Presidente  de  la 
República — «mantener  las  relaciones  políticas  con  las 
potencias  estraivjeras,  recibir  sus  ministros,  admitir 
sus  cónsules,  conducir  las  negociaciones,  hacer  las  esti- 
pulaciones preliminares,  concluir  i  firmar  todos  los  tra- 
tados de  paz,  de  alianza,  de  tregua,  de  neutralidad,  de 
comercio,  concordatos  i  otras  convenciones.  Los  tratados, 
án^^es  de  su  ratificación,  se  presentarán  a  la  aprobación 
del  Congreso.  Las  discusiones  i  deliberaciones  sobre 
estos  objetos  serán  secretas,  si  así  lo  exije  el  Presidente 
déla  República. 5) 

Debiendo  residir  en  el  jefe  del  Poder  Ejecutivo  el  ejer- 
cicio de  la  soberanía  transeúnte,  o  sea  la  facultad  de  re- 
presentar a  Chile  en  sus  relaciones  con  las  potencias 
estranjeras,  es  claro  que  la  Constitución  ha  debido  con- 
ferirle el  conjunto  de  atribuciones  que  abraza  la  parte 
19.*  del  artículo  82,  puesto  que  todas  ellas  se  refieren  a 
la  dirección  de  la  política  esterior  i  ésta  corresponde  en 
todas  partes  al  Ejecutivo.  La  limitación  de  que  antes  de 
ratificar  un  tratado  recaiga  sobre  él  la  aprobación  del 
Congreso,  se  esplica  fácilmente  tomando  en  cuenta  que, 

TOMO  II  17 
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segiin  nuestro  sistema  de  gobierno,  no  debe  residir  sola 
en  el  Presidente  la  facultad  de  ligar  alpais  por  media  de 
pactos  internacionales,  que  surten  los  efectos  de  verda- 
deras leyes,  aun  cuando  no  se  formen  de  una  manera 
del  todo  idéntica  a  la  establecida  para  éstas. 

I  decimos  que,  en  cuanto  a  su  formación,  la  de  lo» 
tratados  no  es  idéntica  en  todo  a  la  de  las  demás  leyes, 
porque  respecto  de  aquéllos  no  tienen  los  miembros  da 
las  Cámaras  el  derecho  de  moción  que  les  confiere  res- 
pecto de  éstas  el  art.  40;  puesto  que  la  facultad  de  con- 
cluirlos i  de  firmarlos  es  especial  del  Presidente,  de  manera 
que  jamás  podría  llegar  a  ocurrir  constitucionalmente  el 
caso  previsto  en  el  artículo  47,  i  nunca  ha  acontecida 
todavía,  de  que  en  un  conflicto  de  opiniones  entre  el 
Ejecutivo  i  el  Congreso  respecto  a  un  proyecto  de  lei 
dos  veces  desechado  en  el  todo  por  aquél,  hubiera  de 
prevalecer  la  voluntad  de  éste;  i  porque  en  materia  de 
tratados  las  Cámaras  no  pueden  ejercer  con  veiítaja  la 
facultad  de  adicionar  o  de  carrejir,  que  les  corresponde 
en  todo  proyecto  de  lei,  pues,  si  la  ponen  en  práctica,  ella 
importa  lo  mismo  que  negar  su  aprobación  al  proyecta 
de  tratado  que  les  hubiera  sido  sometido.  Sin  descono- 
cer, por  supuesto,  la  facultad  de  las  Cámaras^  para  pro- 
poner en  tales  discusiones  las  modificaciones  que  tu- 
vieren a  bien,  nos  parece  que  el  ejercicio  de  olla  no  pro- 
ducirá, en  la  jeneralidad  de  los  casos,  sino  pérdida  de 
tiempo;  i  que,  atendida  la  naturaleza  de  tales  asuntos  i 
la  circunstancia  de  que  un  proyecto  de  tratada  es  el  re- 
sultado de  acuerdos  previos  con  otro  Gobierno  o  con  su 
representante,  resultado  que  no  puedo  modificarse  por  la 
voluntad  de  una  sola  de  las  partes,  convendría  mas  so- 
meterlos a  una  sola  discusión  jeneral  i  particular  a  la 
vez,  interrogando  a  los  miembros  de  las  Cámaras  acerca 
de  si  prestan  o  no  al  proyecto  de  tratado  la  aprobación 
requerida  por  la  parte  19.*  del  artículo  82  de  la  Consti- 
tución. 


Digitized  by  VjOOQIC 


ARTÍCULO    82  131 

Tampoco  son  aplicables  a  los  tratados  las  reglas  quo 
la  Constitución  establece  para  la  promulgación  de  las 
leyes.  Para  esta  hai  plazos  fijos,  que  no  rijen  ni  pueden 
rejir  en  materia  de  tratados.  Un  proyecto  de  lei  aprobado 
por  las  Cámaras  se  entiende  aprobado  i  debe  promulgar- 
se como  lei,  si  no  fuere  devuelto  dentro  de  quince  dias 
contados  desde  la  fecha  de  su  remisión.  Tal  cosa  no  acon- 
tece ni  puede  acontecer  respecto  de  los  tratados.  Apro- 
bado por  nuestro  Congreso  el  que  le  fuere  presentado 
por  el  Presidente  de  la  República,  es  menester  aguardar 
que  lo  esté  igualmente  por  las  autoridades  competentes 
déla  otra  potencia  contratante;  que  baya  sido  ratificado 
por  ambos  gobiernos,  i  que  se  haya  verificado  el  canje 
de  las  ratificaciones.  Solo  después  de  este  trámite  im- 
portantísimo, podría  el  Presidente  promulgar  el  tratado, 
a  fin  de  que  fuera  obligatorio  para  la  República;  por 
manera  que  entre  la  promulgación  i  la  aprobación 
del  Congreso  puede  suceder  quo  medien  meses  i  aun 
años. 

Es  posible  todavía  otro  caso.  El  Congreso  aprueba  un 
proyecto  de  tratado  i  se  encuentra  éste  en  condicionas 
hábiles  para  ser  ratificado  por  el  Ejecutivo.  Poro  sobre- 
viene un  cambio  repentino  i  grave  en  las  relaciones  de 
Chile  con  la  otra  parte  contratante,  i  cambio  de  tal  natu- 
raleza que,  ajuicio  del  Presidente  de  la  República,  acon- 
seja i  prescribe  no  llevar  a  efecto  un  proyecto  de  tratado 
que  pocos  dias  antes  se  habia  creido  conveniente  cele- 
brar. Es  indudable  que  el  Presidente  no  estaría  en  el- 
caso  de  poner  su  veto  al  proyecto,  devolviéndolo  al  Con- 
greso; sino  que,  en  uso  de  sus  atribuciones  constitucio- 
nales, se  negaría  simplemente,  por  sí  i  ante  sí,  a  concluirla 
i  firmarlo. 


o 
o  o 


¿Puede  el  Presidente  negarse  [a   remitir  al  C/ongicí 
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nn  proyecto  de  tratado  ajustado  por  el  Plenipotenciario 
de  aquél? 

Esta  atribución  del  Presidente  fué  negada  por  el  se- 
ñor don  Marcial  Martínez  en  el  caso  que  pasamos  a  re- 
cordar. 

En  circunstancias  que  dicho  señor  desempeñaba  en 
Lima  el  cargo  de  Ministro  Plenipotenciario  i  Enviado 
Estraordinario  de  Chile,  recibió  de  nuestro  Gobierno 
plenos  poderes  e  instrucciones  para  ajustar  con  el  go- 
bierno del  Pera  un  tratado  de  comercio.  El  señor  Martí- 
nez lo  ajustó,  en  efecto,  con  el  Plenipotenciario  de  aquella 
República,  que  lo  fué  el  señor  Barrenechea,  su  Ministro  de 
Relaciones  Esteriores,  i  remitió  el  proyecto  de  tratado  a 
nuestra  cancillería. 

Esto  sucedía  en  1867. 

Como  nuestro  Gobierno  no  diera  curso  a  aquel  proyec- 
to, pues  no  lo  pasó  al  Congreso  para  su  aprobación,  a 
consecuencia  de  haber  cambiado  las  circunstancias  polí- 
ticas del  Pera,  el  señor  Martínez,  ocupándose  del  exa- 
men de  nuestras  relaciones  esteriores,  con  motivo  de  la 
discusión  jeneral  de  los  presupuestos,  en  sesión  de  la 
Cámara  de  Diputados  de  19  de  noviembre  de  1868,  re- 
conoció que,  aun  cuando  el  Gobierno  de  Chile  hubiese 
cumplido  con  el  deber  do  pasar  dicho  tratado  al  Congreso, 
él  no  sería  leí  por  causa  de  aquel  cambio;  pero  agregó 
que  «no  por  eso  nuestro  Gobierno  ha  podido  declinar  su 
obligación  de  salvar  la  fé  pública,  dando  a  los  tratados  el 
curso  prescrito  por  la  Constitución.»  (1) 

El  señor  don  Francisco  Vargas  Fontecilla,  que  había 
sido  el  Ministro  de  .Relaciones  Esteriores  que  desaprobó 
el  proyecto  de  tratado  a  que  se  ha  aludido,  dijo,  en  la 
sesión  siguiente  de  20  del  mismo  mes  i  año,  que  un 
proyecto  de  tratado,  después  de  celebrado  por  el  Pleni- 


(1   Boletín  de  Seaioneg  de  1868;  tomo  2.^  páj.  205. 
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potenciario  adhoc^  debe  ser  examinado  por  el  Gobierno; 
que  éste  tiene  derecho  de  aceptarlo  o  rechazarlo  en  uso 
de  sus  atribuciones,  i  que,  solo  después  de  aprobado,  lo 
presenta  a  la  sanción  del  Congreso;  agregando  que  en 
pequeños  detalles  el  señor  Martínez  se  habia  excedido  de 
sus  instrucciones;  i  que  el  Gobierno  no  habia  aprobado 
el  proyecto  de  tratado  de  comercio  ajustado  por  dicho 
señor,  porque  no  lo  consideró  ni  mni  importante  ni  mu¿ 
urjente  ni  aprobó  todos  sus  detalles. 

Con  este  motivo  el  señor  Martínez  sostuvo,  en  la  se- 
sión de  23  de  noviembre  del  mismo  año,  que  él  no  se  habia 
excedido  ni  de  sus  plenos  poderes  ni  de  sus  instruccio- 
nes, terminando  su  discurso  con  la  enérjica  protesta 
de  que  el  Gobierno  no  habia  tenido  «ni  el  mas  fu- 
til  protesto  para  adoptar  en  el  caso  en  conti^^nda  la 
funesta  e  inmoral  conducta  refractaria  de  la  fé  pública,  de 
suspender  el  curso  que  la  Constitución  señalaba  al  pro- 
yecto de  tratado  pendiente.» 

Ajuicio  del  señor  Martínez  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica debe  precisamente  someter  a  la  aprobación  del 
Congreso  aquellos  proyectos  de  tratado,  que  sus  pleni- 
potenciarios hubieren  ajustado  dentro  de  sus  instruccio- 
nes. El  punto  constitucional  no  fué  dilucidado  en  aquel 
debate,  porque  la  discusión  versó  mas  bien  sobre  un  he- 
cho— el  de  saber  si  el  señor  Martínez  se  habia  excedido  o 
no  de  sus  instrucciones — que  sobre  la  cuestión  do  dere- 
cho, i  la  Cámara  no  votó  tampoco  proposición  alguna 
concreta  que  manifestara  su  opinión  acerca  de  ella.  El 
proyecto  de  presupuestos  fué  aprobado,  en  j  ene  ral  i  por 
unanimidad,  en  sesión  de  7  de  diciembre  del  mismo  año. 

Nos  parece  evidente,  sin  embargo,  que  aun  cuando  la 
opinión  del  señor  Martínez  envuelve  una  regla  de  con- 
ducta que,  en  la  jeneralidad  do  los  casos,  debe  adoptar 
un  gobierno;  puede  haberlos  de  tal  naturaleza  que,  ape- 
sar  de  haber  el  plenipotenciario  ad-hoc  obrado  en  todo 
conforme  a  sus  tnst7*ucciones,  un  cambio  sobrevenido  en 
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las  circunstancias  de  alguna  de  las  partes  contratantes, 
ponga  al  gobierno  en  la  necesidad  de  no  dar  curso  a  un 
proyecto  de  tratado,  que  pudo  ser  mui  conveniente  ayer 
i  que  podria  haber  llegado  a  convertirse  hoi  en  mui  per- 
judicial. 

En  el  manejo  de  las  relaciones  esteriores  solo  el  Pre- 
sidente de  la  República  puede  apreciar  la  diversa  línea 
de  conducta  que  impone  una  situación  también  diversa; 
i  es  por  eso  que,  mientras  un  tratado  no  está  concluido  i 
firmado  por  él,  es  decir,  mientras  no  lo  ha  ratificado  i 
promulgado  en  forma,  no  solamente  puede  sino  que,  en 
muchos  casos,  debe  dejarlo  sin  efecto.  Comprendemos, 
sí,  i  en  ese  punto  estamos  de  acuerdo  con  el  señor  Mar- 
tínez, que  en  el  ejercicio  de  esa  facultad  debe  preceder- 
se con  suma  cautela,  a  fin  de  no  herir  la  susceptibilidad 
de  una  nación  estranjera,  que  no  comprendería  que  el  Go- 
bierno de  Chile  se  negara  a  dar  curso  a  un  proyecto  de 
tratado  ajustado  conforme  a  sus  instrucciones,  no  ha- 
biendo variado  las  circunstancias  que  aconsejaron  su  ne- 
gociación. Es  esta  una  de  aquellas  facultades  que  indis- 
pensablemente corresponden  al  Ejecutivo;  pero  en  cu- 
yo discreto  ejercicio  debe  cuidarse  de  no  comprometer 
la  seriedad  nacional.  La  dificultad  constitucional  no 
existe  i  cede  su  puesto  a  los  preceptos  de  la  prudencia 
i  del  decoro. 

Acerca  de  este  punto  dice  Story,  en  sus  notables  co- 
mentarios a  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos  de 
Norte  América,  (1)  lo  que  sigue:  «Pero,  aunque  el  J^re- 
sidente  debe  pedir  la  opinión  i  el  consentimiento  del  Se- 
nado para  un  tratado,  no  queda  absolutamente  ligado 
por  él;  porque  puede,  después  que  ha  sido  dado,  negarse 
todavía  constítucionahnente  a  ratificarlo.  Tal  emerjencia 
será  probablemente  rara,  porque  el  Presidente  apenas  se 


(1)  Tomo  II,  edición  de  Boston  en  1858,  páj\  886,  §  1,528. 
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iuclinará  a  remitir  al  Senado  un  tratado,  que  no  se  en- 
contrare dispuesto  a  ratificar.» 

Adherimos  por  completo  a  esta  opinión  de  Stor}^,  di- 
ciendo simplemente  Congreso  donde  él  dice  Senado, 
pues  es  sabido  que  en  Estados  Unidos  no  se  requiere  la 
aprobación  de  ambas  Cámaras  para  que  el  Presidente 
pueda  ratificar  los  tratados. 

o 

o  o 

Otra  cuestión  interesante  que  se  relaciona  también 
con  la  naturaleza  especial  de  las  atribuciones  que  al  Pre- 
sidente de  la  República  corresponden  en  materia  de  tra- 
tados internacionales,  es  la  siguiente:  ((Cuando  un  tra- 
tado tiene  plazo  fijo,  asignado  a  su  duración,  i  se  ha  esti- 
pulado en  él  que  continuará  en  vigor  hasta  que  una  de 
las  partes  contratantes  dé  a  la  otra  aviso  oficial,  con  un 
año  de  anticipación,  de  su  intención  de  hacerlo  cesar, 
¿puede  el  Presidente  de  la  República  dar  ese  aviso  o 
desahucio  por  sí  solo^  o  necesitará  para  ello  del  acuerdo 
del  Congreso?» 

,  Esta  cuestión  fué  debatida  en  sesiones  de  la  Cámara 
de  Diputados  de  24  i  26  de  junio  i  de  I.""  de  julio  de 
1868,  con  motivo  de  ].a  discusión  de  un  proyecto  de  lei 
sobre  liberación  de  derechos  a  los  animales  i  a  las  pas- 
tas metálicas  que  se  internen  de  la  República  Arjen- 
tina. 

El  tratado  que  con  aquella  n.acion  nos  ligaba  i  nos  li- 
ga todavía,  en  parte,  desde  el  30  de  abril  de  1856,  con- 
tenia, en  lo  referente  al  comercio  i  a  la  navegación,  la  es- 
tipulación a  que  hemos  aludido,  en  su  art.  40.  El  Presi- 
dente de  la  República  lo  desahució  en  la  parte  indicada, 
sin  acuerdo  del  Congreso,  en  abril  de  1867,  i  el  tratado 
cesó  de  rejir,  en  lo  tocante  al  comercio  i  a  la  navegación, 
desde  el  30  de  abril  de  1868.  En  la  discusión  del  pro- 
yecto a  que  hemos  aludido  sostuvieron  que  el  desahucio. 
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dado  sin  acuerdo  del  Congreso,  había  sido  inconstitucio- 
nal, los  señores  don  Antonio  Varas,  don  Manuel  Antonio 
Matta,  don  Domingo  Arteaga  Alemparte  i  don  Marcial 
Martínez.  Defendieron  la  constitucionalidad  del  procedi- 
miento del  Ejecutivo  los  Ministros  del  Interior,  de  Justi- 
cia i  de  Hacienda,  señores  don  Francisco  Vargas  Fon- 
tecilla,  don  Joaquín  Blest  Gana  i  don  Alejandro  Reyes, 
i  el  señor  Diputado  don  Vicente  López. 

Dijeron,  en  sustancia,  los  primeros:  que  un  tratado  es 
evidentemente  una  leí;  que  por  eso  exije  la  Constitución 
el  acuerdo  del  Congreso  para  su  ajuste;  que  las  leyes  se 
derogan  por  medio  de  otras  leyes  i  no  por  simples  me- 
didas del  Ejecutivo;  que  en  los  tratados  no  es  el  Presi- 
dente, sino  la  República  de  Chile  una  de  las  Partes  Con- 
tratantes; i  que  si  para  obligar  a  ésta  se  requiere  la  vo- 
luntad del  Congreso,  debe  también  requerirse  para 
desligarla.  Se  equiparaba  la  celebración  de  un  tratado 
con  una  leí,  i  el  desahucio  ¡del  mismo  con  su  celebra- 
ción. 

Se  contestó  por  los  señores  Vargas,  Blest,  Reyes  i 
López:  que  el  ejercicio  de  la  soberanía  transeúnte  resi- 
de en  el  Presidente  de  la  República;  que  las  Cámaras 
no  pueden  obligar  al  Presidente  de  la  República  a  cele- 
brar tratados  con  naciones  estranjeras;  que,  en  26  de  oc- 
tubre do  1848,  el  señor  don  Manuel  Camilo  Vial,  Minis- 
tro entonces  de  Relaciones  Esteriores,  habia  desahuciado, 
también  sin  acuerdo  del  Congreso,  el  tratado  ajustado 
con  los  Estados  Unidos  en  1832;  que  ese  desahucio  fué 
reconocido  como  váHdo  i  subsistente  por  el  señor  don 
Antonio  Varas,  Ministro  de  Relaciones  Esteriores  en 
1850,  en  la  memoria  del  ramo  que  ese  año  presentó  al 
Congreso,  sin  que  ningún  miembro  de  éste  reclamara 
contra  el  procedimiento  observado;  que  el  desahucio  de  un 
tratado  no  es  materia  de  leí  según  la  Constitución;  i  que 
ésta  no  pone  al  Presidente  de  la  República  otra  limita- 
ción en  el  manejo  do  las  relaciones  esteriores  que  la  de 
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someter  los  tratados  a  U  aprobación  del  Congreso  antes 
de  ratificarlos. 

Nosotros  creemos  que,  cuando  un  tratado  contiene  una 
estipulación  como  la  del  art.  40  del  celebrado  con  la 
Confederación  Arjentina,  es  claro  que  él  dehe  rejir  por 
todo  el  tiempo  j^b  asignado  a  su  duración;  pues  un  tra- 
tado es  un  contrato  entre  dos  paises,  que  obliga  a  ambos  i 
del  cual  no  puede  decorosamente  desligarse  uno  de  ellos 
por  su  sola  voluntad.  Pero  cuándo  el  mismo  tratado  pre- 
viene que,  terminado  el  plazo^b,  continuará  rijiendo  bas- 
ta después  de  vencido  un  año  contado  desde  la  fecha  en 
que  una  de  las  partes  haga  saber  a  la  otra  su  voluntad 
de  hacerlo  cesar;  es  evidente  que  esta  prolongación  del  [ 
plazo  no  es  sino  una  próroga  voluntaria  del  mismo,  i 
nos  parece  obvio  que  si  la  facultad  de  ligar  a  Chile  por  J. 
medio  de  un  tratado,  durante  un  terminólo  de  diez  años 
o  de  doce^  requiere  la  voluntad  del  Presidente  i  la  del 
Congreso  copulativamente;  la  de  prorogar  ese  plazo  por  , 
un  año  mas,  por  dos  o  por  tres,  debe  requerir  también 
el  concurso  de  ambas  voluntades,  i  sobre  todo^la^del  Pre- 
sidente, en  quien  reside  la  atribución  de  concluir  i  fir- 
mar los  tratados.  Ahora  bien,  cuando  se  guarda  silencio 
en  el  ejemplo  propuesto,  ello  significa  que  Presidente  i 
Congreso  están  tácitamente  de  acuerdo  en  prorogar  la 
duración  del  tratado,  cuyo  plazo  obligatorio  ya 'espiró. 
Pero  cuando  el  Presidente  no  está  de  acuerdo  con  tal  pró- 
roga, ¿qué  consultaría  al  Congreso?  ¿Podría  éste  obli- 
garle acaso  a  prorogar  la  duración  de  un  pacto  que  él 
no  considera  ya  conveniente?  I  si  es  evidente  que  no 
podria  el  voto  de  las  Cámaras  imponerle  tal  obligación, 
puesto  que  ellas  no  tienen  siquiera  ¡iniciativa  para  la  ce- 
lebración de  tratados,  es  claro  entonces  que  cuando  el 
Presidente,  por  motivos  buenos  o  malos,  está  decidido  a 
710  prorogar  el  plazo  asignado  a  la  duración  de  un  trata- 
do, no  tiene  para  qué  consultar  a  las  Cámaras;  i  manifies- 
ta su  determinación  a  la  otra  parte  contratante,  desahu- 
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ciándolo  por  sí  solo,  como  director  responsable  de  las 
relaciones  esteriores  de  Chile,  tal  como  se  hizo,  a  juicio 
nuestro,  mui  correctamente,  en  1848  i  en  1867. 

Es  un  error  discurrir  atribuyendo  a  las  palabras  una 
significación  impropia.  Los  tratados  surten  los  efectos  de 
una  lei;  pero  de  allí  no  se  deduce  que  se  formen  i  se  de- 
roguen como  todas  las  leyes.  Nó:  pues  ellos  son  pac- 
tos que  ligan  a  dos  naciones  por  lo  menos,  i  de  allí  re- 
sulta que  deben  formarse  como  los  contratos  i  que  se 
rompen  como  ellos,  pudiendo  cesar  en  sus  efectos  por  los 
medios  que  establece  el  Derecho  Internacional.  No  es^ 
por  consiguiente,  aceptable  el  argumento  capital  en  que 
se  fundaban  los  impugnadores  del  procedimiento  obser- 
vado por  el  Gobierno  en  1867;  porque,  como  lo  hemos 
notado  ya  mas  arriba,  no  es  exacto  que  los  tratados  sean 
en  todo  idénticos  a  las  demás  leyes,^  i,  faltando  la  base  de 
la  argumentación,  toda  ella  cae  por  tierra. 

No  es  esto  solo.  La  cláusula  que  jeneralmente  contie- 
nen los  tratados,  referente  a  la  próroga  tácita  de  su  du- 
ración, sino  precediere  desahucio  dado  con  un  año  de 
anticipación,  no  implica  en  manera  alguna  un  compro- 
miso  de  que  el  pacto  ha  de  seguir  rijiendo  mas  allá  del 
plazo  fijo  de  años  asignado  a  dicha  duración.  Esa  cláu- 
sula implica  simplemente  una  cuestión  de  forma,  que 
equivale  a  decir  que  el  tratado  seguirá  rijiendo  de  año 
en  año,  si  las  partes  o  alguna  de  ellas  no  manifiesta  vo- 
luntad contraria^  o,  lo  que  es  lo  mismo,  si  stdjsiste  en  las 
partes  contratantes  la  voluntad  de  continuar  obligadas. 
En  voz  de  ajustar  un  nuevo  pacto  en  idénticas  condicio- 
nes, se  adopta  im  procedimiento  que  da  por  satisfechas 
todas  las  formalidades  que  precedieron  a  la  celebración 
i  ratificación  primitivas  del  tratado.  Es  eso  i  no  otra  co- 
sa lo  que  significa  la  cláusula  a  que  aludimos. 

I  como  para  la  celebración  i  ratificación  de  un  tratado 
se  requiere  indispensablemente  la  voluntad  del  Presi- 
dente de  la  República,  cuya  es  la  atribución  especial  de 
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concluirlos  i  de  firmarlos,  no  comprendemos  cómo  es  qno, 
dando  mas  importancia  a  la  forma  de  una  redacción,  que 
no  por  ser  mui  usada  debe  ser  intachable,  se  ha  podido 
prescmdir  de  la  cuestión  do  Jondo^  cual  es  la  de  conside- 
rar si  la  próroga  de  la  duración  de  un  tratado  puede  te- 
ner lugar  contra  la  voluntad  del  Presidente.  Nos  parece 
que  nadie  aceptará  semejante  conclusión,  como  no  sería 
posible  aceptar  que  se  prorogase  la  duración  de  un  tra- 
tado contra  la  voluntad  del  Congreso,  desde  que  la  pró- 
roga de  un  pacto  en  vigor  importa  exactamente  lo  mis- 
mo que  ajustar  otro  nuevo  con  idénticas  condiciones.  I 
como  esto  último  no  puede  verificarse  contra  el  modo  de 
ver  del  Presidente,  es  claro  que  si  la  opinión  de  este  fun- 
cionario es  adversa  a  la  jyrój'oga,  ella  no  puede  constitu- 
cionalmente  tener  lugar,  aun  cuando  el  Congreso  quie- 
ra lo  contrario.  I  osa  voluntad  contraria  a  la  próroga  es 
sencillamente  lo  que  significa  el  desahucio  dado  por  el 
Ejecutivo,  sin  el  acuerdo  del  Congreso,  en  los  dos  casos 
•ya  mencionados. 

Para  prorogar  un  pacto  internacional  se  necesita,  del 
mismo  modo  que  para  celebrarlo,  la  conformidad  de 
dos  voluntades.  La  del  Presidente  i  la  del  Congreso. 
Faltando  cualquiera  de  las  dos,  la  próroga  no  puede  te- 
ner lugar.  Podrá  convenirse  en  que  el  silencio  de  ambas 
se  considere  como  próroga  tácita.  Está  bien.  Pero  no 
puede  desconocerse  que  si  el  silencio  se  mira  como  ma- 
nifestación de  continuar  obligado,  será  menester  rom- 
perlo, sea  de  palabra  o  por  escrito,  para  dar  a  conocer 
una  opinión  contraria.  Es  esto  último  lo  que  hace  el  Eje- 
cutivo cuando  desahucia  un  tratado  dentro  del  plazo  fa- 
cultativo en  el  pactado.  Para  ese  desahucio,  que  no  pro- 
duce el  efecto  de  obligar  al  pais,  sino  todo  lo  contrario, 
i  que  envuelve  solo  una  negativa  a  ampliar  un  plazo  me- 
ramente potestativo,  basta  que  falte  el  acuerdo  que  se 
requiere  para  constituir  la  obligación.  El  pacto  debe 
desahuciarse  si  el  Presidente  no  tiene  voluntad  de  pro- 
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rogarlo  o  si  no  la  tiene  el  Congreso.  No  se  necesita 
que  carezcan  de  ella  ambas  autoridades,  así  como  no  se 
necesita  tampoco  la  voluntad  negativa  de  ambas  para  no 
celebrar  un  tratado. 

No  es  posible  arribar  a  conclusión  distinta  de  la  nues- 
tra, sino  equiparando  casos  que  están  mui  lejos  de  ser 
idénticos,  i  desconociendo  el  enorme  alcance  que  tiene 
la  disposición  constitucional  que  confiere  al  Presidente 
de  la  República  la  importantísima  i  pesada  atribución  de 
mantener  las  relaciones  poKticas  con  las  potencias  es- 
tranjeras. 


o 

o  o 


El  desconocimiento  del  verdadero  alcance  de  aquella 
atribución  dio  lugar,  en  sesión  del  Senado  de  7  de  agos- 
to de  1846,  a  la  cuestión  de  saber  si  cuando  el  Presiden- 
te de  la  República  pide  fondos  para  acreditar  una  lega- 
ción en  un  pais,  puede  el  Congreso  concederlos  para 
acreditarla  cerca  de  otra  nación. 

En  el  proyecto  de  presupuestos  para  1847  se  consultaba 
una  partida  para  atender  a  los  gastos  de  una  legación  en 
Francia.  La  Comisión  respectiva  del  Senado  propuso 
que  la  partida  se  modificara  en  el  sentido  de  que  esa  le- 
gación se  trasladara  a  Londres.  Puesta  en  discusión  la 
partida  con  el  informe  de  la  Comisión,  el  Presidente  del 
Senado,  señor  don  Diego  José  Bena vente,  i  el  Senador 
señor  don  Andrés  Bello,  impugnaron  el  informe  i  pidie- 
ron se  aprobara  la  partida  propuesta  por  el  Gobierno, 
aduciendo  varias  razones  de  conveniencia  i  sosteniendo 
que  dicho  informe  era  inconstitucional;  porque,  corres- 
pondiendo al  Presidente  de  la  República  mantener  las 
relaciones  políticas  con  las  potencias  estranjeras,  él  debe 
saber  dorido  conviene  mas  que  residan  las  legaciones. 
Agregó  el  señor  Bello  que,  en  apoyo  do  la  partida  tal 
como  el  Ejecutivo  la  proponía,  militaban  razones  de  ga- 
binete acerca  de  las  cuales  no  le  era  dado  estenderse,  i 
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que  las  relaciones  diplomáticas  deben  ser  dirij idas  ^or  el 
Supremo  Gobierno  i  por  nadie  mas. 

El  señor  don  Manuel  Camilo  Vial  Formas  defendió  el 
informe  de  la  Comisión,  sosteniendo,  en  sustancia,  que 
aunque  es  verdad  que  corresponde  al  Gobierno  la  direc- 
ción de  las  legaciones  diplomáticas  i  el  nombramiento 
de  quienes  deben  servirlas,  no  lo  es  prohibido  al  Con- 
greso conocer  de  la  conveniencia  de  ellas,  desdo  que  no 
puede  desconocerse  su  facultad  de  conceder  o  negar  las 
rentas  para  sostenerlas. 

Votado  el  informe  de  la  Comisión,  fué  rechazado  por 
10  votos  contra  3,  resultando  en  seguida  aprobada  por 
unanimidad  la  partida  propuesta. 

Reconociendo  la  facultad  del  Congreso  para  conceder 
o  negar  los  fondos  que  el  Ejecutivo  solicitare  para  crear 
una  legación  cerca  de  un  gobierno  dado,  creemos,  sin 
embargo,  que  el  Senado  obró  bien  al  conformarse,  en 
aquel  caso,  con  la  opinión  de  los  señores  Bena vente  i 
Bello;  porque  si  bien  pudo  aquel  cuerpo  negar  los  fon- 
dos pedidos  para  una  legación  en  Paris,  no  estaba  en  el 
caso  de  concederlos  para  crear  una  en  Londres,  donde  el 
Presidente  de  la  República  podia  no  considerarla  nece- 
saria. Supóngase  creada  en  el  presupuesto  una  lega- 
ción no  pedida  por  el  Ejecutivo,  ¿podría  alguien  obligar 
al  Presidente  de  la  República  a  proveerla,  si  fuere  en  su 
concepto  perjudicial  o  inútil?  Nos  parece  evidente  que 
nó,  i  esto  solo  basta  para  probar  que  el  Congreso  no  de- 
be proponer  la  creación  de  legaciones,  sino  a  petición 
del  Ejecutivo  o  de  acuerdo  con  éste.  Podrá  negarse  a 
autorizar  la  creación  de  una  legación  solicitada  por  el 
Ejecutivo;  pero  no  debe  iniciar  proyectos  referentes  a 
asuntos  en  los  cuales  la  iniciativa  corresponde  al  Presi- 
dente de  la  República,  como  consecuencia  natural  de  los 
deberes  i  graves  responsabilidades  que  le  impone  la 
parte  19*.  del  art.  82. 
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Lo  que  acabamos  de  decir  nos  conduce  naturalmente 
al  examen  de  otra  interesante  cuestión,  cual  es  la  de 
saber  si  la /ez  puede  fijar  los  principios  o  reglas  a  que 
el  Presidente  de  la  República  debe  sujetar  las  relaciones 
de  Chile  con  las  potencias  estran jeras. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  30  de  junio 
de  1864  se  presentó  un  proyecto  de  acuerdo^  suscrito 
por  el  señor  don  Manuel  Antonio  Matta  i  por  otros 
quince  Diputados,  proponiendo  se  declarara  que  dicha 
Cámara  era  de  opinión  que  no  debia  reconocerse  el  im- 
perio establecido  en  la  República  de  Méjico.  La  Comi- 
sión de  Relaciones  Esteriores  presentó,  en  sesión  de  26 
de  julio  siguiente,  im  informe  acerca  de  dicho  proyecto 
de  acuerdo^  suscrito  por  los  señores  don  Antonio  Varas, 
don  Pedro  Félix  Vicuña  i  don  Manuel  Recabárren,  for- 
mulando la  proposición  siguiente:  «La  Cámara  de  Di- 
sputados de  Chile  es  de  opinión  que  no  debe  reconocer- 
((se  el  imperio  mejicano,  ni  otra  forma  de  gobierno, 
«cualquiera  que  ella  sea,  que  so  sustituya  a  la  de  alguna 
((República  americana,  bajo  la  presión  de  fuerzas  estran- 
(xjeras.))  Puesto  en  discusión  ese  informe,  en  sesión  de 
30  del  espresado  mes  de  julio  de  1864,  el  señor  don  José 
Victorino  Lastarria  lo  modificó,  proponiendo  un  proyecto 
de  ¡ei  del  tenor  siguiente:  ctLa  República  de  Chile  no 
«reconoce  como  conformes  al  derecho  internacional  ame- 
«ricano  los  actos  de  intervención  europea  en  América, 
«ni  los  gobiernos  que  se  constituyan  en  virtud  do  tal 
((intervención,  aunque  ésta  sea  solicitada;  ni  pacto  algu- 
«no  de  protectorado,  cesión  o  venta,  o  de  cualquiera  otra 
«especie,  que  mengüe  la  soberanía  o  la  independencia  de 
«un  estado  americano,  a  favor  de  potencias  europeas,  o 
«que  tenga  por  objeto  establecer  una  forma  de  gobierno 
«contraria  a  la' republicana  representativa  adoptada  en 
«la  América  española.» 

A  consecuencia  de  haberse  cambiado  el  proyecto  de 
acuerdo^ — que  no  importaba  sino  la  manifestación  de  la 
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opinión  do  la  Cámara  respecto  de  un  caso  concreto,  para 
lo  cual  ella  estaba  indisputablemente  en  su  derecho, — 
en  un  proyecto  de  lei^  que  tenia  por  objeto  establecer 
reglas  jenerales  i  de  un  alcance  vastísimo;  el  señor  don 
Manuel  Antonio  Tocornal  Grez,  Presidente  de  la  Cáma- 
ra, manifestó  dudas  acerca  de  la  constitucionalidad  del 
proyecto  del  señor  Lastarria,  por  cuanto  él,  convertido 
en  lei,  amenguaría  las  atribuciones  que  en  la  materia 
confiero  la  Lei  Fundamental  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica, que,  según  ella,  es  el  único  juez  para  reconocer  o 
no  los  gobiernos  estranjeros. 

El  señor  Lastarria  contesto  que,  aunque  reconocía  que 
no  hai  talvez  materia  en  que  el  Ejecutivo  necesite  de 
mas  libertad  que  cuando  ae  trata  de  relaciones  esterio- 
res,  cuya  dirección  le  compete  según  el  principio  cons- 
titucional, la  práctica  habia  reconocido  que  en  algunos 
casos  la  lei  puede  fijar  principios  a  los  cuales  deba  su- 
jetarse esa  dirección.  En  comprobación  do  esto  último 
citó  la  lei  de  11  de  diciembre  de  1846  (1),  que  autorizó 
al  Presidente  de  la  República  para  que — en  el  caso  de  in- 
vasión de  alguna  de  las  Repúblicas  del  Pacífico  por  la 
espedicion  que  so  aprestaba  en  España — procediera  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado,  a  suspender  las  rela- 
ciones de  comercio  con  esta  Nación  i  a  cerrarlos  puertos 
de  la  República  a  la  bandera  española,  haciéndose  osten- 
siva la  misma  medida  a  cualquiera  otra  potencia  que 
hubiere  cooperado  al  apresto  de  dicha  espedicion;  i  para 
que,  en  el  caso  indicado,  pudiera,  con  el  mismo  acuerdo, 
invertir  los  fondos  necesarios  para  poner  a  cubierto  la 
seguridad  del  pais  i  concurrir  con  las  otras  repúblicas  a 
la  defensa  del  territorio  invadido. 

Con  esto,  i  sin  mas  discusión  acerca  del   punto  cons- 
titucional, se  votó  (A  proyecto  de  leí  del  señor  Lastarria, 


(1)  Boletín,  lib.  14,  páj,  823. 
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después  de  haberse  negado  la  Cámara  a  dejarlo  para  se- 
gunda discusión,  por  haberse  pedido  ésta  inoportuna- 
mente, i  fué  aprobado  con  solo  dos  votos  en  contra. 

Apesar  de  tan  significativo  voto  de  la  Cámara  de  Di- 
putados, el  Senado  no  ha  tomado  en  consideración  el  re- 
ferido proyecto  hasta  la  fecha,  sin  duda  porque  no  se  ha 
creido  mui  clara  la  solución  de  la  dificultad  propuesta 
por  el  señor  Tocornal,  en  el  sentido  que  le  dio  aquella 
Cámara. 

Nosotros  participamos  de  la  opinión  del  señor  Tocor- 
nal, i  creemos  que  no  es  ni  constitucional  ni  convenien- 
te que  se  dicten  leyes  fijando  reglas  jenerales  al  Presi- 
dente de  la  República  para  la  dirección  de  las  relaciones 
esteriores.  La  Constitución,  al  confiársela  en  la  parte 
19.*  del  art.  82,  no  se  ha  referido  a  las  leyes^  como  lo  ha- 
ce en  muchos  otros  párrafos  de  ese  artículo;  i  no  se  ha 
referido  a  ellas,  porque  habría  sido  absurdo  pretender 
que  Chile  manejase  sus  relaciones  esteriores  conforme  a 
leyes  dictadas  por  él  mismo,  i  no  con  arreglo  a  los  prin- 
cipios del  derecho  internacional^  que  debe  respetar  como 
toda  nación  civilizada.  Si  las  leyes  que  Chile  se  dictara 
para  la  dirección  de  tales  relaciones  fueran  contrarias  a 
esos  principios,  es  incalculable  la  gravedad  de  las  con- 
secuencias que  podrían  producir;  i  si  han  de  ser,  como 
tendrán  que  serlo,  conformes  al  derecho  de  jeutes,  ¿para 
qué  dictarlas  entonces?  ¿Puede,  acaso,  prevalecer  el  de- 
recho publico  interno  de  un  pais  sobre  el  derecho  publi- 
co esterno  de  las  naciones,  cuando  se  trata  de  asuntos 
internacionales?  Si  la  respuesta  a  esta  pregunta  es  for- 
zosamente negativa,  nosotros  llegamos  a  la  consecuen- 
cia de  que  lo  único  que  ha  querido  la  Constitución  es 
que  las  relaciones  políticas  con  las  potencias  estranjeras 
Beau  dirijidas  con  arreglo  a  los  principios  del  derecho  de 
j  entes. 

I  aun  cuando  fuera  constitucional  dictar  leyes  que  re- 
glamentaran el  ejercicio  de  las  atribuciones  que  confiere 
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al  Ejecutivo  el  inciso  19  del  arfc.  82,  nosotros  pensaria- 
mos  siempre  que  no  sería  conveniente  hacerlo;  porque 
en  tales  materias  no  es  posible  establecer  reglas  jeuera- 
les  i  absolutas,  i  porque  lo  que  en  un  caso  es  ventajoso, 
puede  no  serlo  en  cien  otros.  Ayer  pudimos  interesar- 
nos por  la  suerte  de  ciertas  repúblicas  hermanas;  pudi- 
mos apasionarnos  por  la  idea  de  la  unión  americana;  pu- 
dimos creer  aun  en  la  existencia  de  im  derecho  interna- 
cional americano;  pudimos,  en  fin,  hacer  política  esterior 
americana,  Hoi  podemos,  sin  embargo,  pensar  de  otro 
modo,  i  creer,  como  hemos  creído  siempre  nosotros,  que 
la  verdadera  i  única  política  esterior  de  Chile  debe  ser 
la  política  chilena^  que  consiste,  según  nuestra  manera 
de  entender  las  cosas,  en  respetar  la  lei  internacional 
respecto  de  todas  las  naciones,  de  todas  absolutamente^ 
de  una  manera  idéntica;  i  en  inspirarse  siempre  en 
las  nociones  del  derecho  i  en  los  dictados  de  la  pruden- 
cia. 

Contra  lo  que  dejamos  dicho  nada  puede  el  preceden- 
te que  se  buscó  en  la  lei  de  11  de  diciembre  de  1846, 
porque  ella  no  Jijó  reglas  jenerales  al  Presidente  de  la 
República  para  dirijirlas  relaciones  esteriores,  sino  que, 
previendo  un  riesgo,  que  parecia  entonces  inminente,  le 
concedió  ciertas  autorizaciones  que,  en  todo  caso,  habría 
debido  recabar  del  Congreso;  ya  que,  por  una  parte,  la 
clausura  de  nuestros  puertos  a  una  nación  amiga  podia 
importar  ima  declaración  de  guerra  o  traer  ésta  como 
consecuencia,  i  ya  que,  por  la  otra,  el  P]jecutivo  no  pue- 
de invertir  los  fondos  públicos  sino  con  arreglo  a  las  le- 
yes. Basta  leer  la  recordada  leiáe  184G,  para  compren- 
der que,  lejos  de  limitar  ella  la  libertad  de  que  debe  en- 
contrarse investido  el  Presidente  de  la  República  para  la 
dirección  de  las  relaciones  esteriores,  le  confirió  medios 
i  facilidades  para  ejercerlas  en  un  caso  dado,  si  se  reali- 
zaba una  eventualidad  determinada  i  prevista. 

Las  Cámaras,    sin   incurrir  en  el  cargo  do   violar  la 
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Constitución  i  de  desatender  la  verdadera  convenioncía 
del  país,  que  es  el  doble  peligro  que  entrañaría  el  sis- 
tema de  leyes  como  la  que  se  procuró  dictar  en  1864;^ 
pueden  influir  benóficamente  en  la  dirección  de  las  rela- 
ciones esteriores,  ilustrando  al  Ejecutivo  i  prestándole^^ 
su  importante  cooperación,  por  medio  de  proyectos  de 
etcuerdo^  que  hagan  conocer  a  éste  la  opinión  de  aquéllas 
en  casos  especiales  i  concretos,  i  que  no  ofrezcan  ningu* 
no  de  esos  dos  graves  inconvenientes. 


o 


La  única  limitación  que,  a  la  libertad  del  Ejecutivo  en 
la  dirección  de  las  relaciones  esteriores,  pone  el  inciso  19^ 
del  art.  82,  es  la  de  no  poder  ratificar  los  íratoáos  sin  que 
hayan  sido  antes  aprobados  por  el  Congreso. 

Los  tratados  a  los  cuales  se  refiere  esa  limitación  son, 
como  lo  sostiene  perfectamente  el  señor  Lastama  en  sus^ 
comentarios,  todos  los  que  el  derecho  internacional  com- 
prende en  las  espresiones  tratados  o  convenciones^  sean 
jenerales,  esto  es,  referentes  a  muchos  objetos,  o  particu- 
lares, esto  es,  relativos  a  objetos  especiales.  La  palabra 
tratados  que  emplea  la  Constitución  es  jenérica,  i  com- 
prende, por  consiguiente,^  los  tratados  de  paz,  de  alian- 
za, de  tregua,  de  neutralidad,  de  comercio,  concordatos 
i  toda  clase  de  pactos  o  convenciones,  sin  otra  escepcion 
que  la  reclamada  por  la  fuerza  misma  de  las  cosas  i  que 
establece  el  derecho  internacional,  cual  es  la  de  aquellos- 
pactos  transitorios  i  de  corta  duración,  que  los  jefes  de 
un  ejército  pueden  ajustarcon  el  enemigo.  En  este  casó- 
se encontraría,  por  ejemplo,  un  armisticio  para  enterrar 
a  los  muertos. 

El  señor  Lastarria,  al  ocuparse  de  este  punto  en  su 
obra  citada,  recuerda  tres  casos  en  que,  a  su  juicio,  ha 
sido  violada  la  Constitución  por  haberse  aprobado  cier- 
tas convenciones  sin  la  aprobación  del  Congreso.  Esos- 
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casos  son:  el  de  la  convención  sobro  supresión  de  de- 
rechos diferenciales  cgn  la  Gran  Bretaña,  promulgada  el 
15  de  diciembre  de  1852;  el  de  la  convención  con  el 
Peni,  sobre  arreglo  de  la  amortización  de  la  deuda  de 
esta  Nación  a  Chile,  firmada  en  Lima  el  7  de  noviembre 
de  1854;  i  el  de  otra  convención  con  la  misma  Repúbli- 
ca, sobre  cancelación  do  dicha  deuda,  firmada  también 
en  Lima  el  9  de  febrero  de  1856.    (1) 

Debe  tenerse  presente,  sin  embargo,  que  en  cada  uno 
de  esos  tres  casos  el  Ejecutivo  dio  cuenta  especial  al 
Congreso  en  la  Memoria  del  Ministro  del  ramo,  esplican- 
do  en  ella,  o  en  los  decretos  respectivos,  el  motivo  porque 
Labia  considerado  que  aquellas  convenciones  no  habian 
requerido  la  aprobación  de  las  Cámaras;  lo  que  mani- 
fiesta que,  ajuicio  del  mismo  Gobierno  que  las  firmó,  es 
incuestionable  la  verdad  del  principio  jeneral  i  absoluto 
de  que  toda  convención   necesita  de  esa  aprobación. 

Respecto  de  la  de  15  de  diciembre  de  1852,  en  la 
Memoria  del  ramo,  presentada  el  5  de  octubre  anterior^ 
el  señor  don  Antonio  Varas  dice:  que  lo  que  el  Gobierno 
habria  podido  conceder  o  aceptar  por  sí  solo  i  por  medio 
de  un  simple  cambio  de  notas  ministeriales,  conforme  a 
la  loi  de  16  de  julio  de  1850,  se  hizo  en  ese  caso  por  me- 
dio de  una  convención.  (cPor  este  motivo,  agrega  la  in- 
dicada Memoria,  ha  creído  el  Gobierno  que  esa  conven- 
ción, por  su  naturaleza  especial,  no  era  necesario  some- 
terla a  la  aprobación  del  Congreso,  i  que  podia  surtir 
pleno  efecto  sin  esa  aprobación.  Sin  embargo,  la  acom- 
paño ahora  para  que  el  Congreso,  si  lo  cree  del  caso, 
la  tome  en  consideración.» 

El  Congreso,  aposar  de  tan  terminantes  palabras,  no 
creyó  del  caso  tomarla  en  consideración,  i  la  convención 


(1)  Véanse  pajinas  283  i  513  del  tomo  V  de  la  obra  titulada  Documen- 
tos Parlamentarios^  en  que  se  rejistraa  las  dos  últimas  de  las  tres  coE* 
venciones  citadas,  qoe  no  se  contienen  en  el  Boletin  de  ha  Leyes, 
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fué  promulgada  mas  de  dos  meses  después.  No  vemos 
por  dónde  pudiera  sostenerse  que,  al  aprobarla,  el  Ejecu- 
tivo hubiera  desconocido  las  atribuciones  de  las  Cá- 
maras. 

En  los  casos  de  las  convenciones  ajustadas  en  Lima, 
el  7  de  noviembre  de  1854  i  el  9  de  febrero  de  1856, 
aprobada  la  primera  por  decreto  de  30  de  diciembre  de 
1853,  i  la  segunda  por  el  de  26  de  febrero  de  1856,  cada 
uno  de  los  cuales  serejistra  a  continuación  de  la  respecti- 
va convención  en  la  obra  titulada  Documentos  Parlamen- 
tarios; el  Gobierno  procedió,  sin  acuerdo  previo  del  Con- 
greso, porque  el  art.  4."*  de  la  convención  ajustada  con 
el  Peni  el  12  de  setiembre  de  1848  i  promulgada  el  15  de 
enero  de  1850  (1),  le  habia  facultado  implícitamente  pa- 
ra hacerlo,  i  ambos  arreglos  no  importaban  sino  el  cum- 
plimiento de  lo  estipulado  en  dicho  artículo,  según  ter- 
minantemente está  espresado  en  los  dos  decretos. 

De  ambas  convenciones  i  de  los  respectivos  decre- 
tos se  dio  cuenta  al  Congreso,  como  ya  lo  hemos  indica- 
do, en  las  Memorias  ministeriales  de  1855  i  de  1856, 
acompañando  íntegros  éstos  i  aquéllas.  Parece  que  el 
Congreso  pensó  que  el  Gobierno  habia  discurrido  bien 
i  que  tampoco  habia  atropellado  sus  prerogativas  en  los 
dos  casos  a  que  venimos  refiriéndonos,  Mesde  que  aceptó 
el  procedimiento  sin  observación  alguna. 

Esplicados  así  los  hechos  con  todos  sus  detalles,  nos 
parece  que  es  lícito  afirmar  que  ningún  Gobierno  ha 
desconocido  todavía  en  Chile,  desde  que  rije  la  Consti- 
tución de  1833,  que,  conforme  a  ella,  todo  tratado  o  con- 
vmcion  debe  ser  aprobado  por  el  Congreso  antes  de  su 
ratificación,  sin  otra  escepcion  que  la  indicada  mas  arri- 
ba. En  los  casos  a  que  se  ha  referido  el  señor  Lastarria, 
esa  aprobación  habia  existido,  porque  iba  envuelta  en 


(1)  Boletín,  Libro  18,  páj.  1. 
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leyes  o  tratados   anteriores,  a  los  cuales  daba  cumpli- 
miento el  Ejecutivo. 

Los  actos  de  las  autoridades  deben  juzgarse  no  tanto 
en  consideración  a  snforma^  sino  mui  especialmente  en 
cuanto  Vil  fondo  do  ellos,  para  calificarlos  de  arreglados  o 
de  contrarios  a  la  Constitución. 


o 
o  o 

¿Puede  el  Presidente  de  la  República,  por  sí  solo  i  no 
precediendo  lei  que  para  ello  le  autorice,  someter  a  ar- 
bitraje o  transijir  las  cuestiones  internacionales? 

Puesto  en  discusión  ante  la  Cámara  de  Diputados,  oii 
sesión  de  13  de  diciembre  de  1866,  nn  proyecto  de  lei 
aprobado  ya  por  el  Senado,  con  el  objeto  de  conce- 
der un  suplemento  de  cincuenta  i  dos  mil  seiscientos 
noventa  i  se  s  pesos  para  el  pago  de  ciertos  rociamos 
franceses,  quo  habian  sido  aceptados  por  ima  comisión 
mista,  compiiosta  de  tres  chilenos  (los  señores  don  José 
Santos  Lira,  d:)n  Enrique  Cood  i  don  Melchor  Concha  i 
Toro)  que  había  nombrado  el  Presidente  de  la  líepúblí- 
ca,  i  do  tres  subditos  franceses  (los  señores  Ainié  Pissib", 
Luis  Larrocque  i  Juan  Bainville)  que  liabia  designado 
el  Ministro  de  Francia  en  Chile;  i  pedidos  por  el  señor 
don  Manuel  Antonio  Matta  los  antecedentes  del  íiírstiuto; 
el  señor  don  Federico  Errázuriz,  Ministro  interino  de 
Relaciones  Esteriores,  dijo,  entre  otras  cosas,  que  los  es- 
pedientes del  caso,  que  eran  treinta  i  seis,  no  habian  si- 
do llevados  a  la  C¿imara  por  ser  mui  voluminosoSj  i  por- 
que,  como  ya  estaban  sentenciados  por  la  Comisión,  habi'i 
creido  el  Gobierno  que  no  era  del  caso  que  la  Cámara  cu- 
trara  a  revisar  esas  sentencias  que  eran  irreformables. 

El  señor  Matta  sostuvo  que  los  fallos  de  la  Comisión 
mista  podian  ser  revisados  por  la  Cámara,  desde  que  a 
ella  tenian  que  pedirse  los  fondos  necesarios  para  cum- 
plirlos, i  no  se  cumplirian  si  la  Cámara  negara  tales  fon- 
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dos.  El  señor  don  Melchor  de  Santiago  Concha  sostuvo 
que  la  convención  que  habia  dado  oríjen  al  nombramien- 
to de  la  Comisión  mista  no  requería  la  aprobación  del 
Congreso,  por  cuanto  ésta  se  exije  solo  para  los  tratados^ 
lo  cual  nos  parece  inaceptable,  según  lo  hemos  manifes- 
tado en  el  parágrafo  precedente.  Después  de  una  discu- 
sión en  que  nada  se  dijo  acerca  del  fondo  de  la  cuestión 
constitucional  que  entrañaba  al  proyecto,  se  desechó,  por 
30  votos  contra  7,  la  indicación  del  señor  Matta  de  vol- 
verlo a  comisión. 

En  la  sesión  nocturna  del  mismo  día  13  de  diciembre 
de  1866,  fueron  llevados  a  la  Cámara  los^  antecedentes 
pedidos  por  el  señor  Matta.  Continuando  la  discusión  del 
proyecto  en  sesión  de  18  del  mismo  mes  i  año,  el  señor 
Matta,  entrando  en  el  examen  ds  la  cuestión  que  nos 
ocupa,  dijo,  i  con  perfecta  razón,  que  el  acuerdo  en  que  se 
habia  convenido  someter  las  reclamaciones  francesas  a  la 
decisión  de  una  Comisión  mista,  importaba  una  verdade- 
ra Convención  que,  cualquiera  que  fuese  su  forma,  debió 
haberse  sometido  a  la  aprobación  del  Congreso,  como  se 
habia  hecho  en  los  casos  del  ((Macedonian»  i  del  «Fran- 
klin»  en  1859.  El  señor  Matta  no  impugnó  la  justicia  de 
las  decisiones  de  la  Comisión  mista,  ni  so  opuso  a  la 
concesión  del  suplemento  pedido;  pero  quiso  poner  a  sal- 
vo los  fueros  del  Congreso,  no  dejando  pasar  sin  protes- 
ta un  mal  precedente,  para  cuyo  efecto  propuso  un  pro- 
yecto de  acuerdo  que  concedia  los  fondos  pedidos,  pero 
precedido  de  considerandos  que  evitaran   su  repetición. 

YA  señor  don  Federico  Errázuriz,  Ministro  do  Rela- 
ciones Esteriores,  contestó,  con  relación  al  punto  consti- 
tucional, que  en  aquel  caso  no  so  habia  tratado  de  una 
Convención  que  debiera  someterse  a  la  aprobación  del 
Congreso,  sino  simplemente  de  un  arreglo^  que  el  Go- 
bierno tenia  facultad  para  celebrar  por  sí  solo^  pues  solo 
se  trataba  de  fijar  la  cantidad  en  que  se  estimaran  los 
perjuicios  causados.  Después  de  haber  hecho  uso  de  la 
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palabra  los  señores  don  Ricardo  Claro  i  el  mismo  señor 
Matta,  cu  favor  del  proyecto  de  acuerdo  de  este  último,  i 
los  señores  don  Melchor  de  Santiago  Concha  i  don  Mi- 
guel Barros  Moran  en  contra,  fue  rechazado  por  27  vo- 
tos contra  10.  Votado  en  seguida  el  proyecto  primitivo, 
fué  aprobado  por  unanimidad. 

Nosotros  creemos  que  aunque  el  Presidente  de  la  Re- 
pública puede  decidir  por  sí  i  ante  sí  las  reclamaciones 
verdaderamente  diplomáticas^  o  sea  aquellas  que,  según 
los  principios  del  Derecho  Internacional,  no  se  encuen- 
tran en  el  caso  de  ser  sometidas  al  fallo  de  nuestros  tri- 
bunales; no  puede,  sin  embargo,  someterlas  a  la  decisión 
de  comisiones  de  ninguna  especie,  sino  por  medio  de 
convenciones  aprobadas  por  el  Congreso,  lo  que  no  se 
observó  en  el  caso  recordado.  Menos  aceptable  nos  pa- 
rece sostener  que  comisiones  nombradas  sin  sujeción  a 
las  formalidades  constitucionales,  puedan  librar  senten- 
cias trrevocahleSy  que  liguen  al  Congreso  de  tal  manera 
que  no  debiera  hacer  otra  cosa  que  conceder  los  fondos 
que,  en  virtud  de  ellas,  hubiera  de  pagar  la  Nación.  Para 
que  invistieran  semejante  facultad,  sería  menester  reco- 
nocer en  los  comisionados  el  carácter  de  arbitros,  de  ver- 
daderos jueces;  i  es  evidente  que  61  no  puede  serles  con- 
ferido por  un  simple  decreto  del  Ejecutivo.  La  constitu- 
ción de  un  arbitraje  en  asuntos  internacionales,  es  ma- 
teria de  una  convención  que  debe  ser  aprobada  por  el 
Congreso;  así  como  la  constitución  de  un  arbitraje  en 
asuntos  internos  no  puede  verificarla  el  Presidente  de  la 
República,  si  para  ello  no  le  facultare  alguna  lei. 

Cuando  el  Ejecutivo  considera  que  una  reclamación 
diplomática  es  realmente  tal;  que  no  implica  un  asunto 
cuyo  conocimiento  compete  a  los  tribunales  ordinarios 
de  justicia,  i  cuando  llegare  el  caso  de  decidirla,  para  el 
efecto  de  admitirla  o  rechazarla;  debe  resolverla  por  sí 
i  ante  sí,  como  encargado  de  mantener  las  relaciones  ¡30- 
líticas  con  las  naciones  estranjeras,  asumiendo  de  lleno 
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la  responsabilidad  de  su  fallo  ante  el  Congreso.  Para  es- 
pedirlo i  como  medio  de  estudio  i  de  ilustración,  podrá 
nombrar  comisiones  informantes^  si  lo  juzga  conveniente 
i  si  cuenta  con  la  voluntad  de  personas  competentes  que 
se  presten  a  servirlas. 

Si  el  Presidente  de  la  República,  decidiendo  una 
controversia  verdaderamente  diplomática^  aceptare  una 
reclamación  en  contra  de  Cliile,  nos  parece  que  el 
Congreso,  aun  cuando  pensara  de  distinto  modo,  esta- 
ría en  el  deber  de  votar  los  fondos  que  se  le  pidieran 
para  hacer  frente  al  compromiso  que  el  fallo  del  Ejecu- 
tivo impusiera  en  tal  caso  a  la  República.  En  ese  sen- 
tido pensamos  que  las  resoluciones  del  Presidente  sur- 
ten los  mismos  efectos  que  las  sentencias  pasadas  en 
autoridad  de  cosa  juzgada.  El  Congreso  no  revísalas 
sentencias  contrarias  al  Fisco  para  conceder  los  fondos 
que  requiriere  su  cumplimiento. 

Pero  esas  facultades  que  la  Constitución  le  confiere, 
no  puede  el  Presidente  delegarlas  en  una  comisión  que, 
aun  cuando  no  recibiera  tal  nombre,  sería  un  verdadero 
tribunal  de  arbitros^  desde  que  fuera  a  decidir.  I  ya  lie- 
mos dicho  que  el  arbitraje  no  puede  constituirse  en  asun- 
to alguno  que  afecte  el  interés  nacional,  sin  autorización 
del  Congreso;  como  no  podria  tampoco,  sin  la  misma, 
ajustarse  ninguna  especie  de  transacción. 

En  comprobación  de  la  verdad  de  nuestra  precedente 
afirmación,  citaremos  el  caso  de  la  transacción  referente 
al  reclamo  del  ((Franklin)),  que  se  llevó  a  efecto  por  me- 
dio de  una  convención  promulgada  el  21  de  junio  de 
1859,  i  el  del  arbitraje  a  que  fué  sometido  el  caso  del 
((MacedonianD,  que  se  llev5  a  efecto  por  medio  de  la 
convención  promulgada  el  18  de  octubre  del  mismo 
año.  Ambas  convenciones  fueron  aprobadas  por  el  Con- 
greso Nacional,  como  deben  serlo  todas  las  de  su  clase, 
i  todas  las  que  envuelvan  una  transacción  o  un  arbitraje^ 
aunque  estas  palabras  no  suenen  en  el  arreglo  respecti- 
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vo.  (1)  Los  convenios  entre  los  países  no  dejan  de  ser 
convenciones  o  tratados,  porque  se  les  quiera  llamar 
arreglos  o  acuerdos;  ni  los  arbitros  dejan  de  serlo  tampo- 
co, desde  que  se  les  invisto  de  la  facultad  de  fallar  con- 
troversias, porque  se  les  dé  el  nombre  de  comisionados. 

La  Cámara  obró  bien  al  conceder  los  fondos  pedidos 
en  el  caso  que  hemos  narrado,  porque  pudo  i  debió  con- 
siderar que  era  resolución  del  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca la  de  la  Comisión  mista,  desde  que  aquel  funcionario 
la  aceptaba  i  la  patrocinaba  ante  el  Congreso.  8olo  así 
nos  esplicaraos  que  el  proyecto  fuera  aprobado  por  una- 
nimidad; pues,  aparte  de  lo  dicho,  no  concebimos  que 
sea  posible  sostener  que  el  Ejecutivo  puede  entre  noso- 
tros ajustar  transacciones  o  arbitrajes  de  ninguna  espe- 
cie, en  asuntos  que  afectaren  a  la  Nación  o  al  Fisco,  sea 
cual  fuere  su  naturaleza,  sin  estar  para  ello  facultado  por 
una  lei. 

Si  el  Ejecutivo  obrara  sin  ella,  ejecutaría  un  acto  nulo 
conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art.  160  de  la  Constitu- 
ción. I  como  no  existe  lei  alguna  jeneral  que  le  confiera 
semejante  atribución,  es  necesario  que  en  cada  caso  par- 
ticular que  ocurriere,  relacionado  con  asuntos  internacio- 
nales, la  convención^  arreglo^  acuerdo  o  protocolo  que  en- 
volviere  el  ajuste  de  una  transacción  o  arbitraje,  sea  so- 
metido a  la  aprobación  de  las  Cámaras.  En  asuntos  de 
otro  carácter,  se  requiere  una  lei  que  faculte  al  Presiden- 
te de  la  República  para  transij irlos  o  someterlos  a  arbi- 
traje. Ejemplo  de  esto  último  es  la  lei  de  22  de  noviem- 
bre de  1877,  que  autorizó  el  sometimiento  a  arbitros  de 
las  cuestiones  que  surjieren  entre  el  Fisco  i  el  construc- 
tor del  ferro-carril  de  Curicó  a  Angol. 

o 
o  o 


(1)  Boletín  de  las  lojcs,  libro  27,  píji  74  i  158. 
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La  parte  lO.""  del  art.  82  de  la  Constitución  termina 
diciendo:  que  las  discusiones  i  deliberaciones  sobre  estos 
objetos^  es  decir  sobre  todos  los  que  ella  menciona,  i  no 
simplemente  sobre  los  t^^atados,  serán  secretas,  si  así  lo 
exije  el  Presidente  de  la  Repiiblica.  Ni  podia  ser  de  otro 
modo,  atendida  la  delicada  naturaleza  de  los  asuntos  in- 
ternacionales. Al  Ejecutivo,  como  responsable  de  la  di- 
rección de  las  relaciones  políticas  con  las  potencias  es- 
tranjeras,  incumbe  calificar  la  conveniencia  de  la  reser- 
va o  de  la  publicidad  de  discusiones  referentes  a  todos 
los  ohjetos  que  abraza  tan  vasta  i  tan  estensa  atribución. 
Esto  es  tan  claro,  que  nunca  hemos  comprendido  cómo 
el  ejercicio  de  esta  facultad  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica lia  podido  servir  de  tópico  a  mas  de  una  inútil  dis^ 
cusion  en  nuestras  Cámaras. 

20/  ATRIBUCIÓN 


Este  párrafo  que,  por  fortuna,  no  ofrece  desde  Lace 
ya  mas  de  tres  lustros  sino  un  interés  puramente  histó- 
rico, dice  que  es  atribución  especial  del  Presidente  de 
la  República:  ((Declarar  en  estado  de  sitio  uno  o  varios 
puntos  de  la  República  en  caso  de  ataque  esterior,  con 
acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  i  por  un  determinado 
tiempo. — En  caso  de  conmoción  interior,  la  declaración 
de  hallarse  uno  o  varios  puntos  en  estado  de  sitio,  co- 
rresponde al  Congreso;  pero  si  éste  no  se  hallare  reuni- 
do, puede  el  Presidente  hacerla  con  acuerdo  del  Consejo 
de  Estado,  por  un  determinado  tiempo.  Si  a  la  reunión 
del  Congreso  no  hubiere  espirado  el  término  señalado, 
la  declaración  que  ha  hecho  el  Presidente  de  la  Repilbli- 
ca  se  tendrá  ])oy  iwi^  proposición  de  Ieiy> 

No  cieemos  necesario  detenernos  en  el  examen  teóri- 
co de  esta  atribución  constitucional  del  Ejecutivo.  La 
opinión  ilustrada  del  pais  se  ha  pronunciado  de  una  m 
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nera  tan  euérjica  en  su  contra,  que  ha  obtenido  dos  re- 
sultados. Es  el  primero  la  importante  serie  de  reformas 
introducidas  en  1874  en  el  art.  IGl,  que  determina  los 
efectos  que  produce  la  declaración  de  estado  de  sitio, 
punto  del  cual  nos  ocuparemos  al  estudiar  ese  artículo. 
Es  la  segunda  haber  logrado  el  interesante  resultado 
práctico  de  que,  apesar  de  las  guerras  en  que  el  pais  se 
ha  visto  envuelto  en  1865  i  en  1879,  no  se  haya  echado 
mano  del  arbitrio  de  declarar  en  estado  de  sitio  punto 
alguno  de  la  República,  i  que  ésta  haya  podido  defender 
con  entereza  sus  derechos  en  medio  del  juego  libre  de  su 
mecanismo  regular  i  constitucional. 

Nosotros  no  vacilamos  en  condenar  en  absoluto  la 
creación  de  esa  institución  que  se  llama  estado  de  sitio. 
Pensamos  que  si  llegara  a  haber  circunstancias  tan  es- 
cepcionales  i  estraordinarias,  que  requirieran  medidas 
también  de  ese  carácter,  aquéllas  no  pueden  ser  otras 
que  las  que  ha  previsto  la  parte  6.*  reformada  del  art. 
35,  i  éstas  no  podrian  tampoco  ser  otras  que  las  que  esa 
misma  disposición  indica.  Ocúrrase  en  tal  caso  al  Con- 
greso i  pídasele  dicte  la  lei  o  leyes  escepcionales  a  que 
ia  citada  disposición  constitucional  se  refiere.  Con  ellas 
el  mal  quedaría  remediado. 

Pensamos,  pues,  que  deberla  suprimirse  de  nuestra 
Constitución  la  parte  20.*  del  art.  82  i  el  art.  IGl,  por  con- 
tener disposiciones  que  no  solamente  son  incompatibles 
con  los  buenos  principios,  sino  que  ademas  son  comple- 
tamente innecesarias,  desde  que  en  otros  preceptos  do 
ia  misma  puede  encontrarse  el  correctivo  contra  el  único 
mal  que  podría  servir  de  pretexto  al  estado  de  sitio.  Los 
derechos  que  la  Constitución  de  un  pais  civilizado  a,se- 
gura  a  sus  habitantes,  no  deben  jamas  suspenderse  a 
virtud  simplemente  de  decretos  del  Ejecutivo,  contra 
cuyos  abusos  posibles  no  es  una  garantía  suficiente  la 
intervención  del  Consejo  de  Estado. 

Si  la  Constitución  creyó  que  las  amplias  facultades  de 
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que  ella  misma  ha  revestido  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica en  sus  arts.  81  i  82,  no  bastarían  en  algunos  casos, 
i  que  podria  ser  necesario  confiarle  otras;  no  vemos  mo- 
tivo para  que  en  ninguno  le  atribuyera  a  él  mismo  la 
facultad  de  arrogárselas,  salvando  las  apariencias  de  la 
legalidad.  Debió  entonces,  ya  que  supuso  que  podría  ha- 
ber casos  de  tanta  urjencia  que  hicieran  imposible  la  in- 
mediata reunión  del  Congreso,  haber  requerido  que,  du- 
rante su  receso,  bien  fuera  en  caso  de  ataque  esterior  o 
en  el  de  conmoción  interior,-el  Presidente  procediera  con 
acuerdo  de  la  Comisión  Conservadora,  dando  cuenta  in- 
mediata al  Congreso.  Debió  agregar  que  éste  quedaba 
convocado  por  el  ministerio  de  la  lei  a  sesiones  estraor- 
dinarias,  por  el  solo  hecho  de  la  declaración  de  estado  de 
sitio  dictada  durante  su  receso,  i  que  el  Congreso  debia 
en  el  acto  de  reunirse  aprobar  o  dejar  sin  efecto  la  de- 
claración librada  por  el  Presidente  de  acuerdo  con  dicha 

Comisión. 

o 
o  o 

Lo  absurdo  de  la  intervención  conferida  en  la  materia 
al  Consejo  de  Estado,  dio  lugar  a  justísimos  ataques  en 
las  sesiones  de  la  Cámara  de  Diputados  de  1849.  Yaque 
no  era  lícito  reformar  la  Constitución,  se  presentó  por 
los  señores  don  Bruno  Larrain  i  don  José  Victorino  Las- 
tarria  un  proyecto  de  lei  que  tenia  por  objeto  reglamen- 
tar la  concesión  de  facultades  cstrordinarias  i  las  decla- 
raciones de  estado  de  sitio.  La  discusión  de  ese  proyecto 
principió  en  la  sesión  de  20  de  julio  de  aquel  año  i  ter- 
minó en  aquella  Cámara  el  30  del  mismo  mes,  después 
de  haberse  consagrado  ademas  a  ella  las  sesiones  del 
23,  del  25  i  del  27.  Con  motivo  del  art.  6.°  del  proyecto, 
conforme  al  cual,  estando  en  receso  el  Congreso,  no  po- 
dria el  Presidente  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado 
declarar  en  estado  de  sitio  uno  o  varios  puntos  de  la  Re^ 
pública,  sin  qice  la  Comisión    Conservadora  hubiera  decía-- 
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rado  previamente  el  hecho  de  la  conmoción  interior  por 
el  voto  de  cinco  de  los  seis  miembros  que  por  lo  menos 
debian  concurrir  al  acuerdo;  se  suscitó  un  largo  debate  a 
propósito  de  si  era  o  no  constitucional  la  proposición 
contenida  en  dicho  artículo. 

Los  Ministros  del  Interior,  de  Justicia  i  de  Hacien- 
da, señores  don  José  Joaquin  Pérez,  don  Manuel  An- 
tonio Tocornal  Grez  i  don  Antonio  García  Reyes,  i  el 
señor  diputado  don  Ramón  Renjifo  impugnaron  la  consti- 
tucionalidad  de  la  proposición,  porque  someter  la  califica- 
ción del  hecho  de  la  conmoción  interior  a  otra  autoridad 
que  a  la  del  Presidente  i  a  la  del  Consejo  de  Estado,  im- 
portaba evidentemente  quitarles  una  atribución  que  es- 
pecialmente les  conferia  la  Constitución. 

Defendieron  el  artículo  los  señores  don  José  Victorino 
Lastarria,  don  Bruno  Larrain,  don  Juan  Bello,  don  Sal- 
vador Sanfuéntes,  don  Manuel  Ramón  Infante,  don  Fer- 
nando Urízar  Garfias  i  don  Francisco  de  Borja  Solar, 
sosteniendo  que  la  Constitución  confiere  al  Presidente, 
durante  el  receso  del  Congreso,  la  facultad  de  declarar 
el  estado  de  sitio  en  caso  de  conmoción  interior,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado,  facultad  que  el  pro- 
yecto les  conservaba;  pero  que,  no  disponiendo  aquella 
cuál  era  la  autoridad  que,  en  tal  caso,  debia  calificar  el 
hecho  de  la  conmoción  interior,  podía  la  lei  i  dehia  atri- 
buir esa  calificación  a  la  Comisión  Conservadora.  La  Cá- 
mara pensó  como  los  defensores  del  art.  6.*"  del  proyecto, 
prestándole  su  aprobación. 

Es  probable  que,  al  obrar  así,  se  dejó  alucinar  por  las 
razones  de  lójicaide  conveniencia  que  sirvieron  de  base 
a  la  idea  que  entrañaba  el  artículo.  Pero  creemos  eviden- 
te que  no  habría  podido  convertirse  en  lei  esa  idea  sin 
iolar  la  Constitución,  porque  es  claro  que,  como  lo  de- 
cían muí  bien  los  señores  Pérez,  Tocornal,  García  Reyes 
i  Renjifo,  bastaría  la  simple  negativa  de  la  Comisión 
Conservadora  a  calificar  como   conmoción  interior  un 
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hecho  que  realmente  la  constituyera,  para  impedir  que 
el  Presidente  i  el  Consejo  de  Estado  ejercieran  la  atri- 
bución que  especialmente  les  corresponde  en  receso  del 
Congreso. 

Así,  pues,  el  proyecto  discutido  con  tanto  interés  en 
1849  i  aprobado  por  la  Cámara  de  Diputados,  aunque 
inspirado  en  las  mejores  intenciones,  pasó  al  Senado  en 
condiciones  tales  que  era  difícil  hacerlo  vivir,  apesar  de 
que  los  señores  Lastarria  i  Sanfuéntes,  que  lo  habian 
defendido  ante  aquélla,  fueron  comisionados  para  soste- 
nerlo en  ésta.  Era  un  proyecto  iniitil  en  gran  parte,  por- 
que la  leí  no  puede  poner  trabas  allejislador,  desde  que, 
pudiendo  ser  derogada  por  otra,  es  menester  que  las  ga- 
rantías contra  los  abusos  o  excesos  del  poder  lejislativo, 
tendentes  a  evitar  delegaciones  de  facultades,  se  consig- 
nen en  la  Constitución  misma.  Era,  ademas,  inconstitu- 
cional en  la  parte  que  hemos  indicado,  i  probablemente 
por  esto  es  que,  después  de  iniciada  su  discusión  jeneral 
en  sesión  del  Senado  de  17  de  agosto  de  aquel  año,  que- 
dó para  segunda  discusión  a  solicitud  del  señor  don  Juan 
de  Dios  Vial  del  Rio,  i  no  fué  tomado  nuevamente  en 
consideración  por  dicha  Cámara  sino  diez  i  siete  años  des- 
^ntes^  o  sea  en  las  sesiones  de  1866. 

El  proyecto  que  dio  oríjen  a  la  lei  de  reformabilidad 
de  28  de  agosto  de  1867,  que  se  presentó  al  Senado,  sus- 
cristo  por  doce  de  sus  miembros,  en  sesión  de  12  de 
aquel  mes,  hizo  del  todo  inútil  pensar  en  el  proyecto  de 
1849,  cuya  discusión  el  Senado  habia  aplazado  otra  vez 
en  dos  o  tres  ocasiones  durante  la  sesión  de  1866.  De- 
clarada necesaria  la  reforma  del  art.  36  en  su  parte  6.*  i 
la  del  art.  161,  no  habia  ya  para  qué  pensar  en  leyes 
interpretativas  o  reglamentarias.  ¡De  sentir  es  que  la  ci- 
tada lei  de  agosto  de  1867  no  incluyera  también  la  parte 
20.*  del  art.  82  entre  las  disposiciones  que  declaró  re" 
formables!  Nos  parece  indudable  que,  a  haberlo  he- 
cho, el  estado  de  sitio  habría  desaparecido  de  nuestra 
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Carta  Fundamental,  como  ha  desaparecido  de  nuestras 
prácticas  de  nación  libre  i  civilizada. 


o  o 


En  caso  de  conmoción  interior,  la  declaración  de  es- 
tado de  sitio  corresponde  al  Congreso,  por  regla  jeneral; 
pero  SI  éste  no  se  hallare  reunido^  puede  el  Presidente  ha- 
cerla excepcionalmente  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Estado,  por  un  determinado  tiempo.  La  frase  si  éste  no 
se  hallare  reunido^  no  establece  distinciones;  luego  es  cla- 
ro que  si  el  Congreso  estuviese  reunido,  sea  en  sesiones 
ordinarias  o  en  sesiones  estraordinarias,  a  él  solo  corres 
pendería  hacer  la  declaración. 

La  famosísima  dada  por  lei  de  31  de  enero  de  1837,  le 
fué  durante  las  sesiones  estraordinarias  i  lo  fué  por  e 
Congreso^  apesar  de  tratarse  de  im  caso  de  guerra  es 
tranjera,  sin  duda  porque  dicha  lei  no  fué  simplemente 
de  sitio,  sino  porque  envolvió  una  delegación   de   facul- 
tades omnímodas  i  dictatoriales  en  el  Presidente,  que  ya 
hemos  calificado   de  inconstitucional  al  ocuparnos  de  la 
parte  6.*  del  art.  36. 


o 


Cuando  el  Congreso  se  reuniere,  sea  ordinaria  o  es- 
traordinariamente,  no  habiendo  espirado  el  término  se- 
ñalado a  la  declaración  de  estado  de  sitio  hecha  en  su 
receso  i  en  caso  de  conmoción  interior,  por  el  Presiden- 
te de  la  República,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado, 
dispone  la  Constitución  que  dicha  declaración  se  tendrá 
por  una  proposición  de  lei,  Pero  mientras  el  Congreso 
delibera  acerca  de  ella,  ¿cesan  o  no  los  efectos  do  la  de- 
claración presidencial?  o,  en  otros  términos,  ¿cesa  o  no 
el  estado  de  sitio? 

Esta  cuestión,  aimque  jamás  se  ha  debatido  en  las  Cá- 
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maras,  ha  sido  prácticamente  resuelta  por  el  Ejecutivo 
en  el  sentido  de  que  cesa  la  declaración  hecha  por  él  tan 
luego  como  aquéllas  se  reúnan.  En  cuatro  de  las  de- 
claraciones hechas  por  el  Presidente  conforme  al  2.** 
párrafo  de  la  parte  2.*  del  art.  82  de  la  Constitución,  se  ha 
partido  de  ese  antecedente.  En  tres  de  ellas,  hechas  an- 
tes de  abrirse  las  sesiones  ordinarias  del  Congreso,  se 
ha  cuidado  siempre  de  señalarles  como  término  final  el 
I.""  de  junio  siguiente.  Así,  el  decreto  de  10  de  febrero 
de  1840  declaró  en  estado  de  sitio  la  provincia  de  San- 
tiago hasta  el  1.**  de  junio  del  mismo  año.  El  de  8  de 
marzo  de  1846  hizo  igual  declaración,  respecto  de  la  mis- 
ma provincia,  por  el  término  de  ochenta  i  mico  di'as,  que 
espiraban  también  el  1.""  de  junio  siguiente.  El  de  20  de 
abril  de  1851  declaró  en  estado  de  óitio  las  provincias 
de  Santiago  i  de  Valparaiso  por  el  término  de  cuarenta  i 
dos  dtaSj  que  concluian  el  1."*  de  junio  del  mismo  año. 
I  la  restante  de  las  cuatro  recordadas  declaraciones  tuvo 
algo  de  mas  significativo  todavía. 

Ella  tuvo  lugar  el  7  de  noviembre  de  1850.  Por  de- 
creto de  esa  fecha  fueron  declaradas  en  estado  de  sitio 
las  provincias  de  Santiago  i  de  Aconcagua,  por  el  térmi- 
no de  setenta  dia^s,  Pero  como,  apenas  trascurrida  la  mi- 
tad de  ese  término,  el  Ejecutivo  convocara  al  Congreso 
a  sesiones  estraordinarias  para  el  16  de  diciembre  del 
mismo  año,  cuidó,  por  decreto  de  esta  última  fecha  (1), 
de  declarar  que  desde  ella  cesaban  los  efectos  de  la  de- 
claración de  estado  de  sitio  de  7  del  mes  anterior.  Po- 
dría, talvez,  decirse  que  si  el  estado  de  sitio  debia  cesar 
por  el  solo  hecho  de  reunirse  el  Congreso,  no  era  menes- 
ter que  el  Ejecutivo  lo  declarara  así;  pero  la  verdad  es  que, 
pudiendo  discutirse  el  punto,  era  mas  prudente  decidirlo 
de  un  modo  claro  i  que  evitara  dudas  i  dificultades. 


(1)  Boletín  de  las  leyes  de  1850,  páj.  424. 
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Una  misma  idea  es,  por  consiguiente,  la  que  ha  domi- 
nado en  los  cuatro  casos  recordados,  que,  con  el  de  la 
declaración  de  12  de  diciembre  de  1858,  forman  los  cin- 
co de  declaraciones  de  estado  de  sitio,  decretadas  por  el 
Ejecutivo  durante  la  vijencia  de  la  Constitución  de 
1833.  (1) 

o  o 

Observaremos,  para  concluir  con  el  estudio  de  la  par- 
te 20.*  del  art.  82,  que  la  Constitución  do  1828  no  reco- 
nocía el  estado  de  sitio.  En  les  casos  de  ataque  esterior 
o  de  conmoción  interior,  graves  e  imprevistos,  facultaba 
al  Poder  Ejecutivo,  en  la  parte  12.*  de  su  artículo  83, 
para  tomar  medidas  prontas  de  seguridad,  dando  cuenta 
inmediatamente  al  Congreso,  o  en  su  receso  a  la  Comi- 
sión permanente,  de  lo  ejecutado  i  sus  motivos,  estando 
a  su  resolución. 


21.*  ATKIBÜCIOK 

Conforme  a  la  última  parte  del  art.  82  de  la  Constitu- 
ción, «todos  los  objetos  de  policía  i  todos  los  estableci- 
mientos públicos  están  bajo  la  suprema  inspección  del 
Presidente  de  la  República  conforme  a  las  particulares 
ordenanzas  que  los  rijan. 5) 

Las  facultades  que  el  párrafo  copiado  confiere  al  Pre- 
sidente de  la  República  son  de  mera  inspección.  Se  le 
encarga  hacer  ejecutar  las  ordenanzas  que  rijan  en  ma- 
terias de  poHcía  i  en  todos  los  establecimientos  públicos, 
sin  que  de  allí  pueda  deducirse  que  a  él  corresponda  la 
atribución  do  dictarlas  por  sí  solo.  Esto  no  sería  compa- 
tible con   el   precepto  contenido  en  los  incisos  1.^  i  JO.** 


(1)  Araucano  de  15  de  diciembre  de  1868,núm.  2,^24. 

TOMO  n  21 
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del  art.  128  que  confiere  a  las  Municipalidades  la  atri- 
bución de  formar  las  ordenanzas  locales  de  policía  de 
salubridad,  comodidad,  ornato  i  recreo. 

Hemos  observado  ya  en  otra  parte  (1)  que  la  policía  de 
seguridad  no  está  encargada  por  la  Constitución  a  las 
Municipalidades.  El  art.  81,  al  decir  que  la  autoridad 
del  Presidente  se  estiende  a  todo  cuanto  tiene  por  objeto 
la  conservación  del  orden  público  en  el  interior,  i  la  se- 
guridad esterior  de  la  República,  ha  querido  conferirle  la 
facultad  de  dictar  las  disposiciones  de  policía  de  seguri- 
dad que  tuviere  a  bien,  guardando  la  Constitución  i  las 
leyes. 

Por  esto  el  art.  112  de  la  lei  orgánica  de  Municipali- 
dades de  8  de  noviembre  de  1854^  reconoce  en  el  Presi- 
dente esa  atribución  i  reglamenta  su  ejercicio.  Después 
de  decir  que  las  ordenanzas  o  reglamentos  de  policía  de 
salubridad,  huen  órden^  seguridad^  (2)  etc.,  que  acordare 
una  Municipalidad,  solo  surten  efecto  dentro  de  su  res- 
pectivo territorio;  agrega  que  las  reglas  de  policía  de 
mas  jeneral  aplicación,  relativas  a  los  mismos  objetos, 
deben  ser  dictadas  por  el  Presidente  de  la  República, 
procediendo  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado,  si  en 
ellas  se  impusiere  a  los  infractores  multas  cuyo  máxi- 
mum no  podrá  exceder  de  cien  pesos. 

Fuera  de  los  casos  en  que  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica dictare  ordenanzas  jenerales  de  policía,  conforme 
al  art.  112  de  la  lei  ya  citada,  le  incumbo  ademas,  como 
a  administrador  del  Estado,  la  facultad  de  dictar  dispo- 
siciones jenerales  de  policía  aplicables  a  todo  el  territo- 
rio do  la  República  o  a  dos  o  mas  municipios,  pero  de 
efectos  transitorios  o  accidentales.    Las  disposiciones  de 


(1)  Páj.  121  de  ette  volúmeH. 

(2)  La  lei  agrega  estas  palabras,  que  no  figuran  en  el  inciso  1.°  de) 
art.  128  de  la  Gonstitncion* 
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policía  do  carácter  jeneral  i  de  efectos  permanentes^  que 
no  cupieren  dentro  del  artículo  mencionado,  son  induda- 
blemente materia  de  lei. 

Así,  por  ejemplo,  el  Presidente  de  la  República  podría 
disponer,  como  medida  de  policía  de  seguridad  esterior, 
que  nadie  saliera  del  territorio  del  Estado  sin  pasaporte^ 
mientras  durase  tal  guerra.  Hé  aquí  ima  disposición  de 
carácter  jeneral,  pero  de  efectos  transitorios  i  aplicables 
a  una  situación  especial.  Mas,  para  establecer  la  necesi- 
dad del  pasaporte  respecto  de  todos  los  habitantes  del 
Estado  i  como  medida  permanente  i  aplicable  a  toda  si- 
tuación, sería  necesario  dictar  una  lei. 

La  misma  distinción  nos  sirve  de  guia  para  resolver 
cuándo  una  disposición  de  policía  local  es  de  la  compe- 
tencia del  Gobernador  departamental,  i  cuándo  es  del 
resorte  de  la  Municipalidad.  Si  se  trata  de  disposiciones 
de  policía  que  no  tuvieren  sino  un  carácter  meramente 
particular,  como  la  orden  de  componer  un  camino,  o  la 
de  demoler  un  edificio  ruinoso,  es  indudablemente  com- 
petente el  Gobernador.  Lo  sería  también  aunque  la  dis- 
posición de  policía  tuviera  un  carácter  mas  comprensi- 
vo, siempre  que  fuera  accidental  i  transitoria  en  sus  efec- 
tos; como,  por  ejemplo,  la  orden  de  barrer  todas  las  ca- 
lles de  la  población,  impartida  a  todos  los  vecinos  en  la 
parte  que  les  correspondiera,  pero  solo  para  un  dia  dado; 
o  la  reglamentación  del  tráfico  de  carruajes  en  ciertas 
calles  i  para  un  dia  de  fiesta  determinado. 

Mas,  si  la  disposición  de  policía  local  es  aplicable  a 
todo  el  municipio  i  establece  reglas pcrw^a/^(?/2/e.9,  el  asun- 
to sería  ya  materia  de  una  ordenanza  municipal^  i  no  de 
un  simple  bando  del  Gobernador.  Así,  una  disposición 
que  establezca  el  barrido  de  las  calles  el  lunes  i  el  vier- 
nes de  cada  semana  (no  ya  para  un  dia  especial),  requeri- 
ría una  ordenanza  municipal.  Otro  tanto  sucedería  con 
una  disposición  que  quisiera  reglamentar  la  marcha  de 
ios  carruajes  en  las  calles  de  la  ciudad  durante  todos  los 
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días  del  año.  Disposiciones  de  esta  especie,  que  fijan  re- 
glas permanentes^  son  verdaderas  leyes  locales,  que  no  es 
posible  confiar  solo  a  los  ajentes  del  Ejecutivo.  Parece, 
sin  embargo,  que  así  quiso  hacerlo  el  art.  127  de  la  lei 
del  réjimen  interior  de  10  de  enero  de  1844,  al  facultar 
a  los  gobernadores  para  imponer  multas  que  no  excedan 
de  cincuenta  pesos,  o  prisión  que  no  pase  de  dos  meses, 
a  los  infractores  de  las  disposiciones  jenerales  de  policía 
que  partieren  de  los  mismos  gobernadores. 

Afortunadamente  ese  artículo  de  la  lei  del  réjimen  in- 
terior, si  así  hubiera  de  entenderse,  estaría  en  pugna 
con  el  conjunto  de  preceptos  contenidos  en  la  lei  orgáni- 
ca de  Municipalidades,  que,  dictada  mas  de  diez  años 
después,  ha  derogado  aquélla  en  todo  cuanto  no  fuesen 
conciliables  los  preceptos  de  ambas.  Creemos  que  el  es- 
tudio atento  de  la  segunda  de  esas  leyes,  no  permite  lle- 
gar a  otras  conclusiones  respecto  a  las  autoridades  que 
deben  intervenir  en  asuntos  de  policía  según  los  casos, 
que  a  las  que  dejamos  apuntadas,  i  que  son,  por  otra 
parte,  las  únicas  aceptables  ante  los  buenos  principios 
i  las  linicas  también  compatibles  con  la  conveniencia 
piiblica. 

Art.  83 


El  Presidente  de  la  República  puede  ser  acusado  solo  en 
el  año  inmediato  después  de  concluido  el  término  de  supre- 
sidencia^  por  tod/)s  los  actos  de  su  administración,  en  que 
haya  comprometido  gravemente  el  honor  o  la  seguridad  del 
Estado,  o  infrinjido  abiertamente  la  Constitución, — Las  fór- 
mulas para  la  acusación  del  Presidente  de  la  República  se- 
rctn  las  de  los  artícidos  93  hasta  el  100  inclusive. 

La  disposición  fundamental  contenida  en  este  artículo 
asegura  al  Presidente  de  la  RepúbUca  completa  irres- 
ponsabilidad durante  el  ejercicio  de  la  presidencia,  pues- 
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to  que  permite  se  le  acuse  solo  en  el  año  inmediato  a  su 
espiración.  Esto  constituye  una  anomalía  que  no  encon- 
tramos en  la  Constitución  de  ningún  otro  país  republi- 
cano. Así,  en  los  Estados  Unidos  de  Norte  América,  en 
la  Confederación  Arjentina,  por  ejemplo,  el  Presidente 
puede  ser  acusado  durante  el  ejercicio  do  sus  funciones 
por  ciertos  actos  de  su  administración.  Si  lo  fuere  i  fue- 
re condenado,  le  subrogaría  en  el  mando  el  Vice-Presi- 
dente  elejido  de  antemano  por  la  Nación,  como  habría 
sucedido  entre  nosotros  bajo  el  imperio  de  la  Constitu- 
ción de  1828. 

Se  comprende  que  en  una  monarquía,  donde  se  llama 
a  un  individuo  a  ejercer  el  poder  ejecutivo  durante  toda 
su  vida,  la  permanencia  en  el  ejercicio  de  tales  funciones 
exija  necesariamente  como  consecuencia  la  ficción  de  que 
el  reí  o  soberano  es  inviolable,  impecable  e  irresponsa- 
ble. Pero  esa  ficción  es  inaceptable  en  una  República 
pura^  que  supone  que  las  funciones  ejecutivas  son  tem- 
porales^ i  en  la  cual,  por  consiguiente,  no  se  concibe  la 
necesidad  de  asegurar  a  un  mal  jefe  del  Estado  \aper- 
Tnaneneia  en  un  puesto  que  ejerce  violando  tal  vez  los  mas 
sagrados  deberes  que  él  le  impone. 

Por  esto  dijimos,  al  ocuparnos  de  los  artículos  2.°  i  3.** 
de  la  Constitución,  que  nuestro  sistema  de  gobierno  no 
es  puramente  republicano  i  que  tiene  mucho  de  la  mo- 
narquía constitucional,  como  lo  habíamos  dicho  ya  mu- 
cho antes  en  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  7  de 
setiembre  de  1875,  analizando  el  significado  de  algo  que 
entonces  se  llamó  política  presidencial.  (1) 

I  esta  curiosa  manera  de  organizar  la  Presidencia  de 
la  República  es  la  causa  de  que  la  Constitución  de  1833, 
que  la  introdujo  en  Chile,  suprimiera  el  Vice-Presidonte 
elejido  por  el  país  i  lo  reemplazara  con  el  singular  siste- 


(1)  Véase  el  discareo  publicado  entre  los  anexos  bajo  cl  núm.  8. 
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pía  que  idearon  los  artículos  74  i  78,  que  confian  el  ejer- 
cicio de  la  primera  majistratura  del  Estado  a  un  indivi- 
duo que  ha  sido  elejido  por  otro  solamente,  sin  interven- 
ción alguna  del  pueblo. 

Como  no  es  nuestro  propósito,  al  escribir  este  libro, 
detenemos  en  el  estudio  crítico  de  las  disposiciones  de 
nuestro  Código  Fundamental,  no  nos  estendemos  acerca 
de  este  punto  que  indudablemente  autoriza  una  severa 
censura  contra  las  que  organizan  el  Poder  Ejecutivo. 
Pero  queremos,  sí,  dejar  constancia  a  lo  menos,  de  que, 
en  nuestro  concepto,  la  Constitución  debería  reformarse 
en  el  sentido  de  que,  conjuntamente  con  el  Presidente,  se 
elijiera  un  Vice-Presidente;  i  en  el  de  que  uno  i  otro  pu- 
dieran ser  acusados  durante  el  ejercicio  de  sus  funciones  i 
en  el  año  inmediato,  por  la  Cámara  de  Diputados  ante  el 
Senado,  en  los  casos  i  con  sujeción  a  las  reglas  que  es- 
tablecía la  Constitución  de  1828  en  sus  arts.  47,  partes 
2.^  í  3.^  81  i  82. 

Establézcanse  las  garantías  que  se  quiera  para  evitar 
acusaciones  infundadas  contra  el  Presidente;  pero  orga- 
nícense las  cosas  de  manera  que  la  República  de  Chile 
sea  gobernada  por  un  funcionario  verdaderamente  res- 
ponsable ante  el  Congreso,  i  no  por  un  Presidente  que 
se  asemeja  mucho  a  un  monarca  sin  el  nombre  de  tal. 
Este  sistema  misto  adoptado  por  nuestra  Constitución, 
tiene  todos  los  inconvenientes  de  la  monarquía,  espe- 
cialmente [cuando  la  presidencia  cae  en  manos  de  hom- 
bres de  personalidad  vigorosa,  que  pretenden  de  ordi- 
nario dirijirlo  todo,  i  que  no  quieren]|comprendor  que  es 
mucho  mas  difícil  que  eso  desempeñar  el  papel  de  mo- 
derador, que  tan  pocos  monarcas  saben  llenar  cumpli- 
damente. La  máxima  de  que  el  rei  reina  pero  no  gobierna^ 
parece  que  solo  en  Inglaterra  ha  podido  implantarse  con 
alguna  permanencia,  i  es  de  tan  difícil  aplicación,  que, 
cuando  algún  soberano  la  ha  practicado  o  la  practica  con 
relijiosidad,  su  nombre  es  citado   con  excepcional  vene- 
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ración.  Loque  hizo  en  Béljica  Leopoldo  I,  bautizado  con 
el  honroso  título  de  Néstor  de  la  Europa  moderna;  lo  que 
hoi  hace  en  el  Brasil  su  Emperador  don  Pedro  II,  es 
algo  a  que  no  habrían  de  resignarse  nuestros  presiden- 
tes en  la  jeneralidad  de  los  casos. 

Nosotros,  desearíamos  que  nuestro  pais  fuese  una  re- 
piiblica  completa  i  verdadera.  Por  eso  queremos  un  Pre- 
sidente responsable  ante  el  Congreso,  sin  perjuicio  de 
que,  en  ciertos  casos  i  ante  quien  corresponda,  lo  sean 
solo  los  Ministros  de  Estado,  cuando  se  trata  de  aquellas 
medidas  de  detalle,  [que  no  es  posible  domine  el  funcio- 
nario a  quien  debe  encargarse^principalmente  la  custo- 
dia del  Pacto  Fundamental,  la  del  orden  [público,  la  de  la 
seguridad  de  la  nación,  la  de  la  buena  inversión  de  los 
fondos  fiscales,  i  la  de  las  garantías  individuales. 


o 
o  o 


Entrando  de  lleno  en  el  terreno  positivo,  que  es  el 
principal  i  verdadero  objeto  de  este  trabajo,  cabe  pre- 
guntar si  el  Presidente  de  la  República  puede  o  nó  ser 
acusado  criminalmente  durante  su  período,  por  los  deli- 
tos comunes  que  cometiere  fuera  del  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones i  no  como  funcionario  público. 

Nosotros  respondemos  resueltamente  que  si,  i  nos  pa- 
rece tan  clara  la  cuestión,  que  no  daríamos  a  nuestros 
lectores  la  molestia  de  ocuparles  de  ella,  si  no  fuera  por- 
que hemos  oido  con  mucha  frecuencia  sostener  la  opi- 
nión contraria,  sin  que  acertemos  a  darnos  cuenta  de  los 
argumentos  de  derecho  positivo  en  que  ella  pudiera  apo- 
yarse. 

El  art.  83  de  la  Constitución  establece  que  el  Presi- 
dente de  la  República  solo  puede  ser  acusado  en  el  año 
inmediato  a  la  espiración  de  su  presidencia,  por  aquellos 
actos  de  su  administración  en  que  hubiere  comprometido 
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gravemente  el  honor  o  la  seguridad  del  Estado,  o  infrin- 
jido  abiertamente  la  Constitución.  Ese  artículo  se  refie- 
re, pues,  única  i  esclusivamentc  a  los  actos  áú  funciona- 
rio público^  i  asegura  a  éste  ima  inmunidad  temporal  en 
razón  de  tales  actos.  Pero  no  se  refiere,  ni  hace  alusión 
siquiera  a  los  delitos  comunes  que  pudiere  cometer  el 
individuo  que  ejerce  la  presidencia  i  que  ninguna  rela- 
ción tuvieren  con  las  funciones  públicas  que  ella  en- 
vuelve. 

Si  esto  es  evidente,  sería  menester,  para  probar  que 
la  persona  que  ejerce  las  funciones  de  Presidente  no  pue- 
de ser  acusada,  por  los  deUtos  comunes  que  cometiere  fue- 
ra del  ejercicio  de  sus  funciones,  sino  después  de  termi- 
nado el  período  presidencial,  citar  algún  precepto  cons- 
titucional que  así  lo  dispusiera.  I  como  tal  precepto  no 
existe,  es  forzoso  deducir  que  el  principio  constitucional 
de  la  igualdad  ante  la  lei  tiene  que  aplicarse  al  caso  que 
examinamos,  i  que  el  individuo  que,  ejerciendo  la  pre- 
sidencia, cometiere  delitos  comunes  que  ninguna  relación 
tengan  con  sus  funciones  públicas,  puede  ser  acusado  des- 
de luego  como  todo  habitante  del  Estado,  i  juzgado  por  el 
tribunal  que  estuviere  designado  de  antemano  por  la  lei. 

Es  esto  tan  cierto,  que  el  art.  67  de  la  lei  orgánica  de 
tribunales  de  15  do  octubre  de  1875,  dispone  que  co- 
rresponde a  las  Cortes  de  Apelaciones  conocer  en  pri- 
mera instancia  de  las  causas  civiles  o  criminales  en  que 
sean  ^;a?'¿e  o  tengan  interés  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, los  Ministros  de  Estado  i  otros  funcionarios  que  en 
él  se  enumeran,  debiendo  conocer  de  ellas  en  segunda 
instancia  la  Corte  Suprema,  conforme  al  art.  107  de  la 
misma  lei. 

I  nótese  bien  que  esas  disposiciones  legales  no  esta- 
blecen distinción  alguna  entre  las  causas  criminales  en 
que  el  Presidente  fuere  parte  acusadora  o  acusada.  La 
lei  os  jeneral  i  absoluta,  i  no  le  habría  sido  lícito  distin- 
guir donde  la  Constitución  no  distingue. 
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Nos  parece  quo  el  error  de  los  que  pudieron  haber 
sostenido,  antes  de  la  vijencia  de  la  lei  de  15  de  octubre 
de  1875,  una  opinión  distinta  de  la  nuestra,  La  podido 
provenir  de  dos  causas.  Es  la  primera  la  de  encontrarse 
chocante  que  la  parte  6."  del  art.  104  de  la  Constitución 
haya  establecido  en  favor  de  los  Intendentes  de  provin- 
cia, de  los  Gobernadores  de  plaza  i  de  departamento,  la 
garantía  de  no  poder  ser  acusados  en  materia  criminal^ 
sin  que  previamente  declare  el  Consejo  de  Estado  si  ha 
o  no  lugar  a  formarles  causa. 

¿Cómo  es  posible,  se  dice,  que  un  simple  Gobernador 
departamental  este  mas  garantido  contra  acusaciones 
falsas,  injustas  i  calumniosas  que  el  Presidente  de  la 
República?  Nosotros,  que  no  somos  partidarios  de  la  dis- 
posición que  crea  esa  llamada  garantía,  i  que  reconoce- 
mos que  las  palabras  en  materia  criminal^  que  en  ella  em- 
plea la  Constitución,  tienen  un  alcance  tan  vasto,  que 
comprende  aun  los  delitos  comunes  cometidos  por  el  in- 
dividuo que  sirve  una  intendencia  o  gubematura  fuera 
del  ejercicio  do  sus  funciones,  no  nos  sentimos  embara- 
zados para  contestar  a  aquella  pregunta. 

Desde  luego,  i  aun  colocándonos  en  el  terreno  de  los 
que  son  partidarios  del  sistema  de  trabar  la  responsabi- 
lidad de  los  funcionarios  de  la  administración,  el  argu- 
mento que  se  pretende  deducir  de  esa  pregunta  sería  un 
simple  argumento  de  lójica,  de  los  que  se  llaman  a-pari 
o  a-fortiori;  pero  61  no  podría  jamás  probar  que  la  Cons- 
titución ha  establecido  para  dos  casos  lo  que  ha  estable- 
cido solo  para  tmo.  Lejos  de  eso,  si  estableció  la  restric- 
ción en  un  caso,  i  no  la  hizo  ostensiva  al  otro,  es  claro 
que  no  puede  aplicarse  a  este  último. 

En  seguida,  es  mui  probable  que,  al  crear  la  Consti- 
tución la  garantía  que  tomó  de  las  Constituciones  mas 
despóticas  que  hanrejido  en  Francia,  en  favor  de  los  in- 
tendentes i  gobernadores,  haciéndola  ostensiva  a  todos 

los  delitos  que  pudieren  cometer,  sin  distinción  alguna  i 
TOMO  II  22 
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sin  otra  escepcioa  que  la  del  caso  en  que  los  intcndentef? 
fueren  acusados  por  la  Cámara  de  Diputados  ante  el  Se- 
nado; quiso  precaver  a  aquellos  funcionarios  de  las  acu- 
saciones frecuentes,  que  calumniosamente  pudieran  en- 
tablar contra  ellos  sus  adversario»  políticos.  Esta  razon^ 
aun  cuando  lo  fuera  para  nosotros,  no  es  en  manera  al- 
guna aplicable  al  Presidente  do  la  República,  quien  no 
mantiene  con  los  gobernados  ese  roce  diario,  inmediato 
i  constante  que  existe  entre  éstos  i  los  aj entes  subalter- 
nos del  Ejecutivo.  La  misma  posición  elevada  i  excep- 
cional del  Presidente  le  pone  a  salvo  de  acusaciones  fal- 
sas por  delitos  comunes,  que  podrían  inspirar  malas  ten- 
taciones, sobre  todo  en  ciertos  momentos,  a  los  adversa- 
rios de  un  Intendente  o   Gobernador. 

No  aceptamos,  pues,  el  argumento  a  pan  o  a  foHiorz 
que  se  pretende  deducir  de  la  prerogativa  creada  en  fa- 
vor de  los  intendentes  o  gobernadores  por  la  part<d  C* 
del  art.  104.  A  ese  argumento  contraponemos  la  letra 
espresa  de  nuestra  Constitución,  i  el  principio  jeneral 
de  lójica  i  de  sentido  común,  que  no  permite  estender 
los  privilejios  a  otros  casos  que  a  aquellos  para  los  cuale» 
se  hubieren  establecido  esi:)resamente. 

La  segunda  causa  de  que  proviene  el  error  do  los  que 
ban  creido  que  el  Presidente  do  la  República  no  puede 
ser  acusado  por  los  delitos  comunes  que  cometiese  fuera 
del  ejercicio  de  sus  funciones,  durante  su  presidencia, 
era  la  de  no  haber  incluidq  el  art.  90  de  la  Constitución 
de  1828,  entre  las  atribuciones  de  la  Corte  Suprema,  el 
conocimiento  de  las  causas  criudmdes  en  que  fuere  parte 
aquel  funcionario,  apesar  de  que  en  su  inciso  14"  le  atri- 
bula el  de  las  causas  civiles  del  mismo. 

Pero  este  argumento  nada  ¡prueba,  porque  debe  recor- 
darse que,  conformo  a  lo  dispuesto  en  el  art.  81  de  la 
Constitución  de  1828,  el  Presidoute  de  la  República  pe- 
dia ser  acusado  por  la  Cámara  de  Diputados  ante  el  Sena- 
do, aimduraíite  el  ejercicio  de  sus  f^aiciones^  por  los  deUtofcr 
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de  traición,  malversación  de  fondos  públicos,  infracción 
de  la  Constitución  i  violación  de  los  derechos  individiia- 
les.(l)  Luego,  pues,  no  es  posible  suponer  que  aquel 
Código  político  asegurara  inmunidad  temporal  al  delin- 
cuente coíniín^  cuando,  obrando  perfectamente,  no  la  ase- 
guraba ú  funcionario  púhlico. 

Todo  lo  que  podría  deducirse  del  hecho  de  no  hablar 
el  art.  96  de  la  Constitución  de  1828  de  las  causas  C7*i' 
minaleñ  iwr  delitos  comunes  del  Presidente  i  Ministros 
del  despacho,  es  simplemente  que  no  creyó  menester 
preverlo,  atendida  la  poca  probabilidad  de  que  ocurrie- 
ra. I  si  no  previo  el  caso,  quedó  en  vigor,  como  lo  estu- 
vo hasta  el  1/  de  marzo  de  187G,  el  art.  54  del  regla- 
mento de  Administración  de  Justicia  de  2  de  junio  de 
1824,  conforme  al  cual  correspondía  a  la  Corte  de  Ape- 
laciones (solo  existía  entonces  la  de  Santiago)  conocer 
en  primera  instancia  de  las  causas  criminales  en  que  fue- 
ran parte  o  tuvieran  interés  el  Director  Supremo  (hoi  el 
Presidente  de  la  República)  i  los  Ministros  de  Estado, 
correspondiendo  en  segunda  el  conocimiento  de  dichas 
causas,  como  hoi  sucede  i  también  con  las  civiles  de  los 
mismos,  a  la  Corte  Suprema. 

Bastante  defecto  es  en  nuestra  ¡Constitución  asegurar 
impunidad  a  un  Presidente  que  delinque  como  tal  durante 
un  tiempo  mas  o  menos  largo.  ¡No  pretendamos  hacerla 
todavía  peor,  suponiendo  que  quiso  también  asegurarla 
al  criminal  común,  al  delincuente  ordinario,  tan  solo  por- 
que inviste  una  función  temporal  que,  por  lo  mismo  que 
es  altamente  elevada,  le  obliga  a  conducirse  mejor  i  le 
haría  acreedor  a  un  castigo  inmediato,  en  caso  de  olvidar 
los  deberes  que  ella  impone! 


o 


(i)  d)DRtitncíon  de  1828;  art  47,  parte  2.». 
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Como  las  fórmulas  a  que  habría  de  sujetarse  la  acusa- 
ción del  Presidente  de  la  República,  (del  ex-Presidente^ 
sería  mas  propio  decir),  son  las  que  establecen  los  arts. 
93  hasta  el  100  inclusive,  que  reglamentan  principal- 
mente las  acusaciones  contra  los  Ministros  del  despacho, 
nos  referimos  a  ellos,  i  ponemos  término  a  nuestras  ob- 
servaciones relativas  al  art.  83,  haciendo  votos  por  que 
jamás  llegue  el  caso,  que  todavía  no  ha  llegado,  de  te- 
ner que   aplicarlo  prácticamente. 


DE    LOS    MINISTROS    DEL    DESPACHO 


Art.  84 


El  número  de  los  Ministros  i  sus  respectivos  departamen- 
tos serán  determinados  por  la  lei. 

La  necesidad  de  los  Mhiistros  en  todo  pais  sujeto  al 
sistema  representativo,  donde  hai  Cámaras  que  no  solo 
lej islán,  sino  que  fiscalizan  los  actos  de  la  administra- 
ción, es  algo  tan  evidente  que  no  requiere  comentarios. 
Bien  sea  monárquico  o  republicano  el  sistema  de  go- 
bierno, bien  sea  unitario  o  federal,  desde  que  es  repre- 
sentativo so  requiere  la  existencia  de  un  ministerio  res- 
ponsable, sea  él  el  vínico  que  con  tal  responsabilidad 
cargue,  como  sucede  en  las  monarquías  constitucionales, 
sea  que  la  sobrelleve  en  común  con  el  Presidente,  como 
sucede  o  debería  suceder  en  las  repúblicas  representa- 
tivas. 

Esa  necesidad  es,  tratándose  de  repúblicas  como  la 
nuestra,  mayor  que  en  aquellas  en  que  el  Presidente  pue- 
do sor  acusado  durante  el  ejercicio  de  sus  funciones.  I  aun 
en  éstas  la  necesidad  de  los  Ministros  es  tan  indispen- 
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ble  que,  apesar  de  no  hacer  mérito  de  ellos  la  Constitu- 
ción federal  de  los  Estados  Unidos  de  Norte  América, 
han  sido  creados  por  lei  i  cada  dia  van  adquiriendo  una 
importancia  mayor,  pues  es  imposible  desconocer  que  su 
existencia  es  el  único  medio  de  mantener  las  relaciones 
constantes,  que  forzosamente  deben  existir  entre  el  Con- 
greso i  el  Ejecutivo. 

Bueno  es  advertir  que  la  Constitución  citada  es  la 
únicu  que  nosotros  conocemos,  de  entre  las  que  rijen 
en  todos  los  paises  sujetos  al  sistema  representativo, 
que  no  haga  mérito  de  los  Ministros  o  Secretarios  do 
Estado.  En  todas  las  demás  se  les  da  existencia  consti- 
tucional, dejando  algunas  a  la  lei  la  fijación  de  su  núme- 
ro i  fijándolo  otras;  en  todas  se  requiere  la  firma  del  Mi- 
nistro para  que  puedan  ejecutarse  las  órdenes  del  Pre- 
sidente o  las  del  Rei,  i  en  todas  también  se  les  hace 
responsables  de  sus  actos. 

Todas  las  Constituciones  que  nos  han  rejido  desde 
1817,  a  saber:  la  de  1818,  la  de  1822,  la  de  1823,  la  de 
1828  i  la  actual,  han  consagrado  también,  como  no  po- 
dian  menos  de  hacerlo,  la  existencia  constitucional  de 
los  Ministros.  Podemos,  pues,  dar  por  sentado  que  su 
necesidad  es  incuestionable  ante  la  teoría  i  ante  el  dere- 
cho positivo. 

A  propósito  de  este  punto,  i  con  la  mirade  jenerahzar 
ciertas  ideas  fundamentales,  séanos  permitido  copiar  aquí 
unos  cuantos  bellísimos  trozos  que  tomamos  de  la  monu- 
mental Historia  de  Guillermo  III,  escrita  por  la  incompa- 
rable pluma  de  Macaulay. 

fcEs  esencial  para  nuestras  libertades,  dice,  (1)  que 
la  Cámara  de  los  Comunes  ejerza  un  control  sobre  todas 
las  ramas  del  Poder  Ejecutivo.  I,  sin  embargo,  es  evi- 
dente que  una  asamblea,  compuesta  de  quinientos  o  seis- 


(1)  Historia  de  Guil  ermo  III,  tradactor  Píohofc,  vol.  III,  páj.  166. 
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cientos  individuos,  por  mucho  que  su  intelij encía  sobre- 
pujara a  la  intelij  encia  media  de  los  miembros  del  me- 
jor parlamento,  i  aun  cuando  cada  uno  de  ellos  fuera  un 
Burleigh  o  un  Sully,  sería  impropia  para  las  funciones 
del  Poder  Ejecutivo.  Se  ha  dicho  con  razón  que  toda 
colección  de  hombres  algo  numerosa,  por  excelente  que 
sea  su  educación,  tiene  una  fuerte  tendencia  a  convertir- 
se en  populacho,  i  un  pais  cuyo  consejo  ejecutivo  supre- 
mo es  un  populacho,  se  encuentra  en  una  situación  peli- 
grosa. í> 

«Felizmente  se  ha  descubierto  un  medio  que  permite 
que  la  Cámara  de  los  Comunes  pueda  ejercer  sobre  el 
Poder  Ejecutivo  una  influencia  soberana,  sin  encargarse 
ella  misma  de  funciones  que  no  puede  desempeñar  con- 
venientemente un  cuerpo  tan  numeroso  i  de  una  composi- 
ción tan  variada.  Ese  medio  es  una  institución  que  no 
existia  en  tiempo  de  los  Plantagenets,  de  los  Tudores  ni 
de  los  Estuardos,  una  institución  desconocida  para  la 
lei,  una  institución  de  la  cual  no  se  ocupan  absolutamen- 
te publicistas,  tales  como  De-Lolme  i  Blackstone,  i  que 
nació  poco  después  de  la  revolución,  que  creció  rápida- 
mente en  importancia,  so  implantó  con  fuerza  en  nues- 
tro suelo  i  que  constituye  hoi  una  rueda  tan  esencial  de 
nuestro  mecanismo  político  como  el  Parlamento  mismo. 
Esa  institución,  es  el  Ministerio.» 

«El  Ministerio,  como  es  bien  sabido,  es  un  comité  de 
los  principales  miembros  de  las  dos  Cámaras.  Es  nom- 
brado por  la  Corona,  pero  se  compone  esclusivamente 
de  aquellos  hombres  de  Estado,  cuyas  opiniones  acerca 
de  las  cuestiones  interesantes  del  dia  están  do  acuerdo 
en  jeneral  con  hxs  opiniones  de  la  mayoría  de  la  Cámara 
de  los  Comunes.  Los  miembros  de  ese  comité  se  repar- 
ten entre  sí  las  ramas  principales  de  la  administración. 
Cada  ]\Iiiiistro  dirijo  los  negocios  ordinarios  do  su  de- 
partamento, sin  consultar  acerca  de  ellos  a  sus  cole- 
gas. Pero  los  negocios   mas   importantes  de  cada  de- 
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partamento,  i  especialmente  los  que  parece  que  han  de 
ser  objeto  de  discusión  en  el  Parlamento,  se  someten  al 
examen  de  todo  el  Ministerio.  En  el  Parlamento  los  Mi- 
nistros deben  obrar  como  Jun  solo  hombre  en  todas  las 
cuestiones  que  se  relacionan  con  el  ejercicio  del  Poder 
Ejecutivo.  Si  alguno  do  ellos  disiente  de  sus  demás  co- 
legas en  alguna  cuestión  demasiado  importante  para  que 
admita  ser  transijida,  su  deber  es  retirarse.  Mientras  los 
Ministros  conservan  la  confianza  de  la  mayoría  parla- 
mentaria, ésta  los  sostiene  contra  los  ataques  de  la  opo- 
sición i  rechaza  toda  moción  tendente  a  censurar  sus  ac- 
tos o  a  embarazar  su  marcha.  Si  traicionan  esa  confianza, 
si  la  mayoría  parlamentaria  se  siente  descontenta  del  mo- 
do cómo  se  ejerce  el  patronato,  do  la  manera  cómo  se  hace 
uso  del  derecho  de  gracia,  de  la  dirección  de  los  nego- 
cios estranjeros  o  de  la  de  una  guerra,  el  remedio  es 
sencillo.  No  es  menester  que  la  Cámara  de  los  Comunes 
tome  sobre  sí  el  peso  de  la  administración,  ni  que  pro- 
ponga a  la  Corona  que  se  nombre  obispo  a  tal  indivi- 
duo, ni  juez  a  cual  otro,  ni  que  so  perdone  a  tal  criminal 
o  que  se  ejecuto  a  cual  otro,  ni  que  se  negocie  un  trata- 
do sobre  esta  o  aquella  base,  ni  que  so  envío  una  espe- 
dicion  a  tal  o  cual  paraje.  Le  basta  declarar  que  ha 
dejado  de  tener  confianza  en  el  ]\Iinisterio  i  pedir  un  Mi- 
nisterio en  el  cual  pueda  tenerla.» 

«Es  por  medio  de  IMinisterios  así  constituidos  i  cam- 
biados, cómo  el  Gobierno  ingles  so  espide  desde  hace  ya 
tan  largo  tiempo,  en  la  esperanza  do  estar  jeuoralmeute 
conforme  con  la  vohiutad  reflexiva  de  la  Cámara  de  los 
Comunes,  i  cómo  se  mantiene  tan  maravillosaineuto 
exento  de  los  vicios  que  caracterizan  a  los  gobiernos  di- 
rijidos  por  asambleas  considerables,  tumultuosas  i  divi- 
didas. Unos  pocos  personajes  distinguidos,  cuyas  opinio- 
nes jenerales  están  de  acuerdo,  son  a  la  vez  los  conseje- 
ros del  soberano  i  de  los  Estados  del  Reino  cuya  confian- 
za poseen.  En  el  Gabinete  hablan  con  la  autoridad  de 


Digitized  by  VjOOQIC 


176  LA  CONSTITUCIÓN    AÍ3TE  EL  CONGRESO 

hombres  altamente  colocados  en  la  estimación  de  los  re- 
presentantes del  pueblo;  en  el  Parlamento  hablan  con  la 
autoridad  do  hombres  versados  en  los  grandes  negocios 
i  poseedores  de  todos  los  secretos  del  Estado.  De  esta 
manera,  el  Gabinete  tiene  algo  del  carácter  popular  de 
una  asamblea  representativa,  i  esta  asamblea  representa- 
tiva tiene  algo  de  la  gravedad  de  un  Gabinete.)) 

«A  veces  el  estado  de  los  partidos  es  tal,  que  ninguna 
asociación  de  personajes  políticos  posee  la  plena  confian- 
za de  la  Cámara  de  los  Comunes  ni  puede  contar  en  ella 
con  el  firme  apoyo  de  una  mayoría.  Cuando  tal  caso 
ocurre,  no  se  tiene  sino  un  ministerio  débil,  i  se  vó  a  los 
ministerios  débiles  succderse  rápidamente  los  unos  en 
pos  de  los  otros.  En  tales  ocasiones,  la  Cámara  de  los 
Comunes  cae  inevitablemente  en  un  estado  que  los  ami- 
gos del  sistema  representativo  no  pueden  contemplar 
sino  con  tristeza,  en  un  estado  que  nos  permite  formarnos 
una  débil  idea  del  de  esa  Cámara  durante  los  primeros 
años  del  reinado  de  Guillermo.  I  decimos  una  débil 
idea,  porque  un  Ministerio,  por  poco  fuerte  que  sea,  tie- 
ne sinembargo  un  gran  poder  como  regulador  de  las 
operaciones  parlamentarias,  i  en  los  primeros  años  del 
reinado  de  Guillermo  no  habia  absolutamente  Ministe- 
rio.!) 

¡Mediten  nuestros  hombres  de  Estado  las  precedentes 
observaciones  del  eminente  i  sensato  escritor  ingles; 
aplíquenlas  en  cuanto  sean  aplicables  a  nuestro  pais,  i 
plegué  al  cielo  que  ellas  lleguen  alguna  vez  a  convertir- 
se en  realidades  entre  nosotros,  de  manera  que  tengamos 
mas  Ministerios  parlamentarios  i  menos  Ministerios  pre- 
sidenciales! 


o 
o  o 


El  número  de  Ministros  es  hoi  el  de  cinco,  conforme 
al  decreto-lei  de  I.""  de  febrero  de  1837  i  a  la  lei  de  2  do 
diciembre  de  1871,  El  estudio  de  ambas  corresponde  al 
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derecho  administrativo.  En  ellas  se  detallan  los  asuntos 
que  son  de  la  peculiar  incumbencia  del  Ministro  del  In- 
terior; del  de  Relaciones  Esteriores  i  de  Colonización; 
del  de  Justicia,  Culto  e  Instrucción  Pública;  del  de  Ha- 
cienda, i  del  de  Guerra  i  Marina. 


o 
o  o 


¿Se  viola  el  art.  84  de  la  Constitución  cuando  no  se 
provee  alguno  'de  los  Ministerios  creados  por  la  lei,  en 
persona  distinta  de  aquellas  que  desempeñan  los  otros? 
O,  mas  claro,  ¿pueden  confiarse  a  un  mismo  individuo 
dos  o  mas  Ministerios  creados  por  la  lei? 

Esta  cuestión  se  promovió  en  la  Cámara  de  Diputados, 
en  sesión  de  12  de  julio  de  1848.  Se  sabe  que  el  Jeneral 
Bulnes,  al  iniciar  el  segundo  período  de  su  administración, 
nombró,  con  fecha  18  de  setiembre  de  184G,  Ministro  del 
Interior  i  de  Relaciones  Esteriores  (esos  dos  Ministerios 
se  servían  entonces  por  un  solo  Ministro  conforme  al  de- 
creto-lei  de  1837)  al  señor  don  Manuel  Camilo  Vial;  Mi- 
nistro de  Justicia,  Culto  e  Instrucción  Pública  al  señor 
don  Salvador  Sanfuóntes,  i  Ministro  de  Guerra  i  Marina 
al  Jeneral  don  José  Manuel  Borgoflo. — El  Ministerio  de 
Hacienda  se  proveyó,  por  decreto  de  22  del  mismo  mes 
i  año,  (1)  en  la  forma  siguiente:  «Se  nombra  al  Minis- 
tro del  Interior  i  Relaciones  Esteriores  doa  Manuel  Ca- 
milo Vial  para  que  se  encargue  mter mámente  del  despa- 
cho del  Ministerio  de  Hacienda  mientras  se  nombra  la 
persona  quehaya  de  desempeñar  en  propiedad  este  Minis- 
terio.)) 

Este  nombramiento  de  Ministro  interino  de  Hacienda, 
hecho  en  el  señor  Vial,  se  convirtió  en  tan  permanente 
como  el  que  en  él  habia  recaído  cuatro  dias  antes  para 
el  Ministerio  del  Interior,  pues  el  Ministerio  de  Hacieii- 


(\)  Boletín  de  los  Leyes  de  1846,  pij.  238. 

TOMO  II  28 
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da  no  se  proveyó  en  propiedad  hasta  el  12  de  junio  de 
1849,  fecha  en  que  el  Gabinete  encabezado  por  el  señor 
Vial,  cedió  su  puesto  al  que  lo  fuá  por  el  señor  don  José 
Joaquín  Pérez. 

Durante  dos  años  i  ocho  meses  la  cartera  de  Hacienda 
fué  servida  por  el  Ministro  del  Interior,  salvo  una  que 
otra  temporada,  masoméno®  corta,  durante  la  cual  lo  sir- 
vió accidentalmente  el  Ministro  de  Justicia. 

Al  discutirse  en  la  Cámara  de  Diputados  la  respuesta 
al  discurso  presidencial,  el  señor  don  Miguel  Gallo,  Di- 
putado por  Copiapó,  llamó  la  atención  de  aquélla,  en 
la  citada  sesión  de  12  de  julio  de  1848,  al  hecho  de  que 
desde  hacía  cerca  de  dos  años  el  señor  Ministro  del  In- 
terior, jefe  del  Gabinete,  tenia  también  en  sus  manos  la 
cartera  de  Hacienda  ;^  espresando  que  no  debia  tolerarse 
por  mas  tiempo  que  se  infrinjiera  el  art.  84  de  la  Consti- 
tución i  la  lei  de  1."*  de  febrero  de  1837,  que  creaba  cua- 
tro Ministros.  El  señor  Gallo  presentó  redactada  su  idea 
en  la  sesión  inmediata  de  14  de  julio,  en  los  términos  si- 
guientes: «Mas  la  pronta  i  acertada  ejecución  de  estos- 
proyectos  (los  de  Hacienda  mencionados  precedente- 
mente) i  de  otros  que  reclama  el  buen  servicio  publico,, 
pide  un  funcionario  especial  a  la  cabeza  de  este  departa- 
mento importante,  i  la  Cámara,  llena  do  confianza  en 
vuestro  constante  zelo  por  la  prosperidad  publica,  os  ha- 
ce presente  el  deseo  que  a  esto   respecto  la  anima.» 

El  señor  don  Salvador  Sanfuéntes,  Ministro  de  Justi- 
cia, sostuvo  que  el  procedimiento  criticado  por  el  señor 
Gallo  no  era  inconstitucional,  porque  la  Constitución  no 
determina  si  los  Ministros  son  tres  o  son  cuatro;  i  que 
tampoco  era  ilegal  porque,  cuando  la  lei  de  I.*'  de  febre- 
ro de  1837  fija  el  número  de  cuatro  Ministros,  se  refiere 
a  los  propietarios^  i  por  eso  autoriza  el  nombramiento  de 
interinos^  por  un  tiempo  mas  o  menos  prolongado^  de  lo 
cual  se  infiere  que  el  Presidente  está  en  su  derecho  di- 
firiendo la  provisión  en  propiedad. 
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El  señor  don  Manuel  Antonio  Tocornal  i  Grez,  reco- 
nociendo que,  conforme  a  la  lei,  pueden  dos  Ministerios 
ser  desempeñados  por  una  misma  persona,  dijo  que 
cuando,  a  juicio  de  la  Cámara,  ese  orden  accidental  se  hu- 
biere prolongado  demasiado,  i  que  ha  debido  integrarse 
antes  el  Ministerio,  puede  espresar  su  opinión  en  ese 
sentido,  i  modificó  la  indicación  del  señor  Gallo  en  los 
términos  siguientes:  ccLa  Cámara  cree  que  razones  po- 
derosas habrán  impedido  que  se  integre  el  Gabinete,  i 
se  complace  en  creer  que  cesarán  pronto  esas  razones.  j> 

Después  de  haber  insistido  el  señor  Gallo  en  que  no 
era  conveniente  ni  legal  que  el  Ministerio  de  Hacienda 
estuviera  vacante  i  agregado  al  del  Interior  desde  hacía 
dos  años,'  se  votó  la  indicación  del  señor  Tocornal  i  re- 
sultó aprobada  por  27  votos  contra  11. 

Nos  parece  que  en  aquel  debate  toda  la  razón  estuvo 
de  parte  del  señor  Gallo.  Estamos  de  acuerdo  en  que  los 
Ministros  pueden  i  deben  subrogarse  los  unos  a  los  otros 
accidentalmente^  como  lo  dispone  el  art.  7."*  del  decreto-lei 
de  1.°  de  febrero  de  1837;  pues  no  sería  conveniente  in- 
troducir en  los  consejos  de  Gobierno  a  personas  que  to- 
maran parte  en  ellos  a  título  de  interinos.  Pero  esa  su- 
brogación accidental,  que  es  natural  i  aun  necesario  se 
efectúe  por  un  Ministro  cuando  un  colega  se  ausenta 
temporalmente,  cuando  se  enferma  o  se  imposibilita  para 
el  ejercicio  de  sii  cargo  por  un  tiempo  mas  o  menos  cor- 
to; no  puede  invocarse  cuando  se  trata  de  un  Ministerio 
que  se  ha  dejado  vacante^  i  que  lo  estuvo^  en  el  caso  re- 
cordado, durante  cerca  de  tres  años.  La  lei  no  se  ha  pues- 
to ni  debe  ponerse  en  semejante  caso.  Se  suple  a  un 
colega;  pero  no  es  posible  suplir  a  quien  no  ha  sido  nom- 
brado para  un  cargo  todavía  vacante. 

Dejar  vacante  im  Ministerio  por  quince  dias,  por  un 
mes,  es  algo  que  se  comprende,  pues  no  es  siempre  fácil 
encontrar  desde  luego  persona  apta  que  se  sienta  dispues- 
ta a  admitirlo,  Pero  cuando  no  se  encuentra  durante  dos 
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años  O  tres  quien  admita  esa  vacante,  lo  que  so  deduce  es 
que  el  Ministerio  no  puede  integrarse;  i  cuando  un  Minis- 
terio no  puede  integrarse,  debe  inmediatamente  disolver- 
se. La  Constitución  ordena  que  la  lei  fije  el  número  de 
los  Ministros  (no  de  los  Ministerios);  la  lei  fijaba  enton- 
ces cuatro^  como  hoi  fija  cinco;  luego,  cuando  el  Ministe- 
rio no  constare  sino  de  tres^  es  claro  que  se  viola  la  lei  i 
que  se  viola  la  Constitución  que  a  ella  se  refiere. 

I  si  fuera  lícito  dejar  una  vacante  en  el  Ministerio, 
¿porqué  no  liabria  de  serlo  t-ambien  dejar  dos^  tres  o 
cuatro  vacantes,  i  proveer  en  propiedad  solo  un  Ministe- 
rio, para  que  así  los  cuatro  restantes  fueran  servidos  por 
ese  solo  Ministro  propietario^  aunque  interinamente  como 
decia  el  señor  Sanfuéntes,  confundiendo  dos  casos  que 
son  completamente  distintos? 

Es  fácil  darse  cuenta  de  las  funestas  consecuencias 
que  produciría  semejante  sistema.  Lo  que  la  Consti- 
tución i  la  lei  quieren,  i  lo  que  con  ambas  quieren  la 
conveniencia  pública  i  el  simple  sentido  común,  es  que 
no  haya  Ministerios  acéfalos  o  incompletos.  Los  que  así 
nacieren  o  los  que  en  tales  condiciones  llegan  a  encon- 
trarse, son  Ministerios  muertos.  Completado  el  personal 
del  Ministerio,  nada  de  singular  ni  de  perjudicial  tiene 
el  sistema  de  que  uno  do  sus  miembros  reemplace  acci- 
dentalmente a  otro  que  es  tan  Ministro  como  quien  le  su- 
ple. Esto  ocurre  todos  los  dias  i  sucede  en  todos  los  paí- 
ses sujetos  al  sistema  representativo.  Pero  el  caso  que 
censuró  tan  justamente  el  señor  Gallo  en  1848,  no  ha 
vuelto  a  repetirse  i  abrigamos  la  confianza  de  que  no 
ocurrirá  nuevamente, 

Art.  85 

Para  ser  Ministro  se  requiere: 
If"  Haber  nacido  en  el  territorio  de  la  Eepúhlica. 
2,""  Tener  las  calidades  que  se  exijen  para  ser  miembro 
de  la  Ccimara  de  Diputados. 
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A  propósito  de  este  artículo  no  es  menester  esforzar- 
se mucho  para  comprender  que  las  dos  condiciones  que 
fija  ipara  poder  ser  Ministro,  son  de  incontestable  conve- 
niencia: la  primera,  porque  no  es  posible  confiar  la  di- 
rección superior  del  Estado  a  un  estranjero,  sobretodo 
en  caso  de  conflicto  esterior;  i  la  segunda,  porque  es  na- 
tural que  los  Ministros  sean  elejidos  de  entre  los  miem- 
bros de  las  Cámaras. 

Observaremos,  sí,  que  no  habiendo  fijado  la  Constitu- 
ción formula  especial  para  el  juramento  que  prestan  los 
Ministros  al  tomar  posesión  del  cargo,  no  les  son  aplica- 
bles las  razones  en  que,  al  ocuparnos  del  art.  60,  nos 
fundamos  para  sostener  que,  para  poder  ser  Presidente 
de  la  República,  se  requiere  ser  católico  apostólico  roma- 
no. En  consecuencia,  puede  ser  Ministro  todo  aquel  que 
reúne  las  dos  condiciones  que  señala  el  art.  85,  aunque 
no  fuere  católico. 

En  segundo  lugar,  notaremos  que  los  eclesiásticos  no 
están  escluidos  del  cargo  de  Ministros,  apesar  de  que, 
según  lo  tenemos  dicho  en  lugar  oportuno,  lo  están  de  la 
Presidencia  de  la  República.  No  existe  en  la  Constitu- 
ción precepto  alguno  que  los  inhabilite  para  ser  Minis- 
tros, ni  directa  ni  indirectamente.  El  hecho  confirma  la 
verdad  de  nuestra  observación;  pues  no  se  habrá  olvida- 
do que  el  señor  Doctor  don  Justo  Donoso,  Obispo  de  la 
Serena,  fué  Ministro  de  Justicia,  Culto  e  Instrucción  Pú- 
blica desde  el  18  de  setiembre  de  1861  hasta  el  9  de  ju- 
lio de  1862. 

No  es,  pues,  necesario  que  los  Ministros  sean  católi- 
cos, i  pueden  serlo  los  eclesiásticos,  todo  al  revés  de  lo 
establecido  para  el  cargo  de  Presidente  de  la  República. 

Art.  86 
Todas  las  órdenes  del  Presidente  de  la  Kepúhlica  debe* 
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r/(n  f  miarse  por  el  Ministro  del  departamento  respectivo; 
¡  no  podrán  ser  obedecidas  sin  este  esencial  requisito. 

Este  artículo  dice  algo  que  es  de  la  esencia  del  go- 
bierno representativo.  Los  Ministros  no  serian  tales,  i 
de  verdaderos  jefes  de  la  administración,  como  son  i  de- 
ben serlo,  descenderían  a  la  categoría  de  simples  ama- 
nuenses del  Presidente,  si  éste  pudiera  dar  órdenes  por 
sí  solo.  El  Presidente  nada  puedo  sin  la  concurrencia 
del  Ministro  directamente  responsable  de  la  medida  que 
se  dictare.  I  así  es  forzoso  que  sea  donde  quiera  que  ha- 
ya Parlamento  i  Ministerio. 

El  Ministro  nada  puede  decidir  tampoco  sin  la  concu- 
rrencia del  Presidente.  ¡Feliz  combinación  que  obliga  a 
buscar  así  el  acuerdo  entre  el  Ejecutivo  i  el  Congreso, 
cuando  el  Ministerio  es  verdaderamente  parlamentario! 

I  decimos  que  los  Ministros  nada  pueden  decidir  o  re- 
solver por  sí  solos,  porque  pueden  impartir  órdenes  a  los 
uj entes  de  la  administración,  por  medio  de  circulares;  es- 
pedir providencias  de  mera  tramitación;  pedir  informes,  i 
comunicarse  con  todas  las  autoridades  constituidas.  Con 
excepción  de  los  mensajes  dirijidos  al  Congreso,  todas 
las  circulares,  oficios,  notas  i  demás  comunicaciones  son 
firmadas  solo  por  el  Ministro  del  ramo.  Pero  en  todos  es- 
tos casos  se  presume  que  el  Ministro  que  habla  lo  hace  de 
acuerdo  con  el  Presidente  de  la  República.  La  falta  de 
la  firma  o  rúbrica  de  éste,  que  antes  se  usaba  al  márjen 
de  los  oficios  o  circulares  ministeriales,  es  una  cuestión 
de  mera  fórmula,  que  no  destruye  la  verdad  del  princi- 
pio constitucional. 

Cuando  habla  un  Ministro,  habla  siempre  a  nombre 
del  Gobierno,  i  el  Gobierno  lo  forma  el  Presidente  con- 
juntamente con  los  Ministros. 

Tratándose  de  medidas  que  surten  efectos  jenerales  o 
que  confieren  algún  derecho,  i  especialmente  do  todas 
aquellas  que  salen  del  círculo  de  meras  comunicaciones 
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o  de  simples  trámites,  es  indispensable  lajinna  del  Pre- 
sidente i  la  del  Ministro.  I  como  no  ])uedejirmarse  aque- 
llo que  no  está  escrito,  debe  deducirse  que  no  sería  cons- 
titucional que  el  Ejecutivo  espidiera  órdenes  o  dictant 
resoluciones  verbales. 

A  ello  se  opone  la  letra  de  la  Constitución,  i  se  opone, 
ademas,  la  conveniencia  pública,  porque  si  no  se  escri- 
bieran las  órdenes  del  Ejecutivo,  sería  difícil  liacer  efec- 
tiva la  responsabilidad  de  sus  autores. 

Art.  87 

Gada  Ministro  es  responsable  personalmente  de  los  artos 
quefirmare.^  e  insóUdum  de  lo  que  suscribiere  o  acordare. 
con  los  otros  Ministros. 

De  las  observaciones  que  hemos  hecho,  al  ocuparnos 
de  los  artículos  precedentes,  respecto  a  la  importancia  de 
los  Ministros,  a  la  naturaleza  de  sus  funciones  i  al  ca- 
rácter que  invisten  de  jefes  de  la  administración^  se  infiere 
naturalmente  que  deben  ser  responsables  en  la  forma 
que  este  artículo  determina. 

Sería  de  desear  que,  para  los  efectos  de  la  responsabi- 
lidad solidaria  que,  en  ciertos  casos,  les  afecta,  se  levanta- 
ra siempre  acta  en  forma  de  los  acuerdos  que  celebraren 
los  Ministros  cuando  se  reúnen  en  Consejo,  conforme  a 
lo  dispuesto  en  el  art.  6.°  del  decreto-lei  de  1.°  de  febre- 
ro de  1837.  El  único  caso  que  nosotros  conocemos  en 
que  se  haya  llevado  un  libro  de  actas  de  las  sesiones  del 
Consejo  de  Ministros,  fué  el  del  Ministerio  de  abril  de 
1879,  que  terminó  el  20|de  agosto  del  mismo  año,  por 
la  aceptación  de  la  renuncia  de  su  digno  jefe,  el  señor 
don  Antonio  Varas,  de  la  del  señor  Jeneral  don  Basilio 
Urrutia  i  de  la  nuestra.  El  señor  Varas,  al  iniciar  nues- 
tros trabajos,  indicó  se  llevara  ese  libro,  que  nos  cupo 
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la  honra  de  redactar  dia  por  dia,  durante  la  corta  vida  de 
aquel  Gabinete. 

Art.  88 

Luego  que  el  Congreso  abra  sus  sesiones,  deberán  los 
Ministros  del  despacho  darle  cuenta  del  estado  de  la  Na- 
Clon,  en  lo  relativo  a  los  negocios  del  departamento  de  cada 
uno. 

Nada  mas  en  el  orden  ni  mas  conveniente  que  lo  que 
dispone  este  artículo.  Según  él,  las  memorias  ministe- 
riales deben  presentarse  al  Congreso  tan  luego  como 
ést-e  abre  sus  sesiones,  es  decir ^prontamentCj  sin  dilación. 
Apesar  de  que  esto  es  lo  que  significa  la  palabra  Itiego^ 
según  el  Diccionario  de  la  Academia  Española,  i  apesar 
de  que,  aun  cuando  la  Constitución  no  lo  ordenara,  sería 
natural  que  los  Ministros  presentaran  sus  memorias  a 
las  Cámaras  tan  pronto  como  éstas  abren  sus  sesiones 
ordinarias;  se  observa,  sin  embargo,  que  esa  presenta- 
ción es  las  mas  veces  tardía,  i  que  se  deja  trascurrir,  pa- 
ra hacerla,  todo  el  período  de  las  sesiones  ordinariqtS, 
siendo  frecuentes  los  casos  en  que  los  Ministros  cumplen 
con  ese  sencillo  deber  constitucional,  cuando  las  Cáma- 
ras funcionan  en  sesiones  estraordinarias. 

Es  una  desgracia  que  entre  nosotros  sea  menester  que 
las  leyes  espliqueii  lo  que  no  necesita  de  esplicacion.  Como 
si  la  palabra  luego  no  fuese  bastante  clara  i  significativa, 
se  dice  por  muchos  que  ella  no  implica  la  fijación  de  un 
número  de  dias  determinado  i  que  no  se  ha  dictado  leí 
alguna  que  haya  señalado  su  verdadero  alcance. 

Es  cierto  que  el  decreto  de  28  de  diciembre  de  1841, 
declarado  lei  del  Estado  por  la  de  12  de  setiembre  de 
184G  (1),  no  se  refiere  a  las  memorias  ministeriales,  sino 

(1)  Ujküix  de  Itílü;  pjij:'.  2'ÓG  a  UQ. 
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únicamente  a  la  cuenta  de  inversión  i  a  los  presupuestos, 
para  cuya  presentación  fija  los  primeros  quince  dias  de 
las  sesiones  ordinarias  del  Congreso.  Pero  ello  proviene 
simplemente  de  que  el  art.  89  de  la  Constitución  no  fija 
plazo  alguno  para  esa  presentación,  ni  emplea  la  palabra 
luego  con  que  principia,  en  nuestro  concepto  mui  signi- 
ficativamente, el  art.  88.  Si,  conforme  a  éste,  las  memo- 
rias deben  presentarse  inmediatamente  o  tan  pronto  como 
el  Congreso  abre  sus  sesiones,  ¿qué  necesidad  habría 
para  la  lei  de  fijar  un  plazo  que  está  fijado  por  la  Cons- 
titución misma? 

Art.  89 

Deberán  igualmente  presentarle  el  presupuesto  anual  de 
los  gastos  que  deban  hacerse  en  sus  respectivos  departamen- 
tos; i  dar  cuenta  de  la  inversión  de  las  sumas  decretadas 
para  llenar  los  gastos  del  año  anterior. 

Hemos  dicho  ya  que  la  presentación  del  presupuesto  i 
la  de  la  cuenta  de  inversión  debe  hacerse  dentro  de  los 
primeros  quince  dias  de  las  sesiones  ordinarias  del  Con- 
greso Nacional,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art.  1.*"  del 
decreto  de  28  de  diciembre  de  1841.  A  las  disposiciones 
de  ese  decreto,  a  las  de  la  lei  de  12  de  setiembre  de 
1846,  también  .citada  ya,  i  a  las  del  decreto-lei  de  1.®  de 
febrero  de  1837,  sobre  organización  de  los  Ministerios, 
han  de  ajustarse  los  Ministros  para  dar  cumplimiento  a 
los  deberes  que  les  impone  el  art.  89  do  la  Constitución. 
El  estudio  de  ellas  forma  parte  del  derecho  administra- 
tivo. 

Art.  90 

No  son  incompatibles  las  funciones  de  Ministro  del  des- 
pacho con  las  de  Senador  o  Diputado, 

TOMO  II  24 
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Si  los  Ministros  están  llamados  a  ser  los  mediadores 
entre  el  Congreso  i  el  Presidente  de  la  República;  i  los 
encargados  de  mantener  la  armonía  que  debe  siempre 
buscarse  entre  el  Poder  Lejislativo  i  el  Ejecutivo;  es 
conveniente,  no  solo  que  puedan  ser  Diputados  o  Sena- 
dores, sino  que,  en  la  jeneralidad  de  los  casos,  el  nombra- 
miento de  los  miembros  del  Gabinete  recaiga  en  los 
miembros  mas  notables  i  mas  influyentes  de  las  Cámaras. 

Hizo,  pues,  bien  la  Constitución  al  establecer  en  el 
art.  90  una  escepcion  al  principio  de  las  incompatibili- 
dades, que  en  él  está  reconocido  al  servirse  de  las  es- 
presiones no  son  incompatibles^  como  lo  indicamos  en  lu- 
gar oportuno  (1).  Por  lo  demás,  aun  cuando  esa  escep- 
cion haya  merecido  la  crítica  de  los  señores  Lastarria  i 
Carrasco  Albano,  ella  está  aceptada  en  la  gran  mayoría 
denlos  países  sujetos  al  sistema  constitucional  representa- 
tivo. I  decimos  en  la  gran  mayoría,  no  en  todas,  porque 
no  faltan  Constituciones  que,  como  la  de  la  República 
Arjentina  en  su  art.  91,  establecen  un  sistema  distin- 
to del  nuestro.  En  la  Gran  Bretaña  los  Ministros  deben 
pertenecer  necesariamente  a  una  u  otra  de  las  Cámaras. 

Art.  91 


Los  Ministros^  aun  cuando  no  sean  miembros  del  Sena- 
do o  de  la  Cañara  de  Diputados^  pueden  concurrir  a  sus 
sesiones  i  tomar  parte  en  sus  debates;  pero  no  votar  en  ellas. 

Este  artículo  consigna  algo  que  es  absolutamente  in- 
dispensable en  el  gobierno  representativo,  desdo  que 
los  Ministros  tienen  que  ser  el  órgano  de  comunicación 


(1)  Yéase,  páj.  90,  tomo  I  do  esta  obra.  Comentario  al  art.  28  de  la 
ConetitncioD. 
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del  Ejecutivo  con  las  Cámaras  i  deben  hacer  oir  an- 
te éstas  la  palabra  de  aquél,  defendiendo  los  actos  de  la 
administración,  do  los  cuales  son  autores  i  directamente 
responsables. 

Pero,  si  no  es  posible  desconocer  la  conveniencia  de  la 
regla  que  el  art.  91  establece,  se  ha  suscitado  duda  mu- 
chas veces  acerca  de  su  alcance. 

Recordaremos  algunos  de  los  casos  ocurridos,  pre- 
viniendo, ante  todo,  que,  conforme  a  lo  dispuesto  on  el 
art.  64  del  Reglamento  del  Senado,  que  rije  desde  el  31 
de  agosto  de  1840,  i  en  el  103  del  de  la  Cámara  de  Di- 
putados, que  rije  desde  el  20  de  julio  de  1846,  los  Mi- 
nistros del  despacho,  que  no  fueren  Senadores  o  Diputa- 
dos, tienen  derecho  a  tomar  asiento  entre  aquéllos  o  és- 
tos, debiendo  someterse  en  todo  a  las  disposiciones  de 
los  referidos  reglamentos;  de  lo  cual  se  infiere  que  pue- 
den hablar  tantas  veces  como  los  miembros  de  la  Cáma- 
ra respectiva  i  que  pueden  hacer  indicaciones  de  la 
misma  manera  que  éstos. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  12  de  agos- 
to de  1850,  el  señor  don  Federico  Errázuriz  negó  al  se- 
ñor don  Antonio  Varas,  Ministro  del  Interior,  que  no 
era  entonces  miembro  de  dicha  Cámara,  el  derecho  de 
pedir  preferencia  para  la  discusión  de  los  presupuestos, 
fundándose  en  que  la  fijación  del  orden  de  las  materias 
que  debian  discutirse  atañe  solo  al  réjimen  interior  i 
económico  de  la  Cámara  misma.  El  señor  don  Manuel 
Montt  sostuvo  el  derecho  del  Ministro,  fundándose,  i  con 
razón,  en  los  términos  jenerales  i  absolutos  del  art.  91,  i 
apoyó  la  indicación  del  señor  Varas,  que  fué  aprobada  por 
36  votos  contra  10. 

En  sesión  de  la  Camarade  Diputados  de  7  de  julio 
de  1851,  el  señor  don  José  Joaquin  Pérez,  Presidente 
de  ella,  emitió  dudas  sobre  si  el  señor  don  Vicente  San- 
fuéntes  podría  o  no  continuar  ejerciendo  el  cargo  de  Di- 
putado, apesar  de  haber  sido  condenado  recientemente  u 
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un  arresto  o  multa.  Habiendo  entrado  a  tomar  /parte  en 
el  debato  el  señor  don  Máximo  Mujica,  Ministro  de  Jus- 
ticia, pero  no  miembro  de  la  Cámara,  los  señores  San- 
fuéntes,  don  Vicente  i  don  Salvador,  le  negaron  la  fa- 
cultad de  hacerlo,  por  cuanto  la  cuestión  que  se  ventila- 
ba era  privativa  de  la  Cámara,  i  no  de  aquellas  en  que 
corresponde  injerencia  al  Ejecutivo.  La  Cámara  decidió, 
por  24  votos  contra  11,  que  el  señor  Mujica  babia  esta- 
do en  su  derecho  para  hacer  uso  de  la  palabra  en  aque- 
lla discusión;  después  de  lo  cual  se  acordó,  con  el  asenso 
tácito  i  unánime  de  toda  ella,  que  el  señor  Sanfuéntes, 
don  Vicente,  no  habia  perdido  la  diputación,  porque  era 
notorio  que  no  habia  sido  aflictiva  la  pena  arriba  espre- 
sada. 

El  mismo  señor  Mujica  negó,  sin  embargo,  al  señor 
don  Miguel  María  Güemes,  Ministro  de  Justicia,  pero  no 
Senador,  en  sesión  del  Senado,  de  28  de  agosto  de  1863, 
la  facultad  de  pedir  que  quedara  para  segunda  discusión 
el  art.  14  del  proyecto  de  lei  de  instrucción  secundaria  i 
superior,  que  en  esos  momentos  se  debatía;  apesar  de 
que  los  proyectos  de  lei  son  asuntos  en  los  cuales  co- 
rresponde al  Ejecutivo  una  bien  importante  participa- 
ción. El  artículo  quedó  para  segunda  discusión,  por  ha- 
berla también  pedido  el  señor  Senador  don  Manuel  José 
Cerda;  i  en  la  misma  sesión  corrió  igual  suerte  el  art. 
15,  a  indicación  solo  del  señor  Güemes,  resolviéndose  así 
la  cuestión  en  el  sentido  de  que  un  Ministro,  qué  no  es 
miembro  de  una  Cámara,  puede  hacer  en  ésta  indicacio- 
nes referentes  al  orden  de  la  discusión  de  los  proyectos 
de  lei  que  ante  ella  pendieren. 

En  sesión  de  15  de  mayo  de  1864,  cuando  el  Senado 
ejercía  la  atribución  que  le  correspondía  confonno  a  la 
Constitución  primitiva  de  1833,  de  hacer  el  escrutinio 
de  la  elección  de  sus  miembros,  que  era  entonces  indi- 
recta, el  señor  don  Francisco  Javier  Ovalle  Bezanilla  ne- 
gó a  los  Ministros  del  despacho,  señores  don  Alvaro  Co- 
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varnibias  i  don  Alejandro  Reyes,  la  facultad  de  tomar 
parte  en  el  debato  de  un  asunto  que,  aparte  de  relacio- 
narse con  el  ejercicio  de  una  atribución  especial  de  la 
Cámara,  tenia  el  carácter  de  un  acto  electoral,  puesto 
que  no  otra  cosa  importaban  las  facultades  que  al  Sena- 
do conferian  los  arts.  29,  30  i  31,  lioi  suprimidos  de  la 
Constitución. 

Después  de  un  detenido  debate,  se  sometió  a  votación 
la  proposición  siguiente:  «¿Toman  parte  los  Ministros 
de  Estado  en  el  debate  de  hoi?»  Resultaron  IG  votos  por 
la  afirmativa  i  solo  uno  por  la  negativa. 

En  sesión  del  Senado  de  31  de  junio  de  1868,'  el  mis- 
mo señor  Ovalle  Bezanilla  negó  al  señor  don  Francisco 
Vargas  Fontecilla,  Ministro  del  Interior,  pero  no  Sena- 
dor, la  facultad  de  pedir  que  un  suplemento  de  cinco 
mil  pesos  al  presupuesto,  se  elevara  a  treinta  i  tres 
mil,  porque  el  Ejecutivo  habia  solicitado  solamente  aque- 
lla cantidad,  i  el  Ministro,  sin  el  acuerdo  del  Presidente 
ni  del  Consejo  de  Estado  i  sin  ser  Senador,  era  quien 
pedia  lo  segundo.  El  señor  don  Federico  Errázuriz,  Mi- 
nistro de  la  Guerra  i  Senador,  dijo  que  nada  era  mas  co- 
mún que  lo  que  despertaba  el  escrápulo  del  señor  Ova- 
lle; que  no  existia  la  inconstitucionalidad  que  óste  atri- 
buia  a  la  indicación  del  señor  Vargas  Fontecilla;  i  que 
él  lareproducia  por  su  parte,  para  obviar  toda  dificultad. 
Votada  la  indicación  del  señor  Vargas  Fontecilla,  fué 
aprobada  con  un  voto  en  contra. 

De  las  resoluciones  adoptadas  por  las  Cámaras  en  los 
casos  precedentemente  espuestos,  que  son  algunos  de  los 
ocurridos,  resulta  que  se  ha  dado  siempre  al  art.  91  de  la 
Constitución,  la  única  intelijencia  compatible  con  su  te- 
nor literal.  El  confiere  a  los  Ministros  la  facultad  de  con- 
currir a  las  sesiones  de  las  Cámaras,  aun  cuando  no  fue- 
ren miembros  de  ellas,  i  la  de  tomar  parte  en  sus  debates^ 
sin  distinguir  si  son  de  este  o  de  aquel  carácter. 

Por  de  contado  que,  tratándose  de  proyectos  de  leí, 
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que  el  Ejecutivo  puedo  iniciar,  que  puede  devolver  mo- 
dificados i  que  puede  desechar  en  el  todo,  nadie  desco- 
nocerá que  es  en  alto  grado  conveniente  que  los  Minis- 
tros hagan  oir  en  las  Cámaras  la  palabra  de  aquél  i  ma- 
nifiesten sus  opiniones,  con  la  mira  de  buscar  la  armo- 
nía de  éstas  con  las  del  Congreso  i  de  facilitar  su  acuerdo. 
Ni  en  teoría  debe  desconocerse  a  los  Ministros  la  facul- 
tad de  hacer  indicaciones  referentes  a  Jos  proyectos  de 
lei  que  se  discutan  en  las  Cámaras,  con  la  misma  osten- 
sión i  en  la  misma  forma  que  los  miembros  do  éstas. 

Es  cierto  que,  tratándose  de  aquellos  asuntos  que  se 
relacionan  con  la  organización  de  las  Cámaras,  como  su- 
cede con  las  cuestiones  referentes  a  la  elección  de  sus 
miembros  i  con  otras  análogas,  no  existe  la  misma  razón 
que  cuando  se  trata  de  asuntos  lejislativos,  para  conceder 
a  los  Ministros  la  facultad  que  les  otorga  el  art.  91 .  En 
este  sentido,  eran  fundadas  las  observaciones  que  el  se- 
ñor O  valle  Bezanilla  hacía  el  15  do  mayo  de  1864,  ne- 
gando a  los  Ministros  que  no  eran  Senadores,  la  facultad 
de  inmiscuirse  en  una  discusión  que  se  relacionaba  con 
el  escrutinio  de  las  elecciones  senatoriales  verificadas 
pocos  dias  antes.  Pero,  si  esto  es  cierto,  colocándose  en 
el  terreno  de  la  lójica,  no  lo  es  en  el  de  nuestro  derecho 
positivo;  porque,  lo  repetimos,  la  Constitución  no  esta- 
blece distinción  alguna  entre  debates  i  debates  de  las 
Cámaras.  Habla  de  todos  sin  distinción,  i  es  claro  que 
«n  todos  imeden  tomar  parte  los  Ministros,  aun  cuando 
de  allí  no  se  deduzca  que  deha7i  hacerlo  en  gran  número 
de  casos.  Esto  último  es  cuestión  de  prudencia  i  de  bue- 
na táctica;  es  algo  difícil  de  sujetar  a  reglas  fijas. 

Art.  92 

Lss  Ministros  del  despacito  puedan  ser  acusados  por  la 
Cámara  de  Diputados  por  los  delitos  de  traición,  concusión, 


Digitized  by  VjOOQIC 


ARTÍCULO    92  191 

malvei'sacton  de  los  fondos  públicos^  soborno^  infi-accion  de  la 
Constitución^  por  atropellami'enio  de  las  leyes^  por  haber 
dejado  éstas  sin  ejecución  i  por  haber  comprometido  grave- 
mente  la  seguridad  o  el  honor  de  la  nación. 

Este  artículo  fué  uno  de  los  que  declaró  reformables 
la  leí  de  los  doce,  de  28  de  agosto  de  1867.  No  sabemos 
por  qué  razones  fué  incluido  en  dicha  lei,  i  el  hecho  es 
que,  verificada  su  reforma  por  la  lei  de  24  de  octu- 
bre de  1874,  dicha  reforma  ha  consistido  únicamente  en 
sustituir  a  la  palabra  crímenes,  que  usaba  el  artículo  pri- 
mitivo, la  palabra  delitos.  En  todo  lo  demás  el  actual  art. 
92  es  idéntico  al  antiguo,  que,  según  esto,  no  debió  ni 
hubo  para  qué  declarar  reformable. 

A  propósito  del  significado  de  las  palabras  infracción 
de  la  Constitución,  que  este  artículo  emplea,  aun  cuando 
ella  no  fuere  abierta^  nos  referimos  a  lo  dicho  en  la  paji- 
na 209  del  primer  volumen  de  este  trabajo,  al  anexo  nú- 
mero 8  de  dicho  volumen  i  al  anexo  número  8  de  éste, 
a  que  aludimos  ya  al  ocuparnos  del  art.  83. 

Bástenos  observar  que,  dentro  del  art.  92,  que  todavía 
no  se  ha  aplicado,  caben  todos  los  delitos  que  un  Minis- 
tro pudiera  cometer  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  ¿Cuál 
de  esos  delitos  no  cabria,  en  efecto,  dentro  del  de  infrac- 
ción de  la  Constitución,  del  de  atropellamiento  de  la  lei 
o  del  de  haber  dejado  alguna  sin  ejecución?  La  enume- 
ración que  este  artículo  contiene  es  tan  comprensiva  co- 
mo lo  es  poco  la  del  art.  83,  i  el  contraste  que  entre  am- 
bos existe  revela  bien  claramente  cuál  es  la  importancia 
i  el  alcance  de  la  responsabilidad  que  pesa  sobre  los 
Ministros  del  despacho,  quienes  la  sobrellevan  esclusiva- 
mentCj  aunque  así  no  debiera  ser,  mientras  no  espira  el 
período  presidencial. 

Acabamos  de  decir  que  el  art.  92  de  la  Constitución 
no  ha  sido  aplicado  todavía.  I  en  efecto,  la  ú)iica  acusa- 
ción contra  un  Ministro  de  Estado,  que  se  ha  intentado 
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entre  nosotros  desde  que  rije  la  Carta  Fundamental  de 
1833,  es  la  que,  en  sesión  déla  Cámara  de  Diputados,  de 
23  de  agosto  de  1849,  iniciaron  contra  el  señor  don  Jo- 
sé Joaquin  Pérez,  Ministro  del  Interior,  los  señores  Di- 
putados don  Federico  Errázuriz,  don  Manuel  Eyzagui- 
rre,  don  Ramón  Tagle,  don  Marcial  González  i  don  Luis 
O  valle,  por  haber  infrinjido  la  Constitución  i  las  leyes, 
espidiendo  un  decreto  que  prohibia  a  la  Municipalidad 
de  Santiago  destituir  a  su  Procurador. 

Acto  continuo,  i  después  de  darse  lectura  al  proyecto 
de  decreto  en  que  aquellos  señores,  que  eran  municipa- 
les de  Santiago  a  la  vez  que  miembros  de  la  Cámara, 
proponian  la  acusación  del  señor  Pérez,  dando  cumpli- 
miento a  lo  dispuesto  en  el  antiguo  art.  94  de  la  Consti- 
tución, se  procedió  a  elejir  por  sorteo  los  nueve  Diputa- 
dos que  debian  informar  a  la  Cámara  acerca  de  si  habia 
o  nó  lugar  a  examinar  la  proposición  de  acusación.  Re- 
sultaron elejidos  los  señores  don  Justo  Arteaga,  don  Vi- 
cente Sanfuéntes,  don  Francisco  de  Borja  Solar,  don 
Diego  Echeverría,  don  Manuel  Ramón  Infante,  don  Jo- 
sé Victorino  Lastarria,  don  José  Santos  Lira,  don  Cirilo 
Vijil  i  don  Manuel  Tagle. 

Como  esta  Comisión  no  despachara  su  informe  en  lo 
restante  de  las  sesiones  ordinarias  de  1849,  el  señor  don 
Bruno  Larrain  pidió,  en  sesión  estraordinaria  de  15  de 
octubre  siguiente,  se  le  recomendara  su  despacho.  El 
señor  don  Federico  Errázuriz  pidió  entonces,  por  sí  i  a 
nombre  de  sus  colegas  de  acusación,  que  ésta  se  tuviera 
por  retirada.  Habiéndose  opuesto  a  ello  el  señor  Pérez, 
que  era  el  Ministro  a  quien  se  trataba  de  acusar,  i  el  se- 
ñor don  Manuel  Montt,  pidiendo  ambos  que  se  recomen- 
dara a  la  Comisión  el  despacho  del  informe,  quedó  el 
asunto  para  segunda  discusión.  Esta  jamás  tuvo  lugar  i 
el  asunto  no  ha  vuelto  a  mencionarse  siquiera. 

Debe  tenerse  presente  que  el  proyecto  de  acusación 
se  presentó  a  la  Cámara  firmado,  no  solo  por   ios  cinco 
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Diputados  arriba  nombrados,  sino  también  por  el  muni- 
cipal señor  don  Pedro  ügarte,  que  no  era  miembro  de 
la  Cámara.  Esta,  de  acuerdo  con  los  preceptos  constitu- 
cionales que  reservan  a  la  Cámara  de  Diputados  i,  por 
consiguiente,  a  sus  miembros,  la  atribución  esclusiva  de 
acusar  ante  el  Senado  a  ciertos  altos  funcionarios,  por 
delitos  cometidos  dentro  del  ejercicio  de  sus  funciones, 
acordó  que  debia  eliminarse  el  nombre  del  señor  ligar- 
te de  entre  los  firmantes  del  referido  proyecto. 

Art.  93 


Presentada  la  proposición  de  acusación^  se  señalará  uno 
de  los  oclio  días  siguientes  para  que  el  Ministro  contra  quien 
se  dirije  dé  esplicadones  sobre  los  hechos  que  se  le  imputan^ 
i  para  delibei'ar  sobre  si  la  proposición  de  acusación  se  ad- 
mite o  no  a  examen. 


Art.  94 

Admitida  a  examen  la  proposición  de  acusación^  se  nom- 
brará a  la  suerte,  entre  los  Diputados  presentes^  una  Comi- 
sión de  nueve  individuos,  para  que  dentí^o  de  los  cinco  dias 
siguientes,  dictamine  sobre  si  hai  o  no  mérito  bastante  para 
acusar, 

Art.  95 


Presentado  el  informe  de  la  Comisión^  la  Cámara  proce- 
derá a  discutirlo  oyendo  a  los  miembros  de  la  Comisión,^  al 
autor  o  autores  de  la  proposición  de  acusación  i  al  Ministro 
o  Ministros  i  demás  Diputados  que  quisieran  tomar  parte 
en  la  ddscusion. 

TOMO  II  25 
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Akt.   96 

Terminada  la  discu^on^  si  la  Cáviara  resolviese  admi- 
tir la  proposición  de  acusación^  nomhrarcí  tres  individuos 
de  su  seno  para  que  en  su  representaciooi  la  formalicen  i 
'prosigan  ante  el  Senado. 

Art.  97 


Desde  el  momento  en  que  la  Cámara  acuerde  entablar  la 
acusación  ante  el  Seriado^  o  declarar  que  ha  lugar  a  forma- 
ción de  causaj  quedará  suspendido  de  stts  Jmidones  el  Mi- 
nistro acusado. 

La  suspensión  cesará  si  el  Senado  7io  hubiere  pronuncia- 
do su  Jallo  dentro  de  los  seis  meses  siguientes  a  la  fecha  en 
que  la  Gám/xra  de  Diputados  hubiere  acordado  entablar  la 
acusación. 

Los  cinco  artículos  precedentes  fiíeron  comprendidos 
también  en  la  lei  de  reformabilidad  de  28  de  agosto  de 
1867,  i  la  lei  de  reforma  de  24  de  octubre  de  1874  les 
dio  la  redacción  que  actualmente  tienen. 

La  siguiente  es  la  que  tenian  conforme  a  la  primitiva 
Constitución  de  1833: 


Art.  93 

La  Cámara  de  Diputados^  antes  de  acordar  la  acusación 
de  un  Ministro^  debe  declarar  si  há  lugar  a  examinar  la 
proposición  de  acusación  que  se  haga  hecho. 
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Art.  94 


Esta  dedaracion  no  puede  votarse  sino  después  de  haber 
fjido  el  dictamen  de  tina  Comisión  de  la  misma  Cámara^ 
'Compuesta  de  nueve  individuos  elejidos  por  sorteo.  La  Co- 
7nÍMon  no  puede  presentar  su  informe^  sino  después  dei^cJi& 
^lias  de  su  nomhramiento. 


Art.  95 


Si  la  Cámara  declara  que  lia  lugar  a  examinar  la  pro- 
posición de  acusación^  puede  llamar  al  Ifinistro  a  su  seno 
para  pedirle  esplicaciones;  pero  esta  comparecencia  solo 
tendrá  lugar  odio  dios  después  de  haberse  admitido  a  exá- 
men  la  proposición  de  acusación^ 

Art.  90 

Declarándose  haber  lugar  a  admitir  a  examen  la  propo- 
sición de  acusación^  la  Cámara  oirá  nuevamente  el  dicta- 
men de  nna  Comisión  de  once  individuos  elejidos  p>or  sorteo^ 
sobre  si  debe^  o  nó^  hacerse  la  acusación.  Esta  Comisión  no 
podrá  informar  sino  pasados  ochodiasde  su  nombramiento. 

Art,  97 

Ocho  dias  después  de  oido  el  informe  de  esta  Comi- 
sión^ resolverá  la  Cámara  si  /¿cí,  o  nó^  lugar  a  la  acusa- 
ción del  Ministro;  i  si  residía  la  afirmativa,^  nombrará  tres 
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'individuos  de  su  seno  para  perseguir  la  acusación  ante  el 
Senado. 

Confrontando  las  dos  redacciones  que  preceden,  se 
percibe  en  el  acto  que  los  arts.  93,  94,  95  i  96  de  la 
Constitución  reformada,  no  difieren  sustancialmente  de 
los  arts.  93,  94,  95,  96  i  97  de  la  antigua.  Unos  i  otros 
establecen  la  necesidad  de  una  doble  resolución  de  la 
Cámara  de  Diputados  para  poder  acusar  a  un  Minis- 
tro: la  de  declarar  primero  si  há  lugar  al  examen  de 
la  proposición  de  acusación,  i  la  de  decidir  en  seguida 
si  há  lugar  a  formación  de  causa  o  si  la  acusación  debe 
hacerse,  resoluciones  ambas  cuya  significación  hemos 
esplicado  al  ocuparnos  del  estudio  del  último  inciso  del 
art.  38.  (1)  Unos  i  otros  disponen  que,  resueltas  ambas 
proposiciones  en  sentido  afirmativo,  se  nombrarán  tres 
Diputados  que  prosigan  la  acusación  ante  el  Senado. 

Difieren  en  que,  según  los  artículos  reformados,  no  se 
nombra  Comisión  para  resolver  si  hai  lugar  a  la  admisi- 
bilidad o  al  examen  de  la  proposición  de  acusación,  i  so- 
lo sí  una  de  nueve  Diputados  antes  de  decidir  si  hai  lu- 
gar a  la  acusación;  al  paso  que,  según  los  antiguos,  se 
nombraban  dos  Comisiones  informantes,  una  de  nueve  i 
otra  de  once  Diputados,  la  primera  de  las  cuales  debia 
ser  oida  antes  de  librar  la  Cámara  la  primera  de  sus  re- 
soluciones, i  la  otra  antes  de  espedir  la  segunda.  Los  ar- 
tículos reformados  han  suprimido  dos  de  los  cuatro  pla- 
usos de  ocho  dias  que  señalaban  los  antiguos,  i  han  redu- 
cido a  cinco  dias  otro,  i  parece  que  han  exijido  como 
imperativa  la  comparecencia  del  Ministro,  que,  conforme 
a  los  artículos  primitivos,  ero,  facultativa  en  la  Cámara. 

Si  bien  se  lee  i  se  medita  todo  esto,  se  llegará  a  la 
conclusión  de  que  la  reforma  de  los  arts.  93  a  97,  verifi- 


(1)  Yéase,  tomo  I,  páj.  217  i  sigoientes. 
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cada  en  1874,  no  valia  la  pena.  Si  se  habia  de  hacer, 
debió  procederse  de  un  modo  serio  i  lójico,  cual  corres- 
ponde a  una  Carta  Fundamental,  suprimiendo  disposi- 
ciones que  apenas  serian  dignas  de  figurar  en  un  regla- 
mento, como  es  la  que  contiene  el  nuevo  art.  95. 

I  ya  que  no  fué  aceptado  nuestro  modo  de  ver,  cuan- 
do propusimos  a  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de 
31  de  octubre  de  1873,  que,  en  lugar  de  los  arts.  92  a 
97,  aceptara  uno  que  dijera  simplemente  que:  «Los  Mi- 
nistros del  despacho  pueden  ser  acusados  por  la  Cáma- 
ra de  Diputados  ante  el  Senado  en  los  casos  i  en  la  for- 
ma que  previniere  la  lei  sobro  responsabilidad  ministe- 
rial» (1),  persistiéndose  así  en  el  propósito  de  reglamentar 
en  la  Constitución,  i  en  el  de  hacerla  entrar  en  detalles; 
nos  parece  que  habria  valido  mas  reproducir,  para  las 
acusaciones  contra  los  Ministros  del  despacho  i  contra 
los  otros  funcionarios  cuyas  acusaciones  se  rijen  por  las 
mismas  reglas,  el  precepto  contenido  en  el  párrafo  final 
del  art.  38,  que  no  habia  sido  declarado  reformable  por 
la  lei  de  28  de  agosto  de  1867. 

No  divisamos,  en  verdad,  qué  motivos  pueden  justifi- 
car la  diferencia  de  mera  tramitación^  establecida  entre 
las  acusaciones  que  se  refieren  al  ex-Presidente  de  la 
Eepública,  a  los  Ministros  del  despacho,  a  los  Conseje- 
ros de  Estado  i  a  los  Jenerales  en  Jefe  de  un  ejército  o 
armada,  i  las  que  se  refieren  a  los  miembros  de  la  Comi- 
sión Conservadora,  a  los  Majistrados  de  los  Tribunales 
Superiores  i  a  los  Intendentes  de  provincia.  Si  en  unas 
i  en  otras  es  menester  resolver  primero  si  hai  lugar  al 
examen  o  a  la  simple  admisión  de  la  proposición  de  acu- 
sación, i  decidir  en  seguida  si  há  lugar  a  formación  de 
causa  o  si  debe  o  nó  acusarse;  no  comprendemos  la  ím- 


(I)  Nuestra  indicación  faé  rechazada  en  dicha  sesión  por  19  votos- 
contra  17. 
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portancia  de  quo  los  plazos  que  deben  guardarse  entre 
uno  i  otro  trámite  sean  de  ocAo,  de  seis  o  de  cirico  dias, 
ni  la  de  que  el  número  de  Diputados  que  debe  nombrar- 
se, para  acusar  en  forma  ante  el  Senado,  sea  de  dos  en  un 
caso  i  de  tres  en  el  otro.  Trámites  de  esta  especie  no  son 
materia  de  que  debe  ocuparse  una  Constitución. 


El  nuevo  art.  97  contiene,  sí,  algo  que  no  espresaba  el 
antiguo  i  ha  reemplazado  a  éste  con  ventaja.  En  aquél 
so  determina  el  efecto  que  produce  la  declaración  de  ha- 
ber lugar  a  formación  de  causa,  o  sea  el  de  la  segimda 
do  las  resoluciones  de  la  Cámara  acusadora.  Ese  efecto 
es  suspender  de  sus  funciones  al  funcionario  acusado, 
])ues  la  regla  del  art.  97  es  aplicable  a  todas  las  otras 
acusaciones  que  entablare  la  Cámara  de  Diputados,  con- 
forme a  lo  dispuesto  en  el  párrafo  4.^  i  último  del  art  98. 
La  suspensión  cesa  si  el  Senado  no  hubiere  pronuncia- 
do su  fallo  dentro  de  los  seis  meses  siguientes  a  la  fecha 
en  que  la  Cámara  de  Diputados  declaró  haber  lugar  a 
formación  de  causa. 

Es  esta  la  única  reforma  de  importancia  que  se  ha  in- 
troducido en  los  antiguos  arts.  92  a  97  de  la  Constitu- 
ción. 

Por  lo  demás,  ni  los  antiguos  ni  los  nuevos  se  han  apli- 
cado hasta  ahora.  Fuera  del  caso,  recordado  mas  arriba, 
de  la  acusación  intentada  contra  el  señor  Pérez  en  1849, 
i  que  sus  mismos  promotores  abandonaron,  no  hemos  te- 
nido, durante  la  vijencia  de  la  Constitución  de  1833, 
acusación  alguna  entablada  por  la  Cámara  do  Diputados 
ni  contra  el  ex-Presidente  de  la  República,  ni  contra  los 
Ministros  del  despacho,  ni  contra  los  Consejeros  de  Esta- 
do, ni  contra  los  Jenerales  en  jefe.  En  cuanto  a  los  fiíncio- 
narios  cuya  acusación  se  rije  por  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo final  del  art.  38,  tampoco  ha  ocurrido  el  caso  de  acusa- 
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ciou  contra  miembros  de  la  Comisión  Conservadora;  i,  al 
ocuparnos  de  las  disposiciones  de  aquel  artículo,  referen- 
tes a  Intendentes  de  provincia  i  a  Majistrados  de  los  Tri- 
bunales Superiores,  hemos  recordado  en  lugar  oportuno 
los  casos  en  que  ellas  han  tenido  aplicación.  (1) 

Art.  98 

El  Senado  juzgarcí  al  Ministro^  procediendo  como  jurado 
i  se  Umitarcí  a  declarar  si  es  o  no  culpable  del  delito  o  abu- 
so de  poder  que  se  le  impida. 

La  declaración  de  culpabilidad  deberá  ser  pronunciada 
poi'  los  dos  tercios  del  número  de  Senadores  presentes  a  la 
sesión.  Por  la  declaración  de  culpabilidad^  queda  el  Minis- 
tro destituido  de  su  cargo. 

El  Ministro  declarado  culpable  por  el  Senado^  será  juz- 
gado con  arreglo  a  las  leyes  por  el  ti'ibunal  ordinario  eom- 
petente^  tanto  para  la  aplicación  de  la  pena  señalada  mi  de- 
lito cometido^  cuanto  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
civil^  por  los  daños  i  perjuicios  causados  al  Estado  o  a 
particidares. 

Lo  dispuesto  en  los  artículos  95,  96 ^  97  i  en  el  presente, 
se  observará  también  respecto  de  las  demás  acusaciones  que 
la  Cámara  de  Diputados  entablare  en  conformidad  a  lo  dis- 
puesto en  el  inciso  2.°  artículo  38  de  esta  Constitución. 

Este  artículo,  en  la  forma  que  hoi  tiene,  consigna  una 
de  las  mas  importantes  reformas  constitucionales  que  se 
efectuaron  en  1874. 

El  antiguo  artículo  98  de  la  Constitución  era  mons- 
truoso. Decia  así:  ((Ei  Senado  juzgará  al  Ministro  acu- 
sado ejerciendo  un  poder  discrecional,  ya  sea  para  ca- 


(1)  Tomo  I,  páj8.  212  i  2i: 
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racterizar  el  delito,  ya  para  dictar  la  pena.  De  la  senten- 
cia que  pronunciare  el  Senado  no  habrá  apelación,  ni 
recurso  alguno.»  I  ese  artículo  era  aplicable  a  todas  las 
acusaciones  que  la  Cámara  de  Diputados  interpusiera 
ante  el  Senado,  conforme  a  lo  dispuesto  en  la  parte  2.* 
del  art.  39. 

Nos  parece  que  la  simple  lectura  del  precepto  refor- 
mado que  acabamos  de  copiar,  justifica  el  calificativo  de 
monstruoso  que  le  hemos  aplicado.  Conferir  a  un  cuer- 
po político  facultades  discrecionales  para  caracterizar  de- 
litos i  para  dictar  penas ^  i  todo  esto  sin  ulterior  recurso^ 
es  algo  que  no  se  concibe  cómo  ha  podido  jamás  ha- 
cerse. 

En  el  primero  de  los  dos  casos  de  acusaciones  lle- 
vadas ante  el  Senado  por  la  Cámara  de  Diputados — el 
de  la  acusación  contra  el  Intendente  de  Aconcagua  se- 
ñor don  José  Manuel  Novoa,  ocurrido  en  1850 — el  Se- 
nado, no  sabiendo  sin  duda  cómo  proceder,  prestó  su 
aprobación  al  reglamento  que  publicamos  entre  los 
anexos  (1),  i  que  le  fué  presentado  por  los  señores  don 
Andrés  Bello  i  don  Santiago  Echevers.  Ese  reglamento 
lio  tiene  mas  fuerza  que  la  que  quiera  atribuirle  el  Sena- 
do mismo,  i  nos  parece  que  la  Constitución,  que  tan  exa- 
jeradamente  cautelosa  se  manifestó  respecto  de  la  Cáma- 
ra de  Diputados,  fijándole  reglas  sobre  reglas  para  acusar^ 
pudo  haber  adoptado  algunas  precauciones  para  evitar 
en  el  Senado,  llamado  aj?izgar^  la  tentación  siquiera  de 
abusar  de  un  poder  tan  enorme  e  ilimitado  como  el  que 
le  conferia  su  primitivo  art.  98. 

Debió  a  lo  menos  haberse  dicho  que  la  manera  de 
proceder  del  Senado,  en  tales  casos,  sería  determinada 
por  la  lei. 

Era  tan  absurda  la  latit   i  de  atribuciones  que  el  Se- 


(1)  Anexo  núm.  4, 
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nado  tenia  conforme  al  antiguo  art.  98,  que,  en  la  .segun- 
da i  última  de  las  acusaciones  que  han  tocado  sus  puer- 
tas— la  iniciada  en  1868  contra  los  señores  Montt,  Palma, 
Barriga  i  Valenzuela — los  dos  defensores  de  los  a(;usa- 
dos  daban  a  dicho  artículo  diferente  intelijencia. 

El  señor  don  Jo  vino  Novoa,  en  los  discursos  que  pro- 
nunció en  sesiones  de  3  i  7  de  mayo  de  1869,  sostenía 
que  la  misión  del  Senado  para  conocer  del  delito  de  no- 
tahle  abando7io  de  deberes  dehia  ejercerse  a  amanera  deju- 
rado  i  no  requería  sino  jyf^tríothvno^  imparcialidad  i  lioiira- 
dez,y>  El  señor  don  José  Eujenio  Vergara  sostuvo,  en  la 
sesión  de  5  del  mismo  mes  i  año,  que,  para  que  el  Sonado 
caracterizara  el  delito,  era  necesario  que  la  leí  lo  hubiera 
creado  de  antemano;  puesto  que,  según  el  art.  133  de  la 
Constitución,  ninguno  puede  ser  condenado,  sino  es  juz- 
gado legalmente  i  en  virtud  de  una  leí  promulgada  antes 
del  hecho  sobre  que  recae  el  juicio;  que  sería  absurdo  su- 
poner que  una  sola  de  las  ramas  del  poder  lejislativo 
pudiera  crear  delitos,  calificando  como  tales,  hechos  que 
la  lei  no  habia  calificado  antes  de  esa  manera;  i  conclu- 
yó espresando  que,  por  esos  motivos,  la  acusación  no  po- 
día ser  acojida  por  el  Senado. 

La  opinión  del  señor  Vergara,  en  aquel  caso  famoso  i 
único  ocurrido  entre  nosotros,  'era  sin  duda  conforme  a 
lo  que  debió  disponer  la  Constitución;  era  mas  ajustada 
a  la  ciencia  i  a  los  buenos  principios  que  la  del  señor 
Novoa.  Pero  nos  parece  que  la  de  este  último  guardaba 
mas  estricta  conformidad  con  el  tenor  literal,  con  el  es- 
píritu claro  del  precepto  constitucional,  tal  como  rejia  en 
1869.  El  señor  Vergara  se  remontaba  a  la  elevada  rejion 
de  la  teoría;  el  señor  Novoa  se  man  tenia  en  el  terreno 
firme  del  derecho  positivo.  I  la  verdad  es  que,  discu- 
rriendo pomo  este  iiltimo  lo  hawa,  es  imposible  negar  que 
la  Con:  i^^cion  misma  es  la  que  ha  creado  el  delito  de 
notable  abandb,oo  Je  deberes^  respecto  de  los  majistrados  de 
los  tribunales  superiores,  dejando  a  la  libre  ajcion  del 
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Senado  la  calificación  de  los  hechos  que  conisl-.itiiyen  esc 
delito.  En  esa  calificación,  el  Senado  aprecia  soberana- 
mente i  como  jurado  si  los  hechos  que  sirven  de  base  a 
la  acusación  importan  o  no  el  delito  que  faculta  a  la  Cá- 
mara de  Diputados  para  entablar  ante  él  dicha  acusa- 
ción. El  delito  lo  crea  la  Constitución,  i  el  Senado  ca- 
racteriza el  hecho,  resolviendo  si  importa  o  no  dicho  de- 
lito, i  resolviendo  esto,  que  es  gravísimo,  según  su  leal 
8aber  i  entender. 

I  todavía,  según  el  mismo  leal  saber  i  entender,  el  Se- 
nado podia  antes  dictar  la  pena  con  que  debia  castigarse 
al  acusado,  i  esto  por  simple  mayoría  absoluta  de  sus 
miembros  presentes;  pues  la  Constitución  primitiva  no 
señalaba,  para  casos  tan  graves,  mayoría  alguna  escep- 
cional. 

Para  correjir  tan  enom^ies  defectos,  suponemos  que  la 
lei  de  reformabilidad  de  28  do  agosto  de  18G7  incluyó 
el  art.  98  entro  los  que  declaró  que  exijian  reforma. 
Cuando  llegó  el  caso  de  que  el  Senado  deliberara,  en 
1870  i  1871,  acerca  de  las  reformas  que  era  menester  in- 
troducir en  los  artículos  constitucionales  que  aquella  lei 
comprendió,  no  se  cuidó  mucho  de  mejorar  el  citado  art. 
98^  pues  aprobó  su  reforma  en  los  términos  siguientes: 
(íEl  Senado  oirá  i  juzgará  al  Ministro  a'^Aisado,  sin  idterior 
recurso^  ejerciendo  nn  poder  discrecional^  ya  sea  para  ca- 
lijicar  el  delito^  ya  sea  para  aplicar  la  'pena,  que  no  p^odrá 
ser  otra  que  alguna  de  las  reconocidas  en  el  Código  PenaL 
—  (Jorresponde  íamhien  al  Senado  conocer  en  la  misvia 
forma  de  todas  las  incidencias  del  juicio, — Lo  dispuesto  en 
este  artíctdo  tendrá  lugar  en  cualquiera  acusa/^ion  que  se 
interponga  contra  los  funcionarios  q?ie  puede  acusar  la  Cá- 
mara de    Diputados  en  virtud  de    la  2.^  parte  del  articulo 

Ciertamente  que  no  era  reforma  la  que  el  Senado  so- 
metia  a  la  Cámara  de  Diputados,  en  los  iénninos  prece- 
dentes. Ella  conserv^a  siempre  a  aquel  cuerpo  la  fa- 
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cuitad  discrecional  de  calificar  el  delito  i  la  do  aplicar  la 
pona,  sin  otra  limitación  que  la  de  no  ser  ésta  sino  al- 
guna de  las  reconocidas  en  el  Código  Penal;  lo  que,  en 
buenos  términos,  nada  significaba,  pues  dicho  Código 
reconoce  desde  la  })ena  de  muerte  hasta  la  prisión  de  un 
dia  o  multa  de  un  peso.  El  segundo  inciso  del  proyecto 
de  reforma  del  Senado  decia  algo  que  no  es  menester 
decir,  porque  es  sabido  que  el  tribunal  qu-e  es  competente 
.  para  conocer  en  lo  principal  de  un  juicio,  lo  es  enjeneral 
para  conocer  en  sus  incidencias.  I  el  tercer  inciso  era 
completamente  inútil,  porque  la  parte  2.''  del  art.  39  dis- 
pone lo  que  en  él  seproponia. 

Por  esto,  la  Comisión  de  Constitución  déla  Cámara 
de  Diputados,  en  su  informe  suscrito  por  los  señores  don 
Antonio  Varas,  don  Domingo  Santamaría  i  don  Joaquin 
Blest  Gana,  i  presentado  en  sesión  de  11  de  junio  de 
1872,  impugnó  vigorosamente  el  proyectado  art.  98  del 
Senado,  en  loa  términos  siguientes: 

«lín  el  art.  98  el  Senado  introduce  modificaciones  que 
le  dan  mayov  alcance  i  que  no  podemos  aceptar.  Según 
la  redacción  del  proyecto  deí  Sonado,  no  está  limitado 
por  Ja  lei  ni  para  calificar  el  hecho  que  motiva  la  acusa- 
ción ni  para  graduar  la  pena.  Toda  la  limitación  que 
tiene  es  elejir  una  de  las  penas  sancionadas  por  el  Códi- 
go criminal.  El  Senado,  según  su  discreción,  puede  man- 
dar encerrar  en  la  Penitenciaria  perpetuamente  o  con- 
denar a  la  pérdida  de  la  vida.  Si  la  conveniencia  publica 
exijia  que  se  diese  a  la  Cámara  de  Diputados  la  facultad 
de  acusar  a  los  Ministros  a  quienes  el  Presidente  de  la 
República  podia  patrocinar,  i  si  para  la  acusación  puede 
prescindirse  de  la  influencia  que  en  la  Cámara  tondrian 
las  pasiones  de  partido  cuando  se  trata  del  juzgamiento 
definitivo  que  pueda  dar  por  resultado  la  a})licacion  de 
penas  irremisibles,  es  preciso  dar  al  acusado  mayojes 
garantías;  es  preciso  señalarle  como  juez  a  quien  tenga 
el  hábito  de  aplicar  la  lei,  el  de  buscar  en  ella  sus  inspira- 
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ciones,  a  quien  la  práctica  i  el  deber  estricto  que  sobre 
él  pesa  le  hayan  adiestrado  para  prescindir,  siempre  que 
pronuncio  un  fallo,  de  consideraciones  ajenas  a  la  justicia. 
Esperar  que  en  el  Senado  concurran  esas  circunstancias, 
es  pretender  nn  imposible.  Cuerpo  esencialmente  político, 
se  harán*  sentir  en  él  los  intereses  déla  política  i  los  inte- 
reses de  bandería;  cuerpo  a  quien  toca  juzgar  por  acciden- 
te i  de  tarde  en  tarde,  no  debe  esperarse  de  él  el  tino  i 
acierto  para  apreciar  los  hechos  bajo  el  punto  de  vista  de 
[a  criminalidad,  ni  menos  para  graduar  con  equidad  la  pe~ 
na;  cuerpo  que  de  ordinario  busca  sus  inspiraciones  en  la 
conveniencia,  muí  espuesto  está  a  tomarla  por  guia  al 
pronunciar  fallos  en  que  solo  debia  relucir  la  severa  jus- 
ticia. Si  se  toma  en  cuenta  cómo  se  elijen  los  Senado- 
res, cuan  lejos  se  está  al  nombrarlos  de  consultar  las 
condiciones  que  serian  propias  de  un  juez,  cuan  poco 
preparada  está  la  jeneralidad  para  ejercer  tan  augustas 
funciones,  se  convendrá  en  que  el  tribunal  que  se  seña- 
la a  los  Ministros  i  que  puede  aplicar  hasta  la  pena  de 
muerte,  ni  por  su  competencia  ni  por  su  imparcialidad 
ofrece  bastantes  garantías  al  acusado.  Si  el  Senado  fue- 
ra llamado  únicamente  a  declarar  culpable  o  no  culpable 
al  Ministro,  a  resolver  como  jurado  inspirándose  en  su 
conciencia  sobre  los  hechos  que  motivan  la  acusación, 
sin  duda  que  mereceria  confianza  i  que  para  ese  acto  po- 
dría descansarse  en  la  rectitud  i  honradez  de  los  Senado- 
res. Pero  llamarlos  a  caracterizar  el  delito,  a  graduarlo 
i  aplicar  la  pena  a  su  discreción,  es  lo  mismo  que  llamar 
a  un  hombre  inesperto,  para  confiarle  imprudentemente 
la  ejecución  de  un  acto  que  exije  preparación  i  de  que 
depende  la  vida  de  un  hombre. 

((¿I  es  absolutamente  necesario  arrostrar  esos  peligros, 
para  que  el  juicio  político  sirva  do  garantía  céntralos 
abusos  de  los  funcionarios  públicos?  De  ninguna  mane- 
ra. Dése  al  Senado  la  facultad  de  declarar  al  Ministro 
culpable  o  no  culpable  i  de  aplicar  como  única  pena  la 
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destitución,  o  si  se  quiere  también  la  inliabilidad  para 
ejercer  cargo  público,  i  déjese  al  acusado  por  el  delito 
que  sus  actos  envuelvan  i  que  la  lei  penal  castiga,  suje- 
to a  los  tribunales  comunes.  El  juicio  político  llena  su 
objeto,  dando  al  Senado  esas  facultades.  Obrando  de  es- 
ta manera,  seguiremos  un  precedente  respetable,  el  de 
los  Estados  Unidos,  pueblo  que,  en  la  práctica  de  las 
instituciones  democráticas,  es  autoridad  de  peso.  En  ese 
sentido  hemos  modificado  el  art.  98.» 

La  Comisión  propuso  se  modificara  el  art.  98,  exacta- 
mente en  los  términos  en  que  hoi  se  encuentra  redacta- 
do en  la  Constitución  vijento.  La  Cámara  de  Diputados 
aprobó  el  artículo  propuesto  por  su  Comisión,  por  33  vo- 
tos contra  1,  en  sesión  de  24  de  julio  de  1874. 


o 

o  o 


Un  error  se  deslizó^  sin  embargo,  en  el  nuevo  art.  98, 
tan  recomendable  i  tan  ajustado  a  los  buenos  principios 
en  sus  tres  primeros  párrafos.  El  cuarto  i  último  dice 
que  lo  dispuesto  en  los  árts.  95,  96  i  97  se  observará 
también  respecto  de  las  demás  acusaciones  que  la  Cá- 
mara de  Diputados  entablare  en  conformidad  de  lo  dis- 
puesto en  el  inciso  2.°  del  art.  38  de  la  Constitución. 

Nada  tenemos  que  observar  en  cuanto  a  la  referencia 
al  art.  95,  que  consigna  detalles  que  apenas  son  materia 
de  reglamento;  ni  en  cuanto  a  la  que  se  hace  al  art.  97, 
que  contiene  una  disposición  nueva  i  conveniente.  Nin- 
guno de  -esos  artículos  está  en  pugna  con  el  último  pá- 
rrafo del  B^t  38. 

Mas,  no  sucede  igual  cosa  con  la  roferpncia  que  se  ha- 
ce al  art.  96.  En  ésto  se  dispone  que,  terminada  la  dis- 
cusión, si  la  Cámara  admite  la  acusación,  nombre  tres 
individuos  de  su  seno  que  la  formalicen  i  prosigan  ante 
el  Senado.  Ello  podrá  hacerse,  sin  duda,  cuando  se  tra- 
tare de  acusar  al  ex-Presidento  de  la  República,  a  un 
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Ministro  del  despacho,  a  un  Consejero  de  Estado  o  a  nn 
Jcneral  en  jefe  de  ejercito  o  armada;  pero  ¿cómo  so  haria 
tratándose  de  las  acusaciones  contra  un  miembro  de  la 
Comisión  Conservadora,  contra  un  Intendente  de  provin- 
cia o  contra  un  Majistrado  do  un  Tribunal  Superior, 
cuando  en  estos  tres  casos  la  Comisión  que  debe  nom- 
brarse para  formalizar  i  proseguir  la  acusación  ante  el 
8enado,  debe  componerse  solamente  de  dos  Diputados, 
conforme  al  párrafo  final  del  art.  38,  que  no  fue  declara- 
do reformable  i  que  no  ha  podido,  por  consiguiente,  ser 
reformado? 

Nos  parece  evidente  que,  en  estos  tres  últimos  casos, 
debo  respetai-se  el  art.  38  i  no  el  96;  porque  el  último 
inciso  de  aquel  contiene  una  disposición  de  carácter  es- 
])oc¡al  i  que  debe  aplicarse  intacta,  desde  que  no  habría 
lial)ido  en  el  Congreso  de  1874  facultad  para  reformar- 
la. Se  aplicará  el  art.  96  en  los  otros  cuatro  casos,  lo 
que  bien  pudo  no  decirse  en  el  art.  98,  porque  los  pá- 
rrafos 2/  i  3.^  de  la  parte  2.^  del  art.  38  í  los  arts.  83  i 
107  sujetan  esas  cuatro  clase  de  acusaciones  a  las  mis- 
mas fórmulas  i  procedimientos. 

Creemos  que  habria  valido  mas  que  el  nuevo  art.  98 
se  hubiera  referido,  en  su  párrafo  final,  únicamente  al  art. 
97.  Las  otras  referencias  que  en  el  se  contienen  son  in- 
necesarias, i  una  de  ellas,  como  acaba  de  verse,  es  inco- 
rrecta i  defectuosa. 

Este  pequeño  lunar  en  nada  amengua  el  mérito  evi- 
dente de  la  reforma  introducida  en  el  antiguo  art.  98  do 
la  Constitución.  El  luievo  es  acreedor  a  tanto  aplauso, 
como  lo  era  el  antiguo  a  justísima  censura. 

AuT.  99 


Los  Ministros  imeden  ser  acusados  2^0 r  cualquier  indivi- 
duo particular^  por  razón  de  los  perjuicios   que  éste  pueda 
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haher  sufrido  íiij míame  ate  por  algún  acto  del  MuListario:  la 
qiuy'a  dehe  dirijirse  al  Senado^  t  este  decide  si  ha  hujar^  o  /¿/>, 
a  su  admisión. 


Art.   100 

Si  el  Senado  declara  haber  lugar  a  ella^  el  reclamante 
demandará  al  Ministro  ante  el  tribunal  de  justicia  compe- 
tente. 

Estos  dos  artículos  reglan  el  caso  en  que  un  individuo 
particular  tuviere  que  demandar  a  un  Ministro,  en  y^x- 
zon  de  los  j^e/^Waas  que  aquél  hubiere  sufrido  injusta- 
mente por  algún  acto  del  ministerio.  La  acción  que  am- 
bos conceden  al  particular  perjudicado  es  meramente 
civil^  puesto  que  su  objeto  es  obtener  el  pago  de  los  per- 
juicios sufridos.  En  razón  de  delitos  cometidos  dentro 
del  ejercicio  de  sus  funciones,  los  Ministros  no  pueden 
ser  acusados  sino  por  la  Cámara  do  Diputados  ante  el 
Senado. 

Creemos,  por  consiguiente,  que  la  palabra  acusados 
que  emplea  el  art.  99,  no  espresa  bien  el  pensamiento  que 
en  él  domina,  puesto  que  ella  so  emplea  siempre  tratán- 
dose de  acciones  criminales.  Habría  sido  preferible  de- 
cir que  los  Ministros  pueden  ser  demandados  ante  el  tri- 
bunal competente  (que  es  la  Corte  de  Apelaciones  do  San- 
tiago en  primera  instancia  i  la  Corto  Suprema  en  se- 
gunda), por  los  particulares  que  hubieran  sufrido  per- 
juicios a  consecuencia  de  algún  acto  de  aquéllos,  calificado 
de  injusto  por  el  Senada. 

Parece  que  esa  es  la  idea  que  se  lia  querido  consignar 
en  los  dos  referidos  artículos.  La  calificación  previa  que 
el  Senado  debe  hacer  de  la  injusticia  del  acto  ministe- 
rial que  motiva  la  demanda,  es  algo  que  nosotros  no 
aceptamos  en  teoría,  i  (pie,  junto   con  iiosotros,  tampoco 
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aceptaban  los  señores  Diputados  que  suscriben  la  mo- 
ción que,  en  18  de  julio  de  1876,  se  presentó  a  la  Cáma- 
ra de  Diputados  proponiendo  se  declarase  necesaria  la 
reforma  de  los  artículos  99,  100  e  inciso  6.°  del  104  do 
la  Constitución.  Para  fundar  nuestra  manera  de  ver,  nos 
referimos  a  la  moción  citada.  (1) 

Las  disposiciones  contenidas  en  los  dos  espresados 
artículos  99  i  100  comprenden  también  al  ex- Presidente 
de  la  República,  conforme  a  la  referencia  que  a  ellos  se 
hace  en  la  parte  final  del  art.  83.  Hasta  ahora  jamas  han 
tenido  aplicación  práctica. 


ARTÍCULO    101 


La  Cámara  de  Diputados  puede  acusar  a  un  Ministro 
mientras  funcione^  i  en  los  seis  meses  siguientes  a  su  separa- 
ción del  cargo.  Durante  estos  seis  ineses^  no  podrá  ausentarse 
de  la  República  sin  permiso  del  Congreso^  o  en  receso  de 
éste^  de  la  Comisión  Conservadora, 

Este  artículo,  que  fuó  también  uno  de  los  reformados 
en  1874,  ha  reemplazado  ventajosamente  al  antiguo  que 
decia  así:  aUyi  Ministro  7io  puede  ausentarse  hasta  seis , 
meses  después  de  separado  del  Ministerio.^)  Esta  redacción 
era  defectuosa  en  todo  sentido,  pues  no  decia  siquiera 
de  dónde  era  prohibido  al  Ministro  ausentarse  durante 
seis  meses,  ni  resolvia  si  un  Ministro  podia  o  no  ser 
acusado  mientras  funcionaba.  Esto  ultimo,  sobre  todo,  era 
tantu  Mías  indispensable  espresarlo  en  la  Constitución, 
cuanto  que  ella  no  permite  acusar  al  Presidente  de  la 
República  mientras  funciona. 


(1)  ¿nexo  núm.  5. 
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DEL   CONSEJO  DE  ESTADO 


Art.    102 


Habrá  un  Consejo  de  Estado  compuesto  de  la  manera  ai- 
guíente: 

De  tres  Consejeros  elejidospor  el  Senado  i  tres  por  la  Cá- 
inara  de  Diputados  en  la  primera  sesión  ordinaria  de  cada, 
renovación  del  Congreso^  pudiendo  ser  reelejidos  los  mismos 
Consejeros  cesantes.  En  caso  de  muerte  o  impedimento  de 
alguno  de  ellos^  procederá  la  Cámara  respectiva  a  nmnhrar 
el  que  deba  subrogarle  hasta  la  próxima  renovación; 

De  un  miembro  de  las  Cortes  Superiores  de  Justicia^  re- 
sidente en  Santiago; 

De  un  eclesiástico  constituido  en  dignidad; 

De  unjeneral  de  ejército  o  armada; 

De  un  jefe  de  alguna  ojicina  de  hacienda; 

De  un  individuo  que  haya  desempeñado  los  cargos  de  Mi- 
nistro de  Estado^  Ájente  diplomático^  Intendente^  Goberna- 
dor o  Municipal, 

Estos  cinco  últimos  Consejeros  serán  nombrados  por  el 
Presidente  de  la  Bepública, 

El  Consejo  será  presidido  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
hlica^  i  para  reemplazar  a  éste^  nombrará  de  su  seno  un  vi- 
ce-Presidente  que  se  elejirá  todos  los  años^  pudiendo  ser  rev- 
lejido. 

El  vice-Presidente  del  Consejo  se  considerará  como  Con- 
sejero mas  antiguo  para  los  efectos  de  los  arts,  75  i  78  de 
esta  Constitución, 

Los  Ministros  del  despacho  tendrán  solo  voz  en  el  Conse- 
jo^ i  si  algún  Consejero  fuere  nombrado  Ministro^  dejará 
vacante  aquel  p)uesto, 

TOMO  II  27 
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El  artículo  que  precede,  que  es  otro  de  los  reformados 
eu  1874,  ha  reemplazado  al  antiguo  artículo  102  de  la 
Constitución  de  1833,  que  decia  así: 

((Habrá  un  Consejo  de  Estado  presidido  por  el  Presi- 
dente de  la  República.  Se  compondrá. — 

De  los  Ministros  del  despacho. 

De  dos  miembros  de  las  Cortes  superiores  de  justicia. 

De  un  eclesiástico  constituido  en  dignidad. 

De  un  jeneral  de  ejército  o  armada. 

De  un  jefe  de  alguna  oficina  de  hacienda. 

De  dos  individuos  que  hayan  servido  los  destinos  do 
Ministros  del  despacho,  o  Ministros  diplomáticos. 

De  dos  individuos  que  hayan  desempeñado  los  cargos 
de  Intendentes,  Gobernadores  o  miembros  de  las  Mu- 
nicipalidades.!) 

Basta  leer  las  dos  disposiciones  que  literalmente  deja- 
mos copiadas,  para  percibir  las  notables  diferencias  que 
entre  ellas  existen.  Son  las  siguientes: 

1.*"  Los  Ministros  del  despacho,  que,  antes  do  la  refor- 
ma, eran  miembros  del  Consejo  de  Estado,  no  lo  son 
ahora.  Tienen  solo  voz  en  el  Consejo,  i  si  algún  Conse- 
jero fuere  nombrado  Ministro,  vaca  aquel  puesto. 

2.*  Solo  cinco  Consejeros  son  hoi  nombrados  i  remo- 
vidos a  voluntad  del  Presidente  de  la  República.  Antes 
lo  eran  los  nueve  miembros  que^  ademas  de  los  Minis- 
tros, formaban  el  Consejo. 

S.""  El  Consejo  de  Estado  consta  ahora  de  o/zce  miembros^ 
de  los  cuales  seis,  o  sea  la  mayoría,  son  nombrados  por  las 
Cámaras  en  la  forma  que  determina  el  párrafo  segundo 
del  nuevo  art.  102. 

4.*  De  los  cinco  miembros  cuya  elección  corresponde 
al  Presidente  de  la  República,  uno  debe  ser  un  eclesiás- 
tico constituido  en  dignidad,  otro  un  jeneral  de  ejército 
o  armada,  i  otro  un  jefe  de  oficina  de  Hacienda.  En 
cuanto  a  estos  tres  Consejeros  en  nada  difieren  la  dispo- 
sición nueva  i  la  antigua.  Pero  hoi  nombra  el  Preside n- 
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te  solo  a  tm  miembro  de  las  Cortes  superiores  de  justicia 
en  vez  de  dos  que  áutes  designaba;  i  a  un  individuo  que 
baya  sido  Ministro,  Ájente  diplomático,  Intendente,  Go- 
bernador o  Municipal,  en  lugar  de  cuatro  que,  en  razón 
de  haber  servido  tales  cargos,  nombraba  antes  de  la  re- 
forma. 

5.*  Se  ha  creado  el  cargo  de  Vice-Presidentc  del  Con- 
sejo, que  antes  no  existia,  i  se  considera  a  ese  funciona- 
rio como  Consejero  de  Estado  mas  antiguo  para  los 
efectos  de  los  artículos  75  i  78  do  la  Constitución. 

Es  indudable  que,  si  ha  de  haber  Consejo  de  Estado — 
lo  que  nosotros  no  admitimos — vale  mas  la  nueva  orga- 
nización que  se  ha  dado  a  ese  cuerpo  que  la  que  antes 
tenia.  Teóricamente  hablando,  ello  es  indiscutible. 

En  la  práctica,  i  atendida  la  manera  cómo  las  Cámaras 
proceden  a  la  elección  de  los  Consejeros  que  les  corres- 
ponde designar,  no  son  tantas  las  ventajas  obtenidas  con 
la  reforma,  como  a  primera  vista  pudiera  creerse.  Noso- 
tros, que  estaraos  por  la  supresión  completa  del  Con- 
sejo de  Estado,  como  lo  hemos  indicado  ya  mas  de  una 
vez,  no  atribuimos  importancia  sino  a  la  reforma  que  ha 
privado  del  voto  a  los  Ministros,  en  el  seno  de  ese 
cuerpo. 


o 


Apenas  es  necesario  decir  que  las  Cámaras  pueden 
elejir,  i  que  han  elej ido  Consejeros  de  Estado,  a  personas 
que,  sin  ser  miembros  de  ellas,  reúnen  las  condiciones 
fijadas  en  el  art  103.  La  Constitución  reformada  no  les 
pone  otra  traba  que  la  de  conformarse  a  lo  dispuesto  en 
dicho  artículo. 

Por  lo  demás,  el  nuevo  artículo  102  no  ha  suscit^ido 
dificultades  en  su  aplicación  práctica. 


Digitized  by  VjOOQIC 


i 


212  LÁ  CONSTITUCIÓN    A    TE  EL  CONGREW 


ARTÍCULO   103  -'*^ 

Para  ser  Gmisejero  de  Estado  se  requieren  las  mismas 
calidades  que  para  ser  Senador. 

A  propósito  de  este  artículo  solo  tenemos  que  referir- 
nos a  lo  dicho,  en  el  primer  volumen  de  esta  obra,  con 
motivo  del  artículo  32,  que  fija  las  condiciones  necesa- 
rias para  poder  ser  Senador. 


Art.  104  .  '  i 


Son  atnhuciones  del  Consejo  de  Estado — 

1.*  Dar  su  dictamen  al  Presidente  de  la  Repiíblica  en  to- 
dos los  casos  quedo  consultare, 

2.^  Presentar  al  Presidente  de  la  República  en  las  vacan- 
tes de  Jueces  letrados  de  primera  instancia,,  i  miembros  de 
los  tí'ibunales  superiores  de  justicia,,  los  individuos  que  juzgue 
mas  idóneos^  previas  las  propuestas  del  tribunal  superior 
que  designe  la  lei^  i  en  lajorma  que  ella  ordene, 

3."  Proponer  en  terna  para  los  Arzobispados,,  Obispados,, 
dignidades  i  prebendas  de  las  iglesias  catedrales  de  la  Re- 
pública, 

4.*  Conocer  en  todas  las  materias  de  patronato  i  protec- 
ción que  se  redujeren  a  contenciosas,  oyendo  el  dictamen  del 
tribunal  superior  de  justicia  que  seríale  la  lei. 

5.*  Conocer  igualmente  en  las  competencias  entre  las  au- 
toridades administrativas^  i  en  las  que  ocurrieren  entre  éstas 
i  los  tribunales  de  justicia, 

6.^  Declarar  si  há  lugar,  o  no',  a  laformxidon  de  causa 
en  materia  criminal  contra  los  Intendentes,,  Gobernadores 
de  plaza  i  de  d^epartamento.  Esceptúase  el  caso  en  que  la 
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acusación  contra  los  Intendentes  se  intentare  por  la  Cámara 
de  Diputados. 

7.*  Prestar  su  acuerdo  para  declarar  en  estado  de  asam- 
blea  una  o  mas  provincias  invadidas  o  amenazadas  en  caso 
de  guerra  estranjera, 

8.*  El  Consejo  de  Estado  tiene  derecho  de  moción  para  la 
destitución  de  los  Ministros  del  despacho^  Intendentes^  Go- 
bernadores i  otros  empleados  delincuentes^  ineptos  o  negli- 
Jentes. 

Art.  105 


El  Presidente  de  la  Ilepública  propondrá  a  la  delibera- 
don  del  Consejo  de  Estado: 

.1.°  Todx)s  los  proyectas  de  lei  que  juzgare  conveniente  pa- 
sar al  Congreso. 

2.°  Todos  los  proyectos  de  lei  que  aprobados  por  el  Sena- 
do i  Camarade  Diputados  pasaren  al  Presidente  de  la  Pe- 
'  pública  para  su  aprobación. 

3.*^  Todos  los  negocios  en  que  la  Constitución  exija  seña- 
ladamente que  se  oiga  al  Consejo  de  Estado. 

4.°  Los  presupuestos  anuales  de  gastos  que  han  de  pasar- 
se al  Congreso. 

5.**  Todos  los  negocios  en  que  el  Presidente  juzgue  conve- 
niente oir  el  dictamen  del  Consejo. 

Art.  106 


El  dictamen  del  Consejo  de  Estado  es  puramente  consul- 
tivo^ salvo  en  los  especiales  casos  en  que  la  Constitución  re- 
quiere que  el  Presidente  ds  la  República  proceda  con  su 
acuerdo. 

Los  tres  artículos  precedentes  detallan  las  atribucio- 
nes del  Consejo  de  Estado  i  determinan  su  carácter,  aun 
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cuando  en  ellos  no  están  enumeradas  todas  las  que  cons- 
titucioñalmento  le  corresponden. 

Para  hacerlo  de  una  manera  completa,  seguiremos  la 
clasificación  natural  i  jeneralmente  adoptada,  que  distri- 
buye esas  atribuciones  en  tres  categorías  perfectamente 
distintas. 

Hai  casos  en  que  el  Consejo  de  Estado  debe  ser  oülo; 
los  hai  en  los  cuales  el  Presidente  de  la  República  debe 
proceder  con  su  acuerdo;  i  los  hai,  finalmente,  en  que  ^a- 
lla  como  trihunaL 


o 


En  los  casos  en  que  debe  ser  oído  el  Consejo  de  Esta- 
do, su  dictamen  es  meramente  consultivo^  como  lo  espre- 
sa el  art.  106.  El  Presidente  de  la  República  puede  lle- 
var adelante  la  medida  consultada^  aun  contra  la  opinión 
del  Consejo. 

El  Consejo  de  Estado  debe  ser  consultado: 

1.**  En  todos  los  proyectos  de  lei  que  el  Ejecutivo/z^a?- 
rjare  conveniente  pasar  al  Congreso  (inc.  1.^,  art.  105); 

2."*  En  los  presupuestos  anuales  de  gastos  que  deben 
pasarse  al  Congreso  (inc.  4.*",  art.  105); 

3.°  Én  los  proyectos  de  lei  aprobados  por  el  Congreso 
que  éste  pasare  al  Ejecutivo  para  su  sanción  i  demás 
efectos  constitucionales  (inc.  2."^,  art.  105) ; 

^L.""  Para  establecer  municipahdades  en  poblaciones 
que  no  fueren  capitales  de  departamento  (inc.  S."*,  art. 
105  i  art.  122);  i 

5.*"  Para  aprobar  las  ordenanzas  municipales  (inc.  3.° 
art.  105  e  inc.  10.^  art.  128). 

Puede,  ademas,  ser  oido  el  Consejo  i  debe  dar  su  dic- 
tamen en  todos  los  casos  o  negocios  en  que  el  Presiden- 
te de  la  República  creyere  conveniente  consultarlo.  Así 
lo  disponen  el  inc.  l.°del  art.  104  i  el  inc.  5.*^  del  art.  105, 
que  es  mera  repetición  de  aquél. 

Nos  parece  que  la  simple  lectura  de  la  enumeración 
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precedente  bastará  para  comprender  que  las  atribuciones 
consultivas  del  Consejo  de  Estado  no  lejitiman  en  manera 
alguna  la  existencia  de  ese  cuerpo.  Esas  consultas,  en  los 
casos  que  la  Constitución  señala,  son  de  mera  fórmula 
i  a  nada  conducen,  desde  que  el  Ejecutivo  no  pierde  su 
libertad  para  obrar  aun  contra  la  voluntad  del  Consejo, 
cuyo  papel  es  así  de  todo  punto  insignificante. 

El  Presidente  de  la  República  i  los  Ministros  del  des- 
pacho deben  atenerse  a  su  propia  opinión  i  obrar  bajo 
su  esclusiva  responsabilidad.  Si  necesitan  consultar  las 
medidas  que  les  sujieren  dudas,  no  vemos  porqué  ha  de 
haber  consejeros  ojiciales  ad-hoc^  cuando  gozan  de  completa 
hbertad  para  consultar  privadamente  a  quienes  les  plu- 
guiere. 

Nosotros  no  estamos  por  la  existencia  de  cuerpos  ad- 
ministrativos, de  grande  ni  de  pequeño  aparato,  que  tra- 
ban la  marcha  de  la  administración,  amortiguan  su  res- 
ponsabilidad i  son  completamente  impropios  del  réjimen 
repubUcano.  Comprendemos  bien  que,  tratándose  de 
ciertas  medidas,  de  un  carácter  grave  o  de  una  naturale- 
za especial,  se  coharte  la  libre  acción  del  Ejecutivo,  obli- 
gándole a  proceder  de  acuerdo  o  con  aprobación  de  al- 
guien. Pero  de  allí  no  se  infiere  que  ese  alguien  haya 
de  ser  un  cuerpo  especial  como  el  Consejo  de  Estado, 
ni  menos  que  sea  justificable  la  creación  de  cuerpos  con- 
sultivos en  la  Constitución  de  paises  libres  i  democráticos. 

Todo  eso  tiene  un  sabor  mui  pronunciado  al  réjimen 
napoleónico^  que,  debemos  suponerlo,  nadie  querria  sos- 
tener en  Chile. 


o 
o  o 


Los  casos  en  que  el  Presidente  de  la  líepública  debe 
proceder  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  de  manera 
que  si  esto  cuerpo  i  el  Presidente  no  se  uniformaren  en 
su  modo  de  ver,  la  medida  no  puede  dictarse,  porque  fal- 
tarla el  acuerdo  requerido  por  la  Constituoion,  son  do  al- 
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gima  importancia;  i  no  sería  posible  aplicarles  las  consi- 
deraciones que  hemos  apuntado  respecto  de  aquellos  en 
que  se  trata  simplemente  de  dictámenes  o  de  consultas. 

Cuando  el  Consejo  de  Estado  debe  prestar  su  acuerdo 
al  Ejecutivo  para  que  éste  pueda  dictar  ciertas  medidas  o 
poner  en  ejercicio  determinadas  atribuciones,  el  rol  de 
aquel  cuerp(:>  asume  ya  el  carácter  de  una  autoridad  deli- 
berante, Pero,  al  reconoceirlo,  no  reconocemos  que  en  todos 
los  casos  en  que  efie<ic¿terdo  se  requiere  óonforme  a  nuestra 
Constitución,  haya  habido  razones  fundadas  para  exijir- 
lo;  ni  creemos  que  ese  acuerdo^  cuando  es  necesario  a 
juicio  nuestro,  nopudieraser  ventajosamente  reemplaza- 
do por  el  de  alguna  otra  de  nuestras  autoridades  o  cuer- 
pos constitucionales. 

Para  persuadirse  de  ello,  recordemos  cuáles  son  esos 
casos,  de  los  que  el  art.  104  enumera  solo  tres,  apesar 
de  alcanzar  ellos  al  numero  de  siete.  El  Presidente  ne- 
cesita obrar  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado: 

I.""  Para  convocar  al  Congreso  a  sesiones  estraordina- 
rias,  conforme  a  la  parte  5.*  del  art.  82; 

2.**  Para  nombrar  Jueces  Letrados  i  Majistrados  de  los 
Tribunales  Superiores,  conforme  a  la  parte  7.''  del  art. 
82  i  a  la  2."  del  104; 

3."*  Para  presentar  las  personas  que  han  de  servir  los 
Arzobispados,  Obispados,  dignidades  i  prebendas  de  las 
iglesias  catedrales,  conforme  a  la  parte  8."  del  art.  82  i 
a  la  S^  del  104; 

4.''  Para  conceder  el  pase  o  retener  los  decretos  con- 
ciliares, bulas  pontificias,  breves  i  rescriptos  que  no  con- 
tuvieren disposiciones  jenerales,  conforme  a  la  parte  14.* 
del  art.  82; 

S.''  Para  conceder  indultos  particulares,  conforme  a  la 
parte  15.*  del  mismo  artículo; 

6.''  Para  la  declaración  de  estado  de  sitio,  en  la  forma 
i  en  los  casos  que  determina  la  parte  20.*  del  citado  art. 
82^  i 
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7.*"  Para  declarar  en  estado  de  asamblea  una  o  mas 
provincias  invadidas  o  amenazadas  en  caso  de  guerra 
estranjera,  con  arreglo  a  la  parte  7/  del  art.  lOá. 

Al  estudiar  el  art.  82,  nos  hemos  ocupado  de  los  seis 
primeros  casos  que  acabamos  de  enumerar,  i  nos  limitare- 
mos a  resumir  aquí  la  opinión  que  allí  hemos  manifestado 
respecto  a  la  intervención  que,  en  cada  uno  do  ellos,  co- 
rresponde al  Consejo  de  Estado. 

En  cuanto  al  primero,  dijimos  que  ?io  creíamos  menes- 
ter poner  trabas  al  Ejecutivo  para  convocar  al  Congreso 
a  sesiones  estraordinarias,  i  que,  si  hubiera  de  exijirse 
para  ello  el  acuerdo  de  algún  cuerpo  constituido,  habría 
sido  preferible  que  éste  fuera  la  Comisión  Conserva- 
dora. 

Respecto  al  segundo  caso,  dijimos  que  reemplazaría- 
mos la  intervención  del  Consejo  de  Estado  por  la  del 
Senado  i  de  las  Cortes  Superiores^  en  la  forma  que  espli- 
camos  oportunamente. 

En  cuanto  al  tercero,  espresamos  que  quitaríamos  to- 
da intervención  al  Consejo  de  Estado  en  h^^  presentacio- 
nes a  que  se  refiere  la  parte  8.*  del  art.  82.  Igual  cosa 
decimos  del  cuarto  caso,  referente  dX  pase.  Preferimos 
que  en  tales  asuntos  el  Ejecutivo  asuma  por  completo  la 
responsabilidad  de  sus  elecciones  i  la  de  sus  actos.  En 
todo  caso,  a  quienes  piensen  de  distinta  manera,  supo- 
nemos que,  tanta  o  mas  garantía  que  la  del  Consejo  de 
Estado,  ofrecería  la  intervención  o  el  acuerdo  del  Senado 
o  de  la  Comisión  Conservadora. 

Relativamente  al  quinto  caso,  hemos  manifestado,  en 
lugar  conveniente,  que  el  acuerdo  del  Consejo  de  Estado 
sería  ventajosamente  reemplazado  por  el  del  Tribunal  Su- 
perior que  hubiere  pronunciado  la  condenación  que  mo- 
tivare el  indulto  particular. 

I  en  cuanto  al  estado  de  sitio,  recordarán  nuestros  lec- 
tores que,  al  tratar  de  la  parte  20.*  del  art.  82,  manifesta- 
mos que  estábamos  por  la  supresión  completa  de  seme- 
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jante  institución,  i  que,  mientras  ella  existiera,  cuando 
no  fuera  posible  obtener  el  acuerdo  del  Congreso  para  la 
declaración  del  estado  de  sitio,  debería  exijirse  el  de  la 
Comisión  Conservadora  i  no  el  del  Consejo  de  Estado. 

Nos  parece  que  las  observaciones  que  nos  ha  suj cri- 
do el  estudio  de  los  párrafos  5.°,  7.^,  8.",  14.^  15.°  i  20.^ 
del  art.  82,  autorizan  la  conclusión  a  que  arribamos  de 
no  ser  necesario  el  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  en 
muchos  de  los  casos  a  que  ellos  se  refieren,  i  la  de  po- 
derse reemplazar  con  ventaja  en  todos  por  el  de  otras 
autoridades  constituidas. 

8i  esto  es  cierto,  como  nosotros  lo  pensamos,  también 
respecto  a  la  declaración  del  estado  de  asamblea,  resulta 
que  podria  suprimirse  sin  inconveniente  alguno  el  Con- 
sejo de  Estado,  considerado  como  autoridad  delibe- 
rante. 

o 
o  o 

Al  estado  de  asamblea  se  refiere  la  Constitución  refor- 
mada en  1874,  en  la  parte  7."  del  art.  104,  que  consigna 
una  nueva  disposición"  destinada  a  reemplazar  la  que 
conferia  al  Consejo  de  Estado  la  facultad  de  (í resolver 
las  disputas  que  se  suscitaren  sobre  contratos  o  nego- 
ciaciones celebradas  por  el  Gobierno  supremo  i  sus 
ajentes.D 

¡Mejor  habría  hecho  el  Congreso  refonnador  de  1874 
en  haberse  limitado  a  suprimir  la  antigua  disposición 
que  dejamos  copiada!  Así,  el  conocimiento  de  las  cues- 
tiones relativas  a  contratos  celebrados  por  el  Ejecutivo 
o  sus  ajentes,  corresponderia,  como  corresponde  hoi  i 
como  debió  i  deberá  siempre  corresponder,  al  Poder  Ju- 
dicial; i  no  se  habría  dado  existencia  constitucional  a  una 
creación  de  la  Ordenanza  del  ejército,  que  merecería  el 
calificativo  de  monstruosa,  si  realmente  pudiera  prodn- 
cir  los  efectos  que  muchos  le  han  atribuido  durante 
lai'gos  años. 
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Esos  efectos  consistían  nada  menos  qne  en  hacer  cesar, 
«n  el  territorio  declarado  en  estado  de  asamblea,  la  ga- 
rantía de  ser  juzgado  por  el  tribunal  competente,  que- 
dando todas  las  personas,  fueran  o  no  militares,  someti- 
das a  Va,  Jurisdicción  nülitcir  en  materia  criminal^  por  toda 
clase  de  delitos,  fueran  o  no  militares. 

Tan  enorme  contrasentido  motivó,  en  1872,  una  justa 
protesta  de  parte  de  la  Corte  Suprema,  con  motivo  de  la 
cual  se  cruzó  entro  ella  i  el  Ejecutivo  la  interesante  co- 
rrespondencia que  se  rejistra  entre  los  anexos,  (1)  i  cu- 
yo resultado  fué  que  entre  ámba-i  autoridades  hubo 
acuerdo  para  entender:  «1.''  que  los  bandos  de  un  jeneral 
cu  jefe  en  paraje  do  asamblea  no  pueden  comprender  a 
los  individuos  que  no  perteajzoan  a  ese  ejercito  o  que 
no  le  sigan;  2,*'  que  la  jurisdicción  do  lo3  jueces  ordina- 
rios sobre  las  personas  a  quienes  la  Ordenanza  militar 
no  sujeta  al  fuero  de  guerra,  no  puede  ser  alterada  ni 
menoscabada  por  dichos  bandos;  i  S.""  que  las  penas  se- 
ñaladas por  la  misma  Ordenanza  para  los  delitos  que  ella 
define,  no  pueden  tampoco  ser  modificadas  en  virtud  de 
esas  disposiciones.» 

Estas  conclusiones,  que  lioi  nos  parecen  tan  claras  e 
incuestionables,  no  lo  hablan  sido  siempre,  i  es  por  eso, 
sin  duda,  que,  para  disminuir  el  número  de  declaraciones 
de  estado  de  asamblea,  se  introdujo  en  la  Constitución 
reformada  la  disposición  que  figura  en  ella,  en  su  art. 
104  bajo  el  num.  7,  limitando  tales  declaraciones  sola- 
mente al  caso  en  que  una  o  mas  provincias  se  vieren  in- 
vadidas o  amenazadas  durante  una  guerra  estranjera. 

La  intención  de  la  reforma  fué  buena,  sin  duda;  mas 
nos  parece  que  si  el  Congreso  tuvo  voluntad  i  medios 
de  hacerla,  pudo  reformar  con  mas  facilidad  la  lei,  a 
nuestro  juicio  inconstitucional,  que  confirió  al  Presiden- 


<1)  Anexo  nóra  -6. 
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te  de  la  República  la  facultad  de  lanzar  por  sí  solo  de- 
claraciones, aun  peores  en  sus  efectos  que  las  de  estado 
de  sitio. 

La  intelijencia  que  la  Corte  Suprema  i  el  Ejecutivo 
han  dado  a  la  Ordenanza  militar,  en  la  parte  referente  a 
los  efectos  del  estado  de  asamblea,  no  puede  hoi  ser  otra 
en  vista  de  las  disposiciones  que  contienen  los  números 
4.*"  i  5.**  del  art.  5."*  de  la  lei  de  Organización  i  Atribuciones 
de  los  Tribunales  de  15  de  octubre  de  1875.  En  ningún 
caso  someten  esas  disposiciones  al  conocimiento  de  los 
tribunales  militares,  los  delitos  comunes  cometidos  por 
personas  que  no  fueren  militares. 

Como  quiera  que  sea,  si  el  llamado  estado  de  asam- 
blea ha  de  existir,  i  de  existir  constitucionalmente,  aun 
cuando  sea  para  mui  limitados  casos,  nosotros  somete- 
ríamos esa  declaración  al  acuerdo  del  Congreso,  i,  en  re- 
ceso de  éste,  al  de  la  Comisión  Conservadora,  exactamen- 
te lo  mismo  que  desearíamos  se  hiciera  respecto  al  esta- 
do de  sitio. 


o 
o  « 


Como  tribunal  corresponde  constitucionalmente  al  Con- 
sejo de  Estado: 

I.'*  Conocer  en  todas  las  materias  de  patronato  i  pro- 
tección que  se  redujeren  a  contenciosas,  oyendo  el  dic- 
tamen del  Tribunal  Superior  de  Justicia  que  señale  la 
lei  (arfc.  104,  parte  4.^); 

2:"*  Conocer  en  las  competencias  entre  las  autoridades 
administrativas,  i  en  las  que  ocurrieren  entre  éstas  i  los 
Tribunales  de  Justicia  (art.  104,  parte  5.*") ;  i 

3.**  Declarar  si  há  lugar,  o  nó,  a  formación  de  causa 
en  materia  criminal  contra  los  Intendentes,  Gk>bernado- 
res  de  plaza  i  de  departamento,  esceptuando  el  caso  en 
que  la  acusación  contra  los  Intendentes  se  intentare  por 
la  Cámara  de  Diputados  (art.  104,  parte  6.*), 
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Nos  ocuparemos  separadamente  de  cada  una  de  las  tres 
precedentes  atribuciones  judiciales. 


o 
o  o 


dDícense,  en  jeneral,  recursos  de  protección  las  quejas 
que  se  interponen  contra  los  actos  de  los  poderes  públi- 
cos en  que,  abusando  de  su  autoridad,  lastiman  algunos 
de  los  derechos  o  alguna  de  las  garantías  aseguradas  por 
la  Constitución  a  todos  los  habitantes  de  la  República... 
Pero,  en  un  sentido  mas  estricto^  se  designan  especialmen- 
te con  aquel  nombre  los  que  se  interponen  contra  los  ac- 
tos de  los  prelados  o  superiores  eclesiásticos,  emanados  de 
su  jurisdicción  voluntaria  o  contra  los  de  cualquiera  au- 
toridad o  funcionario  del  Estado,  en  uno  i  otro  caso,  a 
fin  de  que,  alzándose  la  fuerza,  se  restituya  al  querellan- 
te en  el  goce  de  sus  garantías  constitucionales. . .  Tales 
recursos, — agrega  el  señor  don  José  Bernardo  Lira,  de 
cuyo  excelente  Prontuario  de  los  Juicios  tomamos  la  pre- 
cedente definición — (1)  abrazan,  de  consiguiente,  toda  cla- 
se de  agravio  injusto  de  que  uno  puede  quejarse  ante  la 
autoridad  encargada  de  la  tuición  de  las  garantías  indi- 
viduales.» 

Cuando  la  queja  interpuesta  por  el  agraviado  diere 
lugar  a  oposición,  de  manera  que  el  negocio  se  redujere 
a  contencioso^  debe  pasarse  al  Consejo  de  Estado  para 
que  conozca  de  él  i  lo  resuelva,  oyendo  previamente  el 
dictamen  de  la  Corte  Suprema,  que  es  el  Tribunal  Su- 
perior señalado  para  este  efecto  por  el  art.  111  de  la  lei 
de  15  de  octubre  de  1875. 

Después  de  1872,  fecha  en  que  nuestro  amigo  i  colega 
el  señor  Lira,  dio  a  luz  la  obra  de  la  cual  nos  hemos  per- 
mitido tomar  la  definición  de  los  recursos  de  protección, 


(i)  Obra  citada,  tomo  11,  p^,  871;  número  795. 
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miestra  lejislacion  ha  esperimentado  en  la  materia  bus- 
tuucialcs  i  mili  graves  modificaciones. 

A  virtud  de  la  reforma  constitucional,  verificada  en 
1874,  corresponde  actualmente  a  la  Comisión  Conserva- 
dora, conformo  al  inciso  1.**  del  nuevo  art.  58,  prestar 
protección  a  las  garantías  individuales,  i  no  a  la  Corte 
Suprema,  como  antes  sucedia  con  arreglo  al  art.  146  do 
la  Constitución  de  1823,  que  habiarejido  hasta  entonces 
como  lei. 

Por  consiguiente,  los  recursos  de  protección  deben  en- 
tablarse ahora  ante  la  Comisión  Conservadora,  i  cuan- 
do He  redujeren  a  contenciosos  deben  pasarse  al  Consejo 
de  Estado,  para  que  falle  acerca  de  ellos  lo  que  fuere  de 
justicia.  La  Comisión  Conservadora,  lo  hemos  dicho  en 
otra  parte,  (1)  no  es  un  tribunal  i  no  está  llamada  a 
fallar. 

Para  fallar  acerca  de  estos  recursos,  debe  el  Consejo 
de  Estado  oir  el  dictamen  de  la  Corte  Suprema,  según  lo 
hemos  dicho  ya;  i  como  no  es  probable  que,  llegado  el 
caso,  el  Consejo  se  separe  de  ese  dictamen,  nosotros  cree- 
mos que  habría  valido  mas  confiar  la  facultad  de  conocer 
i  resolver  en  dichos  recursos  a  la  espresada  Corte,  que 
conocia  ánfes  de  los  recursos  do  fuerza,  i  que  conoce  hoi 
de  las  competencias  entre  los  tribunales  civiles  i  los  ecle- 
siásticos, conforme  a  lo  prescrito  en  el  art.  255  de  la  re- 
cordada lei  de  15  de  octubre  de  1875,  que,  en  su  artículo 
final,  abolió  los  mencionados  recursos  de  fuerza. 

Estos  recursos,  que  no  existen,  por  consiguiente,  des- 
de el  I.""  de  marzo  de  1876 — fecha  en  que  principió  a  re- 
jir  la  lei  citada — eran  una  especie  de  recursos  de  protec- 
ción. Se  sabe  que  loshabia  de  tres  clases:  en  conocer^  en 
proceder^  i  en  no  otorgar^  i  que  tenían  lugar  contra  provi- 
dencias áB  jueces  eclesiásticos,  libradas  en  asuntos  conten- 
eíosos. 


(1)  Páj  317,  tomo  I. 
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Hoi  no  tieuen  ya  sino  un  interés  histórico,  i  quienes 
deseen  conocerlos  detalladamente,  pueden  consultar  la 
obra  ya  citada  del  señor  Lira,  en  la  páj.  359  i  siguientes 
del  segundo  volumen.  Las  cuestiones  de  competencia  en- 
tre tribunales  civiles  i  eclesiásticos,  a  que  hemos  aludido 
hace  un  momento,  equivalen,  en  el  fondo,  a  los  antiguos 
recursos  de  fuerza  en  conocer.  Son  inevitables  en  países 
rejidos  por  el  sistema  patronatista. 

En  cuanto  a  los  recursos  de  fuerza  en  proceder  i  en  no 
otorgar^  era  natural  i  lójico  que  los  aboliera  la  lei  de  15 
de  octubre  de  1875,  desde  que,  ensuart.  5.*^,  habia  aboli- 
do el  fuero  eclesiástico  en  las  causas  civiles  i  criminales 
cuyo  conocimiento  compete  ahora  en  todo  caso  a  los  tri- 
bunales civiles  ordinarios. 

La  necesidad  de  que  algún  tribunal  conozca  i  resuel- 
va en  las  materias  do  patronato  i  protección  quo  se  re- 
dujeren a  contenciosas,  no  justifica,  en  nuestro  concep- 
to, la  creación  ni  la  existencia  del  Consejo  do  Estado, 
desde  que,  como  lo  hemos  indicado  ya,  creemos,  con 
nuestro  malogrado  amigo  Juan  Manuel  Carrasco  Alba- 
no,  que  de  tales  asuntos  debería  conocer  el  poder  judicial, 
representado  por  el  primero  i  mas  alto  de  sus  tribunales 
— la  Corte  Suprema. 


o 

o  o 


La  2.'*  atribución  judicial  que  la  Constitución  coníiereí 
al  Consejo  de  Estado  se  refiero  a  dos  casos.  Es  el  pri- 
mero el  de  competencias  entro  las  autoridades  adminis- 
trativas; i  es  el  segundo  el  do  las  quo  ocurriei'en  entre 
éstas  i  los  tribunales  de  justicia. 

En  cuanto  al  primer  caso,  no  divisamos  la  necesidad 
de  crear  un  Consejo  de  Estado  para  resolver  cuestiones 
de  competencia  entro  dos  autoridades  administrativaís. 
Nos  parece  que  sería  in-eferible  un  sistema  análogo  ai 
que  rijo  en  las  compefoucias  ([lu^  ocun-(Mi  ontn*  los  tri- 
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banales  de  justicia,  todas  las  cuales  se  deciden  perfec- 
tamente i  guardando  un  rigoroso  orden  jerárquico,  con- 
forme a  lo  dispuesto  en  los  artículos  254  i  255  de  la  lei 
de  15  de  octubre  de  1875,  sin  que  haya  sido  menester 
crear  tribunal  alguno  ad  hoc  dentro  del  mismo  Poder 
Judicial, 

Adoptando  el  sistema  que,  para  la  competencia  entre 
dos  tribunales,  establecen  esos  dos  artículos,  nosotros 
preferiríamos,  al  que  ha  creado  la  Constitución  para  las 
que  ocurrieren  entre  dos  autoridades  administrativas, 
establecer  que  de  la  competencia  que  se  suscitare  entre 
dos  inspectores,  conociera  el  subdelegado  de  quien  am- 
bos dependieran;  que  si  tenia  lugar  entre  dos  subdele- 
gados o  entre  un  gobernador  i  un  subdelegado  o  ins- 
pector, conociera  el  intendente  de  quien  ambos  depen- 
dieran; i  que  si  ocurriera  entre  un  intendente  i  un 
gobernador,  entre  dos  intendentes  o  entre  otras  autori- 
dades administrativas,  conociera  de  ella  el  Presidente 
de  la  República. 

Limitada  la  acción  de  los  aj entes  del  Ejecutivo  a  ma- 
terias puramente  administrativaSy  nos  parece  que  la  de- 
cisión del  Presidente,  como  jefe  superior  de  la  adminis- 
tración, deberia  respetarse,  sin  perjuicio  de  la  responsa- 
bilidad que,  en  razón  de  aquélla,  pudiera  recaer  sobre 
él  i  sobre  el  Ministro  o  Ministros  que  la  hubieren  acor- 
dado. Preferimos  en  tales  casos,  como  mas  rápida  i  como 
mas  conforme  a  las  reglas  que  deben  rejir  en  materias 
administrativas,  la  decisión  de  una  autoridad  uniperso- 
nal, a  la  de  un  cuerpo  colejiado. 

Respecto  a  las  compotencias  entre  autoridades  admi- 
nistrativas i  los  tribunales  de  justicia,  nos  parece  no  so- 
lo inconveniente  sino  inaceptable  de  todo  punto  el  siste- 
ma que  nuestra  Constitución  tuvo  la  mala  idea  de  copiar 
de  las  instituciones  del  primer  imperio  napoleónico.  Si 
un  simple  inspector  tiene  la  fantasía  de  formar  compe- 
tencia a  la  Corte  Suprema,  la  cuestión  debe  ser  resuelta 
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por  el  Consejo   de  Estado,  que  forma  parte  del  Poder 
Ejecutivo. 

Con  semejante  sistema  la  independencia  del  Poder 
Judicial  es  tan  ilusoria  como  creyó  la  Constitución  que 
lo  sería  la  del  Ejecutivo,  si  la  decisión  de  las  competen- 
cias entre  autoridades  administrativas  i  tribunales  de 
justicia  hubiera  quedado  confiada  a  estos  últimos.  Ante 
la  dificultad  que  se  presentaba,  se  echó  mano  del  arbi- 
trio cómodo,  inventado  por  los  déspotas,  do  someterlo 
todo  al  Poder  Ejecutivo;  i  creyéndose  que  era  menester 
dictar  una  regla,  se  adoptó  la  que  robustecia  a  la  admi- 
nistración, sin  preocuparse  poco  ni  mucho  do  si  debili- 
taba o  no  al  Poder  Judicial. 

Nosotros  preguntaríamos  a  los  convencionales  de  1833 
por  qué  no  nos  dijeron  también  a  qué  autoridad  corres- 
pondería resolver  las  competencias  que  ocurrieren  entre 
el  Poder  Lejislativo  i  el  Judicial  o  el  Ejecutivo.  Segu- 
ramente nos  contestarían  que  no  era  menester  prever  un 
caso  tan  improbable  que  puede  considerarse  casi  como 
imposible.  No  se  concibe,  en  efecto,  que  él  pudiera  ocu- 
rrir estando  bien  deslindadas  las  atribuciones  del  Poder 
Lejislativo  ret^pecto  de  las  de  los  otros. 

Pero  si  esto  es  verdad,  dentro  do  ciertos  límites,  ¿por 
qué  no  deslindar  entonces,  con  la  misma  claridad  i  preci- 
sión, las  atribuciones  del  Poder  Ejecutivo  i  las  del  Judi- 
cial? Si  la  Constitución,  cu  vez  de  crear  un  Consejo  de 
Estado  con  ciertas  funciones  judiciales  i  en  vez  de 
referirse  en  su  art.  108  solo  a  las  causas  civiles  i  crimi- 
nales^ hubiera  establecido,  de  una  manera  enfática,  jene- 
ral  i  absoluta,  que  el  conocimiento  de  todos  los  asuntos 
contenciosos — sea  cual  fuere  su  naturaleza  i  la  condición 
de  las  personas  que  en  ellos  fueran  parte  o  tuvieran  in- 
terés— corresponderia  esclusivamente  al  Poder  Judicial, 
i  hubiera  prohibido  a  todos  los  miembros  del  Poder  Ejecu- 
tivo, desde  el  Presidente  do  la  República  hasta  el  último 

Inspector,  injerirse  en  ellos  en  sentido  alguno;  nos  p:i- 
TOMO  ii  ^         29 
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rece  que  las  cuestiones  de  competencia  entre  las  autori- 
dades administrativas  i  los  tribunales  de  justicia  serian 
tan  improbables  como  las  que  pudieran  ocurrir  entre 
ellas  i  el  Congreso. 

Organícense  las  cosas  de  manera  que  no  exista  posi- 
bilidad de  que  se  promuevan  cuestiones  de  competencia, 
i  entonces  no  habrá  para  qué  preocuparse  de  establecer 
quién  ha  de  decidirlas.  Adóptese  el  sistema  que  rijc  en 
Inglaterra  i  en  Estados  Unidos,  paises  ambos  en  los 
onales  jamás  juzga  la  administración,  i  desaparecerán 
por  completo  esas  competencias  que  [han  sido  entre  no- 
sotros tan  frecuentes,  i  que,  con  placer  lo  notamos,  van 
disminuyendo  de  dia  en  dia,  merced  al  espíritu  que,  en 
estos  últimos  años,  ha  dominado  en  nuestra  lejislacion, 
de  arrancar  de  manos  de  la  administración  la  facultad  do 
fallar  asuntos  contenciosos. 

A  esta  reacción  saludable  obedeció  la  reforma  consti- 
tucional de  1874,  al  quitar  al  Consejo  de  Estado  la  fa- 
cuitad  que  hasta  entóneos  habia  tenido  desde  1833,  de 
conocer  en  las  cuestiones  referentes  a  contratos  o  nego- 
ciaciones celebradas  por  el  Gobierno  o  sus  ajentes.  A 
ella  ha  obedecido  la  lei  de  15  de  octubre  de  1875,  que 
ha  suprimido,  entre  otras,  la  jurisdicción  que  ejercían  los 
Gobernadores  departamentales  i  las  juntas  provinciales 
en  materia  de  caminos.  Suprímanse  cuanto  antes  las 
otras  atribuciones  judiciales  que  aun  inviste  el  Con- 
sejo de  Estado,  i  derogúese,  por  completo  i  con  mano 
firme,  todo  aquello  que  aun  se  conserva  en  nuestras  ins- 
tituciones del  sistema  francos,  que  se  ha  bautizado  con 
el  curioso  nombre  de  adininistrativo-Gontencioso^  i  no  ten- 
dremos para  qué  preocuparnos  de  crear  autoridades  que 
nada  tendrian  que  resolver. 

Ningún  precepto  constitucional  ha  previsto  el  caso  de 
una  competencia  entre  el  Poder  Lejislativo  i  el  Ejecuti- 
vo. 1,  sin  embargo,  cuando  ocurre  que  éste  último  inva- 
de la  esfera  de  acción  propia  de  aquél,  dictando  decretos 
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sobre  materias  de  leí,  como  muchas  veces  ha  acontecido, 
tales  decretos,  aparte  de  los  medios  de  represión  que  las 
Cámaras  pueden  emplear,  son  nulos  i  los  tribunales  pres- 
cinden de  ellos  en  sus  sentencias.  Esto  mismo  harianlos  tri- 
bunales, cuando  las  autoridades  administrativas  dictaran 
resoluciones  en  asuntos  contenciosos.  Considerarian  tales 
resoluciones  como  nulas,  i  fallarían  con  completa  prescin- 
dencia  de  ellas;  como  lo  hicieron,  por  ejemplo,  en  el  caso 
tan  conocido  de  la  fragata  Thalaha^  resuelto  por  la  Corte 
Suprema  a  favor  de  los  captores,  a  quienes  nos  cupo  la 
honrado  defender,  apesar  del  decreto  supremo  que,  inji- 
riéndose en  materia  que  no  era  del  resorte  del  Ejecutivo, 
les  habia  negado  derecho  a  la  presa,  declarando  que  su 
valor  total  pertenecía  al  Estado. 

La  Corte  Suprema,  sin  preocuparse  para  nada  de  tal 
decreto-sentencia^  resolvió  todo  lo  contrario  de  lo  que  éste 
habia  decidido,  declarando  que  el  valor  total  de  la  men- 
cionada fragata  pertenecía  a  los  captores.  La  Corte  no 
tuvo  para  qué  provocar  competencia.  Aguardó  que  se 
pidiera  ante  ella  justicia,  supo  hacerla  cumplida  i  su  sen- 
tencia fué  ejecutada.  (1)  Los  decretos-sentencias  son  tan 
absurdos  como  lo  es  el  sistema  mismo  de  jurisdicción 
administrativo-contenciosa^  que  no  concebimos  cómo  pue- 
de ser  sostenido  por  publicistas  de  nota,  i  acerca  del  cual 
tendremos  ocasión  de  llamar  otra  vez  la  atención  de 
nuestros  lectores,  al  ocuparnos  del  art  108  de  la  Cons- 
titución. 


La  tercera  i  última  ^ir\b\\Q\on  judicial  que  correspon- 
de al  Consejo  de  Estado,  con  arreglo  a  nuestra  Carta 
Fundamental,  es  la   de  declarar  si  há  lugar  o  no  a  for- 


(1)  La  sentencia  es  de  18  de  enero  de  1871,  i  corre  en  la  pajina  MI 
de  la  Gaceta  de  aquel  año. 
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macion  de  causa  en  materia  criminal  contra  los  Inten- 
dentes de  provincia  i  Gobernadores  de  plaza  i  de  depar- 
tamento, salvo  el  caso  en  que  la  acusación  contra  los 
primeros  se  intentare  por  la  Cámara  de  Diputados. 

Al  ocuparnos  del  art.  83  tuvimos  oportunidad  de  ha- 
cer notar  la  anomalía  aparente,  que  para  muchos  existe 
en  el  sistema  de  nuestra  Constitución  que  no  pone  traba 
alguna  para  las  acusaciones  que  surjieren  contra  el  Pre- 
sidente de  la  República  i  los  Ministros  de  Estado  por 
delitos  que  cometieren  fuera  del  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, i  que  las  pone,  sin  embargo,  para  idénticas  acusa- 
ciones contra  los  Intendentes  i  contra  los  Gobernadores 
de  plaza  o  de  departamento. 

En  efecto,  las  ^dX^hvví^  Climateria  criminal  que  emplea 
la  parte  QJ^  del  art.  104  de  la  Constitución,  son  tan  com- 
prensivas i  jenerales,  que  no  sería  lícito  referirlas  a 
cierta  clase  de  delitos,  con  esclusion  de  otra.  Ella  los 
comprende  a  todos  sin  distinción,  i  no  es  dado  distinguir 
donde  la  Lei  Fundamental  no  lo  hace. 

Aun  cuando  ello  no  so  conciba  en  el  terreno  de  los 
principios,  se  concibe,  sin  embargo,  en  el  sistema  idea- 
do por  nuestra  Constitución.  Al  colocar  al  Presidente 
de  la  República  en  una  esfera  tan  elevada  que  sus  actos 
i  su  nombre  no  pueden  ser  materia  de  discusión,  lo  ha 
revestido  de  cierto  carácter  que  le  asemeja  mucho,  mien- 
tras ejerce  sus  funciones,  a  un  monarca  constitucional. 
Alejado  así,  como  lo  hemos  indicado  ya  en  otra  parte, 
de  todo  roce  inmediato  con  los  gobernados,  se  encuentra 
Ubre  del  odio  i  de  la  calumnia  que  a  menudo  despiertan 
Ii)B  actos  de  la  administración.  Si  administra,  lo  hace 
por  medio  de  ajenies  subalternos  que,  ejecutores  inme- 
diatos de  sus  órdenes,  son  considerados  como  autores  de 
líis  medidas  que  causan  agravio  o  suscitan  malque- 
rencia. 

En  pueblos  como  el  nuestro,  en  que  no  siempre  domi- 
ita  la  cordura,   los  mandatos  de  la  autoridad   se  consi- 
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deran  malos  i  vejatorios  mui  a  menudo,  nada  mas  que 
porque  emanan  de  la  autoridad,  i  la  perdona  en  quien 
ésta  reside  es  mirada,  muchas  veces  sin  razón,  como  un 
déspota  o  tirano,  a  quien  se  profesa  decidida  mala  vo- 
luntad. En  tales  condiciones,  los  Intendentes  i  Gober- 
nadores viven  en  una  atmósfera  viciada,  que  los  espon- 
dria  a  ser  víctimas  de  acusaciones  continuas,  hijas  de  la 
mala  fé,  del  odio  i  del  espíritu  de  partido.  Multiplicadas 
tales  acusaciones,  los  puestos  servidos  por  esos  funcio- 
narios se  convertirían  en  una  verdadera  picota,  i  fácil 
sería  llegara  un  momento  en  que  ningún  hombre  digno 
se  prestara  a  servirlos. 

Tales  fueron,  nos  parece,  los  motivos  que  indujeron  a 
nuestra  Constitución  a  establecer  a  favor  de  esos  fun- 
cionarios la  garantía  de  no  poder  ser  enjuiciados  en  ma- 
teria criminal^  sin  una  declaración  previa  de  haber  lugar 
a  formación  de  causa,  espedida  por  el  Consejo  de  Es- 
tado. 

Reconociendo  que  los  propósitos  de  la  Constitución 
fueron  sanos,  nos  parece  que  ella  erró  el  camino  al  ele- 
jir  el  remedio  que  aplicó  al  mal  que  recelaba.  Se  preo- 
cupó demasiado  del  gobernante,  i  descuidó  por  completo 
al  gobernado  por  protejer  a  aquél.  Vio  solo  enemigos 
donde  debió  ver  ciudadanos,  i  olvidó  que  el  fin  de  la  au- 
toridad es  el  bienestar  de  estos  últimos,  que  no  se  con- 
sulta cerrando  el  acceso  ante  los  tribunales  a  una  acción 
que  puede  ser  justa  i  fundada,  por  el  voto  de  un  cuerpo 
administrativo  i  que  no  forma  parte  del  poder  judicial. 

No  es  posible  aducir  razón  alguna  en  apoyo  de  una 
disposición  que  prácticamente  ha  asegurado  una  impu- 
nidad casi  completa  a  los  ajentes  del  Ejecutivo,  sobreto- 
do en  materias  electorales.  Por  obtener  lo  menos,  lo  mas 
se  ha  echado  en  olvido,  sin  notar  que  la  garantía  que 
se  buscaba  i  que  so  quiso  asegurar  a  los  Intendentes  i 
Gobernadores,  i  cuya  conveniencia  nadie  desconoce,  pu- 
do i  debió  encontrai'sc  en  otra  parto,  i  dentro   de  un  sis- 
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tema  que,  mas  conforme  con  la  equidad  i  con  el  dere- 
cho, no  pisoteara  el  signo  distintivo  del  principio  repu- 
blicano, que  es  la  responsabilidad  de  los  funcionarios 
públicos. 

Ese  sistema  liabria  consistido  en  conferir  al  mismo 
tribunal  llamado  a  conocer  de  la  causa  criminal  promo- 
vida contra  un  Intendente  o  Gobernador,  la  facultad  de 
declarar  previamente  si  la  acusación  es  o  nó  admisible^ 
imponiéndole  el  deber  de  espedir  antes  que  todo  esta  re- 
solución, tal  como  lo  prescribe  el  art.  163  de  la  lei  de  15 
de  octubre  de  1875  para  el  caso  de  acusaciones  contra 
los  jueces. 

Si  este  sistema  se  ha  adoptado  para  las  acusaciones 
contra  los  jueces,  no  vemos  porqué  no  habría  de  acep- 
tarse también  para  las  acusaciones  contra  los  miembros 
del  Poder  Ejecutivo;  i,  sobretodo,  cuando  so  tratare  de 
delitos  cometidos  por  ellos  fuera  del  ejercicio  de  sus 
funciones.  Lo  natural  i  lójico  es  que  el  tribunal  llamado 
a  conocer  de  una  acusación,  sea  el  llamado  a  calificar 
previamente  si  ella  es  o  no  admisible.  Conferir  esta  atri- 
bución a  una  autoridad  estraña  al  Poder  Judicial,  es  con- 
trario a  la  separación  de  los  poderes  públicos,  que  es  una 
de  las  bases  fundamentales  del  sistema  representativo. 

En  vista  de  las  razones  precedentes,  tuvimos  el  honor 
de  suscribir  la  moción  que  se  rejistra  entre  los  anexos 
bajo  el  número  5,  i  ellas  nos  hacen  creer  que  convendría 
suprimir  por  completo  de  la  Constitución  la  parte  6.*  del 
art.  104,  que  confiere  al  Consejo  de  Estado  una  atribu- 
ción que  debe  ser  privativa  de  los  Tribunales  de  Jus- 
ticia. 


o 

o  o 


Recorridos  uno  a  uno  los  tros  casos  en  que  la  Consti- 
Inicion  confiere  atribuciones  judiciales  al  Consejo  de  Es- 
tado, 80  vé  que  todos  ellos  envuelven  una  violación  fla- 
grante de  los  buenos  principios,  i  que  están  mui  lejos  do 
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consultar  la  conveniencia  pública.  Luego,  ese  cuerpo 
debe  también  ser  suprimido  en  su  carácter  de  trihunaL 
I  como  hemos  manifestado  que  es  inútil  i  aun  perjudicial 
como  cuerpo  consultivo^  i  que  puede  ser  ventajosamente 
reemplazado  en  los  casos  en  que  la  Constitución  exije 
que  el  Ejecutivo  proceda  con  su  acuerdo]  llegamos  a  la 
conclusión  de  que  el  Consejo  de  Estado  no  tiene  razón 
de  ser  entre  nosotros,  i  que,  volviendo  al  sistema  de  la 
Constitución  de  1828,  que  no  creó  esa  institución,  e  imi- 
tando el  ejemplo  de  los  Estados  Unidos  de  Norte  Amé- 
rica, donde  ella  no  existe,  se  ganaría  mucho  en  todo  sen- 
tido suprimiéndola  por  completo  de  nuestro  mecanismo 
constitucional. 


o 
o  o 


Al  establecer  la  conclusión  precedente,  no  tenemos 
para  qué  ocuparnos  de  las  atribuciones  que  leyes  espe- 
ciales, como  la  de  municipalidades  u  otras,  confieren  al 
Consejo  de  Estado;  porque  las  atribuciones  conferidas 
por  una  simple  lei^  se  suprimen  de  la  misma  manera,  i  no 
pueden  servir  de  argumento  para  sostener  la  existencia 
constitucional  de  esa  corporación. 

Por  lo  demás,  el  estudio  de  esas  atribuciones  legales 
(no  constitucionales)  del  Consejo  de  Estado,  es  materia 
propia  del  derecho  administrativo,  i  no  tiene  cabida  den- 
tro de  los  límites  del  presente  trabajo. 


o  o 


La  parte  8.^  del  art.  104  confiero  al  Consejo  de  Esta- 
do el^  derecho  de  moción  para  Ja  destitución  de  los  Mi- 
nistros del  despacho,  Intendentes,  Gobernadores  i  otros 
empleados  dehncuentes,  ineptos  o  neglijentes.  Apenas 
es  necesario  decir  que  ninguna  importancia  damos  a  esa 
atribución,  cuyo  carácter  es  meramente  inspectivo,  si  al- 
guno hubiera  de  dárselo.  Parece  que  el  Consejo  de  Estado 


Digitized  by  VjOOQIC 


232  LA  CONSTITUCIÓN  ANTE  EL  CONGRESO 

no  la  ha  puesto  en  ejercicio  sino  una  sola  vez  desde  1833. 
Ello  solo  probaria  su  inutilidad,  aun  cuando  tal  atribu- 
ción no  tuviera  el  inconveniente  de  prestarse  a  hacer 
del  Consejo  un  amparador  de  destituciones  que,  si  son 
justas,  deben  ser  decretadas  sin  que  él  las  pida;  i  que, 
si  no  lo  son,  no  se  salvarían  del  cargo  de  injustas,  por 
haberlas  él  solicitado. 

En  presencia  de  una  disposición  como  la  que  en  este 
momento  nos  ocupa,  nos  inclinamos  mucho  a  pensar  que 
los  convencionales  de  1833,  en  la  necesidad  de  justifi- 
car la  creación  de  un  Consejo  de  Estado,  quisieron  haci- 
nar en  él  toda  clase  de  atribuciones,  aun  cuando  algunas 
carecieran  por  completo  de  importancia,  para  herir  los 
sentidos  con  una  larga  nomenclatura  que  diese  a  ese  cuer- 
po un  jorestijio  siquiera  aparente. 


Art.   107 


Los  Consejeros  de  Estado  son  responsables  de  los  dictá- 
menes que  presten  al  Presidente  de  la  República  conti^artos 
a  las  leyes^  i  manifiestamente  mal  intencionados;  i  podrán 
ser  acusados  i  juzgados  en  la  forma  que  previenen  los  arts. 
93  hasta  98  inclusive. 

Innecesario  es  decir  que  este  artículo  jamás  ha  tenido 
aplicación.  Puede  agregarse  con  seguridad  que  nunca 
la  tendrá;  porque,  en  primer  lugar,  no  se  concibe  (pie  se 
imponga  responsabilidad  a  un  Consejero  de  Estado  en 
razón  de  un  mero  dictamen  que,  si  no  fuere  adoptado,  a 
nadie  dañaria,  i  que,  si  lo  fuere,  impondría  responsabili- 
dad al  Presidente  i  al  Ministro  que  decretaran  la  medida 
que  con  él  guardase  conformidad;  i  porque,  en  segundo 
lugar,  sería  imposible  probar  que  un  dictamen  contrario 
a  la  lei  fué  emitido  con  manifiesta  mala  intención^  como  lo 
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quiere  el  art.  107,  que  exije  copulativamente  la  concu- 
rrencia de  estas  dos  circunstancias. 


o 
o  o 


Como  la  Constitución  se  ha  preocupado  solo  de  la  res- 
ponsabilidad fantástica  de  los  Consejeros  de  Estado  en 
razón  de  dictámenes^  i  nada  dice  do  la  verdaderamente 
importante  que  les  afecta  en  los  casos  en  que  fallan  como 
jueces^  pudiera  creerse  que  ninguna  tienen  en  este  últi- 
mo carácter,  porque  la  Lei  Fundamental  no  la  impone  de 
una  manera  espresa. 

No  es  esa,  sin  embargo,  nuestra  opinión. 

A  juicio  nuestro,  cuando  el  Consejo  de  Estado  funcio- 
na i  resuelve  como  tribunal^  sus  miembros  son  responsa- 
bles como  todos  los  jueces.  Aunque  es  verdad  que  el 
art.  111  de  la  Constitución  figura  en  el  capítulo  VIII, 
que  trata  de  la  Administración  de  Justicia,  i  podría,  por 
consiguiente,  sostenerse  que  no  es  aplicable  a  una  cor- 
poración que  forma  parte  del  Poder  Ejecuti"sfo  i  de  la 
cual  se  ocupa  el  capítulo  VII;  ese  argumento  nada  prue- 
ba en  favor  de  la  irresponsabilidad  de  los  Consejeros  de 
Estado  cuando  fallan  como  jueces,  porque,  aparte  de  ser 
semejante  conclusión  de  todo  punto  inaceptable  en  una 
República  bien  constituida,  ella  nos  conduciría  al  absur- 
do chocante  de  que  la  Constitución  habría  impuesto  res- 
ponsabilidad a  los  Consejeros  en  razón  de  sus  dtcf ame- 
nes^ que  es  lo  menos,  i  los  habría  revelado  de  ella  en  ra- 
zón de  sus  sentencias^  que  es  lo  mas. 

Pero  no  es  esto  solo.  Admitiendo  que  el  art.  111,  que 
enumera  los  delitos  en  razón  de  los  cuales  \o^  jueces  son 
responsables,  no  fuera  aplicable  a  los  Consejeros  de  Esta- 
do cuando  ejercen  funciones  judiciales;  del  hecho  de  no 
consignar  la  Constitución  precepto  alguno  que  los  hicie- 
ra responsables  en  ese  caso,  no  podria  deducirse  que  son 
TOMO   n  8^ 
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irresponsables,  porque  tampoco  existe  en  ella  disposición 
alguna  que  establezca  semejante  contrasentido. 

Se  llegaría  a  la  conclusión  de  que  la  Carta  Fundamen- 
tal no  resolvió  el  caso.  En  su  silencio,  tocaría  a  la  leí 
decidirlo,  i  ella  lo  ha  resuelto  espresamente,  de  una  ma- 
nera tan  clara  como  sana  i  correcta^  al  disponer,  como 
lo  dispone  nuestro  Código  Penal  en  sus  arts.  228  i  230^ 
que  el  que,  desempeñando  un  empleo  público  no  perte- 
neciente al  orden  judicial,  dictare  a  sabiendas  providen- 
cia o  resolución  manifiestamente  injusta  en  negocio  con- 
tenctoso-administrativo  o  meramente  administrativo,  incu- 
rrirá en  las  penas  de  suspensión  del  empleo  en  su  grada 
medio  i  multa  de  ciento  a  quinientos  pesos;  que  si  la  re- 
solución o  providencia  manifiestamente  injusta  la  diere 
por  neglijencia  o  ignorancia  inescusables,  las  penas  se- 
rán suspensión  en  su  grado  mínimo  i  multa  de  ciento  a 
trescientos  pesos;  i  que  si  el  funcionario  que  debe  ser 
penado  con  suspensión  o  inhabilitación  para  cargos  pú- 
blicos no  tuviere  renta  (como  sucede  con  los  Consejeros 
de  Estado),  se  le  aplicará  ademas  la  pena  de  reclusión 
menor  en  cualquiera  de  sus  grados,  o  multa  de  ciento  a 
mil  pesos,  según  los  casos. 

Está,  pues,  resuelto  por  el  Código  Penal  que  los  Con- 
sejeros de  Estado  son  responsables  por  el  delito  de  pre- 
varicación^ a  que  se  refiere  el  §  IV,  tít.  V,  Lib.  II  de  di- 
cho Código.  Igualmente  lo  son  por  el  de  cohecho^  a  que  se 
refiere  el  §  IX  del  mismo  título,  que  impone  responsabi- 
lidad en  razón  de  tal  delito  a  todos  los  empleados  públi- 
cos, sin  escepciones  ni  distinciones   de  ninguna  especie. 

La  cuestión  propuesto  está,  pues,  decidida,  i  en  per- 
fecto sentido,  por  nuestra  lejislacion  positiva,  i  hoi  no 
sujiere  las  dudas  a  que  pudo  prestarse  antes  de  la  vi- 
jencia  del  Código  Penal,  a  causa  del  sil(3ncio  que  eviden- 
temente habían  de  guardar  las  leyes  penales  españolas 
acerca  de  la  responsabilidad  criminal  de  funcionarios  pú- 
blicos que  no  existían  cuando  ellas  fueron  dictadas. 
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CAPITULO   VIII 


DE    LA    ADMINISTRACIÓN    DE   JUSTICIA 

Art.   108 

La  facultad  de  juzgar  las  causas  civiles  i  criminales  per- 
tenece esclusivamente  a  los  tribunales  establecidos  por  la  leu 
Ni  el  Congreso^  ni  el  Presidente  de  la  República  pueden 
en  ningún  caso  ejercer  Junciones  judiciales^  o  avocarse  cau* 
sas  pendientes^  o  hacer  revivir  procesos  fenecidos. 

Este  capítulo — que  no  está  bien  colocado,  puesto  que 
en  el  siguiente  vuelve  la  Constitución  a  ocuparse  del 
Poder  Ejecutivo,  materia  a  la  cual  está  consagrado  el 
anterior — se  contrae  al  Poder  ^Judicial,  cuya  necesidad 
no  es  menester  detenerse  a  demostrar,  pues  ella  es  tan 
incontestable  ante  la  teoría  como  evidente  en  el  terreno 
práctico. 

Llama,  sí,  la  atención  el  laconismo  con  que  nuestra 
Carta  trata  del  Poder  Judicial,  pues  él  hace  contras- 
te con  "la  minuciosidad  que  ha  empleado  al  organizar 
el  Poder  Lejislativo  i  el  Ejecutivo.  Ello  se  esplica,  sin 
embargo,  tomando  en  cuenta  las  circunstancias  del  Pais 
en  la  época  en  que  fué  dictada,  i  las  serias  dificultades 
con  que  se  habría  tropezado  si  se  hubiera  pretendido  de- 
tallar en  ella  materias  que  convenía  entregar  mas  bien 
a  la  acción  del  lejislador,  atendida  su  naturaleza  i  su  ca- 
rácter hasta  cierto  punto  variable  i  relativo. 

La  espericncia  ha  manifestado  que  la  Constitución 
obró  bien  al  proceder  como  lo  hizo.  Si  se  hubiera  entra- 
do a  detallar  en  ella  la  organización  i  las  atribuciones 
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de  los  tribunales,  es  probable  que  todo  el  mecanismo  ju- 
dicial, vijente  en  1833,  habría  formado  parte  de  nuestra 
Lei  Fundamental;  i  en  tal  caso,  las  reformas  importantes 
que  en  él  se  han  introducido  desde]entónces,  habrían  tro- 
pezado con  las  serias  dificultades  [con  que  se  tropieza 
siempre  que  se  trata  de  reformar  una  Constitución. 

Al  referirse  la  nuestra  a  la  lei^  en  los  siete  artículos 
(lue  abraza  su  capítulo  VIII,  así  lo  comprendió;  i,  mer- 
ced a  esa  referencia,  tenemos  hoi  vijente  la  lei  sobre  Or- 
ganización i  Atribuciones  de  los  Tribunales,  promulga- 
da el  15^de  Octubre  de^l875,  la  cual,  apesar  de  los  defec- 
tos que,  como  toda  obra  humana,  puede  tener,  marca  la 
época  de  notables  mejoramientos  en  nuestro  sistema  ju- 
dicial, i  coloca  a  éste  en  una  situación  harto  superior, 
teórica  i  prácticamente  considerada,  respecto  de  la  que 
ocupaba  en  1833  (1). 

La  concisión  i  el  número  reducido  de  los  artículos 
comprendidos  en  su  capítulo  VIII,  no  impidió,  sin  em- 
bargo, a  la  Constitución  dejar  en  ellos  establecida  la  je- 
rarquía completa  del  Poder  Judicial,  consignadas  las 
garantías  de  que  éste  ha  menester  i  reconocida  la  res- 
ponsabilidad de  sus  miembros. 

Así,  habla  en  ellos  la  Constitución  de  una  majistratura 
a  cuyo  cargo  deberá  estar  la  Superintendencia  directiva, 
correccional  i  económica  sobre  todos  los  tribunales  i  juz- 
gados de  la  Nación.  Ella  es  la  Corte  Suprema,  coníorme 
al  artículo  108  de  la  citada  lei  de  15  de  octubre  de  1875. 

Habla  en  ellos  de  majistrados  de  los  Tribunales  Supe- 
riores. Estos  son  la  Corte  Suprema  i  las  Cortes  de  Ape- 
laciones.  Habla,  igualmente,  de  los  jueces  letrados  de 


(1)  Véase,  a  propósito  de  esa  lei,  el  discarso  que,  en  su  defensa,  pro* 
nunciamos  en  sesiones  de  la  Cámara  de  Dipntados,  de  11  i  18  de  agosto 
de  1874,  qne  se  relaciona  con  las  materias  de  qae  tratan  casi  todos  los 
artículos  de!  capítulo  VIII.  Anexo  núm.  7. 
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primera  instancia,  de  los  alcaldes  ordinarios  i  de  otros 
jueces  inferiores.  Estos  últimos  son  los  jueces  de  siibde- 
legacion  i  los  de  distrito,  creados  por  la  lei  ya  recordada, 
que  realizó  al  fin  la  separación  completa  de  las  funciones 
ejecutivas  i  judiciales,  antes  tan  monstruosamente  acu- 
muladas en  los  subdelegados  i  en  los  inspectores. 

Asegura  a  los  jueces,  en  su  artículo  110,  la  inamovili- 
dad  durante  su  buena  comportacion;  los  hace  responsa- 
bles por  los  crímenes  que  detalla  el  artículo  111,  i  exije, 
en  el  artículo  112,  la  condición  de  haber  ejercido  la  abo- 
gacía para  poder  ser  miembro  de  un  tribunal  superior 
o  juez  letrado. 

Se  vé,  pues,  que  nuestra  Constitución  ha  establecido, 
con  notable  brevedad,  pero  de  una  manera  completa,  las 
bases  fundamentales  en  que  reposa  la  organización  del 
Poder  Judicial. 

Examinemos  separadamente  cada  una  de  ellas,  ocu- 
pándonos de  los  siete  artículos  que  las  consignan. 


o 

o  o 


Principia  el  art.  108  por  disponer  que  la  facultad  de 
juzgar  las  causas  civiles  i  criminales  pertenece  esclusi va- 
mente  a  los  tribunales  establecidos  por  la  lei. 

Las  palabras  causas  civiles  i  criminales^  que  emplea  ese 
artículo,  necesitan  ser  definidas,  a  fin  de  comprender  el 
verdadero  alcance  del  precepto  constitucional  que  exami- 
namos. 

Causa  civil  es  aquella  en  que  se  contiende  acerca  de 
la  aplicación  de  un  precepto  del  derecho  privado.  Cri- 
minal es  aquella  en  que  se  trata  de  la  investigación  de 
un  delito  i  del  castigo  que  debe  aplicarse  al  culpable,  en- 
tendiéndose por  tal  el  autor,  el  cómplice  i  el  encubridor. 
De  estas  últimas,  esceptúa  la  Constitución  los  juicios  de 
imprenta  i  las  acusaciones  que  la  Cámara  de  Diputa- 
dos uiiciare  ante  el  Senado  contra  los  funcionarios  a  que 
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«e  refieren  el  art.  38,  en  su  parte  2.*",  i  el  83.  La  juris- 
dicción de  los  tribunales  ordinarios  creados  por  la  lei  no 
es  esclusiva  respecto  do  éstos  en  el  segundo  caso,  pues 
ella  no  puede  ejercerse  sino  previa  la  declaración  de  cul- 
pabilidad, que  corresponde  al  Senado  conforme  al  art.  98. 

Se  esceptúan  también  las  causas  criminales  contra  In- 
tendentes de  provincia,  i  Gobernadores  de  plaza  i  de  de- 
l)artainen^o,  a  que  se  refiere  la  parte  6.*  del  art.  104, 
pues  tampoco  pueden  en  ellas  ejercer  su  jurisdicción  log^ 
tribunales  ordinarios  creados  por  la  lei,  sino  después  que 
el  Consejo  de  Estado  haya  declarado  que  hai  lugar  a 
formación  de  causa  contra  los  espresados  funcionarios, 
salvo  el  caso  en  que  la  acusación  contra  los  Intendentes 
se  intentare  por  la  Cámara  de  Diputados. 

Tampoco  es  esclusiva  la  jurisdicción  de  los  tribunales 
ordinarios  en  las  causas  civiles  por  perjuicios,  que,  en 
conformidad  a  los  arts.  99  i  100,  iniciaren  los  particula- 
res contra  el  ex-Presidente  de  la  República  o  contra  los 
Ministros  del  despacho,  pues  ella  no  puede  ejercerse  si- 
no después  que  el  Senado  hubiere  declarado  que  hai  lu- 
gar a  la  admisión  de  la  queja. 

Hai,  ademas,  asuntos  verdaderamente  contenciosos  que 
no  importan  causas  civiles  ni  criminales.  Tales  son  las 
cuestiones  sobre  validez  o  nulidad  de  las  elecciones  po- 
pulares. En  ellas  no  se  contiende  acerca  de  la  aplicación 
de  un  precepto  del  derecho  privado^  ni  acerca  de  la  in- 
vestigación de  un  delito,  ni  acerca  del  castigo  que  deberá 
aplicarse  al  culpable.  De  esas  causas  conocen  las  Cámaras 
respectivamente,  cuando  se  trata  de  la  elección  de  suí 
miembros,  conforme  a  la  parte  1.*  de  los  arts.  38  i  39  de 
la  Constitución;  el  Congreso  Nacional,  cuando  se  trata 
de  la  elección  de  electores  de  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca o  de  la  que  aquéllos  hubieren  hecho  de  éste,  confor- 
me a  lo  dispuesto  en  la  lei  electoral;  el  tribunal  especial 
de  elecciones  municipales,  compuesto  de  tres  Consejeros 
é.%  Estado,  con  arreglo  a  la  misma  lei,  cuando  se  tratare 
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de  la  validez  o  nulidad  de  dichas  elecciones  por  Iob  mo- 
tivos que  determina  el  art.  73  de  la  lei  electoral  de  12 
de  noviembre  de  1874;  i  la  Municipalidad  misma,  con 
apelación  para  ante  el  Consejo  de  Estado,  en  los  casos  a 
que  alude  el  art.  9.**  de  la  lei  orgánica  de  8  de  noviembre 
de  1854. 

Estas  causas  no  son  evidentemente  ni  cimles  ni  crimina- 
les^ i  es  por  eso  que,  apesar  do  no  hacer  mérito  de  ellas 
el  art.  5.^  de  la  lei  de  15  de  octubre  de  1875  en  la  no- 
menclatura de  los  tribunales  de  escepcion  que  dejó  sub- 
sistentes, subsisten,  sin  embargo,  los  que,  con  arreglo  a 
la  Constitución  i  a  la  let^  conocen  de  asuntos  electorales. 
Por  eso  existe  el  tribunal  especial  de  elecciones  munici- 
,  pales  a  que  hemos  aludido,  i  no  subsiste  el  jurado  elec- 
toral que  creó  el  art.  103  de  la  lei  de  12  de  noviembre 
de  1874,  pues  este  último  conocia  de  causas  verdadera- 
mente criminales^  i  quedó  suprimido  por  la  citada  lei  de 
15  de  octubre  de  1875,  en  el  hecho  de  no  incluirlo  entre 
los  tribunales  de  escepcion,  detallados  en  su  recordado 
art.  5.^ 

Todavía  la  Constitución  ha  reservado  al  Consejo  de 
Estado,  aunque  sin  razón  alguna,  las  tres  atribuciones 
judiciales  a  que  se  refieren  los  párrafos  4.°,  5.''  i  6.°  de  su 
art.  104.  De  esas  atribuciones  nos  hemos  ocupado  en 
lugar  oportuno,  i  creemos  haber  manifestado  que  ellas 
deberían  conferirse  a  los  tribunales  ordinarios. 

Disentimos  por  completo  de  la  opinión  sostenida  por 
el  señor  Lastarria,  de  que  debe  existir  una  jurisdicción 
administrativo-contenciosa^  por  cuanto,  a  su  juicio,  (íla 
competencia  de  los  tribunales  ordinarios  no  puede  esten- 
derse a  juzgar  las  contenciones  que  tienen  su  oríjen  en 
los  actos  administrativos  del  Poder  Ejecutivo  ni  en  los 
negociados  que,  por  su  naturaleza,  pertenecen  a  la  admi- 
nistración de  esto  Poder.» 

En  primer  lugar,  no  es  exacto  que  en  los  tres  casos  en 
que  lioi  conserva  el  Consejo  de  Estado  aftribucioBe»  ju- 
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diciales  conferidas  por  la  Constitución,  se  trate  precisa- 
mente de  contenciones  que  tengan  su  oiijen  en  actos  de  la 
administrajcion.  Si  se  reclama  protección  contra  un  acto 
de  un  provincial  de  una  orden  monástica;  si  un  tribunal 
ordinario  promueve  competencia  a  un  ájente  del  Ejecu- 
tivo; si  un  Intendente  o  Gobernador  comete  un  delito 
común  fuera  del  ejercicio  de  sus  funciones;  nos  parece 
que,  en  ninguno  de  estos  tres  casos,  se  contiende  acerca 
de  "un  acto  del  Poder  Ejecutivo.  ¿Porqué,  entonces,  ha 
do  conocer  en  tales  cuestiones  el  Consejo  de  Estado, 
arrebatándose  al  Poder  Judicial  atribuciones  que  deben 
corresponder  a  éste? 

En  segundo  lugar,  no  puede  decirse  que  hai  jurisdic- 
ción administrativo-contenciosa  cada  vez  que  la  admi-  < 
nistracion  conoce  de  contenciones.  Nó.  A  juicio  de  los 
franceses,  que  han  inventado  ese  sistema  desconocido 
en  Inglaterra!  en  Estados  Unidos,  las  cuestiones  adminis- 
trativo-contenciosa^^ son  las  motivadas  por  actos  de  la  ad- 
ministración^ que  agraman  derechos  de  particulares^  i  cuyo 
fallo  se  relaciona  no  solo  con  un  derecho  meramente  priva- 
do^ sino  con  un  interés  social  o  del  orden  administrativo. 
Solo  concurriendo  copulativamente  estas  tres  circuns- 
tancias, hai  negocio  administrativo-contencioso. 

I  es  digno  de  notarse  que,  en  el  único  caso  en  que  ellas 
concurrian,  cual  era  el  de  las  cuestiones  referentes  a 
contratos  celebrados  por  el  Gobierno  o  por  sus  aj entes, 
a  las  cuales  se  referia  la  antigua  parte  7.*  del  art.  104, 
la  jurisdicción  escepcional  que  en  ellas  correspondia  al 
Consejo  de  Estado,  le  ha  sido  quitada  por  la  reforma 
constitucional  de  1874,  que  tan  acertadamente  la  devol- 
vió a  los  tribunales  ordinarios. 

¿Porqué  no  pasó  mas  adelante  dicha  reforma,  obrando 
de  la  misma  manera  respecto  de  las  otras  tres  atribucio- 
nes judiciales  que  conserva  todavía  constitucionalment© 
el  Consejo  ds  Estado?  Las  mismas  razones  que  justifi- 
caron la  reforma  de  la  antigua  parto  7.''  del  articulo  104, 


Digitized  by  VjOOQIC 


ARTÍCULO    108  241 

militaban,  i  con  mayor  fuerza  aun,  para  verilicar  una  idén- 
tica en  los  párrafos  4."*,  5.*"  i  6.^  de  dicho  artículo. 

No  es  posible  dejarse  alucinar  con  argumentos  de 
fuerza  aparente. 

El  sistema  napoleónico,  concentración  audaz  del  mas 
atroz  despotismo,  ha  podido  tener  interés  en  asilarse  en 
el  falso  argumento  que  sirve  de  apoyo  a  la  jurisdicción 
administrativo-contenciosa.  Es  cierto,  han  dicho  los  pu- 
blicistas franceses,  defensores  de  ésta,  que  el  poder  eje- 
cutivo i  el  judicial  deben  estar  separados.  Tero  si  la 
separación  de  los  poderes  públicos  es  un  principio,  tam- 
bién lo  es  el  de  la  tndependfmcía  de  cada  mío  de  ellos. 
En  consecuencia,  cuando  por  respetar  aquel,  este  hubie- 
ra de  ser  sacrificado,  la  conveniencia  pública  exije  que 
esa  separación  se  limite  en  casos  especiales,  i  que  en 
éstos  la  administración  misma  sea  el  único  juez  de  las 
contenciones  a  que  sus  actos  den  oríjcn,  porque,  some- 
tidas a  los  tribunales  ordinarios,  la  administración  ven- 
dría a  quedar  colocada  en  una  situación  dependiente 
respecto  de  éstos. 

Así,  si  el  ejecutivo,  por  altas  consideraciones  de  or- 
den público,  rompe  un  contrato  ajustado  con  un  particu- 
lar para  la  construcción  de  un  ferro-carril,  por  ejemplo; 
esa  medida,  fundada  talvez  en  la  escasez  de  recursos 
fiscales  o  en  la  necesidad  de  emplear  los  que  a  esa  obra 
se  creyó  posible  destinar,  en  la  defensa  del  territorio 
inopinadamente  atacado  por  una  nación  estranjera;  esa 
medida,  repetimos,  no  podria  ser  calificada  ni  apreciada 
por  los  tribunales  ordinarios,  mediante  el  conocimiento 
de  la  causa  que  el  contratista,  dañado  por  ella  en  sus 
derechos,  podria  promover  ante  aquéllos.  Luego,  es  me- 
nester que  la  misma  autoridad  administrativa  sea  la  única 
llamada  a  conocer  en  dicha  causa,  si  no  se  quiere  correr 
el  peligro  de  que  el  poder  judicial  revoque  o  deje  sin 
efecto  aquella  medida,  dando  en  el  pleito  el  triunfo  al 
demandante. 

TOMO   11  81 
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En  este  sentido  discurren  los  partidarios  del  sistema 
que  nosotros  condenamos. 

Mas,  si  se  reflexiona  un  poco,  se  nota  que  la  base 
de  su  argumentación  es  completamente  errónea.  En  el 
caso  propuesto,  no  es  cierto  que  Jos  tribunales  ordi- 
narios pudieran  rever,  revocar  ni  dejar  sin  efecto  el  acto 
administrativo  que  motivare  el  pleito.  El  contrato  es 
evidente  que  no  se  llevaría  a  efecto.  Pero  los  tribunales 
ordinarios,  aceptando  este  hecho  como  base,  si  la  ruptu- 
ra del  contrato  no  fuere  motivada  por  el  contratista,  de- 
clararían que  éste  tenia  derecho  al  abono  de  perjuicios 
con  arreglo  a  la  lei,  i  fijarían  su  monto,  si  habia  lugar  a 
ellos.  Ningún  tribunal  puede  obligar,  no  decimos  al 
ejecutivo,  a  nadie,  absolutamente  a  nadie,  a  llevar  a 
efecto  un  contrato  que  el  demandado  no  quiere  o  no 
puede  cumplir.  Luego,  es  inexacto  que  la  independencia 
del  Ejecutivo  peligrara,  en  el  caso  que  hemos  traido  a 
colación,  porque  los  tribunales  ordinarios  hubieran  de 
definir  la  situación  jurídica  del  individuo  que  ante  ellos 
llevara  su  demanda  contra  el  Fisco.  I  decimos  contra  el 
Fisco,  no  contra  el  Ministro  responsable  del  acto  que 
motivare  el  perjuicio  reclamado,  porque,  para  hacer  efec- 
tiva la  responsabilidad  civil  de  éste  último,  tendría  que 
procederse,  según  ya  lo  hemos  dicho,  conforme  a  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  99  i  100  de  la  Constitución. 

La  reforma  efectuada  en  1874  es  el  mejor  argumento 
que  puede  oponerse  a  los  defensores  de  la  jurisdicción  arf- 
ministmtivo'Contenciosa^  si  todavía  los  hubiere  en  O  hile. 
]ja  unanimidad  con  que  aquella  fué  acojida  por  ambas 
Cáinaras,  por  el  Ejecutivo  i  por  la  prensa,  no  admiten 
réplica,  i  nos  permite  afirmar  con  satisfacción  que  seme- 
jante sistema  está  definitivamente  condenado  entre  no- 
sotros. 

\\)Y  eso  es  que  la  lei  orgánica  de  tribunales,  de  15  do 
octubre  do  1875,  suprimió  también  la  jurisdicción  espe- 
cial que  antes  ejercian,  en  primera  instancia,  los  Gober- 
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nadores  departamentales  en  materia  de  caminos,  confor- 
me a  la  lei   de  17  de  diciembre  de  1842,  i   suprimió 
igualmente  las  juntas  provinciales  que  de  esas  cuestio- 
nes conocían   en   segunda  instancia.    Por  eso   es   que 
suprimió  también,   si  no   estaba  suprimida  ya   por   el 
artículo  117  de  la  lei  de  municipalidades,  de  8  de  no- 
viembre de  1854,  la  jurisdicción   monstruosa  i  abierta- 
mente inconstitucional  que  el  artículo  20  de  la  lei  de  24 
de  julio  de  1834,  confirió  a  los  Gobernadores  para    «de- 
cidir breve  i  sumariamente  las  cuestiones  que  se  susciten 
entre  los  actores  i  los  empresarios  acerca  del  citmplimien- 
to  de  sus  contratosy>y  como  si  estas  cuestiones  fueran  otra 
cosa  que  causas  meramente  civiles.  Por  eso  es  que  la  lei 
de  15  de  octubre  de  1875  ha  quitado  a  los  subdelegados 
e  inspectores  la  jurisdicción  que  antes  ejercían  en  asun- 
tos judiciales  de  menor  i  do  mínima  cuantía.  Por  eso  es 
que,  finalmente,  la  misma  lei  ha  atribuido,  en  sus  artícu- 
los 33  i  37,  a  los  jueces  ordinarios  que  en  ellos  se  men- 
cionan, la  jurisdicción,  también  inconstitucional  e  incali- 
ficable, que  antes  ejercían  los  Gobernadores  departamen- 
tales conforme  a  la  parte  4.*  del  artículo  108  i  al  artículo 
120  de  la  lei  del  réjimen  interior,  de  10  de  enero  de  1844, 
que  se  refieren  a  hechos  que  importan  verdaderos  delitos, 
bien  sean  faltas,  simples  delitos  o  crímenes,  según  lo 
dispuesto  en  el  Código  Penal  que  principió  a  rejir  el  1.** 
de  marzo  de  1875. 

Se  vé,  por  los  casos  precedentemente  citados,  que  la 
jurisdicción  administrativa  se  ha  ido  restrinjiendo  mas  i 
mas,  i  que  la  tendencia  marcada  de  nuestras  leyes  consti- 
tucionales i  secundarias,  ha  sido,  en  estos  últimos  años,  la 
de  encomendar  a  los  taribunales  ordinarios  el  conocimien- 
to esclusivo  de  todos  los  asuntos  judiciales  que,  en  el 
orden  temporal,  se  promuevan  en  el  territorio  de  la  Re 
pública,  sea  cualjuere  su  naturaleza  i  la  condición  de  las 
personas  que  en  ellos  intervengan,  según  terminante- 
mente lo  dispone,  en  el  primer   inciso  de  su  artículo  5.'', 
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la  lei  orgánica  de  15  de  octubre  de  1875  tantas  veces  ci- 
tada. 

Todo  esto,  que  hoi  nos  parece  tan  obvio,  pues  es  una 
necesaria  i  lojica  consecuencia  del  principio  de  la  sepa- 
ración de  los  poderes  públicos,  fué  lamentablemente  des- 
conocido en  las  diversas  leyes  que  hemos  recordado  pa- 
ra hacer  notar  que  hoi  están — ¡a  Dios  gracias! — comple- 
tamente derogadas. 

Es  algo  que  parece  incsplicable,  por  ejemplo,  cómo  el 
art.  106  de  la  lei  del  réjimen  interior  pudo  conferir  ju- 
risdicción a  los  Gobernadores  para  imponer  multas  que 
no  excedieran  de  veinticinco  pesos,  o,  en  su  defecto,  pri- 
sión que  no  excediera  de  cuarenta  i  ocho  horas,  a  los 
individuos  que  les  desobed3CÍeran  o  faltaran  al  respeto,  i 
a  los  que  turbaran  el  orden  o  sosiego  público;  i  como  el 
art.  120  de  la  misma  lei  pudo  conferir  facultad  a  aquellos 
funcionarios  para  imponer  hasta  un  mes  de  prisión  o 
hasta  veinticinco  palos^  a  los  soldados  de  policía  i  a  otros 
ajenies  do  la  misma  clase,  que  incurrieran  en  faltas  u 
omisiones  que  no  tuvieran  pena  determinada  en  el  Có- 
digo criminal. 

Hoi,  por  fortuna,  nuestro  Código  Penal  tiene  previstos 
los  casos  a  que  esas  dos  disposiciones  se  refieren,  i  ha  de- 
rogado, por  consiguiente,  o  dejado  sin  efecto  la  anómala 
jurisdicción  que  ambas  atribuian  a  los  Gobernadores  de- 
partamentales, evitando  así  que  éstos  puedan  ser  jueces 
en  causa  propia  i  que  puedan  aplicar  paternalmente  la 
pena  de  palos  a  los  infelices  subalternos  de  la  policía. 
¡El  rubor  asoma  a  las  mejillas  cuando  se  piensa  que  se- 
mejante réjimen,  abiertamente  contrario  a  la  Constitu- 
ción i  a  los  sanos  principios,  ha  sido,  sin  embai*go,  el 
réjimen  legal  de  nuestra  República  durante  largos  años! 

No  se  concibe,  en  efecto,  cómo  un  hecho  al  cual  la  lei 
no  señala  pena  pudiera  ser  delito,  i  cómo  es  posible  que, 
señalándosela  una  lei  especial,  solo  porque  ésta  no  tiene  el 
nombre  o  título  de  Código  Penal,  o  solo  porque  no  forma 


Digitized  by  VjOOQIC 


ARTÍCULO  108  245 

parte  de  éste,  ese  hecho  pueda  ser  castigado  por  otra  auto- 
ridad que  los  tribunales  ordinarios  de  justicia.  Según  es- 
te curioso  sistema,  el  hecho  prohibido  i  castigado  por  la 
lei  era  o  no  era  delito,  tomando  en  cuenta  solamente  si 
esa  lei  formaba  o  nó  parte  del  Código  criminal,  según 
las  palabras  de  nuestra  lei  del  réjimen  interior.  ¿Es  con- 
cebible absurdo  semejante? 

En  conclusión,  acerca  de  este  punto,  permítasenos  es- 
presar el  deseo  de  que  llegue  pronto  el  dia  en  que — con 
escepcion  solamente  de  las  acusaciones  que  la  Cámara  de 
Diputados  entablare  ante  el  Senado,  i  de  las  cuestiones  re- 
ferentes a  la  validez  o  a  la  nulidad  de  las  elecciones  po- 
pulares— el  conocimiento  de  todos  los  asuntos  contenciosos^ 
sin  exceptuar  las  injurias  que  so  lanzaren  por  medio  de 
la  imprenta,  corresponda  esclusivamente  a  los  tribunales 
ordinarios  creados  por  la  lei. 

o 

o  o 

La  fíegunda  parte  del  art.  108  cuidó  de  poner  trabas 
a  la  lei  misma,  al  confiarle  la  gravísima  facultad  de 
crear  los  tribunales  llamados  a  fallar  los  pleitos.  Por 
eso,  después  de  darle  esa  atribución  en  la  parte  prime- 
ra del  artículo  citado,  la  limitó  sabiamente  a  renglón 
seguido,  previniendo  que  ni  el  Congreso  ni  el  Presiden- 
te de  la  República  podrían  en  ningún  caso  e]eroex  funcio- 
nes judiciales^  o  avocarse  causas  pendientes  o  hacer  re- 
vivir procesos  fenecidos. 

Según  esto,  la  lei  no  podría  erijir  en  Corte  Suprema 
al  Senado,' que  es  una  fracción  del  Congreso;  tampoco 
podría  confiar  al  Ministerio  la  facultad  de  fallar  causas; 
ni  conferir  aun  Intendente  las  atríbuciones  de  una  Cor- 
te de  Apelaciones;  ni  a  un  Gobernador  las  de  un  Juez 
Letrado.  Al  hablar  del  Congreso,  la  Constitución  se  ha 
referido  inda  dablemente  a  cada  una  de  las  dos  Cámaras 
([ue  lo  forman;  así  como,  al  prohibir  al  Presidente  de  la 
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República  el  ejercicio  de  funciones  judiciales,  se  ha  re- 
ferido a  los  Ministros  de  Estado,  que  ocupan  con  él  el 
primer  lugar  en  la  jerarquía  administrativa,  i  a  todos  los 
ajenies  de  la  administración  que  le  están  subordinados. 

Podría  observarse,  sin  embargo,  en  contra  de  la  con- 
clusión precedente,  que  hasta  el  1.**  de  marzo  de  1876, 
fecha  en  que  principió  a  rejir  la  lei  de  15  de  octubre  de 
1875,  los  subdelegados  i  los  inspectores,  que  son  los  úl- 
timos ajentes  del  Presidente  de  la  República,  han  ejerci- 
do las  funciones  de  jueces  de  menor  i  de  mínima  cuantía. 

El  hecho  es  cierto,  pero  él  se  esplica  tomando  en 
cuenta  que  la  Constitución  de  1833  dejó  subsistente,  en 
el  tercero  de  sus  artículos  transitorios,  el  orden  de  ad- 
ministración de  justicia  entonces  vijente,  hasta  que  se 
dictara  la  lei  de  organización  de  tribunales,  que  es  la 
que  acabamos  de  recordar.  Se  dejó  subsistente  interina- 
mente un  orden  de  cosas  verdaderamente  irregular  i  ab- 
surdo, pues  es  tan  contrario  al  precepto  contenido  en  la 
segunda  parte  del  art.  108  el  que  un  subdelegado  sea  juez 
de  subdelegacion,  o  un  inspector  juez  de  distrito,  como 
el  que  un  Intendente  fuera  Corte  de  Alzada  o  el  que  un 
Gobernador  fuera  Juez  Letrado. 

No  se  concebiría,  en  efecto,  que  la  Constitución  per- 
mitiera a  los  ajentes  subalternos  del  Presidente  de  la 
República  lo  que  tan  enfáticamente  prohibe  a  éste.  La 
separación  de  los  poderes  públicos  no  existiría,  si  el  art. 
108  se  entendiera  de  otro  modo  que  como  lo  entende- 
mos nosotros,  i  como  lo  han  entendido  repetidas  ve- 
ces nuesti'os  tribunales,  al  establecer,  con  perfecta  razón 
i  exactitud,  en  los  considerandos  de  sus  fallos,  que  la 
prohibición  espresa  de  juzgar,  impuesta  al  Presidente  de 
la  República,  es  estensiva  a  sus  ajentes.  (1) 


(l)  Véase  entre  otra«,  la  sentencia  qoe  publicames  en  el  anexo  nume- 
ro 8. 
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Apesar  de  la  evidencia  incontestable  de  las  preceden- 
tes observaciones,  hemos  notado  mas  arriba  que  no  pocas 
leyes  se  han'dictado  después  de  J833,  confiando  el  ejerci- 
cio de  funciones  judiciales  a  los  Intendentes  i  a  los  Gober- 
nadores. Pero,  al  recordar,  entre  otras,  la  de  24  de  julio  de 
1834,  referente  a  teatros;  la  de  17  de  diciembre  de  1842, 
relativa  a  caminos,  i  la  lei  misma  del  réjimen  interior, 
de  8  de  enero  de  1844,  en  sus  arts.  106  i  120,  hemos 
manifestado  el  juicio  que  ellas  nos  merecen,  calificán- 
dolas de  abiertamente  opuestas  a  la  Constitución.  Aun- 
que ellas,  como  lo  hemos  dicho  también,  están  dero- 
gadas ya,  quizá  se  habría  evitado  hasta  la  tentación  do 
dictarlas,  si  la  Constitución  hubiera  cuidado  de  espresar, 
en  la  segunda  parte  del  art.  108,  que  prohibia  absoluta- 
mente el  ejercicio  de  funciones  judiciales,  no  solo  al  Con- 
greso, sino  también  a  cada  una  de  las  Cámaras  que  lo 
forman,  i  a  los  Presidentes  de  éstas;  i  no  solo  al  Presi- 
dente de  la  República,  sino  también  a  todos  sus  ajenies 
i  a  todos  los  funcionarios  de  la  administración. 

La  claridad  jamás  perjudica,  sobretodo  cuando  se  ob- 
serva que,  por  falta  de  ella  talvez,  se  promueven  deba  ^ 
tes  como  el  que  pasamos  a  recordar. 

o 

o  o 

Con  motivo  de  ciertos  desórdenes  ocurridos,  en  dias 
anteriores,  en  la  barra  de  la  Cámara  de  Diputados,  se 
presentó  ante  ésta,  en  sesión  de  4  de  julio  de  1868,  una 
moción  suscrita  por  45  de  sus  miembros,  cuyo  artículo 
único  era  del  tenor  siguiente: 

«Corresponde  a  los  Presidentes  de  las  Cámaras  Lejis- 
lativas  castigar  correccionalmente  a  los  asistentes  a  la 
barra  que  faltasen  a  las  disposiciones  del  respectivo  re- 
glamento. 

«La  pena  será  discrecional,  no  pudiendo  exeoder  de 
doscientos  posos  de  multa  o  un  mes  de  prisión.)) 
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La  discusión  del  proyecto  precedente,  tan  inoportuno 
como  inconstitucional,  ocupó  casi  por  completo  las  sesio- 
nes que  la  Cámara  de  Diputados  celebró  en  los  dias  6, 
8,  11,  14,  15,  21,  23  i  27  de  julio,  siendo  aprobado  en  je- 
neral  en  la  sesión  del  23,  por  43  votos  contra  14,  i  en 
particular  en  la  del  27,  por  41  votos  contra  19. 

En  aquella  larga  discusión — que  lioi  mismo  no  pue- 
de leerse  sin  profunda  pena,  i  que  no  produjo  otro  re- 
sultado que  la  injusta  acusación  contra  cuatro  majistra- 
dos  de  la  Corte   Suprema,  iniciada  por  el  señor  Dipu- 
tado don  Vicente  Sanfuéntes,  i  de  la  cual  nos  hemos 
ocupado   en   otro    lugar — defendieron   el  proyecto   los 
señores   don   Alejandro  Reyes,  Ministro  de   Hacienda, 
don  Miguel  Luis  Amunátegui,  Presidente  de  la  Cáma- 
ra,   don   Joaquin  Blest  Gana,  Ministro  de  Justicia,  don 
Vicente   Sanfuóntes,    don   Miguel   Barros   Moran,¡¡  don 
Francisco  Vargas  Fontecilla,  Ministro  del  Interior,  i  don 
Vicente  López.  Lo  combatieron  victoriosamente  los  se- 
ñores don  Antonio  Varas,  don  José  Victorino  Lastarria, 
don  Pedro  León  Gallo,  don  Pedro  Félix  Vicuña,  don 
Marcial  Martínez,  don  Manuel  Antonio  Matta  i  nuestro 
queridísimo  e  inolvidable  amigo  don  Domingo  Arteaga 
Alemparte. 

Considerando  el  proyecto  con  relación  a  su  aspecto 
constitucional,  sostuvieron  sus  defensores  que,  en  el  ca- 
so a  que  él  aludia,  no  había  causa  criminal  ni  asunto  con- 
tencioso; que  se  trataba  en  él  de  penas  simj5lemente  co- 
rreccionales; que,  según  nuestras  leyes,  los  Intendentes, 
los  Gobernadores  i  aun  los  Inspectores  podian  imponer 
gubernativamente  penas  do  esta  especie  en  los  casos  a 
que  se  refieren  los  arts.  106,  parte  4.^  i  120  de  la  leí  del 
réjimen  interior,  cuyo  art.  56  dispone  que  ceno  se  tendrá 
por  asunto  contencioso  la  exacción  de  las  multas  en  que 
incurrieren  los  infractores  de  las  leyes  i  reglamentos  de 
policía,  ni  ninguno  de  aquéllos  en  que  por  ella  toca  cono- 
cer i  decidir  gubernativamente  a  los  empleados  del  ór- 
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den  ejecutivo;»  que  si  la  lei  así  pudo  disponerlo  respec- 
to de  éstos,  no  se  divisaba  razón  para  que  no  obrara  de 
igual  manera  respecto  de  las  Cámaras,  que  necesitan 
tener  a  la  mano  los  medios  de  hacerse  respetar;  que  el 
art.  108  do  la  Constitución  no  escluye  a  los  Presidentes 
de  las  Cámaras  del  ejercicio  de  funciones  judiciales;  i 
que,  en  Inglaterra  i  en  varios  de  los  Estados  que  forman 
la  Confederación  de  Norte-América,  las  Camainas  tienen 
atribuciones  aun  mas  latas  que  las  que  el  proyecto  en 
discusión  trataba  de  conferir  a  las  nuestras. 

Se  contestó  por  los  impugnadores  del  proyecto  que  la 
facultad  de  aplicar  penas  debe  ser  i  es  constitucional- 
mente  del  resorte  esclusivo  del  Poder  Judicial;  que  la 
Constitución,  alescluir  del  ejercicio  Ae  funciones  judicial 
les  al  Congreso,  escluia  de  ellas  a  cada  una  de  las  Cá- 
maras, i,  por  lo  tanto,  a  sus  Presidentes,  que  no  podian 
obrar  sino  en  representación  de  éstas;  que  para  que  so 
ejerza  mu^l  función  judicial  no  es  menester  que  haya  cau- 
sa o  contención  entre  partes,  pues  no  la  hai,  por  ejem- 
plo, en  ninguno  de  los  casos  en  que  los  tribunales  ejer- 
cen jurisdicción  voluntaria;  que  la  Constitución  establece 
la  prghibicion  contenida  en  la  segunda  parte  del  art. 
108,  en  términos  jenerales  i  absolutos,  i  sin  distinción 
alguna;  que  las  Cámaras  no  necesitan  hallarse  revesti- 
das de  la  facultad  de  aplicar  penas  a  quienes  no  forman 
parte  de  ellas,  para  hacerse  respetar,  pues  bastan  para 
ello  las  disposiciones  contenidas  en  los  reglamentos  vi- 
jentes;  que  no  era  <3straño  que  la  lei  del  réjimen  interior, 
dictada  en  una  época  en  que  no  estaban  bien  deslinda- 
das las  atribuciones  del  Poder  Ejecutivo  i  las  del  Judi- 
cial, consignara  disposiciones  como  las  que  de  ella  se  re- 
cordaban, i  que  tenían  mucho  del  sistema  del  coloniaje, 
que  acumulaba  en  los  Intendentes  funciones  propias  de 
ambos  poderes;  i  que  no  venía  al  caso  citar  ejemplos  de 
lo  que  pasa  en  otros  paises,  cuyas  Constituciones  no  con- 
tienen preceptos  como  los  del  art.  108  de  la  nuestra, 
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pues  's  sabido  que  en  Inglaterra  el  poder  del  Parlamen- 
to es  ilimitado,  i  que  varias  de  las  Constituciones  de  los 
Estados  Unidos  de  Norte  América  confieren  espresa- 
raente  a  las  Cámaras  facultades  que  la  nuestra  las  niega 
terminantemente. 

Apcsar  de  estos  argumentos,  que  bien  pudieron  ser 
desarrollados,  afirmando  categóricamente,  como  lo  hace- 
mos nosotros,  que  los  preceptos  contenidos  en  los  arts. 
104,  parte  4.*,  i  120  de  la  lei  del  réjimen  interior,  son  tan 
inconstitucionales  como  el  proyecto  que  se  discütia,  es- 
te fué  aprobado,  según  lo  dijimos  ya,  por  la  Cámara  de 
Diputados,  i  remitido  al  Senado,  que  lia  tenido  el  buen 
sentido  de  no  tomarlo  en  consideración  hasta  ahora. 

Ni  una  ni  cien  leyes  dictadas  en  contra  de  la  Consti- 
tución, pueden  servir  de  argumento  para  justificar  otra 
inconstitucionalidad  evidente.  Nosotros  no  vacilamos  en 
sostener  que  una  lei  no  puede  decir,  como  lo  hace  el  art. 
56  de  la  del  réjimen  interior,  que  no  es  contencioso  ni  Ju- 
dicial lo  que  es  en  realidad  judicial  o  contencioso.  Ese 
sería  un  medio  espedito  de  burlarse  de  los  preceptos 
constitucionales.  La  lei  encomendaría  a  los  Gobernado- 
res la  facultad  de  fallar  cien  clases  de  pleitos,  así  como 
les  confirió  la  de  1834  la  de  resolver  cuestiones  referen- 
tes a  contratos  entre  empresarios  i  artistas;  la  de  1842 
la  de  resolver  cuestiones  de  caminos;  la  del  réjimen 
interior,  la  de  imponer  penas;  i  todos  estos  abusos,  toda& 
estas  violaciones  flagrantes  del  art.  108  de  la  Constitu- 
ción, se  salvarían  diciendo  la  misma  leí,  abusiva  o  in- 
constitucional, que  esos  asuntos  no  se  entenderá  que 
importan  causas  civiles  o  criminales,  ni  que  implican 
el  ejercicio  de  funciones  judiciales.  Aun  cuando  mil 
leyes  dijeran  esto,  ¿dejarían  por  eso  de  ser  lo  que  son 
esos  asuntos? 

No  se  juegue,  pues,  con  las  palabras,  ni  se  aduzca  co- 
mo argumento,  en  apoyo  de  una  violación  constitucional 
üii  proyecto,  otra  u  otras   violaciones   constitucionales. 


Digitized  by  VjOOQIC 


i 


ARTÍCULO    108  251 

consumadas  a  la  sombra  de  un  sistema  que,  como  el  que 
rijió  entre  nosotros  hasta  1833  i  aun  muchos  años  des- 
pués de  esa  fecha,  desconocía  por  completo  el  principio 
de  la  separación  de  los  poderos  púbhcos,  amalgamando 
en  los  ajentos  del  Ejecutivo  funciones  administrativas  i 
funciones  verdadera  i  esencialmente  judiciales;  de  un 
sistema  que  pudo  perpetuarse  apoyándose  malamente  en 
Ja  letra  de  \a  Constitución,  so  protesto  de  que  no  esclu- 
ye  del  ejercicio  de  -estas  funciones  sino  al  Presidente  de 
iu  Bepúhlica^  sin  hacer  mérito  de  sus  ajentes;  de  un  sis- 
tema, en  fin,  inaceptable  ante  la  ciencia  i  ante  la  conve- 
niencia pública,  i  que  hoi  está  ya  definitivamente  conde- 
nado por  nuestra  lejislacion  vijente. 

Así,  el  art  2G8  del  Código  Penal,  dispone  que  ocel  que 
ocasionare  tumulto  o  excitare  al  desorden  en  el  despacho 
de  una  autoridad  o  corporación  pública  hasta  el  punto 
de  impedir  o  interrumpir  sus  actos,  será  castigado  co^^ 
reclusión  anenor  en  cualquiera  de  sus  grados  i  multa  de 
ciento  a  mil  pesos.»  Es,  por  consiguiente,  delito  el  acto 
que  trataba  de  castigar  tan  irregularmento  el  desgracia- 
do proyecto  sobre  la  harra^  de  18G8,  i  delito  cuyo  conoci- 
miento i  castigo  corresponde  al  Poder  Judicial,  a  los 
tribunales  ordinarios  de  justicia.  Las  Cámaras  no  ven 
por  ello  menoscabado  su  prestijio.  Si  hai  desorden  o  tu- 
multo en  la  barra,  se  la  amonesta  primero,  so  la  despeja 
en  seguida,  i,  en  último  caso,  se  manda  aprehender  a  los 
promotores  i  se  les  pone  a  disposición  del  juez  competen- 
te. Este  aplicará  la  pena,  si  a  ella  hubiere  lugar,  mas  no  la 
Cámara,  a  quien  no  corresponde  tal  facultad. 

El  Código  Penal,  en  sus  arts.  264  i  siguientes  hasta  el 
268  ya  citado,  i  la  lei  de  Organización  i  Atribuciones  de 
los  Tribunales,  han  venido  a  dar  completa  razón  a  los 
impugnadores  del  proyecto  de  los  cuarenta  i  daco^  esta- 
bleciendo lo  único  que  era  constitucional  i  conveniente 
en  la  materia.  A  él  i  a  dicha  lei  se  debe  también  la 
derogación  que,  entre  otras,  ya    hemos  notado,  de  la 
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lei  de  teatros  de  1834,  de  la  de  caminos  de  1842,  i  la  de 
los  arts.  106,  parte  4.*,  i  120  de  la  lei  del  réjimeii  inte- 
rior, en  cuanto  conferian  a  los  ajentes  del  Ejecutivo  fa- 
cultad de  resolver  causas  que  eran  verdaderamente  civiles 
las  unas  i  las  otras  criminales. 

El  espíritu  descansa  tranquilo  al  tomar  nota  de  tan 
importantes  progresos,  i  al  observar  que,  merced  tam- 
bién al  Código  Penal  i  a  la  lei  de  Organización  de  Tri- 
bunales, el  conocimiento  de  todas  las  faltas  que  mencio- 
nan los  arts.  494,  495  i  496  del  primero,  corresponde  a 
los  jueces  de  subdelegacion  i  a  los  Jueces  Letrados,  en 
conformidad  a  lo  dispuesto  en  los  arts.  33  i  37  de  la  se- 
gunda. 

Solo  cuando  se  tratare  de  contravenícion  a  disposicio- 
nes de  policía,  dictadas  por  las  autoridades  administrati- 
vas con  arreglo  a  leyes  especiales,  i  a  lo  que  tenemos  di- 
cho al  ocuparnos  de  la  parte  21.*  del  art.  82,  i  cuando 
esas  contravenciones  no  estuvieren  incluidas  entibe  las  faifas 
qus  enumera  i  detalla  el  Código  Penal,  podrán  dichas  au- 
toridades imponer  multas,  o,  en  su  defecto,  prisión  a  los 
infractores  de  esas  disposiciones. 

La  facultad  de  aplicar  penas  es  tan  esclusiva  de  los 
tribunales,  que  solo  a  ellos  la  reserva  la  Constitución  aun 
en  los  casos  de  leyes  escepcionales  a  que  se  refiere  la 
parte  6.*  del  art.  36,  reformada  en  1874. 


Los  tribunales  llamados  a  juzgar  las  causas  civiles  i 
criminales  han  de  hacerlo  con  arreglo  a  las  leyes^  puesto 
que  su  deber  i  su  misión  es  aplicarlas  en  las  controver- 
sias de  que  conocen.  De  aquí  se  infiere  que,  llamados  a 
fallar  un  negocio,  no  pueden  dejar  la  lei  sin  aplicación, 
aun  cuando,  ajuicio  de  ellos,  fuera  inconstitucional]  así  co- 
mo el  Presidente  de  la  República  tampoco  podría  de- 
jar sin  ejecución  una  lei,  porque  él  la  conceptuare  contra- 
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ría  a  la  Carta  Fundamental.  La  Constitución  califica  este 
acto  como  un  delito,  en  su  art.  92,  respecto  de  los  Minis- 
tros, i  en  ninguna  parto  confiere  semejante  atribución  a 
los  tribunales,  pues  ella  los  baria  jueces  del  Congreso 
ínismo  i  les  suministraría  un  medio  fácil  de  bacer  nuga- 
torias e  ineficaces  la  leyes,  so  protesto  de  reputarlas  co- 
mo inconstitucionales.  El  Poder  Judicial  no  es  juez  de 
la  lei;  ba  sido  creado  para  aplicarla,  sea  ella  buena  o 
mala. 

Así  pensó  la  Corte  Suprema,  en  el  dictamen  que  pasó 
al  Gobierno  el  27  de  junio  de  1848  (1),  a  propósito  de  la 
consulta  elevada  por  el  Intendente  de  Concepción,  sobre 
si  le  competia  o  nó  conocer  en  segunda  instancia  de  la 
recusación  del  Juez  de  Letras  de  la  provincia,  con  moti- 
vo de  la  duda  promovida  acerca  de  si  el  art.  65  de  la  lei 
de  2  de  febrero  de  1837,  tenia  o  nó  efecto  por  ser  contra- 
rio al  art.  108  de  la  Constitución.  (2)  Ocupándose  de 
este  punto,  dice  la  Corte  lo  que  sigue...  ael  Tribunal  ob- 
servará que  ninguna  majístratura  goza  de  la  prerogativa 
de  declarar  la  inconstitucionalidad  de  las  leyes  promul- 
gadas después  del  Código  Fundamental  i  de  quitarles 
por  este  medio  sus  efectos  i  su  fuerza  obligatoria.  Este 
.  poder,  que  por  su  naturaleza  sería  superior  al  del  Lejis- 
lador  mismo,  puesto  que  alcanzaba  a  anular  sus  resolu- 
ciones, no  existe  en  majístratura  alguna^  segmi  nnestr&  sis- 
tema constitucional.  El  juicio  supremo  del  Lejislador,  de 
que  la  lei  que  dicta  tw  es  opuesta  a  la  Constitución,  di- 
sipa toda  duda  en  el  particular  i  no  permite  retardos  o 
demoras  en  el  cumplimiento  de  sus  disposiciones.!) 

Adherimos  por  completo  a  la  opinión  precedente,  sus- 
crita por  los  señores  vocales  de  la  Corte  Suprema,  don 


(1)  Páj.  211,  Boletín  de  aquel  año. 

(2)  De  larecas:)cija  de  na  Jaez  de  Letras  conoce  hoi  la  Corte  de 
Apelaciones  respectiva,  conforme  al  art  259  de  la  lei  de  15  de  octubre 
de  1875. 
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,1u:iii  de  Dios  Vial  del  Rio,  don  Manuel  Novoa,  don  Ma- 
nuel Montt,  don  Santiago  Echeverz  i  don  Pedro  Ovalle, 
i  pensamos  que,  acerca  de  este  punto,  no  puede  haber 
cuestión  en  el  terreno  de  nuestro  derecho  positivo,  que 
difiere  sustancialmente  del  sistema  que  rije  en  los  Esta- 
dos Unidos  do  Norte  América.  En  aquella  Nación,  los 
]ueoes  federales  tienen,  como  es  bien  sabido,  la  facultad, 
no  de  declarar  nula  una  lei  de  una  manera  jeneral  por 
considerarla  inconstitucional,  sino  la  de  dejarla  sin  apli- 
cación, por  ese  motivo,  en  casos  particulares.  Esta  facul- 
tad deriva  do  la  disposición  contenida  en  el  §  1.**,  sec- 
ción 2.^,  artículo  III  de  la  Constitución  federal,  i  se  es- 
plica  en  un  pais  en  el  cual  cada  estado  tiene  la  atribución 
de  Icjislar  separadamente,  debiendo,  sin  embargo,  res- 
peto a  dicha  Constitución.  No  militan  las  mismas  ra- 
zones en  países  rejídos  como  Chile  por  el  sistema  uni- 
tario. En  ninguno  de  éstos,  que  nosotros  sepamos,  pue- 
de el  Poder  Judicial  dejar  sin  aplicación  las  decisiones 
del  Poder  Lejislativo. 

En  este  mismo  sentido  opinó  el  Ejecutivo  en  la  nota 
que  el  señor  Ministro  de  Justicia,  don  José  María  Bar- 
celó,  dirijió  a  la  Corte  Suprema  el  28  de  agosto  de  1876, 
con  motivo  de  ciertas  observaciones  que  acpiel  Tribunal  . 
habia  hecho  valer  contra  el  decreto  que  reglamentó  la 
lei  de  3  del  mismo  mes  i  año,  conocida  con  el  nombre 
de  lei  sobre  el  bandolerismo.  (1) 

Como  la  Corte  negara^  al  Congreso  la  íacultad  de  ha- 
cer constitucionalmente  en  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca la  delegación  que,  a  su  juicio,  envolvía  el  art.  5.°  de 
dicha  lei,  el  señor  Barceló  se  espresaba  de  la  manera  si- 
guiente: c(¿D¡rá  ahora  V.  E.  que  esa  delegación  fué  in- 
constitucional? Pero,  si  lo  dice,  ¿contra  quién  podría  di- 


(1)  Boletín  de  sesiones  ordinarias  del  Congreso,  Cámara  de  Diputa- 
dos, p-^j,  595,  afio  1876. 
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rijir  ese  cargo?  ¿Será  contra  el  Congreso,  por  haber  vio- 
lado la  Carta  Fundamental,  al  otorgar  aquella  autoriza- 
ción? El  Tribunal  verá  si  semejante  facultad  entra  en  el 
círculo  de  sus  atribuciones,  que,  por  lo  que  hace  al  Pre- 
sidente de  la  República  i  al  Consejo  de  Estado,  están 
mu  i  tranquilos  con  el  cumplimiento  del  mandato  del 
Congreso,  en  uso  de  la  autorización  que  él  les  confirió. > 

I  mas  adelante  anadia  el  señor  Barceló,  con  perfecta 
exactitud,  lo  que  sigue:  «La  linica  misión  de  V.  E.,  con- 
forme exactamente  con  la  de  los  demás  tribunales,  está 
reducida  a  la  recta  aplicación  de  las  leyes  a  ios  casos 
particulares  que  ocurren  en  las  causas  sometidas  a  sus 
fallos,  sin  que  sea  lícito  evadir  su  cumplimiento,  ya  por- 
que sean  justas  o  injustas,  ya  por  ser  conformes  o  con- 
trarias a  la  Constitución.)) 

Agregaremos,  en  conclusión,  acerca  de  este  pinito, 
que  el  art.  é.''  de  la  lei  de  15  de  octubre  de  1875,  prohi- 
be terminantemente  al  Poder  Judicial  mezclarse  en  las 
atribuciones  de  los  otros  poderes  públicos  i  ejercer  otras 
funciones  que  las  que  ella  misma  les  confiere. 


Art.  109 


Solo  en  virtud  de  ima  leí  podrá  hacerse  innovación  en  las 
atribuciones  de  los  tribunales^  o  en  el  niimero  de  sus  indi- 
viduos. 

Esta  disposición  guarda  conformidad  con  la  del  inciso 
10.''  del  art.  37,  que  prescribe  que  solo  en  virtud  de  una 
lei  se  puede  crear  o  suprimir  empleos  públicos  i  de- 
terminar o  modificar  sus  atribuciones. 

En  consecuencia,  fué  inconstitucional  la  Ordenan- 
za jeneral  sobre  distribución  de  las  aguas  de  los  rios 
que  divi-den  provincias  o  departamentos,  dictada  por  el 
President-e  de  la  República  el  3  de  enero  de  1872,  en  la 
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parte  que  reconocía  la  existencia  de  los  funcionarios  lla- 
mados impropiamente  yw6ce5  de  agitas^  i  en  cuanto  dispo- 
nía que  las  resoluciones  de  los  tales  jueces  serian  apela- 
bles para  ante  el  Juez  Letrado  de  la  cabecera  del  de- 
partamente  mas  inmediato  al  rio.  Tales  jueces  especiales 
de  aguas  jamás  han  existido  en  virtud  de  lei  que  les  con- 
fiera el  carácter  i  las  funciones  de  verdaderos  yz¿ec<?5;  i  no 
han  debido  ser  otra  cosa  que  comisarios  de  la  autoridad 
administrativa,  destinados  a  vijilar  por  el  cumplimiento 
de  las  disposiciones  dictadas  por  ésta  en  materia  de  dis- 
tribución de  aguas.  Esto  por  una  parte. 

Por  la  otra,  no  bastan  decretos  ni  ordenanzas  de  la 
autoridad  ejecutiva  para  imponer  deberes  a  los  jueces 
existentes,  ni  para  constituir  a  los  de  primera  instancia 
en  jueces  de  alzada,  como  lo  hizo  la  Ordenanza  citada, 
que  jamás  pudo  ser  defendida  en  esa  parte. 

En  la  hipótesis  de  que  los  titulados  jueces  especiales 
de  aguas  hubieran  tenido  alguna  vez  existencia  legal — 
de  lo  que  nosotros  dudamos  mucho — ellos  habrían  sido 
suprimidos  por  el  art.  5.°  de  la  lei  de  15  de  octubre  de 
1875,  que  no  reconoce  su  existencia,  ni  confiere  tampoco 
a  los  Jueces  Letrados  la  facultad  de  decidir  cuestiones 
de  aguas  en  segunda  instancia. 

Dicha  lei  determina,  en  sus  arts.  1.°,  2.°  i  3.®,  las  atri- 
buciones de  los  tribunales  ordinarios  que  ella  misma  es- 
tablece en  conformidad  a  los  preceptos  contenidos  en  el 
capítulo  8.°  de  la  Constitución.  Pertenece  esclusivamen- 
te  a  dichos  tribunales  la  facultad  de  conocer  de  las  cau- 
sas civiles  i  criminales,  la  de  juzgarlas  i  la  de  hacer  eje- 
cutar lo  juzgado;  estándole  sometido,  en  consecuencia, 
con  arreglo  al  art.  o.*"  de  la  misma  lei,  el  conocimiento  de 
todos  los  asuntos  judiciales  que  se  promuevan  en  el  or- 
den temporal  dentro  del  territorio  de  la  República,  cual- 
ípiiera  que  sea  su  naturaleza  o  la  calidad  de  las  personas 
(juo  on  ellos  intervengan,  con  solo  las  excepciones  que 
dicho  art.  5.*"  detalla.  Les  corresponde  intervenir  en  to- 
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dos  aquellos  actos  no  contenciosos  en  que  una  lei  empre- 
sa requiera  su  intervención;  i  tienen,  ademas,  las  faculta- 
des conservadoras,  disciplinarias  i  económicas  que  a  ca- 
da uno  de  ellos  asignan  los  títulos  respectivos  de  la  lei 
citada  de  15  de  octubre  de  1875. 

Esta  prohibe,  en  el  art.  4.°,  al  Poder  Judicial  mezclarse 
en  las  atribuciones  de  los  otros  poderes  públicos  i  ejercer 
otras  funciones  que  las  precedentemente  enumeradas, 
como  lo  hemos  dicho  ya  al  terminar  nue  4ro  comentario 
al  art.  108. 

Por  consiguiente,  cuando  la  lei  confiere  a  la  adminis- 
tración la  facultad  de  dictar  ordenanzas^  reglamentos  i  ban- 
dos de  policía  i  la  de  imponer  multa  o  prisión  a  sus  con- 
traventores, el  Poder  Judicial  no  puede  injerirse  en  tales 
asuntos,  porque  la  policía  no  es  materia  de  su  incumben- 
cia. 


o 
o  o 


Es  necesario  no  confundir  Ivl  justicia  con  Itx  policía.  La 
acción  de  aquélla  es  represiva^  la  de  ésta  es  preventiva. 
Aquélla  castiga  al  que  ha  dehnquido;  ésta  tiene  por  ob- 
jeto evitar  que  se  dehnca,  o  precaver  o  impedir  un  daño 
que  se  teme.  Como  la  policía,  según  lo  observa  Block, 
presta  su  concurso  a  la  autoridad  administrativa,  i  como 
ésta  obra  sin  sujeción  a  trámites  determinados,  resulta 
que  ejerce  amenudo  un  poder  discrecional,  que  puede 
ser  peligroso  para  la  libertad  de  los  ciudadanos,  hasta 
llegar  a  convertirse  en  un  instrumento  natural  del  des- 
potismo que,  propenso  a  emplear  en  beneficio  propio  las 
fuerzas  establecidas  en  beneficio  de  la  sociedad,  sofoca 
amenudo  aquella  libertad  en  sus  múltiples  i  variadas 
manifestaciones.  Para  evitar  tan  funestos  resultados,  de- 
be reducirse  en  cuanto  sea  posible  el  número  do  dispo- 
siciones de  policía,  sino  se  quiere  que,  ^fuerza  de  previ- 
TOMO  ir  38 
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sion  i  de  vijüanciay  el  ejercicio  de  todos  los  derechos  nti- 
turales  se  convierta  en  una  ilusión. 

Por  oso  ha  dicho  mui  bien  Laboulaye,  en  su  introduc- 
ción alas  obras  de  Benjamin  Constant  (1),  que  la  escuela 
autoritaria  elijo  como  instrumento  a  la  administración, 
imindiendo  el  bien  por  prevenir  el  mal  i  estendiendo  a 
todas  partes  la  acción  de  la  policía.  La  escuela  liberal, 
al  contrario,  deja  hacer  todo  el  bien  posible  i  castiga  lo 
malo  cuando  ha  ocurrido:   su  instrumento  es  la,  jmticia. 

Por  esto  dijimos  nosotros,  en  el  discurso  publicado  bajo 
el  núm.  6  de  los  anexos  al  primer  volumen  de  este  tra- 
bajo, que,  para  medir  el  grado  de  libertad  i  progreso  al- 
canzado por  una  nación,  no  hai  mas  que  averiguar  cuál 
sistema  prevalece  en  su  lejislacion:  el  represivo^  que  deja 
al  hombre  obrar  libremente,  reconociéndole  como  ser  res- 
ponsable e  inclinado  al  bien,  i  sujetándole  a  la  acción  de 
la  justicia  cuando  delinquiere;  o  el  preventivo^  que  restrinjo 
la  libertad  del  hombre,  constituyéndole  en  pupilo  de  la 
autoridad  i  considerándole  como  ser  propenso  al  mal,  i 
que  le  impide  obrar  para  evitar  que  delinca.  En  Francia^ 
por  ejemplo,  no  es  permitido  a  mas  de  veinte  individuos 
reunirse  sin  permiso  de  la  autoridad  administrativa;  en 
Inglaterra  se  reúnen  cientos  i  miles  sin  permiso  previo 
alguno.  Suponemos  que  nadie  dudará  de  que  en  esta 
última  Nación  se  disfruta  de  mayor  libertad  que  en 
aquélla. 

Se  dirá,  acaso,  que  se  exijo  el  permiso  previo,  de  la 
autoridad  para  evitar  que  en  la  reunión  se  conspire  con- 
tra el  orden  público.  Con  la  misma  lójica,  como  lo  ob- 
serva Oonstant  en  su  libro  ya  citado,  debiera  impedirse 
la  publicación  de  impresos  sin  censura  previa,  porque 
aquéllos  pueden  ser  injuriosos;  debiera  impedirse  ha- 
blar, por  temor  de  que  se  predique  el  robo  o  el  asesina- 


(1)  Edíc'on  de  1861,  Librería  Guil'aamio  i  Ca.,  Pírís. 
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to^,  debiera  impedirse  la  libertad  de  pasearse,  por  temor 
de  que  se  viole  o  asalte  la  casa  ajena 

Convengamos,  pues,  en  que,  si  es  cierto  que  la  admi- 
nistración debe  tener  facultad  para  dictar  disposiciones 
preventivas  de  policía  i  para  imponer  multas  a  sus  infrac- 
tores; es  forzoso  también  reconocer  que,  si  se  quiere  dis- 
frutar de  verdadera  libertad,  el  número  de  aquellas  debe 
limitarse  solo  a  los  casos  en  que  sean  estrictamente  ne- 
cesarias i  en  que  infieran  a  los  ciudadanos  el  menor  ve- 
jamen posible,  como  sucedo  con  las  disposiciones  de 
policía  sanitaria^  que  son  las  menos  contrarias  al  réji- 
men  liberal. 


ART.    110 

Los  majistrados  de  los  tribunales  siqyeriores  i  los  jaé- 
nes letrados  de  primera  instancia  permanecerán  durante  su 
buena  comportacion.  Los  jueces  de  comercio^  los  alcaldes 
ordÍ7iarios  i  otros  jueces  injeriores  desempeñarán  su  respec- 
tiva judicatura  por  el  tiempo  que  determinen  las  leyes.  Los 
jueces  no  podrán  ser  depuestos  de  sus  destinos^  sean  tempo- 
Q'ales  o  perpetuos^  sino  ¡)or  causa  legalmente  sentenciada. 

La  Constitución  reconoce  en  este  art.  la  existencia  de 
los  trihunales  superiores  i  la  de  los  jueces  letrados  de 
primera  instancia.  Aquéllos  deben  ser/  por  consiguiente, 
de  segunda'  instancia,  i  a  ellos  alude  la  Carta  Funda- 
mental en  el  penúltimo  párrafo  de  su  art,  38,  como  tam- 
bién en  la  parte  7.*"  del  art.  82,  en  la  segunda  del  104  i 
on  el  art.  112,  disposiciones  estas  tres  últimas  que  se 
refieren  igualmente  a  los  jueces  letrados.  En  seguida 
reconoce  la  existencia  de  los  jueces  de  comercio,  la  de 
los  alcaldes  ordinarios  i  la  de  otros  jueces  inferiores. 

Los  jueces  de  comercio,  que  desempeñaban  su  judi- 
catura por  el  tiempo    que    determinaban  las  antiguas 
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Ordenanzas  de  Bilbao,  eran  el  Prior,  el  Asesor  i  lo 
dos  Cónsules  de  los  Tribunales  del  Consulado  de  Santia 
go  i  de  Valparaíso.  El  Prior  i  el  Asesor  fueron  suprimidos 
por  la  lei  de  29  de  setiembre  de  1855,  que  creó  los  jue- 
ces de  derecho  en  materias  de  comercio,  idénticos  en  tod^ 
a  los  otros  jueces  letrados  que  hoi  existen  en  esas  dop 
ciudades.  Los  Cónsules  fueron  suprimidos  por  la  lei  di 
26  do  julio  de  1866,  que  suprimió  también  en  las  Cortetr 
Superiores  los  jueces  especiales  de  comercio,  de  minas, 
de  hacienda  i  militares,  que,  antes  de  aquella  fecha,  for- 
maban parte  de  estos  tribunales  en  las  causas  respec- 
tivas. 

No  existen,  pues,  actualmente  jueces  especiales  dt 
comercio  que  ejerzan  judicatura  temporal. 

En  cuanto  a  los  alcaldes  ordinarios,  son  todavía,  come 
lo  eran  antes,  conforme  a  los  arts.  52  i  53  de  la  lei  de  15 
octubre  de  1875,  jueces  de  primera  instancia  en  los  de- 
partamentos donde  no  hubiere  juez  de  letras,  para  el 
efecto  de  tramitar  las  causas  i  remitirlas  al  juez  letrado 
respectivo  a  fin  que  éste  las  falle.  Es  claro  que,  cuando 
haya  juez  letrado  en  todos  los  departamentos  de  la  Re- 
pública, los  alcaldes  ordinarios  dejarán  de  ser  jueces  de 
primera  instancia. 

Los  otros  jueces  inferiores  a  que  alude  el  art.  110,  son 
los  jueces  de  subdelegacion  i  de  distrito,  que  ejercen 
ahora  la  jurisdicción  que  transitoriamente  ejercieron, 
hasta  el  1.°  de  marzo  de  1876,  los  subdelegados  i  los  ins- 
pectores,'conforme  al  tercero  de  los  artículos  transitorios 
de  la  Constitución. 


o 

o  o 


Comprendiendo  la  Constitución  que  habria  sido  ab- 
surdo establecer  que  los  majistrados  de  los  tribunales 
superiores  i  los  jueces  letrados  de  primera  instancia  ejer- 
cieran sus  funciones  temporalmente^  como  las  ejercen  los 
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miembros  de  las  Cámaras  i  los  del  Poder  Ejecutivo,  les 
aseguró  la  inamovilidad  en  el  ejercicio  de  ellas.  Hizí^ 
bien,  porque  sin  esa  garantía  preciosa  no  habría  inde 
pendencia  para  esos  funcionarios,  i  es  por  esto  que^ 
aun  respecto  de  los  demás  jueces  que  desempeñan  una 
judicatura  por  el  tiempo  que  determinare  la  lei,  dispuso 
que  tampoco  podrán  ser  depuestos  sino  por  causa  legal- 
mente  sentenciada. 

La  inamovilidad  de  los  majistrados  de  los  tribunales 
superiores  i  de  los  jueces  letrados  de  primera  instancia 
ofrece,  por  otra  parte,  la  ventaja  de  formar  hombres  ver- 
daderamente competentes  en  derecho  i  que  hagan  de  la 
aplicación  de  las  leyes  su  ocupación  permanente  i  esclu- 
siva.  Si,  como  lo  hemos  dicho  en  otra  ocasión,  se  les  es- 
cluyera,  a  todos  i  por  completo,  del  ejercicio  de  funciones 
lejistativas  i  administrativas,  la  garantía  de  la  inamovi- 
lidad no  ofrecería,  ajuicio  nuestro,  ni  un  solo  inconve- 
niente. Exento  el  juez  de  pasiones  políticas,  para  lo  cual 
es  menester  alejarle  de  todo  aquello  que  se  relaciona 
con  los  partidos,  su  misión  adquiere  un  carácter  tan  au- 
gusto que  bien  merece  que  dicha  garantía  le  sea  asegu- 
rada de  una  manera  eficaz. 

La  garantía  de  la  inamovilidad,  que  es  aplicable,  co- 
mo lo  hemos  dicho  ya,  aun  a  los  jueces  inferiores  i  tem- 
porales, ha  sujerido  en  la  práctica  dos  cuestiones  mtere- 
santes,  a  saber:  I.*"  ¿Puede  la  lei  suprimir  juzgados  o 
tribunales?  2.*  ¿Sería^  constitucional  una  lei  que  faculta- 
ra al  Presidente  de  la  República  para  trasladar  jueces 
de  un  tribunal  o  juzgado  a  otro  tribunal  o  juzgado?  Es- 
tas dos  cuestiones,  que  son,  en  nuestro  concepto,  diferen- 
tes, requieren  un  examen  especial  i  separado. 

o 

o  o 

1.*  Cuestión, — ¿Sería  constitucional  una  lei  que  supri- 
miera un  Juzgado  de  Letras  o  una  Corte  de  Apelacio- 
nes, o  que  redujera  elniímero  de  miembros  de  ésta? 
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El  caso  no  ofrecería  dificultad  si  se  tratara  de  la  su- 
presión de  un  Juzgado  de  Letras  vacante^  o  de  una  o 
mas  plazas  do  Ministros  de  Corte  que  igualmente  lo  es- 
tuvieren. La  creación  o  supresión  de  empleos  públicos 
es  materia  de  lei\  conforme  al  inciso  10.**  del  art.  37,  i 
corresponde  también  a  la  lei^  conforme  al  art.  109,  ha- 
cer innovación  en  el  número  de  individuos  que  compo- 
nen los  tribunales.  Tratándose  de  destinos  judiciales  va- 
cantes^ es  claro  que  su  supresión  no  puede  atacar  mamo- 
viUdad  alguna.  Tampoco  liabria  dificultad  para  suprimir 
un  juzgado  cuya  duración  fuere  temporal,,  porque  si  la 
lei  la  fija,  es  evidente  que  queda  en  todo  sometida  a  la 
voluntad  de  esta. 

La  cuestión  se  presenta  como  tal  cuando  se  tratare  de 
suprimir  juzgados  pei'jpctuos^  o  sea  Juzgados  de  Letras 
o  puestos  de  Jlinistros  de  Corte,  servidos  por  un  Juez 
o  Majistrado  propietario.  Entre  nosotros  ha  sido  resuelta 
en  un  sentido  afirmativo  en  varios  casos. 

Los  Ministros  especiales  de  las  Cortes  de  Apelaciones 
existian  a  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  3.°  del  art. 
156  de  la  Constitución  de  1823,  que  continuó  rijiendo  co- 
mo lei  en  lo  judicial,  de  la  misma  manera  que  la  de  1828, 
después  de  promulgada  la  de  1833,  conforme  al  art.  3.° 
de  los  transitorios  de  esta  última.  El  art.  71  del  Regla- 
mento de  Administración  de  Justicia  de  1824  consagra- 
ba también  su  existencia.  Mas  todavía.  La  lei  de  30  de 
setiembre  de  1843  declaró  que  los  referidos  Ministros 
especiales  i  sus  suplentes  debian  ser  nombrados  en  la 
misma  forma  que  los  demás  jueces.  Pues  bien,  apesar  de 
todo  esto,  la  lei  de  26  de  julio  de  1866,  que  hemos  tenido 
ya  ocasión  de  recordar,  los  suprimió  por  completo,  no 
obstante  que  esos  cargos  estaban  servidos  por  personas 
que  liabian  sido  nombradas  en  propiedad. 

I  nótese  que  esa  lei  fué  aprobada  por  la  Cámara  de 
Diputados,  en  sesión  de  17  de  juho  de  1866,  en  jeneral  i 
en  particular  i  sin  discusión  alguna,  por  38  votos  contra 
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1.  El  Senado  la  aprobó  en  jeneral,  en  sesión  de  20  del 
mismo  mes,  por  unanimidad.  Puesta  en  discusión  parti- 
cular en  la  misma  sesión,  fué  aprobada  sin  debate  por  9 
votos  contra  2. 

Por  Ici  de  24  de  diciembre  de  18G4,  se  dispuso  que  el 
juzgado  de  letras  de  los  Andes  se  estableciera  en  la  Li- 
gua, lo  que  importó  suprimir  aquel  juzgado  i  crear  uno 
en  el  segundo  de  los  espresados  departamentos.  Esta  lei 
fué  aprobada  en  jeneral  por  la  Cámara  de  Diputados,  en 
sesión  de  28  de  noviembre  de  1864,  por  27  votos  contra 
18,  después  de  haberla  impugnado  únicamente  el*  señor 
don  Antonio  Varas,  por  considerar  la  traslación  de  jue- 
ces como  inconciliable  con  la  inamovilidad  que  les  ase- 
gura la  Constitución.  El  señor  Varas  espresó  que  él  bien 
sabía  que  la  lei  podia  hacer  lo  que  el  proyecto  proponia, 
i  que  se  permitia  observar,  no  que  él  fuera  inconstitu- 
cional, sino  que  contrariaba,  hasta  cierto  punto,  la  ina- 
movilidad del  juez,  principio  que  debe  respetarse  siem- 
pre que  no  haya  consideraciones  mui  graves  de  interés 
público  que  obliguen  a  proceder  de  otro  modo.  El  señor 
don  Federico  Errázuriz,  Ministro  de  Justicia,  dijo  que, 
a  su  juicio,  la  inamovilidad  del  juez  no  se  violaba  en  ca- 
sos como  el  que  consultaba  el  proyecto,  sin  detenerse 
en  im  debate  que  las  mismas  consideraciones  del  señor 
Varas  hacian  escusado  respecto  al  punto  constitucional, 
desde  que  no  se  negaba  a  la  lei  la  facultad  que  trataba 
de  poner  i  que  puso  en  ejercicio. 

El  proyecto  que  dio  oríjen  a  la  lei  citada,  fué  aproba- 
do en  particular  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados 
de  14  de  diciembre  del  mismo  año  1864,  por  24  voto» 
contra  13,  en  su  art.  1.'';  siéndolo  también,  con  solo  5  vo- 
tos en  contra,  el  art.  2.°  que  sujetaba  los  departamentos 
de  los  Andes  i  de  Putacndo  a  la  jurisdicción  del  juzgado 
de  letras  de  San  Felipe. 

En  la  discusión  particular  no  se  tocó  detenida  ni  di- 
rectamente la  cuestión  constitucional.  Mas,  como  el  se- 
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hoT  Vams  insistiera  de  paso  en  los  escrúpulos  que  habia 
nanifeistado  durante  la  discusión  jeneral,  el  señor  don 
Domingo  Santa  María  dijo  lo  siguiente:  «Estoi  mui  aje- 
no de  creer  que,  con  la  traslación  propuesta,  se  liiera 
la  inamovilidad  del  juez,  garantida  por  la  Constitución, 
i  mucho  menos  tratándose  de  efectuarla  bajo  condicio- 
nes mas  o  monos  idénticas,  que  no  introducen  ninguna 
seria  alteración  en  las  condiciones  de  existencia  del 
juez.  Si  el  respeto  de  este  principio  constitucional  se 
llevase  hasta  este  estremo,  resultaria  que  ninguna  al- 
teración pudiera  obrarse  en  la  administración  de  justi- 
cia por  mas  justa  e  imperiosa  que  fuese,  que  no  pudie- 
se considerarse  como  un  ataque  a  esa  inamovilidad. 
Por  mas  que  reflexiono  sobre  la  fuerza  i  valor  de  esta 
objeción,  encuentro  que  el  proyecto  no  importa,  de  nin- 
guna manera,  herir  la  inamovilidad  del  juez.  Pero,  aun 
asistiéndome  duda  sobre  el  particular,  siempre  la  re- 
solvería en  favor  del  proyecto,  pues  creo  que  ese  prin- 
cipio está  subordinado  a  otro  de  igual  i  talvez  de  ma- 
yor importancia,  cual  es,  el  de  asegurar,  por  todos  los 
medios  posibles,  la  buena,  recta  i  espedita  administra- 
ción de  justicia.  Suponiendo  en  conflicto  estos  dos  prin- 
cipios, lo  que  no  creo  que  sucede  en  el  presente  caso, 
debe,  a  mi  juicio,  prevalecer  este  último»   (1). 

Mas  todavía.  Por  lei  de  12  de  Setiembre  de  1866  se 
suprimió  el  segundo  juzgado  del  crimen  de  Valparaiso, 
que  posteriormente  se  ha  restablecido  en  aquella  pro- 
vincia. I  vale  la  pena  de  notar  que,  al  discutirse  en  jene- 
ral el  proyecto  que  dio  oríjen  a  dicha  lei.  en  sesión  de  la 
Cámara  de  Diputados  de  21  de  agosto  de  1866,  nadie  sus- 
citó la  mas  mínima  duda  acerca  de  la  facultad  que  la  lei 
tiene  de  suprimir  juzgados.  El  proyecto  fué  combatido 
en  dicha  sesión  por  los  señores  don  Ambrosio  Olivos  i 


(I)  Boletín  de  eesioncs  eetraordinarias  de  1864,  páj.  J58. 
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don  Jovino  Novoa,  i  mui  especialmente  por  esto  último, 
pero  solo  en  virtud  de  consideraciones  de  buen  servicio 
público,  i  fué  aprobado  en  jeneral  por  31  votos  contra 
11.  En  la  sesión  siguiente,  do  23  del  mismo  mes  i  año, 
lo  fué  también  en  particular,  por  32  votos  contra  6,  el 
art.  1."*  de  la  lei  citada,  que  es  el  que  suprimió  ol  segundo 
juzgado  del  crimen  de  Valparaiso,  sin  que  se  hiciera  la 
mas  mínima  objeción  contra  su  constitncionalidad.  El 
Senado  aprobó  el  proyecto  en  jeneral,  por  9  votos  contra 
2,  i  en  particular  su  art.  1."*,  por  11  votos  contra  1,  en  se- 
sión de  5  de  setiembre  siguiente,  sin  que  tal  objeción  se 
insinuara  tampoco  durante  la  discusión. 

Los  precedentes  mencionados,  (pío  croemos  son  los 
únicos  ocurridos  durante  la  vijencia  de  la  Constitución 
de  1833,  revelan  que,  prácticamente,  se  ha  resuelto  qu(! 
la  Zei  puede  suprimir  juzgados,  de  la  misma  manera  que 
puede  crearlos,  aun  cuando  sean  de  aquéllos  que  so  es- 
timan como  perpetuos  i  aun  cuando  no  so  encontraren 
vacantes  al  tiempo  de  la  supresión. 

En  nuestro  concepto,  esa  facultad  del  lejislador  es 
incuestionable,  aunque  reconocemos  que  no  debe  ejer- 
citarse sino  en  casos  excepcionales  i  mui  bien  califi- 
cados, pues  el  abuso  de  ella  podria,  sin  duda,  producir 
funestas  consecuencias  para  la  independencia  del  Po- 
der Judicial.  Pensamos  como  pensó  en  1804  el  señor 
Santa  María,  en  las  palabras  que  de  él  hemos  citado  mas 
arriba;  porque  así  lo  exije  la  conveniencia  bien  entendi- 
da del  pais,  i  porque  la  Constitución,  en  ninguno  de  sus 
artículos  ha  limitado,  en  el  caso  de  judicaturas,  la  facultad 
ilimitada  que  confiere  a  la  lei  de  croarlas  o  de  suprimir- 
las en  el  inc.  10.**  del  art.  37  i  en  el  art.  109.  vSi  los  ma- 
jistrados  de  los  Tribunales  Superiores  i  los  Jueces  le- 
trados de  primera  instancia  son  empleados  públicos, 
¿dónde  está  el  precepto  constitucional  que  veda  a  la  lei 
suprimir  el  empleo^  Lo  que  la  Constitución  asegura  al 
juez  es  que  no  podrá  ser  depuesto  de  su  desfino  sino  por 
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causa  legalmeote  sentenciada;  pero  cuando  el  destina 
mismo  es  suprimido  por  lei^  el  juez  no  ha  sido  removida 
ni  depuesto  do  un  destino  que  deja  de  existir.  Cierto  e& 
que  (\Modi^r¿i  privado  do  un  empleo  que  antes  tenia;  pero 
la  privación  de  un  empleo  que  deja  de  existir  no  es  cosa 
idéntica  a  la  deposición  o  remoción  de  uno  que  existe. 
En  ninguna  parte  ha  dicho  nuestra  Constitución  que  un 
juez  no  podrá  sor  privado  de  su  destino  en  ningiin  caso 
mientras  se  comporte  bien.  Lo  que  ha  querido  es  garan- 
tirle contra  destituciones  arbitrarias  o  infundadas  mien- 
tras el  empleo  subsiste.  Si  otra  cosa  se  hubiera  querido 
dar  a  entender,  debió  espresarse  claramente^  puesta  que 
se  trataba  de  limitarla  facultad  jeneral  del  lejislador 
para  suprimir  todos  aquellos  empleos  que  él  mismo 
crea. 

Cuando  la  Constitución  habla  de  destinos  perpetuos  en 
su  art.  110,  contrapone  esta  palabra  a  la  de  temporales. 
El  destino  de  Juez  de  Letras  q% perpetuo  respecto  de  quien 
lo  sirve,  porque  la  lei  no  asigna  a  éste  uñadura cion  fija  de 
meses  o  de  años,  mas  no  porque  el  destino  mismo  haya  de 
durar  eternamente;  el  de  juez  de  subdelegacion  es  tempo- 
ral^ porque  la  lei  asigna  a  quien  lo  sirve  un  período  de  dos^ 
años,  pasados  los  cuales  debe  hacerse  otro  nombramien- 
to, reelijiendo  o  nó  a  la  misma  persona.  ;Por  consi- 
guiente, la  palabra  perpetuos  a  que  ahidimos,  no  implica 
traba  ni  limitación  alguna  puesta  al  lejislador  para  su- 
primir juzgados,  i  habria  sido  absurdo  que  la  Cons- 
titución, que  no  los  creó  en  número  fijo  i  determinado, 
i  que  confió  u  la  lei  esa  misión,  hubiera  querido  dar  a 
simples  leyes  el  carácter  i  la  fuerza  de  verdaderos  pre- 
ceptos emanados  nada  menos  que  del :  Poder  Constitu- 
yente. 

La  opinión  de  que  el  destino  que  ejerce  un  juez  na 
puede  suprimirse  por  lei  mientras  está  servido  por  él,  na 
tiene,  en  nuestro  concepto,  fundamento  alguno  en  la 
Constitución.  Las  razones  que,  en  favor  de  ella,  se  han- 
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liedlo  valer  (1),  son  de  mera  apreciación,  i  no  las  consi- 
deramos conducentes  tratándose  de  una  cuestión  de  de- 
recho constitucional  positivo^  que,  a  juicio  nuestro,  ha 
sido  correctamente  resuelta  en  los  tres  casos  prácticos 
de  que  hemos  hecho  mérito. 

Si  hubiéramos  de  discutirla  en  el  terreno  de  la  conve- 
niencia publica,  i  con  prescindencia  de  la  Constitución, 
nosotros  no  vacilaríamos  en  resolverla  en  un  sentido 
idéntico  al  que  reputamos  constitucional.  Comprende- 
mos que  la  creación  de  una  Corte  Suprema,  que  su  or- 
ganización i  que  la  fijación  de  sus  atribuciones,  sirvan  de 
materia  a  la  Constitución  misma;  pero,  en  cuanto  a  las 
Cortes  de  Apelaciones  i  a  los  Juzgados  de  Letras,  nos  re- 
feriríamos a  ¡a  lei^  como  lo  hace  la  de  1833.  El  Tribunal 
Superior  a  que  alude  el  art.  113  de  nuestra  Carta  Fun- 
damental, llamado  a  conocer  de  lus  causas  que  se  relacio- 
nan con  el  derecho  internacional  i  a  ejercer  las  altas 
funciones  de  Corte  de  Casación,  es  el  único  cuya  exis- 
tencia debe  ser  especiahnente  garantida  ]X)r  la  Constitu- 
ción. Todos  los  demás  son  de  un  carácter  tan  variable  i 
relativo,  que  sus  atribuciones  i  su  numero  deben  confiar- 
se a  la  lei,  como  lo  ha  hecho  el  art.  109. 

Hoi  puede  convenir  la  existencia  de  una  Corte  de  Al- 
zada en  un  punto  dado  del  territorio.  Mañana,  cambian- 
do las  circunstancias,  puede  convenir  la  supresión  de 
esa  Corte.  Igual  cosa  puede  ocurrir  en  materia  de  Juzga- 
dos de  Letras,  i  sería  verdaderamente  inaceptable  que  los 
altos  intereses  de  la  Nación  hubieran  de  ser  sacrificados 
por  consideraciones  meramente  ^er^rma/f?^,  que  pueden 
siempre  salvarse  dando  otra  colocación  o  jubilando  al 
empleado  cuyo  destino  suprime  la  lei. 


(1)  Díscareo  de  incorporación  a  la  Facultad  de  leyes  del  señor  doH 
Jovino  Niivoa,  en  7  de  mayo  de  1873.  Aaalc^  de  la  Universidad  de  uqu«a 
«Üo,  páj.  585  del  tomo  I. 


Digitized  by  VjOOQIC 


268  LA  CONSTITUCIÓN    ANTE  EL  CONGRESO 

Así,  entre  nosotros,  la  Corte  Suprema,  que  es  eltribi 
na]  a  que  se  refiere  el  art.  113  de  la  Constitución,  no  pe 
dria  ser  suprimida  por  la  lei,  porque  aquélla  debe  su  exis 
tencia  a  la  Carta  Fundamental.  Todos  los  demás  tribu 
nales,  desde  que  son  creados  por  simples  leyes,  puede 
ser  suprimidos  por  estas. 

El  juez  Story,  que  es  partidario  de  un  sistema  opueí 
to  al  nuestro,  después  de  ocuparse  de  esta  cuestión,  ter 
mina  con  las- siguientes  palabras:  (1)  «Pero  una  diferent 
construcción  (construction)  de  la  Constitución  ha  preva 
lecido  últimamente.  Se  ha  decidido  que  el  poder  de  oi 
denar  i  de  crear,  de  tiempo  en  tiempo,  envuelve  el  pe 
der  discrecional  de  discontinuar  o  demoler.  Que  no  ohi 
tante  la  tenencia  del  empleo  durante  la  buena  comporto* 
cion,  ella  no  impide  la  separación  del  empleo  respecto  de 
empleado,  suprimiendo  el  empleo  mismo;  sino  que  úni 
camento  asegura  al  empleado  su  permanencia  durante 
su  buena  comportacion,  en  tanto  cuanto  el  empleo  mis- 
mo subsistiere.  5) 

Se  vó,  pues,  que  la  jurisprudencia  práctica  es,  en  los 
Estados  Unidos  de  Norte  América,  idéntica  a  la  nuestra. 

No  hacemos  mérito  de  lo  que  pasa  en  la  Gran  Breta- 
ña, porque  podría  argüirse  conque  allí  el  poder  del  Par- 
lamento es  ilimitado,  desde  que  es  conjuntamente  Poder 
Constituyente  i  Lejislativo;  ni  creemos  tampoco  del  ca- 
so, tratándose  de  una  cuestión  que  es  meramente  de  de- 
recho positivo,  traer  a  colación  lo  que  disponen  otras 
Constituciones  que  no  contuvieren,  como  la  de  los  Estados 
Unidos  de  Norte  América,  una  prescripción  idéntica  a  la 
de  nuestro  art.  110.  En  ellas  puede  encontrarse  ejemplo  de 
todos  lo  sistemas.  Así,  el  art.  120  de  la  Constitución  del 
Portugal,  establece  que  los  jueces  de  derecho  serán  ina- 


(2)  Oa  the  CotiicitutioD,   tomo  II,    páj.   478,  8.*  edición  do  Boiton, 
1868,  §  1634. 
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movibles;  pero  agrega  que  ello  no  implica  que  no  puedar 
ser  removidos  por  el  tiempo  i  en  el  modo  determinado 
por  la  hi^  apesar  de  que  el  art.  122  dispone  que  no  podrá» 
ser  privados  de  su  empleo  sino  por  sentencia  judicial. 

Cuando  se  trata  de  resolver  una  cuestión  positiva,  nc 
creemos  que  debe  echarse  mano  de  argumentos  dedu- 
cidos de  la  manera  como  ha  sido  resuelta  en  otras  nacio- 
nes, sino  cuando  en  éstas  rijiere  un  precepto  idéntico  al 
que  motivare  esa  cuestión. 

Terminaremos  el  examen  de  este  punto,  recordando 
las  palabras  con  que,  acerca  de  61,  se  espresa  Carro,  en 
su  excelente  tratado  de  las  leyes  do  la  organización  ju- 
dicial. (1)  (íLa  autoridad  judicial,  dice,  es  constituida 
por  la  lei:  luego  queda  sometida  al  Poder  Lejislativo, 
que  puede  en  todo  tiempo  cambiar,  reformar  o  modifi- 
car la  constitución  que  le  ha  dado.  El  juez,  aunque  in- 
dependiente en  cuanto  al  ejercicio  de  sus  funciones,  es- 
tá, pues,  sometido  a  los  actos  de  ese  poder,  cuando  fue- 
ren dirijidos  a  él  mismo,  tan  rigorosamente  como  está 
obligado  a  hacer  ejecutar  los  que  obligan  a  los  justicia- 
bles  Por  una  consecuencia  natural  de  estos  princi- 
pios— agrega  mas  adelante — si  el  Poder  Lejislativo,  usan- 
do de  la  facultad  de  cambiar  la  constitución  del  orden 
judicial,  o  de  modificarla  en  todo  o  en  parte,  la  aboHere 
para  sostituirle  una  nueva,  o  suprimisre  uno  o  varios  de 
los  tribunales  establecidos,  desde  ese  momento  nos  pa- 
rece que  la  institución  del  juez  debe  considerarse  como 
no  avenida.  Es  un  efecto  que  cesa  con  la  causa  que  lo 
ha  producido,  es  decir,  con  la  existencia  del  tribunal  cu- 
ya creación  requirió  aquella  institución No  podria 

sostenerse  con  fundamento  que  esta  likertad  sea  un  ata- 
que contra  la  inamovilidad  del  juez;  porque  si  es  forzo- 
so admitir  que  ella  es  inseparable  de  la  existencia  del 


(1)  T'jmo  I,  ed'ciüU  de  Parii',  If^JS,  páj.  135. 
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t)-ibunal  al  cual  pertenece  el  majistrado,  éste  no  lia 
entrado  en  funciones  sino  bajo  la  condición  de  la  exis- 
tencia de  dicho  tribunal.» 

Garre  escribía  sobre  la  base  de  la  vijencia  del  art.  58 
de  la  Constitución  francesa  de  4  de  junio  de  1814,  idén- 
tico al  art.  49  de  la  Carta  Constitucional  de  6  de  agosto 
de  1830,  que  disponia  que  los  jueces  nombrados  por  el 
Rei  eran  inamovibles.  Por  eso  liemos  citado  su  opinión^ 
emitida  por  él  en  el  terreno  del  derecho  positivo  vijente 
en  Francia  cuando  escribia.  I  debemos  agregar  que 
la  refutación  que  de  ella  hace  su  revisor  i  anotador 
Víctor  Faucher,  no  nos  parece  aceptable  en  ese  terreno. 
Ella  podría  tener  cabida  en  el  terreno  teórico,  si  se  tra- 
tara de  formar  una  Constitución.  I,  ya  lo  hemos  dicho, 
aun  dentro  de  él  no  la  admitiríamos  nosotros  sino  solo 
respecto  de  la  Corte  Suprema. 

o 
o  o 

¿Sería  constitucional  una  lei  que  facultara  al  Presi- 
dente de  la  República  para  trasladar  jueces,  de  un  tribu- 
nal o  juzgado  a  otro  tribunal  o  juzgado? 

Al  formular  la  cuestión  precedente  no  nos  referimos 
al  caso  en  que  una  lei  traslada  un  juzgado  de  un  punto  a 
otro  del  territorio,  pues  tal  medida  importa,  como  lo  he- 
mos dicho  al  ocuparnos  de  la  lei  de  24  de  diciembre  de 
1864,  (1)  la  supresión  de  un  empleo  i  la  creación  de  otro  en 
un  lugar  distinto  de  aquél  en  donde  existia  el  suprimi- 
do. Nos  referimos  al  caso  en  que  se  pretendiera  facultar 
al  Ejecutivo  para  trasladar  min  juez  o  majístrado^  del  juz- 
gado o  tribunal  en  que  sirviere  i  que  continuara  existien- 
do, a  otro  juzgado  o  tribunal  de  la  República. 

Esto,  que  el  señor  don  Benjamín  Vicuña  Mackenna 


(1;  Pajina  263  de  este  Tolúmcn, 
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pretomlió  so  hiciera  entre  nosotros,  presentando  a  lí% 
Cámara  do  Diputados,  en  sesión  de  24  de  agosto  do 
1865,  una  moción  en  cuyo  art.  2.**  se  disponía  que  los 
miembros  de  las  Cortes  de  Apelaciones  i  los  jueces  le- 
trados podrian  ser  trasladados  de  la  Corte  o  juzgado  en 
que  residieren,  a  otro  tribunal  o  juzgado  de  igual  cate- 
goría i  renta,  es  algo  que,  en  nuestro  concepto,  sería 
abiertamente  inconstitucional. 

En  efecto,  si  se  nombra  a  Pedro,  Ministro  do  la  Corto 
de  Apelaciones  de  Santiago  o  Juez  de  Letras  de  Valpa- 
raíso, tiene  asegurada  la  inamovilidad  de  su  destino^ 
mientras  éste  no  fuere  suprimido  por  la  lei,  durante  su 
buena  comportacion.  Ese  destino  es  el  de  Ministro  de 
la  Corte  de  Santiago  o  el  de  Juez  de  Valparaiso,  i,  en 
tanto  que  él  exista,  no  puede  Pedro  ser  depuesto  de  él, 
trasladándosele  a  la  Corte  de  la  Serena,  o  al  Juzgado  de 
Letras  de  Copiapó. 

Esto  es  tan  obvio,  que  la  moción  citada  nunca  ha  si- 
do tomada  en  consideración.  Mas  todavía.  Cuando  se 
discutió  en  el  Senado  la  reforma  de  la  parte  3.*  del  art. 
82  de  la  Constitución,  en  sesión  de  30  de  junio  de  1871, 
la  comisión  respectiva  propuso  se  agregara  a  esa  dispo- 
sición un  inciso  redactado  en  los  términos  siguientes: 
«Podrá  (el  Presidente  de  la  República),  cuando  el  mejor 
servicio  público  lo  exija,  trasladar  a  los  jueces  de  letras 
de  un  lugar  a  otro  de  la  República,  con  tal  que  no  sea  a 
juzgados  de  inferior  categoría  i  procediendo  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Estado.» 

El  señor  don  Francisco  Marin  combatió  el  inciso  pro- 
puesto, manifestando,  con  tanta  solidez  como  brillo,  que 
él  era  contrario  al  artículo  110  de  la  Constitución,  por- 
que, por  m'í-dio  de  la  traslación,  se  podria  obligar  a  uu 
juez  a  hacer  una  renuncia  que  equivaldría  a  una  desti- 
tución, i  a  una  destitución  que,  decretada  por  el  Ejecu- 
tivo, pugnaría  con  la  inamovilidad  asegurada  por  el  re- 
ferido art.  110.  Como  esto  artículo  no  hal)ia  sido  doclara- 
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lo  reformable  por  la  lei  de  28  de  agosto  de  1867,  el  señor 
larin  pudo  negar  a  las  Cámaras,  i  con  perfecta  razón, 
a  facultad  de  derogarlo,  consignando,  en  la  parte  3.**  del 
,rt.  82,  algo  que  habría  sido  a  todas  luce$'  incompatible 
;on  lo  que  aquél  dispone.  El  discurso  del  señor  Marin, 
[ue  no  admitía  réplica,  no  la  tuvo  en  efecto,  i  el  Senado 
'ecliazó  el  inciso  propuesto  por  8  votos  contra  5.  I  nóte- 
se que,  en  aquellos  momentos,  las  facultades  del  Senado 
eran  algo  mas  estensas  que   las  de  nna  asamblea   me- 
ramente lejislativa,  desde  que  deliberaba  acerca  de  la 
-eforma  de  los  artículos   constitucionales   comprendidos 
en  la  citada  lei  de  28  de  agosto  de  1867. 

No  puede,  pues,  conferirse  por  lei  al  Presidente  de  la 
República  la  facultad  de  trasladar  jueces,  del  juzgado 
que  sirven  i  que  subsiste,  a  otro  juzgado.  Sería  menes- 
ter para  ello  reformar  el  art.  110  de  la  Constitución,  i 
consignar  espresamente  en  ésta  la  facultad  sobredicha, 
como  lo  hace  el  art.  153  de  la  del  Brasil. 

Esperamos  que  esto  jamás  se  hará  entre  nosotros. 
Pensamos,  otra  vez  comoCarré  (1),  que  trasladan  e  ina- 
movilidad  son  dos  ideas  absolutamente  contradictorias; 
que  no  es  posible  encontrar  un  solo  argumento  para 
probar  que  no  sería  separado  de  su  destino  un  juez  a 
quien  se  obligara  a  pasar  de  un  tribunal  a  otro;  i  que, 
equivaliendo  la  facultad  de  trasladar  a  la  de  remover 
un  juez  instalado  en  un  destiiio  dado  no  puede  ser  obli- 
gado, miénti^as  ese  destino  exista^  a  cambiarlo  por  otro, 
aun  cuando  fuera,  no  decimos  de  idéntica  categoría  i  de 
igual  renta,  sino  de  renta  mayor  i  de  categoría  superior. 
La  traslación  de  jueces,  que  tendría  que  ser  forzosa- 
mente medida  admt)¿istrativa,  pondría  en  manos  del  Eje- 
cutivo la  independencia  del  Poder  Judicial,  destruyen- 
do por  completo  la  inamovilidad  de  aquéllos,  lo  que  en 


(1)  Páj.  131,  ix)mo  1,  obra  citada  mae  arriba. 
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ningún  caso  es  aceptable.  Ese  peligro  inminente  i  grai^e, 
es  en  estrcmo  remoto  tratándose  de  la  supresión  do 
juzgados  ^or  leí.  No  se  dicta  una  lei  injusta  con  la  mis- 
ma facilidad  que  un  simple  decreto.  En  el  Lejislador 
debe  suponerse  que  existe  elevación  de  miras  suficiente 
para  no  dejarse  arrancar  leyes  destinadas  a  favorecer  o 
a  herir  a  personas  determinadas.  I,  en  todo  caso,  el  ries- 
go de  que  alguna  vez  lo  hiciera,  no  implica  para  el  Es- 
tado un  mal  tan  grave  como  lo  sería  el  de  verse  en  la 
necesidad  de  dejar  subsistentes  tribunales  i  juzgados 
mótiles,  durante  la  vida  de  quienes  los  desempeñaren  i 
solo  por  consideración  a  los  intereses  de  éstos,  que,  L 
todo  caso,  pueden  ser  puestos  en  salvo  fácilmente. 


o 
«  o 


Conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art.  120  de  la  lei  de  15 
de  octubre  de  1875,  la  inamovilidad  que  el  art.  110  de 
la  Constitución  asegura  a  los  jueces,  rije,  no  solo  respec- 
to de  los  propietarios,  sino  también  respecto  de  los  inte- 
rinos 1  de  los  suplentes;  durando  la  de  los  interinos  has- 
ta el  nombramiento  del  respectivo  propietario,  i  la  de 
los  suplentes  hasta  que  espire  el  tiempo  por  el  cual  hu- 
bieren sido  nombrados. 


Art.  111 

Los  jueces  son  personalmente   responsables  por  los  crí 
mmes  de  cohecho,  Jaita  de  observancia  de  las  leyes  que  arre- 
gUn  el  proceso,  i  en  jeneral  por  toda  prevaricación,  o^orci- 
du  administración  de  justicia. -La   lei  determinará  los  en- 
sos  i  el  modo  de  hacer  efectiva  esta  responsabilidad. 

Hemos  esplicado  ya,  al  ocuparnos  del  penúltimo  ná- 

rrafo  de  la  parte  2.«  del  art.  38,  la  diferencia  que  existe 

•rS^r''   ^'   "'^^^^^   "^«'^^"«^   ^^   <i^^^es  a  que 
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aquella  disposición  alude  respecto  de  los  majistrados  áer 
los  tribunales  superiores^  i  el  de  los  crímenes  a  que  so 
contrae  el  art.  111,  que  es  aplicable  a  todos  los  jueces 
comprendidos  en  el  capítulo  VIII  de  la  Constitución. 

No  necesitamos,  pues,  repetir  lo  dicho  ya  acerca  de 
tan  interesante  cuestión  (1). 


o 


La  Lei  Orgánica  de  Tribunales  de  15  de  octubre  de 
1875,  consagra  su  título  IX  a  la  responsabilidad  de  lo» 
jueces,  incluyendo  entre  éstos  a  los  arbitros  de  que  se 
ocupa  en  su  título  XI. 

Principia  por  establecer,  desarrollando  el  precepto  del 
art.  111  de  la  Constitución,  que  «el  cohecho,  la  falta  de 
observancia  en  materia  sustancial  de  la&  leyes  que  reglan 
el  procedimiento^  la  denegación  i  la  torcida  administra- 
ción de  justicia,,  i,  en  jeneral,  toda  prevaricación  o  grave 
infracción  de  cicalquiera  de  los  deberes  que  las  leyes  impo- 
nen a  ?05  juecesy  loa  deja  sujetos  al  castigo  que  corres- 
ponda según  la  naturaleza  i  gravedad  del  delito,  con 
arreglo  a  lo  establecido  en  el  Código  Penab. 

Este  precepto  no  es  aplicable  a  los  miembros  de  la 
Corte  Suprema,  en  lo  relativo  a  la  falta  de  observancia 
de  las  leyes  que  reglan  el  procedimiento,  ni  en  cuanto  a 
la  denegación  ni  torcida  administración  de  justicia. 

El  fundamento  de  esta  excepción  se  deriva  forzosa- 
mente del  carácter  de  Corte  de  Casación,  que,  según  di- 
cha lei,  inviste  la  Certe  Suprema,  i  fué  explicado  por 
nosotros  ante  la  Cámara  de  Diputados  en  el  discurso 
que  sé  publica  bajo  el  núm.  7  de  los  anexos  a  este  vo- 
lumen. 

El  Código  Penal  señala,  en  los  pán-afos  IV  i  IX  del 


(.1)  Véanse  pijs.  212  i  sigaientea  del  tomo  1.^ 
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título  5.''  de  su  Libro  2."*,  las  penas  impuestas  a  la  preva- 
ricación i  al  cohecho,  i  detalla  minuciosamente,  en  el  pri- 
mero de  aquéllos,  los  varios  casos  que  constituyen  la  pre- 
varicación o  infracción  de  los  deberes  que  las  leyes 
imponen  a  los  jueces. 

Todo  juez  delincuente,  agrega  la  lei  de  15  de  octubre 
de  1875  en  el  título  IX  ya  citado,  es,  ademas,  civilmente 
responsable  de  los  daños  estimables  en  dinero  que  con  su 
delito  hubiere  irrogado  a  cualesquiera  personas  o  corpo- 
raciones. Igual  responsabilidad  le  afecta  si  el  daño  fuere 
producido  por  cuasi-delito;  pero  esto  último  no  compren- 
de a  los  jueces  de  subdelegacion  o  de  distrito. 

Ninguna  acusación  o  demanda  civil  entablada  contra 
un  juez  para  hacer  efectiva  su  responsabilidad  criminal 
o  civil,  podrá  tramitarse  ún  que  sea  previamente  califica- 
da de  admisible  por  el  juez  o  tribunal  llamado  a  conocer 
de  ella. 

Tales  son  las  disposiciones  fundamentales  que  contiene 
el  título  do  la  lei  de  1875,  referente  a  la  responsabilidad 
de  los  jueces,  aparte  de  otras  que  resuelven  interesantes 
cuestiones  que  no  son  materia  de  este  libro. 

De  las  acusaciones  o  demandas  civiles  que  se  entabla- 
ren contra  uno  o  mas  miembros  de  la  Corte  Suprema  para 
hacer  efectiva  su  responsabilidad  criminal  o  civil,  cono- 
cen, en  primera  instancia,  el  Presidente  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago,  i,  en  segunda,  las  dos  salas  reu-\ 
nidas  do  esta  Corte,  con  csclusion  del  referido  Presiden- 
te (1).  De  las  que  se  entablaren  con  idéntico  objeto 
contra  uno  o  mas  miembros  de  las  Cortes  de  Apelacio- 
nes, conocen,  en  primera  instancia,  uno  de  los  Ministros 
de  la  Corte  Suprema,  i,  en  segunda,  los  demás  miembros 
de  este  tribunal  (2). 


(1)  Arlículo  116,  Lei  Orgánica  de  15  de  octubre  de  187ii. 
<2)  Artículos  1071  117,  lei  citada. 
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De  las  acusaciones  o  demandas  civiles  que  se  enta- 
blaren contra  los  jueces  de  letras  para  hacer  efectiva  su 
responsabilidad  criminal  o  civil  resultante  del  ejercicio 
de  sus  funciones  ministeriales,  conocen,  en  primera  ins- 
tancia, las  Cortes  de  Apelaciones,  i,  en  segunda,  la  Corte 
Suprema  (1).  I  de  las  que,  con  idéntico  objeto,  se  en- 
tablaren contra  los  jueces  arbitros  o  contra  los  jueces  de 
subdelegacion  o  de  distrito,  conocen,  en  primera  ins- 
tancia, los  jueces  letrados,  i,  en  segunda,  las  Cortes  de 
Apelaciones,  según  las  reglas  jenerales  contenidas  en  el 
art.  37  i  en  el  párrafo  1.^  del  art.  67  de  la  Lei  Orgánica 
de  Tribunales,  que  no  consigna  disposición  alguna  espe- 
cial para  estos  tres  casos. 


Art.  112 


La  lei  determinará  las  calidades  que  respectivamente  de- 
ban tener  los  jueces^  i  los  años  que  deban  haber  ejercido  la 
profesión  de  abogado  los  que  fueren  nombrados  majistrados 
de  los  tribunales  superiores  o  jueces  letrados. 

En  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  la  primera  parte 
de  este  artículo,  la  Lei  Orgánica  de  15  de  octubre  de 
1875  ha  determinado,  en  sus  arts.  14,  36,  40,  58,  103  i 
'174,  las  condiciones  que  se  requieren  para  poder  ser  juez 
de  distrito,  juez  de  subdelegacion,  juez  de  letras,  miem- 
bro de  una  Corte  de  Apelaciones,  miembro  de  la  Corte 
Suprema,  i  juez  arbitro. 

La  segunda  parte  del  art.  112  de  la  Constitución,  ape- 
sar  de  la  referencia  que  a  la  lei  hace  la  primera,  exija  que 
los  que  fueren  nombrados  majistrados  de  los  tribunales 
superiores  o  jueces  letrados,  deban  haber  ejercido  la  pro- 


(1)  Artícul  ^  67  i  107,  lei  citadas. 
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fesion  de  ahogado  durante  el  número  de  años  que  la  leí 
señale,  número  que  es  el  de  dos  para  poder  ser  Juez  de 
Letras,  el  de  seis  para  poder  ser  miembro  de  una  Corte 
de  Apelaciones  i  el  de  ocho  para  poder  serlo  de  la  Corte 
Suprema  (1).  Deja  a  la  le¡  la  fijación  del  número  á^  años 
de  ejercicio  de  la  profesión  de  abogado;  pero  exije  el  ejer- 
cicio de  ella  como  requisito  constitucional  para  estos  tres 
casos, 

Al  proceder  así,  la  Constitución  dejó  establecido  el 
sistema  de  jueces  de  derecho  para  el  fallo  de  las  causas  ci- 
viles i  criminales,  i  tuvo,  sin  duda,  el  propósito  de  .vedar 
a  la  lei  la  creación  de  jurados  para  conocer  en  ellas.  De 
otra  manera  no  se  comprendería  el  objeto  de  la  segunda 
parte  del  art.  112,  ni  se  sabria  qué  sentido  atribuirle. 

I  ello  no  debe  sorprender,  pues  aun  en  los  casos  de 
juicios  sobre  abusos  de  la  libertad  de  imprenta,  la  Cons- 
titución fió  tan  poco  en  eljurado^  que  no  le  atribuye  sino 
la  calificación  previa  del  abuso,  refiriéndose  en  lo  demás 
a  la  lei,  como  se  observa  fácilmente  leyendo  el  inciso  7.'' 
del  art.  12. 

Mas,  sea  de  esto  lo  que  fuere,  no  es  de  nuestro  resorte 
investigar  si  es  preferible  el  sistema  de  jueces  de  dei^e- 
cho^  letrados  o  togados  —  llámeseles  como  se  quiera — al 
de  jurados.  Cuestión  es  esta  mui  debatida  entre  los  pu- 
blicistas. En  cuanto  a  nosotros,  preferimos  el  sistema 
áej'ueces  de  derecho  para  las  causas  civiles,  i  el  de  j'u" 
rados  para  las  criminales,  aunque  esto  último  solo  en 
teoría.  I  decimos  que  solo  en  teoría,  porque,  en  primer 
lugar,  nos  parecería,  por  lo  menos,  de  dudosa  constitucio- 
nulidad  una  lei  que  arrebatara  a  los  jueces  letrados  i  a 
las  Cortes  Superiores  el  conocimiento  de  las  causas 
criminales;  i  porque,  en  segundo  lugar,  el  triste  en- 
sa5''o  que  se  hizo  entre  nosotros  áe\  jurado  electoral  que 


(1)  Artloclos  46,  58  i  103,  lei  citada. 
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creó  la  lei  de  12  de  noviembre  de  1874,  eu  su  art.  103.  i 
que  quedó  suprimido  desde  el  J.""  de  marzo  de  1876,  nos 
infunde  serias  dudas,  aparte  de  otras  consideraciones, 
acerca  de  la  conveniencia  de  plantear  por  ahora  en  Chile 
ese  sistema  que  tan  regularmente  funciona  en  la  vieja 
Albion. 

Art.  113 


Habrá  en  la  República  una  Tnajistratura  a  cuyo  cargo 
esté  la  Sujjeríntendencia  directiva^  correccional  i  económica 
sobre  todos  los  tribunales  i  juzgados  de  la  Nación^  con  arre- 
glo a  la  lei  que  determine  su  organización  i  atribuciones. 

La  majistratura  a  que  este  artículo  se  refiero  os  la 
Corte  Suprema.  Así  lo  dispone  el  art.  108  de  la  lei  de 
15  de  octubre  de  1875,  que,  copiado  a  la  letra,  dice  así: 

«Corresponde  a  la  Corte  Suprema,  en  virtud  del  art. 
113  de  la  Constitución  Política  del  Estado,  ejercer  la  ju- 
risdicción correccional,  disciplinaria  i  económica  sobre 
todos  los  tribunales  de  la  Nación. 

En  razón  de  esta  atribución  puede  la  Corte  Suprema, 
siempre  que  notare  que  algún  juez  o  funcionario  del  or- 
den judicial  ha  cometido  im  delito  que  no  ha  recibido 
la  corrección  o  el  castigo  que  corresponda  según  la  lei, 
reconvenir  al  tribunal  o  autoridad  que  haya  dejado 
impune  el  delito  a  fin  de  que  le  aplique  el  castigo  o  co  • 
rreccion  debida. 

Puedo  asimismo  amonestar  a  las  Cortes  de  Apelacio- 
nes o  censurar  su  conducta,  cuando  alguno  de  estos  tri- 
bunales ejerciere  de  un  modo  abusivo  las  facultades  dis- 
crecionales que  la  lei  les  confiere,  o  cuando  faltaren  a 
cualquiera  de  los  deberes  anexos  a  su  ministerio;  sin 
perjuicio  de  formar  el  correspondiente  proceso  al  tribu- 
nal o  ministros  delincuentes,  si  la  naturaleza  del  caso 
así  lo  exijiorc)>. 
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La  Corte  Suprema  puede  ademas — agrega  el  art.  109 
de  lalei  citada — siempre  que  lo  juzgare  conveniente  a  la 
buena  administración  de  justicia,  correjir  por  sí  las  faltas- 
o  abusos  que  cualesquiera  jueces  o  funcionarios  del  orden 
judicial  cometieren  en  el  desempeño  de  su  ministerio, 
usando  para  ello  de  las  facultades  discrecionales  que  co- 
rresponden a  las  Cortes  de  Apelaciones  con  arreglo  a  los 
arts.  69  i  70  de  la  misma;  i,  conforme  al  art.  111  de  di- 
cha lei,  es  el  Tribunal  Superior  cuyo  dictamen  debe  oirse 
en  los  casos  a  que  se  refiere  la  parte  4.*  del  art.  104  de 
la  Constitución,  i  es  también  la  Majistratura  a  q-ue  alude 
el  art.  143  de  esta  última. 

o 

o  » 

Nos  parece  que  la  Constitución  habria  hecho  bien^ 
como  lo  hacen  las  de  no  pocas  naciones,  en  conferir  al 
Tribunal  Supremo  la  facultad  de  iniciar  ante  el  Congreso 
proyectos  de  lei  referentes  al  poder  i  a  los  asuntos  judi- 
ciales. 

Art.  114 


Una  leí  especial  determinará  la  organización  i  atrihucio- 
nes  de  todos  los  tribunales  i  juzgados  que  fueren  necesarios 
para  la  pronta  i  cumplida  administi'acion  de  justicia  en  to- 
do el  territorio  de  la  República. 

La  lei  especial  a  que  alude  este  artículo  i  a  que  aludian 
el  segundo  i  el  tercero  de  los  transitorios  de  la  Constitu- 
ción de  1833,  es  la  tantísimas  veces  citada  de  15  de  oc- 
tubre de  1875,  vijente  desde  el  I.**  de  marzo  de  1876. 
Ella  puso,  al  fin,  término  al  verdadero  caos  que  formaba 
nuestra  lejisladon  orgánica  del  Poder  Judicial,"  derogan- 
do el  Reglamento  de  Administración  de  Justicia  de  1824, 
las  Constituciones  de  1823  i  de  1828,  que  rejian  com^ 
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leyes  en  esa  parte^  i  la  multitud  de  disposiciones  lejisla- 
tivas  i  no  lejislativas  dictadas,  desde  1833  hasta  1875, 
sobre  la  misma  materia. 


CAPITULO  IX 


DEL   GOBIERNO    I    ADMINISTRACIÓN    INTERIOR 
ART.     115 

El  territorio  de  la  República  se  divide  en  provincias^  las 
provincias  en  departamentos^  los  departamentos  en  subdele- 
gaciones  i  las  suhdelegaciones  en  distritos. 

Este  artículo,  en  el  cual  se  emplea  la  palabra  territorio 
en  su  sentido  propio,  i  no  en  el  figurado  que  tiene  según 
el 'derecho  de  jontes,  consigna  una  disposición  de  derecho 
público  interno  sobremanera  útil;  puesto  que,  al  estable- 
cer una  norma  fija  i  uniforme  para  la  división  territorial 
del  pais,  sirve  así  de  base  a  la  organización  de  una  je- 
rarquía administrativa  también  fija  i  uniforme.  Como 
consecuencia  de  lo  que  en  él  se  dispone,  no  sería  consti- 
tucional una  lei  que  dividiera  una  parte  de  nuestro  te- 
rritorio do  una  manera,  i  otra  de  una  manera  diversa. 
No  podría  la  lei  dividir  el  territorio  que  se  estiende  al 
norte  del  paralelo  32,  por  ejemplo,  en  prefecturas  i  és- 
tas en  cantones,  i  el  que  se  estiende  al  sur  en  intenden- 
cias i  éstas  en  departamentos.  Nó:  la  Constitución  quie- 
re que  todo  el  territorio  de  Chile  esté  dividido  de  una 
manera  perfectamente  uniforme,  i  a  ello  conduce  el  art. 
115. 

Mas,  como  el  número  de  divisiones  i  de  subdivisiones 
territoriales  es  relativo  i  depende  de  mil  circuntancias^ 
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el  art.  115,  separándose  de  la  Constitución  de  1828,  que 
establecía  que  fueran  ocho  las  provincias  de  la  Repúbli- 
ca, dejó  a  la  lei,  i  con  perfecta  razón,  la  facultad  de  crear- 
las i  la  de  arreglar  sus  límites,  estableciendo  igual  siste- 
ma para  los  departamentos,  según  lo  dispuesto,  para 
ambos  casos,  en  el  inciso  5."  del  art.  37. 

Como  acerca  de  la  facultad  de  crear  subdelegaciones  i 
distritos  la  Constitución  guarda  silencio,  el  art.  2.**  de  la 
lei  del  réjimen  interior  ha  podido  conferirla  al  Presiden- 
te de  la  República. 

o 

Apcsar  de  lo  dicho  respecto  a  la.  uniformidad  que 
constitucionalmente  debe  existir  en  la  división  ¡territo- 
rial de  la  República,  esa  regla  ha  sido  violada  en  la  or- 
ganización del  territorio  de  Magallanes;  en  la  del  anti- 
guo territorio  de  colonización  de  Llanquíhue,  que  des- 
apareció mediante  la  lei  de  22  de  octubre  de  1861,  que 
creó  la  provincia  de  ese  nombre;  i  en  la  del  territorio  de 
colonización  de  Angol,  creado  por  lei  de  13  de  octubre 
de  1875,  que  creó  también  la  actual  provincia  de  Arauco. 

Se  sabe  que  los  territorios  de  Magallanes  i  de  Angol 
están  rejidos  por  un  Gobernador  militar,  dependiente 
directamente  del  Ministerio  de  Relaciones  Esteriores  i  de 
Colonización,  i  que  el  primero  no  tiene  siquiera  represen- 
tación en  el  Congreso.  El  sistema  que  en  ambos  territo- 
rio rijo  es,  evidentemente,  contrario  al  art.  115  de  la 
Constitución.  No  es  posible  desconocerlo.  Pero  también 
debemos  confesar  que  razones  i  necesidades  especiales 
del  servicio  público,  han  obligado  alLejisladora  desviar- 
se, en  el  primer  caso,  de  la  senda  estrictamente  consti- 
tucional. 

En  efecto,  si  el  territorio  de  una  provincia  debe  ser 
continuo,  do  manera  que  todos  sus  departamentos  sean 
contiguos  i  deslinden  los  unos  con  los  otros,  pues  do  otro 

TOMO   II  86 


Digitized  by  VjOOQIC 


282  LA  CONSTITUCIÓN    ANTE  EL  CONGRESO 

modo  no  habría  unidad  en  la  administración  i,  carece^ 
ria  de  sentido  común  el  precepto  del  art.  115;  deberá 
reconocerse  que  no  sería  constitucional-ni  racional  crear 
una  provincia  formada  con  los  departamentos  de  Calde- 
ra, de  Melipilla  i  de  Lautaro,  por  ejemplo.  Luego,  si  et 
territorio  de  Magallanes  se  hubiera  organizado  como  de- 
jMvtanoento  regular^  habría  debido  ser  incorporado  a  la 
provincia  de  Chiloé,  con  cuya  cabecera  no  tiene  el  mas- 
mínimo  contacto  ni  mantiene  relaciones  de  ninguna  es- 
pecie, al  paso  que  diversa  cosa  sucede  respecto  de  Val- 
paraíso i  de  Santiago. 

Si  se  hubiera  creado  una  provincia  especial  en  Maga- 
llanes, no  habría  sido  posible  subdivldirla  en  departa- 
mentos, porque  esto  no  se  concebiria  tratándose  de  una 
población  de  mil  ahnas,  aglomerada  en  un  solo  pun- 
to. Así,  por  salvar  una  inconstitucionalidad,  se  habría 
caldo  en  otra  no  menos  evidente.  I  una  provincia  con 
mil  o  dos  mil  habitantes,  no  habría  tampoco  podido  ele- 
jir  constitucionalmento  Diputados  ni  Senadores,  por  fal- 
tarle la  población  requerida  para  silo. 

Forzoso  es,  pues,  reconocer  que  la  organización  del 
territorio  de  Magallanes,  que,  mas  que  de  colonización^ 
es  una  colonia  penal,  importa  una  inconstitucionalidad; 
pero  una  inconstitucionalidad  que  no  ha  sido  posible 
evitar. 

En  cuanto  al  territorio  de  colonización  de  Angol,  él 
elije  su  Diputado  i  se  reputa  como  departamento  de  la 
provincia  del  Bioblo,  para  los  efectos  de  la  elección  do 
Sonadores.  Francamente,  no  divisamos  por  qué  no  se  lo 
dio  una  organización  perfectamente  constitucional,  repu- 
tiindole  en  todo  como  departamento  de  esa  provincia. 
Comprendemos  que  habrá  habido  razones  de  convenien- 
cia para  organizarlo  en  la  forma  (jue  lo  ha  hecho  la  ya 
citada  Ici  de  13  de  octubre  de  1875;  pero  no  creemos 
(pie  ellas,  cuando  no  invisten  el  carácter  de  una  necesidad 
imprescindible^  como  sucedo  en  el  caso  del  territorio  dcí- 
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Magallanes,  puedan  cscusar  una  desviación  de  los  pre- 
ceptos constitucionales. 


Conforme  a  lo  dispuesto  cu  el  art.  115  de  la  Constitu- 
ción, las  provincias  se  dividen  en  departamentos.  No  se- 
ría, por  consiguiente,  constitucional  una  lei  que  creara 
una  provincia  que  contuviera  solo  el  departamento  en 
que  estuviere  su  capital.  Toda  provincia  debe^  constar,  a 
lo  ménos^  de  dos  departamentos.  Así  lo  dijimos  en  sesión 
de  la  Cámara  de  Diputados,  de  10  de  julio  de  1865,  al  tiem- 
po de  discutirse  el  proyecto  que  dio  oríjen  a  la  lei  de  26 
de  agosto  de  aquel  año,  que  creó  la  provincia  de  Curicó, 
impugnando  la  idea  insinuada  por  el  señor  don  Aniceto 
Vergara  Albano,  de  que  la  lei  se  limitara  a  decir  que  se 
erijia  en  provincia  el  departamento  de  Curicó  con  los  lími- 
tes que  actuahneyíte  tiene. 

Senoscontestó  con  el  ejemplo  de  la  lei  de  5  de  agosto  de 
1833,  queerijióen  provincia  el  antiguo  departamento  de 
Talca;  sin  fijar  la  atención  en  que  el  art.  3.°  de  dicha  lei  dis- 
puso que  «el  Gobierno  propondría  la  división  de  los  de- 
partamentos de  la  nueva  provincia»,  lo  que  salvaba  el 
principio  constitucional,  i  que  por  lei  de  23  de  octubre 
de  1835  se  creó  el  departamento  de  Lontué. 

Vuelto  el  proyecto  a  comisión,  a  indicación  del  señor 
don  Alvaro  Covarriibias,  Ministro  del  Interior,  fué  apro- 
bado mas  tarde  en  la  fonna  que  hoi  tiene  la  citada  lei 
de  26  de  agosto  de  1865,  que  divide  la  provincia  de  Cu- 
ricó en  dos  departamentos,  uno  oriental  i  otro  occidental, 
denominado  el  primero  de  Curicó  i  el  segundo  de  Vichu- 
queru 

El  hecho  único  de  que  la  provincia  de  Talca  haya  exis- 
tido durante  poco  mas  de  dos  años  con  un  solo  departa- 
mento, nada  arguye  contra  la  o])inion  que  sostuvimos  en 
1865  i  que  mantenemos  ahora,  porque  la  misma  lei  que 
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creó  dicha  provincia  reconoció  la  necesidad  de  dividirlit 
en  departamentos.  El  principio  de  dereclio  no  ha  sido,  por 
conguiente,  desconocido  en  ningún  caso.  En  el  hecho  se 
obró  mal  aplazando  lo  que  debia  hacerse  desde  luego;  i 
peor  se  ha  obrado  después  autorizando  al  Presidente  de 
la  República  para  ^/ar  los  límites  de  departamentos  nue- 
vamente creados,  como  lo  hizo  la  recordada  lei  de  1865, 
apcsar  de  que  tal  atribución  es  materia  de  lei^  i  de  aque- 
llas que,  aun  entonces  i  antes  de  reformada  la  parte  G.** 
del  art.  36  de  la  Constitución,  eran  indelegables  segnu 
nuestra  manera  de  pensar. 


DE  LOS  INTENDENTES 


Art.  116 


El  Gobierno  superior  de  cada  provincia  en  todos  los  ra- 
inos  de  la  administración  residirá  en  un  Intendente^  quien 
lo  ejercerá  con  arreglo  a  las  leyes  i  a  las  órdenes  e  instruc- 
ciones del  Presidente  de  la  República^  de  qiiien  es  ájente  na- 
tural e  inmediato.  Su  duración  es  por  tres  años;  pero  puede 
repetirse  su  nombramiento  zndejinidamente. 


de  los  gobernadores 
Art.  117 

El  Gobierno  de  cada  departamento  reside  en  un  Gober^ 
nador  subordinado  al  Intendente  de  la  provincia.  Su  dura^ 
don  es  por  tres  años. 
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Art.  118 


Los  Gobernadores  son  nombrados  por  el  Presidente  de  la 
liejyúbh'ca,  a  propuesta  del  respectivo  Intendente^  i  pueden 
ser  removidos  por  éste^  con  aprobación  del  Presidente  de  la 
líepública, 

Art.  119 


El  Intendente  de  la  provincia  es  también  Gobernador  del 
departamento  en  cuya  capital  resida. 


de  los  subdelegados 
Art.  120 

Las  subdelegaciones  son  rejidus  por  un  Subdelegado  su- 
bordinado al  Gobernador  del  departamento^  i  nombrado  por 
él.  Los  Subdelegados  durarán  en  este  cargo  por  dos  años; 
pero  pueden  ser  removidos  por  el  Gobernador^  dando  cuen- 
ta motivada  al  Intendente:  pueden  también  ser  nombrados 
indefinidamente. 

DE    LOS   INSPBCTOltES 

Art.  121 

Los  distritos  son  rejidos  por  un  Inspector  bajo  las  órde- 
nes del  Subdelegado  que  éste  nombra  i  remueve  dando  cuen- 
ta al  Gobernador. 
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Después  de  haber  establecido  en  el  art.  115  la  base  en 
\jiie  descansa  la  división  territorial  de  la  República,  crea 
ia  Constitución,  en  los  seis  precedentes,  los  funcionarios 
que  deben  tener  a  su  cargo  la  administración  de  cada 
iiua  de  las  fracciones  o  secciones  que  forman  aquélla. 
Un  Intendente  a  la  cabeza  de  cada  provincia;  un  Gober- 
nador a  la  de  cada  departamento,  siéndolo  el  Intendente 
de  la  provincia  del  departamento  en  cuya  capital  resida; 
un  Subdelegado  a  la  cabeza  de  cada  subdelegacion,  i  un 
Inspector  a  la  de  cada  distrito;  tal  es  la  serie  de  funcio- 
jiarios  que  forman  nuestra  compacta  jerarquía  adminis- 
trativa, cuyo  primer  grado  ocupa  el  Presidente  de  la 
República,  de  quien  aquéllos  son  ajentes  naturales  e  in- 
mediatos. 

El  sistema  de  nombramientos  i  el  de  remociones  obe- 
dece al  plan  meditado  i  conveniente  que  tuvo  por  objeto 
dar  vigorosa  unidad  al  Poder  Ejecutivo.  Se  quiso  reac- 
cionar, i  se  reaccionó  con  franqueza  contra  el  sistema 
exaj  erado  en  el  sentido  opuesto,  que,  en  lo  relativo  a  au- 
toridades administrativas  locales,  liabia  establecido  la 
Constitución  de  1828. 

Pero  los  arts.  116  a  121  nada  precisan  ni  detallan  en 
cuanto  a  las  atribuciones  de  los  Intendentes,  Goberna- 
dores, Subdelegados  e  Inspectores,  limitándose  a  decir 
que  el  gobierno  superior  de  cada  provincia  en  todos  los 
ramos  de  la  administración  residirá  en  el  Intendente,  i  el 
do  cada  departamento  en  un  Gobernador;  i  que  cada 
subdelegacion  será  rejida  por  un  Subdelegado  i  cada 
distrito  por  un  Inspector.  Corresponde,  pues,  a  la  lei 
detallar  i  precisar  las  atribuciones  de  todos  estos  funcio- 
narios, i  por  cierto  que  la  Constitución  no  exijia  que  es- 
to se  hiciera  de  una  manera  tan  enormemente  autorito- 
ria  como  lo  ha  hecho  la  conocida  lei  del  réjimen  interior 
de  10  de  enero  de  1844. 

No  es  del  resorte  de  ésta  obra  reproducir  ni  comenta^ 
aquí  las  disposiciones  de  aquella  lei,  cuyo  estudio  co- 
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n-espoiide,  como  es  fácil  comprenderlo,  al  dereclio  admi- 
nistrativo, que  tiene  por  objeto  dar  a  conocer  las  leyes 
conforme  a  las  cuales  deben  ejercer  sus  funciones  las 
autoridades  administrativas  de  la  República,  desde  el 
Presidente  hasta  el  i'dtimo  Inspector. 

Nos  limitamos  aquí  a  recordar  que  los  seis  artículos 
de  la  Constitución  a  que  se  refieren  estas  breves  obser- 
vaciones, no  han  dado  lugar  a  dificultades  ni  a  debates 
en  nuestras  Cámaras,  lo  que  fácilmente  se  esplica,  aten- 
dida su  claridad  i  visto  su  laconismo.—  En  cuanto  a  la 
lei  del  réjimen  interior,  mas  de  una  vez  hemos  tenido 
ocasión  de  hacer  notar  que  adolece  de  vicios  graves  aun 
en  materia  de  constitucionalidad.  Tiempo  sería  ya,  nos 
parece,  de  correjirlos  i  de  apresurar  la  reforma  de  una 
lei  que  ciertamente  hace  mui  poco  honor  a  nuestra  cul- 
tura, i  que  es  un  estorbo  para  que  alcancemos  muchos  de 
los  adelantos  a  que,  en  materia  de  libertades  políticas, 
aspira  con  justicia  la  opinión  ilustrada  del  pais. 


o  o 


Debe  tenerse  presente  que  la  obediencia  que  los  In- 
tendentes están  obligados  a  prestar  a  las  órdenes  e  ins- 
trucciones del  Presidente  de  la  Repúlica,  conforme  a  lo 
dispuesto  en  el  art.  116,  no  es  pasiva.  Nó:  ellos  respon- 
den de  la  ejecución  de  órdenes  i  de  instrucciones  contra-^ 
rias  a  la  Constitución  i  a  las  leyes,  si  no  las  hubieran  sus- 
pendido respetuosamente,  haciéndolo  presente  al  Presi- 
dente de  la  República,  a  fin  de  que  se  sirva  reconsiderarlas. 
Si  así  no  fuera,  i  si  la  obediencia  de  los  ajentes  del  Eje- 
cutivo a  las  órdenes  de  sus  superiores  fuese  como  la  que 
los  mihtares  deben  a  los  suyos,  no  se  concebiria  que 
aquéllos  fueran  responsables  i  que  pudieran  ser  acusa- 
dos, como  pueden  serlo,  por  ejemplo,  los  Intendentes  en 
los  casos  a  que  se  refiere  el  antepenúltimo  inciso  del  art. 
08  de  la  Constitución. 
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Lo  que  decimos  de  los  Intendentes  es  aplicable  tam- 
bicii  a  los  Gobernadores  departamentales,  a  los  Subdele- 
gados i  a  los  Inspectores,  en  sus  respectivos  casos. 

o 
o  o 

Al  ocuparnos  de  la  parte  6.**  del  art.  82  notamos  la  di- 
ferencia que  existe  entre  lo  que  llama  la  Constitución 
Goljcrnador  de  plaza  i  Gobernador  de  departamento. 
Igualmente  notamos,  al  estudiar  el  capítulo  VIII,  que 
los  Subdelegados  e  Inspectores  han  dejado  de  ser  jueces 
de  menor  i  de  mínima  cuantía  desde  el  1.°  de  marzo  de 
187G.  Los  artículos  16,  inciso  6.°,  i  36  de  la  lei  de 
15  de  octubre  de  1875,  disponen  terminantemente 
que  no  pueden  ser  jueces  de  distrito  ni  de  subdelegacton  los 
que  ejercieren  los  cargos  de  Subdelegados  o  Inspectores^  de- 
rogando así  el  art.  52  de  la  lei  del  réjimen  interior,  en 
cuanto  inconstitucionalmente  preceptuaba  que  no  eran  in- 
compatibles estos  cargos  con  el  de  juez  en  negocios  de  me- 
nor cuantía, 

o 
o  a 

Respecto  a  los  Gobernadores  departamentales  convie- 
ne recordar  que  el  art:  8."*  de  la  lei  del  réjimen  interior, 
ha  fijado  la  intelijencia  del  art.  118  de  la  Constitución, 
disponiendo,  en  primer  lugar,  que  «pueden]ser  removidos 
i  reelectos  del  mismo  modo  que  los  Intendentes,  i  que  pue- 
den ser  removidos  también  por  el  Intendente  respecti- 
vo, pero  con  espreso  consentimiento  del  Presidente  de  la 
RopúblicaD,  i  agregando,  en  seguida,  que,  «en  los  casos 
en  que  la  lei  dispusiere  la  suspensión  de  un  Gobernador 
o  en  que  el  mismo  Intendente  la  creyere  necesaria  i  ade- 
mas urjcnte,  puede  éste  decretarla  i  llevarla  a  efecto 
desde  luego,  dando  cuenta  al  Supremo  Gobierno». 

Donde  la  Constitución  requiere  aprobación  de  una  me- 
dida ya  dictada,  la  lei  Qi^x\e\\xi  espreso  consentimiento^  que 
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es  natural  preceda  a  la  que  está  por  dictarse.  En  casos 
iirjentes  la  remoción  se  decreta  i  se  lleva  a  efecto  por  el 
Intendente,  dando  cuenta  al  Presidente  de  la  República 
para  su  aprobación  o  reprobación. 


o 


El  art.  10  de  la  lei  del  réjimen  interior  complementa 
el  121  de  la  Constitución,  disponiendo  que  los  Inspecto- 
res duren  dos  años  en  el  ejercicio  de  sus  cargos  i  que 
pueden  ser  reelejidos  por  el  Subdelegado  que  los  nom- 
bró. 


DE    LAS    MUNICIPALIDADES 

r 

Art.  122 

Habrá  una  Municipalidad  en  todas  las  capitales  de  de- 
parlamento^  i  en  las  demás  poblaciones  en  que  el  Presiden- 
te  de  la  República^  oyendo  a  su  Consejo  de  Estado^  tuviere 
por  conveniente  establecerla. 

La  Constitución,  reconociendo  la  necesidad  evidente 
de  que  en  todo  pais  civilizado,  sea  cual  fuere  su  forma 
de  gobierno,  existan  cuerpos  encargados  de  la  adminis- 
tración, mas  o  monos  esclusiva  i  mas  o  menos  indepen- 
diente, de  los  intereses  locales^  dispone  que  en  todas  las 
capitales  de  departamento  haya  una  Municipalidad^  lo 
cual  no  sujiere  observaciones.  Agrega  que  las  habrá 
también  en  las  demás  poblaciones  en  que  el  Presidente 
de  la  República,  oyendo  a  su  Consejo  de  Estado,  tuviere 
por  conveniente  establecerlas. 

En  cuanto  a  esta  parte  del  art.  122,  choca  que  la  Cons- 
titución so  sirva  del  pronombre  posesivo  su  al  hablar  del 

TOMO  II  87 
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Consejo  dc^Estado,  con  relación  al  Presidente.  Aunque 
el  Consejo' fuera  del  Presidente,  el  referido  pronombre 
es  malsonante,  aplicado  a  esc  caso,  en  una  República  co- 
mo la  nuestra,  i  debió  suprimirse. 

Nosotros  no  estamos  porque  la  creación  de  Municipa- 
lidades sea  materia  de  decretos  del  Ejecutivo.  Con  tales 
medidas  se  rozan  multitud  de  intereses  graves,  atendidas 
las  facultades  que  aquellos  cuerpos  invisten  i  las[[que  tie- 
nen lioi  principalmente  los  Alcaldes.  La  simple  audiencia 
del  Consejo  do  Estado  no  es  garantía  eficaz  de  que  la  me- 
dida obedezca  a  buenos  o  a  malos  móviles,  desde  que  el 
voto  de  ese  cuerpo   es  en  el  asunto  meramente  consul- 
tivo. Para  nosotros,  es  a  la  leí  a  quien  debió  la  Carta 
Fundamental  conferir  la  facultad  que  da  al  Ejecutivo  en 
la  segunda  parte  del  art.  122,  que,  por  lo  demás,  no  ha 
Bujerido  cuestiones   constitucionales   en   su   aplicación 
práctica. 

Las  únicas  poblaciones  que,  sin  ser]  capitales  de  de- 
partamento, tienen  hoi  Municipalidad,  son  las  subdele- 
gaciones  de  Chañaral  i  de  Viña  del  Mar. 

Art.  123 

ia.9  Municipalidades  se  compondrán  del  número  de  Al- 
caldes i  líejidores  que  determine  la  lei  con  arreglo  a  la  po- 
blación del  departamento^  o  del  territono  señalado  a  cada 
una, 

Si,  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  este  artículo,  las  Mu- 
nicipalidades se  componen  nada  mas  que  del  número  de 
Alcaldes  i  Rejidores  que  determine  la  lei,  es  claro  que  la 
de  8  do  noviembre  de  1854  ha  violado  la  Constitución,, 
al  establecer  en  su  art.  2.°  que  las  Municipalidades  que 
deben  funcionar  en  las  cabeceras  de  provincia  se  com- 
pondrán del  Gobernador^  de  tres  Alcaldes  i  de  nueve  Re- 
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jidores,  siempre  que  la  población  del  departamento  no 
exceda  de  sesenta  mil  habitantes,  i  de  dos  Rejidores  mas 
por  cada  veinte  mil  de  exceso;  i  al  disponer  que  las  que 
deben  funcionar  en  cabeceras  de  departamento  o  en  otras 
poblaciones,  se  compondrán  del  Gobernador  o  Subdelega- 
do respectivo^  de  tres  Alcaldes  i  de  cinco  Rejidores,  eli- 
jicndose  dos  mas  de  estos  últimos,  si  la  población  del  te- 
rritorio municipal  excediere  de  sesenta  mil  habitantes 
por  cada  veinte  mil  de  exceso. 

La /^e  ha  declarado  que  el  Gobernador  o  Sitbddcgado  es 
parte  componiente  de  la  Municipalidad  respectiva,  dándo- 
le así  un  carácter  que  la  Constitución  no  le  dá.  La  leí 
del  réjimen  interior,   también  inconstitucional  en  esa 
parte,  habia  conferido  ya  a  los  Gobernadores  i  a  los  Sub- 
delegados, en  sus  arts.  131  i  157,  no  solo  la  facultad  que, 
conforme  al  art.  127  de  la  .Constitución,  les  incumbe  do 
presidir  las  sesiones  de  la  respectiva  Municipalidad,    si- 
no  también  la   de   votar  en  ellas.   La   Ici   orgánica  de 
Municipalidades  de  8  de  noviembre  de  1854,  confirmo 
esa  inconstitucionalidad,   haciendo  a  los  Gobernadores  i 
Subdelegados  verdaderos  miembros  de  las  Municipalida- 
des en  todo  i  por  todo.  La  circunstancia  de  ser  presiden- 
te de  un  cuerpo  no  implica  precisamente  la  idea  de  tener 
en  él  voto.    Así,  el  Presidente  de  la  República  preside 
las  sesiones  del  Consejo  de  Estado,  pero  no  vota  en  ellas. 
Así,  en  la  Gran  Bretaña,  la  Cámara  de  los  Comunes  es 
presidida  por  un  funcionario  que  se  llama  speaker^  i  que 
solo  vota  en  los  casos  de  empate. 

Consideramos,  pues,  perfectamente  fundadas  las  ob- 
servaciones que,  acerca  do  este  punto,  hizo  valer  el  señor 
don  Zorobabel  Rodríguez,  en  sesión  de  la  Cámara  de 
Diputados,  de  12  de  octubre  de  1875,  al  tiempo  de  dis- 
cutirse la  reforma  de  la  lei  de  Municipahdades  vijente.  ' 
La  Cámara  parece  que  pensó  de  la  misma  manera,  en  se- 
sión de  14  del  mismo  mes  i  ano,  acordando,  sin  oposición, 
suprimir  de  los  artículos  2.^  i  S,""  del  proyecto  en  deba- 
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te,  las  palabras  que  tenían  por  objeto  reconocer  al  Go- 
bernador i  al  Subdelegado  como  miembros  o  parte  com- 
ponente de  las  Municipalidades. 

Las  atribuciones  que  a  estos  funcionarios  correspon- 
den conforme  a  los  artículos  127  i  129  de  la  Constitución, 
son  mas  que  suficientes  para  que  vijilen  los  actos  de  las 
Municipalidades.  Pero  ni  aquél  ni  éste  los  declaran 
miembros  de  esas  corporaciones,  ni  les  conceden  voto  en 
sus  deliberaciones.  Esto  lo  ha  hecho  la  lei  simplemente, 
i  otra  lei  puede  deshacerlo  sin  inconveniente. 

Se  ha  pretendido  justificar  la  constitucionalidad  de 
los  preceptos  de  la  lei  del  réjimen  interior  i  de  la  do  8  de 
noviembre  de  1844,  que  confieren  voto  a  los  Gobernadores 
i  Subdelegados  en  las  Municipalidades  que  presiden,  i  a 
aquéllos  en  todas  las  que  hubiere  en  el  respectivo  depar- 
tamento, sosteniendo  que  la  Constitución  no  dice]que  esas 
corporaciones  se  compongan  solamente  dejlos  Alcaldes  i 
de  los  Rejidores,  i  que  desde  el  momento  que  éstos  for- 
man parte  de][ellas,  nada^hai  que  objetar  contra  las  leyes 
(pie  agregaron  otro  miembro  a  la  corporación. 

Con  semejante  modo  de  discurrir,  podria  justificarse 
la  constitucionalidad  |de  una  lei  que  prescribiera  que, 
ademas  de  los  Diputados  i  de  los  Senadores,  el  Con- 
greso se  compondría  también  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica i  de  los  Ministros.  Suponemos  que  nadie  aceptaría 
que  esto  último  fuera  lícito  para  la  lc¿\  i  debemos  conve- 
nir en  que  es  mal  modo  de  justificar  con  argumentos  se- 
mejantes, preceptos  legales  que  parece  se  han  empeñado 
en  desacreditar  nuestra  Constitución,  atribuyéndole  mas 
defectos  que  los  que  realmente  tiene. 

Art.   124 

La  elección  de  los  liejtdores  se  hará  "por  los  ciudadanos 
en  votación  directa^  i  en  la  Joi^ia  que  ijvevenga  la  leí  de 
decciones.    La  duración  de  estos  destinos  es  por  tres  años. 
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Aet.  125 


La  leí  (Jderminará  la  forma  de  la  elección  de  los  A/cal- 
des,  i  el  tiempo  de  sti  duración. 

La  Constitución  quiero  quo  los  Rejidores  sean  elejidos 
en  votación  directa  i  que  duren  tres  años  en  sus  destinos. 

Notemos  de  paso  quo  esta  palabra  i  la  de  empleos  de 
que  se  sirve  el  art.  130,  no  corresponden  a  la  idea  quo 
acerca  de  su  significado  se  tiene  do  ordinario.  El  destino 
o  empleo  es  considerado  como  ocupación  ^a^a^ía.  Así,  ja- 
más se  dice  que  los  Diputados  o  que  los  Municipales  son 
empleados.  Se  les  llama  funcionarios^  nó  empleados,  i  se 
dice  que  ejercen  cargos,  nó  destinos. 

En  cuanto  a  los  Alcaldes,  aun  cuando  son  Municipales 
como  los  Rejidores  con  arreglo  a  la  lei,  i  aunque  ejercen 
funciones  que  no  corresponden  a  éstos,  como  las  de  jueces 
de  policía  cuando  se  trata  de  contravenciones  a  ordenan- 
zas municipales  quo  no  estuvieren  clasificadas  como  fal- 
tas en  el  Código  Penal;  la  Constitución  no  quiso  deter- 
minar ni  la  forma  de  su  elección,  ni  la  duración  de  sus 
cargos,  sin  duda  para  que,  llegado  el  caso  de  crearse 
nuevos  departamentos  o  de  establecerse  Municipalidades 
en  otras  poblaciones,  pudiera  la  lei  obrar  con  entera  li- 
bertad, ora  estableciendo,  ínterin  llegara  el  momento  de 
verificar  una  elección  regular  i  ordinaria  de  Municipali- 
dad,"una  forma  especial  de  elección  de  los  Alcaldes,  ora 
asignando  una  duración  especial  a  estos  cargos. 

Se  sabe  que  los  Alcaldes  ejercen  varias  e  importantes 
funciones  entre  nosotros.  Aparte  de  la  de  jueces  de  poli- 
cía ya  indicada,  son  miembros  de  la  Comisión  de  Alcal- 
des, i,  en  tal  virtud,  les  competen  todas  las  atribuciones 
que  a  ellas  confiere  la  lei  orgánica  de  •  Municipalidades. 
Son  Jueces  de  1.*  instancia  en  los  departamentos  donde 
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no  hubiere  Juez  de  Letras,  coaforme  a  la  lei  orgánica 
de  Tribunales.  Intervienen  en  asuntos  electorales,  confor- 
me a  la  lei  de  elecciones  [de  12  de  noviembre  de  1874. 
Así,  la  Constitución  ha  creido  que  si  una  localidad  po- 
dria  durante  algún  tiempo  no  tener  Municipalidad,  sin 
mayor  inconveniente,  ello  no  sería  admisible  tratándose 
de  los  Alcaldes,  que  mas  de  una  vez  lejjes  especiales  han 
facultado  al  Presidente  de  la  República  para  nombrar  por 
un  tiempo  ^ieterminado. 

Esto  esplica  la  diferencia  que  la  Oonstitucion  ha  esta- 
blecido entre  el  caso  de  los  Rejidores  i  el  de  los  Alcal- 
des en  sus  arts.  124  i  125.  Desarrollando  el  primero,  ha 
dispuesto  la  lei  de  elecciones  de  1874  eii  su  art.  31,  que 
la  elección  de  los  Municipales  se  hace  en  toda  la  Repú- 
blica por  el  sistema  de  lista  incompleta  o  del  voto  limi- 
tado, que  hemos  esplicado  al  ocuparnos  de  los  arts.  18  i 
19  de  la  Constitución. 

De  entre  los  Municipales  electos  la  misma  Municipali- 
dad designa  tres  Alcaldes  en  su  primera  reunión,  confor- 
mo al  art.  2.*^  de  la  lei  orgánica^de  8  de  noviembre  de 
1854,  cuyo  estudio  completo  corresponde,  como  el  de  la 
lei  electoral,  el  de  la  del  réjimen  interior  i  el  de  la  do 
tantas  otras,  al  derecho  administrativo. 


Art.  126 


Para  ser  Alcalde  o  Rejidor^  se  requiere: 
1."^  Ciudadanía  en  ejercicio. 

2,""  Cinco  aflos,  a  lo  ménos^  de  vecindad  en  el  territorio 
de  la  Municipalidad. 

En  cuanto  al  primero  de  los  dos  requisitos  preceden- 
tes, nos  referimos  a  lo  dicho  respecto  del  inciso  I.''  del 
art.  21  de  la  Constitución.  No  se  exijo,  para  poder  ser 
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Municipal,  que  el  ciudadano  electo  esté  calificado^  aun 
cuando  constitucionalmente  así  debiera  ser. 

Con  referencia  al  segundo  de  dichos  requisitos,  basta 
leerlo  i  darse  cuenta  del  carácter  de  las  funciones  muni- 
cipales, que  son  estrictamente  locales^  para  comprender 
la  sólida  razón  en  que  se  apoya.  ¿Qué  conocimiento  pue- 
de tener  de  las  necesidades  de  un  Municipio  quien  no 
hubiere  estado  avecindado  en  él  durante  algún  tiempo? 

El  Consejo  de  Estado,  ejerciendo  las  funciones  que  le  ' 
encarga  el  art.  9.**  de  la  lei  orgánica  de  Municipalida- 
des, de  conocer  de  los  reclamos  que  se  interpusieren 
contra  los  acuerdos  de  los  Cabildos,  referentes  a  exclu- 
sión de  los  individuos  electos  Municipales,  ha  resuelto 
mas  de  una  vez  que  los  cinco  años  de  vecindad  que  la 
Constitución  exije  para  poder  ser  Municipal,  no  es  me- 
nester que  hayan  sido  continuos  ni  que  precedan  inme- 
diatamente al  momento  de  la  elección.  Reconociendo 
que  esas  resoluciones  se  conforman  con  la  regla  de  dere- 
cho de  que  no  es  lícito  al  Juez  distinguir  donde  la  lei  no 
distingue,  porque  realmente  no  distingue  el  inciso  2."* 
del  articulo  que  examinamos;  nos  permitimos  creer  que 
habrá  casos  en  que,  aplicando  esa  regla,  se  Uegaria  a  la 
conclusión  absurda  de  considerar  apto  para  Municipal  a 
un  individuo  que  nació  i  pasó  los  cinco  primeros  años  de 
su  vida  en  el  lugar  donde  se  le  elije,  de  donde  se  hubiere 
ausentado  en  la  infancia  i  adonde  hubiere  regresado  des- 
pués de  cuarenta  años  de  ausencia,  fpor  ejemplo.  ¿Qué 
conocimiento  personal  de  las  necesidades  de  ese  lugar 
podria  tener  un  individuo  colocado  en  tales  condiciones? 

Los  casos  que  pueden  ocurrir  en  la  práctica  no  son 
todos  idénticos.  Convendría  que  la  lei  los  precisara,  a]  fin 
de  evitar  el  peligro  de  que  el  Consejo  de  Estado  tuviera 
que  dar  en  ocasiones,  para  ser  consecuente,  algim  fallo 
poco  sostenible. 
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La  lei  orgánica  de  8  de  noviembre  de  1854  liabia  exi- 
jido  ademas,  en  su  art.  6.°,  la  edad  de  25  años  para  po- 
der ser  elejido  Municipal.  Agregó,  por  consiguiente,  una 
condición  mas  a  las  dos  establecidas  por  el  art.  126  de  la 
Constitución,  privando  así  de  lacacipadad  de  ser  elejidos 
a  los  varones  casados  de  21  años  que  reunieran  las  con- 
diciones requeridas  por  dicho  artículo.  Esta  inconstitucio- 
nalidad  fue  salvada  por  la  lei  de  9  de  octubre  de  1861, 
que,  en  su  artículo  primero,  suprimió  la  condición  de 
edad  indebidamentejCxijida  por  el  ¡Lejislador  de  1854. 
Hoi  rije  sin  agregaciones  el  precepto  constitucional. 


[  Art.  127  ) 


El  Goheimador  es  jefe  superior  de  las  3ínmctpalidades 
leí  departamento^  i  Presidente  de  la  que  existe  en  la  capi- 
tal. El  subdelegado  es  Presidente  de  la  Municipalidad  de 
su  respectiva  suhdelegacion. 

Los  arts.  79,  130,  131, 132  i  157  de  la  lei  del  réjimen  in- 
terior, i  el  31  de  la  lei  orgánica  de  Municipalidades  de- 
terminan la  intelijencia  de  este  artículo,  detallando  las    * 
atribuciones  que  en  conformidad  a  él  corresponden  al 
Gobernador  i  al  Subdelegado  en  sus  respectivos  casos. 

I  ya  que  aludimos  a  los  arts.  79  I  130  de  la  primera 
do  las  dos  leyes  citadas,  séanos  permitido  protestar  aquí, 
i  mui  enérjicamente,  contra  la  intelijencia  que  en  varios 
casos  les  ha  sido  atribuida  por  Intendentes  o  Goberna- 
dores que  se  han  creído  facultados  para  suspender  i 
mandar  formar  causa  a  los  Municipales,  por  faltas  gra- 
ves en  que  hubieren  incurrido  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. Semejante  intelijencia  dada  a  la  lei  del  réjimen 
interior  es  completamente  infundada  i  hasta  abusiva, 
pues  ella  no  confiere,  en  tal  caso,  tan  enorme  atribución 
ni  al  Intendente  ni  al  Gobernador.  Nó:  lo  que  dice,  i  do 
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un  modo  bien  claro,  es  que,  cuando  ese  caso  ocurriere, 
el  Gobernador  dé  cuenta  al  Intendente  i  éste  al  Ministerio 
del  Interior  para  que  el  Presidente  de  la  República  deter- 
mine lo  que  hallare  ser  conveniente.  Es,  pues,  a  este  fun- 
cionario, i  no  a  sus  subalternos,  a  quien  confiere  la  lei 
la  facultad  de  suspender  i  de  mandar  encausar  a  los  Mu- 
nicipales que  faltaren  gravemente  al  cumplimiento  de 
sus  deberes. 

Tan  evidente  es  lo  que  acabamos  de  decir,  que  no  se 
comprende  cómo  ha  podido  sostenerse  lo  contrario  i  pro- 
cederse  en  un  sentido  opuesto  a  la  letra  de  la  lei  misma. 
No  ha  bastado  que  esa  lei,  como  tantas  otras,  haya  agra- 
vado los  defectos  de  nuestra  Constitución  i  la  haya  vio- 
lado mas  de  una  vez,  consignando  preceptos  que  aquélla 
rechaza;  sino  que  todavía  ha  querido  suponerse  que  la 
lei  decia  lo  que  no  dice,  haciéndola  aun  peor  de  lo  que 
es  en  realidad. 

Art.  128 

\ 

Corresponde  a  las  Municipalidades  en  sus  territorios: 

1°  Cuidar  de  la  policía  de  salubridad^  comodidad^  orna- 
to i  recreo, 

2.^  Promover  la  educación^  la  agricultura,  la  industria  i 
el  comercio.  ^. 

3.°   Cuidar  de  las  escuelas  primarias  i  demás  establecí-  — 
mientos  de  educación  que  se  paguen  de  fondos  municipales. 

4.°   Cuidar  de  los  hospitales,  hospicios,    casas  de  espósi- /         ^'] 
tos^  cárceles^  casas  de  corrección,  i  demás  establecimientos^  i  •'  *   ■ ' 
de  beneficencia,  bajo  las  reglas  que  se  2)rescriban. 

5.^  Cuidar  de  la  construcción  i  reparación  de  los  caminos^ 
calzadas,  puentes  i  de  todas  las  obras  públicas  de  necesidad.^ 
utilidad  i  ornato  que  se  costeen  con  Jondos  municipales. 

6.°  Administrar  e  invertir  los  caudales  de  propios  i  ar- 
bitrios, conforme  a  las  reglas  que  dictare  la  lei. 

TOMO  n  88 
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7.^  Hacer  el  repartimiento  de  las  contribuciones^  reclutas 
i  reemplazos  que  hubiesen  cabido  al  territorio  de  la  Muñí" 
eipalidad^  en  los  casos  en  que  la  lei  no  lo  haya  cometido  a 
otra  autoridad^  o  personas, 

8.^  Dirijir  al  Congreso  en  cada,  año,  por  el  conducto  del 
Intendente  i  del  Presidente  de  la  República^  las  peticiones 
que  tuvieren  por  conveniente,  ya  sea  sobre  objetos  relativos 
al  hienjeneral  del  Estado,  o  al  particular  del  departamen- 
tOy  especialmente  para  establecer  p/opios,  i  ocurrir  a  los 
gastos  estraordinarios  que  exijiesen  las  obras  nuevas  de  ttii- 
lidad  común  del  departamento^  o  la  reparación  de  las  anti" 
guas. 

9.**  Proponer  al  Gobierno  Supremo^  o  al  superior  de  la 
'provincia^  o  al  del  departamento,  las  medidas  administra- 
tivas conducentes  al  bienjeneral  del  mismo  departamento. 

10!"  ForTnar  las' ordenanzas  municipales  sobre  estos  obje- 
tos, i  presentarlas  por  el  conducto  del  Intendente  al  Presi- 
dente de  la  República  para  su  aproba^cion  con  audiencia 
del  Consejo  de  Estado. 

En  cuanto  al  primer  inciso  de  la  precedente  enume- 
ración,  hemos  observado  ya,  al  ocuparnos  de  la  parte 
l&J"  del  art.  82,  que  él  no  confiere  a  las  Municipalidades 
facultad  alguna  en  lo  referente  a  la  policía  de  segicridad^ 
i  que  aun  cuando  la  lei  orgánica  de  1854  les  concede 
atribuciones  en  la  materia,  ha  cuidado  de  hacerlo  de  tal 
manera  que  la  dirección  superior  de  la  fuerza  de  policía 
esté  siempre  encomendada  a  funcionarios  nombrados  por 
el  Ejecutivo. 

La  policía  de  seguridad,  considerada  como  medio  de 
conservar  el  orden  público^  debe  estar  confiada  al  Presi- 
dente de  la  República  i  a  sus  ajentes,  que  responden  de 
él  en  todo  sentido.  Gomo  medio  de  precaver  accidentes,  ca- 
lamidades u  otj-a  clase  de  daños,  puede  encargarse  sin  in- 
conveniente alguno  a  las  Municipalidades. 

Preciso  es   tener  presente,  sin  embargo,  que  la  lei  de 
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9  de  octubre  de  1861,  en  la  parte  que  ha  reemplazado  al 
antiguo  art.  103  de  la  lei  orgánica  de  1854,  dispone  que 
son  materia  de  ordenanzas  municipales  las  resoluciones 
que  establecen  reglas  respecto  a  la  policía  local  de  salu- 
bridad, huen  órden^  seguridad^  etc.,  cuando  impusieren  a 
los  ciudadanos  deberes  cuya  infracción  se  sujetase  a  re- 
presión penal,  i  que  son  también  materia  de  tales  orde- 
nanzas las  resoluciones  que  establezcan  reglas  restrin- 
jiendo  el  uso  de  la  libertad  personal,  o  el  libre  ejercicio 
de  una  profesión  o  industria  o  el  libre  uso  de  la  pro- 
piedad. 

Estas  disposiciones  que  la  lei  de  1861  ha  conserva- 
do de  las  que  consignaba  el  primitivo  art.  103  de  la  lei 
de  8  [do  noviembre  de  1854,  han  producido  en  la  prác- 
tica perniciosos  resultados.  Apoyándose  en  la  segun- 
da de  ellas,  las  Municipalidades  se  han  creido  fa- 
cultadas para  restrinjir  el  libre  ejercicio  de  industrias, 
como  las  de  los  empresarios  de  carruajes,  destinados  al 
servicio  público,  limitando  la  remuneración  que  pueden 
exijir  por  el  servicio  que  prestan  al  pasajero;  i  aun  han 
pretendido,  como  intentó  hacerlo  la  de  Valparaíso  hace 
pocos  años,  sujetar  a  tarifa  los  servicios  de  los  médicos. 

El  medio  de  salvar  esos  inconvenientes  i  de  poner  coto 
al  abuso  de  que  las  Municipalidades  continúen  arrogán- 
dose semejantes  atribuciones,  i  aun  la  de  imponer  ver- 
daderas contribuciones  locales  por  medio  de  ordenanzas, 
sin  que  exista  lei  alguna  que  autorice  semejantes  atrope- 
llos notoriamente  inconstitucionales;  sería  limitar  la  inte- 
lijencia  que  se  ha  dado  a  las  leyes  citadas  solo  a  aquello 
que  fuere,  propiamente  hablando,  materia  de  policía  local. 
Está  bien  qu©  una  ordenanza  municipal  limite  el  ejerci- 
cio de  una  profesión  o  industria,  que  limite  la  hbertad 
individual  o  el  libre  uso  de  la  propiedad,  cuando  así  lo 
exíjiere  la  seguridad  o  la  salubridad  del  Municipio;  pero 
en  verdad  que  no  se  comprende  en  qué  sentido  la  segu- 
ridad o  la  salubridad  de  los  habitantes  de  Santiago,  han 
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podido  hacer  necesario  que  los  empresarios  de  carruajes, 
por  ejemplo,  estén  sujetos  a  una  tarifa  fija  e  invariable. 
Con  este  ohjeto,  i  ya  que  se  ha  dado  a  las  leyes  de 
1854  i  de  1801  antes  citadas,  una  interpretación  verda- 
deramente inaceptable,  convendría  reformarlas  en  el  sen- 
tido que  propuso  a  la  Cámara  de  Diputados  su  Comi- 
sión de  Constitución  en  15  de  junio  de  1875-,  en  el  infor- 
me que  para  ella  tuvimos  la  honra  de  redactar  en  aquella 
ocasión,  i  que  se  rejistra  en  la  páj.  135  del  Boletjn  de 
Sesiones  ordinarias  de  dicha  Cámara,  correspondiente  a 

aquel  año. 

o 

o  e 

Al  ocuparnos  de  la  parte  21.*  del  art.  82  de  la  Consti- 
tución, hemos  dicho  ya  cuáles  son  las  autoridades  que 
pueden  dictar  disposiciones  de  policía  en  el  territorio  de 
la  República. 

o 
o  o 

Con  el  objeto  de  conseguir  que  alguna  vez  se  dé  cum- 
plimiento a  las  disposiciones  contenidas  en  los  incisos 
1.°,  2.*",  3.'',  á.""  i  5."*  del  artículo  que  examinamos,  presen- 
tamos a  la  Comisión  especial  de  Hacienda  de  la  Cámara 
de  Diputados,  el  17  de  abril  de  1878,  el  proyecto  de  des- 
centralización que  publicamos  entre  los  anexos  (1),  como 
medio  de  dar  a  conocer  nuestras  ideas  acerca  de  por 
quiénes  i  cómo  deben  ser  atendidos  los  servicios  a  que 
dichos  incisos  se  refieren.  Mientras  las  Municipahdades 
no  tengan  recursos  propios;  mientras  no  formen  por  sí 
mismas  los  presupuestos  de  sus  gastos  i  de  sus  entra- 
das, i  mientras  los  Municipales  no  sean  verdaderamente 
responsables  de  la  inversión  indebida  de  los  fondos  de  la 
corporación  i  de  los  contratos  que  autorizaren,  no  llegará 


(1)  Anexo  núm.  9. 
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el  día  en  que  puedan  ejercer  debidamente  las  atribucio- 
nes que  les  corresponden  conforme  a  los  cinco  mencio- 
nados incisos.  I  para  que  eso  dia  llegue  i  para  que  ad- 
quieran los  Cabildos  la  importancia  que  deben  tener,  no 
es  necesario  reformar  la  Constitución.  Nó:  bastaría  re- 
formar la  restrictiva  lei  de  8  do  noviembre  de  1854  en 
el  sentido  propuesto  en  el  informe  a  que  mas  arriba  he- 
mos aludido,  i  en  otros  proyectos  que  han  sido  someti- 
dos a  la  deliberación  del  Congreso. 

La  verdad  es  que,  dentro  de  las  disposiciones  que  con- 
tienen los  arts.  122  a  130  de  la  Constitución,  cabe  dar  a 
las  Municipalidades  un  grado  de  autonomía  local  i  de  in- 
dependencia, de  que  actualmente  carecen,  como  también 
ensanchar  su  esfera  de  acción,  hoi  tan  exajeradamente 
centralizada  por  la  lei. 

Mientras  las  Municipalidades  carezcan  de  fondos,  ca- 
recerán también  de  vida  propia.  Ello  es  evidente. 

o 
o  o 

El  inciso  6.**  del  art.  128  se  refiero  en  todo  a  la  lei. 
Nos  referimos  también  nosotros  a  los  títulos  VII  i  VIII 
de  la  de  8  de  noviembre  de  1854,  que  detallan  las  reglas 
a  que  deben  sujetarse  las  Municipalidades  en  la  admi- 
nistracion  de  sus  bienes  i  rentas^  i  en  su  inversión  i  contabi- 
lidad. 

o 
o  » 

Propios  son,  según  Escriche,  las  heredades,  dehesas, 
casas  u  otros  cualesquiera  bienes  que  tiene  un  Munici- 
pio para  sus  gastos;  i  arbitrios^  según  el  Diccionario  de 
la  Academia  Española,  son  los  derechos  que  los  pueblos 
imponen,  con  competente  facultad,  sobre  ciertos  j eneros 
o  ramos,  para  satisfacer  sus  cargas  o  cubrir  sus  gastos. 
Los  arbitrios,  en  un  sentido  mas  lato,  son  las  contribu- 
ciones municipales,  en  contraposición  a  las  fiscales. 

o 
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Cou  relación  al  inciso  7.**  del  art.  128  solo  tenemos 
que  recordar  que,  al  ocuparnos  del  inciso  3.**  del  art.  12, 
hemos  dicho  ya  que 'entre  nosotros  no  existe  el  sistema 
de  enganches  forzosos  para  el  ejército  i  la  armada,  ni,  por 
consiguiente,  el  de  reemplazos,  que  es  su  consecuencia. 
Aunque  la  lei  puede  crearlo  constitucionalmente,  hasta 
ahora  no  ha  sido  menester  plantear,  para  la  fuerza  de  lí- 
nea, sino  el  sistema  de  enganches  voluntarios. 

En  cuanto  al  repartimiento  de  las  contribuciones  di- 
rectas de  repartición^  que  son  las  únicas  susceptibles  de 
ser  repartidas^  las  leyes  que  han  creado  i  modificado  el 
impuesto  agrícola,  único  de  esa  clase  que  exists  entre 
nosotros,  han  cometido  en  realidad  a  juntas  o  comisiones 
avaluadoras  la  distribución  de  la  suma  fija  que  dicho 
impuesto  debe  producir.  En  los  impuestos  indirectos  i 
en  los  directos  de  cuota^  no  cabo  repartición. 


o 
o  o 


En  el  inciso  8.°  del  art.  128,  que  reconoce  a  favor  de 
las  Municipalidades  la  facultad  de  dirijir  en  cada  año  al 
Congreso  las  peticiones  que  tuvieren  por  conveniente, 
ya  sea  sobre  objetos  relativos  al  bien  jeneral  del  Estado 
o  al  particular  del  departamento,  se  limita  el  ejercicio  de 
ella,  determinando  que  dichas  peticiones  sean  elevadas 
por  conducto  del  Intendente  i  del  Presidente  de  la  Re- 
pública. No  nos  damos  cuenta  del  fundamento  en  que 
descansa  esta  limitación.  Si  ella  importa  un  mero  trámi- 
te, \.i  lio  de  que  el  Presidente  i  el  Intendente  tengan  co- 
ñac i  nuento  de  lo  que  pide  una  Municipalidad,  pero  de- 
bieudü  ellos,  en  todo  evento,  i  sea  cual  fuere  el  juicio 
fiuo  los  mereciere  la  petición,  darle  curso  i  elevarla  al 
Congreso;  creemos  que  la  limitación  indicada  es  inocen- 
te^ pero  que,  a  decir  verdad,  ella  no  es  materia  propia  de 
una  Constitución.  Si,  por  el  contrario,  ella  significa  que 
t*l  Presidente  o  el  Intendente  pueden  retener  la  petición, 
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cuando  no  fueren  de  la  misma  opinión  que  la  Municipa- 
lidad; entonces  nos  parece  que  no  hai  razón  que  justifi- 
que una  limitación  que  a  nada  conduce,  desde  que  el  de- 
recho que  se  negara  a  la  corporación,  no  podría  negarse 
a  todos  i  a  cada  uno  de  los  miembros  que  la  forman,  i 
ese  derecho  no  tiene,  respecto  de  éstos,  otra  limitación 
que  la  de  proceder  en  términos  respetuosos  i  convenien- 
tes, conforme  al  párrafo  4.^  del  inciso  6.^  del  art.  12  de 
la  Constitución. 

El  inciso  que  en  este  momento  nos  ocupa  quiere  que 
sean  dirijidas  al  Congreso  especialmente  las  peticiones 
municipales  que  tuvieren  por  objeto:  1.*"  el  estableci- 
miento de  propios;  i  2.°  la  necesidad  de  ocurrir  a  gastos 
estraordinarios  exijidos  por  la  construcción  de  obras 
nuevas  de  utilidad  común  del  departamento,  o  por  la  re- 
paración de  las  antiguas. 

Por  lo  que  toca  a  lo  primero,  es  evidente  que  la  Cons- 
titución ha  empleado  equivocadamente  la  palabra  propios 
en  el  inciso  8.°  del  art.  128.  Si  \ob  propios  soi\  Vds  hereda- 
des u  otros  bienes  que  poseen  las  Municipalidades,  es  cla- 
ro que  ellos  no  se  establecen  ni  se  crean  ^or  lei.  Lo  que 
ha  querido  decirse,  sin  duda,  es  que  deben  dirijirse  al 
Congreso  las  solicitudes  que  tengan  por  objeto  crear  ar- 
bitrios o  contribuciones  municipales.  En  Chile  no  gozan 
las  Municipalidades,  como  en  Inglaterra  las  asambleas 
de  los  jueces  de  paz,  de  la  facultad  de  votar  los  impues- 
tos locales  del  Municipio.  Todo  impuesto  entre  nosotros, 
seajeneral  o  local,  debe  ser  votado  por  el  Congreso  o 
autorizado  por  la  lei^  conforme  a  los  arts.  148  i  149  de  la 
Constitución,  según  lo  hemos  esplicado  ya  al  estudiar  el 
inciso  1.^  del  art  37  (1). 

Respecto  a  las  peticiones  que  tuvieren  por  objeto  ocu- 
rrir a  gastos  estraordinarios  exijidos  ^or  la  construcción 


(1)  Véanse  páji.  138  i  pígaientcB,  Ioa:o  I. 
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de  obras  nuevas  o  por  la  reparación  de  las  antiguas,  la 
Constitución  exijo  que  sean  dirijidas  al  Congreso.  Lue- 
go, es  evidente  que  cuando  se  tratare  de  proporcionarse 
fondos  para  ocurrir  a  tales  gastos,  por  medio  de  emprés- 
titos^ éstos  deberian  ser  autorizados  por  el  Congreso,  i  nó 
por  decreto  del  Presidente  de  la  Kepública,  como  incons- 
titucionalmente  lo  determina  el  art.  79  de  la  lei  orgánica 
de  8  de  noviembre  do  1854. 

Conforme  a  ese  artículo,  «cuando  la  ejecución  de  obras 
de  conocida  utilidad  decida  a  la  Municipalidad  a  levan- 
tar empréstito^  deberá,  al  tiempo  de  acordarlo,  fijar  sus 
condiciones,  determinar  el  fondo  destinado  a  la  amortiza- 
ción i  obtener  autorización  del  Presidente  de  la  República^ 
pudiendo  levantarlo  aquélla  en  la  cantidad  necesaria  pa- 
ra la  urjencia  que  lo  motive,  por  el  voto  conforme  délos 
dos  tercios  de  los  Municipales  presentes  al  acuerdo,  cuan- 
do una  calamidad  pública  u  otras  circunstancias  graves 
i  estraordinarias  así  lo  exijieren». 

Según  esto,  la  contratación  de  un  empréstito  munici- 
pal destinado  a  ejecutar  obras  de  conocida  utilidad,  solo 
requiere  la  autorización  del  Presidente  de  la  Eepública,  con 
arreglo  a  la  lei  citada;  apesar  de  que,  conforme  a  la 
Constitución,  la  petición  de  fondos,  sin  distinción  algu- 
na, destinados  a  hacer  frente  a  gastos  estraordinarios  exi- 
jidos  por  la  construcción  de  obras  nuevas  de  utilidad  común 
del  departamento  o  por  la  reparación  de  las  antiguas,  de- 
be ser  dirijida  al  Congreso, 

Luego,  la  contradicion  entre  la  lei  vijente  i  la  Cons- 
titución no  puede  ser  mas  patente.  Esta,  que  ha  reser- 
vado a  la  lei  la  facultad  de  imponer  contribuciones,  sea 
cual  fuere  su  naturaleza  o  alcance,  ha  querido  reservar 
también  al  Congreso  la  facultad  de  autorizar  la  contra- 
tación de  empréstitos  o  de  deudas^  sea  también  cual  fuere 
su  naturaleza  o  alcance.  I  la  razón  es  obvia.  Nada  se 
avanzarla  con  privar  a  una  Municipalidad  de  la  atribu- 
ción de  crear  impuestos  locales,    sin   intervención  del 
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Congreso,  si  se  la  dejare  en  libertad  para  contraer  deu- 
das o  levantar  empréstitos  sin  esa  misma  intervención. 
La  Municipalidad,  imposibilitada  para  proporcionarse  re- 
cursos por  medio  de  la  creación  de  impuestos  locales  o 
arbitrios,  levantaría  un  empréstito  con  autorización  del 
Presidente  de  la  República.  Contratado  el  emprésti- 
to 6  invertidos  los  fondos  que  mediante  él  hubiere  reci- 
do  la  Municipalidad,  ésta  tendría  necesidad  de  nuevas 
contribuciones  destinadas  a  proporcionarle  recursos  para 
pagarlo.  Con  tal  objeto  se  dirijiria  al  Congreso  i  le  haría 
la  forzosa,  a  nombre  de  la  necesidad  de  pagar  lo  que  de- 
be i  para  salvarse  del  cargo  de  deudor  moroso  e  infor- 
mal. En  tal  situación,  difícil  sería  que  el  Congreso  se 
negara  a  votar  las  contribuciones  locales  que  la  Munici- 
palidad indicara  como  indispensables*  para  la  satisfac- 
ción de  tan  imperiosa  necesidad. 

Es  por  esto  que  nuestro  amigo  i  colega  de  Comisión, 
el  señor  don  José  Bernardo  Lira,  i  nosotros  no  acep- 
tábamos en  1875  el  inciso  13."*  del  art.  29  del  proyec- 
to de  reforma  de  la  lei  orgánica  de  Municipalidades, 
a  que  se  refiere  el  informe  a  que  mas  arriba  hemos 
aludido. — Ese  proyecto  quiso  dar  a  las  Municipalida- 
des la  facultad  de  contratar  empréstitos  por  si  solas^ 
acordándolo  así  por  las  tres  cuartas  partes  del  núme- 
ro de  miembros  de  que  legalmente  deba  componerse 
la  corporación.  Nosotros  pensábamos,  i  pensamos  to- 
davía, que  una  disposición  de  esa  especie  sería  tan  in- 
constitucional como  el  art.  79  de  la  lei  vijente,  porque 
arrebataría  al  Congreso  la  intervención  que  la  Carta 
Fundamental  le  confiere  en  tales  asuntos.  I  es  por  esto 
que,  a  nombre  del  señor  Lira  i  en  el  nuestro,  nos  opusi- 
mos en  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  4  de  no- 
viembre de  1 875,  a  la  aprobación  del  recordado  inciso 
13  del  art.  29  del  proyecto  sobredicho.  A  consecuencia 
de  nuestra  oposición,  el  inciso  citado  quedó  para  segun- 
da discusión,  conjuntamente  con  la  indicación  que  tuvi- 
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mos  la  honra  de  formular  i  que  dice  así:  «(Corres- 
ponde a  las  Municipalidades)  Proponer  al  Conrjreso  la 
contratación  de  empréstitos  i  las  condiciones  bajo  las 
cuales  hayan  de  contratarse.  Sin  embargo,  en  caso 
de  una  calamidad  pública  a  que  atender  u  otras  cir- 
cunstancias graves  i  estraordinarias,  podrá  la  Muni- 
cipalidad levantar  empréstitos  en  la  cantidad  nece- 
saria para  la  uij  encía  que  los  motive,  acordándolo  así 
por  los  dos  tercios  de  los  Municipales  presentes  al 
acuerdóla. 

La  segunda  discusión  del  inciso  objetado^por  nosotros 
i  la  de  nuestra  indicación  no  han  tenido  lugar  hasta  la» 
fecha. 

Nuestra  indicación  tenia  por  objeto,  como  es  fácil  no- 
tarlo, dar  cumplimiento  a  un  mandato  constitucional, 
derogando  un  precepto  legal  que  está  en  abierta  pugna 
con  aquél  i  que  ha  establecido  un  sistema  perverso  en  la 
práctica,  porque  no  es  garantía  seria  ni  eficaz  la  aproba- 
ción do  los  empréstitos  numicipales  por  el  Presidente  de 
la  República.  ¿Cuántos  inútiles  ha  autorizado  este  fun- 
cionario? ¿Hai  lójica,  siquiera,  en  prohibirle  contraer 
deudas ^ca/e5,  i  en  facultarle  para  autorizar  empréstitos 
municipales? 

En  todo  caso,  si  hubiera  de  mantenerse  un  sis- 
tema inconstitucional,  preferiríamos  el  proyecto  de 
nuestros  colegas  de  la  mayoría  de  la  Comisión,  en  la 
parte  impugnada  por  nosotros,  al  art.  79  de  la  lei  vi- 
jente. 

En  todo  aquello  que  quepa  dentro  de  la  Constitución 
no  tuvimos  inconveniente  para  opinar  porque  se  diera 
completa  independencia  i  libertad  de  acción  a  las  Muni- 
cipalidades. Por  eso  aceptábamos  sin  dificultad  que  for- 
maran sus  presupuestos  sin  intervención  alguna  del 
Ejecutivo,  pues  de  tales  presupuestos  no  dice  la  Carta  • 
Fundamental  una  sola  palabra.  No  sucede  igual  cosa  en 
materia  de  contribuciones  i  de  empréstitos  municipales^ 
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sujetos  por  aquélla  a  las  mismas  reglas  que  los  fisca- 
les. 

o 


El  inciso  9.*"  del  art.  128  no  ha  sujerido  cuestiones  en 
la  práctica,  ni  se  concibe  que  las  sujiera,  desdo  que  la 
facultad  que  confiere  a  las  Municipalidades  es  solo  la  de 
proponer.  Observaremos,  sin  embargo,  qne,  tratándose 
de  medidas  que  no  sean  administratioas — que  son  a  las 
que  se  refiere  el  inciso — sino  de  tnatertas  de  leí,  va  jene- 
ralizándose  la  práctica  de  que  aquellas  corporaciones  vo- 
ten proyectos  de  acuerdo,  en  que  manifiesten,  a  los  Sena- 
dores de  la  provincia  i  a  los  Diputados  del  departamento, 
su  deseo  de  que  presenten  al  Congreso  proyectos  de  lei 
con  un  objeto  i  en  un  sentido  conformes  con  las  aspira- 
ciones del  Municipio. 

Dice,  finalmente,  el  inciso  10.*  del  art.  128,  que  corres- 
ponde a  las  Municipalidades  formar  las  ordenanzas  mu- 
nicipales sohre  estos  ohjefos^  i  presentarlas  por  el^conduc- 
to  del  Intendente  al  Presidente  de  la  República  para  su 
aprobación  con  audiencia  del  Consejo  de  Estado.  ¿Qué 
significan  las  palabras  sohre  estos  objetos^  que  emplea  el 
inciso?  No  siendo  posible  suponer  siquiera  que  se  refie- 
ran a  todos  los  que  detallan  los  nueve  incisos  preceden- 
tes, porque  de  ello  resultaría  que  serian  materia  de  orde- 
nanzas todas  las  resoluciones  municipales,  inclusive  los 
simples  acuerdos  que  tuvieran  por  oh]^to  pedir  o  propo- 
ner, como  son  los  previstos  en  los  incisos  8.*"  i  9.**  de  la 
enumeración  contenida  en  el  art.  128 — lo  que  sería  ver- 
daderamente absurdo; — i  estableciendo  mas  adelante  la 
misma  Constitución,  en  el  art'.  129,  que  puede  haber  otra 
clase  de  acuerdos  o  resoluciones;  es  forzoso  llegar  a  la 
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conclusión  de  que  a  la  leí  corresponde  determinar  cuáles 
son  las  materias  de  ordenanza  municipal.  Así  lo  hizo,  en 
efecto,  la  lei  de  8  de  noviembre  de  1854  en  su  art.  103,  i 
lo  hace  la  de  9  de  octubre  de  1861,  que  modificó  ese 
artículo.  Ambas  determinan  que  las  resoluciones  de  las 
Municipalidades  son  de  tres  clases:  ordenanzas^  reglamen- 
tos i  acuerdos^  i  detallan  cuáles  son  las  materias  de  cada 
una  de  ellas,  habiendo  la  segunda  de  dichas  leyes  redu- 
cido a  cuatro  los  siete  incisos  que,  conforme  a  la  prime- 
ra, consignaban  las  materias  de  ordenanza. 

Queda,  pues,  en  este  punto  un  vasto  campo  entregado 
a  la  acción  de  la  lei.  Animada  ésta  de  un  buen  espíritu, 
puede  reducir  las  materias  de  ordenanza,  i  reducir,  por 
consiguiente,  el  número  de  asuntos  de  interés  local  en 
los  cuales  es  constitucionalmente  indispensable  la  apro- 
bación del  Presidente  de  la  República,  que  la  Carta  Fun- 
damental requiere  únicamente  para  las  ordenanzas  muni- 
cipales. 


/  Art.  129 


Ningim  acuerdo  o  resolución  de  la  Municipalidad  que  no 
sea  observancia  de  las  reglas  estahleaidas^  podrá  llevarse  a 
ej-ecto^  sin  ponerse  en  noticih  del  Gobernador^  o  del  Subde- 
legado en  su  caso^  quien  podrá  suspendei*  su  ejex*MCÍon^  si 
encentrare  que  ella  perjudica  al  orden  público. 

Este  artículo  confiere  a  los  ajentes  del  Ejecutivo  la 
importante  atribución  de  suspender  o,  como  vulgarmen- 
te se  dice,  de  vetar  las  resoluciones  municipales,  ¡que  no 
fueren  observancia  de  las  reglas  establecidas^  «esto  es,  que 
que  no  sean  manifiesta  i  exactamente  conformes  a  la  le- 
tra de  las  leyes  i  ordenanzas  municipales^),  según  la  in- 
terpretación que  a  las  palabras  escritas  en  bastardilla  dá 
el  art.  133  de  la  lei  del  réjimen  interior. 
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A  propósito  de  este  punto  el  señor  don  Manuel  Montt 
dijo,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  [de  24  de 
agosto  de  1849,  que  <rpor  regla  establecida  no  entiende 
la  Constitución  lo  que  exije  la  conveniencia  jeneral  en- 
tendida de  la  manera  que  a  cada  cual  le  sujiera  su  juicio 
privado  o  sus  afecciones  personales:  no  llama  regla  es- 
tablecida lo  que  se  ha  hecho  ^3n  uno  o  muchos  casos  par- 
ticulare?t,  sino  lo  que  está  escrito  espresa  i  literalmente 
en  alguna  lei».  I,  después  de  recordar  el  artículo  ya  ci- 
tado de  la  lei  del  réjimen  interior,  agregaba  el  señor 
Montt:  «Véase,  pues,  que  la  lei  no  permite  a  las  Mu- 
nicipalidades ejecutar  contra  la  voluntad  de  su  Presiden- 
te aquellas  resoluciones  que  no  sean  manifiesta  i  exacta- 
mente conformes  a  la  letra  de  las  leyes  i  ordenanzas  mu- 
nicipales. No  hai,  pues,  que  buscar  en  el  espíritu  de  las 
disposiciones  legales,  razones  de  conveniencia  pública  u 
otras  de  naturaleza  mas  o  menos  especiosa:  toda  inter- 
pretación, toda  deducción  queda  escluida,  i  es  preciso  la 
letra  espresa  i  literal  de  la  lei  para  que  el  derecho  de  la 
Municipalidad  sea  espedito  i  fundado.  Imposible  sería 
emplear  espresiones  mas  significativas  i  propias  para 
cerrar  la  puerta  a  la  arbitrariedad  i  a  la  arrogación  in- 
debida de  facultades  por  parte  de  los  Cabildos^. 

En  buenos  términos,  no  debe  la  Municipalidad  llevar 
a  efecto  ninguna  resolupion  acordada  por  ella,  sin  que 
previamente  la  conozca  su  Presidente,  puesto  que  a  ésto 
encarga  el  art.  31  de  la  lei  de  8  de  noviembre  de  1854, 
en  su  inciso  2.**,  «la  ejecución  de  todas  las  ordenanzas,  re-» 
glamentos  i  acuerdos  municipales».  Si  la  resolución  fue- 
re ajustada  a  la  lei,  es  claro  que  no  merecerá  observa- 
ción; si  fuere  contraria  a  ella,  llegaría  el  caso  previste? 
en  la  segunda  parte  del  art.  129,  de  que  fuera  suspendida 
su  ejecución  por  ser  contraria  al  orden  público; -porque  es 
contrario  a  éste  lo  que  lo  fuere  a  la  Constitución,  a 
las  leyes  o  a  decisiones  dictadas  por  autoridad  compe- 
tente. 
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Como  la  Constitución  no  defino  lo  que  entiendo  por 
orden  público  ni  determina  cuáles  son  los  efectos  del  veto 
♦suspensivo  que  concede  a  los  presidentes  de  las  Munici- 
palidades en  el  art.  129,  la  lei  orgánica  ha  resuelto  ám- 
J)as  cuestiones  en  la  forma  que  pasamos  a  esponer   (1). 

8i,  al  tomar  en  consideración  un  acuerdo  o  resolución 
municipal,  sea  para  promulgarlo  o  para  ejecutarlo,  el 
Grobernador  o  Subdelegado  reconociere:  1."  oque  es  con- 
trario a  las  lej^es;  2."*  o  que  es  contrario  a  las  disposicio- 
nes vijentes  dictadas  por  autoridad  competente;  3.'' o  que 
recae  sobre  materia  que  no  es  de  la  competencia  de  la 
Municipalidad;  i  4.''  o  que  es  notoriamente  perjudicial  a 
la  localidad;  suspenderá  la  promulgación  o  ejecución,  i 
lo  devolverá  con  sus  observaciones  a  la  Municipalidad 
2>ara  que  lo  reconsidere. 

La  lei,  como  se  vé,  considera  que  una  resolución  mu- 
nicipal perjudica  al  orden  público  en  cualquiera  de  los 
cuatro  casos  que  quedan  especificados,  i  de  los  cuales  los 
tres  primeros  podrían  mui  bien  refundirse  en  uno  solo: 
el  caso  en  que  las  resoluciones  o  acuerdos  municipales 
fueren  contrarios  a  la  Constitución,  a  las  leyes,  a  decre- 
tos o  a  sentencias  dictadas  por  autoridad  competente. 

Pero  los  efectos  del  veto  suspensivo  del  Gobernador  o 
Subdelegado  no  son  idénticos  en  el  cuarto  caso — el  de  ser 
el  acuerdo  notoriamente  perjudicial  a  la  localidad — a  los 
que  produce  en  los  tres  primeros.  Así,  la  lei  orgánica  dis- 
pone: que,  devuelta  la  resolución  municipal  por  el  Gober- 
tiador  o  Subdelegado,  la  Municipalidad  necesita  para  in- 
sistir en  ella  de  la  maj^'oría  de  los  dos  tercio^  de  sus  miem- 
bros presentes,  i  agrega  que  si  ésta  insiste  en  un  acuerdo 
•bjetado  de  ilegal  o  de  haberse  celebrado  sin  competencia^ 
el  Gobernador  o  Subdelegado  elevará  el  negocio  al  Go- 
bierno para  que  resuelva  con  acuerdo  del  Consejo  de 


(1)  Articule  33,  leí  de  8  de  noviembre  de  1854. 
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Estado  (1).  Mas  la  lei  no  dice  qué  suerte  corre  el  acuer- 
do objetado  por  ser  notoriamente  perjudicial  a  la  localidad^ 
cuando  la  Municipalidad  insistiere  en  él  por  la  mayoría 
indicada.  No  ordena  que  en  este  caso  se  eleve  el  negocio 
al  Gobierno  para  que  resuelva,  como  en  los  otros  tres,  que 
quedan  comprendidos  en  las  espresiones  de  ilegales  o  de 
celebrados  sin  competencia.  Parece,  pues,  que  en  el  caso 
de  insistencia  por  parte  de  la  corporación  en  un  acuerdo 
que  se  objeta  como  perjudicial^  pero  no  como  ilegal^  ha 
querido  la  lei  que  prevalezca  el  voto  de  la  Municipali- 
dad i  que  se  lleve  a  efecto  lo  resuelto  por  ella. 

I  es  natural  que  así  sea.  Si  el  Gobierno  central  puede 
ser  mas  competente  que  las  Municipalidades  para  apre- 
ciar lo  que  es  o  no  es  conjorme  a  las  leyes^  no  es  mas  ap- 
to que  ellas  para  decidir  qué  es  lo  que  conviene  o  no  con- 
viene  a  los  intereses  de  una  localidad.  Los  Municipales, 
vecinos  de  ésta,  deben  estar  mas  al  cabo  que  nadie  de 
lo  que  puede  convenirle  o  perjudicarle.  I,  si  no  lo  estu- 
vieran, culpa  sería  de  los  ciudadanos  que  elijieron  hom- 
bres ineptos  para  formar  el  cuerpo  municipal  respectivo. 
Ni  sería  aceptable  ante  los  buenos  principios,  ni  confor- 
me a  la  conveniencia  de  los  Municipios,  que  el  Jefe  del 
Poder  Ejecutivo  estuviera  investido  de  la  enorme  atri- 
bución de  decidir,  en  último  resorte,  si  son  o  no  perjudi- 
ciales los  acuerdos  celebrados  por  los  Cabildos.  La  lei  no 
le  confiere  por  eso  semejante  atribución. 

Art.  130 


Todos  los  empleos  municipales  son  cargas  consejiles^  de 
que  nadie  podrá  escusarse  sin  tener  causa  señalada  por  la 


(!)  Articalo  83,  lei  oiteda. 
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Carga  consejil  es,  según  el  Diccionario  de  la  Academia 
Española,  el  oficio  que  deben  servir  por  turno  todos  los 
vecinos  que  no  están  exceptuados  por  privilejio.  Según 
esto,  i  aun  cuando  la  palabra  empleos  no  se  tome  comun- 
mente en  el  sentido  lato  que  la  hace  comprensiva  de  toda 
función  publica,  fuere  o  no  fuere  remunerada;  es  evidente 
que  en  tal  sentido  la  usa  la  Constitución  en  este  artícu- 
lo, que  se  refiere  a  los  cargos  de  Alcaldes  i  de  EejidoreSy 
creados  por  ella  misma  en  los  arts.  123  a  126.  Esos  car- 
gos son  gratuitos  i  está  obligado  a  servirlos  todo  indivi- 
duo que  no  pudiere  alegar  la  imposibilidad  o  las  escusas 
previstas  en  el  art.  10.*"  de  la  lei  orgánica  de  Municipali- 
dades. 

El  art.  130  de  la  Constitución  no  se  refiere,  pues,  a  los 
verdaderos  empleos  municipales,  creados  por  la  lei  i  qne 
disfrutan  de  sueldo^  como  son  los  de  procurador,  tesore- 
ro, secretario  i  todos  los  demás  que  se  encuentran  en  ese 
caso. 


Art.  131 

Una  lei  especial  arreglará  el  gobierno  interior^  señalan- 
do las  atribíwiones  de  todos  los  encargados  de  la  adminis- 
tracion  provincial^  i  el  modo  de  ejercer  sus  funciones. 

La  lei  a  que  se  refiere  este  artículo  ha  sido  dictada  en 
dos  partes.  Es  la  primera,  la  de  10  de  enero^de  1844,  co- 
nocida con  el  nombre  de  lei  del  réjimen  interior.  Es  la 
segunda,  la  tantas  veces  citada  de  8  de  noviembre  de 
1854,  conocida  con  la  denominación  de  lei  sobre  organi- 
zación i  atribuciones  de  las  Municipalidades.  De  esta  úl- 
tima diremos  otra  vez,  para  concluir  con  esta  materia, 
que  es  susceptible  de  ser  reformada  en  un  sentido  que, 
dando  a  las  Municipalidades  la  independencia  que  han 
menester,  descentralice  los  asuntos  locales  hasta  donde 
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ello  fuere  compatible  con  los  preceptos  conteuidos  en  el 
inciso  10.°  del  art.  128  i  en  el  art.  129  de  la  Coustitu- 
cion,  cuyo  alcance  puede  también  fijarse  i  limitarse  ^or 
la  leí  en  un  sentido  que  favorezca  tan  simpática  aspira- 
ción. 

CAPÍTULO  X 

DE    LAS    garantías    DE    LA    SEGURIDAD    1    PROPIEDAD 

Art.  132 


En  Chile  no  haz  esclavos^  i  el  que  pise  su  territorio^  qjit- 
da  libre.  No  puede  hacerse  este  tranco  por  chilenos.  El  es- 
tranjero  que  lo  hiciere^  no  puede  habitar  en  Chile^  ni  natu- 
ralizarse en  la  liepública. 

Observaremos,  ante  todo,  que  las  materias  importantísi- 
mas de  que  trata  este  capítulo  son  de  la  misma  naturaleza 
que  las  que  sirven  de  tópico  al  capítulo  V,  pues  unas  i 
otras  no  tienen  sino  un  mismo  objeto — el  de  detallar  i 
asegurar  las  garantías  individuales — de  lo  que  se  infiere 
que  habria  sido  mas  conforme  a  un  plan  rigorosamente 
lójico  i  metódico,  haber  consagrado  a  todas  un  solo  ca^ 

pítulo. 

o 
o  o 

El  art.  132  consta  de  tres  partes  perfectamente  distin- 
tas. 

En  la  primera,  aboliendo  la  esclavitud  i  asegurando 
la  libertad  a  todo  el  que  pise  nuestro  territorio,  la  Cons- 
titución ha  confirinado  la  mas  preciosa  de  las  contristas 
de  la  civilización  i   del  cristianismo,   reproduciendo  el 

hermoso  ])nncipi()  (jue,  con  tanta   valcuitía  i  franqueza, 
TOMO  ;r  A  o 
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proclamaron  los  padres  de  nuestra  independencia.  ¡Grra- 
cias  a  ellos  Chile  disfruta,  desde  que  figura  entre  las  na- 
ciones soberanas  e  independientes,  de  la  alta  honra  de 
haber  abolido  la  esclavitud,  esa  negra  mancha  que  aun 
afea  a  naciones  tan  cultas  como  el  Brasil,  i  que  apenas 
recientemente  ha  sido  abolida  en  otros  paises,  tales  co- 
mo los  Estados  Unidos  de  Norte  América  i  el  Perú! 

En  su  segunda  parte  dispone  el  art.  132  que  el  tráfico 
de  esclavos  no  puede  hacerse  por  chilenos.  Ello  es  lójico  i 
consecuencia  natural  de  lo  dispuesto  en  la  primera.  Lue- 
go, el  chileno  que  lo  hiciere  comete  un  delito,  desde  que 
ejecuta  un  acto  prohibido  por  la  Constitución  i  que  la 
lei  de  20  de  octubre  de  1832  castiga  con  las  penas  que 
(das  leyes  de  la  República  i  en  especial  la  lei  18,  título 
14,  partida  l^  imponen,  o  en  adelante  impusieren^  al  cri- 
men áiÁ  piratería,!) 

La  pena  que  la  referida  lei  de  don  Alfonso  el  Sabio 
imponía  al  pirata  era,  como  es  bien  sabidíT,  la  de  muer- 
te. Hoi,  conforme  a  los  arts.  433  i  434  del  Código  Penal 
vijente,  la  pena  que  debe  aplicarse  a  los  piratas,  i,  por 
consiguiente,  a  los  chilenos  que  hicieren  el  tráfico  de  es- 
clavos, conforme  a  la  recordada  lei  do  1832^  es  la  de 
presidio  mayor  en  su  grado  mínimo  a  muerte,  esto  es^ 
encierro  en  penitenciaria  de  cinco  años  un  dia  a  veinte 
años,  o  muerte. 

I  decimos  a  los  chilenos  solamente,  porque  solo  a  ellos 
se  refiere  i  podia  referirse  la  citada  lei  de  1832,  desde 
que,  tratándose  del  estranjero  que  hiciere  el  tráfico  de  es- 
clavos, la  Constitución  misma  le  impone,  en  la  tercera 
parte  del  art.  132,  la  pena  de  no  ¡Joder  habitar  en  Chile, 
ni  naturalizarse  en  la  República.  Esta  joena,  a  decir  ver- 
dad, no  concebimos  cómo  pudiera  aplicarse  al  estranjero 
(pie  hiciere  el  tráfico  de  esclavos y)/e>'a  de  Chile  i  en  mía 
nación  cuyas  leyes  lo  permitioreu  i  autorizaren. 

¿Impediríamos,  por  ventura,  que  habitara  en  Chile  el 
ítdbdito  brasilero  (^ue  en  el  Brasil  hubiere  ejecutado  un 
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u-cto  que  es  allí  perfectamente  lícito?  ¿Con  que  facultad 
pretenderíamos  castigar  un  acto  ejecutado  por  un  estran- 
¡ero  fuera  de  nuestro  sítelo?  Es  evidente  que  careceríamos 
do  ella  en  absoluto,  i  que  si  hubiera  de  aplicarse  al  pié 
de  la  letra  la  disposición  contenida  en  la  última  parte 
del  art.  132—  lo  que  jamás  se  lia  hecho — lo  único  que  con- 
seguiríamos sería  alejar  de  nuestro  suelo  a  estranjeros 
que  tendrían  su  conciencia  tranquila,  si  habían  obrado 
conforme  a  las  leyes  de  su  pais  natal  o  de  aquél  donde 
residian. 

No  tiene,  pues,  importancia  ni  eficacia  alguna  la  dis- 
posición a  que  aludimos.  La  leí  chilena  debería  castigar 
al  estranjero  que  en  Chile  hiciere  el  tráfico  de  esclavos 
con  la  misma  pena  que  ¿impone  al  chileno  en  idéntico 
caso. 


o  « 


A  proposito  de  la  primera  ¡Darte  del  art.  132,  en  cuan- 
to dispone  que  todo  el  que  pise  el  territorio  de  Chile 
queda  libre,  el  señor  don  Ramón  Renjifo  hizo  notar,  en 
sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  15  de  junio  de 
1853,  al  tiempo  de  discutirse  un  proyecto  de  tratado  con 
el  Perú,  que  la  obligación  que  en  él  se  ímponia  Chile  de 
devolver  los  desertores  de  la  marina  peruana  que  se  asi- 
laran en  su  territorio,  no  podía  constitucionalmente  re- 
jir,  cuando  tales  desertores  fueran  esclavos,  pues  debian 
quedar  libres  por  el  solo  hecho  do  pisar  nuestro  suelo. 
El  señor  Renjifo  añadió  que  el  art.  29  del  tratado  con  los 
Estados  Unidos  de  Norte  América,  promulgado  el  12  do 
octubre  de  1834,  relativo  también  a  la  detención  i  entre- 
ga de  los  desertores  de  las  naves  públicas  i  particulares 
de  las  potencias  contratantes,  había  sujerido  la  misma 
duda,  í  que  ella  fué  salvada  en  el  art.  3.''  Me  la  conven- 
ción adicional  i  esphcatoria  de  dicho  tratado,'- declarán- 
dose que,  a  virtud  de  lo  prescrito  en  el  art.  132  de  la 
Constitución  de  Chile,  se  entenderia  que  la  estipulación 
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del  citado  art.  29,  «no  comprende  a  los  esclavos  que, 
bajo  onalqnicr  título,  vinieren  a  bordo  de  los  buques  pú- 
blicos o  ])rivad()S  de  los  Estados  Unidos  de  América)). 

El  señor  don  Antonio  Varas,  Ministro  de  Relaciones 
Estoriores,  reconoció  la  verdad  de  las  observaciones  del 
señor  Renjifo,  i  la  Cámara  aceptó  la  opinión  de  ambos, 
aprobando  en  la  sesión  citada,  i  con  solo  siete  votos  en 
contra,  un  proyecto  de  acuerdo  redactado  en  los  térmi- 
nos siguientes:  aSe  esplicará  el  sentido  del  art.  29  (del 
proyecto  de  tratado  con  el  Perú)  por  medio  de  una  con- 
vención adicional  que  salve  el  sentido  del  art.  132  de  la 
Constitución)). 

Pensamos,  como  pensó  en  1853  la  Cámara  de  Diputa- 
dos, que  la  obligación  que  Cliilejeneralmente  se  impono 
on  los  tratados  que  celebra  con  otras  naciones,  de  dete- 
ner i  restituir  los  desertores  do  los  buques  de  estas,  no 
deberejir  cuando  esos  desertores  son  esclavos;  pero  pen- 
samos también  que,  siendo  la  Constitución  un  código  de 
derecho  público  ¿ntcrno^  debo  salvarse  la  dificultad  en  los 
tratados  mismos,  ya  que  las  Partes  Contratantes  so  rijen 
por  los  princi])ios  del  derecho  infernacwnaJ  en  sus  rela- 
ciones recíprocas. 

Cfiriviene  tener  presente  esta  observación  siempre  que 
$(jíil unten  tratados  con  naciones  que  no  hayan  abolido 
pOT  cunipleto  la  esclavitud. 

Art.  133 


NiHyuno  píiede  ser  condenado^  si  no  es  juzgado  legalmen- 
t*^^  i  en  virtud  de  una  leí  prormdgada  Antes  del  hecho  sohre 
que  recae  el  juicio. 

Para  que  un  individuo  pueda  ser  condenado^  se  requie- 
re: 1.''  que  sea  juzgado  legalmento;  i  2."*  que  lo  sea  on 
íirMul  do  una  lei  promulgada  antes  del  lieclio  sobre  que 
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recae  el  juicio.  En  cuanto  a  lo  primero,  no  es  legal  el 
juzgamiento,  sino  cuando  lo  espide  el  tribunal  a  que  se 
reíiore  el  art.  134,  que  luego  examinaremos.  Por  lo  que 
toca  a  lo  segundo,  es  decir,  a  que  la  lei  que  sirva  do  ba- 
se al  juzgamiento  condenatorio  haya  úiio  promnlrjada  an- 
tes del  lieclio  sobre  que  recae  el  juicio,  ello  significa  que 
la  Constitución  ha  asegurado  categóricamente  en  el  art. 
133  la  garantía  de  la  no  retroactividad  de  las  leyes  en 
materia  pí?/¿a?.  * 

Es  menester  fijarse  en  que  ni  este  artículo  ni  otro  al- 
guno de  la  Constitución  vijente  reproducen  la  regla  je- 
neral  de  que  «en  ningún  caso  podni  tener  la  lei  efecto 
retroactivos,  que  contenia  la  segimda  parte  del  art.  15 
de  la  Constitución  de  1828.  La  no  retroactividad  de  la 
lei  en  materias  civiles^  es  regla  que  el  art.  9."*  del  Código 
Civil  dá  al  juez  para  fallar  las  causas  sometidas  a  su  de- 
cisión, i  el  Código  citado  es  una  lei  que,  como  todas, 
puedo  ser  derogada  por  otra;  pero  no  es  regla  o  limita- 
ción impuesta  por  la  Constitución  al  lejislador.  Luego, 
es  claro  que  óste  podria,  si  ello  fuere  absolutamente  in- 
dispensable— ya  que  solo  un  caso  de  estrema  necesidad 
justificaría  tal  procedimiento — dictar  leyes  con  efecto 
retroactivo,  con  tal  que  no  lo  hiciere  en  materias  penales. 
En  estas,  la  Constitución  prohibe  que  pueda  alguien  ser 
condenado  sino  en  virtud  de  una  lei  promulgada  antes  del 
hecho  sobre  que  recae  el  juicio;  i  en  obedecimiento  a  este 
principio,  que  es  de  jurisprudencia  universal  en  materias 
criminales,  el  art.  18  del  Código  Penal  ha  dispuesto  que, 
cuando  después  de  cometido  un  delito,  se  promulgare 
una  lei  que  lo  exima  de  toda  pena  o  le  aplique  una  menos 
rigorosa  que  la  que  rejia  cuando  fué  cometido,  deberá 
arreglarse  a  aquella  su  juzgamiento.  Mas  claro:  si  en 
materia  criminal  hubiere  conflicto  entre  dos  leyes,  debe 
aplicarse  en  todo  caso  la  menos  severa. 

El  señor  don  Antonio  Váras^  dijo  mui  bien,  en  sesión 
dü  la  Cámara  do  Diputados  de  8  de  julio  do  18G5,  al 
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discutirse  la  lei  interpretativa  del  art.  5.^  de  la  Constitu- 
ción, que:  ((La  regla  referente  al  efecto  retroactivo  de  la 
!ei,  no  liga  al  lejislador;  Cjue  no  obstante  ella  se  dictan  i 
1^0  han  dictado  leyes  de  efectos  retroactivos,  i  que  el  Có- 
digo Civil  es  valla  para  el  juez,  nó  para  el  lejisladorjD  (1). 
El  señor  Varas  citó,  para  probar  que  las  leyes  inter- 
pretativas de  la  Constitución  no  se  incorporan  en  esta 
de  tal  manera  que  adquieran  el  carácter  i  la  fuerza  de 
verdadero?  preceptos  constitucionales,  el  ejemplo  de  la 
lei  de  12  de  noviembre  de  1842,  que,  interpretando  el 
artículo  primero  de  los  transitorios  de  la  Carta  Funda- 
mental de  1833,  declaró,  en  el  segundo  de  sus  artículos 
adicionales,  que  los  chilenos  hasta  esa  fecha  calificados  i 
(jue  estuvieran  en  posesión  del  derecho  de  sufrajio,  co/i- 
tinuarian  gozándolo  hasta  su  muerte^  aunque  no  tuvieran 
la  calidad  de  saber  leer  i  escribir.  Nosotros  reproducimos 
el  ejemplo  para  probar  que  se  han  dictado  leyes  con 
efecto  retroactivo,  puesto  que,  tanto  la  lei  de  elecciones 
de  1861,  como  las  demás  posteriores,  han  exijido  peren- 
toriamente, i  sin  excepción  alguna^  la  condición  de  saber 
leer  i  escribir,  para  ser  calificados,  aun  a  aquéllos  respecto 
de  quienes  no  la  exijia  la  citada  lei  de  1842,  i  a  quienes 
ésta  aseguraba  el  derecho  de  sufrajio  hasta  su  muerte. 
Quedó,  pues,  derogada  esta  lei  desde  1861  i  quedaron 
privados  los  que,  antes  de  la  fecha  de  su  promulgación,  se 
habían  calificado  sin  saber  leer  i  escribir,  del  derecho  que 
ella  les  aseguró,  interpretando  erróneamente  el  recorda- 
do art.  I."*  de  los  transitorios  de  nuestra  Constitución. 

Art.  134 
Ninguno  puede  ser  juzgado  por  comisiones  especiales,  si- 


(1)   Ignal  copa  repstimos  nosotros  en  seaion  de  25  de  julio  de  1865. 
Anexo  núm.  3;  tomo  I. 
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no  por  el  tribunal  que  le  señale  la  lei^  i  que  ae  halle  esta- 
blecido con  anteríoridad  por  ésta. 

Este  artículo  limita,  en  su  primera  parte,  la  facultad  que 
en  el  108  se  ha  conferido  a  la  lei  de  crear  los  tribunales 
que  deben  fallar  las  causas  civiles  i  criminales.  La  lei 
misma  no  podría  crear  una  comisión  o  tribunal ad-lioc  pa- 
ra fallar  un  pleito  dado,  ni  para  fallar  los  pleitos  en  que 
fueren  parte  o  tuvieren  interés  una  o  mas  personas  de- 
terminadas. Nó:  los  tribunales  establecidos  por  la  lei 
deben  serlo  para  todas  las  causas  de  idéntica  naturaleza 
i  para  todos  los  litigantes,  sea  cual  fuere  su  condición. 

Pero  si  el  art.  134  tiene,  en  esta  parte,  una  redacción 
clara  i  cuyo  objeto  se  comprende  a  primera  vista,  pues 
él  es  una  consecuencia  natural  del  principio  de  la  igual- 
dad ante  la  lei,  aplicado,  como  debe  serlo,  a  los  tribuna- 
les llamados  a  fallar  los  pleitos;  no  sucede  igual  cosa 
con  su  segunda  parte,  que  es  vaga  i  sujiere  una  duda 
grave. 

Cuando  dice  el  artículo  que  todo  individuo  debe  ser 
juzgado  por  el  tribunal  que  le  señale  la  lei,  reproduce, 
en  buenos  términos,  la  misma  idea  que,  respecto  de  las 
causas  criminales,  ha  anticipado  el  art.  133  al  hacer  uso 
de  las  palabras  «5^  no  es  juzgado  lcgalmentey>^  porque  no 
habría  sido  juzgado  Icgalmente  quien  no  lo  hubiera  sido 
por  el  tribunal  señalado  por  la  lei.  Todo  esto  se  compren- 
de. Pero  ¿qué  ha  querido  decir  la  Constitución  al  dispo- 
ner que  ese  tribunal  se  halle  establecido  con  anterioridad 
por  la  lei?  ¿Ha  querido  decir,  como  lo  dice  el  art.  133 
respecto  de  la  lei  en  que  debe  apoyarse  la  condenación, 
que  el  tribunal  se  halle  establecido  con  anterioridad  al 
hecho  que  motivare  el  juicio?  ¿Se  refiere,  al  emplear  la 
palabra  anterioridad^  a  la  iniciación  del  juicio  misvio^  que 
bien  puede  retardarse  hasta  muchos  años  después  de 
verificado  el  hecho  que  le  dá  oríjen  o  sea  hasta  que  pres- 
criba la  acción  respectiva?  ¿O  la  palabra  anterioridad  se 
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referirá  al  pronunciamiento  mismo  de  la  sentencia  que  pono 
término  al  pleito,  cuando  durante  su  secuela  es  suprimi- 
do i  reemplazado  por  otro  el  tribunal  que  de  él  estuviere 
conociendo? 

No  resuelve  la  Constitución  esta  dificultad,  pues  em- 
pleó la  palabra  an^^.rioridad  sin  decirnos  a  qué,  ni  cuál  es 
el  algo  a  que  debe  preceder  el  establecimiento  del  tribu- 
nal señalado  por  la  lei.  Veamos,  pues,  cómo  se  ha  resuel- 
to la  cueslSon  en  la  práctica. 

El  señor  don  Juan  Francisco  de  Zegers  vino  a  Chile 
en  virtud  de  un  contrato  ajustado  en  Londres,  en  1821, 
con  el  Ministro  Plenipotenciario  de  la  República  cerca 
del  Gobierno  británico.  En  1830  el  contrato,  según  la 
opinión  del  s3ñor  Zegers,  fué  violado  por  el  Gobierno  de 
Chile.  Muchos  años  después,  a  principios  de  1856,  el  se- 
ñor Zegers  entabló  demanda  contra  el  Fisco.  El  juzga- 
do de  letras  de  hacienda  de  esta  capital,  a  petición  de  los 
Ministros  del  Tesoro,  se  declaró  incompetente^  en  18  de 
abril  del  citado  año  de  1856,  para  conocer  de  la  deman- 
da, a  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  antigua  parte  7.^  del 
art.  104  de  la  Constitución.  Apelada  esta  resolución  por 
el  señor  Zegers,  la  Corte  Suprema,  con  fecha  30  de  ma- 
yo del  mismo  año,  libró  el  auto  siguiente:  «Vistos:  fun- 
dando don  Juan  Francisco  de  Zegers  su  demanda  en  el 
contrato  que  dice  haber  celebrado  con  el  Supremo  Go- 
bierno, por  conducto  de  un  Ministro  Plenipotenciario,  i 
habiéndose  iniciado  este  pleito  después  de  la  Constitución 
vijente,  se  confirma  la  providencia  apelada  de  18  de  abril 
último,  i  devuélvanse. —  Cerda, — Palma, — Barriga, —  Va- 
lenzuela, — Novoa, — MurilloD   (1). 

El  señor  Zegers  sostenía  en  aquel  asunto  la  compe= 
tencia  de  los  tribunales  ordinarios,  por  cuanto  el  contra- 
to en  que  fundaba  su  demanda  fué  ajustado  en  1821,  i  el 


(1)  Sentcfacia  núm.  8,775,  Gicetr  nÜQ\  721,  año  AT. 
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hecho  (le  la  violación  que  de  él  imputaba  al  Gobierno  jo 
había  verificado  en  1830,  fechas  ambas  en  las  cuales  no 
habia  existido  siquiera  el  Consejo  de  Estado.  Los  Mi- 
nistros del  Tesoro  tomaban  como  base  la  fecha  de  la  ini' 
ciadon  del  juicio^  i  como  este  hecho  se  hubiese  verificado 
después  de  la  vijencia  de  la  Constitución  de  1833,  sos- 
tenian  que  el  Consejo  de  Estado  era  el  Tribunal  compe- 
tente para  conocer  en  la  demanda,  a  virtud  de  la  atribu- 
ción que  la  parte  7."*  del  art.  104  le  confería  antes  de  la 
reforma  constitucional  de  1874.  La  Corte  Suprema,  co- 
mo se  ha  visto,  resolvió  esto  último,  entendiendo  que  la 
competencia  del  tribunal  llamado  a  fallar  un  pleito,  se 
decide  conforme  a  la  lei  vijente  en  la  fecha  de  la  inicia- 
ción del  juicio^  i  no  con  arreglo  a  la  que  rejia  en  la  fecha 
del  acto  o  contrato  que  dá  oríjen  al  pleito. 

El  Consejo  de  Estado,  como  es  fócil  notarlo  en  el  caso 
que  citanlos,  habia  sido  establecido  con  posterioridad  a 
los  liedlos  en  que  el  señor  Zegers  fundaba  su  demanda; 
pero  con  anterioridad  a  la  iniciación  de  ésta^  i  por  eso  lo 
declaró  competente  la  Corte  Suprema. 

Pero  hai  mas  todavía  acerca  de  este  punto,  i  aiui  tratán- 
dose de  tribunales  que  han  reemplazado  a  otros,  no  en 
virtud  de  la  Constitución,  como  ocurrió  en  el  c^aso  citado, 
sino  en  virtud  de  simples  leyes. 

Se  sabe  que  el  art.  103  de  la  lei  de  elecciones  de  12 
de  noviembre  de  1874  creó  los  jurados  electorales,  para 
juzgar  las  faltas  i  delitos  también  electorales.  Bajo  el 
imperio  de  esa  lei  tuvieron  lugar  ciertos  hechos  que,  se 
decia,  implicaban  adulteración  de  los  rejistros  electorales 
formados  en  el  departamento  de  Vichuquen,  en  noviem- 
bre de  1875.  Como  aquéllos  motivaran  una  acusación 
interpuesta  ante  el  Juez  Letrado  de  Curicó  i  se  decli- 
nara de  su  jurisdicción,  éste  negó  lugar  a  la  declinatoria 
el  6  de  marzo  de  1876,  a  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  5.*  de  la  lei  orgánica  de  tribunales;  i  la  Corte  Su- 
prema confirmó  el  auto  apelado,  en  esa  parte,  el  20  de 
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mayo  del  mismo  año  (1).  La  Corte  declaró  en  su  senten- 
cia que  no  era  competente  o\  jurado  electoral^  fundándose 
on  que  el  mencionado  art.  o.""  de  la  referida  lei  orgánica, 
que  principió  a  rejir  el  1.°  de  marzo  del  año  últimamente 
citado,  sometió  a  los  tribunales  establecidos  por  ella  el 
coDOcimiento  de  todos  los  asuntos  judiciales  del  orden 
temporal,  con  las  solas  excepciones  en  él  enumeradas, 
entre  las  cuales  no  se  incluyen  los  jurados  electorales^  que 
así  quedaron  suprimidos  cuando  contaban  apenas  unos 
pocos  meses  de  vida. 

Quedó,  pues,  resuelto  que  el  juzgamiento  de  faltas  i 
delitos  electorales,  cometidos  durante  la  existencia  de  los 
jurados  electorales  i  respecto  de  los  cuales  había  juicio 
pendiente  cuando  éstos  fueron  suprimidos,  correspondía, 
desde  el  1."*  de  marzo  de  1876,  a  los  tribunales  ordinarios 
de  justicia,  establecidos  por  la  lei  orgánica  de  15  de  oc- 
tubre de  1875. 

En  idéntico  sentido  han  librado  los  tribunales  supe- 
riores sonloncias  que  han  declarado  que  hs  juicios prác^ 
ficos^  pendientes  el  1.**  de  marzo  de  1876,  i  suprimidos 
también  por  la  lei  citada,  deben  ser  resueltos  por  la  jus- 
ticia ordinaria.  Otro  tanto  sucede  con  los  juicios  civiles 
i  criminales  por  delitos  comunes,  que,  en  la  fecha  indica- 
da, estaban  pendientes  ante  los  tribunales  militares  i  ecle- 
siásticos contra  las  personas  qne  antes  gozaban  de  fue- 
ro en  tales  asuntos,  i  que  no  lo  gozan  desde  aquel  dia.  • 
El  conocimiento  de  todos  esos  negocios,  ha  pasado  a  los 
tribunales  ordinarios  creados  por  la  respectiva  lei  orgá- 
nica ya  citada  (2). 

Se  ha  entendido,  pues,  que  la  palabra  anterioridad^  em- 
picada  tan  vagamente  en  el  art.  134  de  la  Constitución, 


(1)  Sentencia  núoQ.  892,  páj.  446,  Gaceta  niim.  1,742,  año  XXXV. 

(2)  Véase  sentencia  de  la  Corte  Suprema  de  15  de  noviembre  de  1876, 
núm,  2,443,  páj,  1,260,  Gaceta  núm.  1,768,  año  XXXV,  resolviendo 
una  competencia  entre  el  Obispo  i  el  Juez  Letrado  de  Concepcionr 
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so  refiere,  nó  al  hecho  c\n^  motiva  el  juicio,  ni  a  la  inicia' 
cion  de  éstCj'^sino  ^\  pronunciamiento  de  la  sentencia,  des- 
de que  ha  habido  numerosos  casos  en  los  cuales,  altera- 
do por  la  lei  el  tribunal  que  estaba  conociendo  de  un 
negocio,  ha  continuado  tramitándolo  i  lo  ha  resuelto  el 
tribunal  nuevamente  establecido. 

Por  lo  demás,  la  lei  sobre  efecto  retroactivo  de  7  de 
octubre  de  18G1,  dispone,  en  su  art.  24,  que  las  leyes 
concernientes  a  la  sustanciacion  i  ritualidad  de  los  jui- 
cios, prevalecen  sobre  las  anteriores  desde  el  momento  en 
que  deben  empezar  a  rcjir.  El  mismo  principio  es  el  que 
ta  prevalecido  tratándose  de  leyes  que  suprimen  tribu- 
nales establecidos  i  los  reemplazan  por  otros.  Esto  ha 
sucedido  no  solo  en  los  casos  que  hemos  recordado  mas 
arriba,  sino  también  con  las  antiguas  juntas  de  comisos  i  de 
reclamos,  con  las  juntas  provinciales  do  caminos,  con  los 
subdelegados  i  los  inspectores.  Estos  tribunales  supri- 
midos no  han  continuado  ejerciendo  funciones  de  tales, 
después  del  I.*'  de  mai-zo  de  1876,  en  las  causas  que 
ante  ellos  pcndian  en  esa  fecha.  Desde  ella  cesaron  por 
completo,  i  el  conocimiento  de  todas  esas  causas  pasó  a 
los  tribunales  establecidos  por  la  nueva  lei,  quedando 
aquéllos  inhabihtados  no  solo  para  entender  en  nuevos 
juicios,  sino  aun  para  continuar  en  los  pendientes^  según 
las  palabras  empleadas  por  la  Corte  Suprema,  en  la  sen- 
tencia de  15  de  noviembre  de  1870  citada  al  pió  de  la  pa- 
jina anterior. 

Art.  135 


Para  que  una  orden  de  arresto  pueda  ejecutarse^  se  re- 
quiere que  emane  de  una  autoridad  que  tenga  facultad  de 
arrestar^  i  que  se  intime  al  arrestado  al  tiempo  de  la  apre- 
Jiension, 

En  oste  artículo  se  echa   do  monos  algo  qiu?  importa 
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sobremanera:  que  ki  orden  de  arresto  sea  siempre  escrita 
i  que  Q'ÁÍí  firmarla  ¡oor  la  autoridad  o  íuncionariojque  la  de- 
crete. Aunque  es  verdad  que  lo  primero  se  deduce  de  la 
disposición  contenida  en  el  art.  138,  que  ordena  a  los  en- 
cargados de  las  cárceles  no  recibir  ón  ellas  a  nadie  en 
calidad  de  preso,  sin  copiar  en  su  rejistro  la  orden  de 
arresto,  ya  que  no  se  puede  copiar  sino  lo  que  ha  sido 
escrito  de  antemano;  es  el  hecho  que  entre  nosotros  no 
han  faltado  casos  numerosos  de  órdenes  de  arresto  ver- 
hales.  Estas  son,  sin  duda,  inconstitucionales,  como  lo 
hizo  notar  el  señor  don  Antonio  Varas,  en  sesión  de  la 
Cámara  de  Diputados  de  21  de  juho  de  1868;  pero  como 
el  art.  135  no  exije  espresamente  la  condición  de  que  la 
(Srden  de  arresto  sea  escrita  i  que  lleve  la  firma  de  quien 
la  espide,  la  inconstitucionalidad  es  meramente  deduc- 
tiva i  de  buena  lójica,  lo  que  estii  mui  lejos  de  ser  bas- 
tante garantía  en  tan  grave  materia.- 

T  no  es  éste  el  único  defecto  de  que  adolece  el  art. 
135.  El  no  dice  que  la  orden  de  arresto  haya  de  espre- 
sar el  motivo  o  la  causa  en  que  se  apoya.  Ni  en  ese  ni  en 
ninguno  de  los  artículos  siguientes  dispone  la  Constitu- 
ción cosa  alguna  respecto  al  escncialísimo  requisito  de 
hacer  saber  al  arrestado  la  causa  de  su  prisión.  Nos  pa- 
rece que  la  Carta  Fundamental  ha  pecado  por  deficien- 
cia en  esta  mat^^ria,  dejando  al  lejislador  un  campo  de- 
masiado vasto  para  disponer  lo  que  mas  convenga. 

Así,  la  lei  puede  entro  nosotros  conferir  a  cualquier 
funcionario  la  facultad  de  arrestar;  la  lei  puede  disponer 
que  se  esprese  o  nó  la  causa  del  arresto  en  la  orden  res- 
pectiva; la  Ze¿  puede  determinar  si  ésta  debe  o  nó  ser  es- 
crita i  si  debe  o  nó  llevar  la  firma  do  la  autoridad  que  la 
ck^creta.  Pensamos  que  bien  habría  valido  la  pena  de  re- 
solver estas  cuestiones  en  la  Constitución  misma. 

I  no  se  diga  que  ello  no  sería  posible.  Ya  la  Constitu- 
ción de  1828  habia  dispuesto  en  su  art.  13:  que  (cNingun 
habitante  del  territorio  podía  ser  preso  ni  detenido,  sino 
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en  virtud  de  mandamiento  escrito  de  Juez  competente ^\}r¿- 
via  la  respectiva  sumaria,  excepto  el  caso  de  delito  in- 
fragante  o  fundado  recelo  de  fuga».  Establecía,  pues,  la 
regla  espresa  do  que  el  mandamiento  debia  ser  escrito^ 
i  solo  conferia  al  juez  competente  la  facultad  de  espedirlo. 
Lejos  de  consentir  en  que  la  leí  pudiera  conferir  a  toda 
autoridad  la  facultad  de  arrestar,  prohibia  esprcsamente 
al  Poder  Ejecutivo,  en  el  inciso  4."^  del  art.  85,  privar  a 
nadie  de  su  libertad  per sojial^  salvo  el  caso  de  un  simple 
arresto  exijido  por  el  ínteres  jener al ^  excepción  que  se  es- 
plica  dentro  de  una  Constitución  que,  como  la  de  1828, 
no  reconocia  la  existencia  del  estado  de  sitio. 

Mas  esa  misma  Constitución  no  exijia  que  se  hiciera 
saber  al  arrestado  la  causa  de  su  prisión  al  tiempo  de 
verificar  ésta;  no  exijia  que  la  orden,  aunque  escrita^  hu- 
biera de  ser  firmada  por  quien  la  espidiera;  ni  exijia 
tampoco  que  la  orden  de  arresto  individualizara  clara- 
mente la  persona  o  personas  contra  quienes  se  librare, 
salvo  el  caso  de  dictarse  contra  malhechores  que  andu- 
vieren en  cuadrilla. 

Este  último  vacío  de  la  Constitución  do  1828  i  de  la 
de  1833  es  deplorable,  porque  en  el  se  han  asilado  ame- 
nudo  las  autoridades  para  espedir  órdenes  de  arresto  je- 
néricas  o  en  masa^  tales  como  la  que  libró  la  Intendencia 
de  Valparaíso  el  17  de  abril  de  1876.  Nuestra  Constitu- 
ción es  tan  deficiente  en  toda  esta  materia,  que  dentro 
de  ella  caben  órdenes  de  arresto  verbales^  en  masa  i  que 
pueden  ejecutarse  sin  que  el  arrestado  sepa  por  que  so 
le  arresta,  en  el  momento  de  intimársele  la  orden  respec- 
tiva. 

Conocido  es  el  caso  del  arresto  de  John  Wilkes,  a 
quien  se  capturó  en  Londres  el  año  de  1763,  reinando 
Jorje  III,  en  virtud  de  un  mandato  jeneral^  que  no  men- 
cionaba su  nombre,  i  en  que  se  designaba  solo  al  au- 
tor delnúm.  45  del  ccNorth  Briton».  Los  perjuicios  que 
fueron  condenados  a  pagar  a  Wilkes  los  Ministros  que, 
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on  aquel  caso,  abusaron  de  su  poder,  alcanzaron  a  una 
suma  considerable,  i  aquella  condenación  ruidosa  puso 
desde  entonces  termino  en  Inglaterra  a  los  arrestos  jeiie- 
rales  o  en  masa. 

Para  evitar  tamaños  inconvenientes,  el  señor  don  An- 
tonio Varas  presentó  a  la  Cámara  de  Diputados,  en  12 
de  julio  de  1870,  un  proyecto  de  lei  sobre  garantías  a  la 
libertad  individual,  que  fué  informado  por  la  Comisión 
de  Constitución  de  dicha  Cámara,  el  7  de  julio  de  1875. 

El  nuevo  proyecto,  calcado  casi  por  completo  sobre  el 
mui  bien  meditado  del  señor  Varas,  i  que  lleva  la  firma 
de  los  señores  don  José  Miguel  Bascuñan,  don  Enrique 
Cood,  don  José  Manuel  Balmaceda  i  la  nuestra,  sirvió  de 
base  a  interesantes  discusiones  habidas  en  dicha  Cámara, 
en  el  período  ordinario  del  citado  año  1875,  i  quedó  apro- 
bado por  ella  en  la  forma  que  espresa  la  nota  dirijida  por 
su  Presidente,  con  fecha  18  de  agosto  del  mismo  año,  al 
Presidente  del  Senado,  de  la  cual  se  dio  cuenta  a  este 
cuerpo  en  sesión  de  23  del  mismo  mes  (1). 

En  el  art.  6.°  de  ese  proyecto,  aprobado  por  la  Cámara 
de  Diputados  i  que  el  Senado  ha  dejado  dormir  hasta 
ahora — apesar  de  que  aquélla  manifestó  su  vivo  ínteres 
por  obtener  su  despacho,  nombrando,  a  indicación  nues- 
tra, en  sesión  de  12  do  octubre  de  1875,  una  comisión  que 
lo  defendiera  ante  esta  última,  compuesta  de  los  señores 
don  Antonio  Varas,  don  Manuel  Antonio  Matta  i  don  Jo- 
sé Manuel  Balmaceda — se  dispone:  que  ccninguna  orden 
de  arresto  o  prisión  podrá  llevarse  a  efecto  si  no  reúne  los 
requisitos  siguientes:  I.""  que  emane  de  autoridad  o  fun- 
cionario que  tenga  facultad  de  arrestar  espresamente 
conferida  por  la  lei;  2.''  que  se  halle  estendida  por  escri- 
to i  que  esté  firmada  por  la  autoridad  o  funcionario  que 
la  hubiere  espedido;  3.°  que  designe  ala  persona  a  quién 


(1)  Seaionee  ordínaríaa  del  Senado  en  1875,  páj.  222  i  siguientes. 
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debe  aprehenderse  por  su  nombre  i  apellido  o  por  cir- 
cunstancias que  la  individualicen  o  determinen;  4.°  que 
esprese  el  motivo  de  la  prisión,  siempre  que  alguna  cir- 
cunstancia grave  no  aconseje  omitirlo. — Si  la  orden  de 
arresto  o  prisión  se  dictare  para  la  aprehensión  de  mal- 
hechores que  anduvieren  en  cuadrilla,  bastará  que  desig- 
ne determinadamente  a  uno  o  varios,  para  que  se  pueda 
aprehender  a  los  demás  que  se  encontraren  en  su  com- 
pañías. 

Tal  fué  el  voto  de  la  Cámara  de  Diputados  en  la  dis- 
cusión a  que  hemos  aludido.  Nosotros  no  aspiramos  so- 
lamente a  que  él  llegue  a  ser  algún  dia  el  del  Senado  i  a 
que  el  proyecto  aludido  se  convierta  en  leí.  Ello  sería  al- 
go, sin  duda,  pues  algo  sería  obtener — aun  cuando  mas 
no  fuera — la  derogación  de  los  varios  artículos  de  la  lei 
del  réjimen  interior,  que  facultan  a  las  autoridades  admi- 
nistrativas para  decretar  arrestos,  como  cosa  usual  i  co- 
rriente; pero  no  nos  pondría  a  salvo  de  que,  si  hasta  aho- 
ra una  mala  lei  no  ha  sido  derogada  por  una  buena,  una 
buena,  si  llegara  a  dictarse,  no  pudiera  serlo  pronto  por 
otra  mala.  En  materia  de  libertades  i  de  garantías  indivi- 
duales, somos  de  sentir  que  la  Constitución  de  un  pais 
verdaderamente  culto,  debe  ser  [tan  esplícita  como  sea 
posible. 

Así,  pues,  nosotros  querríamos  que  el  mismo  art.  135 
de  nuestra  Constitución  fuera  reemplazado  por  otro,  re- 
dactado, mas  o  menos,  en  los  términos  siguientes: 

(íNingun  habitante  del  territorio  puede  ser  detenido  o 
arrestado  sino  a  mérito  de  serias  presunciones  corrobo- 
radas por  juramento  o  afirmación,  i  en  virtud  de  6y- 
áQn  escrita  de  jaez  competente^  suscrita  por  éste^  motivada 
en  forma,  e  intimada  al  detenido  o  arrestado  en  el  mo- 
mento de  la  aprehensión,  o,  a  mas  tardar,  dentro  de  24 
horas.  La  orden  de  detención  o  arresto  deberá  indivi- 
dualizar, en  cuanto  fuere  posible,  la  persona  contra  quien 
se  espidieren). 
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La  regla  jeneral  debe  ser  que  solo  a  los  tribunales  co- 
rrespondo la  facultad  de  decretar  detenciones  o  arrestos. 
Reglamentando  el  art.  139  se  detallarían  los  casos  en 
que,  por  vía  de  excepción,  podría  corresponder  a  los  ajen- 
tes  subalternos  del  Presidente  de  la  República,  conside- 
rados como  auxiliares  de  la  administración  de  justicia  i 
como  encargados  de  velar  por  la  seguridad  pública,  tal 
como  lo  indica  el  art.  8.**  del  proyecto  de  leí  aprobado 
por  la  Cámara  de  Diputados,  a  que  liemos  aludido  hace 
un  momento. 

En  todo  caso  la  orden  deberla  ser  escrita^  tener  al  pié 
la  firma  del  juez  o  funcionario  que  la  espide,  i  ser  inoti- 
vacia  o  espresar  la  causa  de  la  prisión.  En  cuanto  a  la 
individualización  del  arrestado,  debe  exijirse  como  regla, 
.  sin  perjuicio  de  que  la  lei  exceptuara  solo  aquellos  casos 
en  que  no  sería  posible  llenar  tal  requisito,  como,  por 
ejemplo,  el  de  ignorarse  quión  es  el  autor,  cómplice  o 
encubridor  del  delito  que  se  persiguiere,  u  otros  seme- 
jantes. 

a  4» 

El  art.  148  del  Código  Penal  castiga  con  la  pena  de 
reclusión  menor  i  suspensión  del  empleo  en  sus  grados 
mínimos  a  medios  al  empleado  2)úblico  que  ilegal  i  arbi- 
trariamente desterrare,  arrestare  o  detuviere  a  una  per- 
sona. El  141  del  mismo  Código  impone  la  pena  de  pre- 
sidio o  reclusión  menores  en  cualesquiera  de  sus  grados, 
al  particular  que  sin  derecho  encerrare  o  detuviere  a  otro 
privándole  de  su  libertad. 

Art.  136 


Todo  delincuente  in-fraganti  puede  ser  arrestado  sin  de- 
creto^ i  por  cualqidera  persona^  para  el  único  objeto  de  con- 
ducirle ante  el  juez  competente. 
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Nada  mas  natural  que  lo  que  este  artículo  dispone.  El 
delhicnente  tn-fraganti  oíende  a  foí/05  de  una  manera  cho- 
cante, i  por  todos  puede,  por  consiguiente,  ser  arrestado 
para  el  efecto  de  conducirle  ante  el  juez  competente. 
Ello  es  tan  cierto  que  así  lo  dispone  la  Constitución  en 
su  art.  17,  aun  respecto  de  los  Diputados  o  Senadores 
que  fueren  sorprendidos  in-fra^antí.  Mas,  como  allí  lo 
dijimos,  esta  espresion  es  vaga  i  no  ha  sido  definida  por 
lei  alguna. 

¿Qué  se  entiende  por  delincuente  in-fragantii  ¿Lo  se- 
ra solamente,  según  la  definición  de  Escriche  i  del  Dic- 
cionario de  nuestro  idioma,  el  delincuente  que  fuere 
sorprendido  en  el  acto  misnio  de  cometer  el  delito?^  ¿Lo 
será  solo  el  homicida  que  es  sorprendido  en  el  momento 
mismo  de  clavar  el  puñal  en  el  corazón  do  su  víctima?  ¿O 
habrá  otros  casos  en  que  un  delincuente  deberá  ser  re- 
putado como  sorprendido  en  flagrante  delito,  para  los  efec- 
tos de  lo  dispuesto  en  el  art.  130  de  nuestra  Constitución, 
que  reproduce  una  regla  de  jurisprudencia  verdadera- 
mente universal? 

La  cuestión,  como  se  vé,  es  en  alto  grado  interesan- 
te; pero  no  atañe  resolverla  al  derecho  constitucional, 
sino  pro[)iamente  al  derecho  penal,  en  el  terreno  teórico. 
En  el  terreno  positivo,  ella  no  es  materia  de  Constitu- 
ción, sino  simplemente  de  lei. 

I  es  por  esto  que  el  proyecto  de  lei  sobre  garantías  a 
la  libertad  individual,  que  pende  ante  el  Senado  desde 
agosto  de  3  875,  i  que  hemos  recordado  al  ocuparnos  del 
artículo  anterior,  ha  cuidado  de  señalar,  con  la  posible 
precisión,  a  quienes  se  deberá  considerar  como  delin- 
cuentes m-fraganti  Dispone,  en  su  art.  15,  que  serán  re- 
putados como  tales:  1.°  el  que  actualmente  est/i  come- 
tiendo el  delito;  2,""  el  que  acaba  de  cometerlo;  3.*" el  quej- 
en los  momentos  de  cometerse  el  delito,  huye  del  lugar 
en  que  se  cometió,  i  designado  por  el  ofendido  u  otras 
personas  como  autor  o  cómplice,  es  aprehendido  durante 

TOMO    II  42 
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la  fuga;  4.°  el  que  fuere  encontrado  con  objetos  proce- 
dentes del  delito,  o  con  las  armas  o  instrumentos  que  se 
emplearon  para  cometerlo,  en  un  tiempo  inmediato  a  su 
perpetración;  i  5.**  el  que,  por  personas  heridas,  asaltadas 
o  robadas  i  que  reclamen  ausilio,  fuere  señalado  coma 
autor  o  cómplice  del  delito  que  acaba  de  acometerse.  El 
art.  18  del  mismo  proyecto  agrega  que^  para  el  efectO" 
de  ser  arrestados  por  aj entes  de  la  policía  de  seguridad^ 
serán  considerados  delincuentes  ^/^-/ra^a/^tó•  1.°  los  vagos 
i  mal  entretenidos;  2.*  los  que  rehusaren  darse  a  conocer 
o  que  anduvieren  disfrazados;  3.°  los  que  se  hallaren  a 
deshora  en  lugares  o  en  circunstancias  que  prestaren  fun- 
dados motivos  para  atribuirles  malos  designios,  si  las  es- 
plicaciones  que  dieren  de  su  conducta  no  desvanecieren 
la  sospecha;  i  á,^  los  que,  en  caso  de  contravención  íu- 
Jragantí  a  reglas  de  policía,  de  orden  o  de  segmndad,  co- 
metida causando  tumulto  o  perturbando  la  tranquilidad 
pública,  se  hallaren  en  compañía  de  los  autores  de  dicha 
contravención. 

Las  reglas  que  la  Cámara  de  Diputados  aprobó  en  los 
artículos  que  dejamos  copiados,  guardan  conformidad  con 
los  principios  que  deben  rejir  en  la  materia;  pero  como 
no  son  Ie¿  de  la  República,  es  evidente  que  hai  mucho 
de  discrecional  en  la  calificaeio'n  práctica  de  lo  que  es  o 
nó  delincuente  ui-fraganti^  viniendo  a  h-acerla,  en  realidad, 
el  tribunal  que  aprecia  la  constitucionalidad  del  arresto 
hecho  en  la  forma  excepcional   prevenida  en  el  art.  136. 

l^a  necesidad  de  que  la  lei  hable  claramente  en  esta 
materia,  es  tanto  mayor  cuanto  que  el  art.  143  del  Códi- 
go Penal  castiga  con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  o  multa  de  ciento  a  trescientos  pesos^  al 
(/¿¿e,  faeixt  de  los  casos  permitidos  por  la  leiy  aprehendiere 
a  una  persona  para  presentarla  a  la  autoridad.  No  es  po- 
sible que  la  aplicación  de  una  pena  quede  entregada  a 
la  discreción  de  nadie.  Debe  establecerse  de  un  modo 
esplícito  i  que  esté  al  alcance  de  todos — ya  que  todos  soq 
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^n  tal  caso  representantes  verdaderos  de  la  autoridad — 
quienes  son  reputados  delincuentes  in-fraganti.  a  fin  de 
que  se  sepa  con  claridad  también  en  qué  casos  puede 
íirrestar  cnalqidera  'permna^  sin  decreto  previo,  al  sorpren- 
dido en  fluírrante  delito. 


AuT.  137 

yinj^nio  puede  ser  preso  o  detenido^  sino  en  su  casa^  o  en 
ios  lugares  piihlteos  destinados  a  este  objeto. 

No  basta  dar  garantías  que  tiendan  a  evitar  prisiones 
o  detenciones  arbitrarias.  Aun  suponiendo  que  ellas  se 
decreten  con  arreglo  en  todo  a  la  Constitución  i  a  la  lei, 
es  menester  todavía  que  el  preso  o  detenido  quede  a  sal- 
vo del  riesgo  de  ser  encerrado  en  un  calabozo  o  maz- 
morra inmunda  i  mal  sana,  que  ponga  en  peligro  su  salud 
i  su  vida.  La  Constitución  debió  asegurar  al  preso  o  de- 
tenido, no  solo  la  garantía  de  que  la  prisión  o  detención  de- 
berá efectuarse  en  su  [casa  o  en  los  lugares  públicos  des- 
tinados a  este  objeto,  sino  también  la  de  que  estos  luga- 
res serán  sanos  ilimpios.  Sin  esta  última  garantía,  que  falta 
en  nuestra  Constitución,  la  lei  podría  en  Chile  establecer 
verdaderas  Casas-Matas^  como  las  que  tuvieron  los  es- 
pañoles en  el  Callao,  para  que  en  ellas  sean  encerrados 
los  presos  i  los  detenidos.  Podria  establecer  también  una 
Bastilla,  como  la  que  tuvieron  a  su  disposición  los  reyes 
de  Francia  hasta  fines  del  siglo  pasado,  de  donde  desa- 
parecieron mas  de  una  vez  los  infelices  que  a  ella  eran 
arrastrados. 

Es,  por  lo  tanto,  insuficiente  la  disposición  del  art. 
137  do  nuestra  Carta  Fundamental,  para  reahzar  el 
propósito  que,  sin  duda,  se  pretendió  conseguir  con  ella. 

Nuestro  Código  Penal  determina,  en  sus  arts.  86  i 
87,  que  los  condenados  a  presidio  perpetuo,  reclusión 
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perpetua,  presidio  mayor  i  reclusión  mayor,  cumplirán 
sus  condenas  en  las  cárceles  penitenciarías^  exceptuándo- 
se las  mujeres,  quienes,  mientras  no  se  construyan  en 
a(|uéllas  departamentos  especiales,  las  cumplirán  en  las 
casas  de  corrección^  lo  mismo  que  la  de  presidio  menor, 
reclusión  menor  i  prisión;  que  los  condenados  a  presi- 
dio menor  i  reclusión  menor  cumplirán  sus  condenas  en 
\oí^  presidios;  i  que  los  condenados  a  prisión  las  cumpli- 
rán en  las  cárceles, 

^  Pero  debe  advertirse  que,  no  existiendo  todavía  esta- 
blecimientos especiales  para  arrestados  o  detenidos,^  éstos 
sufren,  en  jeneral,  la  privación  temporal  de  su  libertad 
en  las  cárceles^  que,  como  se  acaba  de  ver,  están  desti- 
nadas a  los  presos. 

Preso  es  el  que  sufre  la  pena^  impuesta  por  sentencia 
de  término,  de  estar  privado  de  su  libertad  por  un  tiem- 
po mas  o  menos  largo.  Detenido  o  arrestado  es  aquél 
que  está  privado  de  su  libertad  temporalmente,  mas  no 
por  vía  de  pena  impuesta  por  sentencia,  sino  como  medi- 
da simplemente  precautoria^  para  mantener  asegurada  su 
persona  mientras  se  falla  la  correspondiente  causa  o 
mientras  se  llenau  los  fines  especiales  determinados  por 
las  leyes.  Tal  sería  el  caso  previsto  por  el  artículo 
1,392  del  Código  de  Comercio,  que  nos  parece  mas  que 
dudoso  haya  sido  derogado  por  la  lei  de  23  de  junio  de 
1868  que  abolió  lo,  prisión  por  deudas — salvo  en  los  cua- 
tro casos  que  ella  misma  determina — i  que  se  refiere  al 
arresto  del  fallido,  considerado  como  providencia  preventiva^ 
i  no  como  un  medio  de  coacción  para  obligarle  al  pago  de 
s?(^  deudas. 

Debe  tenerse  presente  que  los  cuarteles,  los  buques 
de  guerra  i  los  castillos  son  también  lugares  públicos 
destinados  a  los  presos  i  detenidos  que  gozaren  de  fue- 
ro militar,  conforme  a  nuestras  ordenanzas  del  ejército  i 
de  la  armada;  i  que  el  art.  150  del  Código  Penal  castiga 
con  las  penas  de  presidio  o   reclusión  menores  i  suspen- 
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sion  en  cualesquiera  de  sus  grados  a  los  que  arbitraria- 
mente lucieren  arrestar  o  detener  en  otros  lugares  que  los 
design  idos  por  la  lei. 

Art.   138 


Lfjs  eiícaryados  de  las  prisione.^  ico  j^ucdea  rccihir  en 
ellas  a  nadie  en  calidad  de  j>/-6\so,  sin  copiar  en  su  rejistro 
la  orden  de  arresto^  emanada  de  autoridad  que  tenrja  fa- 
cultad de  arrestar.  Pueden  sin  embargo  recibir  en  el  recin- 
to de  la  prisión^  en  clase  de  detenidos^  a  los  (jue  fueren  con- 
ducidos  con  el  objeto  de  ser  presentados  al  jaez  competente; 
pero  con  la  obligación  de  dar  cuenta  a  éste  dentro  de  veinti- 
cuatro horas. 

La  palabra  prisiones  está  empleada  en  este  artículo  en 
un  sentido  lato  i  jenérico,  pues  se  refiere  a  todos  loses-* 
tablecimientos  destinados  a  recibir  presos  i  detenidos, 
Pero  la  palabra  preso  estíi  tomada,  no  en  el  verdadero 
sentido  que  debe  tener  según  lo  hemos  dicho  al  ocupar- 
nos del  art.  137,  sino  en  el  de  arrestados  o  detenidos^ 
como  se  manifiesta  por  la  obligación  que  se  impone  a 
los  encargados  de  los  establecimientos  penales  de  no 
recibir  en  éstos  a  los  presos,  sin  copiar  en  su  rejistro  la 
orden  de  arresto^  emanada  de  autoridad  competente.  Es 
claro  que  si  la  Constitución  se  hubiera  referido,  en  la 
primera  parte  del  artículo  que  comentamos,  a  los  verda- 
deros presos,  o  sea  a  los  condenados  a  la  privación  do 
libertad  por  sentencia  de  término,  habría  exijido  que  se 
copiara,  por  el  encargado  de  la  prisión,  dicha  sentencia  i 
no  la  orden  de  arresto. 

La  Constitución  emplea  a  cada  momento  las  palabras 
preso  i  detenido  o  arrestado  como  si  fueran  sinónimas, 
cuando  en  realidad  significan  bien  distinta  cosa.  Pero, 
en  todo  caso,  i  trat  indo  solo  de  los  arrestados  o  deteni- 
dos, el  art.  138  es  dobloniíjute  útil  en  su  primera  parte: 
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I.""  porque  de  la  palabra  copiar  en  él  empleada,  se  in- 
liero,  como  lo  hemos  dicho  ya  al  ocuparnos  del  art.  135, 
<pie  son  inconstitucionales  las  órdenes  de  arresto  verba- 
les] i  2."  porque  nada  se  avanzaria  con  haber  dispuesto 
que  las  órdenes  de  arresto  deben  llenar  ciertos  i  doler- 
ininados  requisitos,  si  no  se  dejara  de  ellas  la  debida 
constancia,  para  evitar  el  peligro  de  que  desaparezcan 
después  de  ejecutadas,  i  de  que  no  haya  medio,  si  hubie- 
ren sido  arbitrarias  o  indebidas,  de  hacer  efectiva  a  su 
tiempo  la  responsabilidad  del  funcionario  o  autoridad 
que  las  decretó. 

Esto  es  tan  importante,  que  el  art.  149  del  Código  Pe- 
}ial  castiga,  en  su  inciso  1.°,  con  las  penas  de  reclusión 
menor  i  suspensión  en  sus  grados  nn'nimos  a  medios,  oca 
los  que,  encargados  de  un  estahlecimiento  pcnal^  recibie- 
ren en  ól  a  ini  individuo  en  calidad  de  j9?'e5o  o  detenido^ 
ein 'haberse  llenado  los  requisitos  prevenidos  por  la  lei». 

o 
o  o 

Dispone  el  art.  138  de  la  Constitución,  en  su  se- 
gunda parte,  que  los  encargados  de  las  prisiones  podrán, 
sin  embargo,  recibir  en  el  recinto  do  ellas,  en  clase  de 
detenidos^  a  los  que  fueren  conducidos  con  el  objeto  de 
sor  presentados  ^\  juez  competente;  pero  con  la  obligación 
de  dar  cuenta  a  óste  dentro  do  veinticuatro  horas,  f^sto 
se  esplica  en  el  caso  de  los  arrestados  en  flagrante  deli- 
to conforme  al  art.  13G,  porque  no  puede  copiarse  una 
orden  de  arresto  que  no  existe;  i  el  arresto  verificado  por 
cualquiera  "persona^QU  ese  caso  excepcional,  no  tiene  otro 
objeto  que  el  do  conducir  al  arrestado  ante  el  juez  com- 
petente. 

Pero  la  verdad  es  que,  conforme  a  la  intelijencia  que 
feo  ha  dado  a  la  segunda  parte  del  art.  138  i  al  139,  no 
son  solo  los  jueces  competentes  los  funcionarios  revestidos 
de  la  facultad  de  arrestare  de  detener.  La  lei  del  rójimen 
interior  la  confiere  amenudo  a  los  ajentes  subalternos 
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del  Ejecutivo,  sin  exijir  que  la  orden  do  arresto  sea  es- 
crita i  sin  imponerles  otra  obligación  que  la  do  dar  avi- 
Ho  al  Juez  competente  dentro  de  las  cuarenta  i  ocho  horas 
siguientes,  poniendo  a  su  disposición  al  arrestado,  confor- 
mo a  lo  prescrito  en  el  segundo  de  los  artículos  citados. 
Esto  debe  naturalmente  entenderse  sin  peijuicio  de  la 
obligación  que,  en  todo  caso^  pesa  sobre  el  encargado 
del  establecimiento  penal,  de  dar,  por  su  parte,  cuenta  a 
dicho  juez  dentro  de  veinticuatro  horas,  siempre  que  la 
detención  no  hubiere  tenido  lugar  a  consecuencia  de  or- 
den escrita  emanada  de  este  último. 

Hé  aquí  porqué  el  ya  citado  art.  149  del  Código  Penal 
castiga,  en  su  inciso  2.*^,  también  con  las  penas  de  reclu- 
sión menor  i  suspensión  en  sus  grados  mínimos  a  me- 
dios «a  los  que,  habiendo  recibido  a  una  persona  en  cla- 
se de  detenida^  no  die)*en  parte  al  trtlmnal  competente  den- 
tro de  las  veinticuatro  horas  siguientes.í)  Se  deduce  do 
lo  dicho  que  la  primera  parte  del  art.  138  parece  haber- 
se referido,  en  la  palabra  ^re^o,  al  que  fuere  arrestado  en 
virtud  de  orden  escrita — susceptible  por  lo  mismo  de  ser 
copiada — emanada  del  tribunal  competente]  i  que  la  segun- 
da parte  se  reBere,  en  la  palabra  detenidos^  al  que  fiíere 
arrestado  sin  orden  escrita — lo  que  nos  parece  monstruo- 
so— emanada  de  una  autoridad  que  no  fuere  el  tribunal 
competente. 

Esto  constituye  un  defecto  gravísimo  de  nuestra  Car- 
ta Fundamental,  que  se  salvaría  reformando  el  art.  135 
en  el  sentido  que  hemos  insinuado  al  ocupamos  de  su 
estudio,  i  reformando  también  el  139  de  la  manera  que 
vamos  a  indicar,  con tray endones  ya  a  su  examen  es- 
pecial. 

Art.  139 


Si  en  algunas  circunstancias  la' autoridad  pública  Jn'c.'erc 
arrestar  a  algún  habitante  de  la  Bepública^  el  funcionan: ) 
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que  htchiere  decretado  el  arresto^  deberá  dentro  de  las  cua- 
renta i  odio  horas  siguientes  dar  aviso  al  juez  competente 
poniendo  a  su  disposición  al  arrestado. 

Este  artículo  es  la  base  en  que  descansan  las  leyes 
que  han  atribuido  a  la  autoridad   administrativa  la  fa- 
cultad de  decretar  arrestos.  Su  redacción  no  puede  ser 
peor,  pues  deja  en  la  mas  completa  duda  saber  cuáles  son 
las  (calgunas  circunstancias))  en  que  esa   autoridad,    es 
decir,  la  autoridad  imhlica^  puede  ejercer  tal  facultad.  I 
todavía  agrega  algo  que  sería  imposible  hacer  en  mu- 
chos casos,  si,  por  poner  al  arrestado  a  disposición  del 
juez  competente  dentro  de  cuarenta  i  ocho  horas,  hubiera 
de  entenderse  que  dentro  de  ese  plazo  habia  de  ser  re- 
cibido el  arrestado  por  el  referido  juez,  en  todo  caso;  co- 
mo lo  entendieron  los  señores  don  Antonio  Viíras  i  don 
Manuel  Antonio  Matta,  en  sesiones  de  la  Cámara  de  Di- 
putados de  ¿4  i  de   2G  de  junio  de  1875,  al  tiempo  de 
discutirse  el  art.    13  del  proyecto  de  lei  sobro  garantías 
a  la  libertad  individual,  a  que  nos  hemos  referido  en 
nuestro  comentario  al  art.  135. 

Como  manifestación  de  la  intolijencia  que  damos  al 
art.  139,  en  los  dos  puntos  indicados,  nos  permitimos 
transcribir  aquí  las  opiniones  que  entonces  sostuvimos 
en  la  Cáinara  de  Diputados. 

En  lasesion  de  24  de  junio  de  1875,  tuvimos  el  honor 
de  decir,  en  sustancia,  lo  que  sigue: 

El  señor  Huneeus. — <íAbundando  en  el  mismo  deseo 
manifestado  por  el  señor  Presidente  (don  Belisario  Prats) 
i  entendiendo  esta  cuestión  de  la  misma  manera  que  Su 
Señoría,  creo  que  el  art.  139  de  la  Constitución,  al  ha- 
blar del  plazo  de  cuarenta  i  ocho  horas,  se  refiere  al  tiem- 
po dentro  del  cual  el  funcionario  administrativo  que  hu- 
biere decretado  un  arresto,  debe  Hbrar  la  orden  par;i  que 
so  ponga  al  arrestado  a  disposición  del  juez  compíteuío, 
i  no  al  acto  material  de  ser  entregado  al  juez  el  arres- 
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tado.  I  la  razón  quo  tengo  para  entender  en  este  sentido 
la  disposición  constitucional,  es  que  las  leyes  no  pueden 
en  caso  alguno  interpretarse  de  manera  que  sean  ina- 
plicables. 

«Supongamos  que  un  individuo  domiciliado  en  San- 
tiago comete  aquí  un  asesinato;  que  en  seguida  se  fuga 
i  viene  a  ser  aprehendido  por  el  Intendente  de  Valdivia. 
¿Cuánto  tiempo  se  necesitaria  para  que  llegara  a  Santia- 
go i  fuera  puesto  en  presencia  del  juez  competente?  Mu- 
cho mas  de  cuarenta  i  ocho  horas,  indudablemente;  i  es- 
to aun  suponiendo  que  no  se  tropezara  con  contratiempo 
alguno  en  el  camino. 

«Por  eso,  señor,  me  parece  que  no  puede  comprenderse 
el  artículo  inconstitucional  sino  de  la  siguiente  manera: 
la  autoridad  administrativa  no  puede  espedir  una  orden 
de  arresto  i  aprehender  a  un  individuo,  sin  poner  el  he- 
cho en  conocimiento  del  juez  competente,  i  sin  enviarle 
al  mismo  tiempo  al  arrestado,  dentro  de  las  cuarenta  i 
ocho  horas  siguientes  al  momento  de  la  aprehensión;  en- 
tendiéndose que  la  autoridad  cumple  con  esta  obhga- 
cion,  desde  el  instante  en  que,  dentro  de  esas  cuarenta  i 
ocho  horas,  firma  i  remite  el  oficio  en  que  espresa  al  juez 
las  causas  de  esa  medida  i  simultáneamente  envía  al 
arrestado. 

<rCreo,  pues,  que  el  art.  139  de  la  Constitución  no  se 
refiere,  ni  puede  referirse,  al  acto  material  de  poner  al 
reo  en  presencia  del  jaez  coinj)etente^  porque  esto  es  de  to- 
do punto  imposible  en  muchísimos  casos — en  la  mayoría 
de  ellos  talvez — por  mil  diversas  circunstancias  como  las 
que  ha  manifestado  el  Honorable  señor  Presidente  i  co- 
mo la  que  acabo  de  esponer,  d 

Como  los  señores  Varas  i  Matta  impugnaran  la  opi- 
nión precedente,  el  art.  13  del  proyecto  citado  mas  arri- 
ba quedó  para  segunda  discusión.  Esta  tuvo  lugar  en  la 
sesión  siguiente  de  26  del  mismo  mes  i  año,  i  como,  al 
continuar  en  ella  haciendo  uso  de  la  palabra   el  señor 

TOMO  IX  43 


Digitized  by  VjOOQIC 


338  LA  CONSTITUCIÓN    ANTE  EL  CONGRESO 

Varas,  diera  a  las  voces  (íeii  algunas  drcunstanciasyy^  qne 
emplea  el  art.  139  de  la  Constitución,  la  significación 
que  les  habría  correspondido  si  se  hubiera  hecho  mérito 
de  circunstancias  estraordinavias — lo  que  no  dice  ese  ar- 
tículo— usamos  también  nuevamente  de  la  palabra  en  los 
términos  siguientes: 

El  señor  Hüneeus. — (cMe  veo  en  la  necesidad  de  mo- 
lestar por  algunos  momentos  la  atención  de  la  Cámara, 
a  consecuencia  de  la  interpretación  que  el  honorable  se- 
ñor Varas  atribuye  al  art.  139  de  la  Constitución. 

<íLa  Cámara  habrá  observado,  sin  duda,  que  la  inteli- 
jencia  que  el  honorable  señor  diputado  por  Talca  atribu- 
ye a  esa  disposición  constitucional,  difiere  por  com- 
pleto de  aquélla  que  le  hemos  dado  el  honorable  señor 
Presidente  i  yo,  i  junto  con  nosotros,  los  honorables  seño- 
res Bascuñan,  Balmaceda,  Lira  i  Cood,  que  suscriben  el 
informe  que  sirve  de  base  al  proyecto  en  discusión,  en 
el  cual  se  contiene  el  siguiente  párrafo,  a  que  me  permi- 
to dar  lectura: 

«Entre  la  orden  emanada  del  juez  competente  i  la  quo 
procede  del  ájente  administrativo  hai,  sin  embargo,  la 
notable  diferencia  de  que  ésta  es  meramente  supletoria, 
para  el  caso  en  que  na  se  pueda  sin  grave  peligro  ocurrir 
a  aquél,  i  encaminada  a  hacer  cesar  la  alarma  que  siem- 
pre producen  ciertos  graves  delitos.  Por  eso  ni  puede 
decretarse  esta  prisión,  cuando  hai  posibilidad  de  qu-e  la 
espida  el  juez  competente;  ni  se  estiende  a  toda  clase  de 
personas  criminalmente  responsables;  ni  dura  mas  del 
tieinpo  necesario  para  que  el  arrestado  sea  puesto  a  dis- 
posición del  juez  competente;  ni,  si  prescindinK)S  del  re- 
sultado indirecto  de  hacer  cesar  la  alarma  publica,  tiene^ 
otro  efecto  que  el  de  poner  el  arrestado  a  disposición  del 
juez,  a  mas  tardar  dentro  de  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes, o  dentro  de  cuarenta  i  ocho  horas  si  la  apre- 
hensión hubiere  de  verificarse  a  cierta  distancia  del  lu- 
gar en  que  la  érden  se  espide.  Podrá  en  muchos  casos 
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parecer  demasiado  breve  este  último  plazo.  La  comisión 
ha  creído  que,  rectamente  interpretado  el  art.  139  de  la 
Constitución,  no  es  posible  prolongar  mas  los  efectos  do 
la  orden  espedida  por  la  autoridad  administrativa». 

dComo  se  vé,  el  desacuerdo  ^ntre  la  opinión  del  señor 
Varas,  que  me  es  siempre  mu  i  grato  respetar,  i  la  del 
señor  Presidente  i  los  miembros  de  la  comisión  infor- 
mante, es  do  todo  punto  evidente.  Lamentando  esta  di- 
sidencia, me  creo  en  el  deber  de  justificar  la  manera  có- 
mo entendemos  nosotros  la  regla  constitucional  a  que 
me  estoi  refiriendo. 

((El  honorable  señor  Váras]piensa  que  el  art.  139  de  la 
Constitución  so  refiere  al  caso  en  que  la  autoridad  pu- 
blica, que  no  es  juez  competente  para  decretar  arrestos, 
los  decretase,  sin  embargo,  en  circunstancias  verdadera- 
mente excepcionales  i  estraordinarias.  Agrega  que  la 
disposición  de  ese  artículo  jamás  se  ha  aplicado  en  Chi- 
le, i  que  debemos  considerarlo  como  si  no  existiera,  para 
los  efectos  de  la  discusión  de  la  presente  leí. 

((La  Cámara  observará  que  semejante  interpretación 
pugna  con  las  reglas  de  hermenéutica  mas  claras  i  es- 
plícítas. 

((En  efecto,  se  atribuye  al  artículo  constitucional  una 
intelijencia  que  hace  completamente  ilusorios  sus  efec- 
tos; luego  esa  intelijencia  es  inadmisible,  porque  los  se- 
ñores diputados  saben  bien  que,  en  materia  do  leyes,  lo 
mismo  que  en  materia  do  contratos,  el  sentido  en  que 
una  cláusula  pueda  producir  algún  efecto,  debe  necesaria- 
mente preferirse  a  aquél  en  que  no  produzca  efecto  al- 
guno. 

«Luego,  sí  nosotros  damos  al  artículo  constitucional 
una  intelijencia  que  le  atribuye  efectos  positivos  i  prác- 
ticos, ella,  debe  necesariamente  preferirse  a  aquélla  que 
tendría  por  resultado  convertirlo  en  una  vana  ilusión,  en 
una  palabra  sin  significado. 

«I  si  esto  no  es  aceptable  en  materia  de  leyes,  i  ni  si- 
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quiera  en  materia  de  contratos,  menos  puede  suponerse 
que  lo  sea  cuando  se  trata  de  los  preceptos  de  una  Cons- 
titución, que  deben  sor  siempre  fundamentales  i  distin- 
guirse por  su  precisión  i  claridad. 

(íFíjese  la  Cámara  en  (yie  el  art.  139  de  la  Constitu- 
ción, al  referirse  a  las  circunstancias  en  que  la  autoridad 
pública  hiciere  arrestar  a  algún  habitante  del  Estado,  se 
espresa  con  estas  palabras:  <ísi  en  algunas  circunstanctasD^ 
sin  agregar  la  voz  (lesti'aor diñar iasi>. 

((Para  los  casos  de  circunstancias  estraordinarías^  que 
no  son  sino  dos,  el  do  conmoción  interior^  i  el  de  ata- 
que esterior,  la  Constitución  ha  dictado  reglas  especia- 
les en  la  parte  vijésima  del  art.  82  i  en  el  art.  161.  En 
estas  disposiciones  se  crea  i  se  reglamenta  el  estado  de 
sitio,  cuyo  efecto,  como  sabe  la  Cámara,  es  el  de  reves- 
tir a  la  autoridad  pública  o  administrativa,  que  en  cir- 
cunstancias ordinarias  carece  de  ella,  de  la  facultad 
excepcional  de  arrestar  a  los  habitantes  del  Estado  i  de 
trasladarlos  de  un  punto  a  otro  de  la  República.  Estas 
son,  señor  Presidente,  las  reglas  o  preceptos  que  nuestra 
Constitución  consigna  de  una  manera  espresa  para  el 
caso  de  circunstancias  estraordinarias  o  excepcionales,  a 
que  se  referia  el  honorable  diputado  por  Talca. 

((No  es,  pues,  posible  suponer  que  si  la  Constitución  se 
refirió  a  tales  casos  en  la  parte  vijésima  del  art.  82  i  en 
el  161,  se  interprete  el  art.  139  de  una  manera  que  nos 
conduzca  al  resultado  de  hacerle  decir  lo  mismo  que  di- 
cen aquellas  disposiciones.  Esto  equivaldría  a  suponer 
que  la  Constitución  ha  incurrido  en  un  pleonasmo  o  re- 
dundancia, verdaderamente  impropio  de  un  Código  fun- 
damental, que  será  siempre  tanto  mejor  cuanto  mas  se 
distinga  por  su  laconismo  i  brevedad,  debiendo  limitar- 
se a  consignar  los  principios  capitales  que  sirven  de  ba- 
se a  la  organización  política  del  país  i  a  garantizar  de 
una  manera  sória  i  eficaz  todas  las  libertades  individua- 
les. 
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ce  Yo  no  presumía  que  el  honorable  señor  Varas  hubiera 
de  citarnos  las  reglas  que  la  Constitución  de  1828  san- 
cionaba en  materia  de  arrestos;  i  aunque  esta  discusión 
me  toma  por  sorpresa,  si  me  es  permitido  espresarme 
así,  puedo,  sin  embargo,  asegurar  a  la  Honorable  Cáma- 
ra que  la  Constitución  de  1828  ni  una  palabra  contieno 
respecto  al  estado  de  sitio.  Esa  ficción  innecesaria  de  la 
lei  no  fué  reconocida  ni  aceptada  por  aquel  Código.  La 
Constitución  vijente  la  rocqpoce  i  acepta  de  lleno,  i  esta 
notable  diferencia  entre  uno  i  otro  Código  basta  para 
manifestar  la  razón  de  la  que  existe  entre  los  principios 
que  ambos  contienen  en  materia  de  arresto. 

«Si,  como  creo  haberlo  manifestado,  es  inadmisible  la 
interpretación  que  el  honorable  señor  Varas  da  al  artí- 
culo 139  de  la  Constitución,  tanto  porque  lo  hace  iluso- 
rio en  sns  afectos,  cuanto  porque  le  hace  decir  lo  que  ya 
está  dicho  en  otros  artículos  de  la  misma  Constitución,  es, 
a  mi  juicio,  i  supongo  que  también  ajuicio  del  honorable 
señor  Presidente  i  de  mis  colegas  de  comisión,  perfecta- 
mente claro  que  el  mencionado  artículo  se  refiere  a  todos 
aquellos  casos  en  que  la  autoridad  administrativa  espide 
órdenes  de  arresto,  imponiendo  a  ésta  la  obligación  de 
dar  aviso  al  juez  competente,  dentro  de  las  cuarenta  i 
ocho  horas  siguientes,  poniendo  a  su  disposición  al 
arrestado. 

«Este  plazo  de  cuarenta  i  ocho  horas  tiene  "por  objeto 
dar  tiempo  a  la  autoridad  administrativa  para  que  comu- 
nique o  participe  al  juez  competente  la  orden  de  arresto 
i  le  remita  o  ponga  a  su  disposición  al  arrestado,  Pero 
la  Constitución  no  dice  que  dentro  de  esas  cuarenta  i 
ocho  horas  deba  el  arrestado  ser  materialmente  puesto, 
en  cuerpo  i  alma,'  en  presencia  del  juez  que  debe  cono- 
cer i  fallar  en  la  causa  respectiva.  Ni  podría  la  Consti- 
tución establecer  esto  último,  porque  habría  establecido 
así  algo  que,  en  razón  de  la  distancia  o  por  los  otros 
motivos  que  ha  indicado  el  mismo  honorable  señor  Vá- 
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ras,  sería,  en   muellísimos  casos,  materialmente  imposí- 
])lo  llevar  a  efecto. 

c(Mi  objeto,  al  hacer  uso  de  la  palabra,  ha  sido  simple- 
mente manifestar  a  la  Cámara  los  fundamentos  en  que 
80  apoya  la  opinión  quCj^en  unión  con  el  honorable  se- 
ñor Presidente,  sostuve  en  la  sesión  pasada.  Puedo  es- 
tar equivocado;  pueden  estarlo  conmigo  el  señor  Presi- 
dente i  mis  colegas  de  comisión.  ¿Estamos  nosotros  en 
la  verdad?  Lo  está  el  honorable  señor  Varas?  No  es^a 
mí  a  quien  incumbe  decidirlo.  Si  estoi  en  el  error,  cosa 
que  es  bien  fácil  suceda,  siempre  me  será  grato  haber 
manifestado  a  la  Cámara  los  fundamentos  de  la  opinión 
que  ante  ella  me  ha  cabido  la  honra  de  sostener. 

((En  consecuencia,  aceptaré  la  supresión  que  el  honora- 
ble señor  Presidente  pide  se  haga  en  el  último  inciso  del 
art.  13  del  proyecto  en  discusión d. 

Cerrado  el  debate,  después  del  discurso  que  precede, 
se  dio  por  aprobado  el  art.  13  del  proyecto  en  discusión, 
sustituyéndose  la  palabra  competente  a  las  palabras  el 
jaez  a  quien  corresponda  conocer  de  la  causa;  se  aprobiS, 
por  30  votos  contra  10,  el  inciso  4.**  modificado  por  el 
señor  don  Belisario  Prats,  en  esta  forma:  ((El  término 
para  dictar  las  (Srdenes  convenientes  a  fin  de  que  el  reo 
sea  puesto  a  disposición  del  juez  competente,  será  en 
este  caso  de  cuarenta  i  ocho  horas»;  i  se  acept<5,  finalmen- 
te, por  31  votos  contra  9,  la  supresión,  propuesta  por  el 
mismo  señor  Prats,  de  la  frase  del  último  inciso:  i  el  pre- 
so no  se  le  presentare  dentro  de  las  cuarenta  i  ocho  horas)). 
En  consecuencia,  el  artículo  quedó  aprobado  en  los  tér- 
minos siguientes: 

((Art.  13.  El  arresto  o  prisión  preventiva  decretado 
por  otra  autoridad  que  el  juez  competente  solo  durará  el 
tiempo  necesario  para  que  el  arrestado  sea  puesto  a  dis- 
posición de  dicho  juez.  Sin  nuevo  decreto  de  éste,  el 
arrestado  no  podrá  continuar  en  prisión. 

«La  autoridad  que  hubiere  decretado  el  arresto  o  pri- 
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sion  deberá  poner  al  arrestado  a  disposición  del  juea 
competente  en  el  mismo  dia  i  a  mas  tardar  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  siguientes. 

cSi  la  prisión  decretada  por  autoridad  administrativa 
hubiere  de  ejecutarse  en  lugar  ^ue  diste  mas  de  veinte 
quilómetros  de  la  residencia  del  juez  competent3,  debe- 
rá darse  aviso  a  éste  al  tiempo  de  espedirla,  acompañan- 
do todos  los  antecedentes  en  que  la  autoridad  adminis- 
trativa se  hubiere  apoyado  al  decretarla. 

«El  término  para  dictar  las  órdenes  convenientes  a  fin 
de  que  el  reo  sea  puesto  a  disposición  del  juez  compe- 
tente, será  en  este  caso  de  cuarenta  i  ocho  horas. 

«Si  el  juez  hallare  que  los  antecedentes  que  se  le  han 
remitido  no  dan  mérito  para  el  decreto  de  prisión,  decla- 
rará sin  efecto  o  suspenderá  el  decreto  de  privón  i  se 
limitará  a  citar  al  individuo  mandado  aprehender,  si  hu- 
biere lugar  a  ello,  para  que  comparezca  en  el  dia  i  hora 
que  le  señalen  (1). 

El  inciso  4.**  del  artículo  que  precede  manifiesta  que 
la  Cámara  de  Diputados  resolvió  la  cuestión  debatida,  en 
el  sentido  que  tuvimos  el  honor  de  sostener.  Pero  el  de- 
fecto principal  del  art.  139  no  ha  desaparecido,  ni  puede 
desaparecer  sin  reformarlo.  Si  se  acepta  que  las  órdenes 
de  arresto  deben  ser  decretadas  en  jeneral  por  el  tribu- 
nal competente^  como  lo  dejamos  dicho  al  tratar  del  art. 
135,  la  Constitución  no  debe  hacer  uso  de  una  frase  tan 
vaga  como  la  de  (Lolgunas  circunstancias^^  empleada  por 
el  139  para  referirse  a  los  casos  excepcionales  en  que 
pueden  decretar  arrestos  las  autoridades  administra- 
tivas. 

En  nuestro  concepto,  debe  suprimirse  el  estado  de  si- 
tio e  imponerse,  como  regla,  prohibición  espresa  al  Pre- 
sidente de  la  República  i  a  todos  sus  ajentes,  de  decretar 


(1)  Véate  p¿j  222,  Sí.' iones  ordioarias  del  Senado  en  If  75. 
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arrestos,  como  lo  hacía  la  Constitución  de  1828.  Modifi- 
cada en  este  sentido  la  Constitución,  se  agregaría  que 
las  autoridades  administrativas  solo  podrán  dictar  pre- 
ventivamente tales  medidas,  obrando  como  ajentes  auxi- 
liares de  la  administracioij  do  justicia  i  como  encargadas 
de  velar  por  la  seguridad  pública;  o  en  los  casos  en  que 
para  ello  fueren  autorizadas  por  alguna  leí  excepcional 
i  de  duración  transitoria,  de  aquéllas  a  que  se  refiere  la 
parte  6/  reformada  del  art.  36  de  la  Constitución;  nopu- 
diendo  jamás  dictarlas  por  vía  de  pena,  i  debiendo  en 
todo  caso  poner  al  arrestado  a  disposición  del  juez  com- 
petente o  enviarlo  a  éste  dentro  de  veinticuatro  horas. 

Reemplazado  el  art.  139  de  la  Constitución  por  uno 
que  consignara  las  ideas  que  acabamos  de  espresar,  i 
suprimidos  el  161  i  la  parte  20.*  del  82,  referentes  al  es- 
tado de  sitio,  nos  parece  que  la  libertad  individual  ha- 
bría ganado  en  Chile  inmensamente,  dado  el  anteceden- 
te de  que  se  reformara  también  el  art.  135  conforme  al 
sentido  que  oportunamente  dejamos  indicado. 

Lo  que  se  necesita  especialmente  es  que  desaparezca 
de  la  Constitución  todo  aquéllo  que  se  ha  creído  auto- 
riza al  lejislador  para  conferir  a  los  ajentes  del  Ejecutivo, 
no  solo  la  facultad  de  decretar  arrestos  prev^entivos  co- 
mo cosa  corriente,  sino,  lo  que  es  verdaderamente  mons- 
truoso, la  de  imponerlos  por  vía  de  pena;  cosa  que  la 
Constitución  misma  rechaza  en  la  parte  6.*  reformada  de 
su  art.  36,  aun  en  los  casos  de  las  leyes  excepcionales  a 
que  ésta  se  refiere,  ordenando  que  las  penas  que  dichas 
leyes  señalaren  serán  siempre  aplicadas  por  los  tribuna- 
les establecidos. 

A  la  sombra  del  art.  139  que  comentamos,  se  han  dic- 
tado disposiciones  tan  enormes  como  los  arts.  50, 106,  in- 
cisos 1."  i  4.^  120, 127,  149  i  166  de  la  leí  del  réjimen  in- 
terior, que  han  entregado  maniatada  la  libertad  de  los 
ciudadanos  al  capricho  hasta  de  los  últimos  ajentes  del 
Ejecutivo.  Sin  duda  esas  leyes  han   creído  que  las  cir- 
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cu7istajicias  a  que  se  refieren  son  algunas  de  las  que  pre- 
vio el  mencionado  artículo  constitucional  en  sus  prime- 
ras i  desgraciadísimas  palabras.  Esto  solo  bastaría  para 
condenarlas. 


El  art.  149  del  Código  Penal  impone ,  en  su  inciso  6.*", 
las  penas  de  reclusión  menor  i  suspensión  en  sus  gra- 
dos mínimos  a  medios  a  dios  que  habiendo  hecho  arres- 
tar a  un  individuo  no  dieren  parte  ai  tribunal  compe- 
tente dentro  de  las  cuarenta  i  ocho  horas,  poniendo  al 
arrestado  a  su  disposición!),  aumentándose  dicha  pena 
en  el  caso  previsto  en  el  último  párrafo  de  dicho  artículo. 

Art.  140 


Ninguna  incomunicación  puede  impedir  que  el  majistra- 
do  encargado  de  la  casa  de  detención  en  que  se  halle  el 
preso^  le  visite. 

La  incomunicación  que,  como  se  sabe,  no  e«  otra  cosa 
quo^una  medida  precautoria  que  tiene  por  objeto  impe- 
dir que  el  reo  pueda  confabularse  con  los  testigos  que 
han  de  declarar  en  su  causa,  no  puede,  atendida  su  na- 
turaleza, tener  una  duración  fija.  Esta  no  debe  ser  sino 
la  necesaria  para  realizar  su  objeto.  Debo  cesar  cuando 
cesa  el  peligro  que  con  ella  se  trata  de  evitar,  lo  que  se 
verifica,  según  Escríche,  en  el  momento  de  tomar  al  reo 
su  confesión. 

Mas,  ya  que  no  era  posible  determinar  su  duración, 
ha  querido  la  Carta  Fundamental  que  ninguna  incomu- . 
nicacion^  por  rigorosa  que  sea,  impida  que  el  majistrado 
encargado  de  la  casa  de  detención  en  que  se  halle  el 
preso  le  visite.  Ese  majistrado  es,  según  lo  dispuesto  en 
el  inciso  3.°  del  art.  149  del  Código  Penal  eXjuez  que  co- 
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?tocG  de  la  causa,  respecto  de  los  detenidos;  i  lo  son  los  ma- 
jistrados  encargados  de  visitar  los  correspondientes  esta- 
blecimientos penales,  respecto  de  los  reos  rematados  o  con- 
denados. Conforme  a  la  disposición  citada,  deben  ser  cas- 
tigados con  las  penas  de  reclusión  menor  i  suspensión  en 
sus  grados  mínimos  a  medios  los  que  impidieren  a  lo» 
detenidos  o  rematados  comunicarse  con  el  juez  o  con  los 
majistrados  a  que  acabamos  de  referirnos. 

Esa  comunicación  tiene  por  objeto  proporcionar  al  de- 
tenido i  al  rematado  un  medio  espedito  de  hacer  llegar 
sus  quejas  a  la  autoridad  competente,  si  se  hubieren  vio- 
lado en  su  persona  las  garantías  constitucionales  o  )as 
leyes  o  reglamentos  que  rijieren  en  el  establecimiento 
respectivo. 

Abt.  141 


Este  majisti^ado  es  obligado^  siempre  que  el  preso  le  re- 
quiera^ a  trasmitir  al  juez  competente  la  copia  del  decreto 
de  prisión  que  se  hubiere  dado  al  reo;  o  a  reclamar  para 
que  se  le  dé  dicha  copia;  o  a  dar  él  mismo  un  certificado  de 
hallarse  preso  aquel  individuo^  si  al  tiempo  de  su  arresto 
se  hubiese  omitido  este  requisito. 

Las  palabras  este  majistrado  con  que  principia  el  art. 
141,  aluden  evidentemente  al  mismo  de  que  habla  el  art. 
140.  Sin  embargo,  el  Código  Penal  ha  resuelto,  en  el 
inciso  4."*  del  art.  149,  que  ellas  se  refieren,  no  aljuez  que 
conoce  de  Ib,  cauQH del  detenido  ni  a  los  majistrados  encar- 
gados de  visitar  el  establecimiento  penal  donde  estuvie- 
re sufriendo  su  pena  el  rematado^  sino  a  los  encatusados 
de  los  lugares  de  detención^  a  quienes  castiga  también  con 
las  penas  de  reclusión  menor  i  suspensión  en  sus  grados 
mínimos  a  medios,  cuando  so  negaren  a  trasmitir  al  tri- 
bunal, a  requisición  del  preso,  copia  del  decreto  de  pri- 
sión, o  a  reclamar  para  que  se  dé  dicha  copia,  o  a  dar 
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ellos  mismos  un  certificado  de  hallarse  preso  aquel  indi- 
viduo. 

Se  vé,  pues,  que  el  mismo  Código  Penal,  en  los  inci- 
sos 3."*  i  4.*"  de  su  recordado  art.  149,  atribuye  distinta 
dignificación  a  la  palabra  mnjistrado  que  emplean  los 
íirts.  140  i  141  de  la  Constitución.  En  el  primero  de  és- 
tos se  refiere,  según  dicho  Código,  al  juez  que  conoce  de 
la  causa  i  a  los  majistrados  encargados  de  visitar  los  es- 
tablecimientos penales.  En  el  segundo  de  dichos  artícu- 
los ella  se  refiere,  según  la  misma  lei,  a  los  encargados 
de  los  lugares  de  detención^  que  son  los  Alcaides  en  nues- 
tras cárceles.  El  art.  141  reproduce  la  idea  de  que  el 
decreto  de  prisión  debe  ser  siempre  ^5cr¿Vo,  puesto  quedos 
veces  se  refiere  a  la  copia  de  dicho  decreto,  i  emplea 
promiscuamente  las  palabras  ^m¿a/i  i  arrc,sfo,  haciendo 
uso  de  aquélla  en  la  primera  parte  i  de  ésta  en  la  firasc 
con  que  termina.  Llama  también  reo  al  preso,  lo  que  no 
nos  parece  exacto;  porque  si  los  detenidos  non  presos  pa- 
ra la  Constitución,  no  es  cierto  que  a  todos  los  deteni- 
dos pueda  aplicarse  el  calificativo  de  reos^  ya  que  esta 
palabra,  empleada  en  un  sentido  estricto,  se  refiere  so- 
lo a  aquéllos  que  estuvieren  sometidos  a  un  proceso  cri- 
minal. 

Así  como  la  palabra  majistrado^  que  nuestra  Constitu- 
ción emplea  en  otros  artículos  refiriéndose  siempre  a  los 
miembros  de  los  tribunales  superiores,  suena  mal,  apli- 
cada a  los  Superintendentes  de  las  penitenciarias,  encar- 
gados de  esos  establecimientos  penales,  i  a  los  Alcaides, 
encargados  de  las  cárceles;  es  menester  convenir  tam- 
bién en  que,  técnicamente  hablando,  no  son  voces  sinó- 
nimas, como  ya  lo  hemos  dicho  al  ocuparnos  del  art. 
1^1^  preso  i  detenido^  ni  prisión  i  arresto.  La  Constitu- 
ción las  emplea,  sin  embargo,  promiscuamente  a  cada 
momento,  i  ella  debe  aplicarse,  por  consiguiente,  dándo- 
les en  todo  caso  su  sentido  mas  lato  i  mas  comprensivo, 
de  manera  que  protejan  tanto  a  \o^  presos  como  a  los  de- 
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tenidos  o  arrestados^  o  sea  tanto  a  los  que  estuvieren  so- 
metidos a  prisión  preventiva^  como  a  los  que  estuvieren 
sufriendo  prisión  represiva.  Así  lo  ha  entendido,  i  muí 
cuerdamente,  nuestro  Código  Penal  en  su  tantas  veces 
citado  art.  149. 

Art.  142 


Afianzada  suficientemente  la  persona  o  el  saneamiento  de 
la  acción,  en  la  forma  que  según  la  naturaleza  de  los  casos 
determine  la  lei^  no  debe  ser  preso,  ni  embargado,  el  que  no 
es  responsable  a  pena  aflictiva  o  infamante. 

Este  artículo  asegura  dos  garantías:  1.*  la  de  que,  afian- 
zada suficientemente  la  persona-,  en  materia  criminal,  no 
debe  ser  preso  el  que  no  es  responsable  a  pena  aflictiva; 
i  2.*  la  de  que,  afianzado  suficientemente  el  saneamiento 
de  la  acción,  en  materia  civil,  no  debe  ser  'apresada  la 
persona  ni  debe  embargarse  bien  alguno  al  demandado. 
Ocupémonos  de  cada  una  de  ellas  separadamente. 

o 
o  o 

Hemos  dicho  que,  conforme  al  art.  142,  afianzada  su- 
ficientemente la  persona,  en  materia  criminal,  no  debe 
ser  preso  el  que  no  es  responsable  a  pena  aflictiva.  Penas 
aflictivas  son,  según  el  art.  37  del  Código  Penal,  las  quo 
se  aplican  a  todo  crimen,  i,  respecto  de  los  simples  delitos, 
las  de  presidio,  reclusión,  confinamiento,  estrañamiento  i 
relegación  menores  en  sus  grados  máximos,  es  decir, 
desde  tres  años  un  dia  a  cinco  años. — No  hacemos  mé- 
rito de  las  penas  infamantes  a  que  se  refiere  el  precepto 
constitucional  que  examinamos,  porque  han  sido  aboli- 
das por  el  Código  Penal,  vijente  desde  el  1.°  de  marzo  de 
1875. 

¿Se  deduce  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  que   comen- 
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tamos  qu<d  el  que  fuere  responsable  a  pena  aflictiva  debe 
ser  preso  necesariamente,  i  que  no  puede  en  caso  alguno 
escarcelársele  bajo  de  fianza?  Jeneralmente  se  ha  enten- 
dido que  sí,  discurriendo  a  contrario-sensu;  pero  la  ver- 
dad es  que  el  art.  142  de  la  Constitución  tiene  por  objeto 
asegurar,  en  materia  criminal,  una  garantía — la  de  que  el 
reo  no  pueda  ser  preso  si  rinde  fianza  suficiente,  cuando 
no  es  responsable  a  pena  aflictiva — sin  que  de  allí  pueda 
deducirse  que  debe  ser  preso  precisamente  el  que  no  se  en- 
contrare en  ese  caso.  Esto  no  lo  decide  la  Constitución, 
i,  por  consiguiente,  es  a  la  lei  a  quien  incumbe  determi- 
narlo. Luego,  no  es  exacto,  como  lo  dice  el  señor  Lasta- 
rria  al  ocuparse  de  este  punto  en  sus  comentarios,  que 
si  el  delito  de  que  se  acusa  a  un  individuo  es  castigado  con 
alguna  pena  de  esa  especie  (aflictiva  o  infamante)  adebe 
sufrir  la  prisión  hasta  la  terminación  del  proceso  que  se  le 
formen.  Nó:  de  la  regla  constitucional  no  se  infiere  tal 
cosa;  de  que  ella  haya  asegurado  una  garantía  a  cierta 
clase  de  procesados,  no  se  deduce  que  no  deban  gozarla 
otros  en  ningún  caso.  El  silencio  de  la  Constitución  res- 
pecto de  estos  últimos,  prueba  solo  que  ha  dejado  a  la 
lei  en  libertad  de  determinar  respecto  de  ellos  i  acerca 
de  esta  materia,  lo  que  juzgare  conveniente. 

Esto  es  tan  cierto  que,  aposar  de  lo  dispuesto  en  las 
leyes  16  tít.  I.*'  i  10  tít.^29  Partida  7.^,  i  en  la  6."  tít.  12,  lib. 
5  de  la  Nov.  Rec,  según  las  cuales  no  debe  ser  escarcela- 
do  bajo  de  fianza,  en  ninguna  guisa^  el  que  fuere  acusado 
j;or  gerro  de  tal  natura^  que  si  le  fuere  probado,  hubiere 
de  ser  castigado  con  pena  de  muerte^  de  perdimiento  de 
miembro  (que  no  existe  entre  nosotros),  u  otra  pena 
corporal  (o  rescehir  otra  pena  en  el  cuerpo);  sin  embargo, 
como  la  Constitución  no  habla  de  penas  corporales,  sino  de 
las  aflictivas^!  como  ni  óstas  ni  aquéllas  estaban  definidas 
antes  de  la  vijencia  del  Código  Penal,  no  habia  regla  fija  a 
que  atenerse  en  materia  do  escarcelacion  bajo  do  fianza, 
salvo  cuando  se  trataba   de  delitos  que  Imbieran  de  cas- 
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t/igarse  con  la  pena  de  muerte. — Hoi  el  Código  Penal  do- 
.^iiG  la  pena  aflictwa\  pero  como  no  reconoce  la  división 
de  penas  en  corporales  o  no  corporales^  i  como  las  leyes 
españolas  arriba  citadas  trataban  de  penas  de  esta  espe- 
cie, que  aliorxi  no  existen,  i  no  reconocian  la  existencia 
de  penas  aflictivas;  resulta  que,  salvo  en  lo  tocante  a  la 
pena  de  muerte^  que  las  dos  lejislaciones  admiten  en  cier- 
tos casos,  no  es  posible  aplicar  ahora  dichas  leyes  a  la  es- 
carcelacion  bajo  de  fianza  del  procesado  criminalmente. 

Para  que  la  conclusión  a  contrario-sensu  a  que  lle- 
gan algunos,  deduciéndola  del  tenor  del  art.  142  de 
la  Constitución,  que  habla  de  pena  aflictiva  i  no  de 
l)ena  corporal^  fuese  lejítima,  sería  menester  que  alguna 
lei  hubiera  dispuesto  de  nna  manera  espresa  que  ano 
l)uode  ser  escarcelado  bajo  de  fianza  el  que  fuere  res- 
})onsable  a  pena  aflictiva!) — Tal  lei  no  existe  hoi,  ni  ha 
existido  antes  del  Código  Penal;  porque,  lo  repetimos, 
las  leyes  españolas  no  reconocian  la  existencia  de  penas 
de  ese  carácter.  Convendria  dictarla,  ya  que  el  Código 
Penal  i  la  Constitución  están  conformes  en  admitir  esa 
división  de  las  penas,  para  establecer  de  un  modo  claro 
cuando  podrá  ser  escarcelado  bajo  de  fianza  i  cuando  nó 
el  procesado  por  dehto  que  mereciere  pena  aflictiva. 

En  el  estado  actual  de  nuestra  lejislacion,  la  aprecia- 
ción de  este  punto  gravísimo  queda  sujeta  a  la  discre- 
ción de  los  tribunales  superiores.  Estos,  para  acceder  o  nó 
a  la  escarcelacion  solicitada  por  el  reo,  atienden,  no  solo 
a  la  naturaleza  de  la  pena  con  que  puede  ser  castigado 
el  delito,  dando  lugar  siempre  a  la  escarcelacion  cuando 
dicha  pena  no  fuere  aflictiva,  sino  tamlden  al  mérito  del 
Ijroceso^  de  tal  manera  que,  ^^egun  fuere  dicho  mérito^  con- 
ceden o  nó  la  escarcelacion,  aun  tratándose  de  reos  res- 
ponsables a  pena  aflictiva. 

Para  corroborar  la  exactitud  de  las  precedentes  con- 
clusiones, insertamos  aquí  las  sentencias  siguientes: 

«Santiago,  8  de  junio   de    187G. — Vistos:  don  Juan 
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Eduardo  Waikor,  don  Maximiano  Errázuriz,  don  Lean- 
dro E.  Ramírez,  don  Matías  Ovallc,  don  Domingo  Fer- 
nández Concha,  don  Josó  Tocornal,  don  Javier  Arlegui 
Rodríguez,  don  Carlos  Irarrázaval,  don  Alberto  Gonzá- 
lez Errázuriz,  don  Eduardo  Edwards,  don  Valentín  Sal- 
días,  don  Florencio  Lecáros  i  don  Guillermo  Mackenna, 
esponen  en  su  querella  de  fs.  2:  que  terminado  el  escru- 
tinio jeneral  de  las  elecciones  de  Municipales  para  el  de- 
partamento de  Santiago,  el  veinticinco  de  abril  último, 
quedaron  ya  designados,  por  las  mayorías  de  votos  co- 
rrespondientes, los  ciudadanos  a  quienes  favorecieron 
esas  mayorías,  según  el  acta  levantada  de  dicho  escruti- 
nio. Posteriormente  a  esa  fecha,  el  alcalde  de  la  Ilustre 
Municipalidad,  don  Belisario  Henríquez,  modificó  el  re- 
sultado del  acta,  escluyendo  a  dos  de  los  elejidos,  según 
ésta,  i  reemplazándolos  por  otros  dos  que  no  habían 
obtenido  'en  el  escrutinio  jeneral  la  mayoría  de  votos 
requerida  por  la  lei;  agregan  los  querellantes  que  el  al- 
calde señor  Henríquez,  al  hacer  esta  alteración,  cambió 
sustancialmente  el  acta  del  escrutinio  parcial  de  la  sec- 
ción segunda,  subdelcgacion  veinte  urbana,  que  al  tiem- 
po de  ser  examinada  por  la  junta  escrutadora,  solo  con- 
tenia dieziocho  votos  a  favor  de  don  Abel  Saavedra, 
mientras  que  el  acta  de  la  misma  sección  i  subdelcgacion 
que  antojadizamente  ha  escrutado  por  sí  solo  el  señor 
Henríquez,  consigna  cuarenta  i  ocho  votos  a  favor  del 
mencionado  don  Abel  Saavedra. 

dLos  actos  ejecutados  por  don  Belisario  Henríquez 
constituyen,  a  juicio  de  los  querellantes,  los  siguientes 
delitos: 

«Primero:  usurpación  du  atribuciones,  delito  preveni- 
«do  en  el  art.  221  delC9digo  Penal  i  en  el  art.  160  de  la 
«Constitución. 

«Segundo:  falsificación  de  documentos  públicos  o  au- 
«tónticos,  delito  prevenido  i  castigado  en  el  párrafo  4.^ 
(ítít.  4.^  lib.  2  del  Código  Penal. 
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«Tercero:  procedimiento  astuto  i  malicioso  contra  la 
(^resolución  de  una  autoridad  competente,  con  el  que  im- 
((pide  que  funcionen  los  elejidos  popularmente  como 
((miembros  de  la  Municipalidad,  delito  prevenido  i  cas- 
«tigado  por  los  arts.  126  i  233  del  Código  Penal. 

«Cuarto:  falsificación  de  un  documento  público  del 
«escrutinio  de  las  actas  presentadas  a  la  junta  escruta- 
ce  dora,  delito  prevenido  i  castigado  en  el  art.  193  del  Có- 
digo Penal». 

«En  consecuencia,  piden  se  reciba  información  al  te- 
nor de  la  querella,  i  con  su  mérito  se  despache  manda- 
miento de  prisión  contra  el  alcalde  señor  Henríquez  i  lo 
demás  a  que  hubiere  lugar. 

«Por  su  parte  don  Belisario  Henríquez  se  ha  contra- 
querellado,  esponiendo:  que  por  los  diarios  tiene  conoci- 
miento de  la  querella  deducida  en  su  contra  por  los 
señores  Juan  E.  Walker  i  otros,  imputándole  maliciosa- 
mente el  delito  de  ciertas  falsificaciones  i  el  acto  de  no 
haber  dado  cumphmiento  a  la  lei,  como  ellos  la  entien- 
den; que  este  último  consiste  en  apreciaciones  jurídicas 
de  procedimientos  constantes  de  los  documentos  que 
ellos  mismos  invocan  i  que  a  su  vez  acompaña;  i  que 
el  primero,  es  decir,  el  delito  de  falsificación,  se  refiere  a 
la  supuesta  adulteración  del  acta  de  la  sección  segun- 
da, subdelegacion  veinte  urbana,  que  ni  él  ni  nadie  ha 
cometido.  Al  efecto  ofrece  información  i  pide  se  tenga 
presente  que  los  querellantes,  en  la  difamación  que  le 
infieren,  no  se  han  Mmitado  a  la  querella  deducida  en  su 
contra  i  a  las  publicaciones  hechas  por  los  diarios,  sino 
que  la  han  sembrado  verbalmcnte  en  conversaciones  de 
círculos  sociales,  clubs,  tertulias,  etc.,  etc.,  para  estender 
sus  pruebas  sobre  estos  puntos,  a  fin  de  obtener  de  ple- 
no derecho  el  castigo  de  la  calumnia. 

«Recibidas  ambas  informaciones,  se  ordenó  acumular- 
las para  mejor  resolver. 

«Considerando:  que  don  Belisario  Henríquez,  al  estén- 
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der  los  poderes  a  favor  de  los  ciudadamos  elejidos 
Municipales,  obró  en  virtud  de  atribuciones  propias,  en- 
cargadas por  la  lei,  como  primer  alcalde  de  la  Ilustre 
Municipalidad  de  est^  departamento; 

«Considerando:  que  no  se  ha  probado,  ni  hai  anteceden- 
te alguno  en  la  querella  para  establecer  que  el  mencio- 
nado alcalde  haya  cometido  falsedad  en  el  desempeño 
de  dichas  atribuciones; 

((Ct)n8Íderando:  que  la  conducta  funcionaría  del  señor 
Henríquez,  en  la  formación  de  los  referidos  poderes,  se 
apoya  en  consideraciones  i  fundamentos'^egales  apunta- 
dos en  la  nota  esplicativa  corriente  a  fojas —  que,  si 
bien  podrían  prestarse  a  discusión  sobre  la  apreciación 
jurídica  del  procedimiento,  no  hai  mérito  en  autos  para 
calificarlo  de  malicioso  o  astuto,  como  se  hace  en  la  que- 
rella; 

«Considerando:  que  no  hai  tampoco  falsificación  en  el 
acta  de  la  sección  segunda,  subdelegacion  veinte  urba- 
na, 1.°  porque  aunque  algunos  testigos  de  la  querella  sos- 
tienen que  en  la  junta  escrutadora  vieron  que  dicha  acta 
contenia  dieziocho  votos  a  favor  de  don  Abel  Saavedra 
i  no  cuarenta  i  ocho  como  aparecen  ahora,  don  Mariano 
Fuentes,  don  Rafael  Gorostiaga  Orrego,  don  Juan  C. 
Núñez,  don  Bernardino  Arrate  i  don  Baldomcro  Herre- 
ra, presidente  i  vocales  de  la  mesa  receptora  de  dicha 
sección  i  subdelegacion,  afirman  que  la  referida  acta  se 
encuentra  sin  variación  alguna  i  es  la  misma  que  suscri- 
bieron después  de  practicar  el  escrutinio  de  la  votación, 
el  16  de  abril  último;  2.''  porque  respecto  de  esta  misma 
acta  el  señor  don  Miguel  Elizalde,  informando  a  fojas... 
dice  que  le  fué  entregada  por  acuerdo  de  lajunta  escru- 
tadora i  la  ha  mantenido  constantemente  en  su  poder; 
i  3.**  porque  el  otro  ejemplar  de  la  mencionada  acta, 
existente  en  la  oficina  del  notario  Yaneti,  que  tampoco  ha 
salido  de  su  poder,  después  que  le  fué  entregada  por  la 
junta  escrutadora,  está  perfectamente  conforme  con  la 
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que  tiene  el  señor  Elizalde;  una  i  otra  han  sido  recono- 
cidas por  los  que  las  suscriben,  como  queda  dicho;  en 
ambas  se  nota  el  número  de  sufrajios  en  letras  i  cifras,  i 
en  ninguna  hai  raspadura  o  borradura  que  haga  sospe- 
char la  falsificación  o  alteración  indicada  por  los  quere- 
llantes. Visto  también  lo  dispuesto  en  la  lei  26,  tít.  I.**, 
Partida  7.*,  se  declara  que  no  hai  lugar  al  mandamiento 
de  prisión  pedido  en  la  querella  de  fs.  2  contra  el  señor 
don  Belisario  Henríquez,  i  téngase  presente  para  lo  que 
fuere  de  derecho  lo  solicitado  en  la  contraquerella. — 
Hmdobro. — Lillo^  secretario». 

SENTENCIA   DE    LA   EXMA.    CORTE   SUPREMA. 

((Santiago,  julio  26  de  1876. — Vistos:  teniendo  presen- 
te el  mérito  actual  del  sumario  respecto  a  las  imputacio- 
nes hechas  a  don  Belisario  Henríquez,  que  constituirían 
delitos  merecedores  de  pena  aflictiva^  i  la  naturaleza  de  los 
demás  capítulos  de  acusación,  se  declara:  que  el  acusado 
no  debe  ser  puesto  en  prisión^  dando  fianza  de  cárcel  segura 
i  de  juzgado  i  sentenciado.  Se  revoca  el  auto  apelado  de  8 
de  junio  iiltimo,  corriente  a  fs.  47,  en  lo  que  sea  contrario 
a  éste.  Devuélvanse. — Montt. —  Valenzuela, —  Govarrúbias, 
—A.  Reyes  (1). 

Aunque  la  precedente  sentencia  de  la  Corte  Su- 
prema, reconoce  que  algunas  de  las  imputaciones  he- 
chas en  la  causa  al  procesado  aconstituirian  delitos  mere-- 
cedores  de  pena  aflictivay>^  declaró,  sin  emb^rgo^  teniendo 
presente  el  mérito  del  sumario^  que  el  acusado  no  dehia  ser 
puesto  en  prisión^  dando  fianza  de  cárcel  segura  i  de  juzga- 
do i  sentenciado.  Ese  fallo  de  la  Corte,  librado  por  una- 
nimidad, desde  que  ninguno  de  los  señores  jueces  que 
lo  suscriben  salv(S  su  voto,  confirma  por  completo  la  in- 

(1)  Sentencia  nám.  I,á87,  Gaceta  núm.  1^752,  páj.  761,  afío  XXX V' 
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telijencia  que  nosotros  damos  a  la  primera  de  las  garan- 
tías aseguradas  por  el  art.  142  de  la  Constitución. 

a 

«  o 

Concretándonos  ya  a  la  segunda,  hemos  dicho  que 
ella  consiste  en  que,  afianzado  suficientemente  el  sanea- 
miento de  la  acción,  en  materia  civil^  no  debe  ser  apresa- 
da la  persona  ni  debe  embargársele  bien  alguno. 

Cuando  se  dictó  la  Constitución,  existia  la  prisión  por 
deudas,  abolida  hoi  por  la  lei  de  23  de  junio  de  1868,  que 
la  ha  conservado  solo  para  los  cuatro  casos  en  ella  excep- 
tuados. Dispuso  el  art.  142,  acerca  de  este  punto  que  es 
mui  distinto  del  anterior,  que  no  debia  apresarse  al  eje- 
cutado i  que  no  habria  lugar  al  embargo  de  sus  bienes, 
cuando  afianzare  suficientemente  las  resultas  do  la  acción 
entablada  en  su  contra.  Es  esto  precisamente  lo  que  dis- 
pone el  decreto-lei  de  procedimientos  ejecutivos  de  8  de 
febrero  de  J  837,  al  ordenar,  en  el  inciso  4."  de  su  art. 
6."*,  que  debe  suspenderse  todo  embargo  i  prisión^  cuando  el 
deudor  consignare  la  cantidad  mandada  pagar  o  diere 
Jianza  a  satisfacción^  de  que  la  entregará  llanamente  a  la 
orden  del  juez,  luego  que  se  le  notifique  la  sentencia  de 
trance  i  remate,  con  las  costas  causadas  hasta  la  fecha 
de  la  entrega. 

En  cuanto  a  la  palabra  saneamiento  que  emplea  la 
Constitución,  al  referirse  a  la  acción  afianzada,  se  sabe 
que,  conforme  al  art.  I.""  del  decreto-lei  citado,  la  fianza 
de  saneamiento  consiste  en  obligarse  el  fiador  con  sus 
propios  bienes  a  la  seguridad  de  que  los  embargados  al 
deudor  son  propios  de  éste,  i  de  que  con  ellos  cubrirá  su 
responsabilidad. 

La  Constitución  ha  querido,  por  consiguiente,  evitar 
que  se  aprese  por  deudas  o  que  se  embarguen  bienes  a 
quien  afianza  satisfactoriamente  el  pago  de  la  cantidad 
<pie  se  le  cobra.  Lo  primero  no  tendrá  hoi  lugar  sino  en 
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los  casos  exceptuados  por  la  recordada  lei  de  23  de  ju- 
nio de  1868;  pero  lo  segundo  es  de  aplicación  diaria  i 
constante. 

Art.  143 


Todo  individuo  que  se  hallare  preso  o  detenido  ilegal- 
mente  por  haberse  faltado  a  lo  dispuesto  en  los  arts.  155, 
137^  138  i  139^  podrá  ocurrir  por  sí^  o  cualquiera  a  su 
7iomhre^  a  la  mqfistratura  que  señale  la  lei^  reclamando  que 
se  guarden  lasjormas  legales.  Esta  majistratura  decretará 
que  el  reo  sea  traído  a  su  presencia^  i  su  decreto  será  preci- 
samente obedecido  por  todos  los  encargados  de  las  cárceles^ 
o  lugares  de  detención.  Instruida  de  los  antecedentes^  hará 
que  se  reparen  los  defectos  legales.^  i  pondrá  al  reo  a  dispo- 
sición del  juez  competente.^  procediendo  en  todo  breve  i  su- 
mariamente^ corrijiendo  por  sí,  o  dando  cuenta  a  quien  co- 
rresponda correjir  los  abusos. 

Este  artículo  tiene  por  objeto  evitar  que  sean  ilusorias 
las  garantías  establecidas  en  favor  de  la  libertad  indi- 
vidual por  los  arts.  135,  137,  138  i  139,  confiriendo  ac- 
ción para  reclamar  por  haberse  faltado  a  ellos,  no  solo  al 
preso  o  detenido,  sino  a  cualquiera  en  su  nombre.  Esta- 
blece, pues,  para  tales  casos  acción  popular. 

La  majistratura  ante  la  cual  debe  reclamarse  para  que 
se  guarden  las  formas  legales,  es  la  Corto  Suprema,  con- 
forme a  lo  dispuesto  en  el  art.  111  de  la  lei  sobre  orga- 
nización i  atribuciones  de  los  tribunales,  de  15  de  octu- 
bre de  1875.  Los  decretos  que  la  Corte  librare  en  las 
reclamaciones  a  que  se  refiere  el  artículo  que  examina- 
mos, deben  ser  obedecidos  precisamente  por  todos  los  en- 
cargados de  las  cárceles  o  lugares  de  detención;  procedo 
en  ellas  breve  i  sumariamente,  i  corrijo  por  sí  misma  o 
dá  cuenta  a  quien  corresponda  correjir  los  abusos  que 
las  motivaren. 
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Las  facultades  de  la  Corte  Suprema  son,  como  se  vé, 
do  vasto  alcance  en  la  materia,  i  ellas  la  constituyen  en 
un  tribunal  verdaderamente  llamado  a  prestar  protecctoít 
a  los  que  se  hallaren  presos  o  detenidos  ilegalmeute.  Las 
reclamaciones  a  que  se  refiere  el  art.  143  de  la  Constitu- 
ción son,  en  el  fondo,  verdaderos  recursos  de  protección^ 
establecidos  para  los  casos  especiales  en  él  previstos;  i 
que  no  obstan  al  ejercicio  de  las  funciones  meramente  tns- 
jpectwas  que  corresponden  a  la  Comisión  Conservadora 
para  prestar  protección  a  las  garantías  indwiduales  enje- 
neral^  conforme  al  inciso  1.*"  del  art.  58;  ni  a  las  judicia- 
les que  impropiamente  confiere  al  Consejo  de  Estado  la 
parte  4.*  del  art.  104,  para  conocer  en  las  materias  de 
patronato  i  protección  una  vez  que  se  redujeren  a  conten- 
ciosas. 

El  art.  143  de  nuestra  Constitución,  completado  por  el 
111  de  la  lei  orgánica  de  tribunales,  no  nos  sujiere  otra 
observación  que  el  sentimiento  de  que  las  facultades 
que  confieren  a  la  Corte  Suprema,  sean  aplicables  solo 
al  caso  de  prisiones  o  arrestos  efectuados  con  infracción 
de  lo  dispuesto  en  los  arts.  135,  137,  138  i  139  de  la 
misma  Constitución.  Nosotros,  que  opinamos,  como  lo 
hemos  dicho  oportunamente,  por  la  supresión  del  Con- 
sejo de  Estado  i,  sobretodo,  por  la  de  las  funciones  ju- 
diciales que  aun  conserva,  querríamos  que  el  conoci- 
miento de  todos  los  recursos  de  protección  en  toda  mate- 
ria referente  a  derechos  i  a  garantías  individuales,  estu- 
viera sometido  a  la  Corte  Suprema,  especialmente  cuan- 
do se  redujeren  a  contenciosos^  i  sin  que  ello  perjudicara 
en  lo  mas  mínimo  a  la  acción  inspectiva  que,  en  los  mis- 
mos asuntos,  corresponde  a  la  Comisión  Conservadora. 

Desearíamos,  pues,  que  lo  dispuesto  en  el  art.  143  de 
la  Constitución  en  favor  de  los  presos  i  detenidos,  se 
hiciera  estensivo  a  todos  los  habitantes  del  Estado,  que 
tuvieren  que  reclamar,  no  solo  por  haber  sido  ilegalmen- 
te  arrestados,  sino  por  haber  sido  vejados  o  atropellados 
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en  el  ejercicio  de  cualesquiera  de  sus  derechos  indivi- 
duales; i  que  la  Corte  Suprema  pudiera,  como  sucedió  has- 
tal874,  (íprotejer^  hacer  cumplir  i  reclamara  los  otros  po- 
deres por  las  garantías  individuales  i  judiciales»,  según 
lo  disponía  el  art.  146  de  la  Constitución  de  1823,  en  su 
inciso  1."*  que  hasta  entonces  habia  rejido  como  lei  de  la 
República,  i  que  vino  a  derogar,  según  algunos,  la  re- 
forma constitucional  de  1874,  i,  según  otros,  la  lei  org<i- 
nica  de  tribunales,  que  no  inclu3"ó  esa  atribución  entre 
las  que  hoi  corresponden  a  aquel  tribunal. 

Bueno  sería  que  a  la  acción  del  Congreso,  en  materia 
de  garantías  individuales,  se  agregara  en  todo  caso  la 
del  primer  tribunal  de  la  República.  Ello  ha  sucedido 
durante  largos  años  entre  nosotros,  sin  perjuicio  alguno 
para  nadie,  i  con  notoria  ventaja  para  los  ciudadanos. 
I,  por  lo  demás,  no  divisamos  cómo,  si  es  buena  la  regla 
que  el  art.  143  de  la  Constitución  establece  para  algunos 
casos,  hubiera  de  dejar  de  serlo  ampliándola  a  otros  de 
igual  naturaleza. 

Art,  144 


En  las  causas  criminales  no  se  podrá  obligar  al  reo  a  que 
declare  bofo  de  Juramento  sobre  hecho  propio^  así  como  tam- 
poco  a  sus  descendientes^  marido  o  mujer ^  i  parientes  hasta 
el  tercer  grado  de  consanguinidad^  i  segundo  de  afinidad  in- 
clusive. 

La  disposición  de  este  artículo,  que  es  conforme  con 
los  principios  jeneralmente  aceptados  en  la  jurispruden- 
cia criminal,  i  cuyo  fundamento  se  esplica  fácilmente,  no 
sujiere  sino  la  observación  de  haberse  omitido  a  los  05- 
cendienfes  del  reo,  en  la  enumeración  de  las  personas  a 
quienes  no  se  puede  obligar  a  declarar  bajo  de  juramen- 
to en  las  causas  criminales  de  este.  La  misma  razón  que 
impido  al  hijo  declarar  en  contra  de  su  padre,  impide  a 
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éste  declarar  en  contra  de  aquél.  Hai  un  olvido  eviden- 
te en  la  Constitución;  pero  en  la  práctica  no  se  obliga  a 
los  ascendientes  de  los  reos  a  declarar  bajo  de  juramento 
en  las  causas  criminales  de  éstos,  pues  debe  considerarse 
a  aquéllos  como  comprendidos  en  la  espresion  parientes 
hasta  el  tercer  grado  de  consanguinidad^  de  que  se  sirve  el 
art.  144,  siempre  que  no  se  trate  sino  del  padre  o  madre, 
de  los  abuelos  i  de  los  bisabuelos.  Solo  los  tatarabuelos 
i  demás  ascendientes  de  grado  mas  remoto  quedarían 
fuera  del  alcance  de  dicha  espresion,  i  el  caso  no  es  do 
aquéllos  que  pueda  presentarse  mui  amenudo. 


Art.  145 


No  podrá  aplicarse  tormento^  ni  imponerse  en  caso  algu- 
no la  pena  de  confiscación  de  bienes.  Ninguna  pena  infa- 
mante pasará  jamás  de  la  persona  del  condenado. 

La  primera  parte  de  este  artículo  prohibe  la  aplicación 
del  tormento^  es  decir,  prohibe  a  las  autoridades  servirse 
de  medio  alguno  compulsivo  que,  aflijiendo  con  dolor  al 
reo,  a  sus  cómplices,  a  los  encubridores  o  a  los  testigos, 
les  obligue  a  declarar  por  fuerza  lo  que  no  declaran  li- 
hremente.  Según  esto,  han  violado  la  disposición  cons- 
titucional todos  los  jueces  que  han  mandado  aplicar  azo- 
tes a  los  reos,  para  obligarles  a  confesar  lo  que  niegan  dcr 
clarando  sin  semejante  abominable  coacción.  Al  abolir 
el  tormento^  la  Constitución  ha  abolido  los  azotes,  consi- 
derados como  msdio  de  indagación  para  hacer  confesar  a 
los  reos  o  para  hacer  declarar  a  los  testigos. 

Ese  abuso  tuvo  su  oríjen,  talvez,  en  que  la  lejislacion 
penal  española,  que  rijió  entre  nosotros  hasta  el  1.*"  de 
marzo  de  1875,  no  prohibia  la  aplicación  del  tormento  ni 
la  castigaba,  por  consiguiente,  con  pena  alguna.  Desde 
esa  fecha  rije,  por  fortuna,  nuestro  Código  Penal  que,  en 
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el  inciso  I.*'  de  su  art.  150,  castiga  con  las  penas  de  pre- 
sidio o  reclusión  menores  i  suspensión  en  cualesquiera 
de  sus  grados,  a  los  que  aplicaren  tormentos  al  reo;  bien 
entendido  que  si  de  tal  aplicación  resultaren  lesiones  o 
la  muerte  del  paciente,  se  impondrán  al  responsable  las 
penas  señaladas  a  estos  delitos  en  sus  grados  máximos. 


o  o 


El  art.  145  de  nuestra  Constitución,  que  es  uno  de  los 
que  mas  realza  a  Chile  entre  las  naciones  cultas  i  civili- 
zadas, después  de  prohibir  de  una  manera  absoluta  la 
monstruosa  aplicación  del  tormento,  prohibe  ademas  im- 
poner en  caso  alguno  la  pena  de  confiscación  de  bienes, 
que  Escriche  llama,  con  tanta  verdad,  injasta^  bárbara  i 
antipolítica. 

Consistiendo  la  pena  de  confiscación  (íen  privar  de  to- 
dos sus  bienes  al  reo  i  aplicarlos  al  Fisco»,  ella  difiere 
notablemente  de  la  de  comiso^  que,  según  el  art.  21  del 
Código  Penal,  consiste  solo  en  (da  pérdida  de  los  instru- 
mentos o  efectos  del  delito».  Esta  última  pena  no  ha  si- 
do, pues,  abohda  por  nuestra  Constitución,  i  ella  se  im- 
pone entro  nosotros  por  la  Ordenanza  de  Aduanas,  en 
muchos  casos,  i  en  otros  por  el  Código  Penal. 

Pero  si  la  confiscación  de  bienes  ha  sido  abolida  por 
la  Constitución  como  pena^  ¿lo  habrá  sido  también,  consi- 
derada como  un  medio  de  hostilizar  al  ene  nigo  en  caso 
de  guerra  esterior? 

Plantear  la  cuestión  es  resolverla.    El  art.  145  de  la 
Carta  habla  de  la  pena  de  cojftfiscacion,  i  él  consigna  dis- 
posiciones de  derecho  público  interno,  que  no  es  lícito* 
invocar  cuando  se  trata  de  casos   que  se  rijen  por  el  de- 
recho publico  esterno  o  internacional. 

Esto  es  tan  evidente  que  no  habriamos  insinuado  si- 
quiera la  duda,  si  ella  no  hubiera  sido  materia  de  debato 
en  nuestra  Cámara  de  Diputados,  en  la  sesión  de  28  de 
setiembre  de  1865. 
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El  señor  don  Francisco  Vargas  Fontecilla  presentó  en 
aquella  sesión,  pocos  días  después  de  aceptada  por  Chi- 
le la  declaración  de  guerra  a  que  le  habia  provocado 
España,  una  moción  tendente  a  autorizar  al  Presidente 
de  la  República  para  confiscar  los  bienes  de  los  subditos 
españoles  residentes  en  nuestro  territorio..  El  proyecto  pro- 
vocó un  ardiente  i  breve  debate  en  el  cual  fué  impugna- 
do, aparte  de  otras  mui  buenas  razones,  como  inconstitu- 
cional^ por  los  señores  don  Ambrosio  Montt,  don  Manuel 
Recabárren,  don  Antonio  Varas  i  don  Manuel  Antonio 
Tecomal  Grez.  El  señor  Vargas  Fontecilla  sinceró  su 
moción  del  cargo  de  inconstitucional,  haciendo  notar 
que  en  ella  no  se  trataba  de  imponer  a  nadie  la  pena  do 
confiscación,  sino  de  ejercer  un  acto  bélico  que  él  consi- 
deraba permitido  por  el  derecho  dejentes. 

Participando  nosotros  de  la  opinión  de  los  señores 
Montt,  Recabárren,  Varas  i  Tocornal,  en  cuanto  a  la  in- 
conveniencia de  la  medida  propuesta  por  el  señor  Var- 
gas; creemos,  sin  embargo,  que  la  Constitución  no  im- 
pediria  a  las  autoridades  de  Chile  confiscar  los  bienes 
de  los  ciudadanos  o  subditos  de  la  nación  con  la  cual  se 
encontrare  en  guerra,  si  las  de  ésta  hubieren  decreta- 
do la  confiscación  de  los  bienes  de  chilenos.  Nos  pare- 
ce que  nuestro  derecho  para  adoptar  idéntica  medida, 
no  sería  sino  una  justísima  aplicación  del  derecho  de  ?v'- 
presalias^  autorizado  por  la  lei  internacional.  Compren- 
demos bien  que  la  confiscación,  considerada  como  medio 
de  hostilidad,  puede  atacarse  con  ventaja,  en  casos  ordi- 
narios, como  contraria  a  los  usos  introducidos  por  la  ci- 
vilización; como  imprudente,  i  por  cuantos  capítulos  se 
quiera;  mas  no  como  contraria  a  la  Constitución  que, 
volvemos  a  decirlo,  no  puede  invocarse  como  argumen- 
to, tratándose  de  casos  a  que  ella  no  se  refiere  i  que  se 
reglan  por  el  derecho  de  j entes. 

La  moción  del  señor  Vargas,  con  cuya  opinión  esta- 
mos de  acuerdo  en  cuanto  al  punto  meramente  constitu- 

TOMO  II  16 
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cional,  no  fué  votada,  porque  su  honorable  autor  tuvo  ii 
bien  retirarla  en  la  misma  sesión,  accediendo  al  deseo 
manifestado  por  varios  de  sus  colegas. 


o 
o  o 


Respecto  a  la  tercera  parte  del  art.  145,  que  dispone,, 
tan  humanitaria  como  sabiamente,  que  ninguna  pena  m- 
y«7?^a/^¿e  pasará  jamás  de  la  persona  del  condenado,  nos 
es  grato  repetir  que,  desde  la  vijencia  de  nuestro  Código 
Penal,  no  existen  en  Chile  penas  infamantes. 


Art.  146 


La  casa  de  (oda  persona  que  habite  el  territorio  chilena^ 
es  un  asilo  inviolable^  i  solo  puede  ser  allanada  por  un  mo- 
tivo especial  determinado  por  la  lei^  i  en  virtud  de  orden  de 
autoridad  competente. 

Apesar  del  proyecto  de  lei  que,  para  reglamentar  este  ar- 
tículo, presentó  al  Senado,  en  1843,  el  señor  don  Mariano 
Egaña,  i  que  fué  aprobado  por  completo,  unánimemente  i 
sin  discusión,  en  sesión  de  28  de  agosto  de  aquel  año  (1) ; 
apesar  de  que  la  Cámara  de  Dipiitados,  cuatro  años  des- 
pués, discutió  i  aprobó  varios  artículos  de  ese  proyecto 
en  sesiones  de  11  i  13  do  agosto  de  1847;  apegar  del 
proyecto  que,  sobre  la  misma  materia,  presentó  a  la  Cá- 
mara de  Diputados  el  señor  don  José  Victorino  Lasta- 
rria,  en  sesión  de  16  de  junio  de  1864;  i  apesar  de  la  in- 
teresante disciision  que,  acerca  del  punto  constitucional 
referente  a  allanamiento  de  casas^  tuvo  lugar  en  la  referi- 
da Cámara  en  varias  de  las  sesiones  de  junio  i  julio  de 


(1)  Progreso,  núm.  24é. 
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1870,  a  propósito  del  decreto  librado  por  la  luteiidcncia 
lie  Valparaíso  en  17  de  abril  anterior,  en  la  parte  que  au- 
torizaba al  comandante  de  policía  de  aquella  ciudad  para 
allanar  casas  i  habitaciones  si  fuera  necesario;  es  el  lie- 
clio  que,  hasta  la  fecha  i  trascurridos  ya  47  años  desde 
que  rijo  la  Constitución  de  1833,  no  se  ha  dictado  la  lei 
que  debe  determinar  los  motivos  especiales  que  autorizan 
el  allanamiento  i  designar  cuál  es  la  autoridad  competen- 
te para  ordenarlos. 

En  la  discusión  a  que  hemos  aludido,  i  mui  especial- 
mente en  las  sesiones  de  6  i  de  8  de  julio  de  1876,  el  se- 
ñor don  Jovino  Novoa  i  el  malogrado  i  distinguido  di- 
putado señor  don  Exequias  Alliende  Caro — cuya  prema- 
tura muerte  ha  privado  al  pais  de  una  de  sus  mas  hala- 
güeñas esperanzas — dilucidaron  la  cuestión  de  saber  cuál 
es  el  réjimen  vijente  en  materia  de  allanamientos,  ínte- 
rin se  dicta  la  lei  del  caso. 

Aunque  el  señor  Novoa  i  ol  señor  Alliende  Caro  de- 
fendian  en  aquellos  momentos  distinta  tósis,  pues  el  pri- 
mero impugnaba  el  decreto  de  la  Intendencia  do  Valpa 
raiso  como  inconstitucional,  i  el  segundo  sostenía  que 
estaba  ajustado  a  lei;  ambos  reconocían,  como  no  podía 
menos  de  suceder,  que  la  única  lei  dictada  con  pos- 
terioridad a  la  Constitución  en  materia  de  allanamien- 
tos, es  el  art.  112  de  la  del  réjimen  interior,  que  dis- 
pone que,  mientras  se  dicte  la  lei  especial  de  allana- 
mientos, subsistirá  el  orden  que  actualmente  (enero  de 
1844)  se  observa  a  este  respecto.  Ambos  reconocían  que 
ese  artículo,  colocado  en  el  título  que  trata  de  los  Gober- 
nadores departamentales,  reservaba  a  éstos  las  faculta- 
des que  tenían  en  1844,  fecha  de  la  promulgación  de  la 
lei  citada;  i  el  señor  Alliende  observaba,  con  razón,  que 
ellas  correspondían  aun  a  los  Subdelegados,  a  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  151  de  la  misma  leí. 

Pero  el  desacuerdo  se  pronunció  al  discurrir  cuál  era 
el  orden  o  desorden  que  en  1844  se  observaba,  en  materia  de 
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allanamientos.  El  señor  Novoa,  buscando  sus  inspiracio- 
nes en  los  buenos  principios,  sostenía  que  la  facultad  de 
allanar  correspondia,  en  jeneral,  solo  al  juez  competente; 
que  la  autoridad  administrativa  debia  hacer  ejecutar  los 
decretos  librados  en  la  materia  por  los  tribunales,  pu- 
diendo  espedir  también  órdenes  de  allanamiento  solo  en 
casos  graves  i  determinados;  i  que  las  órdenes  de  alla- 
namiento nunca  podían  ser  vagas  i  jenéricas,  sino  espe- 
ciales i  concretas. 

El  señor  Alliende  Caro  observaba,  i  con  razón,  que 
los  arts.  112  i  151  de  la  lei  del  réjimen  interior  no  con- 
tenian  ninguna  de  las  limitaciones  indicadas  por  el  se- 
ñor Novoa;  que  ninguna  otra  lei,  ni  anterior  ni  posterior 
a  ella,  las  consignaban;  i  que  lo  único  cierto  i  positivo, 
era  que,  en  1844  como  en  1876,  los  Intendentes  i  los 
Gobernadores  tonian  la  facultad  de  allanar^  sin  sujeción 
a  reglas  de  ninguna  especie;  i  que,  faltando  esas  reglas, 
no  tenian  otro  límite  en  el  ejercicio  de  ella  que  el  de  su 
propia  prudencia. 

Por  muí  desconsolador  que  ello  sea,  es  menester  con- 
fesar que  si  el  señor  Novoa  discurría  mui  acertadamente 
en  el  terreno  teórico  i  en  el  de  la  conveniencia  pública,  el 
señor  Alliende  decía  una  triste  verdad,  pero  muí  positi- 
va, al  arribar  a  las  conclusiones  que  apuntamos  en  el 
párrafo  que  precede,  i  que  implícitamente  aceptó  la  Cá- 
mara al  rechazar,  por  una  enorme  mayoría,  el  proyecto 
de  acuerdo  en  que  se  le  pedia  declarase  que  había  lugar 
a  examinar  la  proposición  de  acusación  que  motivó  aquel 
debate  (1). 

Pero  sí  debemos  aceptar  tan  poco  lisonjera  conclusión, 
en  el  terreno  del  derecho  positivo  todavía  vijente  en 
Chile,  no  trepidamos,  al  manifestar  nuestro  vivo  deseo 
porque  cuanto  antes  se  dicte  la  leí  tan  esperada  a  que  se 


(1)  rájioa224  Tomo  I. 
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refiere  ol  ark.  146  de  la  Constitución,  en  espresar:  que,  a 
juicio  nuestro,  la  facultad  de  espedir  órdenes  de  allana- 
miento debe  corresponder  en  jencral  solo  al  poder  judi- 
nal,  como  parecia  quererlo  la  Ici  12  título*  30  libro  4."  de 
la  Novísima  Recopilación,  conforme  a  la  segunda  de  las 
notas  que  lleva  al  pié;  que  la  autoridad  administrativa 
no  debe  investir  tal  atribución  sino  en  casos  verdadera- 
mente excepcionales  i  espresamente  determinados  por 
la  lei;  i  que  deben  proscribirse,  en  jeneral,  los  allana- 
mientos en  masa,  como  están  proscritas  en  Inglaterra 
las  órdenes  jenerales  de  pesquisa  (general  searchs  war- 
rants)  (1). 

Los  mismos  principios  que  nos  servirían  de  base  para 
reglamentar  los  arrestos,  son,  i  es  natural  que  sean,  los 
que  tomariamos  como  punto  de  partida  para  dictar  la  lei 
de  allanamientos  i  aun  para  reformar,  si  posible  fuera,  el 
art.  146.  En  ellos  está  basado  el  proyecto  del  señor  Las- 
tarria   que  hemos   recordado  mas   arriba. 

El  art.  165  del  Código  Penal  castiga  con  la  pena  de 
reclusión  menor  en  sus  grados  mínimo  a  medio  o  con  la 
de  suspensión  en  cualesquiera  de  sus  grados,  al  em- 
pleado publico  que,  abusando  de  su  oficio,  allanare  im 
templo  o  casa,  a  no  ser  en  los  casos  i  foiina  que  pres- 
criban las  leyes;  i  el  144  determina  la  pena  en  que 
incurre  el  particular  que  entrare  en  morada  ajena  contra 
la  voluntad  de  su  morador.  Esapena  es,  en jeneral,  la  de 
reclusión  menor  en  su  grado  mínimo  o  multa  de  ciento  a 
trescientos  pesos. 

Art.  147 


La  correspondencia  epistolar  es  inviolable.  No  podrán 

(1)  Fiaohel  i  Vogal,  Ojast.  d'  Aigl,  t)mj  I,  páj.  169;  i  Bitbie,  Droit 
Adna  ,  tomo  TI,  páj  378. 
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^<ihnr.^(%  n¿  interceptarse^  ni  rejistrarse  los  papeles  o  efectos^ 
.siiía  en  los  casos  espresameiite  señalados  por  la  lei. 

Ksfe  artículo  consta  de  dos  partes  perfectamente  dis- 
tintas, que  vamos  a  examinar  separadamente. 

o 
o  o 

La  correspondencia  epistolar  es  inviolable^  dice  la  pri- 
mera parte  del  art.  147,  sin  imponer  a  ese  principio  li- 
mitación alguna^  ni  referirse  a  las  que  imponga  la  leiy 
como  lo  hace  la  Constitución  en  otros  casos  i,  entre  ellos, 
en  la  segunda  parte  del  mismo  artículo.  De  aquí  se  in- 
fiere que  las  autoridades  carecen  de  facultad  para  inter- 
ceptar o  abrir  la  correspondencia  epistolar,  i  que  están 
obligadas  a  hacerla  llegar  fielmente  a  su  destino.  Esta  re- 
gla jeneral  i  absoluta  de  la  Constitución  no  tiene,  ajuicio 
nuestro,  otras  limitaciones  que  las  que  el  derecho  interna- 
cional autoriza  en  caso  de  guerra  esterior.  Entonces,  como 
es  bien  sabido,  el  Ejecutivo  puede  apoderarse  de  la  co- 
rrespondencia del  enemigo,  interceptarla  i  abrirla,  pu- 
diendo  también  tomar  las  precauciones  necesarias  para 
evitar  que  la  correspondencia  que  venga  de  pais  enemi- 
go, que  la  que  a  él  se  dirija  i  que  la  destinada  a  ciudada- 
nos o  subditos  de  la  nación  enemiga,  se  convierta  en 
medio  de  espionaje  o  en  otro  cualquiera  que  pudiese 
comprometer  la  seguridad  i  la  defensa  del  pais. 

Esta  excepción  única  de  la  regla  consignada  en  la 
primera  parte  del  art.  147,  se  rije,  no  por  nuestra  Cons- 
titución, sino  por  el  derecho  de  jentes. 

Antes  de  la  reforma  efectuada,  en  1874,  en  el  art.  ICl 
de  la  Constitución,  que  determina  los  efectos  del  estado 
de  sitio,  pudo  creerse  que  él  facultaba  al  Ejecutivo  para 
considerarse  exento,  en  caso  de  conmoción  interior,  de 
la  obligación  de  respetar  la  inviolabilidad  de  la  corres- 
pondencia. Reducidas  hoi  las  facultades  estraordinarias 
a  los  espocialísimos  casos  que   señala  la  parte  0."  refor- 
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madti  del  art.  3C,  i  determinados  claramente  en  el  nuevo 
art.  161  los  únicos  efectos  que  el  de  estado  sitio  produce, 
aquella  opinión  no  sería  sostenible  en  sentido  alguno. 


o 


La  segunda  parte  del  art.  147  dispone  que  no  podrán 
abrirse,  interceptarse  ni  rejistrarse  los  papeles  o  efectos^ 
sino  en  los  casos  espresamente  señalados  por  la  leí,  A  vir- 
tud de  esta  referencia,  las  leyes  aduaneras  de  la  Repú- 
blica facultan  la  apertura  i  rejistro  de  los  efectos  de  las 
personas  que  desembarcan  en  nuestra  costa,  i  la  de  to- 
dos los  bultos  i  mercaderías  que  so  internan  en  nuestro 
territorio,  para  los  correspondientes  efectos  fiscales.  A 
virtud  de  ella,  los  arts.  42,  43,  47  i  1,350  del  Código  de 
Comercio,  autorizan  a  los  jueces  para  decretar  la  exliihi- 
cion  de  los  libros  de  los  comerciantes,  la  de  las  cartas 
orijinales  o  en  copia  relacionadas  con  el  asunto  litijioso, 
la  ocupación  judicial  de  los  libros,  correspondencia  i  do- 
cumentos, etc.,  etc. 

"En  estos  casos  no  se  viola  la  correspondencia  episto- 
lar, pues  la  autoridad  no  intercepta  las  cartas  ni  las  aire 
antes  que  lleguen  a  su  destino.  Se  limita  a  decretar  que  se 
exhiban  cartas  ?/a  recihidas  por  el  interesado,  o  que  éste 
manifieste  las  copias  que  guardare  de  las  que  hubiere  di- 
rijido  relativamente  al  asunto  litijioso.  A  este  respecto 
es  digno  de  notarse  que  la  lei  6.*  tít.  13  libro  3.''  de  la 
Novísima  Recopilación,  refiriéndose  en  su  inciso  9  al  ca- 
so en  que  los  jueces  necesitaren  de  alguna  carta  o  pliego 
correspondiente  a  algim  preso  que  lo  estuviere  de  su 
orden,  dispone  que  deben  pasar  el  correspondiente  oficio 
al  administrador  respectivo,  para  que  esa  carta  se  entre- 
gue a  los  propios  reos  en  presencia  del  juez,  i,  abierta  por 
el  mismo  interesado^  quede  a  arbitrio  del  dicho  juez  obrar 
conforme  estime  conveniente  a  justicia. 
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El  art.  155  del  Código  Penal  dispone  que  el  empleado 
publico  que,  abusando  de  su  oficio,  hiciere  rejistro  en  los 
papeles  de  cualquiera  persona,  a  no  ser  en  los  casos  i  en 
la  forma  que  prescriban  las  lej^es,  será  castigado  con  re- 
clusión menor  en  sus  grados  mínimo  a  medio  o  con  sus- 
'  pensión  en  cualquiera  de  sus  grados;  i  el  156  del  mismo 
Código  castiga  a  los  empleados  en  el  servicio  de  correos 
i  telégrafos  u  otros  que,  prevaliéndose  de  su  autoridad^ 
interceptaren  o  abrieren  la  correspondencia  o  facilitaren 
a  tercero  su  apertura  o  supresión,  con  la  pena  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  mínimo;  i,  si  se  aprovecharen 
de  los  secretos  que  contiene  o  los  divulgaren,  con  la  de 
reclusión  menor  en  cualquiera  de  sus  grados  i  con  mul- 
ta de  ciento  a  mil  pesos.  El  art.  146  del  mismo  Código 
determina  la  pena  en  que  incurre  el  particular  que  abrie- 
re o  rejistrare  la  correspondencia  o  los  papeles  de  otro 
sin  su  voluntad. 

Art.  148 


Solo  el  Congreso  puede  imponer  contribuciones  directas  o 
indirectas^  i  sin  su  especial  autorización^  es  prohibido  a  toda 
autoridad  del  Estado  i  a  todo  individuo  imponerlas^  aun- 
que  sea  bajo  pretesto  precario,  voluntario^  o  de  cualquiera 
otra  clase. 

Art.  149 


No  puede  exijirse  ninguna  especie  de  servicio  personal,  o 

de  contribución,  sino  en  virtud  de  un  decreto  de  autoridad 

competente,  deducido  de  la  lei  que  autoriza  aquella  exacción, 

i  Tnanifestándose  el  decreto  al  contribuyente  en  el  acto  de  im- 

onerle  el  gravamen. 

La  Constitución  ha  comprendido  tan  perfectamente  la 
importancia  capital  de  todo  aquello  que  se  relaciona  con 
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la  imposición  i  la  exijencia  de  las  contribuciones,  que, 
apeiiar  de  haberse  referido  a  ellas  en  varios  de  sus  ante- 
riores preceptos,  tales  como  el  art.  12  en  su  inciso  S.*", 
el  art.  37  en  sus  incisos  1.**  i  S.*',  el  art.  40,  i  el  128  en 
sus  incisos  T.*'  i  8.®,  vuelve  a  ocuparse  de  ellas  en  sus 
arts.  148  i  149,  disponiendo,  en  el  primero,  que  solo  el 
Congreso  puede  imponerlas^  sean  directas  o  indirectas, 
sea  bajo  protesto  precario,  voluntario  o  de  cualquiera 
otra  clase;  declarando  que,  sin  su  especial  autorización^ 
es  prohibido  a  toda  autoridad  del  Estado  i  a  todo  indivi- 
duo imponerlas;  i  agregando,  en  el  segundo,  que  ninguna 
especie  de  servicio  personal,  o  de  contrihucion^  puede  exi- 
jirse  sino  en  virtud  de  decreto  de  autoridad  competente, 
deducido  de  la  leí  que  autoriza  la  exacción,  i  manifes- 
tándose el  decreto  al  contribuyente  en  el  acto  de  impo- 
nerle el  gravamen. 

Ya  hemos  dicho,  al  ocuparnos  del  inciso  I.""  del  art. 
37,  que  la  facultad  del  Congreso  de  imponer  contribu- 
ciones, es  hoi  la  única  que  puede  delegarse  en  otras  auto- 
ridades o  individuos.  Ello  es  evidente,  desde  que  el  art. 
148  prohibe  a  éstos  imponerlas  sin  su  especial  autoriza- 
ción. Luego,  no  les  prohibo  hacerlo  si  hubieran  obteni- 
do esa  especial  autorización  (1).  Desde  que  el  precepto 
constitucional,  como  lo  dijimos  también  en  el  lugar  cita- 


(1)  Páj.  130,  t.  I.— Abí  lo  «oRtQvieron,  entre  muchiaimos  otros  casos 
qae  podriaa  cib/irde,  «1  Hoñt)r  dm  Mauuel  Camilo  Vial,  en  aesioa  do  la 
Cámara  de  Dipatadoá  de  4  de  sntiembre  do  1843.  Progreso  nám.  :249;  el 
fwñor  doa  Rim.ia  L:iia  IrarrAzi^Al,  eu  la  mÍ8ma  BCfeion — Prc^robO  liúm. 
250; — i  el  Bellor  doa  Francisco  ¡Antonio  Pinto,  Presidente  entonces  del 
Sanado,  en  geaíon  co'ebrada  por  oafce  cuerpo,  el  80  de  julio  de  1847.  El 
eeflor  Pinto,  dcgpaes  de  leer  el  art.  148  de  la  Constitución,  dijo:  (£b, 
poea,  indudablemente  cierto  quo  cualquiera  autoridad  del  Estado,  cut*l- 
qaier  individuo  con  su  especial  aprobación  (la  del  Congreso)  puede  impo- 
ner contribuciones  directa»  o  indirectaa.  Lo  qae  exije  solamente  la  Cons- 
titución es  quo  la  contribución  emane  de  una  leí,  lo  mismo  qno  la  anto- 
rií.iCoa, las  que  pacj-ic  o  no  otorgar  el  Congreso. 

TOMO  II  47 
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do,  es  aplicable  aun  a  las  contribuciones  municipales  o 
arbitrios,  i  a  las  establecidas  a  favor  de  instituciones  o 
personas  distintas  del  Fisco  i  de  las  Municipalidades;  era 
natural  que  el  Congreso,  o  mejor  dicho  la  lei^  quedara 
facultada  para  autorizar^  cuando  lo  creyere  necesario,  a 
esas  autoridades  o  personas  para  imponer  contribucio- 
nes. Así,  son  numerosas  las  leyes  que  han  facultado  a  las 
Municipalidades  para  establecer  contribuciones  locales, 
porque  entre  nosotros,  como  se  sabe,  esas  corporaciones 
carecen  de  la  facultad  que,  para  imponerlas  por  sí  mis- 
mas, tienen,  por  ejemplo,  en  Inglaterra. 

Dijimos  también  oportunamente  que  las  contribucio- 
nes tienen  todas  el  carácter  de  poder  hacerse  compulsi- 
vo su  pago  por  las  autoridades  poHticas  del  pais  (1),  i 
que  de  esa  regla  no  se  exceptúan  ni  aun  aquéllas  cuyo 
oríjen  es  voluntario,  siempre  que  exista  una  leí  que  las 
autorice.  Agregaremos  ahora  que,  si  esta  lei  no  existe^  el 
compromiso  que  un  individuo  vohintaríamente  contrajere 
de  pagar  una  contribución,  sea  entregándola  en  dinero^ 
sea  sufriendo  una  reducción  en  su  sueldo,  si  fuere  em- 
pleado público,  no  podría  hacerse  efectivo  i  sería  completa- 
mente ineficaz^  porque  el  caso  no  deberla  ser  resuelto  apli- 
cando las  leyes  de  derecho  ^privado  que  rijen  en  materia 
de  contratos^  sino  las  de  derecho  p?/¿/¿V*o  que  rijen  en  ma- 
teria de  contribuciones. 

Así  lo  ha  resuelto  la  Corte  Suprema  en  el  recurso  de 
hecho  entablado  en  18G7  por  don  Juan  Araus,  con  motivo 
de  una  sentencia  librada  en  su  contra  por  el  juez  letrado 
de  San  Felipe,  en  que  le  condenaba  a  seguir  pagando  una 
cantidad  con  que  mensuahnente  se  habia  obligado  a 
auxiliar  al  Fisco,  durante  la  guerra  con  España.  Aquel, 
tribunal,  teniendo  presento:  que  el  Estado  no  puede  exi- 
jir  compulsivamente  de  los  ¡)articularcs  erogaciones  ba- 


(1)  Páj.  143,  t.  I. 
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jo  pretesto  precario,  voluntario  u  otros,  sino  a  virtud  de 
lina  leí^  i  que  si  eii  aquel  caso  pudo  el  tesoro  pilhlico  re- 
cihir  ¡pgahnente  oblaciones  o  donativos^  como  el  que  se  co- 
braba, no  liabia  sido  autorizado  por  ninguna  te' para  exi- 
jirlos  i  darles  el  carácter  de  una  obligación  dernandable 
enjuicio;  revocó,  en  12  de  noviembre  de  1867,  la  sen- 
tencia apelada  do  27  de  setiembre  anterior,  i  declaró 
que  don  Juan  Araus,  por  quien  alegó  en  aquella  ocasión 
el  señor  don  Josó  Eujenio  Vergara,  no  estaba  obligado  al 
pago  de  las  pensiones  que  se  le  cobraban  (1). 

Nos  parece  que  la  Corte  Suprema  resolvió  perfecta- 
mente el  caso  a  que  hemos  aludido,  i  que  aplicó  sabia  i 
discretamente  los  preceptos  constitucionales  de  cuyo 
examen  nos  ocupamos.  Pero  el  Tribunal  consignó  de  pa- 
so el  principio  de  que  el  Tesoro  Público  puede  legahnente 
<irecihin)^  aunque  no  exijir,  oblaciones  o  donativos  no 
autorizados  por  lei.  Esta  cuestión  merece  la  pena  de  que 
le  consagremos  dos  palabras  'por  separado,  ya  que  en 
ella  disentimos  de  la  respetable  opinión  de  dicha  Corte. 

e  o 

Nosotros  creemos  que  el  Presidente  de  la  República 
no  puede  aceptar  donativos  ni  servicios 'gratuitos  de  nin- 
guna especie,  si  no  existe  lei  que  paradlo  le  autorice  es- 
presamente,  aun  cuando  los  donantes  o  los  que  ofrecieren 
tales  servicios  se  allanaren  a  ello  voluntariamente.  Si  es- 
to último  no  tuviere  lugar,  es  evidente,  como  lo  piensa 
la  Corte  Suprema,  que  a  ello  no  se  les  puede  compeler. 
Al  avanzar  nuestra  opinión,  debemos  advertir  que  no  lo 
hacemos  de  una  manera  absoluta^  ya  que  nadie  sosten- 
drá que  el  Presidente  de  la  República  no  pueda  aceptar 
para  el  Estado  la  donación  de  una  obra  literaria  o  de  un 
objeto  de  arte,  como  tampoco  que  no  pueda  nombrar  co- 


(l)  Sentencia  núm.  2,088,  páj,  873,  Gaceta  núm.  1,824  de  1867,  afio 
XXIV. 
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misiones  de  personas  que  a  ello  se  presten  vohiutaria- 
mente,  para  auxiliar  al  Gobierno  en  trabajos  de  codifica- 
ción u  otros  de  igual  naturaleza.  Pero  creemos,  sí,  que 
nuestra  opinión  es  perfectamente  exacta  cuando  la  acep- 
tación de  las  donaciones  o  de  los  servicios  gratuitos,  e«- 
vuelve  una  invasión^  directa  o  indirecta^  de  las  atrihtciones 
propias  del  Poder  Lejislatwo^  o  cuando  tiende  a  hacer  ilu- 
soria la  infei^encion  que  el  Congreso  dehe  ejercer  en  casos 
determinados.  Así,  por  ejemplo,  no  sería  constitucional 
que  el  Presidente  de  la  República  aceptara  por  sí  solo 
donaciones  en  dinero  para  hacer  los  gastos  públicos,  por- 
que ello  contrariaría  las  bases  de  nuestro  sistema  políti- 
co, según  el  cual  los. gastos  deben  fijarse  por  leí  i  deben 
hacerse  con  los  fondos  que  la  leí  también  asigna  en  la 
forma  de  confrihuciones.  Así,  tampoco  podría  aceptar  el 
Ejecutivo,  sin  lei  que  para  elJo  le  autorizara,  la  donación 
de  im  buque  de  guerra  para  el  Estado,  porque  ello  podría 
importar  la  anulación  de  la  facultad  que  corresponde  a 
la  lei  de  fijar  anualmente  el  monto  de  las  fuerzas  de  mar 
i  tierra.  Igual  cosa  decimos  de  una  .donación  de  arma- 
mento para  el  ejercito,  i  de  cualesquiera  de  aquellos  ob- 
jetos sobre  los  cuales  la  Constitución  ha  querido  reser- 
var, mas  o  monos  claramente,  al  Poder  Lejislativo  cierta 
intervención  superior,  no  solo  con  la  mira  de  evitar  gas- 
tos, sino,  lo  que  sería  mucho  peor,  con  la  de  impedir  que 
un  gobierno  pueda  proporcionarse  elementos  de  influen- 
cia indebidos  o  ilejítimos. 

En  este  mismo  sentido  hemos  dicho,  al  ocuparnos  del 
inciso  10,"*  del  art.  37,  que  no  reputamos  constitucional 
la  creación  por  el  Ejecutivo  de  empleos  no  rentados,  i 
menos  aun  la  de  aquéllos  que  tienen  renta  fijada  por  lei, 
so  protesto  de  que  el  empleado  se  allana  a  desempeñar- 
los gratuitamente.  Acéptese  una  opinión  distinta  de  la 
nuestra,  i  podrá  llegarse  hasta  el  estremo  de  sostener 
que  el  Ejecutivo  puede  crearse  un  ejército  i  una  marina 
pagados  por  sus  amigos  políticos. 
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Esta  grave  e  interesante  cuestión^  que  hasta  ahora  ja- 
mas se  ha  debatido  en  nuestros  Congresos,  ha  sido  re- 
suoUa  en  Inglaterra,  categóricamente  i  hace  siglos,  do 
Tina  manera  conforme  a  nuestro  modo  de  ver. 

En  efecto,  el  Parlamento  de  aquella  Nación,  en  el 
famoso  bilí  conocido  con  ol  nombre  de  (íPctition  of 
Right»,  arrancado  a  Carlos  I  el  año  de  1628,  dice,  en 
la  parte  espositiva  de  la  petición,  entre  otras  cosas:  «.I 
estando  ordenado  por  otras  leyes  de  este  Reino,  que  na- 
die pueda  ser  gravado  con  imposición  alguna  bajo  el 
nombre  do  donación  gratuita,  o  de  impuesto  alguno  de 
cualquiera  especie» — i  agrega  en  la  conclusión:  «Por 
tanto  se  suplica  a  Vuestra  Majestad  que  nadie  en  ade- 
lante sea  obligado  a  someterse  a  ninguna  donación  gra- 
tuita, a  prestar  dinero  o  a  hacer  regalo  voluntario,  ni  a 
pagar  contribución  o  unpuesto  alguno,  sino  en  virtud  de 
consentimienio  del  Parlamento,y> — Luego,  es  evidente  que, 
sin  este  consentimiento,  el  Rei  no  puede  aceptar  tales 
donaciones  o  regalos.  Cerca  de  un  siglo  antes  de  esa  fe- 
cha, el  Parlamento  habia  declarado  ilegales  las  donacio- 
nes gratuitas,  apesar  de  lo  cual  Enrique  VIII  e  Isabel 
((solicitaron  mas  de  una  vez  o  exijieron  de  la  munificen- 
cia de  sus  subditos,  o  exijieron  de  éstos  por  fuerza  (¡qué 
espontaneidad  en  la  donación!)  donaciones  gratuitas 
(henevolences)  cuando  los  fondos  votados  por  el  Parla- 
mento no  les  bastaban»  (1). 

Lingard  (2),  dando  cuenta  del  servilismo  con  que  el 
Parlamento  abandonó  a  Enrique  VIII,  en  1543,  todas 
las  sumas  que  habia  pedido  prestadas  a  sus  subditos  des- 
de el  año  31.°  de  su  reinado,  dice  que:  «después  de  un 
acto  tan  desleal,  el  Rei  no  podia  pensar  en  pedir  un  xíuq- 
YO  empréstito;  pero  que  ])'\i{\6  presentes,  bajo  el  nombre 
do    henevolences   o   do   dones  gratuitos^  aunque  los  dones 


(O  Piscbel  i  Vogel,  Const.  d'Augl.,  t.  II,  páj.  192. 
(2)  LiDgarJ,  Hist.  d'Angleterre,  t.  lí,  pij,  304. 
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{jratuitos  habían  sido  declarados  ilegales  por  el  Parla- 
mento)). 

Nuestra  teoría  que,  como  se  vó,  es  bien  antigua  en 
Inglaterra,  fué  allí  conlirmada,  no  solo  por  el  ya  citado 
bilí  (íPetition  of  Right))  en  1G28,  sino  también  en  1688 
por  el  no  menos  famoso  de  la  ((Declaración  de  los  dere- 
chos)), aprobado  con  motivo  de  la  exaltación  al  trono  de 
Guillermo  III  i  de  su  esposa  María  11. 

Si  se  aceptase  que  cabe  dentro  de  nuestro  sistema 
constitucional  un  principio  opuesto  al  que  tenemos  la 
honra  de  defender,  aquél  se  derrumbarla  por  completo. 
Ello  valdria  tanto  como  suprimir  el  Congreso  Nacional 
do  nuestras  instituciones  políticas,  i  volver  al  réjimendel 
mas  marcado  i  atroz  despotismo.  Si  en  1865  i  en  otras 
(pasiones  el  Ejecutivo  ha  aceptado  donativos  o  suscri- 
cioncs  en  dinero  para  el  Fisco,  sin  que  hubiera  precedido 
leí  que  para  ello  le  autorizara,  ello  es  debido  a  que  el 
Congreso  no  ha  visto  en  esos  casos  vulneradas  sus  altas 
atribuciones:  1."*  porque  el  monto  de  tales  donaciones  ha 
sido  siempre  reducido  i  moderado;  2,""  porque  los  donan- 
tes las  han  hecho  aplicándolas  siempre  a  fines  u  objetos 
perfectamente  determinados;  i  S.""  porque  so  ha  procedi- 
do en  dichos  casos  con  una  publicidad  tan  completa,  que 
el  Congreso  no  ha  divisado  peligro  donde  no  lo  habia  en 
el  hecho.  Mas  todo  esto  no  impide  que,  en  el  terreno  del 
derecho  i  ante  los  verdaderos  principios  en  que  descansa 
el  réjimen  constitucional,  todos  los  fondos  destinados  a 
los  gastos  públicos  deben  ser  votados  por  el  Congreso, 
i  que  todo  servicio  público  cjue  una  lei  espresa  no  declare 
gratuito^  debe  ser  pagado. 

Una  última  consideración  en  apoyo  de  nuestra  mane- 
ra de  ver.  Es  sabido,  i  así  lo  dispone  el  art.  160  do  nues- 
tra Constitución,  que  en  Chile  ninguna  majistratura 
puede  atribuirse,  ni  aun  a  protesto  de  circunstancias  es- 
traordinarias,  otra  autoridad  o  derechos  que  los  que  espre- 
ani3   uto  le  C(jnlloreu  his  leycss.  ¿Cuales,  sranospei*nn*tido 
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preguntarlo,  la  disposición  constitucional  o  legal  que 
confiere  esprosamonte  al  Presidente  de  la  República  la 
facultad  de  aceptar,  por  sí  i  ante  sí,  donaciones  o  servi- 
cios gratuitos  que  le  independicen  de  la  acción  fiscaliza- 
dora  i  verdaderamente  decisiva  que  el  Congreso  debo 
ejercer  en  la  marcha  de  la  administración  publica?  Se- 
mejante disposición  no  existe,  ni  debe  existir  en  un  pais 
bien  organizado. 

o  o 

Hemos  dicho  poco  antes  que  todo  servicio  púbhco  que 
una  lei  espresa  no  declare  gratuito,  debe  ser  pagado. 
Ello  es  una  lójica  deducción  del  precepto  contenido  eu 
el  art.  149,  que  hace  estensivas  a  los  servicios  personaloi 
las  garantías  establecidas  en  materia  de  contribuciones. 
Así  lo  resolvió  la  Corte  Suprema,  en  18G8,  en  el  caso  que 
recordamos  al  ocuparnos  de  la  cuarta  de  las  cuestiones 
sujeridas  por  el  estudio  del  inciso  ó.*"  del  art.  12  de  la 
Constitución.  El  trabajo  forma  parte  de  la  propiedad  i 
es  inviolable  como  ésta.  Lo  dijimos  entiSnces  i  lo  repeti- 
mos ahora. 

La  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  ha  aplicado  el 
art.  149  de  la  Constitución  de  la  misma  manera  que  la 
Corte  Suprema,  i  tal  como  nosotros  lo  entendemos.  Ha- 
biendo reclamado  don  Joaquin  Carrasco  porque  don 
Juan  Agustin  Guerrero,  abogado  llamado  i)or  la  lei  a 
subrogar  al  juez  de  letras  de  San  Fernando,  se  negaba 
a  proveer  las  solicitudes  que  aquél  le  presentaba,  por- 
que no  se  le  pagaba  honorario;  la  referida  Corte,  fun- 
dándose en  el  artículo  citado  i  en  que  el  37  del  regla- 
mento de  administración  de  justicia,  a  la  sazón  vijento, 
no  imponía  a  los  abogados  llamados  por  la  lei  a  ejercer 
accidentalmente  las  funciones  de  jueces  letrados,  el  gra- 
rumen  de  servir  gratuitamente]  declaro,  por  sentencia  de 
15  de  marzo  de  1871,  que  el  abogado  don  Juan  Agustin 
Guerrero,  como   subrogante  del  juez  de   leí  ras  de  San 
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Fernando  en  la  cansa  a  que  aludía  el  reclamante,  tenia 
(L'í'crJio  p:ira  exijir  a  las  parles  el  honorario  correspondien- 

te  (1). 

o  o 

Pero  la  Constitución  no  se  limita  a  exijir  que  todo 
servicio  personal  deba  ser  remunerado  a  menos  que  la 
leí  lo  declare  gratuito,  consagrando  un  principio  que 
nuestro  Código  Civil  ha  hecho  ostensivo  aun  a  materias 
de  derecho  privado^  al  redactar  su  art.  2,158  sobre  la  ba- 
se de  que  el  mandato  es  remunerado,  al  revés  de  lo  que 
sucedia  en  las  lejislaciones  romana  i  española,  que  lo  re- 
putaban gratuito;  sino  que  prohibe  exijir  servicio  algu- 
no personal,  sea  o  nó  gratuito,  sin  distinción  alguna, 
sino  en  virtud  de  decreto  de  autoridad  competente,  dedu- 
cido de  la  leí  que  lo  autorice.  Según  esto,  es  inconstitu- 
cional el  servicio  de  celadores  que  con  tanta  frecuencia 
exijen  a  los  vecinos  los  ajentes  de  la  administración, 
fundándose  malamente  en  el  art.  166  de  la  lei  del  réji- 
mcn  interior,  que  aplican  a  casos  ordinarios  i  de  una  ma- 
nera normal  i  constante,  cuando  él  se  refiere  evidente- 
]nente  a  los  casos  estraordinarios  i  especiales  determina- 
dos en  el  art.  165  de  dicha  lei. 

Ese  servicio  verdaderamente  abusivo,  cuya  existencia 
se  justifica  a  nombre  de  la  lei  de  la  necesidad  i  so  protesto 
de  que  carecemos  en  Chile  de  policía  rural  suficiente,  ha 
Hhla  condenado  ya  mui  justamente  por  sentencias  de 
nuestros  tribunales  superiores  (2).  Si,  apesar  de  ellas, 
üontiaúa  exijiéndose,  los  ciudadanos  a  quienes  se  pre- 
teudiore  imponerlo,  deben  resistirse  a  cumplir  la  orden 
cun  que  se  tratare  de  hacerlo  efectivo,  seguros  de  que 


(1)  Bentencía  933,  páj.  537,  Gaceta  núm.  1,524  de  1871,  año  XXX. 

(2)  Bentenoia  de  la  Oorte  de  ConcepcioD,  núm.  153|  páj,  81,  Q&ceta 
Lúm.  1|821  de  1878,  aBo  XXXVII. 
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contarán  con  el  amparo  de  la  justicia  en  un  caso  en  que 
toda  ella  estaria  de  su  parte. 

Se  dirá,  talvez,  que  la  Constitución  no  reconoce  ni 
asegura  el  derecho  de  resistencia  en  ninguno  de  sus  artí- 
culos, i  que,  lejos  de  eso,  los  arts.  84  i  139  de  la  lei  del 
rójimen  interior  disponen  que  cuando  un  Intendente  o 
Gobernador  diere  a  cualquiera  de  los  funcionarios  o  par- 
tícidares  de  la  provincia  o  departamento  respectivos,  una 
orden  que,  ajuicio  del  que  ha  de  cumplirla,  no  sea  legal, 
deben  representarlo  a  la  autoridad  de  quien  emanó,  i 
darle  pleno  cumplimiento^  si  esta  insistiere  en  ella;  pu- 
diendo  el  encargado  de  ejecutarla  i  todo  aquél  a  quien 
tocare  lo  dispuesto^  quejarse  en  términos  decorosos  al 
Presidente  de  la  República. 

Nosotros,  que  hemos  reconocido  el  d<drecho  de  resis- 
tencia en  favor  de  la  comunidad^  al  comentar  el  art.  4.**  de 
la  Constitución,  i  que  lo  sostenemos  en  favor  de  ]os  par- 
ticulares^ siendo  estrictamente  lójicos,  no  damos  impor- 
tancia alguna  a  los  argumentos  con  que  so  le  combate. 
El  es  un  derecho  tan  natural  como  el  de  la  propia  defen- 
sa^ i,  siendo  así,  no  deja  de  existir  porque  la  Constitu- 
ción no  lo  asegure  de  un  modo  espreso.  Del  silencio  de 
la  Constitución,  como  lo  hemos  dicho  ya  al  comentar  el 
art.  12  (1),  no  puede  deducirse  que  los  habitantes  de 
Chile  carezcan  del  derecho  omitido. 

Esto  es  tan  obvio  que  no  admite  réplica. 

Por  lo  que  respecta  a  los  arts.  84  i  139  de  la  lei  del 
réjimen  interior,  que  se  citan  siempre  que  se  trata  de  jus- 
titícar  enormidades  i  atropellos,  pensamos  que  ellos  no 
se  refieren  al  caso  de  que  tratamos,  sino  al  de  ;<  ¡racio- 
narios o  particulares  encargados  de  cumplir  las '--iones 
de  los  Intendentes  o  Gobernadores,  desde  qu:^  a  ^rios  i 
otros  reconocen  la  facultad  de  representarla,  ilc;  •:.  a  1 1  de 


(1)  Fáj.  44.  to(aol. 

TOMO  II  48 
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la  orden  a  la  autoridad  de  donde  emanó,  i  solo  les  impo- 
nen la  obligación  de  darle  pleno  cumplimiento,  cuando 
aquélla  dispusiere  que  lo  ordenado  se  lleve  a  efecto  no 
obstante  la  esposicwn  que  se  le  haya  hecho.  Luego,  es 
claro  que,  mientras  la  esposicion  no  fuere  desechada,  la 
orden  queda  suspendida  en  sus  efectos  por  el  que  ka  de 
cumplirla. 

Mas,  el  que  ha  de  cumplir  una  orden  es  distinto  indivi- 
duo de  aquél  contra  quien  va  a  cumplirse.  I  si  este  lilti- 
mo  observare  que  la  orden  es  ilegal  i  se  resistiere  por 
ello  a  obedecerla,  es  claro  que  no  podria  argüíreele  con 
disposiciones  aplicables  al  primero.  Creemos,  por  consi- 
guiente, que  los  dos  artículos  citados  de  la  lei  del  réji- 
men  interior  no  tienen  en  realidad  el  alcance  enorme  que 
se  les  ha  atribuido  en  la  práctica,  i  que  no  faltarían  argu- 
mentos deducidos  aun  del  derecho  meramente  positivo, 
para  abonar  el  derecho  que  defendemos. 

Así,  el  art.  272  de  nuestro  Código  Penal  dispone  que 
será  castigado  con  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo 
o  multa  de  ciento  a  mil  pesos,  el  que  por  vias  de  hecho 
se  hubiere  opuesto,  sin  motivo  justijkado^  a  la  ejecución 
de  trabajos  públicos  ordenados  o  permitidos  por  autori- 
dad competente.  Luego,  es  lójico  inferir  que  no  incurre 
en  pena  cuando  se  opusiere  a  tales  órdenes,  con  motivo 
justificado,  ¿1  qué  motivo  mas  justificado  podria  haber  pa- 
ra resistirse  a  cumplir  una  orden  que  el  de  ser  ella  ilegal? 
¿Por  qué  no  aplicar  a  todos  los  casos  de  órdenes  ilegales, 
la  regla  consagrada  para  uno  por  el  Código  Penal?  A  de- 
cir verdad,  no  divisamos  la  razón  justificativa  de  dis- 
tinciones entre  casos  idénticos  o  análogos. 

En  1875  la  Cámara  de  Diputados  tuvo  oportunidad  de 
escuchar  una  interesante  discusión  acerca  del  derecho 
de  resistencia.  Se  trataba  del  art.  14  del  proyecto  de  lei 
sobre  garantías  a  la  libertad  individual,  a  que  hemos  alu- 
dido al  ocuparnos  del  art.  135  i  siguientes  de  la  Consti- 
tución. El  honorable  autor  del  i)royecto,  señor  don  An- 
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tonio  Varas,  i  el  informe  de  la  comisión  de  lejislacion, 
suscrito  por  los  señores  don  José  Miguel  Bascuñan,  don 
Enrique  Cood,  don  José  Manuel  Balmaceda,  don  José 
Bernardo  Lira  i  por  nosotros,  proponia  se  dijera  en  la  lei 
que  no  incurre  en  responsabilidad  el  que  se  negare  a  ohe- 
decer  una  orden  do  prisión  o  arresto,  que  no  reuniere  los 
requisitos  exijidos  por  la  lei.  Esto  punto  dio  lugar  a  un 
largo  debato,  que  ocupó  gran  parte  de  las  sesiones  cele- 
bradas por  aquella  Cámara,  en  los  dias24  de  junio,  3,  6, 
10  i  13  de  julio  de  1875,  i  en  que  defendieron  vigorosa  i 
brillantemente  el  artículo  de  la  comisión  los  señores  don 
José  Manuel  Balmaceda,  don  Manuel  Antonio  Matta,  don 
Enrique  Cood  i  don  Antonio  Varas;  impugnándolo,  en 
esa  parte,  el  señor  don  Eulojio  Altamirano,  Ministro  del 
Interior,  i  el  señor  don  Balisario  Prats,  Presidente  de  la 
Cámara.  Este  último  pidió  se  suprimieran  dol  citado  art. 
14  los  incisos  que  tendian  a  reconocer  el  derecho  do  re- 
sistencia a  decretos  ilegales  de  arresto  o  prisión,  i  la  Cá- 
mara así  lo  r3solvió  por  43  votos  contra  12,  contándose 
el  nuestro  entre  estos  últimos. 

Apesar  de  aquel  voto  adverso  de  la  Ccimara  de  Dipu- 
tados, nosotros  sostenemos  el  derecho  de  resistencia,  co- 
mo lo  hacen  Chauveau  i  Hélie  en  su  magnífica  teoría  del 
Código  Penal  francés,  (1)  por  lo  menos  en  todos  aque- 
llos casos  en  que  el  encargado  de  ejecutar  una  orden  de 
la  autoridad  se  hiciere  culpable  de  ¿m  exceso  de  poder ^  o 
de  la  violación  flagrante  de  un  derecho]  como  sucederia, 
¡xjr  ejemplo,  si  un  ájente  de  la  fuerza  publica  quisiera 
efectuar  un  arresto,  fuera  del  caso  de  flagrante  delito,  o 
exijir  una  contribución  o  servicio  personal,  sin  orden  o 
decreto  escrito  de  la  autoridad  competente.  Si  no  hai 
delito  en  resistirse  a  una  provocación  injusta  o  a  algún 


(1)  Tbéoriíj  du  Code  P«5nal,  edición  de  Braaelasde  1859,  núais.  2,010 
a  2,G20,  tomo  I  vájiaaa  591  a  COI. 
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acto  arbitrario  ¿cómo,  preguntamos  nosotros  con  aque- 
llos distinguidos  jurisconsultos,  puede  convertirse  en 
culpable  la  resistencia^  nada  mas  que  porque  el  acto  es 
ejecutado  por  un  oficial  público? 

En  nuestro  concepto,  el  art.  10  del  Código  Penal,  al 
eximir  de  responsabilidad  criminal,  en  su  inciso  4.**,  al 
que  obra  en  defensa  de  su  persona  o  derechos^  siempre 
que  concurran  las  tres  circunstancias  siguientes:  1.*  agre- 
sión ilejítima;  2!"  necesidad  racional  del  medio  empleado 
para  impedirla  o  repelerla;  i  3.°  falta  de  provocación  su- 
ficiente por  parte  del  que  se  defiende;  resuelve  la  cues- 
tión de  derecho  positivo  en  un  sentido  conforme  con 
nuestra  opinión,  i  ha  derogado,  por  consiguiente,  toda 
lei  anterior  que  pudiera  invocarse  en  contra  de  la  lejiti- 
midad  de  la  resistencia  a  los  actos  de  las  autoridades  que 
fueren  atentatorios  a  los  derechos  individuales  (1). 

o  » 

La  sanción  a  lo  dispuesto  en  el  art.  149  de  la  Consti- 
tución— de  que  portantes  años  careció — está  consignada 
en  el  art.  ir>7  del  Código  Penal,  que  castiga  con  inhabi- 
litación especial  temporal  para  el  empleo  en  cualquiera 
de  sus  grados  i  multa  de  ciento  a  mil  pesos  a  todo  em- 
pleado público  que  sin  un  decreto  de  autoridad  compe- 
tente, deducido  de  la  Ici  que  autoriza  la  exacción  de  uua 
contribución  o  de  un  servicio  personal,  los  exijiere  bajo 
cualquier  protesto,  debiendo  considerarse  a  dicho  em- 
pleado i  penársele  como  reo  de  estafa,  si  hiciere  la  exac- 
ción con  ánimo  de  Jucrarse.  El  art.  147  del  mismo  Có- 
digo determina  que  las  penas  en  que  incurre  el  particu- 


(1)  Ea  Inglaterra  la  UjUimüad  de  la  resistsncia,  aaa  del  iadívidao 
partícnlar,  a  los  actos  ilegales  qne  le  conciernea,  ha  sido  reconocida  mu- 
chas  veces  por  los  ti  ¡banales.  Fi«chel  i  Vogel,  Const.  d' Angleterre,  fco- 
tto  I,  páj.  182. 


^ 
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lar  que  tales  delitos  cometiere,  serán  las  de  reclusiotí 
menor  en  sus  grados  mínimo  a  medio  i  multa  de  ciento 
a  mil  pesos. 

Art.  150 


Ningún  cuerpo  armado  puede  hacer  requisiciones^  ni  exi- 
jir  clase  alguna  de  auxilios^  sino  por  medio  de  las  autorida- 
des civiles^  i  con  decreto  de  éstas. 

Entre  las  recpcisiciones  o  auxilios  a  que  este  artículo  se 
refiere,  i  las  contribuciones  a  que  aluden  los  dos  anterio- 
res, existe  una  enorme  diferencia.  El  alojamiento  for- 
zoso a  un  cuerpo  armado,  los  alimentos  que  se  dan  a  los 
soldados,  el  forraje  que  se  suministra  a  las  caballadas,  i, 
en  suma,  todas  las  gabelas  que,  en  tales  casos,  sea  en  la 
forma  dicha  o  en  otra  cualquiera,  se  exijen  a  los  habitan- 
tes del  Estado,  no  disminuj^on  el  patrimonio  de  éstos, 
porque  deben  ser  reembolsados  mas  tarde  de  su  valor. 
Son,  en  realidad,  verdaderos  pre^^ar/zos  forzosos.  Las 
contribuciones,  al  revés,  no  son  reembolsables  i^  dismi- 
nuyen, por  lo  tanto,  el  patrimonio  del  contribuyente. 

La  diferencia  que  dejamos  apuntada  no  nos  parece, 
sin  embargo,  que  justifique  la  que,  en  cuanto  al  procedi- 
miento que  debo  observarse  en  uno  i  otro  caso,  estable- 
ce la  Constitución.  Una  contribución  no  puedo  exijirsc 
sino  en  virtud  de  decreto  de  autoridad  competente,  de- 
ducido de  una  lei.  Una  requisición  o  auxilio  puede  cxi- 
jirse  por  los  cuerpos  armados  con  solo  un  decreto  de  la 
autoridad  civil.  En  este  segundo  caso,  la  Constitución 
no  exijo  que  el  decreto  se  apoye  en  una  lei.  Nos  parece 
que  esto  podría  prestarse  a  verdaderos  abusos  de  parte 
de  las  autoridades  civiles,  que  no  están  sujetas  constitu- 
cionalmente  a  la  traba  de  fundar  en  lei  sus  decretos  en 
el  segundo  caso. 

La  omisión  que  notamos  en  el  art.   150  de  la  Carta 


Digitized  by  VjOOQIC 


382  LA  CONSTITUCIÓN    ANTE  EL  CONGRESO 

Fundameatal  ha  sido  subsanada,  en  parte  a  lo  menos, 
por  el  art.  142  do  la  lei  del  réjimeu  interior,  que  dispone 
que  «cuando  alguna  parte  del  ejército  de  la  República 
fuere  de  camino  i  se  detuviere  accidentalmente  en  algu- 
na población,  es  deber  del  respectivo  Gobernador  hacer 
que  se  le  proporcione  cómodo  alojamiento  en  algún  edi- 
ficio público  i  aparente,  si  lo  hai,  i,  no  hahiéndoloy  en  al- 
guno particular,  dirijiéndose  a  la  Municipalidad  de  su 
departamento  para  que  se  satisfaga  la  recompensa  que 
con  el  dueño  de  éste  se  estipule». 

Los  Gobernadores,  llegado  el  caso  do  alojamiento  for- 
zoso de  cuerpos  armados  en  edificios  de  particulares, 
fundarian  su  decreto  en  el  art.  142  de  la  lei  citada.  Si 
hai  avenimiento  con  el  dueño,  la  respectiva  Municipali- 
dad pagará  la  recompensa  convenida.  En  el  caso  contra- 
rio, su  monto  tendría  que  fijarse  enjuicio  ordinario.  Nos 
parece  que  el  mismo  sistema  deberla  rejir  tratándose  de 
requisiciones  o  auxilios  de  cualquiera  otra  especie.  De- 
bería exijirse  en  todo  caso  que  el  decreto  se  basara  en 
una  lei^  i  asi  convendria,  ajuicio  nuestro, que  lo  hubiera 
dicho  el  art.  150  de  la  Constitución,  a  fin  do  evitar  las 
dudas  que  podrian  suscitarse  con  motivo  de  ser  diferen- 
te la  redacción  do  ese  artículo  i  la  del  anterior. 


Art.  151 


Ninguna  clase  de  trabajo  o  industria  puede  ser  prohibi- 
da^ a  menos  qiie  se  oponga  a  las  buenas  costumbres^  a  la 
seguridad^  o  a  la  salubridad  pública^  o  (pie  lo  exija  el  ínteres 
nacional^  i  luia  hi  lo  declare  asi 

Esto  artículo  garantiza  la  libertad  del  trabajo  o  indus- 
tria, i,  por  consiguiente,  la  de  toda  profesión,  arte  u  ofi- 
cio.    Sujeta  esa   libertad  preciosa  a  cuatro  hmitaciones, 

que  importan  otros  í mitos  casos  en  que  la  prohibición 
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del  trabajo  o  industria  puede  constitucionalmetite  efec- 
tuarse. Ellos  son  los  siguientes:  1.*"  cuando  el  trabajo  o 
industria  fuere  opuesto  a  las  buenas  costumbres;  2,"" 
cuando  lo  fuere  a  la  seguridad;  3."*  cuando  lo  fuere  a  la 
salubridad  pública;  i  4.*'  cuándo  lo  exijicre  el  interés 
nacional  i  una  lei  lo  declarare  así. 

Las  jfres  primeras  limitaciones  no  sujiercn  ni  pueden 
sujerir  observación  alguna.  Fundada  en  ellas  la  Orde- 
nanza de  Aduanas  prohibe,  por  ejemplo,  la  internación 
de  ciertas  clases  de  artículos,  por  considerar  que  sería 
opuesta  a  las  buenas  costumbres,  a  la  seguridad  o 
a  la  salubridad  publica.  Es  evidente  que  el  derecho  que 
un  individuo  tiene  de  ejercer  la  industria  que  le  plaz- 
ca, no  puede  ejercerse  en  perjuicio  de  la  comunidad  o  de 
todo  el  pais.  Esto  se  comprende. 

Pero  la  cuarta  limitación  impuesta  por  la  Constitución 
a  la  libertad  del  trabajo  o  industria,  ha  dejado  en  manos 
de  la  lei  la  facultad  de  limitarla  cuando  lo  creyere  conve- 
niente^ pues  es  la  Zc^' misma  quien  califica,  en  cada  caso, 
si  la  prohibición  o  limitación  es  o  nó  exijida  por  el  inte- 
rés íiacional. 

A  nombre  de  este  interés  se  dictó  la  lei  que  concedió 
privilejio  esclusivo,  por  el  tórmino  de  treinta  años,  para 
la  fabricación  de  gas  hidrójcno  en  Santiago,  a  la  empre- 
sa que  todavía  lo  disfruta.  A  nombre  del  mismo,  el  art. 
8.^  de  la  lei  de  9  de  setiembre  de  1840,  hoi  derogado 
por  la  lei  de  25  de  julio  de  1872,  facultó  al  Ejecutivo 
para  otorgar  priviiejios  de  introducción — no  hablamos  de 
los  de  invención^  a  los  cuales  se  refiere  el  art.  152  de  la 
Consti  tucion — por  un  termino  que  no  excediera  de  ocho 
años.  A  nombre  del  interés  nacional,  se  conserva  entre 
nosotros  el  estanco  del  tabaco,  desde  hace  tantos  años 
condenado  por  la  opinión  unánime  del  pais  entero. 

Se  comprende  que,  a  nombre  del  interés  nacional,  so 
hayan  dictado  i  se  dicten  leyes  que  confieren  privilqjio.s 
esclusivos  durante  cierto  número  de  años,  para  la  eoiis- 
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truccion  de  ferrocarriles  o  para  la  fundación  de  grandes 
empresas  que  no  podrian  soportar  el  peligro  de  la 
competencia.  Pero  la  verdad  es  que  aquello  del  interés 
nacional  tiene  tanto  de  elástico  que  cada  cual  lo  entien- 
de a  su  modo. 

Así,  para  algunos  el  interés  nacional  exije  que  se  pro- 
hiba absolutamente  el  ejercicio  de  profesiones  cientílicas 
i  literarias  a  quienes  carecieren  de  título  oficial  para  ejer- 
cerlas. Otros  creen,  i  con  ellos  nosotros,  que  semejante 
exijencia  sería  hasta  inconstitucional,  porque  si  el  inte- 
rés nacional  puede  ciertamente  exijir  que  no  se  permita 
ejercer  comisiones,  funciones,  empleos  o  cargos  públicos 
que  requieran  cierta  competencia  especial,  sino  a  los  que 
hubieren  obtenido  previamente  aquel  título;  no  se  divisa 
siquiera  cuál  es  el  interés  nacional  que  exijiria  se  prohi- 
biera a  Pedro  confiar  la  defensa  de  su  pleito  a  Juan,  aun 
cuando  éste  no  tuviera  el  título  de  abogado.  ¿De  dónde 
podría  derivar  el  Estado,  cuya  acción  debe  limitarse  úni- 
camente a  la  jestion  de  los  intereses  jenerales  que  la  ac- 
ción individual  no  pudiere  atender  debidamente,  la  fa- 
cultad de  coartar  al  individuo  su  derecho  para  elejir  su 
defensor  en  un  pleito,  que  es  de  interés  meramente  par- 
ticular^ con  la  misma  libertad  con  que  ha  elejido  siempre 
entre  nosotros  al  arquitecto  o  al  constructor  de  su  pro- 
pia casa? 

Francamente,  no  nos  damos  cuenta  del  fundamento  en 
que  descansarían  semejantes  restricciones.  En  el  terreno 
de  los  principios  nos  parecen  insostenibles,  pues  pensa- 
mos que  el  de  la  libertad  de  profesiones,  las  condena  en 
absoluto  i  que  no  acepta  otras  restricciones  que  las  tres 
primeras  indicadas  por  el  art.  151.  ¿Porque  i  a  nombre  de 
qué  ínteres  verdaderamente  nacional^  podría  prohibirse  o 
restrinjirse  el  ejercicio  de  una  profesión  qiLC  en  nada 
ofendiera  ni  a  las  buenas  costumbres,  ni  a  la  seguridad^  ni 
a  la  salubridad  públicas?  Comprendemos  que,  a  nombre 
de  la  salubridad  pública,  i  (pie,  dentro  de  ciertos  límites. 
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se  reglamente  constitucional  mente  el  ejercicio  do  las 
profesiones  que  se  relacionan  con  la  curación  de  las 
enfermedades.  Pero  toda  limitación  puesta  por  la  lei  al 
ejercicio  d3  las  demás  profesiones  que  requieren  compe- 
tencia especial,  cuando  se  tratare  de  relaciones  entre  parti- 
cular i  particular^  entre  el  que  presta  el  servicio  i  el  que 
lo  pide,  nos  paroceria  verdaderamente  inconstitucional, 
a  menos  que  se  probara  que  interés  nacional  es  sinónimo 
de  miQve^  particidar. 

Se  concibe,  como  lo  temos  insinuado  ya,  que  se  pon- 
gan trabas  a  los  gobernantes  para  la  designación  do  las 
personas  llamadas  a  desempeñar  comisiones,  empleos  o 
funciones  públicas.  Es  indudablemente  necesario  que  el 
Ejecutivo  no  pueda  elejir  juez  o  majistrado  a  quien  no 
conozca  las  leyes,  ni  encomendar  la  construcción  de  un 
ferro-carril  a  quien  no  fuere  injeniero.  Las  autoridades 
públicas  que  hacen  tales  designaciones,  obran  como  man- 
datarios de  la  Nación,  i  es  justo  i  natural  que  ésta,  re- 
presentada por  la  lei,  adopte  las  precauciones  que  fuere 
menester  para  evitar  que  los  nombramientos  de  emplea- 
dos públicos,  por  ejemplo,  recaigan  en  personas  inhábi- 
les o  incompetentes.  Los  gobernantes  no  pueden  ni  deben 
depositar  la  confianza  del  Estado  en  quien  ellos  quisie- 
ren, sino  en  quien  la  inspire  a  la  lei;  pero  el  individuo 
tiene  derecho  pleno  para  depositarla  aun  en  aquél  que 
fuere  indigno  de  merecerla.  Si  de  ello  le  resultara  per- 
juicio, sería  él  solo,  nó  la  Nación,  quien  lo  soportarla. 

Por  otra  parte,  el  principio  de  la  libertad  de  enseñan- 
za, que  hoi  asegura  el  inciso  6.°  reformado  del  art.  12  de 
nuestra  Constitución,  lleva  envuelta,  como  consecuencia 
precisa  de  dicha  libertad^  la  libertad  absoluta  de  profesiones^ 
según  las  exactísimas  palabras  de  que  se  sirvió  en  el 
Senado,  en  sesión  de  30  de  julio  de  1877,  el  purísimo  e 
mtejérrimo  senador  de  Atacama,  señor  don  Pedro  León 
Gallo.  Desarrollando  esa  idea,  de  que  nosotros  hemos 
participado  siempre,  decia  aquel  simpático  e  inflexible 
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cvampeoii  del  liberalismo,  mui  poco  tiempo  ánteR  de  su 
sentido  fallecimiento:  «Es  indudable  que  cuando  nn  in- 
dividuo hace  prolijos  estudios  en  la  instrucción  secunda- 
ria i  superior,  lo  hace  con  el  objeto  de  adquirir  cierta 
suma  de  conocimientos  que  le  proporcionen  los  medios 
do  subsistir  lo  mas  cómodamente  posible  con  el  ejercicio 
de  una  profesión.  I  si  esto  es  así,  ¿por  qué  razón  ven- 
dría la  lei  a  ponerle  embarazos  que  absolutamente  no 
tondrian  razón  de  ser?» 

Obedeciendo  nosotros  a  las  consideraciones  que  deja- 
mos espuestas,  cuando  se  discutió  en  la  Cámara  de  Di- 
putados el  art.  28  del  proyecto  que  ha  llegado  a  ser  la 
lei  de  instrucción  secundaria  i  superior  hoi  vijente,  pro- 
pusimos, en  sesión  do  13  de  junio  de  1874,  en  reemplazo 
de  dicho  artículo,  una  indicación  que  principiaba  por  reco- 
nocer la  regla  de  que  aes  libre  el  ejercicio  de  las  profesiones 
científicas  i  literariasy>^  enumerando  cti  seguida  las  excep- 
ciones a  que  nosotros  creíamos  debía  sujetarse,  que  son  las 
mismas  a  que  hemos  aludido  mas  arriba  i  que  menciona 
el  art.  50  de  la  lei  sobredicha.  El  proyecto  en  discusión 
principiaba  por  reproducir  como  regla,  en  su  artículo  ci- 
tado, el  precepto,  hoi  derogado,  de  la  lei  de  19  de  noviem- 
bre de  1842,  de  que  ano  podrá  ejercerse  ninguna  profe- 
sión científica  sin  haber  obtenido  el  grado  de  licenciado 
en  la  respectiva  facultad»,  i  hacía  mérito  en  seguida  de 
los  casos  en  que,  por  via  do  excepción,  tal  gTado  no  sería 
necesario;  es  decir,  que  se  pretendía  nada  menos  que 
convertir  la  excepción  en  regla  i  la  regla  en  excepción, 
haciendo  decir  a  la  lei  secundaria,  que  debía  ser  confor- 
me con  la  Constitución,  lo  contrarío  de  lo  que  de  ésta  se 
desprende. 

ViíT  este  motivo  combatimos  en  aquella  sesión  el  art. 
28  del  proyecto,  i  defendimos  nuestra  indicación,  cuyo 
ubjoEü  verdadero  era  establecer  en  la  lei,  de  una  manera 
clara  i  espresa,  que  cees  libre  el  ejercicio  de  las  profesio- 
Uüíi  científicas  i  literarias»,  como  emanación  natural  do 
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'í;i  libertad  del  tra])ajo,  asegurada  por  el  ai't.  lol  do  la 
Oarta  Fundamental. 

Nuestra  indicación  dio  lu;;'ar  a  un  largo  debate,  que* 
ocupó  gran  parte  do  las  sesiones  do  25,  27  i  30  de  junio, 
i  de  2  i  4.  do  julio  de  1874.  El  señor  don  ^Manuel  Anto- 
nio Abitta  hizo  indicación  para  r[ue  se  f^ui)rimiera  del  })ro- 
jocto  todo  artículo  o  diíS[josicion  rcrerante  al  ojeroicio  de 
profesiones.  Los  señores  don  Josó  Bernardo  Tjira,  don 
Camilo  Cobo,  don  Antonio  Varas,  don  Enrique  Tocoi-nal 
i  nosotros,  sostuvimos  que  la  leí  debia  resolver  la  cues- 
tión de  una  manera  es[)resa.  La  indicación  del  señor 
Matta,  que  se  Labia  calificado  de  [)r6v¡a,  fue  rechazada 
por  4G  votos  contra  12,  en  la  sesión  de  30  do  junio;  con- 
tinuando el  debate  de  la  nuestra,  que  fue  moditlcada  en 
la  sesión  de  2  de  julio  por  el  señor  Varas,  en  un  sentido 
que,  en  el  fondo  délas  disposiciones,  coincidia,  con  nues- 
tro modo  de  ver;  pero  que  no  reconocia,  como  nuestra  in- 
dicación, el  principio  de  la  libertad  de  profesiones,  que  de- 
fendieron los  señores  don  Enrique  Tocornal,  don  Ventura 
Blanco  Viel,  don  José  Clemente  Fábres  i  don  Camilo  Cobo. 
El  señor  don  Miguel  Luis  Amunátegui  apoyó  la  indicación 
del  señor  Varas;  i  el  señor  don  Joaquín  Blost  Gana  se  de- 
claró adversario  do  la  libertad  de  profesiones.  Puesta  en 
votación  la  indicación  que  el  señor  Cobo  habia  formulado 
durante  el  debate,  i  que  era  la  primera  parte  do  la  imes- 
tra  que  decia:  «es  libre  el  ejercicio  de  las  profesiones 
científicas  i  literarias»,  fué  rechazada  en  la  última  de  las 
sesiones  citadas — la  de  4  de  julio  de  1874 — por  39  votos 
contra  28,  figurando  entre  estos  últimos  el  del  señor  Mat- 
ta i  el  nuestro,  i  entre  los  primeros  los  de  los  señores 
Amunátegui,  Blust  Gana  i  Varas.  La  indicación  de  este 
último  fuóaprobada,  acto  continuo;  por  30  votos  contra  25. 

La  indicación  del  señor  Varas  principiaba  por  recono- 
cer que  el  grado  de  licenciado  en  matemáticas,  en  medi- 
cina i  en  leves  sería  respectivamente  necesario  para  ob- 
tener el  título  do  injeniero,   de   medico  cirujano  o  de 
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abogado,  i  agregaba  que  en  el  ejercicio  de  dichas  profe- 
siones solo  se  exijiria  título  espedido  por  la  autoridad 
pública:  Lepara  desempeñar  empleos  públicos  que  re- 
([uieran  el  título  o  la  competencia  especial  que  el  título 
supone,  o  para  ejercer  cargos  temporales  o  transitorios 
de  igual  naturaleza,  conferidos  por  la  autoridad  judicial 
o  administrativa  o  con  la  aprobación  de  dicha  autoridad; 
2.''  para  la  práctica  autorizada  de  la  profesión  de  médico 
cirujano;  i  3.°  para  los  actos  en  que  las  leyes  que  reglan 
la  defensa  de  los  pleitos  ante  los  tribunales,  exijan  el  tí- 
tulo do  abogado. 

El  Senado,  después  de  un  trascurso  de  tres  años,  des- 
tinó a  la  discusión  del  asunto  sus  sesiones  de  16,  27  i  30 
do  julio  i  do  1.°  de  agosto  de  1877.  En  la  discusión  de 
la  indicación  del  señor  Varas,  que  habia  pasado  a  ser  e  1 
art.  31  del  proyecto  en  debate,  tomaron  parte  el  señor 
don  Mio:uel  Luis  Amumiteorui,  Ministro  a  la  sazón  do 
Instrucción  Pública,  que  procuraba  ampliarla;  el  mismo 
señor  Varas,  que  la  defendía  como  Senador  entonces;  i 
los  señores  don  Pedro  León  Gallo,  don  Alejandro  Royes, 
don  lielisario  Prats  i  don  José  Victorino  Lastarria.  En 
la  sesión  de  1."  de  agosto,  se  aprobó  por  el  Senado  el  re- 
ferido art.  31  del  proyecto  de  la  Cámara  de  Diputados 
en  la  forma  que  hoi  tiene  el  art.  50  de  la  lei  de  9  de  ene- 
ro de  1879,  que  coincide  casi  por  completo  con  la  indi- 
cación del  señor  Varas,  reproduciéndola  en  el  fondo  de 
sus  disposiciones. 

En  la  discusión  habida  en  el  Senado,  el  señor  Amuná- 
tegui  se  manifestó  notablemente  mas  inclinado  en  favor 
de  la  libertad  de  profesiones  que  tres  años  antes  ante  la 
Cámara  de  Diputados.  El  señor  don  Pedro  León  Gallo 
fué  el  único  Sonador  que,  con  franqueza,  defendió  valien- 
temente la  libertad  profesional.  El  señor  Lastarria  dijo 
que  la  cuestión  ora  para  él  de  circunstancias  o  de  política 
científica;  i  los  señores  Reyes  i  Varas  impugnaron  las 
opiniones  ya  mas  avanzadas  del  señor  Amunátegui,  de- 
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fendiendo  el  artículo  del  proyecto  que,  después  de  tanto 
tiempo,  de  tanto  ir  i  venir,  i  de  tanto  debate,  se  convir- 
tió al  fin  en  lei  con  el  grave  defecto,  a  juicio  nuestro,  de 
no  haber  reconocido,  como  regla  jeneral  espresa,  el  prin- 
cipio de  que  aes  libre  el  ejercicio  de  las  ^profesiones  cientí- 
Jicas  i  literarias^), 

o 
o  o 

El  Código  Penal,  en  el  inciso  2.'^  de  su  art.  158,  casti- 
ga con  la  pena  de  suspensión  en  sus  grados  mínimo  a 
medio,  si  gozare  de  renta,  i  la  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  o  multa  de  ciento  a  mil  pesos  cuando  pres- 
tare servicios  gratuitos,  al  empleado  público  que  arbitra- 
riamente prohibiere  un  trabajo  o  industria  que  no  se 
oponga  a  la  lei,  a  las  buenas  costumbres,  seguridad  i 
salubridad  públicas. 

Art.  152 


Todo  autor  o  inventor  tendrá  la  propiedad  esclusiva  df' 
su  doscuhriniiento^  o  producción^  por  el  tiempo  que  le  con- 
cediere la  leí;  i  si  ésta  exijiere  su  puhlicacion^  se  dará  al  in- 
ventor la  indemnización  competente. 

Este  artículo  asegura  a  los  habitantes  de  la  República 
la  propiedad  literaria  i  cientlfca,  que  se  rijo  por  la  lei  de 
24  de  julio  de  1834,  i  la  propiedad  industrial,  que  se  rijo 
por  la  de  9  de  setiembre  do  1840.  Esta  última  la  ase- 
guraba no  solo  al  inventor,  que  es  lo  que  ordena  la 
Constitución  en  el  artículo  que  examinamos,  sino  tam- 
bién al  me7*o  introductor,  sin  duda  porque,  como  lo 
dijimos  al  ocuparnos  del  artículo  anterior,  creyó  que  así 
lo  exijia  el  interés  nacional.  Como  la  concesión  de  los 
privilojios  de  introducción  no  esta  asegurada  por  nuestra 
Carta  Fundamental,  i  como  el  art.  8.""  do  la  lei  citada  de 
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*J  do  setiembre  de  1810,  \vjos  de  favorecer  el  interés  na- 
rional.,  había  dado  lugar  en  la  práctica  a  mas  de  un  abu- 
so i  causado  serios  perjuicios  a  ese  interés,  fué  inui  cuer- 
damente derogado,  como  lo  hemos  dicho  al  estudiar  el 
art.  151,  por  la  lei  de  25  de  juHo  de  1872.  Hoi,  por  con- 
siguiente, el  Ejecutivo  carece  de  facultad  para  conceder 
privilejios  de  Introducción^  i  solo  puede  otorgar  los  de 
inrencion^  que  la  lei  no  podria  abolir,  por  un  termino  que 
no  exceda  de  diez  años.  En  consecuencia,  la  concesión 
de  todo  privilejio  esclusivoque  no  fuere  de  invención^  i  la 
do  todo  privilejio  esclusivo  de  invención  cuyo  termino 
cx'^edícre  de  diez  aíios^  requiere  una  lei  especial,  que  po- 
drá dictarse  o  no,  según  lo  exijiere  o  no  el  interés  nació- 
nal  ajuicio  del  lejislador. 

Innecesario  es  advertir  que  el  estudio  de  las  dos  leyes 
citadas  de  21  de  julio  de  1834  i  de  9  de  setiembre  de 
1840,  corresponde  al  derecho  administrativo. 

Por  lo  que  toca  a  la  indemnización  que  debe  darse  al 
inventor,  cuando  la  lei  exijiere  la  publicación  do  su  in- 
vento— caso  (pie  nos  parece  no  ha  ocurrido  hasta  ahora 
cutre  nosotros — olla  tiene  sólido  fundamento  en  una  me- 
ra aplicación  del  principio  de  la  inviolabilidad  de  la  pro- 
piedad, as3;i^*urado  en  el  inciso  5.°  del  art.  12  de  la  Cons- 
titución; ya  (pie,  como  lo  hemos  dicho  mas  de  una  vez, 
el  trabajo  o  la  propiedad  intelectual  es  i  debo  ser  t^n 
inviolable  como  la  pi'opiedad  material  o  sobre  cosas  cor- 
porales. 

En  cuanto  a  los  fundamentos  racionales  en  que  des- 
cansa el  art.  152  de  la  Constitución,  nada  tenemos  que 
agregar  a  los  nmi  evidentes  (pie  espono  el  señor  Lasta- 
rria,  al  ocuparse  de  dicho  artículo  en  sus  Comentarios. 
Nos  referimos  a  (5stos  en  esa  partOj  como  también  en  lo 
concerniente  a  la  diferencia  cpie  debe  existir,  i  que  exis- 
to conforme  a  las  dos  leyes  ya  citadas,  entre  la  propie- 
dad literaria  i  científica,  (|uo  no  envuelvo  sino  el  derecho 
de  rt'i/npriinn'  o  de  reproducir^  que  en  nada  daña  a  la  so- 
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cícdad,  i  que  puede  ser  perpetua;  i  la  propiedad  vidus- 
tnal,  que  debe  ser  temporal^  porque  envuelve  el  derecho 
esdusi'vQ  de  fabricar  objetos  por  mérito  de  un  procedimien- 
to especial^  que  solo  el  privilejiado  puede  emplear,  i  qiio 
debe  mantenerse  secreto^  en  perjuicio  de  la  sociedad,  cu- 
yo interés,  si  el  procedimiento  es  útil,  sería  que  se  jcue- 
ralizara  i  divuWra  desde  lue^o. 

Advertiremos,  finalmente,  que  los  privilejios  de^;<?r- 
feccionarniento  a  que  se  refiere  también  el  decreto-lei 
de  9  de  setiembre  de  1840,  no  son  otra  cosa  que  verda- 
deros privilejios  de  inven^Aon^  cuya  concesión  se  sujeta 
en  todo  a  las  reglas  que  dicha  lei  establece  para  estos 
últimos. 

o  o 

El  art.  158  del  Código  Penal,  en  su  inciso  S."",  castiga 
con  la  pena  de  suspensión  en  sus  grados  mínimo  a  me- 
dio, si  gozare  de  renta,  i  la  do  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  o  multa  de  ciento  a  mil  pesos,  cuando 
prestare  servicios  gratuitos,  al  empleado  público  que 
arbitrariamente  privare  a  otro  de  la  propiedad  esclusiva 
de  su  invento  o  producción,  o  divulgare  los  secretos  del 
invento  que  hubiere  conocido  por  razón  de  su  empleo. 


CAPITULO  XI 

DISPOSICIONES   JENERALES 
AUT.    153 

La  educación  pública  es  una  atención  preferente  del  Go- 
bierno. El  Congreso  formará  ten  plan  jeneral  de  edncacioit 
nacional;  i  el  Ministro  dd  despacho  respectivo  le  dará  cum- 
ta  anualmente  del  estado  de  ella  en  foda  la  lívpvblica. 
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Abt.   154 

Hahrá  una  Superintendencia  de  educación  pública^  a  cuyo 
cargo  estará  la  inspección  de  la  enseñanza  nacional^  i  su  di- 
reccion  bajo  la  autoridad  del  Gobierno, 

Hemos  dicho  ya  en  otra  parte  (1)  que  la  obligación 
impuesta  al  Congreso  por  el  art.  153  de  la  Constitución, 
de  formar  un  plan  jeneral  de  educación  nacional,  ha  si- 
do al  fin  cumplida  con  la  promulgación  de  la  lei  de  9  de 
mero  de  1879,  que  a  la  vez  que  reglamenta  la  enseñan- 
za especial,  la  secundaria  i  la  superior,  sostenidas  por  la 
Nación,  crea  i  organiza  el  Consejo  de  Instrucción,  la 
Universidad  i  las  Facultades  de  que  ésta  se  compone,  i 
encarga  a  dicho  Consejo,  en  su  art.  G.""^  la  superinten- 
dencia de  la  enseñanza  nacional  o  costeada  por  el  Esta- 
do, con  arreglo  al  art.  154  de  la  Carta  Fundamental. 

Hemos  dicho  también  que,  mediante  esa  lei,  ha  cesa- 
do la  práctica  inconstitucional,  pero  necesaria  i  ratificada 
todos  los  años  por  nuestras  Cámaras,  de  que  el  Ejecuti- 
vo cree  i  suprima,  por  sí  solo,  empleos  en  materia  de  ins- 
trucción. La  lei  referida  dicta  reglas  claras  i  terminan- 
tes sobre  la  materia.  Unida  a  la  de  14  de  noviembre  de 
1860,  que  reglamenta  el  servicio  de  la  instrucción  ^r¿- 
Tiiaria  costeada  por  el  Estado  i  por  las  Municipalidades, 
se  ha  dado  al  fin  pleno  cumplimiento  a  lo  que  disponía 
tfuiibion  el  art.  2.*"  de  los  transitorios  de  la  Constitución 
du  1833,  que  ordenaba  en  su  inciso  5.''  que,  para  hacerla 
ütuctiva,  se  dictara  con  preferencia^  entre  otras  lajes^  la 
dtíl  ])lan  jeneral  de  educación  pública. 


Mí  Pájinii  187,  tomo  I 
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Según  esto,  como  lo  observamos  al  comentar  ©1  art. 
36  (1),  la  formación  de  eso  plan  no  es  atribución  esdi^si- 
va  del  Congreso,  sino  materia  de  hi^  i  de  una  lei  que  no 
habría  podido  autorizarse  al  Ejecutivo  para  dictar  por  sí 
solo,  ni  aun  cuando  rejia  la  antigua  parte  6.''  del  artículo 
citado,  a  la  cual  se.  daba  una  intelijencia  para  nosotros 
verdaderamente  inaceptable. 

Nos  parecería  por  demás  inútil  entrar  a  desarrollar 
aquí  los  fundamentos  racionales  de  los  dos  artículos  que 
comentamos.  Es,  para  nosotros,  punto  fuera  de  discu- 
sión, sobretodo  en  paises  sujetos  al  sistema  representa- 
tivo, que  el  Estado  debe  dar  enseñanza.  Perderíamos  el 
tiempo  probando  una  verdad  incontestable,  que  nuestra 
Constitución  ha  reconocido  ampliamente  al  declarar  que 
la  educación  imhlica^  es  decir,  la  costeada  por  el  Estado, 
según  la  define  la  lei  de  9  de  enero  de  1879,  es  una 
^ienoAon  preferente  del  Gobierno;  al  ordenar  al  Congreso 
formar  un  plan  jeneral  de  educación  nacional;  al  reiterar 
en  una  de  sus  disposiciones  transitorias,  el  mandato  de 
que  la  lei  referente  a  ese  plan  se  dicte  con  preferencia; 
i  al  reiterar  también  de  una  manera  especial  para  este  ra- 
mo del  servicio,  la  obligación  jeneral  impuesta  ya  al  Mi- 
nistro del  despacho  respectivo  por  el  art.  88,  de  dar 
anualmente  cuenta  al  Congreso  de  su  estado  en  toda  la 
República. 

El  Estado  docente  es,  por  consiguiente,  una  necesidad 
de  primer  orden,  reconocida  i  ratificada  por  diferentes 
preceptos  de  la  Constitución.  Su  existencia  no  se  opone 
en  manera  alguna  a  la  libertad  do  enseñanza,  asegurada 
a  todos  los  habitantes  de  la  República  por  ol  art.  12.  I 
por  esto  es  que  la  lei  de  1879  reserva  al  Ounsr^jo  de  Ins- 
trucción, en  su  art.  6.*",  la  superintendencia  constitucional 
sobre  este  ramo  del  servicio,  solo  respecto  de  la  enseñan- 


(1)  PájiQas  116  1  117  del  tomo  I. 
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za  costeada  por  el  Estado;  por  esto  es  que  asegura  en  el 
3.*"  a  toda  persona  natural  o  jurídica,  sin  otras  excepcio- 
nes que  las  mui  contadas  que  menciona  su  arfc.  4.°,  i  que 
reclama  imperiosamente  la  moral  pública,  el  derecho  de 
fundar  establecimientos  de  instrucción  i  de  enseñar  pu- 
blica o  privadamente  cualquiera  ciencia  o  arte,  sin  suje- 
ción a  medida  alguna  preventiva  ni  a  métodos  o  testos 
especiales;  i  por  esto  es,  finalmente,  que  en  el  inciso  8."^ 
de  su  art.  9.*",  limita  la  inspección  del  Consejo  sobre  los 
establecimientos  ^rez;adb^  de  instrucción  secundaria  i  su- 
perior, '^solo  a  las  atribuciones  de  vijilancia  i  de  policía 
que  se  refieran  a  la  moralidad^  Mjiene  i  segundad  do  los 
alumnos  i  empleados,  o  sea  únicamente  en  los  tres  prime- 
ros casos  en  que  el  art.  151  de  la  Constitución  limita 
la  libertad  del  trabajo. 

No  puede  y  por  lo  tanto,  sostenerse  que  la  libertad  de 
enseñanza  es  incompatible  con  el  Estado  docente,,  pues 
ni  la  sana  razón  ni  la  Lei  Fundamental  divisan  obstáculo 
alguno  para  que  dos  entidades — la  Nación  i  los  particu- 
lares— propendan  a  la  realización  de  un  bien  jeneral  i 
particular  a  la  vez,  cual  es  la  difusión  de  las  luces.  Pero 
si  esto  nadie  lo  pretende  en  Chile,  no  han  faltado  ni  fal- 
tan quienes  aboguen  por  la  supresión  de  la  Universi- 
dad, del  Instituto  Nacional  i  de  los  liceos  provinciales,  o, 
en  otros  términos,  quienes  querrían  que  la  acción  del  Es- 
tado se  limitara,  en  materia  de  enseñanza,  solamente  a 
la  immana^  quitándole  toda  intervención  o  injerencia  en 
la  secundaria  i  en  la  superior. 

Sin  entrar  a  discutir  la  cuestión  bajo  el  punto  de  vista 
en  que  la  colocaron  los  señores  don  Zorobabel  Rodríguez 
i  don  Carlos  Walker  Martínez,  en  sesión  de  la  Cámara 
de  Diputados  de  18  de  diciembre  de  1871,  en  la  cual  el 
señor  don  Miguel  Luis  Amunátegui  manifestó  victoriosa- 
jnente  la  inconveniencia  notoria  de  la  idea  arriba  indica- 
da, que  aquellos  señores  sostenian,  en  un  pais  como  Chi- 
le,  donde  la  iniciativa  individual  es  todavía  tan  poco  po- 
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Jerosa;  nosotros  creemos  que  esa  idea  no  podria  tener  ca- 
bida dentro  de  los  preceptos  de  nuestra  Carta  Fundamen- 
tal. Si  ésta  hubiera  querido  limitar  la  acdion  del  Estado  so  • 
lo  a  la  instrucción  primaria j  no  habria  consignado  en  sus 
pajinas  los  preceptos  contenidos  en  sus  arts.  153  i  154,  en 
la  forma  jeneral  i  comprensiva  que  ellos  tienen.  Así  co- 
mo en  el  art.  128,  inciso  3.%  habla  de  las  escuelas  prima- 
rías que  se  paguen  de  fondos  municipales,  habria  habla- 
do en  los  dos  anteriormente  citados  solo  de  escuelas 
primarías  sostenidas  con  fondos  fiscales.  No  lo  hizo  así, 
i  muí  lejos  de  eso,  en  el  mismo  inciso  S.°  del  recordado 
art.  128,  alude  a  los  demás  establecimientos  de  educación 
qne  se  sostengan  con  fondos  municipales,  i  en  los  arts. 
153  i  154  se  refiere  terminantemente,  como  también  en 
el  2."*  de  los  transitorios  antiguos,  a  un  \)\?ixi  jeneral  de 
educación  pública  o  nacional.  Es,  pues,  evidente  que  las 
espresiones  demás  establecimientos  de  educación  i  plan  je- 
neral de  educación,  significan  algo  mas  que  simples  es- 
cuelas primarías\  i  si  significan  algo  mas,  ello  no  puede 
ser  otra  cosa  que  la  voluntad  claramente  manifestada  por 
los  constituyentes  de  1833,  de  que  se  conservara  la  ins- 
trucción secundaria  i  superior  que  en  aquella  fecha  daba 
el  Estado,  i  de  que  se  mejorara  en  lo  posible,  para  lo 
cual  quisieron  que  el  Gobierno  le  prestara  atención  pre- 
ferente^ i  que  hubiera  una  Superintendencia  de  educación 
pública  encargada  de  su  inspección  i  de  su  dirección  ha- 
jo  la  autoridad  del  Gobierno, 


o  o 


Las  últimas  palabras  del  párrafo  precedente,  que  son 
las  mismas  con  que  termina  el  art.  154  de  la  Constitu- 
ción, tienen  notable  importancia.  Ellas  manifiestan  que 
si  la  Constitución  quiso  confiar  a  una  Superintendencia 
de  educación  pública,  que  es  ahora  el  Consejo  de  Ins- 
trucción, la  inspección  de  la  enseñanza  nacional  i  su   di- 
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reccion^  quiso  que  ambas  so  ejercieran  bajo  la  autoridad 
del  Gobierno,  Por  esto  es  que  la  lei  de  9  de  enero  de 
1879  someto  todos  los  reglamentos  que  el  referido  Con- 
sejo formare  i  que  contengan  reglas  de  jeneral  aplica- 
ción, a  la  aprohacion  del  Presidente  de  la  República.  Sin 
ella  ningún  valor  tendrían.  I  como  la  facultad  de  apro- 
bar^ para  que  algo  signifique,  envuelve  la  de  reprobar  i 
la  de  modificar^  pues  de  otro  modo  sería  ilusoria  i  care- 
cería de  objeto;  se  deduce  que  el  Ejecutivo  puede  recha- 
zar o  correjir  los  proyectos  de  reglamento  que  le  fueren 
sometidos  por  el  Consejo  de  Instrucción.  Hai  mas  toda- 
vía. Esos  reglamentos  se  dictan  para  dar  cumplimiento 
a  las  disposiciones  contenidas  en  la  lei  de  9  de  enero  de 
1879,  i  es  bien  sabido  que,  conforme  a  la  parte  2.*  del 
art.  82  de  la  Constitución,  es  atribución  especial  del  Pre- 
sidente de  la  República  la  de  espedir  los  decretos,  regla- 
mentos e  instrucciones  necesarias  para  la  ejecución  de 
las  leyes.  La  de  instrucción  lo  es  como  todas  las  otras,  i 
ella  misma  no  habría  podido  privar  al  Ejecutivo,  relativa- 
mente a  los  reglamentos  necesarios  para  ejecutarla,  déla 
atribución  que  solo  a  él  confiere  la  Carta  Fundamental, 
Es,  por  consiguiente,  incuestionable  que,  tratándose 
de  tales  reglamentos  i  respecto  del  Ejecutivo,  el  Conse- 
jo de  Instrucción  nada  decide;  que  sus  trabajos  son  me- 
ramente preparatorios;  que  desempeña  el  papel  de  \m 
cuerpo  meramente  consultivo  en  esos  casos,  i  que  es  a 
la  autoridad  del  Gobierno  a  quien  corresponde  constitu- 
cionalmente  resolver  acerca  de  aquéllos  lo  que  creyere 
conveniente^  conforme  a  la  parte  2.*  del  art.  82  i  al  artícu- 
lo 154  de  la  Constitución  del  Estado. 


o 
o  o 

El  estudio  completo  de  la  lei  de  instrucción  primaría 
de  14  de  noviembre  de  1860  i  de  la  de  instrucción  se- 
cnudaria  i  superior  de  9  de  enero  de  1879,   no  entra  en 
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los  dominios  del  derecho  constitucional  positivo.  Su  lu- 
gar oportuno  es  el  derecho  administrativo.  A  ellas  nos 
referimos  para  tocio  lo  concerniente  a  la  organización  i 
atribuciones  del  Consejo  de  Instrucción  i  ])ara  los  demás 
detalles.  Aquí  hemos  debido  limitarnos  a  las  cuestiones 
puramente  constitucionales.  El  examen  de  las  dificulta- 
des que  esas  leyes  puedan  sujerir,  sobretodo  la  segun- 
da, tan  recientemente  promulgada,  se  relaciona  de  una 
manera  directa  con  la  leí  misma,  nó  con  la  Constitución 
de  la  República, 

Art.  155 

Ningún  pago  se  admitirá  en  cuenta  a  las  tesorerías  del 
Estado,  sino  se  hiciese  a  virtud  de  tin  decreto  en  que  se  es- 
prese la  lei^  o  la  parte  del  presupuesto  aprobado  por  las 
Cámaras,  en  que  se  autoriza  aquel  gasto. 

Hemos  dado  a  conocer  la  importancia  de  este  artículo 
i  las  cuestiones  que  do  él  han  surjido,  al  ocuparnos  del 
inciso  2.**  del  art.  37,  i  particularmente  con  motivo  de  las 
cuestiones  1.^^  i  5.*"  que  allí  hemos  discutido  (1).  Nos  re- 
ferimos, por  consiguiente,  a  lo  que  entonces   espusimos. 

Solo  debemos  llamar  la  atención  a  que  el  art.  155  ha 
constituido  a  todas  las  tesorerías  del  Estado  en  verdade- 
ros fiscales  del  Ejecutivo  en  lo  referente  a  inversión  do 
fondos  públicos,  por  el  hecho  de  hacerlas  responsables 
por  todos  los  pagos  que  hicieren  sin  estricta  sujeción  a 
lo  que  dicho  artículo  dispone. 

ART.     156 

Todos  los  chilenos  en  estado  de  cargar  armas  deben  ha- 
(1)  Pájs.  144  i  170  del  tomo  I. 
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liarse  tiiscriptos  en  los  rejistros  de  las  milmas^  si  no  están 
esprcidhnentp  esceptiiados  por  la  lei. 

Este  precepto,  tan  no.cesario  como  propio  de  un  pais 
sujeto  al  sistema  representativo  i  democrático,  no  ha  sido 
todavía  reglamentado  por  la  lei  a  que  se  refiere  i  a  que  se 
refiere  también  la  parte  4.*  del  segundo  de  los  artículos 
transitorios  de  la  Constitución,  en  lo  concerniente  a  las 
milicias.  Es  tal  la  importancia  que  a  éstas,  o  sea  a  \^ guar- 
dia nacional  o  cívica^  como  jeneralmente  so  las  llama,  ha 
atribuido  la  Constitución,  que  ha  aludido  a  ellas  de  una 
manera  espresa  en  dos  de  sus  disposiciones.  Apesar  de 
óstas  no  se  ha  dictado  todavía,  como  lo  hemos  dicho  ya, 
lei  alguna  que  organice  la  guardia  nacional,  i  de  allí  ha 
resultado  que  este  importantísimo  ramo  del  servicio 
])úblico  ha  quedado  de  lieclio^  aunque  inconstitucional- 
inente,  sujeto  hasta  ahora  nada  mas  que  a  los  decretos 
del  Ejecutivo,  como  sucedía  en  la  mayor  parte  de  los 
asuntos  relacionados  con  la  instrucción  pública,  antes  de 
haberse  promulgado  la  lei  de  9  de  enero  de  1879. 

Las  facultades  do  que  prácticamente  ha  estado  i  de  que 
está  investido  todavía  el  Ejecutivo  en  todo  lo  referente  a 
la  guardia  nacional,  son  tan  latas  que  llegó  un  momento 
en  que  casi  la  suprimió  por  completo.  I  es  digno  de  no- 
tarse, como  escusa  de  una  medida  que  nosotros  habría- 
mos reputado  inconstitucional  si  no  hubiera  quedado  en 
pié  alguna  parte  de  la  fuerza  cívica,  que  la  opinión  pu- 
blica la  apoyaba  con  no  poco  entusiasmo. 

En  cuanto  a  nosotros,  hemos  creido  siempre  que,  en 
un  pais  bien  constituido,  la  guardia  nacional,  organiza- 
da sobre  una  base  verdaderamente  democrática  i  sobro 
los  prhicipios  de  la  igualdad  ante  la  lei  i  de  la  igual  re- 
partición de  las  cargas  públicas,  es  una  necesidad  de 
primer  orden.  Concebimos  un  pais  sin  ejército  o  sin 
fuerza  do  línea  cuando  se  encuentra  en  paz  estable  con 
todo  el  mundo;  pero  no  lo  concebimos  sin  milicias. 
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Los  defectos  de  que  adolece  la  actual  organización  de 
éstas,  no  autorizarían  en  caso  alguno  su  supresión  cmn- 
pleta.  Esta  sería  abiertamente  contraria  a  la  Constitu- 
ción, que  quiere  que  todo  chileno  en  estado  do  cargar 
armas  se  halle  inscrito  en  los  rejistros  de  las  milicias. 
Luego,  éstas  deben  existir,  i  la  lei  debería  anualmente 
fijar  su  monto,  como  lo  hace  respecto  del  ejército  i  de  \% 
armada,  porque  las  milicias  forman  parte  de  las  fuerzas 
de  mar  i  tierra,  según  lo  hemos  manifestado  al  tratar 
del  inciso  3.*"  del  art.  37  (1).  Constitucionalmente  podria 
reducirse  el  servicio  de  las  milicias — no  lo  negamos — a 
un  carácter  mas  o  menos  pasivo;  pero  suprimirlas  por 
entero,  ni  sería  'conveniente,  ni  cabria  dentro  de  los  pre- 
ceptos de  la  Carta  Fundamental. 

Que  se  haya  abusado  de  la  guardia  nacional  como 
medio  de  ejercer  influencia  en  las  elecciones,  i  que  se 
haya  desnaturalizado  en  gran  parte  su  carácter,  desti- 
nándola, por  razones  de  necesidad,  a  servicios  propios 
de  la  policía,  son  hechos  que  no  podemos  desconocer. 
Pero  todo  eso  no  prueba  que  haya  debido  suprimirse  ja- 
más, sino  que  el  lejislador  ha  sido  omiso  en  el  cumpli- 
miento de  la  obligación  que  pesa  sobre  él  de  dictar  con 
preferencia  la  lei  del  caso,  llamada  a  correjir  tales  defec- 
tos. 

Díctese  esa  lei  sobre  la  base  de  que  anualmente  debo 
fijarse  el  monto  de  la  guardia  nacional;  do  que  ese  mon- 
to debe  repartirse  entre  todos  los  Municipios  de  la  Re- 
publica  en  proporción  a  su  población;  de  que  cada  Mu- 
nicipalidad hará  el  repartimiento  del  que  corresponda 
a  su  territorio,  i  de  que  son  obligados  todos  los  chilenos, 
no  exceptuados  por  la  misma  lei,  a  prestar  ese  servicio 
en  condiciones  de  perfecta  igualdad;  i  se  habrá  realiza- 
do algo  que  la  Constitución  exijo  desde  hace  ya  largos 


(1)  Páj.  181,  tomo  I. 
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años,  quitando  al  Ejecutivo  las  facultades  omnímodas 
que  ejerce  en  la  materia,  i  reduciéndolas  a  aquéllas  que 
deben  correaponderle  conforme  a  la  parte  16.*  del  art. 
82,  con  ocasión  de  la  cual  hemos  manifestado  ya  el  de- 
seo que  motiva  las  líneas  precedentes. 


Art.  157 


La  fuerza  piíblica  es  esencialmente  obediente.    Ningún 
cuerpo  armado  puede  deliberar. 

La  primera  parte  de  este  artículo  consigna  un  princi- 
pio tan  natural  como  necesario,  i  que  se  esplica  con  solo 
tener  presente  que  la  obediencia  de  los  individuos  que 
forman  la  fuerza  publica  de  un  pais  respecto  do  sus  su- 
periores, es  condición  esencial  e  indispensable  de  su 
existencia.  Por  eso  es  que  el  subalterno  no  responde  de 
las  consecuencias  de  las  órdenes  que  su  superior  le  hu- 
biere dado,  tratcindose  de  la  fuerza  pública,  sea  ésta  la 
de  línea,  la  de  milicias  o  la  policía.  Su  obediencia  es  i 
debe  ser  pasiva;  no  activa  como  la  que  los  aj entes  de  la 
jerarquía  administrativa  deben  prestar  a  las  de  los  supe- 
riores de  quienes  dependieren,  i  de  cuyas  órdenes  ilega- 
les son  también  responsables,  si  las  ejecutaren  sin  ob- 
servación alguna.  Esto,  que  es  condición  esencial  de  la 
organización  de  una  buena  jerarquía  administrativa,  se- 
ría inaceptable  en  la  de  la  fuerza  pública,  que  debe  estar 
basada  en  la  subordinación  i  en  la  disciplina  mas  severas. 

El  art.  157  se  ha  hecho  valer  mas  de  una  vez  en  nues- 
tras Cámaras  como  argumento  para  justificar  la  constitu- 
cionalidad  de  los  preceptos  de  las  varias  leyes  electora- 
les que  han  rejido  desde  1833,  en  la  parte  en  que  han 
escluido  del  derecho  de  sufrajio  a  los  soldados  i  clases 
de  los  cuerpos  del  ejército,  de  la  armada  i  de  la  policía. 
Nos  parece  que  esa  esclusion,  reclamada  por  razones  de 
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notoria  conveniencia,  aunque  de  constitucionalidad  inui 
dudosa,  no  puede  ampai'arso  en  el  artículo  citado.  Es- 
to se  espresa  en  términos  tan  jenerales  que  si  do  ol  so 
pudiera  deducir  que  los  soldados  i  las  clases  del  ejército 
i  de  la  policía  no  son  calificables,  con  idéntica  lojica  i 
por  ideático  motivo  sería  menester  deducir  quo  tampoco 
podría  calilicarse  ninguno  de  los  individuos  que  compo- 
nen el  ejército  i  la  armada  de  Chile,  desde  el  jeneral  de 
división  inclusive  hasta  el  ultimo  subteniente,  desde  el 
vice-almirante  hasta  el  simple  aspirante;  i  ninguno  tam- 
poco de  la  guardia  nacional  ni  de  la  policía,  porque  am- 
bas forman  también  parte  de  la  fuerza  publica.  Si  todo 
esto  sería  inaceptable  ante  el  buen  sentido,  como  lo  es 
para  la  leí  que  no  ha  establecido  tales  esclusiones,  es 
evidente  que  el  art.  157  no  se  presta  a  la  interpretación 
que  ha  querido  atribuírsele. 

o 
o  o 

La  segunda  parte  del  artículo  citado  (Cse  refíere  única- 
mente a  los  actos  del  servicio,  i  de  ninguna  manera  a 
aquéllos  que  los  miembros  del  ejército  i  de  la  armada 
puedan  ejecutar /¿^era  del  servicio^  obrando  como  cimlada- 
nos^  i  sin  violar  las  reglas  de  subordinación  i  disciplina  a 
que  están  sujetos  como  miembros  de  la  fuerza  pública». 
Así  tuvimos  la  honra  de  decirlo  i  de  sostenerlo,  en  sesión 
de  la  Cámara  de  Diputados  de  7  de  setiembre  de  1875, 
fundados  en  las  razones  que  se  consignan  oni  los  párrafos 
cuarto  a  décimo  cuarto  del  discurso  que  en  ella  pronun- 
ciamos, publicado  bajo  el  número  tres  de  los  anexos  a- 
este  volumen,  i  que  omitimos  aquí  a  fin  de  evitar  repeti- 
ciones inútiles. 

Art.  158 


Toda  resolución  que  acordare  el  Presidente  de  la  liepú' 

TOMO  II  51 
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hb'ca^  el  Senado^  o  la  Cámara  de  Diputados  a  presencia  o 
requisición  de  un  ejército^  de  un  jencral  a  la  frente  dejuer- 
za  armada^  o  de  ahjana  reunión  de  pueblo.^  qiie^  ya  sea  con 
armas  o' sin  ellas  desobedeciere  a  las  autoridades^  es  nula 
de  derecho^  i  no  puede  producir  efecto  alguno. 

La  disposición  de  este  artículo  no  ha  tenido,  por  for- 
tuna, aplicación  desde  que  fué  dictado.  ¡Esperamos  que 
jamás  llegará  el  caso  de  que  el  Presidente  o  las  Cámaras 
se  vean  en  la  penosa  necesidad  de  tener  que  declarar 
que  un  decreto  o  acuerdo  les  fué  arrancado  por  la  fuer- 
za, para  deducir  de  esa  declaración — que  solo  la  autori- 
dad violentada  podria  hacer — la  nulidad  e  ineficacia  de 
la  medida! 

Por  lo  demás,  el  art.  12  G  del  Código  Penal,  jeneralizando 
la  disposición  del  artículo  constitucional  i  estendiéndola  a 
las  providencias  o  resoluciones  de  todos  los  Poderes  Cons- 
titucionales (no  solamente  a  las  del  Presidente  i  de  las- 
Cámaras),  castiga  con  la  pena  de  reclusión  menor  o  bien 
la  de  confinamiento  menor  o  de  estrañamiento  menor  en 
cualesquiera  de  sus  grados,  a  lo&  que  so  alzaren  pábli- 
camen^<3  con  el  propósito,  entre  otros,  de  coartar  a  cual- 
quiera de  esos  Poderes  el  ejercicio  de  sus  atribuciones^ 
o  la  ejecución  de  sus  providencias,  o  con  el  de  arrancar- 
les  resoluciones  por  medio  de  la  fuerza. 

Art.  159 


Ninguna  perso)UL  o  reunión  de  personas  puede  tomar  el 
título  o  representación  del  pueblo^  arrogarse  sus  derechos^, 
ni  hacer  peticiones  a  su  nombre.  La  inf 'acción  de  este  ar- 
tículo es  sedición. 

Nada  mas  natural  que  lo  que  este  artículo  dispone  en 
su  primera  parte.  Si  u)¿a  o  mas  personas  particulares  pu- 
diemu  tomar  el  título  o  representación  áú  pueblo^  Oy  mas* 
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propiamente  hablando,  de  la  Naciony  arrogarse  sus  dere- 
chos i  hacer  peticiones  a  su  nombre,  resultaría  que  esa 
representación  no  residiría  ya  únicamente,  como  .debe 
ser,  en  las  autoridades  constituidas.  Los  individuos  par- 
ticulares, sean  uno  o  muchos,  pueden  elevar  peticiones 
a  sit  propio  nomhre^  mas  no  a  nombre  de  la  comunidad. 
Si  esto  último  fuera  lícito,  se  viviría  en  un  estado  de 
perpetua  anarquía  i  desorden.  El  art.  159  de  nuestra 
Constitución  consigna,  pues,  un  principio  necesario  en 
todo  país  regularmente  organizado;  el  mismo  que  la 
Constitución  belga,  por  ejemplo,  sanciona,  en  el  inciso 
2.**  de  su  art.  21,  al  reservar  golo  a  las  autoridades  cons- 
tituidas el  derecho  de  dirijir  peticiones  en  nombre  co- 
lectivo. 

Así,  cuando  ciento,  mil  o  mas  ciudadanos  reunidos 
on  un  meetiiifjy  llegan  a  ciertas  conclusiones  i  resuelven 
pedir  algo,  la  petición  debo  hacerse  a  nomhre  de  los  ciu- 
dadanos reunidos  en  dicfio  meetinj^  que  podrán  designar 
para  ello  una  comisión,  mas  nó  a  nombre  de  la  Nación^ 
del  pueblo  o  de  la  comunidad.  En  este  segundo  caso  se 
incurriría  en  el  delito  de  sedición,  conforme  a  la  segun- 
da parto  del  art.  159. 

La  sedición  que,  como  se  sabe,  es  el  tumulto  o  levanta- 
miento popular  contra  las  autoridades  (1),  se  castiga  con 
las  penas  que  el  Código  Penal  impone  al  delito  de  suble- 
vación^ que  es  equivalente,  puesto  que  sublevar  es  ((mo- 
ver un  tumulto,  una  asonadas  (2). 

AuT.  160 

Ninguna  majisfratura^  ninguna  persona^  ni  reunión  de 
personas  pueden  atribairs3y  ni  aun  a  prefesfo  de  circuns- 
tancias estraordinarias^  otra  autoridad  o  derechos  qiie  los 

(1)  Diccionario  de  la  Academia  Eppafíola  i  de  EícricLe. 

(2)  DiccioDfir.'o  de  !a  Academia  Eppafiola. 
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([ue  espresanvtnte  se  ¡es  ha¡ia  conferido  por  las  leyes.   Todo 
acto  en  contravención  a  este  artículo  es  nulo. 

Esto  artículo  consigna  un  principio  que  es  fundamen- 
tal en  materias  do  derecho  público  i  en  paises  sujetos  al 
sistema  constitucional  representativo.  En  estos,  i  tratán- 
dose de  dichas  materias,  ni  los  individuos  ni  las  autori- 
dades, que  son  meros  mandat[irios  de  la  Nación,  pueden 
atribuirse  ni  aun  a  protesto  de  circunstancias  estraordi- 
narias,  otra  autoridad  ni  otros  derechos  que  aquéllos  que 
las  leyes  les  hubieren  conferido  de  una  manera  espresa. 
En  paises  rejidos  por  el  sistema  absoluto,  se  concibe  que 
las  autoridades  no  tengan  en  el  ejercicio  de  sus  atribu- 
ciones otro  límite  que  el  de  su  propia  voluntado  capricho. 
El  sistema  representativo,  que  considera  a  dichas  auto- 
ridiides  como  meros  delegados  de  la  Nación,  no  consien- 
te que  aquéllas  puedan  ejercer  otras  facultades  que 
las  que  espresamonte  les  confiera  el  mandato  que  hubie- 
ren recibido,  i  ese  mandato  es  el  que  está  escrito  en  la 
Constitución  o  en  las  leyes. 

En  materias  de  derecho  privado^  el  individuo  puede  ha- 
cer todo  aquello  que  la  lei  no  le  prohibe.  Ello  es  i  debe 
ser  así,  porque  el  principio  del  derecho  es  el  individuo, 
quo  debe  ser  libre  para  obrar  en  todo  aquello  en  que  no 
dañe  a  la  sociedad  o  en  que  no  ofenda  un  derecho.  En 
cuanto  a  la  misión  de  las  autoridades,  o  del  poder  públi- 
co, ella  debe  subordinarse,  como  lo  dice  Helio,  a  las  leyes 
•que  rijcn  la  personalidad  del  individuo,  que  es  un  ser 
intelijente  i  libre,  i  que  no  podría  vivir  feliz  si  dichas 
autoridades  tuvieran  un  poder  ilimitado  o  caprichoso. 

Pero  el  principio  consignado  en  el  art.  160  de  la  Cons- 
titución no  debe  entenderse  de  una  manera  absoluta, 
pues  hai  i  no  puede  menos  de  haber  casos  en  que  las 
autoridades  ponen  en  ejercicio  atribuciones  que  ninguna 
lei  espresa  les  confiere.  Esto  sucede  con  frecuencia  en 
materias  administrativas,  porque,  siendo  tan  vasta  la  ac- 
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cion  de  la  administración,  se  presentan  casos  variados 
en  que,  tratándose  do  satisfacer  una  necesidad  publica, 
no  existe  lei  que  los  haya  previsto  espresamente.  El 
Ejecutivo,  sin  embargo,  resuelve  acerca  de  ellos,  sugun 
lo  hemos  esplicado  al  comentar  el  art.  59,  i  dicta  sus  me- 
didas sin  infrinjir  la  regla  del  art.  ICO,  siempre  que,  co- 
mo allí  lo  dijimos,  no  vulnere  con  ellas  ninguna  garan- 
tía individua],  no  atrepelle  derechos,  ni  se  arrogue  facul- 
tades que  la  Constitución  o  las  leyes  confieran  a  otras 
autoridades. 

Por  esto  es  que,  en  el  informe  presentado  a  la  Cáma- 
ra de  Diputados  el  23  de  abril  de  1864,  por  la  comisión 
-^lamada  a  dictaminar  sobre  si  habia  o  nó  lugar  a  formación 
de  causa  contra  el  Intendente  de  Aconcagua,  los  señores 
don  Antonio  Varas,  don  Juan  Miguel  Riesco,  don  Josó  Mi- 
guel Ureta  i  nosotros,  decíamos  que:  ocpara  que  el  uso  de 
facultades  que  no  estuvieren  espresamente  concedidas  a 
un  funcionario,  autorice  el  enjuiciamiento  de  ésto,  se  re- 
quiere que  con  ellas  se  hiera  algún  derecho  o  se  ejecute 
algún  acto  que  afecte  al  orden  publico».  Cuando  no  hu- 
biere un  derecho  ofendido,  sea  particular  o  jeneral,  tam- 
poco podrá  haber  quien  tenga  acción  bastante  para  pe- 
dir el  castigo  del  funcionario  a  quien  se  imputare  haber- 
se arrogado  atribuciones  de  que  careciere. 

Mas,  la  nulidad  del  acto,  que  es  consecuencia  de  la 
contravención  a  lo  dispuesto  en  el  art.  160,  es  una  san- 
ción de  lo  que  en  6\  se  preceptúa,  aparte  de  la  pena  que 
deber^^  imponerse  al  culpable.  Aqu(^'lla,  como  es  fócil  no- 
tarlo, no  puede  tener  cabida  respecto  del  poder  mismo  que 
dicta  las  leyes.  ¿Quién  podría,  en  efecto,  declarar,  den- 
tro de  nuestro  sistema  constitucional,  la  nulidad  de  una 
leí?  No  existe  en  Chile  autoridad  que  tal  cosa  pudiera 
hacer.  Sería  preciso  que  el  lejislador  mismo  derogara  su 
propia  obra  (1). 


(1)  Véase  comen tai'io  al  art.  108. 
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Tnitáiidose  de  las  seiUGiicias  de  los  tribunales,  su  nu- 
lidad o,  mas  propiamente  hablando,  su  casación,  sea  en 
el  fondo,  sea  por  defectos  de  forma,  debo  rejirse  por 
las  disposiciones  que  sobre  la  materia  habrá  de  con- 
tener nuestro  futuro  Código  de  Enjuiciamiento  Civil. 

En  cuanto  a  los  decretos  que  el  Ejecutivo  dictare, 
arrogándose  atribuciones  propias  de  otros  poderes,  inva- 
diendo atribuciones  ajenas,  limitando  las  garantías  indi- 
viduales, ofendiendo  algún  derecho,  o,  en  jeneral,  vio- 
lando la  Constitución  o  las  leyes,  no  es  menester  que  su 
nulidad  sea  declarada  espresamente  por  alguna  autoridad 
pública.  Nó.  Basta,  como  lo  hemos  dicho  ya  en  otra  par- 
te, que  los  tribunales,  como  lo  han  hecho  mas  de  una 
vez,  prescindan  de  ellos,  cuando  so  reclamare  su  aplica- 
ción, i  los  dejen  virtualmente  sin  efecto  alguno  (1).  En 
verdad,  aquello  que  es  nulo  ningún  efecto  debe  produ- 
cir. Negar,  pues,  sus  efectos  a  una  medida,  es  declarar 
virtualmente  la  nulidad  a  que  se  refiere  la  parte  final  del 
artículo  160  de  nuestra  Constitución,  el  cual  no  ha  suj cri- 
do, por  lo  demás,  cuestiones  de  aplicación  práctica. 

Art.   161 


Cuando  uno  o  varios  puntos  de  la  Bepúhl lea  fueren  de- 
clarados  en  estado  de  sifío,  en  conformidad  a  lo  dispuesto 
en  la  parte  20,^  del  art,  82,  por  semejante  declaración  solo 
se  conceden  al  Presidente  de  la  liepúhlica  las  siguientes  fa- 
cultades: 

I.""  La  de  arrestar  a  las  personas  en  sus  propias  casas  o 
en  lugares  que  no  sean  cárceles  ni  otros  que  estén  destinados 
a  la  detención  o  prisión  de  reos  comtmes; 

2.^  La  de  trasladar  a  las  personas  de  un  departamento  a 


(1)  Yta^e  nuestro  cementarlo  al  arfe.  81  i  a  la  parte  6.»  del  art.  104. 
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otra  de  la  liepública  dentro  del  continente  i  en  una  árett 
comprendida  entre  el  puerto  de  Caldera  al  Twrte  i  la  pro- 
vincia de  Llanquihue  al  sur. 

Las  medidas  que  tome  el  Presidente  de  la  Repiihlica  en 
virtud  del  sitio,  no  tendrán  vías  duración  que  la  de  éste,  sin 
que  por  ellas  se  puedan  violar  las  garantías  constitucionales^ 
concedidas  a  los  Senadores  i  Diputados, 

El  artículo  precedente  envuelve  la  mas  importante, 
talvez,  de  las.  reformas  que  introdujo  en  nuestro  Código 
Fundamental  la  lei  de  24  de  octubre  do  187-i.  El  ha  su- 
brogado al  antiguo  art.  161,  que  decia  así: 

«Declarado  algún  punto  de  la  República  en  estado  do 
sitio,  se  suspende  el  imperio  de  la  Constitución  en  el  te- 
rritorio comprendido  en  la  declaración;  pero  durante  es- 
ta suspensión,  i  en  el  caso  en  que  usase  el  Presidente  de 
la  República  de  facultades  estraordinarias  especiales,  con- 
cedidas por  el  Congreso,  no  podrá  la  autoridad  pública 
condonar  por  sí,  ni  aplicar  penas.  Las  medidas  que  to- 
mare en  estos  casos  contra  las  personas,  no  pueden  ex- 
ceder de  un  arresto,  o  traslación  a  cualquier  punto  de  la 
República)). 

Sin  volver  a  ocuparnos  de  la  institución  misma  llama- 
da estado  de  sitio,  pues  no  hemos  vacilado  en  condenarla 
al  estudiar  la  parte  20.*  del  art.  82,  basta  comparar  las 
dos  disposiciones  precedentemente  copiadas,  para  com- 
prender que  la  nueva  aventaja  notablemente  a  la  anti- 
gua. Ya  que  no  fué  posible  al  Congreso  reformador  de 
1874,  suprimir  el  estado  de  sitio  por  completo,  como  lo 
pidió  en  el  Senado  el  señor  don  Pedro  Félix  Vicuña,  por 
no  haberse  comprendido  la  citada  parte  20.*  del  art.  82, 
como  lo  hemos  dicho  ya  al  ocuparnos  de  ella,  entre  los 
artículos  declarados  reformables  por  la  lei  de  28  de 
agosto  de  1867;  redujo  en  cuanto  pudo  los  efectos  de  la 
declaración,  i  resolvió  acertadamente  las  cuestión';^  qiio 
acerca  de  ellos  se  habían  suscitado  en  la  práctica. 
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Así,  el  nuevo  art.  161  decide:  1.°  que  el  estado  de  sitio 
faculta  al  Presidente  de  la  República  tan  solo  para  arres- 
tar pei'sonas  en  sus  propias  casaos  o  en  lugares  que  no  sean 
cárceles  ni  otros  que  estucieren  destinados  a  la  detención  o 
prisión  de  reos  comunes^  i  para  trasladarlas  de  ttn  departa- 
mento a  otro  de  la  República  dentro  del  continente  i  en 
una  área  comprendida  entre  el  puerto  de  Caldera  al  nor- 
te i  la  provincia  de  Llanquiliue  al  sur;  2.''  que  las  medi- 
das dictadas  en  virtud  del  sitio,  no  tendrán  mas  duración 
que  la  de  éste;  i  3.**  que  por  ellas  no  se  pueden  violar  las 
o:arantías  constitucionales  concedidas  a  los  Senadores  i 
Diputados,  según  hemos  tenido  ya  ocasión  de  decirlo  al 
ocuparnos  de  los  arts.  14  a  17  (1). 

Se  ha  decidido,  pues,  la  tan  debatida  e  interesante 
cuestión  acerca  de  los  efectos  del  estado  de  sitio,  en 
un  sentido  tan  liberal  como  fue  posible,  cuidando  de  po- 
ner límites  aun  a  las  facultades  de  arrestar  i  de  trasladar 
personas.  Así,  el  arresto  decretado  en  estado  de  sitio  no 
puede  ya  verificarse  en  calabozos  inmundos  o  en  luga- 
res destinados  a  reos  comunes)  así,  la  traslación  no  puedo 
efectuarse  sino  de  un  departamento  a  otro,  i  dentro  del 
úrea  que  el  nuevo  art.  161  señala;  evitándose  de  esta 
manera  que  se  decrete  la  traslación  a  Magallanes  o  a 
Juan  Fernández,  para  obHgar  en  realidad  al  trasladado 
a  tales  puntos  a  salir  del  pais,  firmando  escritura  con- 
fianza, a  trueque  de  salvarse  do  una  residencia  forzada 
en  ellos,  como  mas  de  una  vez  ha  sucedido. 

o 

La  redacción  del  antiguo  art.  161  era  tan  ambigua 
que  se  prestó  a  tres  interpretaciones  diversas.  A  juicio 
de  algunos,  «la  declaración  de  estado  de  sitio  importaba 
la  suspensión  de  las  lejjes^  la  de  todas  las  garantías^  la  exis- 

(1)  Pájs.  75  i  76,  temo  I. 


\ 
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teucia,  en  fin,  de  una  dictaduras.  Así  lo  dijo  el  señor  don 
Bruno  Larrain,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de 
23  de  julio  de  1849.  Igual  idea  espresó  el  señor  don  Jo- 
sé Victorino  Lastarria  al  decir,  en  la  misma  sesión,  que 
(cel  estado  de  sitio  no  se  habia  hecho  sino  para  mantener 
a  un  hombre,  a  un  círculo  do  hombres  o  a  un  partido  en 
el  poder,  para  salvar  intereses  do  partido  i  no  para  sal- 
var al  pais,  i  que  en  el  peligran  todas  las  leyes,  todas 
las  garantías  del  sistema  representativo».  De  la  misma 
manera  pensaba  el  señor  don  Manuel  Ramón  Infante 
que  dijo,  en  sesión  de  la  misma  Cámara  de  25  del  mes  i 
año  citados,  que  el  estado  de  sitio  hacía  pasar  a  la  Re- 
pública «de  la  lei  a  la  dictadura^  dg  la  libertad  al  despo- 
tísmoy>]  i  en  idéntico  sentido  pensaban  otros  señores  Di- 
putados, como  don  Salvador  Sanfuéntes,  don  Fernando 
Urízar  Gcirtias  i  don  Francisco  do  Borja  Solar,  que,  en  el 
debate  promovido  entóneos  por  el  proyecto  de  lei  refe- 
rente a  la  reglamentación  del  estado  de  sitio  i  a  las  fa- 
cultades estraordlnarias  a  que  hemos  aludido  en  otra 
parte  (1),  discurrían  en  el  sentido  de  que  el  estado  de 
sitio  creaba  una  verdadera  dictadura  i  ponía  en  manos 
del  Ejecutivo  toda  la  suma  del  poder  púbUco, 

Otros,  como  el  señor  don  Manuel  Antonio  Tocornal 
Grez,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  5  de  julio 
de  1846,  sostenian  que  el  estado  do  sitio  producía  sola- 
mente efectos  idénticos  a  los  que  produce  en  Inglaterra 
la  suspensión  del  bilí  del  cdlabeas  Corpus)),  no  impor- 
tando sino  la  suspensión  de  la  libertad  individual;  pero 
que  él  no  facultaba  al  Ejecutivo  pura  que  por  sí  solo  au- 
mentara la  fuerza  del  ejército,  para  gastar  fuera  de  pre- 
supuesto, para  ejercer,  en  suma,  wi  poder  omnímodo^  que 
sería  monstruoso  i  no  existe  en  pais  alguno. 

Finalmente,  otros — sin  sostener  que  el  estado  de  sitio 


(1)  Ofínentftrio  a  ia  p«rLe  50.*  dei  mí-  Í2. 
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implicara  una  dictadura  que  facultara  al  Ejecutivo  para 
dictar  i  suspender  leyes  de  toda  especio,  i  sia  admitir  la 
opinión  verdaderamente  liberal  del  señor  Tocornal  Grez — 
manteniéndose  en  un  término  medio,  sostenian,  como  lo 
hizo  el  señor  don  Manuel  Montt^  Ministro  entonces  del 
Interior,  en  la  sesión  citada  de  la  Cámara  de  Diputados 
de  5  de  julio  de  1846,  que  durante  el  estado  de  sitio  <ípue- 
de  el  Gobierno  dictar  todas  aquellas  medidas  que  hagan 
precisas  la  conveniencia  pública  i  la  necesidad  de  salvar  al 
pais  de  los  males  que  han  dado  lugar  a  la  declaración  del 
sitio;  con  tal  que,  refiriéndose  a  personas,  ni  les  imponga 
pena,  ni  haga  otra  cosa  que  arrestarlas  o  trasladarlas  de 
un  punto  a  otro.  Si  el  artículo  constitucional — agregaba 
el  señor  Montt — no  confiere  en  estos  casos  un  poder  dis- 
crecional solo  con  las  limitaciones  espresadasj  es  preciso 
confesar  que  nada  significa,  que  no  tiene  sentido  alguno)). 
De  la  misma  manera  que  el  señor  Montt,  habia  discu- 
rrido pocos  dias  antes,  en  sesión  del  Senado  de  17  de  ju- 
nio de  1846,  el  señor  jeneral  don  José  Santiago  Alduna- 
te.  Ministro  de  la  Guerra,  sosteniendo  que,  a  virtud  do 
la  declaración  de  estado  de  sitio  de  la  provincia  de  San- 
tiago, espedida  por  decreto  de  8  de  marzo  .¡anterior,  con 
acuerdo  del  Consejo  de  Estado  i  por  el  término  de  85 
dias  que  habían  espirado  el  I."*  de  junio  siguiente,  el 
Presidente  de  la  República  habia  podido  constitucional- 
mente  elevar  por  sí  solo  la  fuerza  del  ejército  mas  allá 
del  número  designado  por  la  leí  respectiva. 

La  primera  de  las  tres  indicadas  opiniones  se  apoyaba 
en  la  primera  parte  del  antiguo  art.  161  de  la  Constitu- 
ción, desentendiéndose  de  las  limitaciones  que  él  mismo 
consignaba  a  renglón  seguido;  i  probablemente  partia  del 
antecedente  do  que,  durante  los  años  1837  a  18*40,  el 
Ejecutivo  habia  dictado  multitud  de  decretos-leyes  sobra 
materias  que  ninguna  relación  tenían  con  la  seguridad 
esterior  o  con  el  orden  interior  de  la  República.  El  he- 
cho es  cierto,  como  lo  hemos  notado  al  comentar  la  parte 
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f)^  del  art.  30;  pero  esas  leyes  fueron  dictadas,  auuque 
iriconstitucionalinent-e  a  Tiuestro  juicio,  por  efecto,  no  del 
psíndo  de  sitio,  sino  de  las  abominables  i  omnímodas  fa- 
cultades que  la  lei  do  31  de  enero  de  1837  confirió  al 
Ejecutivo  (1).  Esa  opinión  era  insostenible,  aun  dentro 
do  la  letra  del  antiguo  art.  IGl.  No  creemos  nosotros 
que  el  estado  de  sitio,  sin  estar  acompañado  de  faculta- 
des estraoí'dinarias,  haya  conferido  jamás,  por  si  solo,  al 
Presidente  de  la  República  la  facultad  de  lejisJar.  No 
queremos  creerlo  por  honor  del  pais  i  por  respeto  a  los 
Convencionales  de  1833. 

En  cuanto  a  la  opinión  del  señor  Tocornal  Grez — la  se- 
gunda de  las  tres  indicadas — ella  era  la  de  un  espíritu 
ihistrado  i  trauíjuilo,  que  en  aquellos  momentos  regresa- 
ba de  f^uropa,  donde  supo  estudiar  i  admirar  las  institu- 
ciones políticas  de  la  vieja  Albion.  Esa  opinión  simpáti- 
ca, i  defendida  con  calor  por  el  joven  Diputado,  que  so 
estrenaba  en  aquella  ocasión  en  nuestra  tribuna  parla- 
mentaria, que  tantas  veces  ilustró  después  en  su  brillan- 
te i  notable  carrera  do  estadista,  descansaba  en  la  fuer- 
za de  los  buenos  principios  i  se  apoyaba  solo  en  la  parte 
final  del  antiguo  art.  161.  Si  se  desentendía  de  los  pe- 
ríodos anteriores — motivo  que  daba  lugar  para  combatir- 
la en  el  terreno  del  derecho  meramente  positivo — ella  ha 
tenido  la  fortuna  de  adquirir  tantos  prosélitos  que  es 
ahora  el  precepto  consignado  en  el  nnevo  art.  161  hoi 
vijente. 

La  opinión  del  señor  Montt — la  tercera  i  última  de  las 
tres  mencionadas — buscaba  la  intelijencia  que  debía  dar- 
se al  antiguo  art  161  en  la  relación  que  necesariamente 
debía  existir  entre  sus  diversas  disposiciones.  Era  la 
opinión  del  hombre  de  estado,  severo  i  frío,  que  entendia 
la  lei  con  arreglo  a  su  letra.   Según  ella,  el  estado  de  sí- 


(1)  Pajina  12S.  Tomo  I. 
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tio  no  autorizaba  al  Ejecutivo  para  Jejislar  sobre  toda  mate- 
ria: pero  sí  le  investía  de  todas  las  facultades  necesarias 
para  salvar  al  pais  de  los  males  que  la  declaración  de 
estado  de  sitio  trataba  de  evitar,  aun  cuando  para  ello 
fuera  menester  ejecutar  actos  que,  en  circunstancias 
normales,  fueran  materia  de  lei;  tales  como  aumentar  la 
fuerza  del  ejercito,  gastar  fuera  de  presupuesto,  suspender 
las  elecciones  populares,  i  todos  aquéllos  que  requiriera 
la  seguridad  esterior  o  el  orden  interior  de  la  República. 

En  los  varios  casos  de  estado  de  sitio,  sin  concesión 
coetánea  do  facultades  estraordinarias,  decretados  por  el 
Ejecutivo  i  que  hemos  recordado  al  estudiar  la  parte  20.* 
del  art.  82,  fué  la  opinión  del  señor  Montt  la  que  preva- 
leció en  la  práctica.  I  como  ella,  aunque  sin  llegar  al  es- 
tremo inaceptable  de  una  verdadera  dietadnra^  investia 
al  Presidente  de  la  República  de  facultades  realmente 
enormes  i,  ajuicio  nuestro,  innecesarias;  se  marcó  cada 
dia  con  mayor  fuerza  el  sentimiento  público  que  recla- 
maba desde  1849  la  reglamentación  de  aquel  estado, 
hasta  el  punto  de  que  ésta  se  consideró  insuficiente, 
i  de  que  fuera  menester  llegar,  como  se  ha  llegado  sin 
dificultad,  a  una  reforma  completa  del  antiguo  art.  161^ 
arreglada,  ya  que  no  pudo  suprimirse,  a  las  ideas  avan- 
zadas que  el  señor  Tocornal  habia  manifestado  en  1846. 

Al  felicitarnos  de  que  esa  reforma  se  haya  efectuado 
en  un  sentido  tan  satisfactorio,  nos  congratulamos 
también  de  que,  apesar  del  estado  do  guerra  esterior 
en  que  hoi  nos  encontramos,  el  Presidente  de  la  Re- 
pública i  el  Oouscjo  de  .Estado  no  hayan  tenido  siquie- 
ra la  tentación  de  hacer  uso  de  la  atribución  que  les  con- 
fiere el  inciso  primero  de  la  parte  20*  del  art.  82  de  la 
Constitución.  Menester  es  convenir  que,  en  el  terreno 
do  los  hechos,  la  institución  misma  del  estado  de  sitio, 
aun  en  la  forma  limitada  que  hoi  tiene  en  sus  efectos, 
ostá  irremisiblemente  condenada  entre  nosotros.  Es  se- 
guro que  olla  desaparecerá  por  completo  de  nuestro  Có- 
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di^ro  Fundamental  cuando  llegue  el  momento)  de  discutir 
tranquilamente  su  reforma,  lioi  aplazada  momentánea- 
menfe  por  causa  do  la  guerra  en  que  nos  encontramos 
empeñados. 


o 


Hemos  dicho  mas  arriba  que  el  art.  101  reformado  no 
dá  alas  medidas  que  el  Presidente  de  la  República  dictare 
por  efecto  del  estado  de  sitio,  mas  duración  que  la  de  és- 
te. Cesan  con  la  declaración  de  estado  do  sitio  que  las 
produce. 

Acerca  de  este  punto  debemos  advertir  que  la  cues- 
tión a  que  aludimos  no  lo  ha  sido  jamas  sino  para  los 
que,  sin  razón  alguna,  han  sostenido  que  el  estado  de 
sitio  ^or  sí  solo  investia  al  Ejecutivo  de  toda  la  suma  del 
poder  público  i,  por  consiguiente,  de  la  facultad  do  le- 
jislar.  Es  claro  que,  una  vez  dictada  una  leí  por  el  Eje- 
cutivo bajo  el  amparo  de  semejante  estado  i  de  esa  opi- 
nión, esa  Ici  no  habria  cesado  sino  cuando  hubiera  sido 
derogada  por  otra.  Pero  ya  hemos  dicho  que  jamás  ha 
ocurrido  el  caso  de  que  el  Ejecutivo  haya  dictado  decre- 
tos con  fuerza  de  lei^  solo  por  efecto  del  estado  de  sitio. 

Dentro  de  las  opiniones  de  los  señores  i\Iontt  i  Tocor- 
nal,  era  evidente  que  los  efectos  del  estado  de  sitio  ce- 
saban con  él.  Así  lo  prueba  el  hecho  de  que  el  mismo 
señor  Montt,  cu  su  calidad  de  Ministro  i  a  nombre  del 
Ejecutivo,  creyera  necesario  pedir  a  las  Cámaras,  en 
1846,  que  autorizaran  por  leí  la  conservación  en  pié  del 
nuevo  batallón  que  aquél  habia  creado  en  virtud  de  la 
declaración  de  estado  do  sitio,  decretada  el  8  de  marzo 
de  ese  año.  Pensaba  el  Gobierno  que,  habiendo  espi- 
rado la  referida  declaración  el  I.''  de  junio,  ese  batallón 
no  podía  subsistir  desde  esa  fecha  sin  icna  leí  que  san- 
cionara su  existencia. 

En  un  sentido  idéntico  discurrió  el  señor  don  Antonio 
Varas,  Ministro  del  Interior,  en  sesión  de  la  Cámara  de 
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Diputados  de  23  de  diciembre  de  1850.  Interpelado  por 
el  señor  don  Manuel  Eyzaguirre  acerca  de  si,  suspendi- 
do el  estado  de  sitio  que  habia  sido  declarado  el  7  de 
noviembre  anterior,  habria  inconveniente  para  cancelar 
las  fianzas  de  los  individuos  que  habian  salido  para  el 
Perú,  el  señor  Varas  contestó:  que  ocla  cesación  del  sitio 
importaba  la  renuncia  de  las  facultades  que  él  confiere^ 
i  la  suspensión  de  las  providencias  tomadas  a  virtud  de 
él;  que,  suspendido  el  estado  de  sitio,  las  providencias 
tomadas  en  virtud  de  él  habian  debido  cesar;  que  el  Go- 
bierno no  tenia  inconveniente  para  que  se  cancelaran 
las  fianzas  a  que  se  aludia,  i  que  habia  hecho  cesar  el 
sitio,  porque  no  juzgaba  ya  necesarias  las  medidas  to- 
madasD. 

Como  quiera  que  sea,  el  art.  161  reformado  ha  deci- 
dido el  caso  de  una  manera  categórica  i  perfectamente 
satisfactoria.  En  tales  materias  la  claridad  es  indispen- 
sable. 

Art.  162 

Las  vinculaciones  de  cualquiera  clase  que  sean,  tanto  las 
establecidas  hasta  aquí,  como  las  que  en  adelante  se  estahle- 
cieren,  no  impiden  la  libre  enajenación  de  las  propiedades 
sobre  que  descansan,  asegurándose  a  los  sucesores  llamados 
por  la  respectiva  institución  el  valor  d?  /a.9  que  sn  enajena- 
ren. Una  lei  particular  arreglará  el  mvlo  de  ha^^r  efectiva 
esta  disposición. 

El  artículo  que  precedo,  en  lugar  de  abolir  los  mayo- 
razgos i  todas  las  vinculaciones  que  impedían  la  libre 
enajenación  de  los  fundos,  como  lo  habian  hecho  los  arts. 
126  i  127  de  la  Constitución  de  1828,  que  fueron  apUcados 
únicamente  en  un  caso;  aceptó  no  solo  las  vinculaciones 
existentes  en  1833,  sino  también  las  que  en  adelante  se 
establecieran;  pero  declaró  que  ni  aquéllas  ni  éstas  impe- 
dirian  la  libre  enajenación  de  las  propiedades  sobre  que  de^^- 
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cansaran^  asegurándose  a  los  sucesores  el  valor  de  las  que 
so  enajenaren.  Así  consultó  la  Constitución  el  ínteres  na  - 
cional  que  reclamaba  imperiosamente  en  Chile  la  división 
i  libre  trasmisión  de  los  bienes  raices,  poniendo  también 
a  salvo  el  derecho  de  los  sucesores  ^llamados  por  la  res- 
pectiva institución. 

La  lei  do  14  de  julio  do  1852  fijó  las  reglas  a  que  de- 
bia  sujetarse,  para  dar  cumplimiento  al  precepto  consti- 
tucional, la  ex-vinculacion  de  los  bienes  raices  vinculados 
para  hacerlos  comerciables  i  enajenables;  i  la  de  21  de 
julio  do  1857  señaló  las  quedebian  rejir  para  ex-vincular 
todo  predio  urbano  o  rustico  sujeto  a  prohibición  perpe- 
tua de  enajenar  i  que  no  estuviere  comprendido  en  aqué- 
lla, como  también  aquéllos  cuya  inalienabilidad  hubiere 
de  durar  mas  de  una  vida  o  subsistir  hasta  la  realización 
de  una  condición  que  tardara  en  cumplirse  mas  de  trein- 
ta años  contados  desde  el  I.""  de  enero  de  1857,  fecha  en 
que  principió  a  rejir  nuestro  Código  Civil. 

La  primera  do  las  dos  leyes  citadas  se  ha  aplicado  en 
la  ex-vinculacion  do  los  mayorazgos^  de  los  cuales  enten- 
demos que  ninguno  existe  actualmente  sin  ex-vincular, 
de  manera  que  ella  no  tendría  ya  sino  un  interés  pura- 
mente histórico.  La  segunda  fué  dictada  como  conse- 
cuencia de  los  preceptos  que,  en  materia  de  propiedad 
fiduciaria,  contiene  el  título  8.''  del  Libro  II  del  Código 
Civil,  que,  como  se  sabe,  reputa,  por  una  parte,  como 
fallida  toda  condición  do  que  penda  la  restitución  de  un 
fideicomiso,  i  que  tarde  mas  de  treinta  años  en  cumplir- 
se, a  menos  que  la  muerte  del  fiduciario  sea  el  evento  de 
que  penda  la  restitución;  i  prohibe,  por  la  otra,  la  cons- 
titución de  dos  o  mas  fideicomisos  sucesivos. 

Ignoramos  si  subsistirán  todavía  prohibiciones  de 
enajenar  que  no  hayan  invocado  el  beneficio  de  la  lei  de 
21  de  julio  de  1857.  En  todo  caso,  nos  referimos  a  ésta 
que  debe  ser  considerada  como  complemento  del  Código 
Civil,  en  el  título  ya  indicado. 
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CAPÍTULO  XII I  ÚLTIMO  DE  LA  CONSTITUCIÓN 

DE  LA  OBSERVANCIA 
I    REFORMA    DE    LA    CONSTITUCIÓN 

Art.    163 


Todo  funcionario  público  debe  al  tomar  posesión  de  su 
destino  prestar  juramento  de  guardar  la  Constitución. 

Este  artículo  no  se  aplica  de  una  manera  absoluta  a 
todo  funcionario  público,  sino  a  aquellos  que  deben  es- 
pecialmente prestar  juramento  con  arreglo  a  la  Constitu- 
ción misma,  como  el  Presidente  de  la  República;  a  cier- 
tos funcionarios  de  categoría  elevada,  como  los  miembros 
de  las  Cámaras,  los  Ministros  del  despacho,  los  Conse- 
jeros de  Estado  i  los  Obispos;  i  a  todos  aquéllos  respecto 
de  quienes  lo  exijen  leyes  especiales,  como,  por  ejemplo, 
loa  Intendentes  de  provincia,  i  los  jueces  i  demás  fun- 
cionarios del  orden  judicial  a  que  se  refiere  la  lei  orgá- 
nica de  tribunales  de  15  de  octubre  de  1875. 

La  fórmula  del  juramento  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica la  determina  el  art.  80  de  la  Constitución  (1);  la 
del  juramento  de  los  Diputados,  Senadores  i  Consejeros 
do  Estado,  la  señalan  los  respectivos  reglamentos;  la  del 
juramento  de  los  Obispos,  el  decreto  de  24  de  mayo  de 
18G9,  publicado  entre  los  anexos  a  este  volumen  bajo  el 
número  2;  la  de  los  Intendentes,  la  lei  del  réjimen  inter- 


(1)  Vcae  le  d  ^hoa^oroi  di  c^te  panto  al  ooaparn^s  i!ol  ar-,  60. 
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ior;  i  la  del  de  los  jueces  i  demás  funcionarios  subalternos 
del  orden  judicial,  la  lei  ya  citada  de  15  de  octubre  de 
1875.  No  conocemos  lei  ni  decreto  que  establezca  la  fór- 
mula del  juramento  que  deben  prestar  los  Ministros  de 
Estado,  que  juran  solo  conforme  a  la  fórmula  jeneral  del 
art.  163  de  la  Constitución. 

Este  artículo,  obedeciendo  a  un  sistema  tan  común 
como  chocante,  dispone  que  todo  funcionario  público 
debe,  al  tomar  posesión  de  su  destino,  prestar  juramen- 
to de  guardar  la  Constitución. 

Desde  luego  observamos  que  el  artículo,  como  acaba- 
mos de  notarlo,  no  se  aplica  en  toda  su  latitud,  porque 
solo  prestan  juramento  en  Chile  los  funcionarios  de 
cierta  categoría.  La  gran  mayoría  de  los  empleados  su- 
balternos no  presta  juramento  alguno.  ^ 

En  seguida,  es  menester  convenir  en  que  una  Consti- 
tución no  adquiere  mayor  fuerza  porque  se  jure  o  se  deje 
de  jurar  su  observancia.  La  infracción  de  la  Constitu- 
ción es  un  delito  que  debe  sor  i  es  castigado  con  arreglo 
al  Código  Penal. 

El  juramento  atañe  a  la  conciencia  relijiosa  del  indi- 
viduo, i  es  despótico  exijir  que  se  jure  guardar  aquello 
que  es  talvez  contrario  a  esa  misma  conciencia  relijiosa, 
en  la  cual  el  lejislador  jamás  tiene  el  derecho  de  poner 
su  mano.  Si  se  dictara  una  lei  contraria  a  las  convic- 
ciones relijiosas  de  alguien,  éste  tendría  que  obede- 
cerla en  el  fuero  esterno  indudablemente,  porque  si  no 
lo  hiciera  incurriría  en  tina  pena;  pero  no  es  compatible 
con  el  principio  de  la  libertad  de  conciencia  que  se  obligue 
a  nadie  a  jurar — i  debe  suponerse  que  cada  cual  jura 
con  arreglo  a  sus  creencias — lo  que  su  conciencia  i  sus 
creencias  rechazan. 

Por  consiguiente,  si  la  Constitución  es  un  códirjo  posi- 
tivo^ impónganse  penas  esternas  i  temporales  a  sus  in- 
fractores. Eso  basta  para  asegurar  su  cumplimiento. 
Pero  no  se    mezclo  lo  espiritual  con  lo  terrestre,  bus- 

TOMO  II  58 
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cando  para  esto  último  sanciones  relijiosas^  que  ¿c:% 
cuando  llega  el  caso,  del  todo  ineficaces  en  el  hecho,  co- 
mo lo  demuestra  a  cada  paso  la  historia,  i  que  no  pro- 
ducen otro  efecto  que  el  de  poner  en  verdadera  tortura 
a  las  conciencias  realmente  honradas. 

En  consecuencia,  pensamos  que  el  art.  163  debe  su- 
primirse de  la  Constitución.  El  no  evita  mal  alguno  i  es 
ocasionado  en  la  práctica  a  serios  (jonflictos  que  no  con- 
viene provocar. 

Art.  1G4 


Solo  el  Congreso^  conforme  a  lo  dispuesto  en  los  arts.  40 
i  siguientes  podrá  resolver  las  dudas  que  ocurran  sobre  la 
intelijencia  de  alguno  de  sus  artículos. 

Si  la  Constitución  no  hubiera  conferido  al  Congreso, 
procediendo  conforme  a  lo  dispuesto  en  los  arts.  40  i  si- 
guientes, o,  mas  propiamente  hablando,  a  la  lei^  la  fa- 
cultad de  resolver,  de  una  manera  jeneral  i  obligatoria^ 
las  dudas  que  ocuiTÍeran  sobre  la  intelijencia  de  sus  dis- 
posiciones, es  claro  que  esa  facultad  solo  habría  podido 
ejercerla  el  Poder  Constituyente,  porque  solo  quien  dic- 
ta un  precepto  puede  interpretarlo  de  un  modj)  jeneral  i 
obligatorio.  Insistimos  en  estas  espresiones,  porque  la 
facultad  de  interpretar  los  preceptos  constitucionales  de 
un  modo  especial  i  aplicable  solo  a  casos  concretos^  corres- 
ponde evidentemente  a  las  autoridades  encargadas  de 
aplicarlos  i  de  hacerlos  ejecutar. 

Del  precepto  contenido  en  el  art.  164  de  la  Constitu- 
ción se  infiere:  1."*  que  aun  cuando  rejia  i  cuando  tan 
mal  se  entendia  la  antigua  parte  6,*"  del  art.  36,  no  ha- 
bida podido  delegarse  en  el  Presidente  de  la  República  la 
facultad  do  dictar  leyes  interpretativas  de  la  Constitu- 
ción, pues  ésta  misma  quiso  que  solo  el  Congreso^  i  nadie 
fuera  de  <^*ste,  pudiera  interpretar  jeneral  i  obligatoria- 
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mente  sus  disposiciones  por  medio  de  leyes  especiales;  i 
2.**  que,  por  analojía,  debió  decirse  igual  cosa  de  aquellas 
leyes  que,  sin  ser  interpretativas  porque  no  resuelven 
dudas ^  preveen  casos  no  previstos  en  la  Lei  Fundamen- 
tal, llenando  vacíos  que  en  ella  se  notaren,  como  ha  su- 
cedido, por  ejemplo,  con  las  leyes  que,  antes  de  la  refor- 
ma constitucional  de  1874,  crearon  los  Diputados  i  los 
Senadores  suplentes. 

o 
a  o 

Mas  ¿qué  fuerza  tienen  las  leyes  interpretativas  de  la 
Constitución,  dictadas  conforme  a  su  art.  164?  ¿Necesi- 
tan, para  ser  derogadas,  que  se  proceda  conforme  a  lo 
dispuesto  en  los  arts.  165  ^  168,  por  adquirir  fuerza 
idéntica  a  la  de  los  mismos  preceptos  constitucionales 
que  con  ellas  se  interpretan;  o  pueden  ser  modificadas  o 
derogadas  por  una  simple  lei  común,  dictada  conformo  a 
lo  dispuesto  en  los  arts.  40  i  siguientes?  Cuestión  es  es- 
ta en  que  las  opiniones  han  estado  tan  divididas  i  vaci- 
lantes que  hasta  las  mismas  per;?onas  han  sostenido  lo 
primero  i  lo  segundo. 

Así,  en  sesión  do  la  Cámara  de  Diputados  de  17  de 
octubre  de  1857,  con  motivo  de  la  discusión  del  art.  I.'' 
de  un  proyecto  de  lei  que  tenia  por  objeto  reformar  cier- 
tas disposiciones  de  la  lei  electoral,  el  señor  don  Antonio 
Varas,  refiriéndose  al  art.  2.**  do  los  adicionales  de  la  leí 
de  12  de  noviembre  de  1842,  que  consideraba  como  in- 
terpretativo del  primero  de  los  antiguos  transitorios  de 
la  Constitución  (1);  discurrió  en  el  sentido  de  que  la 
disposición  interpretativa  so  habia  incorporado  en  la 
interpretada,  i  do  que  no  era  lícito  dar  a  aquel  artícu- 
lo constitucional  otra   intelijencia  que  la  que    le  habia 


(l)  El  citado  artíc  1:0  cousLítucional  decia  así:  «La  calidad  de  frbor 
l>er  i  escribir  que  requiere  c¡  -:;rt.  í3.'^  olo  trudrá  f fectodcípuca  de  cm'^- 
y'ilo  el  añ.  d*  1810. 
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dado  la  leí  citada  de  1842.  El  señor  don  Manuel  An- 
tonio Tecomal  Grez  negó,  en  la  misma  sesión,  qne 
esta  Ici  hubiera  sido  interpretativa,  porque  no  lo  dijo 
ella  misma;  la  impugnó  como  contraria  al  artículo  tran- 
sitorio constitucional  que  interpretó,  volviendo  sobre  la 
discusión  que  ella  Labia  provocado  en  la  sesión  del  Se- 
nado de  12  do  setiembre  de  1842,  i  en  las  de  la  Cámara 
de  Diputados  de  21,  28  i  31  de  octubre  del  mismo 
aílo  (1),  i  concluyó  espresando  que  «el  Congreso  de  aho- 
ra (de  1857),  obedeciendo  a  sus  convicciones,  podría  de- 
rogar la  lei  promulgada  en  esa  época». 

Odio  años  mas  tarde,  cuando  en  junio  i  julio  de  1865 
se  discutió  en  la  Cámara  de  Diputados  la  lei  interpreta- 
tiva del  art.  5.*"  de  la  Constitución,  como  los  defensores 
de  la  reforma  de  ésta  sostuvieran  que  aquella  no  basta- 
ba para  dar  suficiente  garantía  a  los  disidentes  en  el 
ejercicio  de  su  culto,  porque  una  lei  interpretativa  podía 
mas  tarde  ser  derogada  por  otra,  i  la  garantía  debía  ser 
tan  sólida  como  la  Constitución  misma;  el  señor  don  Ma- 
nuel Antonio  Tocornal  Grez,  Presidente  de  la  Cámara, 
sostuvo  entonces  el  principio  opuesto,  defendiendo  la  té- 
sis  de  que  la  leí  interpretativa  se  incorporaba  en  la 
Constitución  i  adquiría  la  misma  fuerza  que  esta.  Igual 
cosa  sostuvieron  en  aquella  discusión  el  señor  don  Fe- 
derico Errázuriz,  Ministro  del  Culto,  i  el  señor  don  Do- 
mingo  Santa-María,   Vice-Presidente  de  dicha   Cámara 

(2). 

P]l  señor  don  Antonio  Varas,  en  sesión  de  la  Cámara 
de  Diputados  de  8  de  julio  de  1865,  sostuvo  (3),  por  su  par- 
te, que  era  errónea  la  opinión  de  que  las  leyes  interpre- 
tativas de  la  Constitución  adquirieran  el  carácter  de  pre- 
ceptos constitucionales;  que  el  lejíslador  no  quedaba  li- 


(1)  Samanaríode  Santiago,  pájs.  74,  89,  90,  115, 139, 146,  147  i  154. 

(2)  Discurso  del  gefior  Santa  María,  en  p^^sion  de  18  de  jnlio  de  1865. 

(3)  Véafle  comentario  al  art.  133. 
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gado  por  ellas,  i  que  ni  siquiera  le  liga  la  regla  ref3reu- 
te  al  efecto  retroactivo  de  la  lei.  El  señor  don  José 
Eujenio  Vergara,  en  sesión  de  11  del  mismo  mes,  i  no- 
sotros, en  la  del  25,  defendimos  el  principio  sostenido  en 
esta  ocasión  por  el  señor  Varas  {1). 

Refiriéndonos  al  discurso^que  entonces  pronunciamos 
i  que  se  cita  al  pié,  sostenemos  lioi,  como  tuvimos  el  ho- 
nor de  sostenerlo  entonces,  que  las  leyes  interpretativas 
de  la  Constitución  pueden  derogarse  por  otra  leí\  sin  su- 
jetarse a  lo  dispuesto  para  el  caso  de  reforma  constitu- 
cional por  los  arts.  165  a  168.  Los  arts.  40  i  siguientes 
establecen  las  reglas  a  que  debe  sujetarse  la  formación 
de  todas  las  leyes.  De  esas  reglas  exceptúan  los  arts.  165 
a  168  solo  las  referentes  a  la  reforma  de  la  Constitución, 
sin  mencionar  ni  incluir  en  la  excepción  a  las  leyes 
interprefatioas^  apesar  de  que  acababa  de  referirse  a  és- 
tas en  el  art,  164.  Luego,  es  claro  que  tales  leyes  que- 
dan sujetas  a  la  regla  jeneral. 

Sería,  por  otra  parte, -tan  absurdo  ante  .los  principios 
como  chocante  en  el  hecho,  suponer  siquiera  que  una  lei 
formada  como  todas  i  sin  sujeción  a  las  reglas  especialí- 
simas  que  es  menester  observar  para  dictar  un  precepto 
constitucional,  adquiriera  este  último  carácter  i  no  pudie- 
ra ser  modificada  o  derogada  sino  como  disposición  fun- 
damental. ¿A  qué  clase  de  lójica  obedeceria  semejante 
sistema?  Aceptado  que  fuera,  podría  resultar  que  una 
simple  lei,  so  pretesto  de  llamarse  interpretativa,  dero- 
gara la  Constitución,  cosa  que  entre  nosotros  es  de  todo 
punto  inadmisible. 

No  se  puedo  argumentar  en  contra  de  nuestra  opinión 
con  el  art.  9.°  del  Código  Civil,  pues  él,  como  lo  hemos 
dicho  ya  al  ocuparnos  del  art.  133  de  la  Constitución,  es 
simple  lei  i  no  precepto  constitucional;  es  valla  para  el 
juez,  poro  no  para  el  lejislador.  Este  último  no  reconoce 

(J)  Vé  .se  nuestro  discurso,  anfx:>  núm.  3,  tomoT,  pájs  404  a  409. 
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mas  trabas  en  el  ejercicio  de  sus  funcioucB  lejislatioas 
que  las  que  la  Constitución  le  impone,  i  desde  que  ésta 
no  le  impone  la  de  no  poder  reformar  o  derogar  las  leyes 
interpretativas  en  la  misma  forma  que  todas  las  otras, 
menos  únicamente  las  de^  reforma  constitucional,  es  tari 
claro  como  la  luz  del  dia  que  puede  hacerlo  sin  el  mas 
mínimo  embarazo. 

I  prácticamente  lo  ha  hecho  en  el  caso  del  ya  recor- 
dado art.  2.®  de  los  adicionales  de  la  lei  de  12  de  noviem- 
bre de  1812.  Ese  artículo,  que  erróneamente  interpretó 
el  primero  de  los  antiguos  transitorios  de  la  Constitu- 
ción de  1833,  ha  sido  derogado  por  las  leyes  electorales 
de  1861,  do  1869  i  de  1874,  que  han  exijido  i  exijen  a 
todos  los  que  pretendieron  calificarse  el  requisito  de  sa- 
ber leer  i  escribir,  aun  cuando  se  hubieran  calificado  sin 
él  antes  de  cumplido  el  año  de  1840,  Estas  leyes,  que  con- 
firman nuestra  opinión,  resolvieron,  mejor  que  la  de 
1842  la  duda  que  se  quiso  encontrar  en  el  primer  artículo 
transitorio  de  lyiestra  Carta,  cuyo  objeto  no  fué  el  de 
asegurar  a  nadie  el  derecho  de  Q^YiíiQ^r^Q permanentemente 
sin  saber  leer  i  escribir,  por  el  hecho  de  haberse  califica- 
do sin  ese  requisito  en  1833,  en  1836  o  en  1839;  sino  el 
de  exijir  que  nadie  pudiera  ser  calificado  después  de 
1840  si  no  sabía  leer  i  escribir.  Por  lo  mismo  que  fué 
errónea  la  interpretación  dada  a  dicho  artículo  transitorio 
por  el  Congreso  de  1842,  la  derogaron  i  le  dieron  otra 
mas  correcta  los  Congresos  de  1861,  de  1869  i  de  1874, 
que  no  aceptaron  la  teoría  absurda  de  los  derechos  ad- 
<|u¡ridos  en  materias  políticas,  teoría  que  no  resiste  al 
mus  lijero  examen  i  que  sería  estorbo  permanente  para 
íHie  las  naciones  constitucionales  avanzaran  en  la  vía  de 
1:í.  civilización  i  del  progreso. 

Arts.  165  A  108 

\  su  comentario  hemos  consagrado  el  último  capítulo 


^ 


Digitized  by  VjOOQIC 


ARTÍCULOS   TRANSITORIOS  42S 

del  primer  volumen  de  est'^.  obríí,  en  vista  de  las  razone» 
que  allí  espusimos  (1). 


AííTIGUAS    DISPOSICIONES   TRANSITORIAS 

Art.  2.^ 

Para  hacer  efectiva  esta  Constitución^  se  dictarán  con ^J re- 
ferencia las  leyes  siguientes: 

i.*  La  leijeneral  de  elecciones. 

2.^  La  de  arreglo  del  réjimen  interior. 

3.^  La  de  organización  de  tribunales^  i  administración  de 
justicia. 

4."  La  del  tiempo  que  los  ciudadanos  deben  servir  en  las 
milicias  i  en  el  ejército^  i  la  de  reemplazos. 

5.*  Ixi  del  plan  jeneral  de  educación  pública. 

En  I.*'  de  diciembre  de  1874,  fecha  del  decreto  supre- 
mo que  [mandó  publicar  la  Constitución  reformada  hoi 
vijente,  se  Labia  dado  cumplimiento  al  artículo  prece- 
dente solo  en  lo  relativo  a  la  leí  de  elecciones  i  a  la  del 
réjimen  interior.  La  lei  sobre  organización  i  atribuciones 
de  los  tribunales  se  ha  dictado  después  de  aquella  fecha, 
el  15  de  octubre  de  1875.  La  de  instrucción  secundaria 
i  superior,  que,  junto  con  la  lei  sobre  instrucción  prima- 
ria promulgada  el  14  de  noviembre  de  1860,  forma  el 
plan  jeneral  de  educación  publica  a  que  se  refiere  la  par- 
te 5.*  del  artículo  transito rLo  que  nos  ocupa,  fué  promul- 
gada el  9  de  enero  de  1879. 

Falta,  pues,  todavía  dictar  la  cuarta  de  las  leyes  a  que 
dicho  artículo  alude,  en  la  parte  referente  a  milicias  i 
reemplazos.  En  cuanto  al   servicio  en  el  ejército,  él  se 


(1)  Páji.  852  a  890,  toxo  I. 
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rije  por  la  ordenanza  militar.  El  de  la  marina  está  toda- 
vía sujeto  en  su  mayor  parte  a  las  ordenanzas  españolas. 


ART.   3.^ 

ínterin  no  se  dicte  la  leí  de  organización  de  tribunales  i 
juzgados^  subsistirá  el  actual  orden  de  administración  de 
justicia. 

Ese  orden  de  administración  de  justicia,  que  rejia  en 
1833  i  del  cual  formaban  partü  las  Constituciones  de 
1823  i  de  1828  i  el  Reglamento  de  1 824,  ha  cesado  ya  por 
completo  el  1.°  de  marzo  de  1876,  fecha  en  que  principió 
a  rejir  la  lei  orgánica  de  tribunales  de  15  de  octubre  de 
1875  a  que  hemos  aludido  en  el  artículo  anterior. 

Los  preceptos  que  aquellas  Constituciones  contenían 
en  lo  judicial^  continuaron  rijiendo  en  gran  parte  después 
de  1833  hasta  el  citado  dia  l.^'de  marzo  á^lSlQ]  pero  solo 
como  leyes,  puesto  que  su  vijencia  la  subordinaba  la  Cons- 
titución de  1833  al  hecho  de  dictarse  wia  lei.  Así,  varios 
do  ellos  fueron  derogados  sucesivamente  entre  las  dos 
fechas  indicadas,  tales  como  los  que  conferian  fuero  es- 
pecial a  los  Diputados  i  a  los  Senadores  en  sus  causas 
civiles. 

Discurrió,  pues,  perfectamente  el  señor  don  Manuel 
Amunátegui,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  7 
de  noviembre  de  1867,  al  refutar  la  opinión  que  el  señor 
don  José  Victorino  Lastarria  habia  manifestado  en  la  se- 
sión de  5  del  mismo  mes  i  año,  de  que  era  inconstitucio- 
nal el  proyecto  que  establecia  7ina  sola  instancia  para 
ciertos  juicios  sometidos  a  los  juzgados  de  letras  de  Talca. 
La  Cámara  pensó  como  el  Senado  i  como  el  señor  Amu- 
íiiitegui,  aprobando  por  39  votos  contra  uno  el  artículo 
impugnado  por  el  señor  Lastarria,  cuyo   error  consistió 
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en  discurrir  como  si  el  art.  137  do  la  Constitución  de 
1823  hubiera  dispuesto  que  todo  pleito  doLia  tener  a  lo 
menos  dos  instancias — lo  que  no  es  exacto — i  en  atribuir 
a  ese  artículo,  que  solo  rejia  como  leu]  el  carácter  de  pre- 
cepto constitucional. 

El  señor  Ainunátogui  observó  mui  exactamente  que 
en  la  Constitución  de  1833  no  existe  artículo  alguno  que 
fije  siquiera  las  instancias  que  deben  tenor  los  pleitos,  i 
que  mal  podia,  por  consiguiente,  imputarse  al  proyecto 
la  inconstitucionalidad  que  el  señor  Lastarria  le  liabia 
achacado.  Opinión  idéntica  a  la  del  señor  Amunátegui 
emitimos  nosotros  en  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión 
de  27  de  noviembre  de  1873,  contestando  al  escrúpulo 
cojistitucional  de  que  todo  juicio  debia  tener  a  lo  menos 
dos  instancias,  manifestado  por  el  señor  don  Pedro  León 
Gallo  en  la  discusión  del  proyecto  de  lei  que  establecia 
que  solo  debían  elevarse  en  consulta  las  causas  fiscales 
cuyas  sentencias  fueran  apelables.  En  vista  de  la  res- 
puesta que  dimos  al  señor  Gallo,  observáudole  que  las 
Constituciones  de  1823  i  de  1828  rejian  entonces  ^ni  lo  Ju- 
dicial^ pero  solo  corno  leyos^  el  proyecto  se  aprobó  en  je- 
neral  i  en  particular  por  unanimidad  en  la  misma  sesión. 


o  o 


El  primero  de  los  antiguos  artículos  transitorios  de  Ja 
Constitución  de  1833,  que  sujirió  la  cuestión  a  que  nos 
hemos  referido  en  el  estudio  de  los  artículos  133  i  164, 
ha  sido  suprimido  de  la  Constitución  reformada,  porque 
ya  no  podia  producir  efecto  alguno,  puesto  que  desde 
18G1  so  exijo  a  todo  el  que  pretende  calificarse  la  condi- 
ción do  que  sepa  leer  i  escribir,  como  debió  haberse  exi- 
jido  después  de  cumplido  el  año  de   1840. 

Por  haber  producido  también  sus  efectos,  so  suprimie- 
ron igualmente  los  antiguos  artículos  transitorios  marca- 
dos con  los  números  4.'',  5.**,  G."*  i  7." — Su  ejecución  no  sus- 
citó dificultades  ni  dudas  de  ninguna  especie. 

TOMO  II  54 
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NUEVAS    DISPOSICIONES   TKANSITOKIAB 


Art.   1.^ 


En  la  próxima  renovación  del  Congreso  después  de  pro^ 
miagada  la  presente  reforma^  elejirá  cada  provincia  sus  Se- 
nadores  propietarios  i  suplentes  conforme  al  art  24^  cesan- 
do los  actuales  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 

A  la  terminación  del  primer  periodo^  serán  designados  a 
la  suerte  los  Senadores  que  deben  cesar  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones^  a  fin  de  que  se  haga  la  renovación  conforme  al 
art  26. 

El  artículo  precedente,  que  fuó  cumplido  en  su  prime- 
ra parte  en  marzo  de  1876,  fecha  en  que  todo  el  Senada 
se  renovó  conforme  a  la  Constitución  reformada,  i  que  lo 
fué  también  en  la  segunda  en  marzo  de  1879,  sirve  para 
manifestar  la  exactitud  de  la  opinión  que  emitimos  al 
fin  de  nuestras  observaciones  al  art.  1G4, 

Dijimos  allí  que  no  resiste  al  mas  lijero  examen  la  teo- 
ría do  que  en  materias  políticas  liai  derechos  adquiridos, 
i  así  lo  confirma  el  artículo  que  nos  ocupa.  En  él  se  de- 
claró que  espirarían,  como  espiraron  en  187G,  las  funcio- 
nes de  todos  los  Senadores  que  habían  sido  elejidos  con- 
forme a  la  primitiva  Constitución  de  1833,  apesar  de  qno 
en  esa  fecha  faltaban  tres  años  a  unos  i  seis  años  a  otros 
para  conq)letar  el  período  de  nueve  años  por  el  cual  ha- 
bían sido  (jlojidos.  En  (íse  caso  se  encontraban  los  Sena- 
dores elejidos  eii     abiil  de  1870  i  en  marzo  de  1873. 

I  oli'a  voz  iVií'  eonlirinado  el  [)riiieipio  cpie  sostenemos, 
por  el  tercero  i  úlí-inio  do  los  nuovos  arlículos  transito- 
rio.-^ de  la  Constitución  reformada.    En  él  se  dispuso  que 
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Kilos  actuales  Consejeros  de  Estado  cesarian  en  sus  fun- 
ciones desde  que  empezara  a  rejir  la  reformaí).  Promul- 
gada ésta  el  24  de  octubre  de  1874,  cesaron  todos  los 
Consejeros  que  en  esa  focha  funcionaban,  i  el  Consejo 
fué  renovado  en  su  totalidad  en  los  primeros  días  de  no- 
viembre do  aquel  año.  Esa  disposición  transitoria  se  su- 
primió de  la  edición  oficial  de  la  Constitución  reformada, 
que  se  mandó  publicar  el  1.''  de  diciembre  de  1874,  por- 
que estaba  ya  cumplida  en  esta  i'ütima  fecha. 


Art.  2.^ 

El  número  Je  Diputados  se  qf  aseará  a  la  base  Jijada  en 
el  art,  19^  cuando  se /orine  el  próximo  censo  Jeneral  de  la 
liepúhlica. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  so  ha  cumplido.  En  1875 
«e  formó  el  censo  a  que  en  él  se  alude,  i  en  marzo  de  1876 
«e  verificó  la  elección  do  Diputados  conformo  a  la  baso 
fijada  en  el  nuevo  art.  19,  como  so  ha  ajustado  también 
a  ella  la  efectuada  en  marzo  de  1879. 

Sala  de  la  Comisión,  diciembre  I.""  de  1874 — Alejan- 
dro Reyes,  Senador. — Manuel  José  Irarrázaval,  Sena- 
dor.— JoRJE  2.*"  HuxNEEUs,  Diputado  por  la  Serena. — 
Isidoro  Errázuriz,  Diputado  por  Cauquénes. 


FIN    DE    la    segunda    I    ULTIMA     PARTE 


Digitized  by  VjOOQIC 


v' 


■^ 


Digitized  by  VjOOQIC 


ANEXOS 


ANEXO  NUMERO  1   (1) 


(copia) 


ocSantiago.  30  de  junio  de  1879. — Véome  en  la  necesi- 
dad de  llamar  la  atención  de  US.  sobre  la  situación  anó- 
mala i  difícil  en  que  se  encuentran  colocados  varios 
funcionarios  a  quienes  no  se  cubre  desdo  tiempo  atrás 
las  asignaciones  que  consulta  la  Lei  de  Presupuestos. 
Esos  funcionarios  son:  el  Secretario  del  Arzobispado,  dos 
oficiales  que  trabajan  bajo  su  dirección,  el  Gobernador 
Eclesiástico  de  Valparaíso  i  el  portero-alguacil  de  esa 
Curia  Eclesiástica.  Las  asignaciones  que  les  correspon- 
den figuran  en  el  Presupuesto  del  presente  año,  en  los 
ítem  2,  3,  37  i  38  de  la  partida  I."*  de  la  sección  del 
Culto 

((Ignoro  si  los  Ministros  del  Tesoro  resisten  el  pago 
de  esas  asignaciones  en  virtud  de  órdenes  supremas.  El 
señor  Ministro  del  Culto,  antecesor  de  US.,  nada  contes- 
tó a  mis  comunicaciones  de  14  de  setiembre,*  4  de  no- 
viembre, 31  de  diciembre  del  año  último  i  1.""  de  marzo 


(1)  cDiario  Oficial»  de  1879,  pájs.  1,851  il,352 
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del  que  corre;  que  daban  ocasión  para  que  me  hubiera 
espresado  su  juicio  i  la  resolución  que  el  Gobierno  hu- 
biera tomado  sobre  este  particular.  No  só,  por  lo  mismo, 
si  ha  creido  conveniente  tomar  alguna. 

(cHa  llegado,  sin  embargo,  a  mi  noticia,  en  forma  de 
rumor,  que  estaba  suspendido  el  pago  de  las  espresadas 
asignaciones,  por  cuanto  no  se  habia  encontrado  correc- 
to el  nombramiento  de  los  funcionarios  a  quienes  corres- 
pondian. 

((Por  si  viniera  ese  rumor  de  lejítima  fuente,  no  tenga 
US.  a  mal  que  observe  que  el  nombramiento  de  los  ofi- 
ciales de  la  Secretaría  Arzobispal  no  se  ha  comunicado 
nunca  al  Gobierno.  Lo  cual  no  ha  impedido  que  se  entre- 
guen por  la  Tesorería  al  Secretario  del  Arzobisi)ado  des- 
de 1849,  sin  reclamo  ni  dificultad  alguna,  las  cuotas  pre- 
supuestadas. 

((Ni  tampoco  es  esa  una  anomalía,  puesto  que  no  hai 
lei  que  ordene  a  los  prelados  eclesiásticos  que  den  cuen- 
ta al  Gobierno  de  los  nombramientos  de  todos  los  fun- 
cionarios que  perciben  renta  de  los  bienes  de  la  iglesia 
que  administra  e).  Fisco.  I  de  hecho  sucede  que  de 
tiempos  antiguos  se  proveen  sin  noticia  del  Gobierno 
varios  cargos,  a  los  cuales  están  anexas  funciones  mas 
importantes  que  las  encomendadas  a  los  oficiales  de  la 
Secretaría  Arzobispal.  Citaré,  por  vía  de  ejemplo,  los  do 
sacristán  mayor,  maestro  de  ceremonias  i  capellanes  do 
coro  de  la  Iglesia  Metropolitana,  a  los  cuales  se  refieren 
los  ítem  20,  21  i  22  de  la  partida  I.""  del  Presupuesto 
del  Culto. 

((Aun  hai  casos,  como  el  del  ítem  35,  que  consulta 
cinco  mil  ochocientos  doce  pesos  para  la  capilla  de  mú- 
sica de  la  misma  Iglesia,  en  que  ni  se  especifican  los 
destinos  a  que  está  afecta  esa  suma. 

((Es  digno  de  notarse  que  el  sueldo  del  portero-algua- 
cil de  la  Curia  Eclesiástica  de  Valparaíso  ha  sido  reteni- 
do, aj)esar  de  rj[ue  el   empleado  que  sirve    aquel  destino 
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obtuvo  SU  nombramiento  así  de  autoridad  eclesiástica 
como  del  Supremo  Gobierno. 

«Por  lo  que  hace  al  nombramiento  del  Gobernador 
Eclcí^iástico  de  Valparaiso  i  del  Secretario  del  Arzobis- 
pado, he  deseado  i  creido  hacerlo  en  la  forma  mas  co- 
rrecta, según  tuve  ocasión  de  esplicarlo  latamente  en  mi 
comunicación  de  14  de  setiembre  de  1878. 

dMe  pareció  que  tenia  tan  buen  derecho  para  conser- 
var en  sus  puestos  a  los  presbíteros  don  Mariano  Casa- 
nova  i  don  Josó  Manuel  Almarza,  como  el  finado  señor 
Arzobispo  que  los  colocó  en  ellos.  Juzgué  que  hecho  el 
nombramiento,  nada  mas  tenia  que  hacer  respecto  del 
Supremo  ^Gobierno,  que  comunicárselo.  Así  lo  hice  el 
11  de  junio  de  aquel  año. 

((Si,  por  algún  motivo,  se  encuentra  incorrecta  la  no- 
ticia que  de  esos  nombramientos  di  entonces  al  Gobier- 
no i  se  desea  que  la  renueve  ahora,  me  es  grato  hacerlo 
en  este  oficio;  i  mi  ánimo  es  ejecutarlo  en  la  mas  cum- 
plida forma. 

«Mas,  en  el  presente  caso,  no  está  do  mas  observar  que 
el  señor  Ministro  del  Culto  ha  tenido  a  bien  declarar  en 
sus  comunicaciones  de  2  i  20  de  julio  del  año  último, 
que  no  tenia  rejjaro  qiie  hacer  a  las  personas  nombradas 
por  el  Vicario  Capitular. 

«Espero,  por  lo  mismo,  cj^ue  US.  se  servirá  ordenar 
que  las  respectivas  Tesorerías  paguen  a  los  funcionarios 
arriba  mencionados,  las  asignaciones  que  les  dá  la  lei. 

«Dios  guarde  a  US. — Joaquín,  Obispo  de  Martyr-ópo- 
lis.  Vicario  Capitular  de  Santiago. — Al  señor  Ministro 
del  Culto». 


«Santiago,  julio  1."  de  1879.— Num.  1,494.— Vista  la 
nota  que  precede,  i  considerando: 

«1.*"  Que  la  renovación  de  la  noticia  del  nombramien- 
to hecho  por  el  Vicario  Capitular  de  esta  Arquidiócesis 
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en  don  Mariano  Casanova  para  Gobernador  Eclesiástico 
i  Vicario  Foráneo  de  Valparaiso,  i  en  don  José  Manuel 
Almarza  para  Secretario  de  dicha  Arquidiócesis,  reitera- 
da en  la  mencionada  nota  con  fecha  de  ayer,  i  la  protes- 
ta que  en  ella  se  contiene  do  hacer  dichos  nombramien- 
tos en  la  mas  cumplida  forma,  importa  una  renovación 
de  ambos,  hecha  por  el  espresado  Vicario  Capitular  en 
tiempo  hábil  i  después  de  haberse  aprobado  por  el  Go- 
bierno su  propia  elección; 

((2."  Que  la  reiteración  espresada  deja  a  salvo  las  atri- 
buciones que,  en  virtud  del  patronato  nacional,  ha  sos- 
tenido el  Gobierno  correspondorle  en  los  dos  menciona- 
dos nombramientos,  e  importa  un  reconocimiento  de 
ellas;  i 

c(3.''  Que  el  Gobierno  no  ha  objetado  los  nombramien- 
tos de  los  dos  oficiales  de  la  Secretaría  Arzobispal,  ni  el 
de  portero-alguacil  de  la  Curia  Eclesiástica  de  Valpa- 
raíso, no  habiendo,  en  consecuencia,  motivo  para  privar 
de  sus  sueldos  a  estos  funcionarios  subalternos; 
c(He  acordado  i  decreto:  /" 

((!.''  Apruébanse,  en  cuanto  fuere  menester,  jts  nom- 
bramientos reiterados  con  fecha  de  ayer  por  el  Vicario» 
Capitular  de  esta  Arquidiócesis  en  don  Mariano  Casa- 
nova  para  Gol)ernador  Eclesiástico  i  Vicario  Foráneo 
do  Valj)araiso,  i  en  don  Josó  ¡^lanuel  Almarza  para 
Secretario  de  dicha  Arípiidióeesis,  i  pagúese  Ta  estos 
funcionarios,  por  las  respectivas  oficinas  fiscales,  el  suel- 
do correspondiente,  desde  la  fecha  del  presente  ^de- 
creto; 

^(2.**  Pagúese  a  !os  dos  oficiales  de  la  Secretaría  Arzo- 
bispal i  al  portero  alguacil  de  la  Curia  Eclesiástica  de 
Val})araiso,  por  las  respectivas  oficinas  fiscales,  el  suel- 
do que  les  correspondo  di^stle  el  I.'*  de  cnoro  del  presen- 
te año;  i 

<c3.''  Impútese  el  gasto  a  los  ítem  2,  3,  37  i  3')  de  la 
partida  1.''  del  Prosupupslo  del  <..'ulio. 
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«Tómese  razón  i  comuniqúese. — Pinto. — Jorjc  Ha- 
neeusy). 

«Santiago,  julio  31  de  1879. — Está  conforme. — Fanor 
Velasco^  Oficial  Mayor» 


(copia) 


«Santiago,  julio  2  de  1879. — Creo  conveniente  recor- 
dar a  US.  que  el  11  de  junio  del  año  último,  puse  en  co- 
nocimiento del  Supremo  Gobierno  que,  en  ejercicio  del 
cargo  do  Vicario  Oapitufar,  que  me  fué  conferido  el  dia 
anterior,  Labia  nombrado  Pro- Vicarios  Capitulares  a  los 
prebendados  don  Jorje  Montes  i  don  José  Ramón  Astor- 
ga  para  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  voluntaria,  i  al 
presbítero  don  Rafael  Fernciudez  para  el  de  la  conten- 
ciosa. Aun  cuando  el  señor  Ministro  del  Culto  se  sirvió 
declarar  en  sus  comunicaciones  de  2  i  20  de  julio  de 
aquel  año  «que  no  tenia  reparo  que  hacer  a  los  nombra- 
dos», parece  que  los  nombramientos  mismos  no  han  sido 
aceptados  hasta  la  focha,  por  haber  trasmitido  al  Supre- 
mo Gobierno  la  noticia  de  ellos,  antes  de  la  en  que  cre- 
yó conveniente  aprobar  mi  propia  elección. 

«Como  he  tenido  acasion  do  manifestarlo  en  mis  co- 
municaciones de  4  de  julio  i  14  de  setiembre  de  1878, 
yo  deseé  i  creí  ajustarme  estrictamente  a  la  lei,  al  ha- 
cer dichos  nombramientos.  Pero  si  el  reiterar  ahora  la 
noticia  de  ellos  hubiera  de  contribuir  a  su  aceptación 
por  parte  del  Supremo  Gobierno,  me  es  grato  hacerlo 
en  el  presente  oficio  i  mi  ánimo  es  renovar  tal  aviso  en 
la  forma  mas  legal. — Dios  guarde  a  US. — Joaquín^  Obis- 
po de  Martyrópolis,  Vicario  Capitular  de  Santiagos. 


«Santiago,  juUo  3  de  1879.— Núm.  1,508.— Vista 
nota  que  precede  i  considerando: 

TOMO  II  55 
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al.''  Que  la  renovación  de  la  noticia  del  nombramien- 
to hecho  por  el  Vicario  Capitular  de  esta  Arquidiócesis, 
de  Pro-Vicarios  Capitulares  en  los  prebendados  don  Jor- 
je  Montes  i  don  Josó  Ramón  Astorga  para  el  ejercicia 
de  la  jurisdicción  voluntaria,  i  en  el  presbítero  don  Ra- 
fael Fernández  para  el  de  la  contenciosa,  reiterada  en  la 
mencionada  nota,  con  fecha  de  ayer,  i  la  protesta  que  en 
ella  se  contiene  de  hacer  dichos  nombramientos  en  la 
forma  mas  legal,  importa  una  renovación  de  ellos,  hecha 
por  el  espresado  Vicario  Capitular  en  tiempo  hábil  i  des- 
pués d©  haberse  aprobado  por  el  Gobierno  su  propia 
elección;  i 

«2.*'  Que  la  renovación  espresada  deja  a  salvo  las  atri- 
buciones que,  en  virtud  del  patronato  nacional,  ha  sos- 
tenido el  Gobierno  corresponderle  en  los  tres  menciona- 
dos nombramientos,  e  importa  un  reconocimiento  de 
ellas; 

«He  acordado  i  decreto: 

(cApruébanse,  en  cuanto  fuere  menester,  los  nombra- 
mientos reiterados  con  fecha  de  ayer  por  el  Vicario  Ca- 
pitular de  esta  Arquidiócesis  para  Pro-Vicarios  Capitu- 
lares de  la  misma,  en  los  prebendados  don  Jorje  Montes 
i  don  José  Ramón  Astorga  para  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción voluntaria,  i  en  el  presbítero  don  Rafael  Fernán- 
dez para  el  de  la  contenciosa. 

(L  Comuniqúese. — Pinto. — Jo)ye  Huneeus, 

«Santiago,  agosto  1.°  de  1879. — Está  conforme. — Fa- 
ñor  Velasco^  Oficial  Mayor. 
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CONSEJO  DE  ESTADO 

Sesión  del  17  ie  mayo  de  186f 


<iPresidlda  por  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  i  con 
asistencia  de  los  señores  Amunátegui,  Blest  Gana,  Con- 
cha i  Toro,  Echáurren,  Maturana,  Santa-María,  Cova- 
rrúbias,  Arístegui,  Vial,  Solar,  Tagle  i  Echeverría. 

«Se  dio  cuenta  del  acta  anterior  i  quedó  aprobada. 

((En  seguida  se  pasó  a  tratar  de  las  bulas  espedidas  por 
Su  Santidad  Pió  IX,  a  favor  del  Obispo  electo  de  la  Sere- 
na, leyéndose  el  dictamen  fiscal  en  el  que  se  hacen  va- 
rias observaciones  acerca  de  algunas  de  las  cláusulas  de 
las  espresadas  bulas. 

((Puestas  <5n  discusión,  los  señores  Blest  Gana  i  Vial 
combatieron  la  cláusula  por  la  cual  el  Sumo  Pontífice  se 
reserva  determinar,  si  lo  tiene  a  bien,  una  nueva  circuns- 
cripción de  la  Diócesis  de  la  Serena.  Consideraron  dicha 
cláusula  como  opuesta  al  derecho  de  patronato,  a  la  prác- 
tica siempre  respetada  i  al  buen  servicio  publico. 

(íEl  señor  Arístegui  defendió  la  cláusula,  fundándose 
en  el  derecho  que  corres[)ondc  a  la  Santa  Sede  sobre  el 
gobierno  de  todas  las  Diócesis,    cuyas  demarcaciones  se 


(1)  tEepública»  del  26  da  msyo  de  T860. 
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determinan  con  acuerdo  del  Gobierno;  pero  por  autori- 
dad de  la  Silla  Apostólica.  Se  puso  en  votación,  si  se  re- 
tenia o  lió  la  bula  en  la  cláusula  indicada,  haciéndose  a 
la  Sajita  Sede  las  debidas  representaciones  i  resultaron 
todos  los  votos  por  la  afirmativa  menos  uno. 

«En  la  bula  de  institución  se  consigna  también  la  re- 
serva de  la  dignidad  de  Tesorero  de  la  Iglesia  Metropo- 
litana que  desempeñaba  el  señor  Orrego,  i  que  el  Santo 
Padre  so  atribuye  proveer  por  sí,  declarando  írrita  i  nu- 
la cualquiera  otra  provisión. 

((Los  señores  Vial  i  Blest  Gana  pidieron  la  retención 
de  esta  cláusula,  por  ser  absolutamente  contraria  al  de- 
recho que  ejercia  el  Presidente  de  la  República,  contra- 
ria a  la  costumbre  establecida  sin  contradicción,  al  con- 
córdalo celebrado  entre  la  San+a  Sede  i  España,  i  com- 
pletameiite  desusada  i  nueva,  no  pudiendo  esplicarse  si- 
no por  un  error  evidente. 

((El  señor  Santa-]\Iaría  observó  que  la  cláusula  de  que 
so  trataba  tenia  grave  importancia,  no  solo  por  el  pre- 
cedente que  se  queria  establecer,  sino  principalmente 
porcpic  envolvia  la  anomalía  mas  fltigrante  con  el  inciso 
8.*"  del  art.  82  de  la  Constitución  del  Pastado.  La  cláusu- 
la, una  vez  aceptada,  equivaldria  a  despojar  al  Presiden- 
te de  la  República  i  al  Consejo  de  Estado  de  ana  atribu- 
ción indisputable. 

((El  señor  Arístegui  procuró  csplicar  el  sentido  de  la 
cláusula  en  discusión,  haciéndola  derivar  de  una  regla 
de  la  Cancillería,  según  la  cual,  esta  especie  de  dignida- 
des  era  de  provisión  deí  Papa,  siempre  que  la  vacante 
procediera  de  ascenso  al  episcopado. 

((Añadió  que  la  regla  no  tenia  aplicación  en  el  presente 
caso,  puesto  que  el  señor  Orrego  habia  renunciado  su 
dignidad  antes  de  ser  Obispo. 

((Cerrada  la  dif;cusion,  se  procedió  a  votar  si  se  retenia 
o  nó  la  bula  en  esta  cláusula;  i  resultó  la  afirmativa  por 
todos  ^os  votos  menos  uno. 


ii 
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«El  señor  Blest  Gana  pidió  la  retención  de  la  clausula 
que  principia:  ((habiendo  reservado  a  Nos»,  etc.,  por 
cuanto  se  desconocia  el  patronato  i  se  omitia  mencionar 
la  proposición  hecha  por  el  Presidente  de  la  Re])ública. 

((El  señor  Covarrúbias  apoyó  esta  indicación,  fundán- 
dose en  que,  si  es  verdad  que  el  Santo  Padre  no  hace  uso 
de  la  espresion  ??io<{2¿  ^^ro^zb  que  antes  empleaba,  también 
es  cierto  que  no  se  habla  de  presentación,  i  es  necesario 
dejar  establecido  que  nuestra  Constitución  coníiere  este 
derecho  al  Presidente  de  la  República  a  propuesta  del 
Consejo  de  Estado. 

«Votada  la  indicación,  fue  aprobada  por  todos  los  vo- 
tos menos  uno. 

((En  la  bula  por  la  cual  se  prescribe  el  jurnmení o  canó- 
nico del  señor  Obisj^o,  se  prescribe  que  el  Obispo  debe 
jurar*:  «promover,  aumentar  i  defender  las  prerog-advas 
i  honores  de  la  Santa  Sede,  etc.»  cláusula  que  los  seño- 
res BiesL  Gana  i  Vial  tachnron  de  vaga  i  contradictoria 
con  el  juramento  civil  que  debe  prestar  el  señor  Obispo. 
Pidieron  la  i'etencion  de  esa  cláusula,  que  quedó  acorda- 
da por  todos  los  votos  menos  dos. 

((El  señor  Blest  Gana  pasó  a  dar  cuenta  de  varias  con- 
ferencias que  había  tenido  con  el  señor  Orrego.  En  ellas, 
el  ¡señor  Obispo  ujanifestó  que,  sin  reconocer  la  obli- 
gación de  piestar  juramento  civil,  se  hallaba  dispues- 
to a  llenar  esta  formalidad,  siempre  que  su  cumpli- 
niienlo  no  envolviera  contradicción  ni  con  sus  princi- 
pios católicos  ni  con  sus  deberes  de  Obispo.  El  señor 
Ministro  espresó  al  señor  Orrego  que  la  necesidad  del 
juramento  era  im))rescindible  i  que,  en  concepto  del  Go- 
bierno, la  fórmula  debejia  ser: 

«Juráis  en  el  ejercicio  del  Episcopado,  respetar  i  hacer 
respetar  la  Consultación  i  las  leyes  de  la  República;  i  las 
atribuciones  que  corresponden  a  los  poderes  del  Estado». 

«Esta  ultima  frase  no  la  consideraba  esencial;  pero  el 
resto  déla  fórmula  en  cuanto  a  la  Constitución  i  las  leyes 
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era  absolutamente  necesaria  comprendiendo  de  una  ma- 
nera clara,  constitucional  e  inequívoca  los  deberes  del 
8eñor  Obispo  como  funcionario  publico,  carácter  que  el 
Gobierna  lo  [)odia  olvidar.  El  sofior  Orre^o  espuso,  que 
se  encontraba  en  la  imposibilidad  de  conciencia  de  pres- 
tar ese  jurauíento;  respetaba  i  estaba  dispuesto  a  jurar 
la  Constitución;  pero  nó  las  leyes,  por  cuanto,  entre 
otras  razones,  tenia  la  de  envolver  ese  juramento  todas 
las  leyes,  justas  o  injustas,  presentes  i  futuras;  leyes, 
algunas  de  las  cuales,  si  no  eran  conformes  al  dogma 
o  a  sus  deberes,  no  podia  respetar,  ni  menos  cumplir. 
El  mismo  señor  Orrego,  pensaba  que  el  único  mo- 
do de  salvar  esta  dificultad  era  añadir  estas  palabras: 
<íSie7nj)re  que  no  se  opongan  a  la  Leí  Divina^  ni  a  los  pre- 
ceptos o  decisiones  de  la  Iglesias.  El  señor  Ministro  recha- 
zó los  dos  términos  de  esta  adición,  que,  en  sentir  del 
Gobierno,  eran  inaceptables;  puesto  que  no  debe  admi- 
tirse la  hipótesis  de  existir  leyes  contrarias  a  Lei  Divina, 
ni  podian  tomarse  en  cuenta  las  decisiones  de  la  Iglesia, 
tratándose  de  un  juramento  civil. 

«El  señor  Blcst  Gana  hizo  relación  de  lo  ocurrido  en  la 
República  desde  la  vijencia  de  la  Constitución,  refiriendo 
las  varias  fórmulas  que  se  hablan  establecido  por  decre- 
tos supremos  i  esponiendo  que  la  fórmula  que  por  ins- 
trucciones del  señor  Presidente  de  la  República  habia 
indicado,  reunía  sustancialmento  i  de  una  manera  que 
no  se  prestaba  a  interpretaciones  equívocas,  lo  que  co- 
rrespondía a  la  dignidad  de  la  Iglesia  i  a  los  derechos 
del  Estado  que  el  Gobierno  tenia  el  deber  de  conservar. 

«El  señor  Santa-María  usó  largamente  de  la  palabra, 
esplicando  el  oríjen  canónico  i  civil  del  derecho  de  pa- 
tronato. El  primero  corresponde  a  la  Nación,  por  la  cons- 
trucción de  los  templos,  por  los  auxilios  con  que  costea 
el  culto  i  aun  por  prescripción,  ya  que  el  ejercicio  de  ese 
derecho  venía  practicándose  desde  larguísimo  tiempo. 
Pero  el  patronato   tiene  entre  nosotros  un  oríjen  mónoj 
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dudoso;  porque  se  funda  ante  todo,  en  ser  la  relijion  un 
hecho  social,  amparado  i  protejido  por  la  lei  i  que  según 
nuestra  manera  de  sor,  forma  uno  de  los  elementos  que 
la  lejislacion  civil  reconoce  i  reglamenta  en  cuanto  le 
compete.  La  Constitución  deriva  el  patronato  de  la  so- 
beranía nacional;  porque  es  una  consecuencia  necesaria 
de  las  relaciones  que  hoi  existen  entre  la  Iglesia  i  el  Es- 
tado. 

.((El  señor  Santa-María,  respetando  altamente  la  virtud 
e  ilustración  del  señor  Orrego,  se  admiraba  de  que  re- 
husara prestar  juramento  do  obedecer  las  leyes.  El  se- 
ñor Obispo  tiene  que  ser  juez  i  aplicar  la  lei  civil  a  con- 
tratos, concursos,  etc.,  a  todo  jénero  de  transacciones. 
¿Cómo  negar  obediencia  a  la  lei  que  tiene  que  aplicar; 
cómo  no  prestar  el  juramento  (pie  prestan  todos  los  jue- 
ces, todas  las  autoridades? 

(íEl  juramento  es  tan  antiguo  como  nuestra  historia; 
mas  antiguo  que  el  concordato  celebrado  con  España. 
Allí  está  el  que  prestó  el  célebre  Obispo  Villarroel  en 
1667;  i  tanta  es  su  antigüedad  que  lo  prescribe  una  lei 
del  Ordenamiento.  Ademas,  no  vale  tampoco  la  razón 
que  ha  oido  de  que  el  Sumo  Pontífice  ha  condenado  el 
juramento  civil;  puesto  que  el  señor  Solar  juró  después 
de  espedida  tal  prohibición  que  nadie  conoce  i  que  han 
jurado  varios  Obispos  del  Perú  según  una  fórmula  ver- 
daderamente severa  i  casi  vejatoria.  La  fórmula  pro- 
puesta por  el  señor  Ministro  no  puede  ser  mas  sencilla: 
es  la  que  acepta  todo  funcionario,  es  la  forma  compen- 
diosa de  obligaciones  i  de  derechos  que  no  admiten  dis- 
cusión. 

((El  señor  Arístegui  contestó  a  las  observaciones  ante- 
riores espresando:  que  la  misma  Constitución  reconocía 
la  Relijion  CatóUca  Apostólica  Romana;  i  que  por  con- 
siguiente no  podia  exijirse  de  un  Obispo  que  descono- 
ciera sus  deberes,  aceptando  prescripciones  contrarias  a 
la  Lei  de  Dios  i  a  las  decisiones  de  la  Iglesia,  que  son 
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obligatorias  para  todo  católico.  Si  habia  inconveniente 
para  aceptar  la  agregación  que  indicaba  el  «eñor  Orrego, 
creía  que  el  Consejo  no  lo  tcndria,  para  acojer  alguna 
de  las  dos  fórmulas  que  iba  a  proponer  i  que  dicen  así: 

(íJuro  guardar  la  Constitución  i  las  leyes  en  la  parte 
que  me  corresponda  por  Derecho,  como  Obispo  Cató- 
lico». 

«Juro  desempeñar  el  cargo  Episcopal  conforme  a  la 
Lci  de  Dios  i  de  la  Iglesia  i  guardar  i  hacer  guardar  en 
el  ejercicio  del  Episcopado  la  Constitución  i  las  leyes  de 
la  República)). 

((Los  señores  Santa-María  i  Vial  rechazaron  terminan- 
temente esas  fórmulas,  las  cuales,  lejos  de  esclarecer  las 
relaciones  entre  el  Obispo  i  el  Estado,  tendían  a  crear 
gravísimos  conflictos.  Se  sanciona  una  leí  que  el  Obispo 
rechaza  como  contraria  a  derecho,  como  contraria  a  los 
preceptos  obligatorios  de  la  Iglesia:  el  poder  civil  exije 
su  cumplimiento;  el  Obispo  se  niega  a  ello,  i  de  este  úl- 
timo resultado  tendria  que  apelarse  a  la  Santa  Sede  para 
la  resolución  del  conflicto;  i  por  mas  respeto  que  inspi- 
rase el  Santo  Padre,  no  era  por  cierto  admisible  la  hipó- 
tesis remota  de  someter  a  su  decisión  la  vijencia  de 
nuestras  leyes>  Los  citados  señores  Consejeros  se  esten- 
dieron largamente  en  manifestar  los  inconvenientes  i 
embarazos  que  suscitarían  las  adiciones  propuestas,  ha- 
ciendo notar  que  no  era  concebible  que  se  dictaran  leyes 
contrarías  a  la  Leí  Divina;  que  esa  suposición,  por  absur- 
da, era  inaceptable,  no  siéndolo  menos  la  otra,  porque  se- 
ria sujetar  nuestras  leyes  a  una  sanción  estraña  i  subor- 
dinar las  prescripciones  civiles  a  las  decisiones  canóni- 
cas. 

«El  señor  Blest  Gana  hizo  también  algunas  observa- 
ciones en  este  mismo  sentido;  i  el  señor  Amunátegui 
añadió:  que  en  su  concepto  la  designación  del  juramen- 
to era  una  incumbencia  que  correspondía  al  Consejo  de 
Estado;  porque  era  el  Consejo  el  que  prestaba  su  acuer- 
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do  al  pase  de  las  bulas,  i  al  otorgarlo,  podia  i  debia  ma- 
nifestar las  condiciones  de  su  asentimiento.  Las  bulas 
actuales  no  están  arregladas  ni  a  nuestra  Constitución 
ni  a  nuestras  leyes;  i  por  esto  es  que  el  Consejo,  al  con- 
sentir su  pase,  no  puede  hacerlo  sino  adoptando  garan- 
tías que  son  usuales,  para  que  en  ningún  caso  se  pudie- 
ra creer  que  se  habia  consentido  en  algo  que  tendiera  a 
quebrantar  esa  Constitución  i  aquellas  leyes. 

a:El  señor  Presidente  resumió  la  discusión  manifes- 
tando: que  él  estaba  obligado  a  velar  por  el  cumplimien- 
to de  la  Constitución  i  de  las  leyes,  debiendo  suponer 
que  todos  los  funcionarios  públicos  reconocen  la  obliga- 
ción de  respetarlas.  En  este  concepto,  no  comprendia  la 
resistencia  del  señor  Orrego,  el  cual  no  podia  referirse  a 
las  leyes  vijentes  que  son  obligatorias  a  todos  los  ciuda- 
danos: en  cuanto  a  las  leyes  futuras,  es  claro  que  el  ju- 
ramento no  les  daba  la  fuerza  que  no  tenían.  Si  alguna 
llegaba  a  sancionarse  (lo  que  no  era  de  creer)  contraria 
a  los  deberes  o  a  la  conciencia  del  señor  Obispo,  éste  se 
encontraria  en  idéntica  posición  a  la  de  todo  funcionario, 
procuraria  su  reforma,  baria  lo  posible  para  obtener  su 
derogación;  i  no  consiguiéndolo  tendría  que  optar  por 
alguno  de  los  arbitrios  que  tiene  un  funcionario  cuando 
juzga  inconciliables  sus  convicciones  con  las  leyes  que 
se  encuentra  en  el  caso  de  obedecer.  Por  otra  parte,  la 
admisión  de  las  limitaciones  propuestas  por  el  señor 
Orrego,  estableceria  un  ejemplo  tan  funesto  como  con- 
trario a  la  Constitución  í  a  las  leyes:  t^dos  los  funciona- 
rios públicos  se  creerían  autorizados  para  hacer  distintas 
reservas,  uno  de  sus  creencias,  otro  de  sus  opiniones, 
otro  do  la  idea  que  tenia  de  sus  deberes.  Este  resultado 
mereceria  mui  principalmente  llamar  la  atención  del 
Consejo;  porque  aunque  el  señor  Presidente  juzga  que 
en  la  República  no  habrá  ningún  fimcionario  que  delibe- 
radamente quiera  quebrantar  las  leyes,  sin  embargo, 
autorizándose  reservas  so] nejantes,  deberia  reformarse 
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el  articulo  constitucional  que  prescribe  el  juramento,  de 
lo  que  al  presente  no  se  puede  tratar  rijiendo  la  Consti- 
tución. 

((Por  último,  el  señor  Santa-María  propuso  que  la  fór- 
mula del  juramento  quedara  redactada  en  estos  térmi- 
nos: 

((Juro  guardar  i  hacer  guardar  en  el  ejercicio  del 
Episcopado,  la  Constitución  i  las  leyes  de  la  Repú- 
blicaD. 

((Puesta  a  votación,  fué  aceptada  por  todos  los  votos 
menos  uno. 

((Con  lo  cual  se  levantó  la  sesión  a  las  tres  i  media  de 
la  tarde». 


((Santiago,  mayo  21  de  18G9  (1). — El  Presidente   de 
la  República,  con  fecha  21  del  actual,  ha  decretado  lo  que 


sigue: 


((Visto  el  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  i  teniendo 
presente: 

(d.**  Que  según  la  Constitución  política  de  la  Repú- 
blica, la  soberanía  reside  en  la  Nación,  quien  delega  su 
ejercicio  en  las  autoridades  que  la  Constitución  esta- 
blece. 

2.''  Que  atendiendo  a  las  relaciones  que  median  entro 
la  Iglesia  i  el  Estado,  la  misma  Constitución  encarga  al 
Presidente  de  la  Jiepública  las  atribuciones  del  patrona- 
to, sin  hacerlas'  derivar  ni  do  acuerdos  anteriores  cele- 
bra<l()s  con  la  Santo  Sodo,  ni  do  arreglo:.;  poríorloros  que 
[íiidieran  limitar  (^.s:is  ^atribucioiics,  estableciendo  el  pa- 
honaío  coiii')  un  heclio  roonocido  por  levcí)  anteriores 
i  como  UH  ilcrcclio  iiiliorcn'ic  a  la  Nación. 


(1)  Bncbin  de  lus  I^ycí-,  Libre  XXXVIÍ,  fájii  n  122. 


Digitized  by  VjOOQIC 


ANEXO    NÚM.    2  Aiii 

<i3.''  Que  la  Santa  Sede  no  ha  puesto  jamás  ningún 
embarazo  al  ejercicio  de  ese  derecho,  aceptando  siempre 
las  presentaciones  que  se  lo  han  hecho  para  los  Arzo- 
bispados i  Obispados  vacantes  i  sin  introducirse  en  nin- 
guna ocasión  en  la  provisión  de  las  prebendas  i  dig- 
nidades, cuya  propuesta  corresponde  al  Consejo  de  Es- 
tado. 

((4.*'  Que  aunque  el  Sumo  Pontífice,  al  instituir  Obispo 
de  la  Serena  al  presbítero  don  José  Manuel  Orrego,  ha 
aceptado  claramente  la  presentación  hecha  por  el  Presi- 
dente de  la  Repiibhca,  lo  que  so  confirma  por  la  carta 
autógrafa  dirijida  al  mismo  Presidente,  se  encuentran 
sin  embargo  en  la  bula  de  institución  algunas  cláusulas 
en  que  no  se  reconoce  el  patronato,  en  virtud  del  cual  se 
hizo  esa  presentación. 

((5.*"  Que  al  Presidente  de  la  República,  con  acuerdo 
del  Consejo  de  Estado,  corresponde  retener  u  otorgar 
el  paso  de  las  bulas  i  breves  pontificios;  i  que  rela- 
tivamente a  las  espedidas  a  favor  del  presbítero  don 
José  Manuel  Orrego,  el  Consejo  de  Estado  ha  acor- 
dado retener  las  cláusulas  que  se  espresaráu  a  continua- 
ción. 

((6.''  Que  ha  sido  siempre  una  práctica  invariable  la  do 
que  los  Obispos,  antes  de  su  consagración,  presten  el 
juramento  civil  que  la  Constitución  impone  a  todos  los 
funcionarios  públicos:  juramento  cuya  fórmula  se  ha  de- 
tenninado  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado. 

((7,^  Que  esta  práctica  no  solo  se  funda  en  la  Constitu- 
ción, sino  también  en  las  relaciones  de  la  Iglesia  con  el 
Estado,  en  la  armonía  indispensable  que  ha  existido  i 
existe  entre  ambas  potestades,  i  en  la  jurisdicción  que 
los  Obispos  ejercen,  reconocida  i  protejida  por  las  leyes 
civiles. 

(c8.''  Que  el  Presidente  do  la  República,  con  acuerdo 
del  Consejo  de  Esi-ado,  al  establecer  la  fórmula  del  jura- 
mento, ejerce  un  derecho  correlativo  al  que  la  Consíitii 
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cion  le  confiere  con  el  mismo  acuerdo  sobre  el  pase  o 
retención  de  las  bulas;  i 

((O."*  Que  la  fórmula  acordada  en  sesión  de  17  del  pre- 
sente es  sustancialmente  la  misma  que  se  prescribe  para 
todos  los  funcionarios  públicos; 
((He  acordado  i  decreto: 

«Art.  1.**  Concédese  el  pase  respectivo  a  las  ocho  bu- 
las espedidas  por  Su  Santidad  Pió  IX  con  motivo  del 
nombramiento  de  Obispo  de  la  Serena,  debiendo  rete- 
nerse las  espresadas  bulas  en  las  cláusulas  siguientes, 
sobre  las  cuales  se  harán  las  respetuosas  representacio- 
nes a  la  Santa  Sede: 

((1.^  I  por  cuanto  hemos  reservado  ya  a  nuestra  orden 
i  disposición,  etc. 

<í2.*  Por  las  presentes  reservamos  también  a  Nos  i  a 
esta  Sede  Apostólica  la  facultad  de  hacer  una  nueva 
circunscripción  de  la  Diócesis  de  la  Serena,  etc. 

ofS.''  La  cláusula  por  la  cual  el  Sumo  Pontífice  separa  i 
se  reserva  la  provisión  de  la  dignidad  de  Tesorero,  va- 
cante por  promoción  del  señor  Orrego;  i 

((4.*  La  cláusula  del  juramento  que  dice: 

<x  Procuraré  conservar,  defender,  ensanchar  i  promover 
los  derechos,  honores  i  privilejios  de  la  Santa  Sede,  etc.j), 
debiéndose  entender  que  el  paso  que  se  concede,  es  eii 
cuanto  no  menoscabe,  limite  o  modifique  el  derecho  de 
patronato  i  sus  atribuciones,  que  corresponden  a  la 
Nación,  i  cuyo  ejercicio  compete  al  Presidente  de  la  Re- 
pública. 

«Art.  2.®  De  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado,  se 
declara  que  el  juramento  que  prestará  el  Obispo  elec- 
to de  la  Serena  antes  de  su  consagración  es  el  si- 
guiente: 

«Juro  guardar  i  hacer  guardar  en  el  ejercicio  del 
Episcopado  la  Constitución  i  las  leyes  de  la  Repú- 
blica». 

c Prestado  que  sea  el  indicado  juramento   ante  el  Mi- 
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nistro  de  Estado  en  el  departamento  de  Justicia,  fini- 
to e  Instrucción  Pública,  i  dejándose  constancia  en  el  us- 
pediente,  se  devolverán  orijinales  al  mencionado  Obis- 
po electo  las  ocho  bulas  de  que  se  ha  hecho  rríenni- 
cia. 

(c Comuniqúese   i   publíquesc. — Pérez. — J.   B¡(M   (ia- 
nal). 
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ANEXO  NUMERO  3  (1) 
Discurso  proBimciiiáo  en  sf  slon  áe  7  de  setiembre  de  1875 


ecEl  señor  HüNEEüs. — Me  habia  propuesto  no  hacer  uso 
de  la  palabra  sino  cuando  el  debate  llegara  a  su  término, 
después  de  agotada  la  discusión,  i  con  el  solo  propósito 
de  fundar  el  voto  que  prestare  al  proyecto  de  acuerdo 
formulado  por  el  honorable  señor  Diputado  por  Chillan. 
Notando,  sin  embargo,  que,  ofrecida  dos  veces  la  palabra 
por  el  señor  Presidente,  nadie  la  pedia,  me  encuentro  en 
el  caso  de  anticiparme  a  mi  propósito,  con  tanta  mayor  ra- 
zón cuanto  que  el  terreno  en  que  el  señor  Ministro  de  Ha- 
cienda i  mi  honorable  amigo  el  señor  Ministro  del  Inte- 
rior han  elejido  para  situar  el  presente  debate  me  obliga, 
a  mí  que  no  soi  ni  he  sido  miembro  del  partido  conser- 
vador, a  espresar  de  una  manera  franca,  esplícita  i  cate- 
górica, las  razones  en  que  me  fundo  para  votar  la  pro- 
posición presentada  a  la  Cámara  por  el  honorable  señor 
Rodríguez.  Este  deber  es  tanto  mas  imperioso  cuanto 
que,  profos'.ando  ideas  liberales,  jamás  me  he  afiliado  en 
partidí)  alguno,  i  he  procurado  proceder  siempre  en  mi 
insignificante  carrera  publica  con  toda   independencia, 


(1)  Sesicnee  efctríiordÍDariaa  de  la  Cárar.rade  Diputados  en  lS7í^,  pá- 
][m  40. 
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subordiuando  mi  conducta  solo  a  la  verdad  i  a  la  jus- 
ticia. 

DEsa  manera  do  proceder  no  ha  dejado  de  producirme 
duras  i  difíciles  situaciones.  Así,  cuando  en  abril  de  1864, 
traüindose  en  la  Cámara  de  una  acusación  formulada 
contra  un  Intendente  de  provincia,  me  encontró  en  la 
dolorosa  necesidad  de  sostener  opiniones  contrarias  a  las 
del  dignísimo  e  inolvidable  señor  don  MaTmel  Antonio 
Tocornal,  Ministro  entonces  del  Interior,  a  quien  yo  res- 
petaba como  merecia  serlo  en  su  carácter  de  hombre  pú- 
blico i  a  quien  amaba  como  discípulo,  tuve  que  hacer  un 
grande  esfuerzo  sobre  mí  mismo.  Lo  hice,  sin  embargo, 
i  tengo  la  satisfacción  de  declarar  que,  apesar  de  que  el 
debate  no  careció  de  cierto  grado  de  calor,  el  malogrado 
i  eminente  señor  Tocornal  jamás  disminuyó  las  manifes- 
taciones de  aprecio  que  siempre  me  habia  dispensado. 

«Resuelto  como  estoi  a  ]nantenerme  en  este  debate 
dentro  de  los  límites  de  la  mas  estricta  moderación  i  a 
abstenerme  por  completo  de  toda  alusión  personal  que 
pudiera  herir  la  susceptibilidad  de  los  señores  Ministros, 
entre  los  cuales  hai  algunos  a  quienes  profeso  sincera 
amistad,  espero  que  ellos  imiten  el  noble  ejemplo  del 
señor  Tocornal  i  que  no  encontrarán  en  mis  palabras 
sino  la  manifestación  franca  de  un  hombre  que  dice 
siempre  la  verdad  i  que  puede  por  fortuna  espresar  pú- 
blicamente ante  la  Cámara  i  ante  el  pais  todo  aquello 
que  es'presa  privadamente  i  en  el  seno  de  la  amistad. 

((Antes  de  entrar  a  manifestar  las  razones  quejmo  indu- 
cen a  aceptar  el  proyecto  de  acuerdo  del  honorable  señor 
Rodríguez,  me  creo  en  el  caso  do  emitir  mi  opinión  res- 
pecto de  dos  puntos  importantes  que  se  han  tocado  en 
este  debate,  i  qiie  se  relacionan  con  dos  principios  que 
estimo  como  sumamente  graves. 

((El  primero  se  refiere  a  la  declaración  contenida  en  el 
último  párrafo  de  la  nota  que  el  señor  Intendente  de 
Valparaíso  ha  dirijido  al  señor  ]\Iinistro  de  Guerra  i  Ma- 
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riña,  a  consecuencia  de  la  petición  formulada  en  días  pa- 
sados por  el  honorable  señor  Rodríguez. 

c(El  señor  Intendente  de  Valparaíso,  con  una  franqueza 
i  enerjía  que  me  complazco  en  reconocerle,  después  de 
esponer  en  ese  oficio  los  antecedentes  que  el  honorable 
señor  Diputado  por  Chillan  deseaba  conocer  con  relaciou 
a  la  renuncia  del  oficial  de  Marina  señor  Valderde,  ter- 
mina espresando:  que,  a  su  juicio,  los  funcionarios  pú- 
blicos (habla  de  todos,  en  jeneral)  no  deben  tomar  parte 
en  manifestaciones  poUticas,  si  bien  tienen  el  derecho 
de  desear  que  triunfen  los  candidatos  de  sus  simpatías. 
A  juicio  del  señor  Intendente,  esta  regla  debe  rejir  prin- 
cipalmente respecto  de  los  empleados  del  ejército  i  de  la 
armada. 

(cEl  señor  Ministro  de  Guerra  i  Marina,  contestando  a 
una  pregunta  que  le  dirijia  el  honorable  señor  Rodrí- 
guez, dijo  en  la  primera  sesión  en  que  este  incidente  fué 
tratado  que  aceptaba  por  completo  esa  opinión. 

(cYo  quiero  creer  que  el  honorable  señor  Ministro,  al 
dar  esta  respuesta,  tuvo  el  propósito  de  referirse  única- 
mente a  los  oficiales  del  ejército  i  de  la  armada,  i  de  nin- 
guna manera  a  todos  los  funcionarios  públicos,  cualquie- 
ra que  sea  el  ramo  de  la  administración  en  que  deban 
prestar  sus  servicios. 

«Como  el  señor  Ministro  no  contradice  esta  apreciación 
que  me  permito  hacer  de  sus  palabras,  doi  por  sentado 
que  el  Gobierno  acepta  la  teoría  emitida  por  el  Inten- 
dente de  Valparaíso,  solo  en  lo  relativo  a  los  referidos 
oficiales  del  ejército  i  la  armada.  I  me  felicito  de  ello, 
porque  sería  en  verdad  carioso  que  yo,  empleado  públi- 
co en  el  ramo  de  Instrucción  Universitaria,  i  todos  los 
demás  empleados  públicos  que  tienen  un  asiento  en  esta 
Ccimara,  careciéramos  del  perfecto  derecho  que  nos  asis- 
to para  manifestar  i  sostonor  libremente  iniestras  opi- 
uií^nus  políticas  i  para  trabajar  en  favor  do  los  candida- 
tos que  fueran  de  nuestro  agrado. 
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«Pero,  aun  respecto  de  los  oficiales  del  ejército  i  la  ar- 
mada, yo  no  considero  aceptable  la  opinión  sostenida  por 
el  señor  Ministro  del  ramo.  El  cree  que  el  derecho  que 
•  asisto  a  esos  oficiales  para  tomar  parte  en  cuestiones  po- 
líticas, debe  .subordinarse  a  una  regla,  í  esa  regla  es,  a 
juicio  del  señor  Ministro,  la  prudencia.  Como  compren- 
derá la  Cámara,  esto  de  la  prudencia  es  algo  de  mui  re- 
lativo que  cada  cual  puede  apreciar  a  su  modo,  i  viene  a 
dejar  colocados  a  los  oficiales  del  ejército  i  la  armada  en 
una  situación  verdaderamente  indefinida. 

«Ninguna  disposición  legal  apoya  la  manera  de  ver  del 
señor  Ministro.  Lejos  de  eso;  nuestra  Constitución  dis- 
pone solo  que  la  fuerza  publica  es  esencialmente  obe- 
diente, i  que  ningún  cuerpo  armado  puede  deliberar.  Pe- 
ro es  bien  claro  que  este  precepto  constitucional  se  refie- 
re únicamente  a  los  actos  del  servicio,  i  de  niug-una  ma- 
nera a  aquéllos  que  los  miembros  del  ejército  i  de  la  ar- 
mada puedan  ejecutar  fuera  del  servicio,  obrando  como 
ciudadanos  i  sin  violar  las  reglas  de  subordinación  i  dis- 
ciplina a  que  están  sujetos  como  miembros  de  la  fuerza 
pública. 

«En  consecuencia,  yo  pienso  que  los  oficiales  del  ejér- 
cito i  la  armada  que  gozan  del  derecho  de  sufrajio,  tienen 
también  derecho  para  tomar  parte  en  todas  aquellas  ma- 
nifestaciones i  en  todos  aquellos  actos  que,  sin  importar 
un  abandono  de  sus  deberes  militares  ni  una  infracción 
de  las  leyes  do  subordinación  i  disciplina  a  que  están 
sujetos,  contribuyen  a  preparar  el  ejercicio  de  aquel  de- 
recho, a  fin  de  que  se  practique  de  una  manera  perfecta- 
mente libre  e  ilustrada. 

«En  efecto,  no  veo  en  qué  se  comprometen  esos  prin- 
cipios de  disciplina  i  subordinación,  porque  un  oficial 
pone  su  firma  al  pié  de  una  acta  que  tiene  por  objeto  la 
proclamación  de  un  candidato  para  un  puesto  público 
cualquiera.  Someter  todo  esto  al  principio  de  la  pru- 
dencia, que  ha  sostenido  el  señor  Ministro,  importaria  lo 
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mismo  que  no  'reconocer  en  los  militares  el  derecho  de 
manifestar  sus  simpatías  políticas  sino  cuando  lo  hicie- 
ran en  un  sentido  favorable  o  simpático  a  los  intereses  i 
a  las  afecciones  del  Gobierno,  porque  es  evidente  que 
ningún  Gobierno  cahficaria  de  imprudente  el  acto  de  un 
oficial,  manifestado  en  ese  sentido. 

«En  conclusión  sobre  este  pimto,  declaro  que  no  acepto 
la  teoría  sostenida  por  el  señor  Ministro  de  Guerra  i  Ma-. 
riña  i  por  el  señor  Intendente  de  Valparaíso;  i  paso  a 
ocuparme  del  principio  de  la  intervención,  que  es  el  que 
en  realidad  ha  orijinado  esta  larga  e  interesante  discu- 
sión. 

«Me  anticipo  a  reconocer  que  es  muí  posible  que  la 
manera  como  yo  aprecio  ese  principio  pueda  parecer 
singular  a  muchos  de  los  que  me  escuchan.  En  todo  ca- 
so, mi  opinión,  si  bien  rara,  tendrá  el  mérito  de  la  since- 
ridad. 

«Tratando  de  averiguar  si  un  Gobierno  que  natural- 
mente debe  suponerse  qne  es  siempre  sostenido  por  al- 
gún partido,  cuyas  ideas  representa,  tiene  o  nó  el  dere- 
cho de  intervenir  en  las  elecciones,  yo  no  sostengo  de 
una  manera  absoluta,  como  lo  ha  hecho  mi  honorable 
amigo  el  señor  Balmaceda,  el  principio  do  la  no  inter- 
vercion,  como  tampoco  sostengo  la  proposición  con- 
traria. 

«En  esta  materia,  como  en  todas  las  que  se  relacionan 
con  la  política,  no  es  posible  establecer  reglas  o  axiomas 
absolutos.  Casos  puede  haber  en  que  un  Gobierno  no 
solamente  t^nga  el  derecho  de  intervenir  sino  en  que 
deba  hacerlo,  cuando  en  una  elección  se  juegan  ciertos 
intereses  vitales,  como  sería,  por  ejemplo,  el  de  deter- 
minar la  forma  de  gobierno  que  deba  rejir  en  el  pais. 
Cuando,  por  el  contrario,  la  atmósfera  [está  saturada 
do  conciliaciones;  cuando  un  Gobierno,  organizado  a  la 
sombra  de  ese  principio,  deba  limitarse  a  vijilar  por  la 
observancia  de  la  lei,  sin  que  exista  un  interés  bien  pro- 
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iiunciado  que  hubiera  de  decidirlo  a  emplear  sus  in- 
fluencias (se  entiende  que  hablo  de  las  lejltimas)  en 
uno  u  otro  sentido;  se  concibe  entonces  que  pudiera  ser 
conveniente  la  no  intervención,  la  absoluta  prescinden- 
cia. 

(cl  aun  en  esos  casos  ¡cuan  difícil  sería  no  intervenir 
en  el  sentido  que  lo  entiende  el  honorable  Diputado  por 
Carélmapu!  Recuérdese  sino  lo  que  ocurrió  al  ^Ministerio 
organizado  por  mi  honorable  amigo  [el  señor  Amunáte- 
gui,  en  noviembre  de  18G8.  El  señor  Amunátegui,  a 
quien  nadie  negará  talento  i  probidad,  se  comprometió 
aquí,  en  presencia  de  la  Cámara,  a  no  intervenir  en  las 
elecciones. 

«El  señor  Rodríguez  (don  Zorobábel,  intennunpien' 
do). — Así  le  fué. 

((p]l  señor  Fábres. — Con  el  voto  de  censura. 

<íEl  señor  Hüneeüs  ( contirmando ) , — Sin  duda  que  al 
contraer  aquel  solemne  compromiso  el  honorable  señor 
Amunátegui  obraba  con  la  mas  perfecta,  buena  fé.  La 
cuestión  de  saber  si  cumplió  o  nó  aquella  promesa  es  al- 
go que  no  me  corresponde  a  mí  decidir,  pues  ella  fué 
resuelta,  i  do  una  manera'bien  significativa,  por  la  hono- 
rable Cámara  de  Diputados,  en  julio  de  1870. 

«Este  antecedente  debería  servir  de  lección  para  que 
los  gobernantes  no  contrajeran  así  tan  de  lijero  compro- 
misos cuyo  cumplimiento  es,  por  lo  jcneral,  perfectamen- 
te imposible.  Yo  no  vacilo  en  declarar  que,  si  alguna 
vez  fuera  Gobierno — i  de  seguro  que  no  lo  seré,  pues  fá- 
cilmente comprenderán  los  señores  Diputados  queden  es- 
te momento  estoi  quemando  yo  mismo  las  naves  que  ha- 
brían podido  conducirme  a  aquel  proceloso  puerto — ja- 
más contraería  ante  el  país  compromisos  de  esa  natura- 
leza. Lejos  de  eso,  tendría  suficiente  franqueza,  como  la 
tengo  ahora,  para  declarar  que  intervendría  en  las  elec- 
ciones, dentro  do  los  límites,  bien  entendido,  que  yo 
asigno  a  esa  intervención. 
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((Esos  límites  son:  por  una  parte,  la  lei,  que  jamás  es 
lícito  violar:  el  gobernante  debo  siempre  respetarla  de 
una  manera  severa  i  esciiupulosa;  i,  por  la  otra,  la  decen- 
cia, el  decoro  que  debe  rejir  todos  los  actos  de  un  hom- 
bre serio  i  honrado. 

(d  establezco  esta  segunda  limitación,  porque  la  pri- 
mera sería  por  sí  sola  de  todo  punto  insuficiente.  En 
efecto,  hai  casos  en  que  un  gobernante,  manteniéndose 
dentro  de  los  límites  estrictos  que  traza  la  lei,  violaría, 
sin  embargo,  las  mas  triviales  nociones  de  la  decencia. 
Así,  en  Chile  puede  im  Gobierno  destituir  a  su  voluntad 
a  los  empleados  de  los  Ministerios.  Un  acto  de  esa  es- 
j^ecie  sería  correcto  i  constitucional;  pero  sería  perfecta- 
mente indecoroso,  si  la  destitución  del  empleado  no  tu- 
viera otra  causa  que  su  falta  de  adhesión  a  los  principios 
políticos  de  los  gobernantes. 

((Por  esto  es  que  la  fórmula  que  siempre  he  profesado 
i  (jue  profeso  en  materia  de  intervención,  es  que  ella  es 
lícita  dentro  de  los  límites  que  trazan  la  lei  i  el  decoro. 
Para  mí  no  es  indebido  todo  aquello  que  no  viola  uno  u 
otro  principio.  Así  es  que  no  acepto  que  un  individuo, 
por  el  hecho  de  ser  gobernante,  carezca  del  derecho  de 
poder  manifestar  libremente  sus  opiniones  como  todo  in- 
dividuo. Pretender  esto  de  los  que  gobiernan,  como  lo 
pretende  mi  honorable  amigo  señor  Balmaceda,  es  tratar 
de  conseguir  algo  que  será  imposible  mientras  los  go- 
bernantes no  dejen  de  ser  hombres  i  se  conviertan  en 
alíjeles. 

((I  como  no  creo  que  esta  conversión  haj^a  de  verifi- 
carse en  las  personas  de  los  honorables  Ministros  del 
despacho,  aun  haciéndoles  la  justicia  de  pensar  que  sus 
declaraciones  a  propósito  de  la  no  intervención  sean  tan 
sinceras  como  lo  fueron  en  18G8  las  del  honorable  señor 
Amunátegui;  estoi  íntimamente  persuadido  de  (jue  las 
de  hoi  no  correrán  mejor  suerte  que  las  de  entonces,  i 
que  habrá  en  las  2)róximas  elecciones  intervención  ofi- 
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cial,  a  pesar  i  aun  en  contra  de  ia  voluntad  de  los  seño- 
res Ministros. 

(cNo  se  debe  prometer  aquello  que  no  se  puede  cum- 
plir; i  para  mí  habría  sido  mas  decoroso  que  el  Ministe- 
rio actual  hubiera  guardado  completo  silencio  acerca  do 
esta  materia,  o  que  en  caso  de  decir  algo  al  pais  hubiera 
espresado  con  sinceridad  su  manera  de  entender  el  prin- 
cipio de  la  intervención  í  nos  hubiera  dicho  dentro  de 
qué  límites  cree  lícito  ejercerla. 

((Todo  lo  demás  es  colocarse  a  sabiendas  en  una  si- 
tuación difícil,  i  yo  desdo  ahora  emplazo  al  pais  para 
que  el  30  de  agosto  del  año  venidero,  una  vez  termina- 
das las  próximas  elecciones,  juzgue  si  habrá  o  nó  habido 
en  ellas  intervención  oficial. 

((No  desconozco  que  el  segundo  de  los  límites  que  yo 
pongo  a  esa  intervención  i  que  consiste  en  la  decencia  i 
el  decoro,  puede  reputarse  como  vago  e  incierto.  Eso 
dependerá  de  la  manera  como  cada  cual  entienda  lo  que 
es  verdaderamente  decente  i  decoroso.  Yo,  por  mi  parte, 
no  me  sentiría  jamás  embarazado  para  sujetarme  a  esa 
regla  de  conducta,  con  la  seguridad  perfecta  de  conten- 
tar aun  a  las  mas  escrupulosos. 

((Esplicada  así,  aunque  pudiera  ser  para  algunos  de 
im  modo  poco  satisfactorio,  mi  manera  de  ver  en  cuanto 
a  la  intervención  que  es  lícito  a  im  Gobierno  ejercer 
en  ¡las  elecciones,  paso  ya  a  ocuparme  del  fondo  mismo 
de  la  cuestión  que  se  debate,  o  sea  a  fundar  mi  voto  en 
el  proyecto  de  acuerdo  presentado  a  la  Cámara  por  el  ho- 
norable señor  Rodríguez. 

(cEn  la  sesión  del  sábado  último,  el  honorable  señor 
Ministro  de  Hacienda,  ^'cuyas  palabras  tomo  de  su  dis- 
curso publicado  en  ((La  República»,  dijo  lo  siguiente: 

((Tratando  esta  materia,  considero  oportuno  rectificar 
ccuna  teoría  sostenida  por  el  señor  Diputado  por  Cauqu(';- 
((nes.  Ha  dicho  Su  Señoría  que  el  Presidente  de  la  Repú- 
((blica  puede  en  ciertos  casos  cambiar  de  principios  polí-^ 
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t(  ticos,  poro  que  los  Ministros  deben  renunciar  cuando 
<(  sobrevienen  esos  cambios.  A  mi  juicio,  señor  Presidente, 
í(i  dada  la  organización  de  nuestros  partidos  políticos,  el 
<(jefe  del  Estado  no  puede  sostener  hoi  una  política  opues- 
<(ta  a  la  que  mantenia  ayer». 

((Esto  dijo  el  mui  honorable  Ministro  de  Hacienda,  i, 
al  decirlo,  espresó  una  enormidad,  algo  que  importa  una 
verdadera  herejía  constitucional,  como  luego  tendré  el 
honor  de  manifestarlo  a  la  honorable  Cámara. 

ccl  al  colocar  el  debate  en  este  nuevo  terreno,  lo  haré 
con  la  independencia  con  que  siempre  me  ha  visto  la 
Cámara  sostener  mis  opiniones.  Ella  debe  recordar  que 
si  en  algunos  actos  he  tenido  el  placer  de  apoyar  al  Mi- 
nisterio, ya  con  mi  voto,  ya  con  mi  palabra,  en  no  pocos 
^  he  combatido  las  opiniones  por  él  sostenidas.  Tal  suce- 
dió en  la  importante  cuestión  de  la  enseñanza,  resuelta 
en  noviembre  liltimo  por  mi  honorable  amigo  el  Minis- 
tro de  Instrucción  Publica  de  una  manera  bien  poco  sa- 
tisfactoria i  contraria  a  aquello  que,  atendidos  ciertos 
antecedentes,  tenia  yo  derecho  a  esperar.  Con  esa  mis- 
ma independencia,  i  sin  otro  propósito  que  el  decir  a 
los  señores  Ministros  la  verdad  desnuda  oual  yo  la 
comprendo,  voi  a  ocuparme  de  la  cuestión  constitucio- 
nal a  que  se  refieren  las  palabras  del  señor  Ministro 
de  ^Hacienda,  que  me  he  permitido  ¡recordar  a  la  Cá- 
mara. 

((Pero,  antes  de  hacerlo,  séame  lícito  dar  lectura  a  cier-  , 
tos  párrafos  de  un  editorial  notable  que  ((La  Repúblicas 
del  11  de  abril  último,  publicó  en  sus  columnas.  Ese  edi- 
torial, que  salió  a  luz  seis  o  siete  dias  después  de  la  en- 
trada de  mi  honorable  amigo  el  señor  Cood  al  Ministerio 
de  Relaciones  Esteriores,  i  cuyo  autor,  a  juicio  de  la 
prensa  i  de  la  opinión  pública,  fué  el  honorable  señor 
Altamirano,  dice,  entre  otras  cosas,  lo  que  sigue: 

<(E1  señor  Altamirano  es  el  jefe  del  Gabinete  (el  jefe, 
«nótelo  bien  la  Cámara)  i  depositario  de  la  ilimitada  con- 
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((fianza  de  S.  E.,  de  sus  colegas  i  de  sus  amigos  políticos 
((i  sabrá  ser  hasta  el  fin  digno  del  puesto  que  ocupa». 

<rDe  paso,  i  antes  de  continuar,  me  permitiré  observar 
que  jamás  he  puesto  en  duda  que  mi  honorable  amigo  el 
señor  Altamirano  haya  sido  digno  del  puesto  que  ocupa. 
El  ha  revelado  talento,  ilustración,  actividad  i  una  no- 
ble franqueza  para  manifestar  opiniones  bien  avan- 
zadas, que  ningún  Ministro  antes  que  él  habia  sostenido. 
Todo  esto  el  pais  se  lo  tomará  mui  en  cuenta  i  la  histo- 
ria sabrá  hacerle  la  justicia  que  por  todo  ello  le  es 
debida. 

«El  señor  Altamirano  (el  editorial  de  ((La  Repúblicas 
quiero  decir)  anadia  las  palabras  siguientes: 

«Es  efectivo  que  la  política  del  señor  Altamirano  ha 
«sido  siempre  la  política  presidencial.  Seguirá  siéndolo 
«mientras  esté  en  el  Ministerio-  Lo  mismo  ha  sucedido 
acón  todos  sus  colegas  antiguos  i  lo  mismo  sucederá  con  sus 
dcolegas  nuevosy). 

«Esto,  como  lo  comprenderá  la  Cámara,  importa  una 
declaración  en  estremo  grave.  El  señor  Altamirano  se 
declaraba  partidario  do  la  política  presidencial  i  declara- 
ba que  partidarios  de  la  misma  política  habían  sido  sus 
colegas  antiguos  i  que  lo  serian  los  nuevos.  Xo  se  hablaba 
allí  de  política  liberal  ni  de  política  conservadora.  I  lo 
mas  curioso  es  que  se  afirmaba  un  concepto  verdadera- 
mente inaceptable  para  los  nuevos  ]\Iin¡stros  que  acaba- 
ban de  ingresar  al  Gabinete  i  para  todos  aquéllos  que  en 
adelante  pudieran  entrar  a  completarlo,  a  lo  menos 
mientras  mi  honorable  amigo  el  señor  Altamirano  con- 
servase el  carácter  de  jefe  del  Gabinete  i  de  primer  Mi- 
nistro, que,  descubriendo  una  denominación  (|ue  la  Carta 
Fundamental  en  ninguna  parte  consigna,  se  atribuyó  en 
aquel  famoso  artículo  que  tan  graves  consecuencias  pro- 
dujo. 

«El  señor  Altamirano  (Ministro  del  Interior^ — ¿Me 
permite  el  señor  Diputado? 
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(íEl  señor  Hüneeus. — Con  el  mayor  gusto,  señor  Mi- 
nistro. 

((El  señor  Altamikano  (Ministro  del  Interior). — Sin 
declarar  que  el  artículo  escrito  on  ((La  República^)  haya 
sido  redactado  por  el  Ministro,  suplicaria  al  señor  Dipu- 
tado leyese  algunos  párrafos  posteriores  en  que  esplica 
la  manera  cómo  entiende  la  política  presidencial. 

((El  señor  IIuneeüs  (continuando), — Iba  precisamente 
a  continuar  dando  lectura  a  los  párrafos  a  que  alude  mi 
honorable  amigo.  Pero,  como  61  parece  poner  en  duda 
que  sea  realmente  suyo  i  obra  de  su  diestra  pluma  el 
editorial  de  que  me  estoi  ocupando,  me  detengo  para  de- 
clarar que  si  es  verdad  que  esa  pieza  no  ha  sido  escrita 
por  el  señor  Altamirano,  estoi  dispuesto  a  doblar  el  pe- 
riíidico,  a  dejar  la  palabra  i  aun  a  votar  en  contra  de  la 
proposición  de  censura  que  se  discute 

((Como  mi  honorable  amigo  el  señor  Altamirano  nada 
dice,  tomo  su  silencio  como  una  manifestación  inequívo- 
ca de  que  es  obra  suj^a  el  editorial  a  que  estoi  aludien- 
do; i  tenga  presente  la  Cámara  que,  al  partir  de  ese  an- 
tecedente, no  he  tomado  como  base  revelaciones  pri  viadas 
do  ningún  jéncro,  pues  así  como  estoi  manteniéndome 
dentro  de  los  límites  de  la  mas  perfecta  calma  i  modera- 
ción, cj[uiero  también  guardar  completa  reserva  acerca  de 
aquello  que  no  tengo  el  derecho  de  revelar,  pues  no 
quiero  tampoco  incurrir  ni  remotamente  en  la  nota  de 
indiscreto. 

((Los  antecedentes  que  me  han  servido  de  punto  de 
partida  para  afirmar  cpie  aquel  editorial  fué  escrito  por  el 
mismo  señor  Altamirano,  son  para  todos  bien  conocidos. 
En  primer  lugar,  la  opinión  pública  así  lo  divulgó  al  dia 
siguiente  de  darse  a  luz  aquella  pieza.  En  segundo  lu- 
gar, i  esto  constituye  plena  prueba  del  hecho,  la  prensa 
mas  caracterizada  de  la  capital  lo  atribuyó  al  señor  Al- 
tamirano, de  una  manera  clara  i  categórica  sin  que  ese 
cniícepío  fi:era  por  v\  desmentido  de    ninguna    manera. 
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Luego,  quedó  perfectamente  establecido,  i  así  lo  conside- 
raron la  opinión  i  la  prensa,  que'aquel  artículo  liabia  sido 
escrito  por  el  señor  Allamirano;  i  si  yo  lo  he  traído  al 
debate  es  porque  en  él  se  consignan  declaraciones  de 
una  importancia  estraordinaria,  i  porque  siempre  he  crei- 
do  que  es  la  prensa,  i  sobre  todo  la  prensa  ilustrada,  una 
de  las  fuentes  mas  puras  en  que  los  representantes  de^ 
pueblo  deben  ir  a  buscar  inspiraciones  para  formarse 
juicio  exacto  acerca  de  los  negocios  públicos  i  acerca  de 
la  manera  como  deben  tratarlos. 

«Pidiendo  a  la  Cámara  perdón  por  esta  pequeña  di- 
gresión en  que  me  he  visto  forzado  a  entrar  a  conse- 
cencia  de  la  interrupción  de  mi  honorable  amigo  el  señor 
Altamirano,  i  previniéndole  que  no  tengo  embarazo  para 
admitir  cuantas  quiera  hacerme  a  fin  de  mantener  este 
debate  en  un  terreno  verdaderamente  elevado,  continúo 
dando  lectura  a  los  párrafos  a  que  alude  el  señor  Mi- 
nistro: 

ccNo  divisamos,  agrega  éste,  cómo  pudiera  existir  un 
<iMin¡8tro  o  un  Ministerio  que  no  tuviera  la  confianza 
ce  del  Presidente.» 

(JcYo  me  permito  pensar  de  distinta  manera.  Asignan- 
do al  Presidente  de  la  República  el  rol  que  constitucio- 
nalmente  le  corresponde,  sostengo  que  hai  i  que  debe 
haber  casos  en  que  el  I^Iinisterio  esté  llamado  a  repre- 
sentar, no  la  política  presidencial,  sino  aquella  que  cuen- 
te con  el  apo3^o  de  la  mayoría  de  las  Cámaras,  cuando 
esa  mayoría  refleja  verdaderamente  el  voto  de  la  mayo- 
ría ilustrada  de  la  opinión  pública. 

«Cuando  la  política  del  Presidente,  continúa  el  edito- 
«rial,  no  agrade  al  Ministro,  éste  se  retira.  No  hai  otro 
«camino.  Puede  haber  el  caso  de  que  un  partido,  dueño 
«del  Congreso  imponga  una  política,  un  Ministro  al  Prc- 
«sidente.    Ese  caso  no  ha  Iletrado. » 

«I  yo  agrego  que  ese  caso  no  llegará,  porque  no  me 
lisonjeo  con  la  esperanza  de  que  el  proyecto  de  acuerdo 
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formulado  por  el  honorable  señor  Rodríguez  obtenga  eí 
voto  favorable  de  la  mayoría  de  esta  Cámara.  Conviene 
advertir,  sin  embargo,  que  no  siempre  es  el  voto  de  una 
Cámara  una  base  segura  para  resolver  si  un  Ministerio 
merece  o  nó  la  confianza  del  pais.  Ejemplo  tenemos  en 
nuestra  propia  historia  contemporánea  dé  Ministerios 
que  se  han  sostenido,  no  solo  en  contra  del  voto  de  la 
mayoría,  sino  aun  de  la  casi  unanimidad  de  ambas  Cá- 
maras; i  los  hai  también  de  Ministros  i  de  Ministerios 
que  [se  han  visto  obligados  a  presentar  sus  renuncias 
pocos  dias  después,  mui  pocos  dias  después  de  haber  si- 
do favorecidos  con  el  voto  de  la  mayoría  de  la  Cámara 
de  Diputados. 

«Casos  hai  en  que,  sea  a  consecuencia  de  la  abstención 
de  los  partidos  en  las  elecciones,  sea  por  otras  causas^ 
la  mayoría  de  las  Cámaras  está  en  pugna  con  algo,  con 
algo  de  mui  grave,  que  puede  mas  que  ellas  i  que  debe 
influir  [mas  que  ellas.  Ese  algo  es  la  opinión  pública 
que  todo  Gobierno  debe  estudiar  cuidadosamente  si 
quiere  marchar  con  tino  i  acierto  en  la  dirección  de  los 
negocios  públicos,  i  es  algo  de  que  yo  me  ocupare  mas 
adelante. 

((Si  así  no  fuera,  no  se  concebiría  cómo  el  Ministerio 
organizado  en  julio  de  18C2  por  el  eminente  estadista 
don  Manuel  Antonio  Tocornal,  cuya  pérdida  lamenta  to- 
davía el  pais;  cómo  ese  Ministerio,  repito,  pudo  sostener- 
se hasta  mayo  de  1864,  apesar  de  los  continuos  i  casi 
diarios  votos  de  censura  que  le  fueron  dados  en  esta 
Cámara  i  en  la  de  Senadores. 

((¡Ah!  señores,  el  hecho  se  esphca  si  se  toma  en  cuenta 
que  la  opinión  púbhca  apoyaba  entonces  decididamente 
a  aquel  Gabinete. 

((Pero,  i  con  la  reserva  de  volver  pronto  sobre  este  pun- 
to interesante  de  la  cuestión  i  concretándome  por  el  mo- 
mento a  las  declaraciones  consignadas  en  el  editorial  do 
<<L'd  República»  de  11  de  abril  último,  declaraciones  que. 
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en  el  fondo,  ha  reproducido  el  honorable  Ministro  de  Ha- 
cienda en  su  discurso  del  sábado  último,  yo  afirmo  que 
ollas  son  de  una  gravedad  verdaderamente  estraordina- 
ria,  i  que  su  alcance  no  podia  escapar  a  la  sagaz  "pene- 
tración i  al  espíritu  ihistrado  de  mi  honorable  amigo  el 
señor  Cood,  cuya  salida  del  Ministerio  lamente  tanto 
cuanto  me  habia  felicitado  por  su  entrada  a  la  dirección 
de  los  negocios  públicos. 

((Va  a  ver  la  Cámara  cómo  es  que  el  Ministro  qué  ta- 
les declaraciones  formula,  so  coloca  por  completo  fuera 
del  terreno  constitucional. 

«En  su  art.  '83  dispone  nuestra  Constitución  que  el 
Presidente  de  la  República  no  puede  ser  acusado  sino  en 
el  año  inmediato  a  la  espiración  de  su  período  presiden- 
cial, i  que  esa  acusación  no  puede  fundarse  sino  en  dos 
crímenes,  en  dos  únicamente:  el  de  haber  violado  ahier- 
tameafe  la  Constitución,  i  el  de  haber  comprometido  (jra- 
vemenfe  el  Jionor  o  la  seguridad  de  la  nación. 

((Mas  adelante  agrega  la  Constitución  en  su  art.  92, 
que  los  Ministros  del  despacho  pueden  ser  acusados  por 
la  Cámara  de  Diputados  por  los  dehtos  de  traición,  con- 
cusión, malversación  de  los  fondos  públicos,  soborno, 
infracción  de  la  Constitución  (aquí  no  se  requiere  que 
la  infracción  sea  abierta  o' manifiesta)^  por  atropellamien- 
to  de  las  leyes,  por  haber  dejado  éstas  sin  ejecución  i 
por  haber  comprometido  gravemente  el  honor  o  la  segu- 
ridad de  la  Nación. 

((Basta  comparar  estas  dos  disposiciones  para  com- 
prender en  el  acto,  por  mui  poca  versación  que  se  tenga 
en  materias  de  derecho  público,  que  nuestra  Carta  Fun- 
damental ha  querido  constituir  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica en  una  especie  de  monarca  constitucional,  mien- 
tras dura  el  período  presidencial.  En  realidad  i  durante 
ese  período  ha  hecho  de  ese  funcionario  una  entidad  tan 
sagrada  e  inviolable  como  la  lei  del  rei  en  una  monar- 


quía. 
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«De  aquí  se  infiere  que  la  política  presidencial  no  pue- 
de estar  sujeta  al  juzgamiento  de  la  Cámara,  mientras 
dura  el  período  también  presidencial.  Se  infiere  asimis- 
mo que  los  únicos  miembros  del  Gobierno  superior,  res- 
ponsables i  enjuiciables  ante  la  Cámara,  son  los  Minis- 
tros del  despacho,  en  la  forma  i  por  los  delitos  que  men- 
cionan los  arts.  92  i  siguientes  de  la  Constitución. 

di  nótese  bien  que  los  delitos  que  la  Constitución  enu- 
mera al  tratar  de  los  Ministros,  son  muchísimo  mas  nu- 
merosos que  los  que  menciona  al  tratar  del  Presidente. 
Luego,  si  mientras  dura  el  período  presidencial,  toda  la 
responsabilidad  procedente  de  los  actos  de  la  adminis- 
tración gravita  esclusivamente  sobre  los  Ministros  del 
despacho,  se  infiere  de  aquí  la  consecuencia  de  que  éstos 
deben  tener  una  personalidad  propia,  que  deben  simbo- 
lizar una  política  también  propia  i  que  no  es  conforme  a 
los  principios  constitucionales  la  existencia  de  un  Minis- 
terio que  confiesa  que  no  tiene  otra  política  que  la  polí- 
tica presidencial. 

((¿Cómo  se  podria  pretender  que  se  hiciera  efectiva  la 
responsabilidad  de  un  Ministerio  que  hace  semejante  de- 
claración, sin  que  por  el  mismo  hecho  se  viese  la  Cáma- 
ra obligada  a  discutir  la  persona  i  la  política  del  Presi- 
dente, persona  i  política  que  no  están  sometidas  a  su 
apreciación  i  de  las  cuales  no  puede  ni  debe  ocuparse 
para  cosa  alguna,  mi<5ntras  el  Presidente  desempeña  las 
funciones  de  tal? 

ííTodo  esto  revela  que  la  forma  de  gobierno  de  Chile 
uf>  es  en  realidad  una  República  pura.  Es  una  forma  de 
gobierno  mista,  que  tiene  mucho  de  la  República  i  que 
íione  no  poco  de  la  monarquía  constitucional. 

icPues  bien:  estos  principios  tan  obvios,  que  fluyen 
jjaturalmente  de  la  letra  i  del  espíritu  de  la  Constitución 
<juo  nos  rije,  se  convierten  en  una  vaporosa  ilusión  en 
pn^sencia  de  las  declaraciones  del  señor  Altamirano 
^ijiiiero  decir  del  editorial  de  (íLa  Repiiblica»  del  11  de 
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abril)  reproducidas  recientemente  por  su  colega  el  Mi- 
nistro de  Hacienda.  Así  se  pretende  colocarnos  en  una 
situación  verdaderamente  anormal  i  de  todo  punto  inad- 
misible; porque  si  el  Ministerio  no  representa  otra  polí- 
tica que  la  presidencial,  se  coloca  a  la  Cámara  en  una 
situación  sin  salida  i  en  la  que  no  le  sería  lícito  acusar  a 
un  Ministro  sin  herir  ni  agraviar  de  una  manera  directa 
al  Presidente  de  la  República. 

((Yo  bien  supongo  que  mi  honorable  amigo  el  señor 
Altamirano  dirá  que  61  acepta  de  lleno  toda  la  responsa- 
bilidad procedente  de  esa  política.  Haciendo  justicia  a 
su  hidalguía,  desde  que  yo  mismo  me  anticipo  a  atri- 
buirle ese  concepto,  él  tendrá,  sin  embargo,  que  recono- 
cer que,  declarando  que  la  política  por  él  seguida  es  la 
política  del  Presidente,  no  es  posible  a  un  Diputado  emi- 
tir acerca  de  ella  un  juicio  desfavorable,  sin  traer,  por  el 
mismo  hecho,  a  los  debates  de  esta  Cámara  las  opiniones 
i  hasta  la  persona  misma  del  jefe  del  Estado.  I  si  así  so 
obra,  se  viola  la  Constitución  i  se  hace  recaer  la  respon- 
sabilidad sobre  una  entidad  distinta  de  aquélla  sobre  la 
cual  debe  esclusivamente  pesar. 

((Dentro  de  nuestro  sistema  constitucional  se  concibe 
bien  la  existencia  de  un  Presidente  que,  como  lo  fué  el 
jeneral  Prieto,  pudo  ser  un  militar  distinguido  i  cuj^a 
elevación  al  poder  fuese  ante  todo  una  garantía  eficaz  de 
que  el  (irden  publico  sería  conservado  i  de  c^ue  la  segu- 
ridad esterior  del  pais  sería  bien  guardada.  Mui  posible 
es  que,  al  establecer  el  sistema  de  gobierno  que  he  in- 
dicado, la  Constitución  se  hubiera  dejado  guiar  por  la 
idea,  entonces  dominante  en  todas  las  Repúblicas  Sud- 
Americanas,  de  que  el  Presidente  fuera  siempre  un  mili- 
tar de  superior  graduación,  un  militar  distinguido  en  su 
ramo  i  quizás  poco  versado  en  las. otras  i  mui  diversas 
materias  que  abraza  la  administración  superior  de  un 
pais. 

«Por  esto,  al  lado  de  un  Presidente  como  el  digno  je- 
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neral  Prieto,  se  concibo  la  existencia  de  Ministros  tan  no- 
tables como  lo  fueron  el  distinguido  estadista  don  Joa- 
qnin  Tocornal  i  el  ilustre  ciudadano  don  Diego  Portales. 
En  tales  casos,  el  sistema  constitucional  funciona  de  una 
manera  regular,  i  el  principio  de  la  responsabilidad  mi- 
nisterial es  entonces  una  realidad  bien  cierta  i  bien  posi- 
tiva. 

ocMas,  la  verdad  es  que  liai  todavía  otro  fundamento 
algo  mas  grave  que  la  cuestión  de  principios  i  que  me 
coloca  en  la  dura  necesidad  de  censurar  a  personas  a 
quienes  ciertamente  me  habría  sido  mas  grato  tener 
siempre  que  a¡)laudir. 

«Esa  nueva  razón,  harto  poderosa,  se  relaciona  con 
cierto  orden  de  ideas  que  el  honorable  señor  Balmaceda 
ha  tocado  al  principio  de  su  discurso;  ideas  que  me  ha- 
cen llegar  a  una  conclusión  mui  distinta  de  la  que  el  ha 
fornnilado  en  su  proyecto  de  acuerdo,  al  cual  no  vacilo 
en  declarar  dofáde  luego  que  negaré  mi  voto. 

MiVoi  a  esplicarme. 

(tEl  señor  Presidente. — Me  veo  en  la  necesidad  de 
hacer  presente  al  señor  Diputado  que  ha  llegado  la  hora 
de  levantar  la  sesión. 

í(El  señor  Hüneeus. — Estoi  a  las  órdenes  de  la  Cáma- 
ra, i,  aunque  talvez  sería  breve,  por  no  incomodar  a  la 
Cámara,  quedaré  con  la   palabra  para  la  sesión  próxima 


(1)  L*\  termÍD>icKtn  del  dií-cnrf»^  erriba  publicado,  qne  tum  Inga»*  ea 
Iti  sraion  de  9  de  setiembre  dft  J875,  no  Lieiie  inUres  a'guiii>  bajo  el  puu- 
tí»  de  vifctn  ronpiitacioDal.  Por  efo  hemos  creído  inútil  iDSfrtarla  crtre 
eytrs  acfxos. 


Digitized  by  VjOOQIC 


ANEXO  NUMERO  4 


REGLAS  ADOPTADAS  POR  EL  SERADO, 

en  sesioaes  de  2S  i  30  de  a^sto  de  1850,  para  proceder  en  las 
acnsaciones  que  ante  él  entablare  la  Cámara  de  Dipntadc», 


«Art.  I.*'  Dirijida  que  sea  por  escrito  al  Senado  la  mi- 
nuta de  acusación  firmada  por  la  honorable  Comisión  de 
la  Cámara  de  Diputados  nombrada  al  intento,  debe  esta 
Cámara,  como  punto  previo,  establecer  su  competencia, 
decidiendo  si  los  hechos  de  que  so  acusa  son  de  aquéllos 
que  puede  acusar  la  Cámara  de  Diputados  i  conocer  el 
Senado  según  la  parte  2.^  del  art.  38  de  la  Constitución. 

((Art.  2."*  Decidido  este  punto  afirmativamente,  se  co- 
municará esta  resolución  al  Supremo  Gobierno  para  los 
efectos  convenientes;  i  podrá  ajustarse  el  procedimiento 
a  las  siguientes  reglas,  para  las  cuales  ha  tenido  presente 
esta  comisión  lo  que  disponen  las  leyes  jcncrales  i  espe- 
cialmente la  del  juicio  de  jurados  por  abusos  de  la  liber- 
tad de  imprenta:  el  juicio,  por  (consiguiente,  será  verbal 
i  público,  sin  perjuicio  de  lo  prevenido  en  los  arts.  12  i 
13. 

«Art.  3.  Designados  por  esta  honorable  Cámara  la 
hora  i  dia  en  que  deba  abrirse  el  juicio,   oficiará  por  Se- 
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crefcaría  a  la  Comisión  acusadora,  liacléiidoselo  saber  para 
que  en  dicha  hora  i  dia  pueda  presentarse  al  Senado. 

((Art.  4.''  El  Secreterio  de  esta  Cámara  citara  en  los 
mismos  tórminos  al  acusado. 

dArt.  5.**  El  Secretario  de  esta  Cámara  al  abrirse  el' 
juicio,  leerá  otra  vez  la  minuta  de  acusación  i  hará  rela- 
ción de  la  causa,  según  los  documentos  presentados. 

((Art.  6.**  La  Comisión  acusadora  hará  uso  de  la  pala- 
bra para  fundar  la  acusación. 

(í  Art.  7.^  El  acusado  tomará  la  palabra  en  seguida. 

((Art.  8."*  Se  admite  la  presentación  de  testigos,  docu- 
mentos i  cualquiera  otra  clase  de  prueba  que  ambas 
partes  ofrecieren,  i  se  podrá  conceder  a  una  i  otra  un 
t(^'rmino  prudente  para  rendir  dicha  prueba,  si  ocurriere 
el  caso. 

«Art.  9.**  La  prueba  recaerá  sobre  hechos  i  circunstan- 
cias determinadas,  i  cualquiera  de  las  dos  partes  podrá 
requerir  que  se  especifiquen  por  la  otra  parte  los  hechos 
i  circunstancias  que  ésta  pretendiera  probar,  i  a  falta  de 
esta  determinación  o  si  el  hecho  cuj^a  prueba  se  ofrece 
no  fuero,  a  juicio  de  la  sala,  conducente  al  esclarecimien- 
to de  la  causa,  no  se  admitirá  la  prueba  i  el  juicio  segui- 
rá adelante. 

(tArt.  10.  Cualquiera  de  los  honorables  Senadores  po- 
drá pedir  que  se  comprueben  o  esclarezcan  los  hechos  o 
circunstancias  que  no  le  parecieren  suficientemente  esta- 
blecidos; i  si  la  sala  aceptase  esa  indicación,  señalará  un 
término  prudencial  para  rendir  la  competente  prueba  i 
esclarecimiento. 

((Art.  IL  Todo  término  de  prueba  será  común  a  am- 
bas partes. 

((Art.  12.  Si  se  presentasen  testigos  serán  examina- 
dos a  presencia  do  laK  partes,  quienes  podrán  hacerles, 
]3or  medio  del  Presidonto  de  esta  Cámara,  las  interroga- 
ciones (pie  sean  conducentes  a  la  causa — Cualquiera  de 
los  honorables  Senadores  podrá  hacer  a  los  testigos  las 
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preguntas  que  tuviese  a  bien  para  esclarecer  el  asunto 
o  formar  su  conciencia.  Las  mismas  interrogaciones  po- 
drán dirijirse  a  las  partes. 

((Art.  13.  Después  del  alegato  del  acusado  podrán  re- 
plicar los  honorables  Diputados  acusadores,  i  contestar 
a  éstos  el  acusado. 

<c Art.  1 4.  El  acuerdo  será  secreto. 

«Art.  15.  No  tendrán  voto  los  Senadores  implicados 
según  el  art.  104  del  reglamento  de  esta  Cámara.  Sobre 
cada  uno  de  los  artículos  de  acusación  se  votará  por  se- 
parado i  por  escrutinio,  según  el  art.  103  de  dicho  re- 
glamento. 

ce  Art.  16.  Si  hubiese  empate  de  votos,  formará  reso- 
lución la  opinión  mas  favorable  al  acusado;  bien  enten- 
dido que  esta  opinión  ha  de  ser  uniforme. 

«Art.  17.  En  cada  votación  particular  calificará  la  Cá- 
mara el  hecho  de  que  se  trate  con  arreglo  a  la  citada 
parte  2.*  del  art.  38;  pero  si  el  hecho  hubiese  sido  dis- 
putado, se  votará  previamente  sobre  si  está  o  nó  suficien- 
temente probado. 

«Art.  18.  Declarada  la  culpabilidad  del  acusado  en  uno 
ornas  de  los  artículos  de  acusación,  dictará  el  Senado  la  pe- 
na que  le  parezca  correspondiente  al  delito,  usando  de  la 
discreción  que  le  concede  el  art.  98  de  la  Constitución. 

«A  este  fin  se  someterá  a  la  deliberación  de  la  sala  la 
pena  que  haya  sido  pedida  por  la  Comisión  acusadora, 
i  en  esta  deliberación  se  observará  lo  prevenido  en  el 
reglamento  del  Senado  para  la  discusión   primera  de  un 

proyecto  de  lei. 

«Art.  19.  Si  el  juicio  se  prolongase  por  dos  o  mas  se- 
siones, no  podrán  votar  en  cualquiera  de  ellas  sino  los 
Senadores  que  hubieren  concurrido  a  las  precedentes. 

«Art.  20.  Terminado  el  acuerdo  se  redactará  la  sen- 
tencia, la  cual  contendrá:  I.*"  la  designación  de  las  partes; 
2.**  los  artículos  de  acusación;  3."*  los  hechos  que,  ajui- 
cio del  Sonado,  so  hubieron   suficientemente  probado; 
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4.''  la  calificación  de  estos  hechos;  i  S.""  la  pena.  El  Se- 
nado fundará  su  fallo;  pero  no  podrá  aducirse  otros  fun- 
damentos que  los  aceptados  por  la  mayoría  de  la  sala. 

((Art.  21.  Se  comunicará  la  sentencia  al  Supremo  Go- 
bierno, a  la  honorable  Comisión  acusadora  i  al  acusado. 

((Art.  22.  Las  reglas  precedentes  se  comunicarán  a  la 
Comisión  acusadora  i  al  acusado. 
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REFORMA    GONSTITUCIONAI. 


Cámara  de  Diputados 


Honorable  Cámara  (1): 

aLa  responsabilidad  de  los  funcionarios  públicos  es 
una  de  las  mas  eficaces  garantías  de  buen  gobierno.  To- 
do lo  que  tienda  a  facilitarla  contribuye  a  asegurar  el 
respeto  de  las  leyes  si  han  sido  infrinjidas,  i  la  conside- 
ración debida  a  los  majistrados  que  cumi)len  sus  debe- 
res. Una  sentencia  absolutoria  es,  en  efecto,  el  mejor 
medio  de  satisfacer  las  reclamaciones  de  los  ciudadanos 
que  se  reputan  ofendidos  i  a  quienes  no  se  permite  lle- 
var sus  querellas  ante  los  tribunales. 

c(La  necesidad  de  conservar  su  independencia  a  la  au- 
toridad administrativa  no  es  inconveniente  para  que  los 
funcionarios  que  la  ejercen  respondan  de  sus  abusos  an- 
te la  justicia  ordinaria. 


(1)  Bjletia  de  Scsionea  O/dinariafl  de  la  Cám;;.  a  de  DIputudu¡á«a 
1?76,  pi5j  283. 
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<(EI  castigo  de  los  delincuentes  comunes  osuna  garan- 
tía de  la  vida  i  bienes  de  los  ciudadanos  i  nó  una  ame- 
naza a  su  independencia  o  ima  limitación  de  sus  deberes. 
Este  castigo  se  impone  por  los  tribunales,  sin  permiso 
previo  del  Poder  Ejecutivo.  ¿Porqué  el  mismo  castigo, 
impuesto  a  funcionai'ios  culpables,  liabia  de  ser  una  ame- 
naza a  la  independencia  de  la  autoridad  administrativa? 
No  hai  derechos  superiores  a  los  do  los  ciudadanos;  i  si 
éstos  encuentran  justicia  en  los  tribunales,  ¿porqué  no 
la  hallarian  los  funcionarios? 

«La  independencia  de  los  funcionarios  administrativos 
es  un  elemento  de  buen  o:obierno  cuando  se  la  mantiene 
dentro  de  sus  límites,  i  mientras  no  se  la  lleva  hasta  ga- 
rantir la  impunidad  de  los  abusos  que  ofenden  los  dere- 
chos individuales.  El  respeto  do  estos  derechos  os  el 
objeto  esencial  del  Gobierno. 

((En  nuestras  instituciones,  estos  principios  están  reco- 
nocidos con  relación  a  la  mayor  parte  de  los  funciona- 
rios administrativos,  i  solo  respecto  de  algunos  la  Cons- 
titución ha  establecido  una  excepción  que,  a  nuestro 
juicio,  no  se  apoya  en  fundamentos  atendibles. 

((Si  en  una  época  de  ajitacion  i  trastornos,  al  salir  do 
frecuentes  conmociones  que  habían  debilitado  los  resor- 
tes del  Gobierno,  pudo  o  nó  ser  conveniente  dar  a  los 
funcionarios  administrativos  cierta  irresponsabilidad, 
eximirlos  del  derecho  común  i  alejarles  el  saludable  co- 
rrectivo do  rendir  cuenta  de  sus  actos  ante  la  justicia 
ordinaria,  es  una  investigación  en  que  no  entraremos  í 
(jue  ahora  solo  tiene  un  valor  histórico.  Para  derogar 
estas  excepciones  no  necesitamos  conocer  lo  que  conve- 
nia en  mil  ochocientos  treinta  i  tres,  sino  lo  que  convie- 
ne en  mil  ochocientos  setenta  i  seis.  Dejando  a  los  lejis- 
ladorcs  do  mil  ochocientos  treinta  i  tros  la  responsabilidad 
del  pasado,  los  lejisladoros  actuales  tienen  la  responsabi- 
lidad del  presente. 

ah'ds  Constituciones  anteriores  a  la  do  1833  no  conto- 
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nian  la  exención  que  nos  ocupa,  i  los  funcionarios  admi- 
nistrativos se  encontraban  en  las  mismas  condiciones 
que  los  demás  ciudadanos.  En  los  paises  libres,  como 
Inglaterra  i  Estados  Unidos,  los  funcionarios  no  gozan 
tampoco  de  esta  prerogativa.  Para  hallar  disposición 
análoga  a  la  nuestra,  menester  es  ocurrir  a  Francia, 
pais  que  no  puede  servirnos  de  modelo  en  materia  de  li- 
bertad política.  El  artículo  setenta  i  cinco  de  la  Consti- 
tución del  año  VIII  dictada  por  Napoleón  I,  contenia 
este  principio;  i,  a  la  caida  del  segundo  imperio,  uno  de 
los  primeros  actos  del  Gobierno  fue  abolirlo. 

dSe  teme  que  la  supresión  do  esto  fuero  envuelva  a  los 
funcionarios  administrativos  en  muchos  procesos,  que  los 
distraigan  de  cumplir  sus  deberes. 

((No  he  observado,  dice  un  eminente  publicista  con- 
temporáneo, que  en  Estados  Unidos  se  intenten  muchos 
procesos  políticos,  i  me  lo  esplico  sin  dificultad.  Un  pro- 
ceso, cualquiera  que  sea.  su  naturaleza,  es  siempre  una 
empresa  difícil  i  costosa.  Es  fácil  acusar  a  un  hombre 
público  en  los  diarios;  pero,  sin  graves  motivos,  no  nos 
decidimos  a  citarlo  ante  la  justicia.  Para  perseguir  judi- 
cialmente a  un  funcionario  es  preciso  tener  un  justo  mo- 
tivo de  queja,  i  los  funcionarios  no  suministran  semejan- 
te motivo  cuando  temen  ser  perseguidos.  I  esto  no 
depende  de  la  forma  republicana  que  han  adoptado  los 
americanos,  porque  la  misma  esperiencia  puede  hricerse 
todos  los  dias  en  Inglaterra». 

((La  esperiencia  de  Estados  Unidos  e  Inglaterra  se  re- 
pite entre  nosotros.  Los  subdelegados  e  inspectores  no 
gozan  do  esto  fuero:  su  contacto  con  los  ciudadanos  es  mus 
inmediato  (pie  el  de  los  Intendentes  i  Gobernadores:  las 
funciones  que  hasta  el  1.''  de  marzo  han  ejercido  eran 
administrativas  i  judiciales,  i  las  de  aquellos  funciona- 
rios son  solo  administrativas:  las  querellas  contra  los 
subdelegados  e  inspectores  se  inician  auto  el  juez  de  le- 
tras; las  contra  Intendentes  i  Gobernadores  deberían  in- 
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terponerse  ante  la  Corte  de  Apelaciones,  según  el  art. 
57  de  la  leí  respectiva:  los  subdelegados  e  inspectores 
son  mui  numerosos,  exceden  de  dos  mil  en  la  República 
(solo  subdelegados  hai  G65;)  los  Intendentes  i  Goberna- 
dores son  setenta  i  siete.  I  si  en  estas  condiciones  son 
i-aras  las  causas  contra  subdelegados  e  inspectores,  a 
pesar  de  las  relativas  facilidades  para  iniciarlas  i  perse- 
guirlas i  del  campo  mas  fecundo  que  estos  funcionarios 
ofrecen,  no  puede  abrigarse  un  temor  fundado  de  que 
una  multitud  de  procesos  asediara  a  los  Intendentes  i 
Gobernadores,  si  se  les  somete  al  derecho  común. 

ícPara  computar  el  número  de  causas  contra  estos  fun- 
cionarios inferiores,  tomaremos  el  ejemplo  mas  próximo, 
De  los  juzgados  del  crimen  de  Santiago  dependen  648 
subdelegados,»  inspectores,  jueces  de  subdelegacion  i  de 
<listrito,  i  las  querellas  que  contra  ellos  se  tramitan  son 
solo  ocho.  En  vista  de  esta  proporción  no  es  de  temer 
íjue  la  abohcion  [del  fuero  traiga  muchos  procesos  a  los 
Intendentes  i  Gobernadores. 

d Inglaterra  i  Estados  Unidos,  como  observa  el  mismo 
publicista  que  hemos  recordado,  no  han  creido  que  ase- 

,  guraban  su  independencia  permitiendo  solo  la  acusación 
de  los  principales  ajentes  del  poder.  Por  pequeños  pro- 
cesos puestos  diariamente  al  alcance  de  los  ciudadanos 

'  se  garantiza  mas  la  libertad  que  por  grandes  procedi- 
mientos a  los  cuales  rara  vez  o  jamás  se  ocurre.  Cuan- 
do era  mui  difícil,  como  en  la  edad  media,  alcanzar  a  los 
criminales,  se  inflijian  crueles  suplicios  a  los  desgracia- 
dos que  llegaban  a  caer  en  manos  de  los  jueces,  i  esto 
no  disminuia  el  número  de  los  culpables.  Después  se  ha 
descubierto  que  haciendo  a  la  justicia  mas  segura  i  mas 
dulce,  se  la  hace  al  mismo  tiempo  mas  eficaz.  Los  in- 
gleses i  americanos  tratan  la  arbitrariedad  como  el  ro- 
bo: facilitan  la  persecución  i  moderan  la  pena.  ((Hacien- 
do a  todos  los  funcionarios  responsables  ante  los  tribu- 
nales, no  se  debilitan   los   resortes  del  Gobierno;  por  el 
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contrario,  so  aumenta  así  el  respeto  que  se  debe  a  los 
gobernantes,  porque  tienen  mucho  mas  cuidado  de  no 
dar  motivo  de  censura». 

((La  abolición  del  fuero  es  una  consecuencia  natural 
de  la  separación  de  los  poderes  Ejecutivo  i  Judicial.  El 
permiso  previo  para  acusar,  cuando  se  le  concede,  es 
casi  una  condenación  anticipada,  que  ofende  la  justicia 
en  perjuicio  del  funcionario,  porque  no  han  precedido 
las  Informalidades  salvadoras  de  un  juicio.  La  negativa 
del  permiso,  si  hai  culpa,  es  un  acto  de  complicidad;  i  si 
no  la  hai,  es  una  defensa  innecesaria,  porque  igual  pro- 
tección se  habria  encontrado  en  los  tribunales.  Bajo 
cualquier  aspecto  que  se  mire,  la  intervención  del  Poder 
Ejecutivo  en  estos  asuntos  produce  efectos  nulos  o  in- 
justos, i  debe  suprimirse. 

((Amenudo  he  tratado  (Tocqueville,  de  la  Democrati- 
que  en  Amérique)  de  hacer  comprender  a  los  ingleses  i 
americanos  el  sentido  del  art.  75  de  la  Constitución  del 
año  VIII  (equivalente  al  inciso  6:°,  art.  104  de  la  nues- 
tra) i  siempre  me  ha  sido  mui  difícil  conseguirlo». 

(íLo  que  observaban  primero  es  que,  siendo  el  Consejo 
de  Estado  un  gran  ^tribunal  residente  en  el  centro  del 
pais,  habia  una  especie  de  tiranía  en  enviar  ante  él  a  to- 
dos los  querellantes.  Pero  cuando  trataba  de  hacerles 
comprender  que  el  Consejo  de  Estado  no  era  un  cuerpo 
judicial,  en  el  sentido  ordinario  de  la  palabra,  sino  uu 
cuerpo  administrativo  cuyos  miembros  dependian  d(jl 
Rei,  de  modo  que  el  Rei,  después  de  haber  ordenado  so- 
beranamente a  uno  de  sus  servidores,  llamado  Prefecto, 
cometer  una  iniquidad,  podia  ordenar  soberanamente  a 
otro  de  sus  servidores,  llamado^Consejero  de  Estado,  im- 
pedir que  se  hiciese  castigar  al  primero;  cuando  les  ma- 
•  nifestaba  al  ciudadano,  herido  por  la  orden  del  Príncipe, 
reducido  a  solicitar  del  mismo  Príncipe  la  autorización 
do  tener  justicia,  rehusaban  dar  creídito  a  semejantes 
enoiinidades,  i  me  acusaban  de  falsedad  i  de  ignorancia»^ 
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c(Por  las  consideraciones  sumariamente  espuestas,  te- 
nemos la  honra  de  someter  a  la  Cámara  el  siguiente 


PROYECTO    DE    LEl: 

«Artículo  único. — Es]  necesaria  la  reforma  de  los  artí- 
culos 99,  100,  e  inciso  6.*  del  arí.  lOá  de  la  Constitución 
Política  de  la  República. 

Santiago,  julio  18  de  1876. — Jorje  2.°  Euneeus^  Dipu- 
tado por  Elqui. — Francisco  de  B.  EcheverHa, — Bicardo 
Letelier, — Demetrio  Lastarria.  —  Pedro  Montt —  Manuel 
Francisco  Valenzuda, — Liborío  Sánchez, — José  Manuel 
Balmaceda. — Luis  Marfiniano  Bodríguez, — Ignacio  Palma 
Bivera, — Luis  Urzúa, — Jorge  2,^  Bajas, — Justo  Arteaga 
Alemparte, —  Tomas  Echecerría, — Manuel  Antonio  Matta, 
Diputado  por  Copiapó. —  Carlos  Castellón, — 3í,  Olegario 
Soto, — Pedro  Nolasco  Videla^  Diputado  por  Coquimbo. — 
Manuel  Antonio  Hurtado. — Luis  Jordán. — Manuel  García 
de  la  Huerta, — Evaristo  del  Campo  (1). 


(1)  La  moción  arriba  publicada  fué,  segan  entendemos,  obra  del  señor 
don  Pedro  Montt,  quien  nos  invitó  a  snBcibirla, 
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EL  ESTADO  DE  ASáHBlEi  (1) 


Notas  eamMadaí  eatre  la  Ck>rte  Svprema  i  el  Hlnisterie 
de  la  Gnerra. 

DEPARTAMENTO    DE    GUERRA 


«Corte  Suprema  de  Justicia. — Santiago,  abril  30  de 
1872. — Las  facultades  que  la  Ordenanza  concede  al  Je- 
neral  de  un  ejército  en  paraje  de  asamblea,  han  sido  mas 
de  una  vez  indebidamente  ejercidas  en  detrimento  do  las 
garantías  de  los  ciudadanos  i  de  la  jurisdicción  que  com- 
pete a  los  jueces  ordinarios;  i  es  por  tanto  un  deber  de 
esta  Corte  llamar  hacia  esta  materia  la  ater*  '  u  del  Pre- 
sidente de  la  República. 

«El  artículo  13  del  título  59  de  la  Oi'donanza  faculta 
al  Jeneral  en  Jefe  del  ejército  de  asamblea  para  promul- 
garlos bandos  que  hallare  conducentes  al  mejor  servicio, 
i  agrega  que  estos  bandos  serán  la  lei  preferente  en  los 
casos  que  esplicare,  i  comprenderán  a  todos  los  que  de- 


(1)  í  Araucanos  hura  8802,  'le  25  de  mnyo  do  1872. 

TOMO  II  6<' 
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clare  en  ellos  las  penas  que  impusiere.  Esta  facultad  no 
es,  sin  embargo,  absoluta  e  ilimitada,  i  el  mismo  Código 
demarca  clara  i  evidentemente  la  esfera  en  que  puede 
ejercerle. 

«Según  el  art.  8.°  del  mismo  título,  el  Jeneral  en  Jefe 
tiene  el  mando  absoluto  de  las  armas  en  tropas  i  fortale- 
zas de  la  provincia  de  asamblea;  pero  queda  libre  al  Co- 
mandante Jeneral  el  [ejercicio  de  su  jiírisdiccion  en  lo 
económico  i  gubernativo;  i  los  majistrados,  tribunales  i 
jueces  que  dependan  de  él  para  asuntos  que  no  sean  pu- 
ramente militares,  no  han  de  mudar  de  jurisdicción,  i  so- 
lo en  las  cosas  que  sean  concernientes  al  mando  de  las  ar- 
mas i  servicio  del  ejercito  han  de  obedecer  las  órdenes  que 
les  comunique  el  Jeneral  en  Jefe  nombrado.  Esta  dispo- 
sición contiene  tres  limitaciones  de  las  facultades  del  Je- 
neral en  Jefe:  1.**  no  puede  alterar  el  ejercicio  de  la  ju- 
risdicción del  Comandante  Jeneral  de  Armas  de  la  pro- 
vincia, en  lo  económico  i  gubernativo;  2."  los  majistrados^ 
tribunales  i  jueces,  para  asuntos  que  no  sean  puramente 
militares,  no  han  [de  mudar  tampoco  de  jurisdicción;  i 
3.*  las  órdenes  del  Jeneral  en  Jefe  solo  han  de  ser  obe- 
decidas en  las  cosas  que  conciernan  al  mando  de  las  ar- 
mas i  servicio  del  ejército. 

(clgualmente  espresa  es  la  limitación  de  las  facultades 
del  Jeneral  en  Jefe  que  establece  el  art>  11  del  mismo  tí- 
tulo. ((Inmediatamente — dice  este  artículo — que  el  Jefe 
de  la  provincia  de  asamblea  o  confinante  con  el  pais  en 
que  se  halla  la  guerra,  sepa  ])or  el  aviso  que  reciba  del 
Ministro  de  ésta,  quien  es  Jeneral  en  Jefe  del  ejercito 
nombrado,  en  el  caso  beñalado  de  que  haya  de  tener  el 
universal  mando  de  las  armas,  espedirá  órdenes  circula- 
res a  todas  las  autoridades  sujetas  a  su  jurisdicción,  ha- 
ciéndoles saber  el  nombre,  carácter  i  autoridad  del  Jene- 
ral en  Jefe  nombrado,  con  prevención  de  que  obedezcan 
8US  órdenes  relativas  a  -.a^xuiio^  puramente  militares^). 

^La  naturaleza  i  estension  de  los  bandos  que  el  Jenc- 
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T;^\  en  Jefe  del  ejercito  do  asamblea  puede  publicar  se- 
gún el  art.  13,  queda  claramente  definida  i  limitada  por 
las  prescripciones  de  los  arts.  8.**  i  11.**  que  le  preceden. 
Igual  limitación  se  encuentra  en  los  otros  artículos  de 
la  Ordenanza  en  que  se  hace  referencia  a  esta  facultad. 
<(En  intelijencia — dice  el  art.  7.°  del  título  75 — de  que 
los  bandos  que  el  Jeneral  en  Jefe  del  ejército  en 
campaña  mande  promulgar  han  de  tener  fuerza  de 
lei  i  comprender  su  observancia  a  cuantas  personas  si- 
gan el  ejército,  sin  excepción  de  clase,  estado,  condición 
ni  sexo,  se  atendrá  el  auditor  a  la  literal  ostensión  de 
ellos  para  el  juicio  de  los  reos  contraventores;  para  el  de 
las  demás  causas  a  las  reglas  i  título  de  penas  que  pres- 
cribe esta  Ordenanza,  i  en  lo  que  ella  no  esprese,  a  lo 
que  previenen  las  leyes  jenerales».  Las  personas  que 
no  pertenezcan  al  ejército  con  carácter  militar  o  que  no 
lo  sigan,  no  pueden  en  consecuencia  ser  comprendidas  en 
estos  bandos.  Lo  mismo  está  dispuesto  en  el  art.  11.° 
del  tít.  80.  Bajo  el  epígrafe  «Bando  de  los  Jenerales  en 
campaña»,  dice:  ((Los  trasgresores  están  sujetos  a  las 
penas  que  en  ellos  se  prevengan,  las  cuales  comprenden 
a  todas  las  personas  que  sigan  al  ejército,  sin  excepción 
de  clase,  estado,  condición  ni  sexo». 

((La  intelijencia  de  estos  artículos,  tomados  déla  Orde- 
nanza española,  no  ofreció  duda  bajo  el  réjimen  colonial, 
en  que  imperaba  aquella  Ordenanza.  El  autor  a  quien  el 
art.  34  del  título  77  encarga  consultar  cuidadosa  i  dete- 
nidamente, dice:  que  sin  embargo  de  la  facultad  tan 
amplia  de  los  Jenerales  para  la  promulgación  de  los  ban- 
dos, no  conoce  su  juzgado  sino  de  la  contravención  de 
aquéllos  cu)^o  privativo  conocimiento  so  reserva  i  de  los 
que  hace  publicar  sobre  delitos  que  no  espresa  la  Orde- 
nanza, pues  los  señalados  en  ésta  bajo  alguna  pena,  ha 
do  juzgarlos  siempre  el  Consejo  de  Guerra  ordinario  de 
oficiales  de  cada  cuerpo. 

ocLa  Ordenanza  del  ejército  no  puede  entenderse  sino 
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coii  sujeción  a  los  preceptos  constitucionales,  a  los  cua- 
les debe  ceder  toda  otra  lei;  i  es  totalmente  inconcilia- 
ble con  el  réjimen  de  la  Constitución  la  existencia  de  un 
poder,  sea  transitorio  o  permanente,  que  lejisle,establez- 
,  ca  penas  i  las  aplique  por  sí  mismo. 

((De  las  breves  observaciones  qu<)  preceden  se  deduce 
evidentemente  para  esta  Corte:  1.°  que  los  bandos  de  un 
Jcnural  en  Jefe  en  paraje  de  asamblea  no  pueden  com- 
prender a  los  individuos  que  no  pertenezcan  a  este  ej(5r- 
cito  o  que  no  Id  sigan;  2.*'  que  la  jurisdicción  de  los  jue- 
ces ordinarios  sobre  las  personas  a  quienes  la  Ordenanza 
no  sujeta  al  fuero  de  guerra,  no  puede  ser  altc^rada  ni 
menoscabada  por  dichos  bandos;  i  3.''  que  las  penas  se- 
ñaladas por  la  misma  Ordenanza  para  los  delitos  que 
ella  define,  no  pueden  tampoco  ser  modificadas  en  virtud 
de  esas  disposiciones. 

((Esta  Corte  abriga  la  convicción — tal  es  la  claridad 
en  que  concibe  la  materia — de  que  el  Presidente  de  la 
República  dará  la  misma  intelijencia  a  las  disposiciones 
anteriores  i  a  las  conclusiones  que  de  ella  se  derivan  i 
([ue  quedan  espuestas.  Si  el  Supremo  Gobierno  pensase 
de  la  misma  manera  i  estimase  limitadas  en  igual  senti- 
do las  facultades  del  Jeneral  en  Jefe  de  un  ( jercito  en 
paraje  de  asamblea,  sus  declaraciones  en  esta  conformi- 
dad, trasmitidas  a  los  funcionarios  de  su  dependencia, 
lire(íaverinn  abusos,  por  desgracia  muchas  veces  irrepa- 
rables. X' )  se  trata  de  interpretar  la  Ordenanza,  función 
que  úri i 'amenté  compete  al  Poder  Lejislativo,  sino  de 
prescril>ir  el  cumplimiento  de  las  disposiciones  claras, 
terminantes  i  no  sujetas  a  duda  de  aquel  Cc)digo.  Un  pro- 
cedimiento análogo  se  ha  adoptado  con  notorias  ventajas 
para  la  administración  de  justicia  respecto  a  la  parte  7.* 
del  art.  104  de  la  Constitución.  La  conformidad  entre  el 
juicio  de  esta  Corte  i  el  del  Supremo  Gobierno,  espresada 
en  nota  do  28  de  abril  de  18G4  en  respuesta  a  la  de  5 
del    mismo  mes,  hizo  cesar  los  entorpecimientos   quo 
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ofrecía  la  competencia  en  el  conocimiento  Je  algunas 
causas. 

((El  estado  de  asamblea  presenta  otros  aspectos,  en 
especial  relativamente  a  los  casos  en  que  puede  decla- 
rarse; pero  esta  Corte  se  abstiene  por  ahora  de  conside- 
rarlos, i  se  limita  a  los  que  conciernen  mas  directamente 
a  las  garantías  de  los  ciudadanos  i  a  la  consiguiente  ju- 
risdicción de  los  jueces  ordinarios. 

((Sírvase  US.  poner  lo  que  antecede  en  conocimiento 
del  Presidente  de  la  República,  i  comunicar  a  esta  Cor- 
te la  resolución  que  se  tomare. — Dios  guarde  a  US. — 
Manuel  MonfL  —  José  Miguel  Barriga.  —  /.  Alejo  Valen- 
zuela.  —  Alvaro  Covarrúbtas, — Alejandro  Bctjps, — Al  se- 
ñor ministro  de  la  Guerra». 


((Ministerio  de  la  Guerra. — Santiago,  mayo  4  de  1872. 
— He  dado  cuenta  a  S.  E.  el  Presidente  de  la  República 
de  la  nota  de  V.  E.  de  30  de  abril  último,  relativa  a  las  fa- 
cultades que  la  Ordenanza  concede  al  Jeneral  de  un  ejer- 
cito en  paraje  de  asamblea,  i  de  su  orden  paso  a  contes- 
tarla: 

((Después  de  hacer  diversas  observaciones  sobre  li 
letra  i  el  espíritu  de  los  arts.  8.**,  11  i  13  del  tít.  59,  del 
art.  7.*"  del  tít.  75  i  del  11,  tít.  80,  de  la  Ordenanza  Jene- 
ral del  Ejército,  arriba  V.  E.  alas  siguientes  consecuen- 
cias: aprimera^  que  los  landos  de  un  Jeneral  en  Jeje  en 
paraje  de  asamblea  no  pueden  comprender  a  los  indioiduos 
que  no  pertenezcan  a  este  ejército^  o  que  no  le  sigan;  segun- 
da^ que  la  jurisdicción  de  los  jueces  ordinarios  sobre  las 
personas  a  quiewjs  la  Ord^manza  no  sujeta  al  fuero  de  gue- 
rra^ no  puede  ser  alterada  ni  menoscabada  por  dichos  ban- 
dos;  i   tercera^    que    las  penas    señaladas  por  la  misma 
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Ordenanza  para  los  delitos  que  ella  define^  no  pueden  tam- 
poco ser  modificadas  en  virtud  de  esas  disposiciones^. 

a  De  acuerdo  con  V.  E,  en  las  conclusiones  (pie  literalmen- 
te dejo  copiadas.^  siente  el  Gobieriio  no  poder  mirarlas 
igualmente  como  una  deducción  clara  i  evidente  de  los 
mismos  artículos  de  la  Ordenanza  arriba  citados,  que  es 
la  fuente  do  donde  V.  E.  pretende  deducirlas.  Desde  que 
este  Código  fué  promulgado,  se  ha  entendido  por  todos 
que  las  facultados  de  un  Jeneral  en  Jefe  en  paraje  do 
asamblea  son  absolutas;  qne  en  sus  bandos  puede  impo- 
ner toda  clase  de  penas;  i  que  a  estas  se  encuentran  su- 
jetos todos  los  individuos  a  quienes  dichos  bandos  com- 
prenden. Tal  ha  sido  la  constante  intelijencia,  sanciona- 
da siempre  por  la  práctica,  que  se  ha  dado  a  las  dispo- 
siciones de  la  Ordenanza  por  todos  los  Jenerales  en  Jefe 
i  juzgados  i  tribunales  militares,  por  todos  los  juzgados 
i  tribunales  civiles  i  por  todos  los  gobiernos  que  se  han 
sucedido  desde  1839  hasta  la  ft'cha.  Me  parece  inútil  ci- 
tar los  repetidos  ejemplos  que  comprueban  esta  verdad, 
sin  que. hasta  ahora  se  hubiese  presentado  un  solo  caso 
en  contrario. 

((Semejante  intelijencia,  aun(][ue  chocante  a  nuestro 
sistema  de  gobierno  i  contraria  a  nuestras  instituciones 
fundamentales,  ha  tenido  su  oríjon  i  fundamento  en  los 
preceptos  terminantes,  absolutos  i  jenerales  de  la  Orde- 
nanza. El  art.  13  del  tít.  59,  citado  por  V.  E.  se  hace 
notable  desde  luego,  pues  no  solo  dá  a  los  bandos  del 
Jeneral  en  Jefe  el  carácter  de  lei,  sino  que  los  declara 
la  lei preferente  en  los  casos  que  esplicare.  El  art.  7.^  del 
tít.  75,  citado  también  por  V.  E.,  dispone  que  los  ban- 
dos pronmlgados  por  el  Jeneral  en  Jefe  han  de  tener 
fuerza  de  lei  i  que  el  auditor  se  atenga  a  la  literal 
cstension  d'i  ellos  antes  que  a  ninguna  otra  lei;  en  se- 
guida manda  atender  a  las  roglas  i  penas  de  la  Orde- 
nanza, i,  e]i  ultimo  lugar,  en  lo  quo  ésta  no  espro.se,  a  lo 
que  provienen  las  loyos  jenerales.    Tal   es  el  ilimitado 
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abyclutiíáino  quo  ha  servido  de  fundamento  al  alcance 
que,  en  la  teoría  i  en  la  práctica,  se  había  dado  hasta 
aquí  a  las  facultades  del  Jeneral  en  Jefe  en  paraje  de 
asamblea. 

«Pero,  por  jenerales  i  absolutas  que  sean  las  citadas 
disposiciones,  no  pueden  ser  aceptadas  por  el  Gobieroo 
en  la  latitud  con  que  lo  han  sido  hasta  ahora,  porque, 
como  observa  mui  bien  V.  E.,  (da  Ordenanza  del  ejérci- 
to no  puede  entenderse  sino  con  sujeción  a  los  preceptos 
constitucionales,  a  los  cuales  debe  ceder  toda  otra  ?ei;  i 
es  totalmente  inconciliable  con  el  réjimen  de  la  Consti- 
tución la  existencia  de  nn  poder,  sea  transitorio  o  per- 
manente, que  lejisle,  establezca  penas  i  las  aplique  por 
sí  mismo».  Según  nuestro  Código  Fundamental,  la  facul- 
tad soberana  de  dictar  leves  solo  reside  en  el  Cong^reso, 
i  la  de  aplicarlas  en  los  juzgados  i  tribunales  previamen- 
te establecidos  por  las  leyes.  De  donde  se  'deduce  la 
lójica  i  precisa  consecufencia  de  que  ningún  otro  in- 
dividuo o  autoridad  puede  dictar  disposiciones  que 
tengan  carácter  lejislativo,  i  arrebatar  a  los  ciudada- 
nos a  su  jurisdicción  natural  i  ordinaria  para  someterlos 
a  un  réjimen  excepcional  i  a  jueces  estraños  e  incom- 
petentes. 

«La  aplicación  sencilla  de  tan  obvios  principios,  que 
constituyen  la  base  de  nuestra  organización  política,  ha 
guiado  el  criterio  del  Gobierno  a  aceptar  como  justas  i 
perfectamente  constitucionales  las  tres  conclusiones  a 
que  V.  E.  arriba  en  la  nota  que  contesto  i  que  dejo  li- 
teralmente copiadas  al  principio  de  la  presente.  El  Go- 
bierno se  alhaga  con  la  confianza  de  que  en  lo  sucesivo 
no  ha  de  haber  necesidad  de  declarar  en  estado  de  asam- 
blea a  ningún  punto  de  la  República;  pero  si  por  desgra- 
cia llegase  el  caso  de  hacerlo,  cuidará  de  conmnicar 
oportunamente  a  quienes  corresponda  la  respetable  opi- 
nión de  V.  E.  sobre  las  facultades  del  Jeneral  en  Jefo  en 
paraje  do  asamblea,  que  es  en  todo  conformo  con  la  do 
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S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  a  fiu  de  que  se  ob- 
scrvx'u  los  verdaderos  principios  constitucionales. — Dios 
guarde  a  V.  E.  Aníbal  Pinto. — A  la  Excma.  Corte  Su- 
prema de  Justicia». 


«Corte  Suprema  de  Justicia. — Santiago,  mayo  10  de 
1872. — Ha  recibido  esta  Corte  la  nota  de  4  del  presente, 
en  que  US.  se  sirve  comunicarle  que  el  Supremo  Gobier- 
no juzga  limitadas  las  facultades  del  Jeneral  en  Jefe  de 
un  ejercito  en  paraje  de  asamblea  en  los  tres  capítulos 
espresados  en  la  comunicación  de  30  de  abril  último. 

((Aunque  el  Supremo  Gobierno  no  haya  formado  su 
opinión  por  todos  los  fundamentos  que  obran  en  el  ánimo 
de  esta  Corte,  esta  conformidad  de  jin'cios  evitará  para 
lo  sucesivo  en  gran  parte  conflictos  de  autoridad  i  otros 
males  de  mas  alta  trascendencia.  Carece  por  tanto  de 
objeto  examinar  aquí  de  nuevo  si  las  limitaciones  reco- 
nocidas emanan  únicamente  de  la  Constitución,  como  lo 
juzga  el  Supremo  Gobierno,  o  de  éstas  i  de  las  disposi- 
ciones literales  de  la  Ordenanza  del  ejército,  como  lo 
piensa  esta  Corte.  Es  igualmente  inútil  inquirir  en  esta 
vez  si  todos  los  juzgados  i  tribunales,  tanto  militares  co- 
mo civiles,  han  entendido  siempre  que  el  Jeneral  en  Je- 
fe de  un  ejército  en  paraje  de  asamblea  puede  en  sus 
bandos  imponer  toda  clase  de  penas,  i  que  a  éstas  se  en- 
cuentran sujetos  todos  los  individuos  a  quienes  dichos 
bandos  comprenden.  Si  ha  existido  un  error  mas  o  me- 
nos disculpable  i  mas  o  menos  jeneral  en  la  materia,  es- 
ta Corte  no  ha  incurrido  en  él;  i  US.  encontrará  en  los 
archivos  de  Gobierno  rei)ctidos  testimonios  de  ello. 

((Esta  Corte  se  permite  insinuara  US.  la  conveniencia 
de  (jue  los  antecedentes  (pe  han  servido  para  el  acuerdo 
fiíitnj  su  juiciíi  i  v\  del  Sniínuno   Gobierno,  se  publiquen 
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en  el  periódico  oficial  para  que  surta  los  efectos  debidos. 
— Dios  guarde  a  US. — Manuel  Montt — José  Miguel  Ba- 
rriga.— /.  Alejo  Valenzuela, — Alvaro  Covarrúhias, — Ale- 
jandro Reyes. — Al  señor  Ministro  de  la  Guerra. 

((Santiago,  mayo  13  de  1872. — Publíquese  con  sus  an- 
tecedentes en  el  periódico  oficial. — Anótese. — Pinto)), 
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DISCURSO    PROMDHCIADO 

tn  sesiraefi  ú%  la  Cámara  de  IMputadcs  de  11 1 13  de  agosto  de  187^ 


«El  señor  Huneeus. — Hago  uso  de  la  palabra,  ya  que 
ninguno  de  los  señores  Diputados  la  toma  para  seguir 
impugnando  el  proyecto  de  lei  en  cuya  revisión  me  ha 
cabido  la  honra  de  tomar  parte, 

«Habría  deseado  no  poner  en  ejercicio  el  derecho  que 
me  concede  el  reglamento,  i  no  cumplir  con  el  deber  de 
refutar  las  impugnaciones  hechas  a  aquel  proyecto,  sino 
después  de  haber  escuchado  atentamente  todas  las  que 
contra  él  hayan  de  formularse  en  este  debato.  Así,  no 
tendría  para  qué  abusar  de  la  benevolencia  de  la  honora- 
ble Cámara,  separándome  de  los  principios  establecidos 
por  nuestro  reglamento,  según  el  cual  solo  me  corres- 
ponde hacer  uso  de  la  palabra  por  dos  veces,  puesto  que 
lo  que  se  está  discutiendo  en  particular  es  el  proyecto 
de  lei,  presentado  por  el  Ejecutivo  i  que  consta  de  un 
solo  artículo. 

«En  esta  ocasión,  por  mui  grande  que  sea  mi  anhelo 
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de  ser  breve,  como  procuro  serlo  de  ordinario,  tcndn' 
que  molestar  un  poco  la  atención  de  la  honorable  Cáma- 
ra, ya  que  son  tantos  los  ataques  de  que  ha  sido  blanco 
el  proyecto  que  se  discute.  Sin  embargo,  procuraré  re- 
ducir esas  observaciones  a  fórmulas  jcnerales,  tomando 
en  cuenta  aquéllas  que  realmente  valgan  la  pena  de  una 
respuesta  seria  i  detenida, 

dPero,  antes  de  entrar  en  materia,  séame  permitido 
hacer  algunas  declaraciones  previas,  que  estimo  indis- 
pensables para  apreciar  debidamente  el  jiro  que  ha  to- 
mado la  discusión. 

«No  pienso,  como  algunos  señores  Diputados,  que  la 
resolución  adoptada  en  dias  pasados  por  la  honorable 
Cámara,  al  aceptar  la  indicación  fonnulada  por  mi  hono- 
rable amigo  el  señor  Ministro  de  Justicia,  importe  un 
ataque  al  derecho  de  libre  discusión  que  corresponde  a 
los  Diputados, 

«El  hecho  prueba  lo  contrario.  Se  formulan  toda  es- 
pecie de  observaciones  contra  el  proyecto,  i  algunas, 
séame  permitido  decirlo,  tan  nimias  que  no  merecerían 
respuesta,  sino  las  hicieran  valer  aun  profesores  de  de- 
recho. Con  tal  sistema,  no  hai  codificación  posible,  i  en 
verdad  que  si  el  reglamento  de  sala,  dictado  en  1846, 
hubiera  previsto  el  caso  de  discusión  de  Códigos,  habria 
consignado  reglas  especiales  que  no  imposibilitaran  por 
completo  su  formación  i  aprobación. 

«Es  menester  mirar  cuestiones  de  esta  naturaleza  con 
ánimo  imparcial  i,  sobretodo,  con  espíritu  práctico. 

«¿Se  pretende  acaso  que  un  Código  sea  perfecto? 
¿Cuál  de  los  nuestros  lo  es?  ¿cuál  habria  resistido  a  un 
examen  analítico  como  el  que  se  está  haciendo  dol  que 
ahora  'se  discute?  Ruego  a  mis  honorables  colegas,  no 
pierdan  de  vista  este  aspecto  de  la  cuestión.  Por  mas 
que  se  diga  en  contra,  es  indudable  que  si  queremos  te- 
ner Códigos  i  que  si  no  queremos  cort.ar  por  completo 
las  alas  a  la  jenerosa  aspiración  que  anima  al  Gobierno 
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ccMe  haré  un  honor  en  admitir  aquellas  objeciones  que 
sean  fundadas,  i  ruego  a  los  señores  impugnadores  se  dig- 
nen rectificarme,  si  incurro  en  algún  error  al  esponerlas. 

«Por  cierto  que  no  me  ocuparé  de  todas  las  formula- 
das, pues  hai  algunas  que  se  refutan  por  sí  mismas. 

a  Va  a  verlo  la  honorable  Cámara. 

(íEl  señor  Diputado  por  Rancagua,  que  tan  aficionado 
])arece  a  todo  lo  antiguo,  increpaba  a  los  abogados  jóve- 
nes su  falta  de  respeto  a  los  viejos  mamotretos  o  perga- 
minos, i  suponia  que  la  Comisión,  dominada  por  tan  fa- 
tal espíritu,  habia  incurrido  en  omisiones  tan  indiscul- 
pables que  ni  siquiera  habia  consignado  en  el  título  de 
los  «jueces  árbitrosD  la  conocida  distinción  entre  los  «ar- 
bitros de  derechoD  i  los  arbitradores. 

((I,  sin  embargo,  si  el  señor  Diputado  se  hubiera  dado 
el  trabajo  de  leer  por  completo  el  proyecto  que  con  tanto 
calor  impugna,  habría  tropezado  con  el  art.  174  que  con- 
signa terminante  i  claramente  la  distinción  que  el  hono- 
rable señor  Fábres  echaba  de  menos. 

«El  artículo  citado  dice  así: 

«El  arbitro  puede  ser  nombrado,  o  con  la  calidad  de 
«dar  su  fallo  sujetándose  estrictamente  a  las  leyes,  o  con 
«la  de  darlo  sin  esa  sujeción  i  obedeciendo  a  lo  que  su 
«prudencia  i  la  equidad  le  dictaren.  En  el  primer  caso  to- 
<íma  la  denominación  especial  de  arbitro  de  derecho^  i  en 
«el  segundo,  la  de  arhürador  o  amigable  componedora). 

«La  simple  lectura  del  art.  174  es  la  mejor  respuesta 
<jue  puede  darse  al  carge  que,  tan  gratuita  como  lijera- 
mente,  ha  formulado  el  señor  Fábres  en  contra  de  la  Co- 
misión. 

«Tan  infundado  i  lijero  como  el  anterior  es  el  carga 
que  el  señor  Fábres  hacía  valer  con  relación  al  art.  233, 
que  dice  así: 

«Art.  233.  Si  el  delito  fuera  el  de  piratería  o  si  se  hu- 
«biere  cometido  a  bordo  de  un  buque  nacional  en  alta 
«mar,  a  bordo  de  un  buque  de  guerra  nacional  surto  eu 
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((ugiias  de  otra  potencia,  o  si  se  hubiere  cometido  en  pais 
«estranjero  por  un  ájente  diplomático  o  consular  chileno 
(cen  el  ejercicio  de  sus  funciones  de  tal,  o  jeneralmente  si 
c(el  delito  se  hubiere  cometido  fuera  del  territorio  real 
((del  Estado  i  debiere  ser  castigado  con  arreglo  a  las  le- 
((yes  chilenas,  será  competente  para  conocer  de  él  el 
«tribunal  en  cuyo  territorio  se  encontrare  o  fuere  actual- 
((mente  habido  el  delincuente». 

ocComo  lo  observará  la  Cámara,  el  artículo  dispone  que 
en  los  casos  en  que  se  cometa  fuera  del  territorio  real  del 
Estado  un  delito  que  deba  ser  castigado  con  arreglo  a 
las  leyes  chilenas^  será  competente  para  juzgarlo  el  tribu- 
nal en  cuyo  territorio  se  encontrare  o  fuere  actualmente 
habido  el  delincuente. 

El  señor  Fábres,  que  debe  saber  lo  que  significan  los 
términos  territorio  real  de  un  Estado  i  los  otros  de  que 
el  artículo  se  sirve,  esclamaba:  ¡según  este  artículo  si  el 
delincuente  es  encontrado  en  Francia,  será  juzgado  por 
los  jueces  de  aquella  nación  i  no  por  los  de  Chile! 

«I  yo,  a  mi  vez,  esclamaré  que  me  sorprende,  i  mucho, 
la  sorpresa  del  señor  Fábres. 

(íLa  razón  es  cSbvia. 

(íEl  Código  que  ahora  se  discute  es  parte  del  derecho 
público  interno  de  Chile;  es  el  complemento  de  nuestra 
Constitución  en  lo  referente  al  Poder  Judicial.  Pero  no 
es  parte  del  derecho  internacional^  ni  cosa  parecida.  En 
él  no  se  dictan  leyes  para  otras  naciones,  sino  para  Chi- 
le i  para  los  jueces  de  Chile.  El  caso  que  el  artículo  re- 
suelve es  el  siguiente:  Se  comete  un  crimen  a  bordo  de 
im  buque  de  guerra  chileno,  i  el  delincuente  es  encon- 
trado en  Copiapó,  por  ejemplo;  será  juez  competente  el 
de  Copiapó. 

«El  artículo,  como  todos  los  otros  del  párrafo  que  lo 
comprende,  dicta  las  reglas  que  deben  servir  para  deter- 
minar la  competencia  en  materia  criminal  entre  tribuna- 
les chilenos  de  igual  jerarquía,  mas,  no  entre  tribunales 
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chilenos  i  estranjeros,  como  se  lia  supuesto  por  el  señor 
Fílbi'cs. 

(cLejislainos  para  Chile,  no  para  otras  naciones. 

«Es  menester  no  olvidar  el  carácter  del  Código  espe- 
cial que  discutimos,  a  fin  de  no  incurrir  en  confusiones 
üm  lamentables  como  la  que  acabo  de  indicar.  Si  se  ol- 
vida que  el  proyecto  forma  parte  de  nuestro  derecho  pú- 
blico interno,  no  es  estraño  que  se  le  impugne  con  ob- 
servaciones que  no  tienen  peso  alguno. 

((Así,  el  honorable  señor  Letelier,  séame  permitido 
decírselo,  incurría  también  en  una  grave  equivocación 
al  avanzar  la  idea  de  que  el  proyecto  no  debe  consignar — 
como  consigna  en  el  título  de  la  [responsabilidad  de  los 
jueces — prescripción  alguna  referente  a  la  responsabili- 
dad civil  de  los  mismos,  por  cuanto  esta  última  está  su- 
jeta a  las  disposiciones  del  Código  Civil. 

((Error,  digo  yo,  i  error  mui  grave. 

(íEl  Código  Civil  forma  parte  de  nuestro  derecho  pri- 
vado, i,  por  consiguiente,  regla  solo  las  relaciones  de  los 
particulares  entre  sí,  mas  no  la  de  éstos  con  las  autori- 
dades constituidas.  Luego,  desde  que  los  tribunales  son 
autoridades  constituidas,  es  perfectamente  claro  que  no 
puede  deducirse  del  Código  Civil  principio  alguno  que 
pudiera  aplicarse  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
de  los  jueces;  i  es  evidente  que  ella  es  materia  propia 
del  proyecto  que  se  discute. 

<c Ocupándome  ya  de  las  observaciones  hechas  al  títu- 
lo primero  del  proyecto,  tomo  nota  de  la  primera  que  hi- 
zo valer  el  honorable  señor  Fábres. 

((Ajuicio  del  señor  Diputado,  el  proyecto  deprime  la 
dignidad  del  Poder  Judicial,  i  le  arrebata  las  importan- 
tos  atribuciones  que  en  el  dia  ejerce  mediante  las  visitas 
de  cárcel,  i  las  otras  facultades  de  protección  i  vijilancia 
que  le  confiere  la  Constitución  de  1823. 

((Todo  esto  supone  que  el  proyecto  ha  sido  leido  con 
mui  poca  detencioTK 
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kNo  es  efectivo  que  en  61  se  supriman  las  visitas  de 
cárcel.  Lejos  de  eso,  el  art.  50  impone  a  los  jueces  de 
letras,  que  ejercen  jurisdicción  en  lo  criminal,  la  obliga- 
ción do  practicarlas  semanalmente,  i  les  confiere  la  fa- 
culdad  de  dictar  las  providencias  necesarias  para  repa- 
rar las  vejaciones  que  sufrieren  los  detenidos. 

c(Es  verdad  que  el  proyecto  no  se  ocupa  de  las  visitas 
jenerales  que  so  practican  actualmente  en  tres  épocas 
determinadas  del  año;  pero  ese  silencio  de  la  leí  se  es- 
plica  fócilmente,  si  se  toma  en  cuenta  que  las  tales  visi- 
tas son  en  el  dia  mas  bien  de  aparato  que  otra  cosa,  des- 
de que  se  practican  en  dias  fijos,  conocidos  de  antemano; 
i,  si  se  recuerda  que  todo  lo  relativo  al  ramo  de  policía 
judiciaria  es  algo  que  corresponde  al  Código  de  Enjui- 
ciamiento Criminal,  cuya  redacción  está  confiada  al  ho- 
norable señor  Senador  don  Alejandro  Reyes,  nada  habrá 
que  objetar. 

«La  Comisión  ha  creido  que  no  debia  ocuparse  de  de- 
talles en  el  proyecto  objetado,  puesto  que  él  es  una  ver- 
dadera lei  orgánica  que  no  debe  ocuparse  sino  de  cues- 
tiones i  principios  fundamentales. 

«Por  esta  razón  no  se  ha  consignado  en  él  título  al- 
guno relativo  a  policía  judiciaria.  Por  la  misma,  como 
tuve  el  honor  de  indicarlo  oportunamente  al  señor  Fá- 
bres,  tampoco  se  han  consignado  las  reglas  relativas  a 
la  manera  de  acordar  las  sentencias.  De  esa  materia  se 
tratará  en  el  C9digo  de  Enjuiciamiento  Civil,  como  tam- 
bién se  tratará  en  el  de  Enjuiciamiento  Criminal  del 
empate  en  las  sentencias  que  se  espidan  en  causas  de 
ese  carácter. 

«Mientras  esos  Códigos  no  se  dicten,  es  claro  que 
quedan  vijentes  las  leyes  que  actualmente  nos  rijen  en 
las  materias  ya  indicadas. 

((En  cuanto  a  las  atribuciones  inspectivas  i  protecto- 
ras que  la  Constitución  de  1823  conferia  a  la  Corte  Su- 
prema i  que  suprime  el  proyecto  en  debate,  ya  manifesté 
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en  una  de  las  sesiones  pasadas,  aprovechándome  de  la 
benevolencia  con  que  el  honorable  señor  Fábres  me  per- 
mitió interrumpirle,  que  esa  supresión  es  efecto,  no  do 
un  olvido,  sino  de  las  atribuciones  que  las  reformas  re- 
cientemente hechas  en  la  Constitución,  confieren  a  la 
Comisión  Conservadora. 

dPero  se  ha  sostenido  que  el  proyecto  no  da  al  Poder 
Judicial  la  independencia  que  le  con-esponde,  i  se  le  hjv 
censurado  acremente  por  tal  motivo. 

(cI,  sin  embargo,  tan  tremenda  acusación  queda  pulve- 
rizada con  solo  leer  el  art.  10  del  proyecto  en  debate- 
Dice  así:  > 

((Art.  10.  Para  hacer  ejecutar  sus  sentencias  i  para 
((practicar  o  hacer  practicar  los  actos  de  instrucción  quo 
«decreten,  podrán  los  tribunales  requerir  de  las  demás 
((autoridades  el  auxilio  de  la  faerza  pubhca  que  de  ellas 
ddependiere^  o  los  otros  medios  de  acción  conducentes 
(üde  que  dispusieren. 

((La  autoridad  requerida  debe  prestar  el  auxilio,  sin 
«que  le  corresponda  calificar  el  fundamento  con^quese  le 
«pide  ni  la  justicia  o  legalidad  de  la  sentencia  o  decreta 
«que  se  trata  de  ejecutan). 

«Se  vé  que,  con  arreglo  a  la  disposición  que  acabo  de 
leer,  los  tribunales  tienen  derecho  para  requerir  de  las 
autoridades  el  auxilia  de  la  fuerza  que  de  éstas  dependa, 
o  los  otros  medios  de  acción  de  que  dis|3ongan,  para  ha- 
cer ejecutar  sus  sentencias  i  demás  decretos;  estando 
obligada  la  autoridad  requerida  a  prestar  el  auxilio  pe- 
dido, sin  que  le  corresponda  calificar  el  fundamoito  con 
que  se  le  pide  ni  la  justicia  o  legalidad  de  la  sentencia 
que  so  trata  de  ejecutar. 

«¿Era  posible  conceder  mas  todavía? 

«Yo  sostengo  que,  en  virtud  de  esa  importantísima 
atribución,  los  tribunales  tendrán  en  la  República  mas 
poder  que  todas  las  otras  autoridades,  puesto  que  el  ar^ 
tículo  deja  a  éstas  sujetas  a  la  requisición  de  aquéllos. 
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íiAsí,  la  simple  lectura  del  art  10  refuta  por  completo 
cuanto  se  ha  dicho  para  impugnar  los  arts.  1°  i  4."*  del 
proyecto. 

<(Es  mui  íiicil  criticar  un  Código,  cuando  se  pres- 
cinde de  algunas  de  "sus  disposiciones,  para  considerar 
otras  aisladamente,  olvidando  la  relación  íntima  que 
existe  entre  éstas  i  aquellas. 

(cEn  el  tít.  1.°  ha  sido  también  objetado  el  art.  5.**  i  lo 
ha  sido  por  los  honorables  señores  Fábres  i  Letelier,  en 
vista  de  razones  diametralmente  opuestas. 

<tEl  señor  Fábres,  después  de  haber  observado  injus- 
tamente el  párrafo  2."*  del  mencionado  artículo,  olvidando 
que  es  deber  del  lejislador  respetar  la  Constitución,  se 
pronunció  en  contra  del  proyecto,  porque  declara  aboli- 
do el  fuero  eclesiástico,  suponiendo  que  no  son  fundadas 
las  razones  que  hizo  valer  el  ilustrado  señor  Cifuéntes, 
entonces  Ministro  del  Culto,  en  la  bien  conocida  nota 
que  lleva  al  pié  su  firma  i  que  tuvo  por  objeto  obtener 
el  acuerdo  de  la  Santa  Sede  para  esta  reforma,  con  el 
solo  propósito  de  calmar  los  escrúpulos  de  conciencia  de 
los  correlijionarios  políticos  del  señor  Diputado. 

(í  El  honorable  señor  Diputado  suplente  por  Talca  ha 
censurado  el  artículo,  porque  no  lleva  a  efecto  la  refor- 
ma de  una  manera  radical  i  absoluta;  i  así  se  observa 
que  el  proyecto  da  lugar  a  ataques  tan  opuestos  que  son 
«u  mejor  justificativo. 

((Yo  dejo  a  mi  honorable  amigo,  el  señor  Ministro  del 
Culto,  la  tarea  de  coutciStar  las  argumentaciones  hechas 
por  el  señor  Fábres,  jcon  relación  a  este  punto  del  deba- 
te; pero  me  permito  apelar  nuevamente  al  patriotismo  i 
al  buen  sentido  práctico  de  mis  honorables  colegas. 

Tomando  las  cosas  por  los  estreñios  se  hace  imposi- 
ble toda  reforma.  Es  menester  no  olvidar  que  quien  pi- 
de mucho,  con  frecuencia  poco  alcanza,  i  que  la  preci- 
pitación es  siempre  im  mal  consejero. 

o:  Así,  yo,  (j^ue  soi  tan  partidario  como  el  señor  Letelier 
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(le  la  reforma  del  art.  ó.*'  do  la  Constitución  i  de  los  de- 
más que  con  é\  se  relacionan;  yo,  que  no  solo  he  desea- 
do, sino  que  tengo  ya  pedida,,  bajo  mi  firma,  la  separa- 
ción de  la  Iglesia  i  del  Estado,  no  creo  que  sea  éste  el 
momento  oportuno  de  tratar  semejantes  cuestiones. 
Ello  vendría  bien  si  estuviéramos  reformando  la  Cons- 
titución. 

<(  Pienso  que,  al  dictar  leyes,  debemos  respetar  las 
prescripciones  constitucionales  que  nos  rijen,  por  defec- 
tuosas que  pudieran  parecemos.  I  pienso  que,  cuando 
esas  leyes  se  proponen  de  una  manera  cuerda  i  pruden- 
te i  salvando  el  respeto  a  las  creencias  ajenas  obran  mal 
los  que  no  aprecian  debidamente  esos  móviles  i  se  ponen 
en  el  caso  de  que,  olvidando  todo  principio  de  concilia- 
ción, se  proceda  con  mal  espíritu  i  atrepellándolo  todo. 

(íVov  esto,  apesar  de  que  tengo  ideas  bien  conocidas 
en  todo  aquello  que  se  refiere  a  las  relaciones  de  la  Igle- 
sia i  del  Estado,  yo  no  tuve  embarazo  para  admitir  las 
observaciones  que  el  respetable  señor  Arzobispo  de  San- 
tiago tuvo  a  bien  hacer  a  la  redacción  de  los  párrafos  B.*^ 
i  7."  del  art.  S.*"  del  proyecto  que  se  debate. 

((Paso  al  título  II,  que  trata  de  los  jueces  de  subdele- 
gacion  i  de  distrito;  i  antes  de  entrar  en  el  examen  de 
ias  observaciones  jenerales  que  se  han  fv)rmulado  contra 
él,  séame  i)crmit¡dü  ocuparme  dedos  del  honorable  señor 
u'ábn^s,  hechas  con  motivo  de  esas  disposiciones  i  que 
rej)rodujo  al  tratar  de  las  condiciones  necesarias  para 
scir  juez  de  letras  i  ministro  de  las  Cortes,  observaciones 
(pie  en  parte  acoji(S  el  señor  Diputado  por  San  Fernando, 
señor  Renjifo.  Senos  ha  hablado  de  las  mujeres,  i  se  nos 
dice  que  no  están  escluidas  del  cargo  de  juez.  ¿I  la  Cons- 
titución las  escluye  del  cargo  de  Diputado?  j)regunto  yo. 
Si  tomamos  las  cosas  de  esta  manera,  la  verdad  sea  di- 
cha, mañana  no  tendria  inconveniente  la  Nación  para 
eií.jir  DI[)ut:ulos  a  noventa  i  .seis  niMiorcs.  ¿T.o  íoín-^  el 
hoiiurablo  scñ(jr  FábresV 
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«El  señor  Fábres. — Nó,  señor. 

aYA  señor  Hüneeus. — Pero  la  Constitución  no  ha  di- 
cho en  parto  alguna  que  quedan  escluidas.  I  si  Su  Seño- 
ría conviene  conmigo  en  que  no  podria  venir  aquí  una 
mujer  ¿para  quó  se  dá  el  placer  de  hacer  observaciones 
de  esa  clase  contra  el  proyecto? 

(dlai  otras  observaciones  formuladas  por  Su  Señoría, 
que  son  mui  justas;  pero  permítame  decirle  que  valdria 
mas  que  Su  Señoría  no  hubiera  formulado  la  que  acabo 
de  examinar. 

c(El  señor  Fábres. — Yo  he  atendido  a  las  disposiciones 
legales. 

ocEl  señor  Huneeus. — Yo  tomo  como  base  la  Constitu- 
ción i  no  estoi  ligado  sino  por  ella,  i  como  nuestra  mi- 
sión es  puramente  lejislativa  me  importa  mui  poco  lo 
que  digan  las  leyes  de  don  Alfonso  el  Sabio.  I  no  nece- 
sito establecer  condiciones  que  están  establecidas  por  la 
naturaleza  misma  de  las  cosas,  pues  todo  el  mundo  sabe 
que  las  mujeres  están  escluidas  del  ejercicio  de  los  de- 
rechos políticos.  Vaya  mañana  a  calificarse  una  mujer 
de  treinta  años,  que  sea  chilena,  sepa  leer  i  escribir  i  que 
tenga  cien  mil  pesos  de  renta,  si  se  quiere;  i  veremos  si 
la  califican.  ¿Cual  es,  sin  embargo,  la  leí  que  la  escluye, 
preguntaria  yo  al  señor  Diputado? 

«Por  este  estilo  son  muchos  de  los  cargos  que  se  ha- 
cen contra  el  proyecto. 

((Otro  de  ellos  es  el  que  se  refiere  a  la  ciudadanía. 
¿Porqué  no  se  ha  exijido  la  ciudadanía  para  ser  juez  de 
letras  o  ministro  de  las  Cortes?  Por  una  razón  mui  obvia; 
porque  hemos  querido  respetar  la  Constitución.  ¿En  qué 
parte  dice  la  Constitución  de  33  (¡ue  se  necesita  la  ciuda- 
danía para  ser  juez?  En  ninguna.  Cuando  la  (Constitución 
de  33  ha  creído  necesaria  la  condición  do  la  ciudadanía 
para  ciertos  cargos,  ha  tenido  especial  cuidado  de  deter- 
minarlo. Así,  la  exijo  hablando  de  los  Diputados,  de  los 
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Senadores,  del  Presidente  de  la  República,  de  los  Minis- 
tros del  despaclio,  i  de  los  Municipales.  ¿Porqué  habia- 
nios  nosotros  entonces  de  ir  a  violar  una  garantía  que 
la  Constitución  establece  en  el  inciso  2,""  del  art  12?  Sabe 
la  honorable  Cámara  que  la  Constitución  de  33  es  cues- 
ta parte  liberalísima  para  los  estranjeros,  i  es  necesario 
hacerle  esta  justicia.  En  el  inciso  2."*  del  art.  12  asegura 
a  todos  los  habitantes  de  Chile: 

«La  admisión  a  todos  los  empleos  i  funciones  públicas, 
<(sin  otras  condiciones  que  las  que  impongan  las  leyes». 

((El  señor  Fábres  debe  tener  confianza  en  que  los  tri- 
bunales de  justicia  cuidarán  mui  bien  de  no  proponer  es- 
tranjeros para  jueces,  salvo  en  casos  mui  calificados.  Es 
preciso  que  fiemos  un  poco  en  la  discreción  de  las  atUto- 
ridades,  pues  por  una  parte  tenemos  la  intervención  de 
los  tribunales  de  justicia;  por  otra  la  del  Consejo  de  Es- 
tado, que  ahora  no  va  a  ser  una  autoridad  tan  secundaria 
como  lo  ha  sido  hasta  hoi — porque  pronto  se  organizará 
de  distinto  modo — i  finalmente  la  del  Presidente  de  la 
República.  ¿Todas  estas  autoridades  se  pondrían  de 
acuerdo  para  nombrar  juez  a  un  estranjero  indigno  o 
sospechoso?  No  lo  creo.  ¿I  se  atrevería  alguien  a  decir- 
me que  no  habria  sido  conveniente  que  el  distinguido 
doctor  Ocampo,  por  ejemplo,  hubiera  sido  miembro  de 
la  Corte  Suprema,  antes  de  que  el  Congreso  lo  declarase 
ciudadano  chileno? 

((El  señor  Tocornal  (don  Enrique). — Es  ciudadano 
chileno  i  ha  sido  Diputado. 

ítEl  señor  Huneeus. — Eso  fué  según  la  Constitución 
do  23,  pero  según  la  do  33  no  podría  serlo,  i  acaso  por 
oso  Hoha  sido  Sonador.  Pero  nuestra  esplicacion  es  ésta: 
JiüS  Jiemos  atenido'  a  la  Constitución  i  obedecido  a  su 
uspíritu  protector  para  con  los  estranjeros.  El  año  55, 
ciiEindo  se  discutió  la  lei  que  organizó  los  Consulados  de 
Santiago  i  de  Valparaíso,  este  mismo  debato  so  tuvo 
íiifuí.  El  honorable  señor  Varas,  Ministro  entonces  del 
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Interior,  propuso  que  no  se  escluyera  del  cargo  de  Cón- 
sules a  los  estranjeros.  Hubo  alguien  que  se  opuso,  pero 
la  Ccímara  aceptó  la  idea;  i  hemos  tenido  estranjeros  mui 
distinguidos  que  han  servido  esos  cargos  con  estima- 
ción de  todo  el  mundo.  Por  consiguiente,  si  se  nota 
omisión  en  el  proyecto  a  este  respecto,  ella  ha  nacido  do 
un  buen  deseo,  porque  no  hemos  querido  cerrar  a  los  es- 
tranjeros la  puerta  para  el  desempeño  de  los  cargos  pú- 
blicos. Hemos  confiado  en  la  discreción  de  la  autoridad 
que  debe  intervenir  en  el  nombramiento  de  los  jueces. 

«Lo  dicho  me  servirá  para  omitir  contestaciones  es- 
peciales a  cada  uno  de  los  artículos  que  han  sido  obser- 
vado por  idéntica  causa. 

«También  se  ha  objetado  la  organización  dada  a  la 
justicia  de  menor  i  mínima  cuantía.  No  ha  creído  la  Co- 
misión haber  descubierto  la  cuadratura  del  círculo  pro- 
poniendo a  la  Cámara  este  sistema  para  la  administra- 
ción de  ese  ramo  de  la  justicia.  Hemos  discutido  i  con- 
venido en  que,  tratándose  de  implantar  en  el  pais  una 
institución  nueva,  es  necesario  marchar  de  un  modo 
lento  i  procurando  no  introducir  perturbaciones.  Nues- 
tra intención  ha  sido  separar  las  funciones  judiciales  de 
las  administrativas.  Nos  pareció  que  esto  deque  los  ajen- 
tes  del  Ejecutivo  ejercieran  funciones  de  jueces,  era  algo 
que  importaba  la  infracción  de  los  mas  claros  preceptos 
de  la  Constitución  i  que  la  conciencia  pública  rechaza. 
Por  lo  demás,  tienen  mucha  razón  los  señores  Fábres  i 
Concha  al  observar  que  se  recarga  mucho  a  ciertos  jue- 
ces de  letras  imponiéndoles  la  obligación  de  conocer  de 
las  apelaciones  entabladas  contra  las  sentencias  de  los 
subdelegados;  i  también  lo  es  que  se  aleja  al  juez  de  se- 
gunda instancia  de  aquél  que  invoca  su  autoridad.  Pero 
la  Comisión  se  encontró  colocada  en  el  dilema  de  buscar 
mayores  garantías  para  la  recta  administración  de  justi- 
cia, o  de  consultar  solamente  la  celeridad. 

«Debía  optar  porque  las  causas  de   menor   cuantía 
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fuesen  Talladas  en  ambas  instancias  por  Ic^s  jueces  de 
subdelegacion  i  de  distrito,  o  por  un  sistema  nuevo  que 
permitiese  a  las  partes  ocurrir  en  apelación  ante  el  juez 
de  letras. 

«Si  nos  hemos  equivocado,  sería  fócil  introducir  en  el 
pro3^ecto  las  modificaciones  necesarias  para  salvar  los  in- 
convenientes apuntados. 

<xLo  declaro  con  toda  sinceridad:  no  es  lo  mismo  dis- 
cutir acerca  de  principios  conocidos,  aplicados  ya  en  la 
práctica  i  cuyos  resuUados  es  fácil  prever  o  calcular,  que 
disertar  acerca  de  innovaciones  que  no  se  han  ensayado 
todavía. 

((La  Cámara  puede  ver  si  hai  facilidad  para  adoptar 
disposiciones  que  presenten  mas  ventajas  que  las  con- 
signadas en  el  proyecto  acerca  de  esta  materia.  Por  mi 
parte,  no  creo  que  el  proyecto  consigne  un  mal  sistema. 
De  todos  modos  diria:  ensayemos  unos  dos  o  tres  años  i 
veremos  los  resultados. 

(íPor  mas  que  sea  desalentador  responder  a  ataques 
que  se  formulan  en  uno  i  otro  sentido  por  los  impugna- 
dores del  proyecto,  i  por  mas  que  la  cabeza  haya  de  per- 
derse en  medio  de  tantos  detalles,  yo  no  creo  difícil  sal- 
var el  mal  que  se  indica. 

«El  arbitrio  que,  según  me  parece,  podria  zanjar  en 
este  caso  toda  dificultad,  sería,  por  ejemplo,  la  creación 
de  juzgados  especiales  do  letras  en  Valparaíso  i  en  San- 
tiago i  en  aquellos  otros  departamentos  en  que  fuese 
indispensable  para  conocer  de  las  causas  apeladas  de  los 
subdelegados.  ¿Qué  inconveniente  habria  para  eso? 
¿Dónde  estaría  el  mal,  si  se  adoptase  una  medida  de  es- 
te jcnero?  ¿Faltarían  abogados  jóvenes  i  competentes  en 
nuestro  foro,  que  aceptasen  el  empleo  de  jueces  de  letras 
para  el  efecto  indicado,  aunque  se  les  asignara  una  ren- 
ta menor  de  la  'que  actualmente  disfrutan  los  jueces  le- 
trados de  primera  instancia? 

((No  lo  creo. 
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í(l  así  podría  también  irse  organizando  poco  a  poco 
nncstro  sistema  de  administración  de  justicia  de  menor 
cuantía;  porque,  debo  decirlo,  señor,  yo  no  i^stoi  d(4  todo 
conformo  con  aquello  de  ([iie  los  jiK^f^es  iunM-iores  puedí'n 
fallar  rx  (pfio  et  b))io  i  sin  siijoe':í)n  a  la  k'i;  ¡)Uos  suco- 
dorá  amenudo  cpio  los  fallos  no  serán  ni  e<piit;iLivos  ni 
buenos,  i  que  no  pocas  veces  serán  del  todo  arbitrarios. 

<(Creo,  en  consecuencia,  que  la  honorable  Cámara  ba- 
ria bien  en  aprobar  el  título  I[  del  pro^'ccto,  sin  hacer 
cuestión  ni  insistir  sobre  ol  [lartici'ai'. 

cíPaso  a  ocuparme  d(^  las  ol^sorvacionos  hechas  al  tít. 
III  que  trata  do  los  jueces  de  lotras. 

((El  honorable  señor  Roiijifo  lia  podido  ^e  incluya  a 
los  gobernadores  departamentales  euíro  los  funcionarios 
de  cuyas  causas  civiles  i  cf¡iniuali.\s  dehon  cr)]iooor  en 
todo  caso  los  jueces  de  letras,  con  arn^jlo  al  art.  37. 

((El  honorable  señor  Renjífo  ^i!¡M>iiia  (pie,  en  esta  par- 
te, habia  una  omisión  en  el  pn;  •    m  . 

ccEl  señor  Lotelier  ha  ptvlin.  ..  mi  voz,  se  suprima  a 
los  párrocos  de  entr<3  los  finu  ioit.irios  ipie  enumera  el 
artículo. 

((En  cuanto  a  la  primera  observaoi(,>!i.  <!(  '*o  .-qoresar 
que  la  omisicm  que  apunta  el  houor<i-)i,>  ..  -  Renjifo 
ha  sido  deliberada,  pues  se  ha  ]^r(»c;;.auv^  /".,.  Jnjir  los 
casos  de  fuero  personal  solo  a  aqih'lhs  (pie  son  (\stricta- 
mente  necesarios,  tomandt)  en  cousid^íi-acion  cierLas  ra- 
zones que  no  deben  olvidarle  cuaudw,  al)():;dos  los  fue- 
ros, se  pasa  do  un  sistema  a  otro  enf.'rah.iníe  líiievo. 

«Xo  estoi,  sinembargo,  distauto  de  íh.uiptar  la  inclu- 
sión de  los  gobernadores,  pro[rue.d;i  por  el  h<morablo 
señor  Renjifo,  ya  que,  debiendo  ellos  nond)rar  a  !;)S  y.m- 
ces  de  distrito  i  de  subdelegaeion,  of-tMn-rií,  ai  ([ue  liti- 
gara con  aquellos,  mayores  garanrííis  la  inlervímcion  del 
juez  do  letras  en  las  causas  cmi  que  iuv¡(;ran  parfe  esos 
funcionarios. 

^(Fueros  personales  de  esta  esp(?rie  soii.  mas  ^pu^  un 

TOMO   II  CP, 


Diqitized 


bv  Google 


498  LA   CONSTITÜClOxN    ANTE    EL   CONGRESO 

privilejio  establecido  en  favor  del  fimcionarío  a  quien 
la  lei  lo  otorga,  una  garantía  que  se  dá  al  que  con  él  li- 
tiga. 

<í  Así,  cuando  la  lei  dispone  que,  en  las  causas  civiles  i 
criminales  en  que  sean  parte  el  Presidente  de  la  Kepú- 
blica,  los  Ministros  del  despacho,  etc.,  conozcan  en  pri- 
mera instancia,  en  todo  caso,  las  Cortes  de  Apelaciones  i 
en  segunda  la  Suprema,  no  ha  querido  con  ello  estable- 
cer un  privilejio  que  estaria  en  pugna  con  el  principio 
de  la  igualdad  ante  la  lei,  sancionado  en  el  inciso  1.^  del 
art.  12  de  la  Constitución;  sino  que  su  propósito  ha  si- 
do alejar  de  la  persona  del  juez  hasta  la  mas  lijera  sos- 
pecha de  que  sobre  él  pudieran  pesar  influencias  inde- 
bidas. 

((En  cuanto  a  la  observación  del  señor  Letelier,  creo 
(|ue,  dentro  del  sistema  que  persigue  Su  Señoría,  está 
perfectamente  justificada;  pero  no  dentro  del  que  ha  ser- 
vido .de  base  a  la  Comisión. 

((Mis  ideas  respecto  a  fueros  son  tan  conocidas  que 
estimo  inútil  repetirlas. 

Pero  se  ha  creido  que,  para  evitar  dificultades  i  por 
razones  de  analojía,  convenia  colocar  a  los  párrocos  en- 
tre los  funcionarios  que  enumera  el  art.  37. 

((Los  honorables  señores  Fáb res  i  Renjifo  piden  la  su- 
presión del  art.  38,  que  dice  así: 

^Conocerán  también  los  jueces  do  letras  de  causas 
criminales  por  faltas  cometidas  contra  ellos  mismos  en 
su  carácter  de  tales  o  contra  tribunales  o  funcionarios 
públicos  de  orden  superior  al  de  ellos  mismos  i  al  de  los 
subdelegados,  »in  perjuicio  de  las  facultades  discrecio- 
nales que  las  leyes  confieren  a  los  mismos  tribunales  i 
funcionarios  para  reprimir  inmediatamente  tales  faltas  o 
abusos. 

((Asimismo  conocerán  los  jueces  de  letras  de  las  cau- 
sas criminales  por  faltas  en  el  caso  del  art.  231.» 

No  recuerdo,  señor,  haber  tomado  parte  en  la  discu- 
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sion  de  este  artículo;  pero,  como  quiera  que  sea,  acepta- 
ría la  supresión  que  de  él  se  solicita. 

Ninguna  falta  haría  en  la  lei,  atendido  lo  dispuesto  por 
los  arts.  43  i  231,  i  conviene  alejar  la  idea  de  que  un  in- 
dividuo, por  mas  que  sea  funcionario  piiblíco,  obre  como 
juez  i  parte  en  caso  alguno. 

(íCon  relación  al  art.  40,  el  honorable  señor  Fábres  ha 
reproducido  las  observaciones  que,  en  cuanto  a  mujeres 
i  estranjeros,  hizo  con  relación  al  art.  14. 

d  Sobre  este  punto  he  dicho  ya  mas  de  lo  necesario  i 
me  parece  que  haremos  bien  en  dejar  en  paz  a  las  muje- 
res, que  tanto  parece  temer  el  señor  Diputado  por  Ran- 
cagua,  i  a  los  estranjeros,  aun  cuando  mas  no  sea  que 
por  lo  que  yo  tengo  de  tal,  atendida  la  nacionalidad  de 
mis  padres. 

«En  el  art.  41  se  ha  hecho  notar  una  omisión  de  refe- 
rencia que  es,  sin  duda,  efecto  de  un  error  de  imprenta. 
¡Justa  observación! 

<íEl  señor  Renjifo,  tratándose  de  éste  i  de  otros  artícu- 
los del  proyecto,  ha  llamado  la  atención  do  la  Cámara  a 
las  diferencias  que  existen  entre  su  redacción  i  la  del 
jH'oyecto  de  Código  Penal. 

^En  respuesta,  me  limitaré  a  observar  que  este  pro- 
yecto, redactado  primitivamente  por  el  señor  Vargas 
Fontecilla  hace  años,  lo  fué,  sin  duda,  en  vista  de  las  le- 
yes penales  vijentes;  i  como  su  revisión  ha  terminado 
sin  tener  conocimiento  alguno  del  proyecto  de  Código 
Penal,  que  no  es  lei  todavía,  la  Comisión  no  tuvo  pre- 
sente ¡la  nueva  i  precisa  terminolojia  que  este  último 
consagra. 

(tSinembargo,  la  Cámara  haría  bien  en  acordar,  como 
lo  ha  hecho  para  la  reforma  de  la  Constitución,  el  nom- 
bramiento de  una  Comisión  encargada  esclusivamente 
de  armonizar  la  redacción  de  ambos  Códigos,  antes  de 
pasarlos  al  Presidente  de  la  República. 

<( Respecto  a  las  visitas  de  cárcel  a  que  se  refiere  el  ar- 
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tículo  50,  ya  he  dicho  que  no  ha  sido  el  ánimo  de  la  Co- 
mibiou  suprimirlas,  puesto  que  ese  artículo  ordena  ha- 
cerlas Bomanalmeiite. 

í(Paso  ahora  al  título  relativo  a  las  Cortes... 

cíEl  señor  TocoRNAL  (don  Enrique). — Creo,  señor  Pre- 
sidente, que  ya  son  las  cinco. 

«El  señor  Huneeüs. — Yo  hablaría  talvez  una  hora 
o  mas  todavía. 

((El  señor  Presidente. — Efectivamente,  ya  es  la  hora. 

((El  señor  Huneeus. — Estoi  a  disposición  de  la  Cá- 
maras. 


((En  sesión  de  13  de  agosto  continuó  ehdiscurso  ante- 
rior en  la  forma  siguiente: 

((El  iseñor  Iíuneeus. — Lisonjeándome  de  haber  desva- 
necido, en  parte  si(|uiera,  la  mala  impresión  que  pudie- 
ran haber  cansado  a  la  Cámara  las  observaciones  formu- 
ladas i)or  los  honorables  señores  Fábres,  Renjifo,  Lete- 
lier  i  (Joncha,  con  referencia  a  los  tres  primeros  títulos 
del  i)ioyocto  en  debato,  continúo  en  la  tarea  que  me  he 
impuesto  i  paso  a  tratar  de  las  que  se  han  hecho  valer 
en  contra  del  título  IV,  que  trata  de  las  Cortes  de  Ape- 
!aciüuo-5. 

((El  lionorable  señor  Letelier  objetaba  el  art.  55,  por 
(iuanto  ('\  no  crea  una  Corte  para  Talca.  Esa  proposición 
podría  ser  tan  laudable  como  se  quisiera,  sobre  todo  en 
boca  de  8¡i  Señoría;  pero  (^lla  no  importa  una  objeción 
contra  el  artículo. 

iíSi  hai  razones  de  conveniencia  que  pudieran  aconse- 
jar el  establecimiento  de  una  Corte  de  Apelaciones  en 
Talca,  o11;n;  no  podrían  ser  apreciadas  en  la  discusión 
actir  .,  i  -'..!)  podrían  tomarse  en  seria  consideración, 
mediante  ia  presentaciím  de  nn  proyecto  de  leí  especial 
(|ue  t:iviorr  y  ^v  objeto  realizar  esa  iden. 

((Eiitrcaí  ';  .  la  Comisión,  poco  inclinada  a  aceptar  in- 
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novaciones  que  no  seiin  realmente  necesarias,  adoptó  '•' 
orden  actual  de  cosas,  sin  otra  diferencia  que  la  do  divi- 
dir la  Corte  do  Apelaciones  de  Santiago  en  dos  sa!as, 
encomendando  a  la  una  el  conocimiento  de  las  causas 
civiles,  i  enearg-ando  a  la  otra  el  dc^  la  ;  crimínalos,  de 
hacienda,  de  comercio  i  de  minas. 

((Al  ocuparse  el  señor  Fabros  de  esta  división,  la  ob- 
jetó diciendo  que  no  divisaba  las  razones  (jue  se  hubie- 
ran tenido  en  vista  ])ara  establecerla,  i  (pie,  a  su  juicio, 
ella  no  tenia  otra  causa  cpie  ci  deseo  de  resolver,  de  una 
nvdnoraíIiswíuIaJa  i  ciqjcwsa^  la  cuestión  (pie  se  ha  aji- 
tado  en  estos  últimos  años  aprop(isito  de  la  creación  de 
una  nueva  Corte  do  Apelaciones  en  Valparaíso. 

((Antes  de  discurrir  acerca  de  este  punto,  me  permito 
interrogar  al  señor  Fábres  acerca  del  sentido  (¡uo  ha 
querido  dar  a  esas  espresiones  de  disimulo  i  capciosidad^ 
(pie  tuve  cuidado  de  anotar  cuando  el  señoi;  Diputado 
las  pronunci(S,  sin  duda  en  medio  del  calor  de  la  discu- 
sión i  de  una  manera  que  preíiero  calificar  como  impre- 
meditada, mas  bien  que  como  ofensiva  a  los  miembros 
do  la  Comisión  rcvisora 

«Como  el  señor  Diputado  no  me  dá  respuesta,  to- 
mare su  silencio  como  una  manifestación  de  aquiescen- 
cia a  la  interpretación  que  he  dado  a  a(piellas  espresiones 
que,  talvez  pueden  ser  mui  teolójicas,  pero  que  sin  duda 
son  mui  poco  corteses  i  mui  poco  parlamentarias. 

((No  es  efectivo  que,  al  establecer  la  división  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  en  dos  salas,  se  haya 
tenido  el  propósito  de  eludir  la  cuestión  relativa  al  esta- 
l^lecimiento  de  una  inunda  Corte  en  Valparaíso.  í]sta  idea 
es  de  recieníe  foclia,  i  el  prove(;to  que  so  discuto  í\\6  re- 
dact:i».lo  hiLio  mas  de  dioz  años  por  el  hononiblo  señor 
\'argas  Fonicciila,  consagrando  la  división  do  la  Corte 
de  Santiago  en  dos  salas,  cuando  ni  siquiera  se  tonia  la 
idea  de  crear  un  tribunal  especial  para  Vabparaiso. 

*íLa  ba><(i  pi-onnesia  p<n*  el  señor  Vargas  fu*'  ace[)tada 
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por  la  Comisión  el  año  de  1867,  i  lo  fii6  tanto  porque  eso 
sistema  se  ha  establecido  con  ventaja  en  naciones  tan 
adelantadas  como  Francia,  cuanto  porque  las  dos  salas 
de  la  Corte  de  Santiago  tienen,  reunidas,  importantes 
atribuciones. 

«Tales  son:  la  de  formar  las  listas  para  las  propuestas 
de  jueces;  la  de  dictar  las  medidas  que  se  relacionan  con  el 
orden  correccional  i  económico  del  distrito  jurisdiccional 
que  comprende  esa  Corte;  la  de  conocer  de  las  causas 
criminales  que  se  entablen  contra  los  miembros  de  la 
Corte  Suprema,  por  cohecho  o  por  prevaricación;  i,  en 
suma,  corresponde  a  las  dos  salas  reunidas  el  ejercicio 
de  todas  aquellas  atribuciones  que  competen  a  las  Cortes 
de  Apelaciones,  i  que  la  lei  no  encomienda  espresamento 
a  una  de  dichas  salas. 

(íNo  comprendo,  por  consiguiente,  la  razón  por  qué  se 
objeta  el  sistema  que  establece  el  proyecto. 

((Comprendería  que  se  objetara  la  manera  cómo  se 
distribuye  el  trabajo  entre  las  dos  salas;  i  que  se  dijera 
que  la  sala  civil  quedará  quizás  muí  recargada,  suce- 
diendo lo  contrario  con  la  sala  que  se  llama  criminal, 
aunque  tendrá  a  su  cargo  el  conocimiento  de  muchas 
otras  clases  de  causas,  como  son  las  fiscales,  las  de  ha- 
cienda i  las  de  minas. 

«Pero  este  inconveniente,  que  la  práctica  dará  a  cono- 
cer, podria  fácilmente  salvarse,  si  llegara  a  ser  efectivo, 
encomendando  también  a  la  sala  criminal  las  causas  re» 
ferentos  a  cesión  de  bienes  i  a  concursos  meramente  ci- 
viles. 

<íA  la  verdad,  estas  son  objeciones  relativas  a  meros 
detalles,  que  no  importan  una  impugnación  seria  contra 
un  Código,  i  que  no  podrían  jamás  servir  de  base  para 
pedir  que  se  le  repruebe. 

ccEl  art.  56  ha  sujerido  también  reparos  al  honorable 
señor  Diputado  por  Rancagua,  por  cuanto  establece  que 
cada  Corte  elejirá  anualmente  su  Presidente. 
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«El  señor  Diputado  preferiría  que  todos  los  miembn»s 
del  tribunal  desempeñasen  su  presidencia  por  turno,  i 
atribuye  grande  importancia  a  esta  cuestión. 

(íPara  mí,  ella  es  simplemente  una  cuestión  de  gustos. 

((El  señor  Diputado  piensa  de  una  manera;  pero  la 
Comisión,  aceptando  la  idea  que  le  fué  sujerida  por  el 
honorable  señor  Santa-María,  cuando  éste  formaba  parte 
de  ella,  consideró  que  con  venia  mas  dejar  que  el  mismo 
tribunal  elijiese  su  Presidente,  siempre  que,  como  lo  es- 
presa terminantemente  el  proyecto,  solo  so  le  pudiera 
reelejir  para  el  período  inmediato,  estableciendo  la  regla 
de  que  no  se  permitirá  una  segunda  reelección,  si  no  nu'- 
dia  entre  esta  i  la  anterior,  un  período  por  lo  menos. 

«Todo  esto  lo  establece  el  proyecto  de  una  manera 
bien  terminante.  I  si  a  ello  se  agrega  que  bien  puede 
suceder  que  no  todos  los  miembros  de  un  mismo  tribu- 
nal tengan  aquella  idoneidad  especial  que-  se  requiere 
para  presidir  un  cuerpo  colejiado;  que  cuidarán  de  favo- 
recer siempre  con  sus  votos  a  aquél  que  realmente  lo 
merezca,  i  que  yo  no  admito  que  los  majistrados  de  mi 
pais  hubieran  de  hacer  capítulos  para  cuestiones  de  esta 
naturaleza;  se  verá  entonces  que  lo  que  al  señor  Fábres 
parece  malo,  es  precisamente  aquello  que  a  otros  pare- 
cerá mui  bueno. 

((Yo  espero  (^ue  la  honorable  [Cámara  pensará  de  esta 
última  manera,  i  (pío  no  tomará  en  cuenta  observaciones 
tan  poco  serias  i  de  tan  mínima  importancia. 

«El  art.  58  ha  sido  tambiea  impugnado  por  el  hono- 
rable señor  Fábres. 

((Prescindiendo  \lü  la  cuestión  relativa  a  los  estranje- 
ros,  acerca  de  la  cual  he  contestado  ya  a  los  señores  im- 
pugnadores del  proyecto  en  la  última  sesión,  una  vez 
por  todas;  el  señor.  Diputado  por  Rancagua  encontraba 
un  defecto  en  aquello  de  exijir  solo  28  años  de  edad,  en 
lugar  de  30,  para  poder  ser  miembro  de  una  Corte  do 
Apelaciones. 
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((El  señor  Diputado  nos  decia  que  la  lei  vijente  exijo 
aliora  30  años  para  el  ejercicio  de  ese  cargo.  J  yo  le  con- 
testare que  semejante  argumento  no  es  atendible,  cuando 
se  trata  de  dictar  una  lei  que  reforma  o  deroga  la  an- 
terior. 

((No  se  puede  argumentar  de  esa  manera  ante  el  Po- 
der Lejislativo. 

((La  Comisión  creyó  que,  en  un  pais  en  que  un  ciuda- 
dano activo  puede  ser  hasta  Ministro  del  Despacho,  te- 
niendo 21  años  si  es  casado,  i  25  si  soltero,  no  habia 
motivo  para  establecer  la  edad  de  30  años  para  ser  Mi- 
nistro de  una  Corte  de  Apelaciones,  i  menos  aun  si  se 
considera  (¡ue  esta  es  la  edad  que  el  proyecto  exijo  para 
poder  ser  miembro  de  la  Corte  Suprema. 

((No  siempre  la  edad  os  garantía  de  competencia.  Hai 
viejos  que  nada  saben,  i  jóvenes  que  podrían  mui  bien 
enseñar  a  muchos  viejos. 

((Esa  garantía  de  competencia  la  buscó  el  jiroyecto  en 
la  condición  de  haber  ejercido  por  seis  años  la  profesión 
de  abogado  o  de  haber  servido  por  cuatro  el  cargo  de 
juez  de  letras,  como  lo  dispone  el  inciso  segundo  del 
art.  58. 

((Por  lo  demás,  la  Cámara  sabrá  apreciar  quó  es  lo 
que  importan  observaciones  como  la  que  en  este  momen- 
to me  ocupa.  Discurriendo  como  lo  hace  el  señor  Fá- 
bros,  se  le  podria  preguntar  ]}ot  quó  exijiria  30  años 
])ara  ser  Ministro  de  una  Corte,  en  lugar  de  29,  de  32  o 
de  35. 

¿Sería  esto  un  motivo  suficiente  para  rechazar  un  Có- 
digo? 

((Con  relación  al  art.  07,  o  al  37,  no  recuerdo  cuál  de 
los  dos,  el  honorable  señor  Fábres  lamentaba  que  en 
ellos  no  so  incluyera  a  los  Coroneles  i  Jcnorales  entro 
uípicllos  altos  funcionarios  a  quienes  se  concede  el  goce 
do  lo  (pie,  impropiamente  a  mi  juicio,  so  llama  fuero  per- 
sonal. 
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(xEn  la  última  sesión  tuve  oportunidad  de  manifestar 
a  la  honorable  Cámara  que  esa  especie  de  fuero  no  la 
establece  la  lei  en  razón  de  privilejio,  porque  eso  sería 
contrario  a  nuestro  sistema  contitucional;  i  que  se  esta- 
blece mas  bien  como  una  verdadera  garantía  en  favor 
de  aquellas  personas  que  tienen  que  litigar  con  aquellos 
funcionarios  que  se  puede  suponer  ejerzan  alguna  in- 
fluencia sobre  los  jueces  de  inferior  categoría,  o  en  favor 
de  aquéllos  a  quienes  la  práctica  de  todas  las  naciones 
pretende  favorecer  de  esa  manera,  como  son  los  ajen- 
tes  diplomáticos  i  consulares. 

«Se  comprende  el  fundamento  de  la  observación  he- 
cha por  los  honorables  señores  Renjifo  i  Letelier,  que  pe- 
dían se  incluyera  a  los  gobernadores  departamentales 
entre  los  funcionarios  que  gozan  de  fuero  personal,  por- 
que aquéllos  intervienen  en  el  nombramiento  de  los 
jueces  de  menor  i  mínima  cuantía,  según  el  sistema  del 
proyecto. 

((Se  comprende  también  que  se  haya  incluido  a  los  pá- 
rrocos entre  los  funcionarios  a  que  me  refiero;  porque 
hai  casos  en  que  los  párrocos  ejercen  jurisdicción  en  las 
causas  sobre  matrimonio  ensobre  divorcio,  i  es  mui  po- 
sible que,  si  un  juez  de  subdelegacion  tiene  pendiente  una 
causa  de  esa  naturaleza  ante  un  párroco,  no  estaría  tran- 
quilo el  individuo  que  litigara  con  dicho  párroco  ante  ese 
juez  de  subdelegacion,  si  éstehabia  de  fallarle  su  pleito. 

((No  basta  que  los  jueces  sean  rectos  e  íntegros,  como 
me  complazco  en  reconocer  que  lo  son  los  de  Chile.  Es 
menester  alejar  de  ellos  hasta  la  mas  mínima  sospecha 
de  parcialidad. 

((Ahora  bien,  como  los  Coroneles  i  Jenerales  ni  inter- 
vienen en  el  nombraminto  de  los  jueces  inferiores,  ni 
pueden  ser  jueces  de  éstos  en  ningún  caso  según  el  sis- 
tema del  proyecto,  se  vé  que  no  militan  respecto  de 
aquéllos  las  consideraciones  que  me  he  permitido  indi- 
car a  la  lijera. 

TOMO  II  64 
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«El  lieclio  de  que  un  individuo  ocupe  una  elevada  ca- 
tegoría, porque  es  Coronel  o  Jeneral,  nada  prueba,  por 
consiguiente,  en  el  presente  caso. 

((Si  tal  es  la  baso  de  la  observación  formulada  por  el 
honorable  señor  Fábres,  la  misma  consideración  debería 
inducirle  a  pedir  quo  se  concediera  también  fuero  per- 
sonal a  los  Senadores,  a  los  Diputados,  al  Contador  Ma- 
yor, al  Superintendente  de  la  Casa  de  Moneda,  i  qué  se 
yo  a  cuántos  otros  funcionarios  de  bien  elevada  cate- 
goría. 

ccPor  mi  parto  debo  declarar  que  mi  sincero  deseo  ha- 
bría sido  no  establecer  ningún  fuero  personal,  absoluta- 
mente ningimo.  Pero  como  ello  no  ha  sido  posible,  i 
ha  sido  menester  atender  en  esta  parte  a  ciertos  intere- 
ses i  a  ciertas  consideraciones  especiales,  se  ha  procura- 
do restrinjir  la  excepción  al  menor  número  de  casos  po- 
sibles. 

((Paso  a  ocuparme  del  art.  99  que  enumera  las  atribu- 
ciones de  los  Presidentes  de  las  Cortes  de  Apelaciones, 
omitiendo  quizás  algunas  otras  observaciones  de  menor 
importancia,  que  no  tengo  presentes,  i  a  que  no  dudo 
dará  respuesta  mi  honorable  amigo  el  señor  Lira,  que 
es  una  verdadera  especialidad  en  la  materia  de  que  se 
ocupa  el  proyecto  i  que  tanta  parte  tiene  en  su  formación. 

((Han  dicho  los  honorables  señores  Fábres,  Renjifo  i 
Letelier,  cpie  no  es  conveniente  confiar  solo  al  Presiden- 
te de  mía  Corte  el  ejercicio  de  las  atribuciones  que  de- 
talla el  art.  99;  i  que  es  menester  que  las  rasoluciones 
(^ue,  con'  arreglo  a  ellas,  dicto  el  Presidente  de  la  Corte, 
no  prevalez(';ui  jamás  contra  el  voto  de  la  mayoría  del 
tribunal. 

((El  honorable  señor  Renjifo  ha  propuesto  se  agregue 
ul  artículo  un  iiuíiso  que  consulte  esa  idea;  i  como  yo 
encuentro  ex.icta  la  observación,  me  complazco  en  de- 
clararlo aní,  i  ro,:^ari.'i  a  la  (Mmara  tuviese  a  bien  admi- 
tir la  indÍLaciuii  propuost-i. 
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(I Llego  ya  al  título  V  que  trata  de  la  Corte  Suprema, 
i  desde  luego  me  permito  hacer  notar  que  es  exacto  el 
error  de  referencia  que  el  señor  Renjefo  indicó  apropó- 
sito  del  art.  115.  Donde  dice  hasta  el  97  inclusive,  de- 
bo decir  hasta  el  100  inclusive.  Ilai  aquí  un  verdadero 
error  de  impreirtu,  que  es  menester  salvar. 

«El  único  artículo  de  este  título  que  se  ha  objetado  es 
el  111,  según  el  cual  la  Corte  Suprema  es  la  majistratu- 
ra  a  que  so  refiere  el  art.  143  de  la  Constitución  políti- 
ca del  Estado.  So  ha  notado  que  en  ese  artículo  está 
omitido  un  inciso  que  antes  figuraba  en  el  i  que  conferia 
a  la  Corte  Suprema  las  mismas  atribuciones  protectoras 
en  materias  de  garantías  individuales,  i  las  inspecti- 
vas  sobre  los  otros  poderes  públicos  que  ^le  encomen- 
daba la  Constitución  do  1823,  vijente  como  lei  en  lo  ju- 
dicial. 

c(Fác¡lme  será  dar  respuesta  satisfactoria  a  la  objeción 
indicada. 

((Desde  luego  basta  leer  el  art.  143  de  la  Constitución, 
para  comprender  que  la  Corte  Suprema  conserva  siem- 
pre las  atribuciones  protectoras  sobre  las  garantías  indi- 
viduales (pe  dicho  artículo  confiere  a  la  majistratura 
({ue  determine  la  lei. 

ícLóase  el  artículo^  i  se  verá  cuan  exacto  es  lo  que  aca- 
bo de  espresar. 

c(En  cuanto  a  las  atribuciones  inspectivas  sobre  los 
otros  poderes  públicos,  o,  mas  bien  dicho,  sobre  el  Po- 
der Ejecutivo,  ha  sido  preciso  suprimir  el  inciso  cuya 
falta  se  ha  notado  en  el  proyecto,  i  esto  por  una  razón 
(¡ne  no  admite  réplica. 

((Según  las  disposiciones  que  la  Constitución  reforma- 
da consigna  en  el  párrafo  referente  a  la  Comisión  Con- 
servadora, es  a  este  cuerpo  a  quien  se  confieren  las 
atribuciones  inspectivas  de  que  tanto    se   ha  hablado. 

«Si  ambas  Cámaras,  al  revisar  la  Constitución,  lo  han 
establecido  así,^*c<Smo  [)odria  la  lei  disponer  otra  cosa,  siu 
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violar  el  pacto  fundamental  que  el  lejislador  tiene  el  de- 
1)or  de  respetar? 

(d  nótese  bien  que,  cuando  se  discutió  este  punto  de  la 
reforma  constitucional,  se  dijo  bien  claramente  que  era 
indispensable  quitar  a  la  Corte  Suprema  esas  atribucio- 
nes, i  que  no  convenia  confiar  a  un  tribunal  de  justicia 
facultades  que,  en  muchos  casos,  se  relacionan  con  cues- 
tiones de  mera  política,  en  las  cuales  no  debe  dái'se- 
le  injerencia  alguna. 

((Luego,  es  perfectamente  claro  que  la  Constitución  re- 
formada ha  querido  derogar  la  disposición  legal  que  so 
ha  echado  monos  en  el  proyecto  que  se  discute.  ¿Cómo 
podría  entonces  pretenderse  que  se  la  incluya  en  él?  ¿Pue- 
de una  lei  prevalecer  sobre  la  Constitución? 

((Pero  el  honorable  señor  Fábres  nos  decia  que  no  ha- 
bla inconveniente  en  confiar  el  ejercicio  de  esas  atribu- 
ciones inspectivas  también  a  la  Corte  Suprema,  sin  per- 
juicio de  que  las  tuviera  la  Comisión  Conservadora. 

((Yo  pienso  de  distinta  manera. 

«Creo  que,  obrando  como  lo  indica  el  señor  Fábres,  se 
violaría,  por  una  parte  una  disposición  constitucional 
que,  buena  o  mala,  debemos  respetar;  i  creo  ademas 
que,  por  otra  parte,  estableceríamos  un  absurdo  chocan- 
te, confiriendo  a  dos  autoridades  superiores  una  misma 
e  idéntica  atribución. 

((Fácilmente  se  concibe  que  la  Corte  Suprema  podría 
reputar  atentatorio  i  contrario  a  la  Constitución  un  acto  del 
Poder  Ejecutivo.  I  si  la  Comisión  Conservadora  juzgara 
que  ese  mismo  acto  es  arreglado  a  derecho,  ¿cuál  de  las 
dos  opiniones  prevalecería?  Mas  todavía:  ¿cuál  sería  la 
autoridad  que  viniera  a  dar  razón  a  la  Corte  contra 
la  Comisión,  o  a  ésta  contra  aquélla? 

((Me  limito  a  lo  dicho  para  manifestar  los  motivos  que 
han  hecho  necesaria  la  supresión  objetada  por  el  señor 
Diputado  por  Rancagua. 
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«Espero  que  la  honorable  Cámara  los  habrá  encontra- 
do perfectamente  fundados. 

«En  el  título  VI  del  proyecto,  que  se  ocupa  del  nom- 
bramiento, subrogación  o  mstalacion  de  los  jueces,  el  ho- 
norable señor  Fábres  ha  objetado  los  arts.  133  i  134, 
que  so  refieren  a  la  manera  cómo  deben  ser  integradas 
las  Cortes  de  Apelaciones  de  Concepción  i  de  la  Serena, 
el  primero,  i  de  Santiago,  el  segundo,  en  los  casos  de 
empate  o  do  dispersión  de  votos.  El  señor  Fábres  ha- 
bría deseado  que,  antes  de  llamar  a  los  jueces  de  letras 
del  departamento  respectivo,  se  hubiera  llamado  tam- 
bién para  integrar  el  tribunal  en  esos  dos  casos,  a  los 
abogados  designados  en  los  arts.  130  i  131,  según  la  re- 
gla jeneral  que  el  proyecto  establece  para  todos  los 
otros  en  que  fuere  menester  integrar  esos  tribunales. 

«La  Comisión,  animada  del  deseo  de  aliviar  a  los  jue- 
ces de  letras,  evitando  los  llamamientos  que  de  ellos  se 
hacen  continuamente,  estableció  la  regla  de  que  antes 
fueran  llamados  los  abogados  a  que  se  refieren  los  arts. 
130  i  131. 

«Pero  creyó  conveniente  establecer  una  excepción  a 
esa  regla  en  los  caso^  de  empate  o  dispersión  i  solo  en 
estos  dos  casos,  por  la  razón  que  voi  a  indicar. 

«Sabe  la  Cámara  que  el  empate  i  la  dispersión  ocurren 
raras  veces,  i  de  ordinario  en  cuestiones  de  derecho  gra- 
ves i  difíciles.  Ahora  bien,  en  los  puntos  donde  funcio- 
nan Cortes  existe  siempre  cierta  especie  de  fraternidad 
entre  casi  todos  los  abogados,  de  tal  manera  que,  tra- 
tándose de  cuestiones  de  esa  especie,  es  raro  que  el  abo- 
gado que  defiendo  una  causa  no  haya  consultado  la  opi- 
nión de  algunos  de  sus  colegas,  i  como  éstos  la  emiten 
siempre  con  toda  benevolencia,  podria  mui  bien  suceder 
que  los  abogados  llamados  para  integrar  las  Cortes  en  los 
casos  a  que  aludo,  estuviesen  implicados,  si  no  legal, 
por  lo  menos  morahnente  hablando. 

«Este  peligro  de  dar  opiniones  que  mas  tarde  pueden 
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ofrecer  implicancias  eii  las  causas  de  derecho  difíciles, 
creyó  el  proyecto  que  no  existia  respecto  de  los  jueces 
de  letras,  quienes,  por  lo  mismo  que  son  majistrados,  no 
viven  en  un  roce  tan  continuo  con  los  abogados,  ni  son 
consultados  por  éstos,  i  guardan  siempre  una  reserva 
que  les  impide  dar  opiniones  sobre  puntos  que 'pueden 
ser  sometidos  mas  tarde  a  su  fallo. 

dCvoyo  la  Comisión  que  con  venia  introducir  la  excep- 
ción relativa  al  empate  i  a  la  dispersión  de  votos,  para 
salvar  el  inconveniente  indicado;  i  yo  espero  que  la  es- 
plicacion  que  acabo  de  dar  habrá  satisfecho  a  la  honora- 
ble Cámara  i  aun  al  mismo  señor  Fábres. 

(¡cComolos  títulos  VII  i  VIII  del  proyecto  no  han  sido 
objetados,  paso  a  ocuparme  del  IX,  que  trata  de  la  res- 
ponsabilidad de  los  jueces. 

dEl  art.  159  ha  sujerido  críticas  en  la  parte  que  exime 
de  responsabilidad  a  los  miembros  de  la  Corte  Suprema 
por  los  crímenes  de  denegación  i  de  torcida  administra- 
ción de  justicia. 

«Sobre  este  particular  voi  a  dar  brevemente  las  espli- 
caciones  necesarias. 

<íEn  un  principio  la  Comisión  revisora  aceptó  el  artí- 
culo en  la  forma  propuesta  por  el  proyecto  del  honora- 
ble señor  Vargas  Fontecilla,  esto  es,  sin  la  excepción 
que  el  inciso  2."*  establece  respecto  de  los  miembros  de 
la  Corte  Suprema  para  los  casos  de  falta  de  observan- 
cia de  las  leyes  que  reglan  el  procedimiento,  de  dene- 
gación i  de  torcida  administración  de  justicia,  pues  de- 
be notarse  que  esa  excepción  no  es  ostensiva  ni  al  co- 
hecho, ni  a  la  prevaricación. 

dEn  la  segunda  revisión  del  proyecto,  uno  de  los  mas 
distinguidos  miembros  de  la  Comisión,  el  honorable  se- 
ñor Campillo,  según  creo  recordar — pues  hablo  sin  ha- 
ber tomado  Jni  tener  apuntes  a  la  vista — indicó  que,  tra- 
tándose de  las  sentencias  de  una  Coi-te  de  Casación,  que 
deben  reputarse  como  la  espresion  de  la  verdad  para  la 
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lei,  i  contra  las  cuales  no  se  concibe  que  pudiera  enta- 
blarse recurso  alguno,  era  indispensable  establecer  al- 
guna excepción  a  la  regla  jeneral  i  absoluta  que  consig- 
na el  inciso  primero  del  artículo  que  en  este  momento 
estoi  examinando. 

«Aun  cuando  yo  no  crea  en  ninguna  infalibilidad  te 
rrestre,  me  pareció  ¡fundada  la  observación,  i  de  la  misma 
manera  pensaron  los  demás  miembros  de  la  Comisión^ 
como  también  el  honorable  señor  Senador  don  Alejan- 
dro Royes,  cuando  se  trató  de  este  punto  ante  Su  Exce- 
lencia el  Presidente  de  la  República,  antes  de  remitir  a 
la  Cámara  este  proyecto. 

(d  en  efecto,  establecido  el  sistema  de  la  casación,  es 
forzoso  admitir  que  los  fallos  espedidos  por  el  tribunal 
superior,  que  ejerce  tan  importante  atribución,  deben 
ser  reputados  siempre  como  justos  i  arreglados  a  la  lei. 

«Es  esta  una  infalibilidad  convencional,  si  se  quiere; 
poro  tan  necesaria  como  el  axioma  jurídico  de  que  la 
cosa  juzgada  se  reputa  verdad. 

cf^^uifoniendo  que  fuera  posible  acusar  a  los  miembros 
de  la  Corte  Suprema  por  torcida  administración  de  jus- 
ticia, para  imponerles  castigo  sería  menester  resolver 
antes  que  han  aplicado  mal  la  lei,  torciendo  su  intelijen- 
cia,  haciéndole  decir  lo  que  no  dice.  I  como  esto  no 
puedo  suponerse  legalmente  en  un  tribunal  cuya  misión 
es  la  de  fijar  la  intelijencia  verdadera  de  la  lei  i  la  de 
armonizar  i  uniformar  la  jurisprudencia  de  los  tribuna- 
les; no.se  divisa  cuál  pudiera  ser  el  juez  revestido  de  la 
facultad  de  declarar  que  es  torcido  i  malo  aquello  que  la 
lei  reputa  como  derecho  i  bueno. 

«Por  lo  demás,  la  disposición  a  que  aludo  es  una  mera 
consecuencia  del  carácter  que  el  proyecto  atribuye  a 
la  Corte  Suprema.  Concibo  bien  que  pudiera  parecer 
ostraña  dentro  del  sistema  que  nos  rije,  pero  nó  dentro 
del  que  establece  el  proyecto,  porque,  como  mui  bien  lo 
sostienen  sabios  jurisconsultos,  las  funciones  de 'un  Tri- 
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biiTial  Superior  de   Casación  son  mas   bien  lejislativas 
que  judiciales. 

((Por  otra  parto,  el  proyecto  de  Código  Penal,  Jque  ha 
merecido  ya  la  aprobación  del  Senado,  i  que  yo  tendré 
el  gusto  de  aprobar  a  fardo  cerrado,  como  vulgarmente 
,sü  dice,  i  sin  beneficio  de  inventario,  pues  lo  encuentro 
excelente;  contiene  disposiciones  mui  bien  calculadas  que 
son  el  complemento  necesario  del  art.  159  del  proyecto 
en  debate. 

((Mientras  mas  leo  t'se  pro3''ecto  do  Código  Penal,  me- 
jor imi^resion  me  deja  i  me  felicito  mucho  de  que  el  ho- 
rable  señor  Fábres  haya  tomado  parte  en  su  redacción. 
Yo  contribuiré  con  mi  voto  a  que  ese  proyecto  se  con- 
vierta en  lei.  Sensible  es  que  el  señor  Diputado  no  quie- 
ra contribuir  con  el  suyo  a  que  el  actual  corra  la  misma 
suerte,  olvidándose  do  la  máxima  caritativa  que  nos  man- 
da ausiliarnos  los  unos  a  los  otros. 

((No  sé  si  esa  máxima  está  o  nó  consignada  en  el 
Evanjelio.  El  honorable  señor  Fábres,  que  es  im  teólo- 
go eximio,  debe  saberlo  mejor  ({ue  yo. 

((En  cuanto  a  la  observación  que  el  honorable  señor 
Letelier  hizo  valer  en  la  liltima  sesión  respecto  de  la 
responsabilidad  civil  de  los  jueces,  me  abstengo  ahora 
de  tomarla  en  cuenta,  porque  ya  manifesté  en  esa  mis- 
ma sesión  que  dicha  responsabilidad  es  materia  del  pre- 
sente Código,  que  forma  parte  de  nuestro  derecho  pú- 
blico interno,  i  no  del  Código  Civil  (jue,  como  parte  del 
derecho  privado  chileno,  noí^puede  invocarse  cuando  se 
trata  de  las  relaciones  de  las  autoridades  con  los  parti- 
culares, sino  solo  cuando  se  trata  de  los  de  éstos  entre  sí. 

((El  art.  1G4,  que  dispono  que,  si  el  juez  acusado  o  de- 
mandado civilmente  fuera  absuelto,  la  parte  acusadora 
será  condenada  a  pagar  las  costas  i  a  indemnizar  al  juez 
de  todo  perjuicio,  ha  sujerido  también  una  observa- 
ción a  la  fecunda  crítica  del  honorable  señor  Diputado 
por  Rancagua. 
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<íEste  habría  deseado  que  el  artículo  hubiera  sido  re- 
dactado en  un  sentido  facultativo,  no  imperativo;  por 
que,  a  su  juicio,  puede  haber  casos  en  que,  aun  obte- 
niendo el  juez  acusado  sentencia  absolutorin,  no  liayií 
mérito  para  hacer  efectiva  la  pena  que  el  artículo  es- 
tablece. 

«Tongo  otra  vez  el  sentimiento  de  no  j^ensar  como  el 
honoralílo  Sííuor  Fábres,  i  voi  a  decir  por  que. 

uT.a  íJoini.^ion  ha  creído  que  es  monestqr  .esfablecer 
regíate  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los  jue- 
ces, bien  sea  criminal  o  civil.  Pero  ha  creído 'también 
que,  SI  no  establecía  ciertas  garantías  en  favor  de  esos 
mismos  jueces,  estos  se  verían  continuamente  asediados 
pi>r  acur>acíone8  o  demandas  de  litigantes  (pie  hubieran 
perdido  su  pleito. 

'^¡*  •■''''"'\i'i^^^'cs,  digo  yo,  si  se  admitiera  el  sistema  a 
que  ^^:.í  inclina  el  honorable  señor  Fábres!  Podría  llegar 
el  caso  de  que  tuvieran  que  defenderse  en  un  numero 
de  causas  igual  a  las  que  hu])ieran  fallado. 

«Ptuego  al  señor  Diputado  que  no  caiga  en  exajeracio- 
nes  de  esta  especie,  i  que  se  insj?iro  un  poco  mas  en 
ese  espíritu  práctico  que  no  debe  olvidar  el  lejislador. 

((Aparte  de  las  observaciones  que  el  honorable  señor 
Ptenjifo  hizo  con  relacionad  título  X,  para  armonizarla 
redacción  de  algunas  de  sus  disposiciones  con  la  del 
proyecto  del  Código  Penal,  i  que  ya  acepte  en  conjunto 
en  la.  sesión  pasada,  solo  recuerdo  que  se  haya  hecho 
valer  una  objeción  de  fondo. 

((Ella  se  refiere  al  art,  172  en  la  parte  que  establece  la 
incompatibilidad  de  las  funciones  de  juez  con  los  caro-os 
del  orden  administrativo. 

(íEl  Honorable  señor  Renjifo  desearía  que  e^  regla 
no  rijiera  en  el  caso  de  los  subdelegados  e  Inspecto- 
res, a  fiji  do  que  éstos  pudieran  ejercer  también  las 
íunciones  de  juez  de  subdelcgacion   o  de   distrito.   El 
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honorable  sefior  Ijotelier  opinaba    do  diversa  maueríx,. 
tíosteuieiido  asi  el  proyecto  en  esta  parte. 

((La  dis[;()sicioii  objetada  por  el  señor  Iienjifo  se  ha 
eoiisigriado  en  el  proyecto  [>or  una  razón  mui  sencilla. 
Si  permitiéramos  que  los. jueces  de  menor  cuantía  pu~ 
dieran  ejercer  al  mismo  tiempo  las  funciones  de  ins- 
pectores i  subdelegados,  acumularíamos  en  una  misma 
persona  atribuciones  propias  de  dos  poderes  públicos, 
i  destruiríamos  así  por  completo  una  de  las  mas  im- 
portantes reformas  que  el  proyecto  contiene,  regla- 
mentando en  su  título  II  la  justicia  do  inenoi*  i  de  míni- 
ma cuantía. 

((En  principio  la  acumulaciíMi  de  funciones  que  se  pro- 
pone sería  tan  chocante  como  si  los  cinco  Ministros 
del  despacho  pudieran  funcionar  también  como  miem- 
bros de  la  (./orte  Suprema,  i  sabe  la  Cámara  que  la 
acumulación  de  poderes  no  es  otra  cosa  que  el  des- 
potismo. 

((En  consecuencia,  no  me  parece  aceptable  la  modifi- 
cación propuesta  por  el  honorable  señor  Diputado  por 
San  Fernando. 

((Paso  al  título  ÍX  cp.ic  S(i  ocupa  de  los  jueces  arbitros. 
«En  la  sesión  pasada  tuyo  ya  el  lion()r  de  manifestar 
cpie  el  art.  171  estíiblece  la  distinción  entre  h:)S  arbitros 
de  derecho  i  los  arbitradores,  c^ue  el  honorable  señor 
Fábres  echaba  do  menos;  i  mauiíestó  también  (jue  ese 
car^i;'0  era  tan  lijero  como  infundado. 

((Con  reíerencia  al  art  177,  el  honorable  señor  Fá- 
bres ha  ol >servado  (pie  entre  los  (ju.e  deben  resc^lverso  por 
i'irljitro,  no  se  incluyen  los  juicios  dtí  cuentas. 

v<  El  sc^ñor  Fá  hkks  (intcrrunij/icíulo), — Los  juicios  prác- 
ticos, señor  Diputado. 

•(E!  señor  Hunkels  [cínih'naaiido).  —  A  su  tiempo  me 
ocup.iiv  de  la  observación  (¡ue  acerca  de  su  supresión 
ha  hecho  Su  Señoría. 

((Deliberadamente  se  i:a  oiuirido  hablar  de  los  juicios 
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\le  cuentas  en  el  artículo  que  el  señor  Fábres  impugna, 
porque,  como  mui  bien  lo  dice  el  ?iíensaje  del  Ei'CuhVG. 
que  supongo  habrá  leido  Su  Señoría  con  la  detención 
que  merece,  «e  ha  procurado  reducir  al  menor  número 
posible  l(;s  casos  de  arbitraje  forzado,  lauto  para  evitar 
a  las  partes  gastos  inútiles,  cnaii^o  porque  no  se  divisa 
la  razón  porqué  hubiera  de  obligarse  a  someter  aun 
arbitro  la  decisión  de  mi  n'egocio,  a  aquél  (pie  tiene 
confianza  enja  jusí!<Ma  ordinaria  i  (juiere  ocurrir  a  ella. 

ííAdemas,  la  conocida  Ici  recopiiada  a  que  Su  Señoría 
hizo  referencia  en  s.i  discurso  de  impugriacion,  no  se 
presta  a  la  inte  jj(^ncia  (¡iu\  Su  Señoría  le  dá. 

<cElla  ordíMia  que  uo  se  sometan  a  contadores  los 
asuntos  que  copsi  :t;iii  en  cuestiones  de  derecho,  ni  aque- 
llos que  los  misiuos  jueces  ordinarios  pueden  fallar  en 
vista  del  proceso. 

rcAsí,  actualmente  el  mandatario  rinde  sus  cuentas  al 
mandante  ante  la  justicia  ordinaria,  i  ésta  fiíUa  los  ro- 
jearos que  acercía  de  ellas  se  promueven.  Igual  cosa  su- 
cede con  liis  cuentas  administratorias  que  rinden  h^s 
tutores,  los  curadores  i  los  síndicos. 

«De  mui  buena  gana  habría  suprimido  la  Comi- 
sión todo  arbitraje  forzado.  Pero,  considerándose  ligada 
por  las  disposiciones  del  Código  Civil  i  del  Código  de 
Comercio,  i  res])etando  la  idea  de  uniformar  por  com- 
pleto todo  nuestro  sistema  de  lejislacion,  ha  ¡"incluido 
en  el  art.  177  los  casos  a  que  aquellos  Códigos  se  re- 
fieren. 

((Tal  es  la  regla  cpie  ha  servido  de  base  a  la  Comi- 
sión, i  el  honorable  señor  Diputado  por  Rancagua  de- 
bería crepr,  por  lo  menos,  que  los  miembi'os  de  esa  Co- 
misión hemos  tenido  sentido  comuir. 

((El  art.  179,  seguii  el  ciuil  no  pueden  someterse^n 
arbitraje  las  cuestiones  (pie  versen  sobre  aliment-ís^o 
sobre  se])aracion  de  bienes  entre  marido  i  mujer,  ha 
snjerido  también  reparo  al  honorable  señor  Fábres. 
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(íSinembargo,  la  razou  do  este  artículo  os  bien  clara. 

((En  esa  clase  de  cuestioaes,  no  es  raro  que  se  ponga 
en  duda  el  estado  civil  de  la  persona  que  pide  alimen- 
tos.- Las  cuestiones  sobre  separación  de  bienes  se  rela- 
cionan también  con  ese  mismo  estado,  revistiendo  así 
cierto  carácter  de  gravedad.  I  como  las  sentencias  que 
se  refieren  al  estado  civil  de  las  personas  producen  en 
ciertos  casos  efectos  especiales,  aun  respecto  de  aqué- 
llos que  no  han  litigado  en  el  juicio,  se  orejeó  menester 
consignar  la  regla  del  artículo,  porque  la  intervención 
de  la  justicia  ordinaria  ofrece  a  los  terceros  mayores  ga- 
rantías que  la  de  un  arbitro  nombrado  por  las  partes 
interesadas. 

El  señor  Faures  {interrumpiendo), — Su  Señoría  no  se 
ha  fijado  en  que  yo  lie  impugnado  este  artículo  179  \3or 
deficiente,  es  decir,  porque  no  se  lian  consultado  en  él 
otros  casos  que  convendría  determinar. 

c(p]l  señor  Iíuneeíjs  [contínu/uido). — Agradozco  a  Su 
Señoría'  Ia]^intcrrupcion,  poi*que  me  ahorra  el  trabajo  de 
seguir  discurriendo  sobre  una  base  errónea. 

((El  honorable  señor  Fábres  ha  objetado  también  el  ar- 
tículo 189,  por  cuanto  no  enumera  entre  las  causales  quo 
eximen  al  arbitro  de  la  obligación  de  desempeñar  sii 
encargo,  la  de  ocupaciones  graves  ^que  pudieran  sobre- 
venirle. 

((Me  parece  inadmisible  la'idea^de  Su  Señoría.  Si  el  ar- 
bitraje es  un  contrato,  celebrado  entre  el  arbitro  i  los 
comprometidos,  debe  aquél,  una  vez  que  admita  el  car- 
go, desempeñarlo  hasta  su  conclusión,  a  fin  de  no  dejar 
burladas  las  qspectativas  de  las  partes. 

((Admitir  la  causal  que  el  señor  Fábres  indica,  sería 
en  estremo  peligroso;  porque  el  arbitro  alegaría  ocupa- 
ciones graves  cuando  le  conviniera,  i  en  caso  de  resistir- 
se a  admitirlas  como  tales  los  comprometidos,  pondría  a 
éstos  en  la  necesidad  de  ocurrir  ante  la  justicia  ordina- 
ria para  seguir  un  juicio  eu  que  se  calificara  la  gravedad 
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O  110  gravedad  de  tales  ociipacioiios,  todo  lo  cual  pugna 
abiertamente  con  la  base  inisniy.  del  contrato,  deyándolo 
en  suspenso  i  colocando  en  manos  do  l(^s  contratantes 
un  arbitrio  sencillo  para  eludir  su  cumplimiento. 

((Partiendo  de  estas  misuuis  ideas,  el  proyecto  dispone, 
en  su  artículo  191,  objetado  también  por  el  señor  Fábres, 
que  elcom])romiso  no  cosa  por  la  muerto  de  una  o  mas 
de  las  partes.  8u  Soaoría  critica  esa  regia,  i  prefríre  la 
contraria. 

«Cada  cual  es  dueño  de  su  gusa).  La  Comisión  lia 
preferido  la  regla  del  pro3H'ck>,  ¡)orouo  le  na  parcíu'do 
n\as  conforme  con  el  bien  cououido  principio  do  (]ue  el 
que  contrata  lo  hace  para  sí  i  para  sus  heroderos,  i  con 
la  reglajeneral  de  (píelos  contratos  no  e>])IiMn  por  muer- 
te de  los  contratantes,  salvas  las  excepciones  que  la  lei 
establece  espresamcníe,  como  son  la  sociedad  i  el  man- 
dato. 

(d  aun  re>pectode  este  ultimo  caso,  habrá  observado 
el  señor  Diputado  que  el  art.  408  de  este  tan  obje- 
tado proyecto,  dispone  que  no  termina  por  la  muerto  del 
mandante  el  mandato  de  los  abogados;  lo  (pie  supongo 
parecerá  mui  bien  al  señor  Fábres,  porque  ciertamente 
no  lo  sería  agradable  qiie,  en  el  caso  de  fallecer  mañana 
uno  de  sus  clientes  teniendo  su  pleito  mui  avanzado,  los 
herederos  del  difmito  tuvieran  derecho  para  dar  por  ter- 
minado el  contrato  de  iguala  celebrado  con  Su  Señoría. 
¡Es  tan  molesto  aquello  de  tener  que  eutenderse  con  he- 
rederos, para  el  pago  de  honorarios! 

((Por  (íonsiguiente,  tengo  nuevamente  el  sentimiento, 
ya  repetido  cincuenta  o  cien  veces,  de  pensar  de  una 
manera  opuesta  a  la  dol  señor  Diputado,  i  afirmo  que  es 
excelente  la  disposición  del  ai't.  191. 

((Llego  ya  a  la  su]iro;/ion  de  los  juicios  prácticos,  a  que 
Su  Señoría  llainaba  hace  \u\  momento  mi  atención. 

((Ksa  supresión,  que  el  S(n1or  Diputado  supone  efecto 
de  un  olvido,  es  perioctanu'iiíedeUl)er:;da;  imporia  mida 
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^Alónos  que  una  do  las  mas  importantes  reformas  qiíe  el 
proyecto  establece,  i  es  una  de  aquellas  a  que  llama  es- 
presamente  la  atención  del  Congreso  el  ilcnsajede  S.  E. 
el  Presidente  de  la  República.  Esta  pieza  notable,  que 
el  señor  Diputado  parece  no  haberse  dado  siquiera  el 
trabajo  de  leer,  dice  en  su  párrafo  4."  loque  sigue: 

c(A  los  tribunales  ordinarios  correspondoni  el  conoci- 
miento de  los  juicios  sobre  apertura  i  dirección  de  cami- 
nos, de  que  hoi  conocen  los  gobernadores  departamenta- 
les i  las  juntas  provinciales;  el  de  los  que  lioi  pertenecen 
njucGes  jyrfícticoSjm^titnci^n  desconocida  en  otras  lejis- 
laciones  i  de  mui  dudosa  o  escasa  utilidad  entre  noso- 
tros)).— Mas  adelante  agrega  que:  ^siguiendo  los  pasos 
de  las  lejislaciones  modernas,  que  tienden  a  hacer  cada 
dia  mas  i  mas  raro  el  arbitraje  forzado  i  poco  apasiona- 
do do  semejante  institución,  el  proyecto  no  la  admite 
sino  para  los  casos  espresamento  señalados  por  el  Códi- 
go Civil  i  por  el  Código  do  Cijmorcio)). 

(íPues,  apesar  de  tan  terminantes  frases,  el  prurito  do 
formular  observaciones  infundadas,  vengan  o  no  al  caso, 
ha  llevado  el  señor  Diputado  por  Rancagua,  hasta  el 
estremo  de  suponer  que  ha  sido  efecto  de  una  omisión 
indisculpable  lo  que  constituye  uno  de  los  méritos  prin- 
cipales del  proyecto. 

«I  ese  prurito  ha  llevado  todavía  mas  lójos  al  señor 
Diputado;  le  ha  llevado  hasta  el  curioso  estremo  de  po- 
ner al  honorable  representante  de  Rancagua  señor  Fá- 
bres,  en  contradicción  con  el  miembro  de  la  Comisión 
revisora  del  Código  de  Minería,  señor  Fábres.  Este  ha 
admitido  en  dicho  Código  la  supresión  de  los  juicios 
prácticos  de  internación;  pues  sabe  bien  Su  Señoría  que 
todo  juicio  de  minas  debe  ser  fallado  por  la  justicia  ordi- 
naria, con  arreglo  al  proyecto  del  cual  es  el  señor  Dipu- 
tado imo  de  los  ilustrados  autores,  oyendo,  en  los  casos 
que  lo  requieran,  el  informe  de  peritos,  nombrados  uno 
por  cadaparto,  i  un  tercero  por  el  juez,  si  hubiere  discordia. 
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<íPues  ese  sistema  que  el  señor  Fábres  encontró  bue- 
no como  miembro  de  la  Comisión  revisora  del  Oódiero 
de  Minoría,  lo  encuentra  malo  el  mismo  señor  Fábres^ 
como  Diputado  por  Rancagua,  al  ocuparse  del  proyecta 
en  debate. 

c(¿Cómo  esplicar  tan  chocante  contradicción?  No  lo  di- 
go por  mí;  pero  ¿no  podría  suponerse  que  la  supresión 
de  los  juicios  prácticos  la  encuentra  buena  Su  Señoría 
en  el  Código  de  Minas  i  mala  en  el  de  organización  do 
tribunales,  porque  en  óí5te  se  consigna  la  abolición  del 
fuero  eclesiástico  i  en  aquél  nó? 

(íPor  cierto  que  la  razón  no  sería  mui  concluyente, 
pues  no  se  divisa  la  relación  que  pueda  existir  entre  el 
fuero  eclesiástico  i  los  juicios  prácticos,  que,  aparte  do 
ser  mui  raros,  ofrecen  graves  inconvenientes,  porque 
casi  siempre  se  tocan  en  ellos  cuestiones  de  verdadero 
derecho,  que  no  pueden  ser  acertadamente  resueltas  por 
personas  que  no  conocen  las  leyes. 

((Se  concibe  la  necesidad  de  oír  el  dictamen  de  peri- 
tos en  cuanto  a  los  hechos  que  requieran  para  su  apre- 
ciación exacta  conocimientos  especiales,  pero  de  allí  no 
se  infiere  que  los  peritos  hayan  de  fallar  como  jueces, 
sino  solo  (^ue  debe  organizarse  convenientemente  la 
prueba  pericial. 

(íPor  lo  demás,  contrapongo  a  la  opinión  emitida  aquí 
por  el  señor  Diputado  por  Rancagua  la  del  miembro  de 
la  Comisión  revisora  de  ese  Código  de  Minería,  por 
cuya  aprobación  tendré  taiübien  el  gusto  de  votar,  pues, 
aunque  pudiera  señalar  en  él  algún  defecto,  me  ha  de- 
jado mui  buena  impresión.  I  de  paso  notaré  que  el  se- 
ñor Fábres  ha  sido  mas  feliz  que  yo,  pues  a  mí  me  pa- 
rece excelente  la  obra  en  (jmo  ha  tomado  parte,  al  paso 
que  él  juzga  detestable  a(|uélla  para  cuya  formación  he 
prestado  yo  'mi  pequeña  cooperación. 

<(  Yo  espero,  sin  embargo,  que  la  honorable  Cámara  no 
participará  de  la  opinión  de    Su  Señoría,    i  que   (juizás 
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tendrá  que  biLScar  también  en  la  abolición  del  fuero  ecle- 
siásticb  la  c:iusa  de  la  severidad  del  señor  Diputado 
por  Riuicii^'ua  i  la  de  la  ])enevü]encia  del  Diputado  por 
la  S(^rena. 

((Entro  ya  a  ocupariue  del  titule  XII  del  proyecto,  que 
trata  <(de  la  competencia )>. 

((Se  ha  objetado  el^art.  20á,  según  el  cual  cuando  el 
demandado  i'econviene  al  demandante,  la  cuantía  de  la 
materia  debe  deíenninarse  por  el  monto  a  que  ascen- 
dieren la  acción  })r¡iici]j:il  i  la  reconvención  reunidas. 

((El  señor  Fáljres  piení;a  (pie  esa  regla  es  mala,  por- 
([ue  puede  dar  lugar  al  al^uso  de  (pao  los  demandados 
entablen  recoiiveiKMoü'-s  indebidas,  a  íin  de  sustraer 
una  caui>a  del  coancraiv'uto  de  un  juez  de  menor  cuan- 
tía para  atribuii*'')  a  'in  jiic-z  de  letfi'as. 

((Que  lal  cosa  pue<le  suceder  es  innegable;  pero  no  ha 
de  negar  el  señ>)r  l)i,Mil:ido  (pie  también  sería  muí  duro 
(jue  si  Pedro  ]i)e  (i'^Man.la  a  mí  por  ciento  cincuenta 
pesos  ante  un  juez  de  subdelegacion,  adeudándome 
trescientos,  so  me  t>bi:gue  a  seguir  dos  juicios  separa- 
dos i  aure  distiutos  jueces,  c(Ui  perdida  de  tiempo  i 
itícaj-go  do  gastos,  el  uno  para  defenderme  i  el  otro  para 
Lacer  valor  mi  acción. 

«Buscando  la  economía  para  el  litigante  i  procurando 
simplilicar  la  acción  de  la  justicia  con  la  disminución 
de  [voiiüs,  crevó  el'  proyecto  (]^ue  debia  aceptar  la  regla 
del  art.  20-1. 

((El  art.  206  ha  dado  tand^ien  márjen  á  la  inventiva 
crítica  de  Su  Señoría,  por  cuanto  dispone  q^e,  cuando  se 
trate  del  derecho  a  pensiones  futuras  que  no  abracen  un 
tiempo  determinado,  se  lijará  la  cuantía  por  la  suma  a 
(pie  dichas  })ensiones  asciendan  en  lui  año. 

((¿Qu('í  base  habria  (pierido  tomar  el  señor  Diputado? 
¿Dos  años,  tres  o  cuatro?  ¿Seis  meses  solamente?  Porque 
alguna  regla  debia  darse  en  materia  (pie  no  es  posible  de- 
jar conHadas'^lo  a  la  mera  discreción  del  juez.  Lo  discre- 
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cional  es  anieuudo  sinónimo  de  lo  arbitrario.  Por  eso  el 
proyecto  establece  reglas  perfectamente  claras  para  de- 
terminar la  competencia  do  los  jueces;  i^  sea  dicho  de 
l)aso,  la  de  los  jueces  de  Chile,  no  la  de  los  de  Francia 
u  ottas  naciones,  como  parecía  creerlo  el  honorable  se- 
ñor Fábres  al  objetar  el  art.  233,  relativo  a  los  crímenes 
que,  cometidos  fuera  del  tLn'rilorio  real  del  Estado,  de- 
bieran ser  castigados  con  arreglo  a  nuestras  leyes. 

c(Su  Señoría  i  el  honorable  señor  Henjifo,  al  proponer 
cpie  se  agregara  el  complemento  ''en  la  República'*  a  la 
])alabra  domicilio,  en  los  arts.  224  i  225,  olvidaron,  sin 
duda,  como  lo  hice  notar  ya  en  la  última  sesión,  que  es- 
tamos dictando  una  lei  interna  para  Chile  i  no  una  de 
carácter  estenio  o  internacional  que  no  cabe  dentro  de 
nuestras  facultades. 

c(No  debe  sorprei^der,  por  consiguiente,  que,  aglome- 
rando objeciones  nimias,  fijándose  en  puntos  de  detalle 
i  de  mera  apreciación,  i  confundiendo  el  derecho  interno 
con  el  estenio,  todo  un  profesor  de  leyes  so  nos  presen- 
te aquí  en  son  belicosb  i  con  tono  de  victoria,  diciendo- 
nos:  ¡Eh,  cien  artículos  he  objetado  al  proyecto;  vuelva  ^ 
éste  a  Comisión!)) 

((Con  el  sistema  do  Su  Señoría,  lo  raro  es  que  no  haya 
objetado  los  cuatrocientos  once  artículos  de  que  consta 
el  Código.  ¡Falta  saber  solamente  si  el  peso  de  las  ob-    * 
joc'iones  del  señor  Diputado  corresponde  a  su  i#mero! 

((Apropósito  de  la  implicancia  i  recusación  de  los 
jueces  a  que  se  refiere  el  párrafo  VII  del  título  de  la 
competencia,  creo  que  el  honorable  señor  Diputado  nos 
dijo  que  no  encontraba  en  el  proyecto  una  distinción 
que  juzga  indispensable  en  la  materia,  cual  es  la  de  que 
las  implicancias  sean  verdadeiias  prohihíciones  impuestas 
al  juez  para  juzgar,  i  no  so!o  una  facultad  cuyo  ejercicio 
depende  de  la  voluntad  del  litigante,  como  sucede  con 
la  recusación.  ¿Fue  ese  el  cargo,  señor  Diputado?  * 

dEI  señor  Fábres. — Sí,  señor,  ese  fuó. 

TOMO  n  *  66 
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«El  señor  Huneeus  (confmuando). — Pues  Su  Soñona, 
permítame  decírselo,. esta  tan  profunda  como  lamenta- 
blemente equivocado,  porque  ersa  distinción  que  echaba 
de  móno'^,  i  permítame  la  Cámara  hacerlo  notar  con  én- 
fasis, el  proyecto  la  consigna  terniinanío  i  claramente. 
Es  el  señor  Diputado  quien  lia  incurrido  en  una  omi- 
sión lamentable  al  pretender  achacarla  a  la  Comisión 
Revisora;  i  en  una  omisión  que  píirece  consistir  nada 
menos  que  en  no  haber  leido  el  Código  mismo  que  Su 
Señoría  impugna,  i  ni  siquiera  el  Mensaje  con  que  ha 
sido  remitido  al  Congreso. 

t.(En  efecto,  el  art.  250  del  proyecto  dice  así  en  su 
párrafo  primero:  ''^La  implicancia  de  los  jueces  puede  i 
debe  ser  declarada  de  oficio  o  a  petición  de  partea.  ¿Qué 
significa  en  castellano  la  frase  dehe  ser  declarada  de  ofi- 
cio^ sino  un  verdadero  mandato  de  Ift  lei  que  prohibo  al 
juez  implicado  conocer  del  negocio?  ¿Que  significa  sino 
una  verdadera  inhabilidad  establecida  imperativamente? 

((Pero  lo  curioso  es  (pie  el  Mensaje  tampoco  deja  lu- 
gar a  dudas  acerca  de  este  punto.  En  el  se  nos  dice  lo 
•que  sigue: 

((Olvidando  la  sál)ia  disj)osicion  de  nuestro  antiguo 
reglamento  de  administración  de  justicia,  el  decreto  de 
2  de  febrero  de  1837,  vijonte  como  lei  hasta  ahora,  hizo 
una  estraña  c(mfusion  de  las  implicancias  i  de  las  re- 
cusaciones. El  proyecto  d¿stm(jue  cia'dadosaineafe^  como 
lo  quiere  ese  reglamento;  las  implicancias,  verdaderas 
jjroh'ijfcíoiK'S  impuestas  a  los  jueces,  a  los  oficiales  del 
ministerio  publico,  a  los  defonoores  públicos  i  a  otros 
funcionarios  de  la  administración  de  justicia  para  inter- 
venir como  tiilk'ó  en  negocios  dotei'ininados;  i  las  recu- 
saciones, m.;r<>s  arbiírios  (Porgados  a  las  partes  para  se- 
pararlos, si  lo  oolijiiaii  uíícesario,  del  conocimiento  o  in- 
tervenciou  muo  iianirahiiuníe  U;s  C'>rresponden  en  ellos)).' 

<(¿C(>mo  li;i  luítlido  (^ui'MK'os  sostiíner  e!  señor  Fábres 
que  el  pr'.)yi'cir>  no  'Th'c  tn  que  di''C?  ¿Ks  serio  este  modo 
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»le  argiuíioTitar?  Porque,  a  la  verdad,  esta  es  una  simple 
<3UGstion  de  lectura,  i  nada  mas.  Léase  el  proyecto,  léase 
el  I\Iourfaje  i  so  observará  otra  cosa  rara.  El  Mensaje,  o 
sea  S.  E.  el  Presldoute  de  la  República,  encuentra  en  el 
proyecto  niui  claramente  consignado  lo  que  en  él  no  ha 
podido  descubrir  el  honorable  señor  Fábres.  Para  éste 
os  negro  lo  que  para  S.  E.  es  blanco.  ¡Talvez  esto  de- 
penderá del  color  de  los  anteojos  que  quizá  usó  el  señor 
Diputado  para  leer  con  escrupulosa  i  caritativa  minucio- 
sidad el  proyecto  en  discusión! 

(i¡A  cuan  deplorables  estremos  conduce  la  exaje- 
nicion! 

(íAl  inciso  3."  del  art.  2601iiz(?  el  honorable  señor^ Fá- 
bres una  observación  justa,  en  razón  de  la  manera  cómo 
aparece  en  el  ])royecto. 

ííDispone  el  inciso  que  de  la  recusación  do  im  juez  de 
letras  conocerá  el  Intendente  de  la  respectiva  provincia; 
i  el  señor  Diputado  observa  que  es  mala  esa  regla  por- 
que dá  injerencia  a  la  autoridad  administrativa  en  el 
ejercicio  de  funciones  judiciales. 

((Encuentro  razón  a  Su  Señoría;  pero  debo  declarar 
que  la  Comisión  pensó  de  la  misma  manera,  i  que  el  in-, 
ciso  aprobado  por  ella  dispone  que  de  la  recusación  de 
un  juez  de  letras  conocerá  el  otro  juez  de  letras  del  de- 
partamento donde  hubiere  dos  o  mas;  i  de  la  de  aquellos 
jaeces  de  letras  da  departauicnto  donde  solo  hubiere  uno, 
conocerá  el  de  aquel  departamento  cuya  capital  estu- 
viere mas  inmediata.      % 

(íMe  parece,  por  consiguiente,  que  debe  salvarse  esto, 
que  no  puede  ser  sino  un  error  de  imprenta  o  efecto  de 
algún  olvido  de  redacciím. 

((El  título  XIÍI,  referente  vA  Alhiisterio  Piiblico,  no  ha 
snjerido' observación  alguna*  ateniéndome  a  mis  recuer- 
dos. Si  estoi  equivocado  i  si  he  omitido  dar  respuesta  a 
otras  al  (ocuparme  de  los  títulos  anteriores,  serán  proba- 
l)lemente  de  detalle  o  de  escasa  importancia.    En  todo 
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caso  espero  que  mi  honorable  amigo  el  señor  Lira,  que 
ha  sido  el  redactor  de  la  Comisión  revisora,  dará  res- 
puesta a  aquéllas  que  yo  hubiera  olvidado. 

((Respecto  al  título  XIV,  que  trata  del  ministerio  de  los 
defensores  públicos,  el  honorable  señor  Fábres  se  limitó 
a  objetar  la  disposición  del  art.  301,  en  cuanto  establece 
que  corresponde  a  los  defensores  de  menores  intervenir 
en  los  negocios  de  las  mujeres  casadas, 

((Sinembargo,  es  mui  obvio  el  fuñidamente  de  esa  dis- 
posición. 

((Sabe  la  Cámara  que  las  mujeres  casadas  son,  mien- 
tras conservan  su  carácter  de  tales,  legalmente  incapa- 
cesipara  contratar,  colocándolas  nuestro  Código  Civil  en 
la  misma  condición  que  a  los  disipadores  o  pródigos  que 
se  hallan  bajo  interdicción,  que  a  los  menores  adultos 
no  habilitados,  etc. 

«Pensó,  pues,  el  proyecto  que  debia  adoptar  una  mis- 
ma disposición  para  todos  los  casos  en  que  obrara  idén- 
tica razón;  i  creyó  que  debia  conferir  a  los  defensores 
cierta  intervención  en  los  asuntos  de  las  mujeres  casa- 
das, en  los  cuales,  como  mui  bien  lo  hacía  notar  el  señor 
•Fábres,  es  frecuente  que  se  proceda  con  poca  seriedad, 
concediendo  al  marido  autorizaciones  inconsultas  para 
enajenar  o  hipotecar  los  bienes  raices  de  la  mujer,  cuyo 
consentimiento  para  tales  actos  es  siempre  fácil  que  sea 
obtenido  por  aquél. 

a  Si  el  propósito  de  la  Comisión  ha  sido  sano  i  si  es  só- 
lida la  razón  que  dejo  indicada, %s  algo  cuya  apreciación 
abandono  al  buen  criterio  de  mis  honorables  colegas. 

(íPor  último,  el  honorable  señor  Diputado  por  Ranca- 
gua  formuló  una  observíicion  jeneral  respecto  al  título 
XV,  que  trata  de  ocios  relatores);. 

((Ajuicio  de  Su  Señoría,  nabria  sido  mejor  establecer 
un  sistema  con  arreglo  al  cual  uno  de  los  mismos  miem- 
bros de  cada  Corte  hubiera  desempeñado  las  funciones 
de  relator  en  el  tribunal  respectivo. 


Digitized  by  VjOOQIC 


ANEXO   NÜM.    7  S25 

ííEsta  idea  es  la  misma  que  consignaba  el  proyecto 
primitivo  del  señor  Vargas  Fontecilla;  pero  fué  recha- 
zada en  su  primera  i  en  su  segunda  revisión,  porque  el 
sistema  que  nos  rije  no  ha  producido  en  la  práctica  nin- 
gún mal  resultado,  i  no  se  ha  querido  admitir  innova- 
ciones que  no  contaran  en  su  apoyo  con  poderosas  ra- 
zones de  conveniencia. 

((Ademas,  es  fócil  comprender  que  las  condiciones 
que  forman  un  excelente  relator  son  mui  distintas  de 
las  que  constituyen  un  buen  majistrado.  Cada  cual  de- 
sempeña un  rol  completamente  diverso.  Un  joven  apto 
para  ^relator,  puede  no  serlo  para  juez  superior;  i  mu- 
chos majistraclos  habrá  que  no  podrían  hacer  fóciln^te 
la  relación  de  un  proceso  medianamente  voluminoso. 
No  pretendamos,  pues,  reformar  aquello  que  nadie  ha 
criticado. 

«Si  nuestro  actual  sistema  es  bueno  en  ^esta  parte, 
nuestro  deber  era  conservarlo. 

dHe  terminado  ya,  señor  Presidente,  la  refutación  que 
me  propuse  hacer  de  la  mayor  parte  de  las  impugnacio- 
nes que  se  han  aducido  contra  el  proyecto  de  lei  en  dis- 
cusión, i  me  lisonjea  la  idea  deque,  oidasmis  esplicacio- 
nes,  la  Honorable  O  amara  se  habrá  persuadido  de  que 
si  ese  proyecto  no  da  lugar  a  otras  objeciones  que  las  ya 
formuladas,  bien  merece  ser  aprobado  i  convertido  en 
lei  déla  República. 

dLa  estraña  manera  cómo  el  proyecto  ha  sido  impug- 
nado, permite  poner  en  duda  la  naturaleza  de  los  móvi- 
les que  han  podido  servir  de  base  a  esa  impugnatíion, 
tendente  a  manifestar  que  es  detestable  un  Código  que 
consigna  valiosas  reformas,  llamadas  a  contribuir  podero- 
samente al  progreso  i  a  la  felicidad  del  pais. 

«¡Ah!  señor  Presidente,  si  este  proyecto  fuera  rechaza- 
do, no  distaría  quizás  mucho  el  dia  en  que  algunos  de  sus 
impugnadores  habrian  de  lamentar  profundamente  que 
no  rijiera  como  lei  del  Estado. 
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(iLas  importantísimas  reformas  que  61  establece,  que- 
Jarian  iudefiniclameuto  aplazarlas;  porque  tal  es  la  suer- 
te que  corren  en  nuestro  pais  las  ideas  cuya  oonsidcra- 
cion  se  a})laza  para  mejores  tiempos.  ' 

di  ese  aplazamiento  iudelin¡do,])nes  no  importaría  otra 
cosa  volver  el  proyecto  a  comisión,  nos  lo  pido  el  hono- 
rable señoi*  Fábres,  fundándose  en  objeciones  nimias  e 
insignilicantes  que,  aun  cuando  tií vieran  al_^'una  razón 
do  ser,  importarían  deíectos  de  detalle  bien  pequeños,  i 
que  no  deberían  siquiera  tomarse  en  cuenta  en  presencia 
de  mejoras  notables,  como  bi  aljolicion  del  fuero  eclesiás- 
Lico,  la  del  fuero  militar,  el  eiísanclie  dado  a  las  atribu- 
ciones de  los  tribunales  ordinarios,  la  restricción  de  la  ju- 
risdicción administrativo-contenciosa,  i  las  muchas  otras 
(pie  concisa  i  claramente  enumera  el  mensaje  del  Ejecu- 
tivo. 

í(Para  mí,  la  abolición  tan  solo  del  fuero  eclesiástico 
bastaría  para  aconsejarla  aceptación  del  proyecto.  Sabo 
la  Cámara  que  esa  reforma  puedo  ahora  lleva^rse  a  efec- 
to sin  alarnuir  la  conciencia  de  nadie;  que. el  Gobierno 
la  acepta  i  la  apoya.  ¿Es  posible  responder  de  la  mane- 
ra cómo  se  combinarán  las  cosas  andancio  el  tiem[)o?  ¿Po- 
demos estar  seguros  de  que  las  circunstancias  propicias 
de  hoi  lo  serán  también  mañana?  ¿I  no  sería  una  grave 
im¡)i:udencia  que  fuéramos  a  comprometer  ahora  el  éxito 
de  una  reforma  que  reclama  imperiosamente  la  opinión  i 
que  exije  el  respeto  que  debemos  al  principio  de  la  igual- 
dad ante  la  lei? 

(ílmportantísima  es  también  la  abolición  del  fuero  mili- 
art.  Nada  choca  tanto  como  ese  singular  sistema  que  hoi 
nos  rije.  ¡El  comandante  jeneral  de  armas  de  una  pro- 
vincia, que  es  casi  siempre  el  mismo  Intendente,  ájente 
del  poder  Ejecutivo,  fallando  las  causas  civiles  que  so 
entablan  contra  los  militares! 

<í¿Quiere  la  Cámara  dejar  también  subsistente  un  sis- 
tema semejante? 
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(ihu,  Comisión  ha  deseado  procisamente  lo  contrario. 
Ha  querido  separar  por  com})Ieto  el  Poder  Ejecutivo  del 
Judicial,  atribuyendo  a  este  último  el  .conocimiento  do 
todo^Jos  a.Huutoí^  '|!io  deben  estarle  sometidos  segimlos 
principios  c[U3  la  ciencia  i  la  razón  dictan  en  tan  impor- 
tante materia. 

((Hágase  por  lo  iík-uos  esta  justicia  al  proyecto  en  (Je- 
bate. 

«La  jurisdicción  administrativo-contenciosa  se  limita 
en  ól  solo  a  los  casos  (pie  la  Constituci(m  misma  esta- 
blece, ya  que  a  nosotros,  meros  lejisladores,  no  nos  era  . 
lícito  separarnos  de  los  preceptos  de  nuestra  Carta  Fun- 
damental. * 

((Así,  convertido  en  lei  el  proyecto,  las  cuestiones  re- 
lativas a  caminos,  que  hoi  falla  la  autoridad  administra- 
tiva, serán  mañana  resueltas  por  los  tribunales  ordina- 
rios do  justicia, 

((Así  se  reducirá  inmensamente  el  número  de  las  cues- 
tiones do  competencia  que  tan  frecuentes  lian  sido  entre 
la  autoridad  administrativa  i  la  judicial,  i  el  Consejo  de 
Estado,  tribunal  llamado  a  resolverlas,  según  la  Consti- 
tución, que  nosotros  no  podíamos  modificar,  tendrá  una 
regla  fija  i  segura  para  resolverlas  acertadamente  en  los 
pocos  casos  cpie  ocurran  en  lo  futuro. 

«Desde  el  año  de  18G7,  en  (pie  fuó  dictada  la  lei  so- 
bre reforma  constitucional,  conocida  con  el  nombre  do 
((leí  de  los  doce»,  so  ha  ido  operando  entre  noí=íotros  una 
saludable  reacción  eircontra  del  sistema  francés,  mui 
apegado  a  la  jurisdicción  administrativo-contenciosa,  i 
en  favor  del  sistema  ingles,  que  la  rechaza  por  com- 
pleto. 

((Esa  lei,  al  declarar  necesaria  la  reforma  do  la  dispo- 
sición constitucional  que  coníicrc  al  Consejo  do  Estado 
la  facultad  do  conocer  en  las  cuestiones  referentes  a 
contratos  celebrados  por  el  Gol)ierno  o  sus  ajentos,  dio 
un  gran  })aso  en  el  sentido  do  la  reforma  que  me  ocupa. 
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En  pocos  dias  mas  habrá  desaparecido  esa  disposición 
de  nuestro  Código  Fundamental. 

((Esa  misma  reacción  saludable  se  ha  notado  también 
en  estos  últimos  años  en  un  gran  número  de  resolucio- 
nes libradas  por  el  Consejo  de  Estado  en  cuestiones  de 
competencia.  Ya  no  se  puede  decir  en  Chile  que  la 
autoridad  administrativa  es  infalible,  que  el  último  Go- 
bernador tiene  siempre  razón  cuando  hai  competencia 
trabada  entre  él  i  los  tribunales.  Nó:  las  cosas  no  pasan 
ya  de  esa  manera,  i  ello  es  un  verdadero  timbre  de  honor 
para  el  Consejo  de  Estado,  i  para  el  Gobierno  que  ha 
r.abido  tanlbien  auxiliar  poderosamente  tan  favorable 
tencifencia. 

«Pues  bien,  el  proyecto  que  pende  ante  vosotros  ha 
sabido  dar  a  tan  interesante  materia  la  importancia  que 
realmente  tiene.  Aprobado  que  sea,  no  será  ya  menester 
molestar  a  la  Cámara  con  interpelaciones  referentes  a  . 
cuestiones  de  calles  i  de  caminos,  como  mas  de  una' vez 
ha  sucedido.  I^r  esto,  a  fin  de  realizar  la  separación 
completa  de  los  dos  poderes,  Ejecutivo  i  Judicial;  a  fin 
de  dar  cumplimiento  al  precepto  constitucional  que  pro- 
hibe al  Presidente  de  la  República,  i,  en  consecuencia, 
a  todos  sus  ajentes,  injerirse  en  negocios  judiciales;  a 
fin  de  poner  do  una  vez'  término  a  esa  monstruosidad 
chocante  i  que  clama  al  cielo,  do  que  un  subdelegado 
sea  a  la  vez  juez  i  ájente  del  Ejecutivo,  lo  que  revela  un 
estado  de  atraso,  que  no  es  el  nuestro  i  que  motiva  jus- 
tísimas protestas;  a  fin  de  rendir  el  debido  homenaje  a 
tan  sagrados  principios  e  intereses;  la  Comisión  Reviso- 
ra,  funcionando  entonces  en  ella  íin  crecido  número  de 
miembros,  rechazó  el  sistema  actual  de  administración 
de  justicia  de  menor  cuantía,  que  el  proyecto  primitivo 
dejaba  subsistente. 

((Esa  resolución  fué  la  base  do  las  disposiciones  con- 
tenidas en  el  título  II  del  proyecto  en  debate;  i  aunípie 
el  honorable  señor  Vargas  Fontecilla  no  la  habia  acep- 
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tado  en  un  principio,  apoyada  la  idea  por  el  honorable 
señor  Varas  i  por  otros  miembros  notables  de  la  Comi- 
sión, se  decidió  al  fin  por  unanimidad  admitirla  coino 
una  de  las  bases  capitales  de  la  lei. 

«Solo  así  puedo  llevarse  a  efecto  el  gran  principio  de 
la  separación  de  los  poderes  públicos.  Si  la  Cámara,  co- 
mo lo  espero,  lo  acata  como  es  debido,  apruebe  el  i)rO' 
yecto  i  habrá  merecido  bien  del  pais. 

((Tiempo  quedará  siempre,  i  sobrado,  para  salvar  i  co- 
rrejir  arpiellos  defectos  'c[ue  la  esporiencia  pudiera  indi- 
carnos en  la  aplicación  de  la  nueva  lei. 

(T Ademas  de  los  que  acabo  de  indicar  en  globo,  el 
proyecto  introduce  grandes  mejoramientos  en  nuestro 
sistema  judicial. 

<(En  el  se  establece  el  recurso  de  Casación,  que  es  una 
garantía  salvadora  e  indispensable  en  todo  pais  que 
quiei'e  contar  con  una  buena  i  recta  administración  de 
justicia. 

(íEl  sistema  do  la  Casación  tendrá  la  inmenSa  ventaja 
de  uniformar  la  aplicación  de  la  lei,  poniendo  término  a 
la  anomalía  que  entre  nosotros  se  observa  de  que  sea 
justo  en  Saní  ;;i;j,o  lo  que  es  injusto  en  Concepción  o  en  la 
Serena.  Ma3  todavía:  el  pondrá  téiinino  a  otra  anomalía 
aun  mas  grave:  la  de  cpie  un  mismo  tribunal  superior 
resuelva  cuestionas  idénticas  en  un  sentido  diametral- 
mente  opuesto,  haciendo  así  perder  toda  la  fe  que  de- 
ben ins})irar  fallos  a  que  siempre  convendría  acompaña- 
se eso  prestijio  de  infalibilidad  que  no  pocos  quisieran 
hoi  atribuirles,  i  que  está,  sinembargo,  bien  distante  do 
ser  exacto. 

ííVijente  el  proyecto,  los  jueces  no  aparecerán  ya  en- 
tre nosotros  como  funcionjirios  verdaderamente  irres- 
ponsables. No  se  sostendrá  ya,  como  se  ha  sostenido  al- 
guna vez,  que,  si  no  ante  la  lei  i  en  principio,  por  lo  me- 
nos en  el  terreno  de  los  hechos,  no  hai  otro  medio  de 
loMO  II  67 
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acusarlos  que  el  verdaderamente  excepcional  de  que  ia 
Cámara  de  Diputados  los  lleve  a  la  .barra  del  Senadcj 
por  notable  abandono  de  sus  debei*e;s. 

Bueno  i  santo  es  que  atribuyamos  al  Poder  Judicial 
todas  las  facultades  que  le  son  propias;  pero  yo  quiera 
la  responsabilidad  para  todos  los  funcionarios  de  mi  país,. 
i  aun  la  aceptar ia  para  los  Diputados  i  Senadores  mis- 
mos, si  ello  fuera 'posible. 

<tNo  debe  haber  embarazo  para  confiar  atribuciones  a 
quien  responde  del  ejercicio  de  ellas.  Pero  es  menester 
que  esa  responsabilidad  no  sea  ilusoria,  i  que  la  leí. es- 
tablezca medios  para  hacerla  efectiva. 

ccPoresto,  el  proyecto  ha  querido  que  se  dicte  al  fin  la 
lei  a  qiie  se  refiere  el  art.  111  de  nuestra  Constitución. 
Tal  es  la  razón  de  las  disposiciones  que  contiene  su  títu- 
lo IX. 

((Concluyo,  señor  Presidente,  pues  temo  haber  abusado 
ya  demasiado  de  la  benevolencia  de  la  honorable  Cá- 
mara. La  importancia  de  la  materia  i  la  atención  con 
que  mis  honorables  colegas  se  han  dignado  escucharme^ 
han  sido  para  mí  estímulos  poderosos  (][ue  me  han  in  fun- 
dido aliento  i  tranquilidad  para  refutar  los  inmerecidos 
ataques  de  que  ha  sido  objeto  un  prc^yccto  de  lei  que 
ofi'ece  al  pais,  no  una,  sino  muchas  i  trascendentales  re- 
formas de  una  importancia  verdaderanxente  social.  Si  la 
Cámara  lo  rechazara,  como  tanto  parecen  desearlo  algu- 
nos, tal  resolución  podria  crear  ima  verdadera  barrera 
que  embarazaría  la  codificación  de  nuestras  leyes,  i  (pie 
dcsanimaria  penosamente  a  quienes,  como  el  Gobierno  i 
los  i'evisores  de  Códigos,  se  han  impuesto  la  abnegada 
tarca  de  completarla,  solo  por  patriotismo. 

((A  la  verdad,  yo  no  me  sentiria  con  ánimo  bastante 
para  continuar  trabajando  en  ese  sentido,  en  presenciado 
u}ia  resolución  adversa  de  la  Cámara.. 

-(Pero,  debo  confesar  que  no  la  esporo.   Lójos  de  os.\ 
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abrigo  la  profunda  confianza  de  que  la  honorable  Cá- 
mara, partidario  sincero  i  decidido  do  las  notables  refor- 
mas que  propone  el  proyecto,  no  vacilará  en  prestarle 
su  alta  aprobación». 

^í  Varios  SEÑORES  DiPüTAüf)s. — ¡Bien!  ¡IMui  bien!» 
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CORTE  SIIPREüi 


«Recurso  de  hecho  de  don  Santos  Samuel  Torres.  — San- 
tiago, junio  13  de  1868. — Vistos:  en  31  de  enero'del  pre- 
sentea  ño,  la  Intendencia  de  Colchagua  inandó  que  un  sub- 
delegado procesase  a  don  Santos  Samuel  Torres,  porque 
don  José  Luis  Cortes  le  habia  espuesto  que  el  espre- 
sado Torres  habia  ido  a  su  pie^a  habitación  llevando  un 
puñal  en  la  mano  i  con  el  objeto  de  provocarle  i  ofen- 
derle.  Formado  el  sumario  por  el  subdelegado,  don  San- 
tos Samuel  Torres,  que  habia  sido  puesto  en  prisión,  re- 
clamó la  jurisdicción  del  juez  de  letras  i  este  majistrado 
ordenó  que  el  subdelegado  le  remitiese  los  antecedentes, 
orden  que  no  fue  cumplida  por  el  subdelegado  por  cuan- 
to procedía  en  virtud  de  comisión  conferida  por  la  In- 
tendencia. Tomadas  algunas  declaraciones  i  pasado  el 
])roceso  a  la  Intendencia,  esta,  en  veintinueve  de  febre- 
ro, mandó  que  se  sobreseyese  en  su  prosecución  hasta 
que  apareciesen  mejores  j)ruebas  i  se  pusiese  al  reo  en 
libertad.     De  esta  resolución  apeló  don  Santos  Samuel 


(1)  aiK5eta,  año  XXVI,   p¡.  !099,  XlS  1355. 
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Torres,  i  denegado  el  recurso  por  la  Intendencia,  ocurrió 
de  hecho  ante  esta  Corle.    Admitido  el  recurso,  solicita 
([ue  se  suspendan  los  efectos  de  la  resohicion  reclamada 
i  que  so  pasen  los  antecedentes   al  juez  de  letras  por  la 
absoluta  incompetencia  del  Litendente  para  juzgarlo  [)ür 
el  delito  que  se  le  im})utalja.   La  Intendencia  ha  espues- 
to que  juzgó  a  don  Santos  Samuel  Torres  ¡)or  cargar  ar- 
mas prohibidas,  delito  cuyo  conocimiento  le  compete  a 
virtud  de  lo  dispuesto  en  el  Senado   Considto  de  20  de 
marzo  de  1824. — Considerando:  1."  Que  don  Santos  Sa- 
muel Torres   fué  procesado  por  la  Intendencia  de  Col- 
chagua,  por  haber  sacado  anua  prohibida  con  mira  ofen- 
siva, según  aparece  de  la  nota  de  f.   12,  en   que  se  le 
mandó  sumariar  por  el  subdelcfgado,  del  decreto  de  f.  11), 
en  que  se  le  hizo  saber  la  causa  de  su  ¡prisión,  i  de  la  re- 
solución misma  de  la  Intendencia,  de  29  de  febrero  últi- 
mo, que  tía  dado  lugar  al  recurso;   2.''  Que  la  Intenden- 
cia es  absolutamente  incompetente  para  juzgar  en  causas 
criminales  i  por  consiguiente  para  procesar  i  absolver  o 
condenar  en  el  delito  de  sacar  arma  prohibida  con  mira 
ofensiva  a  que  el  Senado  Consulto  de  20  de  marzo  do 
1824  señala  la  pena  de  un  año  de  presidio;  3.''  Que  la 
facultad  que  este  Senado  Consulto  concedió  a  los  Inten- 
dentes i  Gobernadores  para  aplicar  las  penas  que  el  es- 
tablece, ha  sido  dei'ogada  por  el  reglamento  de  adminis- 
tración de  justicia,  por  la  Constitución  de   1828  i  j)or  la 
de  1833,  dis2)osiciones  todas  posteriores   que  establecen 
una  absoluta  i  completa  separación  entre  las  atribucio- 
nes de  las  autoridades  gubernativas  i  las  de  los  majis- 
trados  judiciales,  asignando  esclusivamente  a  éstos  la 
facultad  de  juzgar  i  prohibiéndolo  espresamente  al  Pre- 
sidente de  la   República  i  ^^<ír  conshjaienfe  a  s?(s  ajcntes; 
4.''  Que  esta  misma  derogación  esta  comprendida  en  la 
disposición  do  la  parte  cuarta,   artículo  ciento  seis  de 
la  lei  de  10  de  enero  de  do  1844,  que  faculta  a  los  fun- 
cionarios (pie  ella  designa  para  imponer  multas  que  no 
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♦ixccdau  de  25  pcso.s,  o  cmi  sn  »-.  ^'  do  lum  prisión 'rjuo  no 
oxcedti  do -18  liorus  a  los  'juc  ir  •  'lo.^olxvJccieson  o  falta- 
sen al  respeto,  o  a  lo»-  (\ao  in:^;  i  cA  úrdon  o  el  sosiego 
]júblico,  pero  lió  a  los  qiL;  l*')1m.  ::;:i  contravoncioneB  i  de- 
litos, soLre  los  cuales  ae  deba  i'oi'3ii:ír  cíiiLsa  p(3r  tenor  nna 
pena  determinada  en  las  leyes;  5."  Quo  el  jiizgan-iiento 
de  que  reclama  don  Santos  Sainiud  Tórreí  lia  sido  pro- 
nunciado por  la  Intendencia  de  <.!ol(íliagua  sin  jurisdic- 
ción i  no  puede  por  consigriicn^'  embarazar  la  que  com- 
pete a  los  jueces  de  letras,  únicos  llamados  a  juzgar 
en  esta  clase  de  causas,  so  declara:  que,  suspendién- 
dose los  efectos  de  la  rL-r.n»ui('iou  de  la  Intendencia  dí^, 
Colcliagua  de  29  do  fel»reru,  cieben  ])asar  estos  autos  al 
juez  de  letras  para  que,  c-í^iio  liuiea  autoridad  competen- 
te, conozca  i  resuelva  acerca  de  ('lív>s  según  fuere  do  de- 
recho.— Montt. — Palma, —  ValpíKZCpht. —  Guerrpw. — Ber- 
nnles, — Abalos. —  Vah/ím'f^.so  Amor.)> 
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PUOIECTO  DB  DESCESíTRALIZiCION 

prcsei^tado  a  la  comib'^n  especial  de  hacienda,  en  seslnn  de  17 
de  abril,  por  su  piesideut^  señor  Joije  Uuneeus  (1). 


(í Honorable  Coinision: 

(.rLa  necesidad  de  dar  alguna  vez  cumplimiento  a  las 
disposiciones  contenidas  en  los  cinco  primeros  incisos 
del  art.  128  de  la  Constitución;  la  de  satisfacer  el  justí- 
simo i  vehemente  anhelo  que  la  opinión  ilustrada  del  pais 
viene  manifestando  desdo  hace  largos  años,  de  descen- 
tralizar todos  a<[ucllos  servicios  que  no  son  de  interés- 
jeneral,  confiando  su  jestion  a  las  autoridades  locales;  la 
de  descargar  el  presupuesto  nacional  de  los  gastos  que 
esos  servicios  demandan;  i  la  de  hacer  mas  llevadero  i 
7nas  equitativo  todo  recargo  en  el  impuesto  directo  que 
hoi  grava  la  propiedad  raiz  urbana;  me  inducen  a  some- 
ter el  pre^^onte  proyecto  a  la  consideración  de  la  hono- 
rable comisioii  í--tri-ordinaria  de  hacienda,  que  me  cabe 
la  honra  do  pws  dM-,  como  enmienda  al  inciso  I."*  del  art. 


(1;  D'ivk  01  >^  Di^Qw  335,  f,ñ-  II  p^j.  '174. 
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I.'',  i  demás  que  con  él  se  rclueionaii,  del  proyecto  do  im- 
puesto sobre  l'i  rentd  (pie  le  ha  sido  remitido  por  el  Pre- 
sidente de  la  República. 

t^cDoscargando  el  2)resnpiiest'0  nacional  de  los  gastos  a 
que  se  re!iei*e  el  art.  I.*"  do  mi  proyecto,  se  obtendría  cu 
aquél,  tomando  por  ba.se  las  cantidades  que,  para  esos 
efectos,  consulta  el  presupuesto  vijente,  un  menor  gasto 
ascendente  a  un  millón  doscientos  veinte  mil  doscientos 
cincuenta  i  siete  pesos.  Iiln  esta  forma  no  ¡sería  difícil  que 
el  presupuesto  nacional  [)ara  1879  no  excediera  do  la  su- 
ma de  quince  millones  do  pesos  ($  lo. 000, 000). 

«Para  que  las  municipalidades  hagan  frente  a  esos  gas- 
tos, el  proyecto  crea  a  favor  de  ellas  un  ijupucsto  directo 
de  un  cuatro  por  mil  sobre  el  valor  de  la  propiedad  urba- 
na, entendiendo  por  tal  el  suelo,  con  losedilieios  i  demás 
accesorios  que  la  leí  reputa  inmubles;  i  cede  a  esas  cor- 
poraciones la  tercera  parte  de  la  suma  que  debe  producir 
el  impuesto  agrícola. 

«Revisado  este  impuesto  con  arreglo  a  la  base  perma- 
nente establecida  por  la  lei  de  15  de  octubre  de  1853, 
que  grava  el  valor  de  la  propiedi  1  rustica  i  nó  su  renta, 
61  produciría,  a  la  tasa  del  seis  p(,>r  mi!,  sobre  un  valor 
total  de  trescientos  millones  de  pe>os,  en  que  puede  cal- 
cularse el  capital  agrícola  de  !a  Ropúbüca,  la  sumado 
un  millón  ochocientos  mil  ¡lesos  anuales.  De  esta  cifra 
corresponderia  a  bis  muniei  Ki-i-lades  la  ttjrceFa  parte,  o 
sean  seiscientos  mil  pesos  anuales,  quedando  a  favor  del 
Fisco  el  millón  doscientos  mil  pesos  restantes,  suma  su- 
perior en  ciento  sesenta  mil  pesos  a  la  (pie  hol  produce 
ul  impuesto  agrícola. 

<.(La  propiedad  urbana  existente  en  todoelpais  repre- 
sentaría un  valor  dedoscientos  cincuenta  millones,  si  so 
toma  como  base  la  suma  qucKui  todo  é!  t;imbien  })roduce 
]:{  crMitril.HU'ituí  (]<'  sereuo  i  alinnbrado.  Sn¡)rim¡da  na- 
turalmente es!;i  úllima,  la  coiuribucuon  local  urbana,  (ui- 
ya  creación  propr^Dgo  a  la  liou'ii'uble  rV>mi>i(Ui,  |u\)duci- 
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ría  un  millón^  de  pesos  anuales,  o  sea  algo  cquivulerite 
al  doble  de  lo  que,  un  año  con  otro,  produce  actualmente 
el  impuesto  de  sereno  i  alumbrado.  Así,  las  munici- 
palidades de  Chile  contarían  con  una  mayor  renta  do 
medio  millpn  de  pesos,  que,  unidos  a  seiscientos  mil  que 
obtendrían  por  la  tercera  parte  del  impuesto  agrícola  re- 
visado, les  proporcionarían  un  millón  cien  mil  pesos 
anuales  sobre  los  recursos  de  que  actualmente  disponen. 
De  éstos,  por  razones  que  es  fácil  comprender,  suprimo 
el  proyecto  el  monopolio  sobre  la  nieve,  supuesta  su 
dudosa  existencia  legal,  i  el  incalificable  impuesto  que 
se  cobra  a  los  ven  dedores  ambulantes. 

((En  resumen,  el  proyecto  que  someto  a  mis  colegas  de 
la  honorable  Comisión,  reduciría  permanentemente  el  pre- 
supuesto nacional  en  un  millón  doscientos  mil  pesos  anua- 
les; crearía  a  favor  de  las  munitíípalídades  fuentes  de  re- 
cursos por  una  suma  casi  igual;  evitaría  la  creación  de 
una  contribución ^5caí  sobre  la  propiedad  raíz  urbana, 
que  no  debe,  a  mí  juicio,  ser  gravada  sino  con  impuestos 
locales,  i  haría  mas  soportable  cualquier  recargo  que  pu- 
diera resultar  en  la  contribución  de  sereno  i  alumbrado, 
porque  es  bien  sabido  que  se  paga  con  menos  desagrado 
aquello  que  se  ha  de  invertir  necesariamente  en  beneficio 
'  de  la  localidad  donde  reside  el  contribuyente. 

dEn  jeneral,  los  impuestos  directos  son  mas  apropia- 
dos para  el  carácter  de  locales  o  municipales  que  j)ara  el 
de  nacionales  o  fiscales. 

«Ya  que  la  urjencia  del  momento  no  ha  permitido  a  la 
Comisión  consagrarse  al  estudio  escrupuloso  do  la  reor- 
ganización completa  de  todas  las  oficinas  públicas,  única 
manera  de  hacer  aceptables  economías  compatibles  con 
el  buen  servicio,  i  de  no  proceder  a  ciegas  e  indiscreta- 
mente en  materia  tan  grave;  me  ha  parecido  que,  mien- 
tras llega  la  oportunidad  de  hacer  en  ese  sentido  algo 
que  requeriría  mucho  tiempo  i  largos  trabajos,  no  debía- 
mos desentendernos  por  completo  del  porvenir. 
TO'\To  ir  68 
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«Es'eeta  consideración  la  que  me  ha  decidido  a  prepa- 
rar este  proyecto  i  a  someterlo  a  los  estudios  de  la  Co- 
misión. 

((Mas  como  su  aprobación,  aunque  produciría  en  el  año 
próximo  las  ventajas  que  he  indicado  someramente,  no 
aliviaria  en  el  momento  la  angustiosa  situación  del  Te- 
soro; me  ha  parecido  que,  para  llevar  a  buen  término 
tan  patriótica  empresa,  en  parto  siquiera,  debía  propo- 
ner, como  lo  hago,  en  un  artículo  transitorio,  que  se  ele- 
ve en  un  cincuenta  por  ciento  solo  durante  el  segundo 
semestre  del  año  actual,  la  contribución  de  sereno  i 
alumbrado  existente  en  todo  el  pais,  debiendo  las  mu- 
nicipalidades recaudar  para  el  Fisco  el  aumento  indicado. 

í  Aparte  de  la  reforma  financiera  que  el  proyecto  con- 
sulta, en  él  va  envuelta,  como  ya  lo  he  insinuado,  una  re- 
forma política  cuya  trascendencia  considero  escusado 
detenerme  a  encarecer  i  que  es  una  derivación  necesaria 
de  nuestro  sistema  constitucional. 

«Tales  son  las  razones  fundamentales  en  que  se  apoya 
el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEÍ: 


ART.    1.° 

«Desde  el  1."*  de  enero  de  1879  correrán  esclusiva- 
mente  a  cargo  de  las  municipalidades  todos  los  gastos 
que  ocasionaren  los  servicios  siguientes:  policía  de  se- 
guridad; construcción,  reparación  i  custodia  de  cárceles; 
policía  sanitaria,  de  comodidad,  ornato  i  recreo;  médicos 
de  ciudad,  hospitales,  hospicios  i  dispensarías;  benefi- 
cencia en  todas  sus  aplicaciones;  escuelas  elementales 
do -instrucción  primaria;  alquiler  de  locales  para  casas 
de  gobernadores;  construcción  i  reparación  de  aquellos 
caminos,  puontos  i  calzadas  que  fueren  de  interés  pura- 
mente local. 
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« 

«Desde  la  misma  fecha  se  suprimirán  del  presupuesto 
nacional  todas  las  partidas  e  ítem  que  en  él  se  han 
consultado  hasta  ahora  para  atender  o  subvenir  a  los 
gastos  ocasionados  por  los  servicios  que  enumera  el  in- 
ciso precedente. 

Art.  2,** 

(íSe  establece  a  favor  de  cada  Municipalidad  de  la 
República  un  impuesto  directo  de  un  cuatro  por  mil 
anual  sobre  el  valor  de  todas  las  propiedades  urbanas 
comprendidas  dentro  del  territorio  municipal  respectivo. 

d Forman  la  propiedad  urbana  «1  suelo,  los  edificios  i 
domas  accesorios  que  la  lei  .reputa  inmuebles;  i  se  en- 
tenderá que  son  urbanas  todas  las  propiedades  que  es- 
tuvieren comprendidas  dentro  de  los  límites  asignados 
a  las  ciudades  i  demás  poblaciones  del  Municipio. 

Art,  3.° 

(íDesde  el  1."*  de  enero  de  1879  corresponderá  a  las 
municipalidades  la  tercera  parte  de  la  suma  que  produ- 
jere el  impuesto  agrícola  fiscal.  Cada  Municipalidad  re- 
caudará directamente  esa  cuota  en  su  respectivo  Muni- 
cipio, en  la  parte  correspondiente  a  las  heredades  com- 
prendidas dentro  de  su  territorio. 

«Cuando  una  misma  heredad  estuviere  comprendida 
dentro  de  dos  territorios  municipales,  tendrá  derecho  a 
la  tercera  parte  del  impuesto  agrícola  que  le  correspon- 
da, aquella  Municipalidad  en  cuyo  territorio  existiere  la 
casa  principal  de  la  heredad, 

Art.  4,° 

<íEl  avaluó  de  las  propiedades  urbanas  sujetas  al  im- 
puesto municipal  que  crea  el  art.  2.°  de  esta  loi,  se  hará 
cada  cinco  años  por  peritos  nombrados  i  retribuidos  por 
la  Municipalidad. 
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«Los  peritos  serán  nombrados  en  la  primera  quincena 
del  mes  de  julio  anterior  al  año  en  que  debe  principiar 
el  quinquenio  correspondiente,  i  practicarán  los  avalúos 
dentro  del  plazo  de  mes  i  medio,  contado  desde  el  16 
del  mes  espresado. 

c(El  resultado  de  los  avalúos  se  publicará  durante  la 
primera  quincena  de  setiembre.  Se  podrá  interponer  re- 
clamación contra  ellos  durante  la  segunda  quincena  del 
mismo  mes  por  el  procurador  municipal  o  por  cualquier 
vecino  del  Municipio. 

«De  las  reclamaciones  que  se  interpusieren  contra  los 
avalúos,  conocerá;  sin  ulterior  recurso,  una  Junta  Muni- 
cipal compuesta  de  tres  Municipales  i  de  seis  vecinos, 
mayores  de  edad  i  sujetos  al  pago  del  impuesto  que 
crea  esta  lei. 

((Los  Municipales  serán  elejidospor  la  Municipalidad; 
los  vecinos  contribuyentes  a  la  suerte. 

((La  Junta  revisora  será  nombrada  en  la  primera 
quincena  de  setiembre;  procederá  breve  i  sumariamente, 
i  espedirá  sus  resoluciones  definitivas  dentro  del'mes  de 
octubre  siguiente. 

Art.  5.° 

«Formado  el  rol  quinquenal  de  contribuyentes,  con  arre- 
glo a  lo  prescrito  en  el  artículo  anterior,  rejirá  hasta  el 
principio  del  quinquenio  siguiente,  sin  otras  alteraciones 
que  las  procedentes  del  valor  de  los  nuevos  edificios  qué 
a  el  debieren  agregarse  anualmente,  i  de  las  reducciones 
que  también  debieren  hacerse  anualmente  por  deterioros 
o  destrucciones  de  edificios  (Tuyo  valorhubiere  disminui- 
do notablemente. 

Art.  6." 

'cHabrá  acción  popular  para  pedir  se  hagan  en  el  rejis- 
tro  las  agregaciones  anuales  a  que  se  refiere  el  artículo 
anterior. 


^ 
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«Las  reducciones  solo  podrán  reclamarse  por  el  intere- 
sado. 

«Las  reclamaciones  por  uno  u  otro  motivo  podrán  in- 
terponerse en  la  primera  quincena  del  mes  de  setiembre 
de  cada  año,  i  serán  resueltas  por  una  Junta  Municipal 
revisora  que  anualmente  se  constituirá  en  la  forma  pres- 
crita en  los  párrafos  4.**  i  5.**  del  art.  4.''  de  esta  lei. 

«La  junta  revisora  resolverá  las  reclamaciones  en  el 
mes  de  octubre  inmediatamente  posterior  a  la  fecha  de 
su  iniciación,  sin  ulterior  recurso  i  procediendo  breve  i 
sumariamente. 

Art.  7.^ 

«El  impuesto  municipal  que  crea  esta  lei  se  pagará  por 
trimestres  anticipados  en  los  meses  de  enero,  abril,  julio 
i  octubre  de  cada  año.  La  mora  en  el  pago  del  impuesto 
sujetará  al  contribuyente  a  la  pena  del  Ínteres  del  dos 
por  ciento  mensual  i  costas  de  la  cobranza. 

Art.  8.^ 

«Es  consejil  el  cargo  de  miembro  de  las  Juntas  reviso- 
ras.  El  que,  sin  causa  calificada  de  suficiente  por  la  Mu- 
nicipalidad, se  negare  a  servirlo,  incurrirá  en  una  multa 
de  doscientos  pesos  a  beneficio  municipal. 

Abt.  9.° 

«El  impuesto  ihunicipal  que  crea  esta  lei  será  de  car- 
go al  propietario;  pero  podrá  exijirse  su  pago  al  posee- 
dor o  tenedor  de  la  propiedad  que  lo  adeudare. 

Art.  10." 

(.(Quedan  exentos  del  pago  del  impuesto  que  crea  esta 
lei  solo  los  bienes  raices  que  estuvieren  fuera  del  co- 
mercio humano. 
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Art.  11.^ 

«cLo  dispuesto  en  el  art.  1.°  respecto  a  escuelas  elemen- 
tales de  instrucción  primaria,  se  entiende  sin  perjuicio 
de  las  atribuciones  que,  en  la  materia,  confieran  al  Pre- 
sidente de  la  República  o  a  otras  autoridades  las  leyes 
sobre  instrucción. 

Art.  12." 

«Desde  el  1.°  de  enero  de  1879  quedarán  abolidos  en 
toda  la  República:  1.**  el  monopolio  de  la  nieve;  2.?  el  im- 
puesto de  sereno  i  alumbrado;  i  S."*  el  de  espendio  en  am- 
bulancias por  las  calles  u  otros  lugares  de  uso  público. 

artículo  transitorio. 

«La  contribución  de  sereno  i  alumbrado  será  cobrada 
por  las  municipalidades,  en  el  segundo  semestre  del  pre- 
sente año,  con  un  cincuenta  por  ciento  de  recargo.  Este 
exceso  pertenecerá  al  Fisco. — Santiago,  abril  17  de  1878. 

— JORJE  HüNEEÜS». 
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